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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Longueira Montes, Pablo

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedán, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau; Secretaria General de Gobierno, señora Ena von Baer Jahn; de Planificación, señor Felipe Kast Sommerhoff, y de Agricultura, señor José Antonio Galilea Vidaurre.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:23, en presencia de 16 señores Senadores.

El señor GIRARDI (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

SALUDO A COMISIÓN DE SOBERANÍA, INTEGRACIÓN, RELACIONES INTERNACIONALES Y SEGURIDAD INTEGRAL DE LA ASAMBLEA NACIONAL DEL ECUADOR

El señor GIRARDI (Presidente).- En primer lugar, damos la bienvenida a la Comisión de Soberanía, Integración, Relaciones Internacionales y Seguridad Integral de la Asamblea Nacional del Ecuador; a su Presidente, Fernando Bustamante (Movimiento País); a Fausto Cobo (Partido Sociedad Patriótica); a Gabriel Rivera (Movimiento País); a Vladimir Vargas (Partido Renovador Institucional Acción Nacional), y a Eduardo Zambrano (Movimiento País).



--(Aplausos en la Sala).



Hoy se reunieron con las Comisiones de Relaciones Exteriores de la Cámara de Diputados y del Senado. 



Además, sostuvieron una reunión con el Presidente de la Corporación, y han desarrollado un trabajo muy interesante y productivo para Chile y Ecuador.



--(Aplausos en la Sala).
III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor GIRARDI (Presidente).- Las actas de las sesiones 18ª y 19ª, ambas ordinarias, y 20ª, especial, de los días 17, 18 y 19 de mayo del año en curso, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores hasta la sesión próxima para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor GIRARDI (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Treinta y cinco de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero da inicio a un proyecto de acuerdo que aprueba el “Tratado de Extradición entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos de América”, suscrito en Santiago el 12 de enero de 2010 (boletín N° 7.684-10) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Con el segundo formula observaciones al proyecto de ley relativo al plazo de renuncia a un partido político para presentar candidaturas independientes (boletín N° 6.974-06) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Con el tercero comunica que no hará uso de la facultad que le confiere el inciso primero del artículo 73 de la Constitución Política, respecto del proyecto de ley sobre el sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación parvularia, básica y media, y su fiscalización (boletín N° 5.083-04).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar al Excelentísimo Tribunal Constitucional.



Con los dieciocho siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, con relación a las iniciativas que se indican a continuación:



1.- Proyecto de reforma constitucional que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (boletines Nos 5.522-07 y 5324-07, refundidos).



2.- Proyecto de ley que regula el tratamiento tributario de los instrumentos derivados (boletín N° 7.194-05).



3.- Proyecto de ley que autoriza el levantamiento de secreto bancario en investigaciones de lavado de activos (boletín N° 4.426-07).



4.- Proyecto de ley que crea mecanismo transitorio de adopción de acuerdos de los copropietarios en los sectores medios (boletín N° 7.320-14).



5.- Proyecto de ley sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas (boletín N° 7.240-08).



6.- Proyecto que modifica la ley N° 18.216, que establece medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad (boletín N° 5.838-07).



7.- Proyecto que enmienda la ley N° 20.248, de subvención escolar preferencial (boletín N° 7.187-04).



8.- Proyecto que introduce modificaciones a la ley N° 19.828, que crea el Servicio Nacional del Adulto Mayor (boletín N° 7.075-06).



9.- Proyecto de ley que crea inhabilidades para condenados por delitos sexuales contra menores y establece registro de dichas inhabilidades (boletín N° 6.952-07).



10.- Proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (boletín N° 6.190-19).



11.- Proyecto de ley que crea una comisión permanente de coordinación del Sistema de Justicia Penal (boletín N° 7.193-07).



12.- Proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales en materia de orden público (boletín Nº 4.832-07).



13.- Proyecto de ley que moderniza y fomenta la competencia del sistema financiero (boletín N° 7.440-05).



14.- Proyecto que modifica la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, para dotar de atribuciones en materias financieras, entre otras, al Servicio Nacional del Consumidor (boletín N° 7.094-03).



15.- Proyecto de ley sobre inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones (boletín N° 7.338-07).



16.- Proyecto de ley que modifica el régimen de libertad condicional y establece, en caso de multa, la pena alternativa de trabajos comunitarios (boletín N° 7.534-07).



17.- Proyecto que enmienda la ley N° 18.168, de 1982, Ley General de Telecomunicaciones (boletín N° 7.502-15).



18.- Proyecto de ley que crea el Servicio Nacional Forestal “CONAF” (boletín N° 7.486-01).



Con los catorce restantes retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide y del entonces Senador señor Ominami, sobre responsabilidad por daños ocasionados por animales potencialmente peligrosos (boletín N° 6.499-11).



2.- Proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, para incorporar la presunción de declaración y no pago de las cotizaciones de salud al sistema de isapres, y homologar el interés penal y la multa por no pago de tales cotizaciones a los contemplados en el decreto ley N° 3.500 y en la ley N° 17.322 (boletín N° 6.312-11).



3.- Proyecto que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia del concepto de embarcación artesanal y de su clasificación por eslora, del reemplazo de la inscripción en el Registro Pesquero Artesanal y de los requisitos para inscribirse en el mismo Registro (boletín N° 6.242-21).



4.- Proyecto que modifica la ley N° 19.327, que contiene normas para la prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional (boletín N° 4.864-29).



5.- Proyecto que enmienda la ley N° 20.234, que establece un procedimiento de saneamiento y regularización de loteos irregulares, y renueva su vigencia (boletín N° 6.830-14).



6.- Proyecto de ley que crea juzgados de policía local en las comunas que indica (boletín N° 5.906-07).



7.- Proyecto de ley que simplifica el régimen de constitución, modificación y disolución de las sociedades comerciales (boletín N° 7.328-03).



8.- Proyecto de ley relativo al uso del pabellón patrio (boletines Nos 7.273-06, 7.095-06 y 7.195-06, refundidos).



9.- Proyecto de ley que establece las bases y procedimientos de fijación de tarifas de los servicios de gas en la Duodécima Región (boletín N° 7.239-08).



10.- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Espina, Chadwick, Larraín Fernández y Prokurica y del entonces Senador señor Allamand, relativo a las facultades de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones para practicar, sin orden previa, las primeras diligencias de investigación de un delito (boletín N° 7.050-07).



11.- Proyecto de ley que denomina “Ruka Moñen Tayu Folil, Juan Cayupi Huechicura” al Museo Folclórico Araucano Juan Antonio Ríos (boletín N° 7.023-24).



12.- Proyecto de ley relativo al Sistema de Alta Dirección Pública (boletín N° 7.485-05).



13.- Proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas y el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas (boletín N° 7.487-12).



14.- Proyecto que regula derechos sobre obtenciones vegetales y deroga la ley N° 19.342 (boletín N° 6.355-01).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



De Su Excelencia el Vicepresidente de la República, mediante el cual formula observaciones al proyecto de ley sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad (boletín Nº 4.921-11) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Salud.

Oficios



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que comunica su ausencia del territorio nacional, entre los días 22 de mayo y 5 de junio del año en curso, para participar en diversas actividades a realizarse en Francia e Italia.



Informa, además, que durante su ausencia lo subrogará, con el título de Vicepresidente de la República, el Ministro de la Cartera del Interior y Seguridad Pública, don Rodrigo Hinzpeter Kirberg.



--Se toma conocimiento.



Dos de la Honorable Cámara de Diputados, con los que informa que aprobó los siguientes asuntos:



1.- Proyecto que modifica la ley N° 18.168, de 1982, Ley General de Telecomunicaciones (boletín Nº 7.502-15) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, y a la de Hacienda, en su caso.



2.- Observaciones formuladas por Su Excelencia el Presidente de la República al proyecto que modifica la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y regula las Asociaciones Municipales (boletín Nº 6.792-06) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Pasan a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Tres del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los dos primeros remite copia autorizada de las sentencias definitivas dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 38 ter de la ley N° 18.933 (actual artículo 199 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2005).



Con el tercero envía copia autorizada del acuerdo adoptado, en ejercicio de la atribución que le confiere el numeral 7° del inciso primero del artículo 93 de la Constitución Política, en proceso de inconstitucionalidad respecto del artículo 2.331 del Código Civil.



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.



Dos del señor Contralor General de la República:



Con el primero atiende una petición, formulada en nombre del Senador señor Prokurica, respecto de pronunciamiento sobre juridicidad de enajenación del 66 por ciento del proyecto minero Inca de Oro, verificada por la Corporación Nacional del Cobre de Chile a Panaust.



Con el segundo responde una solicitud, remitida en nombre del Senador señor Horvath, para investigar problemas que afectan a diversas obras contratadas por la Municipalidad de Aysén.



Dos del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública:



Con el primero da respuesta a un oficio, enviado en nombre de la Senadora señora Rincón, respecto del estado de tramitación del proyecto de reasignación de recursos para la Escuela Mariano Latorre CCP, comuna de Cauquenes.



Con el segundo atiende la petición de antecedentes, cursada en nombre del Senador señor Horvath, en lo referente a la existencia de protocolo en materia de accidentes en Campo de Hielo Patagónico Sur.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, con el que contesta una solicitud de información, remitida en nombre del Senador señor Horvath, respecto de las providencias adoptadas ante procedimientos de fiscalización a transportistas nacionales en el Resguardo El Rincón de la Aduana de San Carlos de Bariloche, paso fronterizo Cardenal Antonio Samoré.



Seis del señor Ministro de Hacienda:



Con los dos primeros da respuesta a peticiones, dirigidas en nombre de la Senadora señora Alvear, para que se estudie el envío a trámite legislativo de dos proyectos de ley: uno que postergue hasta el mes de junio el pago de los permisos de circulación e incremente los anticipos del Fondo Común Municipal, y otro que establezca un sistema especial de exenciones fiscales y municipales para favorecer el tratamiento de residuos domiciliarios.



Con el tercero contesta una solicitud, remitida en nombre del Senador señor Horvath, en orden a modificar la Ley de Impuesto a las Ventas y Servicios y establecer una exención de dicho tributo al paquete de servicios turísticos que se presten a extranjeros no residentes en Chile, en hoteles pequeños, hospedajes y lodges.



Con el cuarto responde una petición, dirigida en nombre de los Senadores señor Escalona, señora Allende y señores Letelier y Muñoz Aburto, relativa al envío de un proyecto de ley que aplique el Sistema de Alta Dirección Pública a ciertos organismos del Poder Ejecutivo, hoy excluidos de aquel.



Con el quinto contesta una solicitud, remitida en nombre del Senador señor Prokurica, en cuanto a la aplicación que se ha hecho del artículo 8° bis del Código Tributario.



Con el último da respuesta a una petición, enviada en nombre del Senador señor Escalona, en orden a que se considere el compromiso contraído de aumentar la bonificación de zona extrema que perciben los trabajadores no docentes de la provincia de Chiloé.



Del señor Ministro de Educación, con el que remite, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, ejemplares del Balance de Gestión Integral 2010 de dicha Secretaría de Estado y de sus servicios dependientes o relacionados.



Tres del señor Ministro de Salud:



Con el primero responde una petición, enviada en nombre del Senador señor Eduardo Frei, para mantener el incentivo al retiro establecido en las leyes Nos 19.882 y 20.282, y prorrogar la vigencia de la ley N° 20.212.



Con el segundo contesta una solicitud de información, cursada en nombre del Senador señor Prokurica, con relación a eventuales irregularidades en el procedimiento de atención de urgencia realizado a la señora Derlinda Lemus en el Hospital Provincial del Huasco.



Con el último da respuesta a una petición de antecedentes, remitida en nombre del Senador señor Navarro, referente a eventuales irregularidades en las boletas de garantía de empresas participantes en la licitación de obras para la Sección de Traumatología del Hospital Regional de Concepción.



Del señor Ministro de Minería (s), con el que atiende requerimiento de información, en nombre del Senador señor Navarro, en materias concernientes a prospecciones de yacimientos de litio, ubicación de estos y procedimiento aplicable en caso de detectarse el metal en terrenos enajenados o cedidos por el Estado.



Dos de la señora Ministra del Medio Ambiente: 



Con el primero contesta una solicitud, enviada en nombre del Senador señor Horvath, en orden a que se considere en los proyectos hidroeléctricos presentados por HidroAysén y Energía Austral una visión integral de su potencial de desarrollo, tanto en la Región de Aysén como en la provincia de Palena, así como de sus compatibilidades e incompatibilidades.



Con el segundo atiende una petición, enviada en nombre del Senador señor Ignacio Walker, para que se realice un estudio de contaminación del agua, aire y suelo en la bahía de Quintero, y la actualización del “Plan de Descontaminación Ventanas-Quintero”.



Del señor Subsecretario General de la Presidencia, con el que informa el trámite dado a la petición, enviada en nombre del Senador señor Gómez, para que se estudie un proyecto de ley que establezca una bonificación con relación a las cotizaciones previsionales de los trabajadores de las artes y espectáculos.



De la señora Subsecretaria de Minería (s), con el que atiende una solicitud de antecedentes, remitida en nombre del Senador señor Navarro, sobre proyectos financiados por el FNDR en materia de regularización de faenas mineras y capacitación de monitores de seguridad, en la provincia de Arauco, y de aumento de fiscalizadores en la Región del Biobío.



Del señor Subsecretario de Energía, con el que contesta una petición de antecedentes, enviada en nombre del Senador señor Horvath, para que se estudie la extensión de la facultad conferida por el artículo 14 de la ley N° 20.365, que posibilita financiar instalación de sistemas solares térmicos en viviendas usadas.



Del señor Comandante en Jefe de la Armada, con el que responde una petición de información, remitida en nombre del Senador señor Navarro, sobre autorización para el acopio de petcoke por la empresa Muelles de Penco S. A. y su fiscalización.



De la señora Directora de Presupuestos, con el que contesta una solicitud, cursada en nombre del Senador señor Horvath, sobre la preparación de una nueva tabla de bonificación a la forestación que rija desde el mes de junio del presente año.



Del señor Director del Servicio de Impuestos Internos, con el que da respuesta a una solicitud, remitida en nombre del Senador señor Navarro, relativa a antecedentes y resultados del proceso de reavalúo de viviendas en las Regiones afectadas por la catástrofe natural del 27 de febrero de 2010.



Del señor Fiscal Nacional Económico (s), con el que responde la petición, formulada en nombre de la Senadora señora Rincón, en cuanto a una posible intervención en el mercado del arroz y a las medidas adoptadas en la Región del Maule.



Del señor Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, con el que contesta una petición de antecedentes, efectuada en nombre del Senador señor Horvath, respecto a la decisión del Consejo Nacional de Educación que denegó la plena autonomía al Centro de Formación Técnica de la Universidad Austral de Chile.



Del señor Jefe de la División de Política Habitacional del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, con el que da respuesta a una solicitud, remitida en nombre de la Senadora señora Rincón, sobre la factibilidad de revisar los subsidios para reparación de viviendas afectadas por el terremoto de 2010.



Del señor Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental, con el que contesta una petición de información, enviada en nombre del Senador señor Navarro, referente a cumplimiento de las exigencias para construir un ducto en el río Biobío, por la Planta Laja, perteneciente a la empresa CMPC.



Del señor Gobernador de Osorno, con el que, atendiendo una solicitud del Senador señor Eduardo Frei, remite copia de la petición cursada al Delegado Provincial del Servicio de Vivienda y Urbanización, para que se repongan los recursos presupuestarios del “subsidio habitacional rural” a la comuna de San Juan de la Costa.



Del señor Presidente Ejecutivo de la Corporación Nacional del Cobre de Chile, con el que, en respuesta a la preocupación por los resultados operacionales y financieros de la empresa -planteamiento que le fue transmitido en nombre del Senador señor Navarro-, adjunta un ejemplar de la Memoria Anual 2010.



Del señor Presidente del Directorio de la Empresa de Ferrocarriles del Estado, con el que responde la petición, enviada en nombre del Senador señor Cantero, sobre antecedentes y alcances del documento denominado “Proposición de acciones coherentes con las necesidades de EFE, con la modernización ferroviaria y con la política país”.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



Informe y nuevo primer informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones (boletín N° 4.991-15) (Véanse en los Anexos, documentos 6 y 7 ).


--Quedan para tabla.



De las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, y de la de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley en materia de duración del descanso de maternidad (boletín N° 7.526-13) (Véanse en los Anexos, documentos 8 y 9).


--Se toma conocimiento y se manda agregar a sus antecedentes.

Mociones



De los Senadores señores Bianchi, Horvath y Muñoz Aburto, con la que dan inicio a un proyecto de ley en materia de descansos de trabajadores que se desempeñan a bordo de naves pesqueras (boletín N° 7.679-13) (Véase en los Anexos, documento 10).


De los Senadores señores Bianchi, Horvath y Prokurica, con la que inician un proyecto de ley sobre descuentos a afiliados a cajas de compensación de asignación familiar (boletín N° 7.680-13) (Véase en los Anexos, documento 11).


--Pasan a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Proyecto de acuerdo



De la Senadora señora Rincón, respecto de declaración del río Achibueno como Santuario de la Naturaleza (boletín N° S 1.363-12) (Véase en los Anexos, documento 12).


--Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la Cuenta.

El señor PROKURICA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

SOLICITUD DE INVESTIGACIÓN SOBRE DISTURBIOS DURANTE CUENTA PRESIDENCIAL DE 21 DE MAYO

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, deseo hacer uso de la palabra en virtud del artículo 23, Nº 3º, del Reglamento del Senado.



El pasado 21 de mayo se vivió una situación que corresponde a la peor actuación en los últimos veinte años, cuando, en reiteradas ocasiones, una decena de personas interrumpió y atacó verbalmente al Presidente de la República, don Sebastián Piñera.



Cuando fuimos Oposición, durante dos decenios, siempre mantuvimos el respeto por la persona que el pueblo de Chile eligió como Primer Mandatario. Por ello, a quienes ahora ocupan la Oposición les pido el mismo respeto.



Por lo anterior, no puedo dejar pasar la ocasión para hacer un reclamo formal ante esta Corporación.



Según medios de prensa, cinco de los manifestantes correspondían a personas que portaban invitaciones entregadas por el Vicepresidente del Senado, señor Juan Pablo Letelier.



Creo que existen ritos y formas republicanas que deben respetarse.



El señor Vicepresidente de la Corporación no solo como miembro de la Mesa del Senado -si esto es verdad- tiene el deber general y moral de mantener el orden. Al parecer, en esta ocasión ello no ocurrió como lo manda el Reglamento en su artículo 23.



Pido a la Mesa, señor Presidente, formalmente iniciar una investigación que determine si quienes ocasionaron los disturbios, interrumpieron y ofendieron al Presidente son en realidad personas que ocuparon invitaciones entregadas al señor Vicepresidente del Senado.



Además, solicito que se informe a la Sala si el señor Presidente ha cumplido con su obligación contenida en el número 3° del artículo 23 del Reglamento de esta Corporación, que en lo pertinente dispone que corresponderá al Presidente del Senado “poner a disposición de la justicia, con oficio, al individuo que promueva desórdenes en cualquier lugar del recinto”.



Señor Presidente, hechos como los ocurridos el 21 de mayo a mi juicio debilitan la convivencia democrática en el Senado, y lo que es peor, no ayudan a construir una democracia en donde prime el respeto por sus autoridades.



He dicho.

)------------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, solicito que se recabe el acuerdo de la Sala para que el proyecto que figura en el número 4 del Orden del Día de hoy, esto es, el que modifica la ley N° 19.628, sobre protección de datos de carácter personal para garantizar que la información entregada a través de predictores de riesgo sea exacta, actualizada y veraz, sea tratado como si fuera de Fácil Despacho, dado que fue aprobado por unanimidad en la Comisión de Economía.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión de hoy, adoptaron los siguientes acuerdos.



1) Celebrar una sesión especial de la Corporación el miércoles 7 de septiembre, de 11 a 14, a fin de recibir la evaluación del avance de las políticas y programas del año en curso y el informe de aquellos propuestos para el año calendario siguiente que debe efectuar el señor Presidente del Instituto Emisor, de conformidad con lo prescrito en el artículo 80 de la ley N° 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile.



2) Retirar de la tabla de esta sesión el proyecto signado con el número 2, sobre indulto general.



3) Retirar del Orden del Día de hoy la iniciativa que figura en el número 7, esto es, la que regula el tratamiento tributario de los instrumentos derivados, y colocarla en la tabla de la sesión de mañana.

)------------(

El señor LETELIER (Vicepresidente).- El Senador señor Tuma solicitó que el proyecto signado con el número 4 de la tabla de hoy sea tratado como si fuera de Fácil Despacho.



Someteré a consideración de la Sala la petición de Su Señoría.



Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, mientras no esté presente el Senador señor Espina yo no doy la unanimidad para lo solicitado, pues en el almuerzo de nuestras bancadas él planteó un reparo sobre dicho proyecto.

El señor COLOMA.- ¡Después lo vemos!

El señor PROKURICA.- ¡Veamos la iniciativa en el lugar que corresponde!

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Entiendo que Su Señoría pide que no se resuelva el punto hasta que no se encuentre en la Sala el Honorable señor Espina.

El señor LONGUEIRA.- Sí, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Entonces, dejaremos pendiente este asunto.

V. ORDEN DEL DÍA

RESPONSABILIDAD JURÍDICA POR ACCIÓN DE ANIMALES POTENCIALMENTE PELIGROSOS

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto, en primer trámite constitucional e iniciado en moción de los Senadores señores Girardi, Kuschel, Ruiz-Esquide y del entonces Senador señor Ominami, sobre responsabilidad por daños ocasionados por animales potencialmente peligrosos, con informe complementario del nuevo primer informe de la Comisión de Salud. 



El asunto fue objeto de una petición de segunda discusión.


--Los antecedentes sobre el proyecto (6499-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Girardi, Kuschel, Ruiz-Esquide y del entonces Senador señor Ominami):


En primer trámite, sesión 14ª, en 5 de mayo de 2009.


Informes de Comisión:


Salud: sesión 19ª, en 19 de mayo de 2009.


Salud (nuevo): sesión 63ª, en 10 de noviembre de 2009.


Salud (complementario del nuevo): sesión 18ª, en 17 de mayo de 2011.


Discusión:



Sesiones 22ª, en 2 de junio de 2009 (vuelve a Comisión de Salud para un nuevo informe); 19ª, en 18 de mayo de 2011 (queda para segunda discusión).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El proyecto tiene “simple” urgencia, y vence el 4 de junio.



Sus principales objetivos son promover la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía; proteger la salud pública aplicando medidas para el control de su población; resguardar la salud animal y regular la responsabilidad por los daños que sean consecuencia de las acciones de dichas mascotas o animales de compañía.



La Comisión de Salud, en el informe complementario del nuevo primer informe, deja constancia de que discutió esta iniciativa en general y en particular en el trámite de primer informe, y aprobó la idea de legislar el año 2009 por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Girardi, Kuschel, Ruiz-Esquide y el entonces Senador señor Arancibia.



En cuanto a la discusión en particular, efectuó diversas enmiendas a la moción original, algunas de las cuales fueron acordadas por mayoría de votos.



El texto que se propone aprobar en general se puede consultar en el informe complementario de fecha 11 de mayo del año en curso.



Asimismo, cabe señalar que los artículos 19, 22 y 24 requieren para su aprobación el voto conforme de 21 señores Senadores.



La Comisión de Salud deja constancia de su propuesta de archivo de un proyecto originado en la Cámara de Diputados (boletín N° 2.696-11) y de la moción del Honorable señor Bianchi (boletín N° 5.847-11), cuyas ideas se encuentran recogidas en la iniciativa en discusión.



También propone que este proyecto, en la discusión particular, sea conocido por la Comisión de Hacienda para que informe sobre los preceptos que impliquen gastos o incidan en la administración financiera o presupuestaria del Estado.



Finalmente, la Comisión sugiere cambiar la denominación del proyecto por la siguiente: “Proyecto de ley sobre tenencia responsable de mascotas o animales de compañía”.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En la segunda discusión, tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, quisiera que esta iniciativa -lo dije en la sesión pasada- se viera teniendo a la vista la ley N° 20.380, sobre protección de los animales, la cual claramente establece las fórmulas de tenencia responsable que deben seguir las personas -incluso fija los métodos educativos en este sentido- y de control sistemático de la población canina y felina.



Por otro lado, los Códigos Civil y Penal también determinan con nitidez las responsabilidades -inclusive objetivas- cuando alguno de estos animales ocasione daño o exista hasta un cuasidelito de homicidio.



Entonces, deseo pedir a la Sala que esta iniciativa sea vista de nuevo por las Comisiones unidas de Salud y de Medio Ambiente, a fin de establecer cuán necesaria es. Porque si hay leyes vigentes y se encuentran pendientes los respectivos reglamentos, no hay razón alguna para seguir avanzando en esta tramitación, puesto que, en el fondo, el asunto ya está resuelto. En efecto, ya se han entregado las respectivas facultades a las autoridades competentes para proceder acerca del tema en cuestión, que se pone en el debate público cada vez que un perro ataca a una persona y su dueño es sindicado como responsable. Además, están los instrumentos como para que esa tenencia responsable se ejerza en plenitud.



Así que, más que entrar al fondo del proyecto, yo pediría que este se revisara a la luz de la legislación vigente, de los reglamentos que se hallan pendientes, y, conforme a ese escenario, se viera si tiene sentido avanzar con su tramitación.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, este proyecto de ley contiene una idea que venimos discutiendo desde hace muchísimo tiempo. Se ha traído a la Sala en dos oportunidades -no recuerdo bien, pero a lo menos en una- porque había dentro de la Comisión de Salud un debate de muy difícil resolución sobre el punto específico de la eutanasia. Remitida la iniciativa una vez más a dicho órgano, se rechazó la tesis de la eutanasia, que antes habíamos aprobado para que tuviera lugar con recomendación, cuidado, precaución de los veterinarios.



Ahora, previo a hablar en general sobre el proyecto, quiero referirme al planteamiento de que vuelva a la Comisión.



En la Comisión de Salud, señor Presidente, siempre hemos sido muy abiertos para que las iniciativas regresen a ella cuantas veces sea necesario a los fines de considerar las prevenciones formuladas por los señores Senadores.



Pues bien, en esta materia hemos recibido de manera permanente presiones y reclamos porque la ley en proyecto no se despacha. Sin embargo, debemos tener en cuenta las acciones provenientes de ambos lados: antes, la de aquellos que sostenían que había que revisar el texto para quitar lo de la eutanasia, y ahora, la de quienes están siendo atacados (desgraciadamente con mucha frecuencia) por perros en todas partes de Chile debido justamente a la falta de una legislación que obligue a cuidarlos como corresponde.



Entonces, mi opinión es contraria a remitir una vez más la iniciativa a la Comisión, pues ya la hemos analizado suficientemente. Ello, por cierto, sujeto a que la Sala determine otra cosa.



En todo caso, señor Presidente, permítame hacer algunos planteamientos relacionados con lo que significa este proyecto.



Su primer título hablaba de “cuidarse de los perros peligrosos”. Pero lo cambiamos, y dijimos “tenencia responsable”.



Después de eso, todo el articulado se volcó hacia cuatro elementos básicos: educación a las personas -este es el centro de la cuestión-; entrega a una autoridad determinada de los mecanismos conducentes a concretar las propuestas que formulábamos en la ley en proyecto; entrega a las municipalidades de dinero suficiente para actuar, y generación de una red de funcionarios e instancias que dieran cuenta de lo que debía hacerse en cada uno de los pasos que proponíamos. 



Por eso, creemos que esta iniciativa constituye un avance sustancial. Se encuadra dentro de la normativa aplicada habitualmente en diversos países. Y corresponde, asimismo, a lo que han hecho algunas municipalidades en Chile. 



De otra parte, es muy respetuosa de los derechos de las personas y, también, de la relación que ellas logran establecer con sus mascotas. 



Pero, señor Presidente -insisto-, estamos llegando -excúsenme por señalarlo así- a algo bastante distorsionado.



Se ha hecho mucha cuestión de que este proyecto podría generar una actitud muy negativa con respecto a las mascotas. Y se formula una crítica generalizada sobre la dureza de lo que proponíamos. 



Se ha llegado al exceso -a mi juicio- de que, cuando sucede algo que hiere a una mascota o le provoca la muerte, se produce un gran escándalo en el país -y lo comprendo-, lo que, sin embargo, se contrapone con el hecho de que, al fallecer una persona -anciano, niño, en fin- por la mordida de un perro, da la sensación de que a nadie le importa demasiado: la prensa no lo incluye en sus editoriales; la reacción de bastante gente es más bien a decir: “No importa, porque el perro no tiene conocimiento de lo que hace”. 



En tales condiciones, señor Presidente, quiero expresar mi apoyo a la ley en proyecto. Creo que caminará bien. Se ha hecho un esfuerzo por traducirla en programaciones, sanciones e incentivos suficientes, claros, adecuados y convenientes.



Insisto en que no soy partidario de lo que solicitó el Senador que me antecedió en el uso de la palabra, pues esta iniciativa ya ha vuelto muchas veces a la Comisión de Salud. Pienso que llegó el momento de discutirla, votarla y despacharla como ley, pues es parte de la solución de uno de los problemas más graves que desgraciadamente afectan a Chile. Porque no solo se trata de cuidar más a las mascotas y, sobre todo, a las personas, sino también de procurar conseguir desde el punto de vista sanitario un control que hasta la fecha resulta imposible ejercer -este proyecto puede permitirlo-: el de la enorme cantidad de perros existente en las ciudades chilenas, y muy especialmente en los puertos.



He dicho. 

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Le ofrezco la palabra al Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, antes de que yo opine sobre el proyecto, quizás sería bueno resolver acerca de la propuesta que hizo el Senador Horvath. De lo contrario, podríamos estar discutiendo algo que volvería a la Comisión de Salud, si así lo aprobara la Sala.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Discúlpeme, señor Senador, por la manera de formular el siguiente planteamiento. 



El proyecto anterior tenía que ver con la idea de evitar los tratos crueles contra los animales; el actual dice relación con los dueños de los animales y sus responsabilidades. En tal sentido, abordan materias distintas. Y por eso los autores insistieron en que el que nos ocupa esta tarde se discutiera como se halla formulado.



Tiene la palabra Su Señoría. 

El señor GÓMEZ.- Yo solo iba a pedir que alguien informara, señor Presidente. 

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Muy bien, señor Senador.



Solicito el acuerdo de la Sala para que el Honorable señor Gómez dirija la sesión momentáneamente, pues quiero intervenir después del Senador señor Rossi, a quien le doy la palabra.



--Se accede, y pasa a dirigir la sesión, en calidad de Presidente accidental, el Honorable señor Gómez.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, este ha sido un tema tremendamente debatido en la Comisión de Salud, porque de alguna forma están en juego muchos intereses, todos muy legítimos. 



Hemos escuchado a víctimas de mordeduras de perros. Y, cada vez que hay un incidente como el de Peñaflor, los ojos de la opinión pública se vuelven hacia el Congreso, en circunstancias de que con relación a la tenencia de mascotas hay bastante legislación y, más bien, faltan reglamentos para establecer ciertas regulaciones.



Por otro lado, hemos escuchado a las agrupaciones proteccionistas, que nos hablan de la ley de -valga la redundancia- protección animal; de lo que hoy día dispone el Código Penal, en su artículo 191 bis, que trata de las sanciones aplicables a quienes cometan maltrato o actos de crueldad contra los animales. 



Hemos oído también a los municipios, que siempre aducen no tener los recursos necesarios para hacerse cargo del problema sanitario y social que representan los perros vagos que deambulan por las calles.



Por tanto, como Sus Señorías pueden ver, el tema de los perros vagos, sea con dueño o sin él, es bastante complejo y tiene muchas aristas.



Ahora bien, en lo que estamos todos de acuerdo es en que la génesis de los perros de la calle, de los perros abandonados, se sitúa en la tenencia irresponsable de mascotas; en la falta de una cultura donde la sociedad asuma que poseer un animal de compañía exige responsabilidad en cuanto al cuidado veterinario, a las instalaciones que se le ofrezcan, a su alimentación. Y ello implica la esterilización; el contar con cercos seguros para evitar que la mascota salga del lugar destinado a ella y muerda a un vecino, en fin.



Entonces -reitero-, este proyecto se hace cargo de una realidad muy compleja.



Básicamente, por un lado, perseguía abordar la tenencia responsable de mascotas, mediante un cambio cultural, a través de la educación, sancionando a quienes cayeran en conductas irresponsables que dieran origen a perros abandonados; y por otro, se preocupaba del control de la población canina, punto desde donde surge lo concerniente a los programas de esterilización masiva.



¿Cuál es, señor Presidente, el problema que presenta esta iniciativa y por lo que -imagino- el Senador señor Horvath planteó enviarla de nuevo a Comisión? Que en su tramitación hemos evidenciado que para ponerla en práctica se requieren recursos.



Se plantea facultar al municipio para que asuma un rol central en el control de la población canina, pero él señala que no dispone de los recursos necesarios para cumplir dicha función.



Por otro lado, la autoridad sanitaria no cuenta con personal para llevar a cabo su tarea en ese ámbito.



Resulta evidente que las municipalidades, si les asignamos aquella responsabilidad, deberán operar de acuerdo con un criterio a nivel nacional, con una regla que ha de establecer la autoridad sanitaria.



De otra parte, entendemos que también se debe abordar lo relativo a la tenencia responsable de las mascotas.



Por lo mismo, le pedimos al Gobierno financiamiento para el proyecto.



¿Qué nos planteó el Ejecutivo? Que quería separar la iniciativa.



Eso es bien importante. Porque lo que propone el Gobierno -en esto asumió protagonismo el Ministro del Interior, quien, según nos informaron desde La Moneda, se hizo cargo de la tramitación- es dividir el proyecto en dos: por un lado, un texto concerniente a la tenencia responsable de mascotas, enfocado más bien -por así decirlo- a los perros con dueño; y por otro, un texto que se haga cargo de la cuestión sanitaria, de salud pública con relación al control de la población canina, estableciendo ahí los roles que les corresponden al municipio, a la autoridad sanitaria, y determinando quién otorga los recursos y cómo se entregan.



Al final del día, el Gobierno no ha enviado las indicaciones necesarias para regular ambas materias. Y por ello decidimos remitir el proyecto a la Sala, a fin de que se abra un período para que formulen indicaciones tanto los parlamentarios como el Ejecutivo.



Creo que lo más importante en este minuto es que los municipios, si van a asumir la responsabilidad descrita, dispongan de los recursos suficientes. Estamos hablando de programas de esterilización masiva, los cuales implican un alto costo.



También es del caso puntualizar -y lo conversamos con organizaciones de defensa de los animales- que existe legislación sobre la materia en comento, pero, lamentablemente, no se han elaborado los reglamentos pertinentes.



Ese es un punto muy significativo, señor Presidente.



Entonces, independiente de que prosiga el debate en esta jornada, sugiero que el proyecto pase de nuevo a la Comisión de Salud y que se abra un período para presentar indicaciones, esperando -de acuerdo a lo comprometido por el Ministro del Interior- las del Ejecutivo, que apuntan en dos direcciones: al control de la población canina (perros vagos, de la calle) y a la tenencia responsable de mascotas, o sea, de perros con dueño.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, parto haciéndome cargo de la reflexión del Senador Horvath respecto a la ley No 20.380.



En el Título I -relativo a su objetivo y ámbito de aplicación- se dispone: “Esta ley establece normas destinadas a conocer, proteger y respetar a los animales,...”. O sea, dicha legislación tiene que ver con un tema distinto del que estamos discutiendo, que dice relación con la responsabilidad de los dueños de las mascotas.



En tal sentido, no soy partidario de que evitemos cumplir este paso legislativo: necesitamos aprobar en general un proyecto de ley sobre tenencia responsable de animales.



Quizás la dimensión más importante de la iniciativa en análisis se vincula específicamente con la obligación de las municipalidades -se consigna en el artículo 5o, Título II- de “dictar una ordenanza sobre la tenencia responsable de mascotas”.



Actualmente, nadie se hace responsable de ellas. En algunos casos los dueños son absolutamente irresponsables. No asumen su tenencia. Por la mañana sueltan a las calles a sus animales -particularmente a los perros- y los recogen al final del día para que vuelvan a vivir en la casa durante la noche. O sea, la tenencia diurna no es responsable.



Señor Presidente, considero clave facultar a las municipalidades para dictar una ordenanza en el sentido expuesto. Y ella debería incluir la obligación de registrar a los animales en cada municipio; un sistema de identificación; el pago de patente, y la aplicación de multa, por tenencia irresponsable, a los dueños de animales que deban ser recogidos por andar circulando solos en la vía pública. Ello generaría un mecanismo de financiamiento para obtener los recursos que se necesitan a fin de impulsar planes especiales de esterilización u otras medidas, como la mantención de los centros que históricamente se conocían como “perreras”, para la permanencia de los animales recogidos en la calle.



Lo incorrecto, señor Presidente, es no asumir que estamos frente a un grave problema de salud pública, que agrede a las personas que no quieren mascotas o a aquellas que las desean y son responsables en su tenencia.



No es correcto que el Congreso Nacional, y especialmente el Senado, no avance en fijar las normas aplicables a quienes gustan de los animales, quieren tenerlos, pero no siempre saben hacerlo en forma responsable.



Sí, planteo -y será mi posición durante el debate en particular- que deberíamos eliminar del proyecto en análisis los elementos relativos a la calificación de “animales peligrosos”.



No hay razas peligrosas per se. A los animales -en particular a los caninos- se les enseña a desarrollar actitudes más agresivas; se les entrena para esa finalidad, o se les generan tales comportamientos cuando la tenencia es  irresponsable. Así,  los perros  que viven amarrados a un cable -como ocurre habitualmente en el campo- para que se desplacen en un espacio limitado mostrarán, por supuesto, actitudes más agresivas que las de aquellos que no son entrenados o que no son restringidos en su movilidad dentro de la propiedad donde habitan.



Eso se habrá de precisar en los reglamentos.



Sí es necesario, para avanzar en esta materia, contar con una ley marco sobre tenencia responsable, que les asigne a los municipios la obligación de dictar reglamentos y que evite que los ciudadanos comunes sean objeto de las externalidades negativas -por así calificarlas- generadas por personas que no saben ser dueñas de animales; que tienen gatos o perros, en su mayoría, que se reproducen, y, cuando no quieren conservar las crías, las botan en la calle; que no toman la medida de esterilizar a hembras cuya parición no desean.



Creo que este es uno de los problemas de salud pública serios, diría que hasta grave en ciertos centros urbanos. Conocemos los efectos negativos de ello por los medios de comunicación.



Pero, en el fondo, la dificultad radica en que no hemos logrado legislar para que exista la responsabilidad de los municipios de dictar la ordenanza respectiva y para darles la facultad de cobrar, junto con establecer ciertas obligaciones, una multa por tenencia irresponsable a las personas que dejen en la calle a perros que sean recolectados.



En muchos países, la cuestión se ha resuelto incluso de una manera distinta, obligándose a los propietarios a contratar seguros según el tipo de animal -es decir, encareciendo la posesión, como es el caso de Alemania-, para que se hagan responsables respecto de la sociedad.



En lo personal, soy amigo de los animales. Tengo varios perros. Pero comprendo que si estos salen de mi control y agreden a alguien asumiré una responsabilidad civil. De la misma forma, si los suelto en un espacio público y generan un malestar en otras personas, mi irresponsabilidad se estará evidenciando.



No es correcto, señor Presidente, que no aprobemos la normativa en estudio. Al contrario. Debemos hacerlo. Hay un equilibrio, eso sí, que tendremos que encontrar. Y entiendo que los miembros de la Comisión lo han debatido. ¿Cuál es el que debe existir entre la tenencia responsable y el derecho de los animales?



Eso es lo que promueven las organizaciones que a veces han venido al Congreso Nacional, que no actúan en representación de los intereses de los ciudadanos, sea que estos mantengan mascotas en forma responsable o no, sino por los animales y sus derechos.



Al respecto, quiero por lo menos dejar constancia de que, a mi juicio, no por tener los animales ciertos derechos se debe llegar a una situación de igualdad con aquellos que le corresponden a la sociedad; con la salud pública.



Por ello, creo que el artículo 5° es, sin duda, el corazón de la iniciativa y que las municipalidades deben hallarse obligadas a dictar ordenanzas. Y voy a presentar en particular una indicación sobre cuáles son los contenidos mínimos que me parece que se deben contemplar, de forma tal que los propietarios se encuentren obligados a registrar sus mascotas y mantenerlas identificadas, para que puedan ser sancionados si se falta al cuidado debido.



Adicionalmente, es preciso explorar lo que han hecho en otros países a fin de generar los recursos necesarios para que el sistema se autofinancie. En Estados Unidos, ello se logra pagando una patente por la tenencia; en Alemania, contratando un seguro, según el tipo de animal.



Lo cierto, señor Presidente, es que el esquema actual es el peor de todos, con una situación de tenencia irresponsable, y los que pagan las externalidades consiguientes son las ciudades, las comunidades, los transeúntes, que deben tener derecho a libre tránsito y que no siempre lo materializan por la responsabilidad de unos pocos.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, deseo felicitar primero a los parlamentarios autores de la iniciativa.



Quiero alegrarme porque estamos debatiendo el asunto, pero lamentar que nuevamente tengamos que dar explicaciones a la comunidad por no sacar un proyecto completo.



Si bien es cierto que el articulado va a asignar responsabilidades a quienes puedan ser identificados como propietarios, una gran cantidad de animales aparecen sin dueño y son callejeros. Y el texto no aborda la cuestión. No les entrega recursos a las municipalidades o a alguna institución que se haga cargo de estos últimos, de los que son maltratados, que tienen derechos que se deben respetar. Tampoco apunta a darles seguridad a los habitantes de la ciudad y del campo respecto de que no serán amenazados o atacados por alguno, peligroso o no. Si los animales no tienen dueño, si nadie es responsable de ellos, entonces la normativa nos deja en las mismas condiciones en que estábamos antes de siquiera discutirla.



Aquí llamo a la responsabilidad; a que el Ejecutivo asuma la situación; a poner los recursos necesarios. Son muchos los episodios que estamos viendo, diaria o semanalmente, de ataques de perros y mascotas a niños, a adultos mayores.



Y la verdad es que no existe una explicación de por qué todavía no contamos con una legislación -los responsables somos los parlamentarios- que garantice, por una parte, los derechos de los animales o el cuidado de estos, y por la otra, la seguridad de las personas en el campo y la ciudad.



Por eso, señor Presidente, coincido con el Senador señor Letelier en orden a que avancemos en lo ya aprobado, para atribuir responsabilidad, por lo menos, a los dueños que sean identificables. Pero que también el Ejecutivo se haga cargo de ver cómo los municipios o alguna otra institución, con recursos, con facultades, con imperio, pueden atender a todo el resto de los animales cuyos propietarios no son identificables.



He dicho.

)----------------(

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, a petición del Senador señor Orpis, la Comisión de Minería y Energía accedió a consultar a la Sala acerca de la posibilidad de ampliar hasta el miércoles 8 de junio, a las 10, el plazo para presentar indicaciones respecto de la moción conocida como “20/20”.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Si no hay objeciones, se accederá.



--Así se acuerda.

)-----------------(

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Carlos Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, he seguido la discusión en torno de la iniciativa que regula la responsabilidad por la tenencia de mascotas, y si bien es cierto que se ha dicho, con razón, que ello crea problemas en la vida de las ciudades, también es preciso destacar un aspecto del cual creo que el Senador señor Tuma será particularmente consciente, en orden a que en las zonas rurales existen muchos animales por los cuales nadie responde, que no se sabe a quién pertenecen y respecto de los cuales todas las teorías enunciadas sobre la pertenencia responsable son perfectamente imaginarias. En efecto, andan sueltas mangas de perros que atacan, y las organizaciones que rompen lanzas por ellos debieran hacerlo también por los terneros, las ovejas, las vacas y los caballos. En los lugares donde hay pequeñas propiedades ello es particularmente grave, porque una jauría puede destruir la mitad del patrimonio de una familia campesina.



No estoy desconociendo la dificultad que significan los canes en las ciudades. Ese es un hecho real. Pero lo más grave de todo es la situación en localidades pequeñas y medianas, donde muchos perros se internan luego en los campos y pueden arruinar a grupos familiares completos. Una vecina, en el lugar adonde voy en el verano, perdió dos tercios de su producción en una noche.



Entonces, creo que la cuestión no debiera centrarse tanto en el registro, la patente, el permiso de los tenedores. Es preciso abordar la posibilidad de que los animales sean retirados de circulación por los municipios. Y si para ello se debe dotar de fondos, pues bien, que se haga, lo que le corresponde al Ejecutivo.



Al menos quería dejar constancia de que en la materia se registra una dificultad también en las zonas rurales, la cual afecta muy en especial a la clase media campesina.



Es cuanto puedo decir, como un antecedente más, en torno a la iniciativa.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, la iniciativa exhibe distintos componentes. No aborda solamente un aspecto.



Entre otras, trata la situación de los animales peligrosos, no contemplada en la legislación, y establece un conjunto de instrumentos para prevenir la presencia de uno de ellos, por la vía de que quien quiera tenerlo debe comprender que podrá responder en lo civil y, eventualmente, en lo penal.



Asimismo, impone obligaciones como la de mantenerlo dentro de la casa, con un cerco adecuado. Si alguien quiere sacarlo a la calle, debe hacerlo con correa de sujeción y bozal, además de ser mayor de 18 años. La vulneración de tales exigencias será sancionada.



Además, permite la incautación de un perro con un historial de peligrosidad, por ejemplo, cosa que no ocurre en la actualidad.



En San Bernardo, un mismo can mordió a dos niños. A pesar de haber atacado a uno, la autoridad carecía de facultades para incautarlo, encontrándose el animal guardado en condiciones que no ofrecían seguridad, pues se dejaba la puerta abierta y constituía una amenaza, y volvió a agredir a un niño. De contarse con la ley en proyecto, habría podido ser objeto de esa medida y alejado de la posibilidad de dañar a otras personas.



Repito que la tenencia responsable de mascotas deberá ser dentro de la casa. Un primer aspecto es que, muchas veces, el patio de la vivienda es la calle. La iniciativa sancionará a quien mantenga a un animal en la vía pública, lo que también se extenderá al hecho de que este se encuentre en condiciones nutricionales deficientes o con sarna, garrapatas u otras enfermedades, y de que no cuente con correa de sujeción ni identificación.



Es decir, también se dispone un conjunto de condiciones que nos parece un incentivo para dicha tenencia responsable y un desincentivo para la que resulte inapropiada, como la que se observa hoy día en muchas poblaciones, donde algunas familias tienen tres o cuatro perros, porque ello no cuesta nada y no se asume ninguna responsabilidad.



Como señalé, el texto establece que el dueño responderá cuando se causen daños. Y en el caso de perros vagos, son las municipalidades las que deberán actuar. Lo que estamos planteando es que, en esa eventualidad, los animales sean incautados, llevados a un lugar donde sean sanitizados y después entregados a quienes deseen hacerse cargo de ellos. El propósito es que se cumplan ciertos requisitos sanitarios.



Y si no son reclamados no se les podrá matar. Aquí se generó un largo debate sobre la eutanasia como instrumento de regulación de la población canina. Hemos expuesto que la alternativa es la esterilización, pero que de ninguna manera podemos incurrir en las prácticas bárbaras o hitlerianas de llevarlos a una suerte de campos de exterminio. Ello no constituye un método aceptable ni razonable. Es algo que se tiene que regular por la vía de la responsabilidad.



Para determinar mejores regulaciones, ya no será posible el comercio informal de animales. Su dueño deberá esterilizarlos. No podrá tener un perro y reproducirlo, a menos que posea un permiso de criador. Ello se traducirá en el término de la actividad en tal sentido que se ve a través de los diarios o por Internet.



¿Y por qué es importante lo anterior? Si las ventas solo se pueden verificar a través de criaderos autorizados, se limitará el comercio informal, evidentemente. Dado que nadie podrá tener un animal no esterilizado, aumentará el precio y, por lo tanto, se registrará mucho más interés por obtener gratuitamente uno en adopción que entreguen algún municipio o institución que dispongan de canes recogidos en las calles.



Nos parece que esas son las fórmulas que han funcionado en todas partes del mundo. Lo único que no funciona es el asesinato masivo.



Además, los perros vagos ocupan territorio, y si son eliminados, otros animales se instalan en el mismo nicho ecológico. Los grandes abastecedores de los primeros son los dueños que no los cuidan, que los mantienen en las calles, y si determinamos la tenencia responsable, la obligación de pagar multas si los animales se encuentran en la vía pública, sin alimentación ni correa de sujeción ni identificación, estableceremos un mecanismo que hará reflexionar a quien desee tener una mascota.



A ello se sumará el que los criaderos serán solo los autorizados y que no se podrá regalar, vender ni reproducir perros en domicilios que no constituyan una instancia institucional o formal.



Y cabe recordar que, al mismo tiempo, se contemplan sanciones para los dueños de perros peligrosos por los daños que estos causen.



Conviene tener presente que esas personas son hoy día, muchas veces, narcotraficantes. Es un factor de estatus el tener este tipo de animales y, fundamentalmente, los de pelea, cuya reproducción se realiza en forma del todo irregular.



Todos estos aspectos deben abordarse integralmente, y el proyecto en estudio pone a Chile en el plano en que se hallan leyes de otros países.



Tal vez el punto de mayor discusión recayó sobre algo que hemos eliminado y a lo cual nos opusimos, que es el empleo de la eutanasia como instrumento de regulación de la población canina. Para este último efecto contemplamos la responsabilidad y la esterilización, pero no el asesinato masivo de animales, absolutamente inaceptable y poco adecuado, como mecanismo válido, para una sociedad como la nuestra y cualquier otra. Solo es factible usar de modo excepcional el medio señalado en primer término, como una especie de muerte digna para situaciones de sufrimiento en enfermedades terminales.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra, en su primer discurso, el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, el proyecto de ley se encuentra representado por su propia denominación: tenencia responsable de mascotas o animales de compañía. En tal sentido, lo considero un acierto y un aporte, y felicito a quienes han trabajado durante tanto tiempo en su contenido.



Entiendo que se halla completamente separada la cuestión de las jaurías salvajes, las que, sobre todo en el mundo rural, causan un grave daño a la economía familiar campesina, a los pequeños productores.



En la Región de Los Lagos, tanto en la provincia de Llanquihue como en las de Palena y de Chiloé, son numerosas...

El señor TUMA.- ¡Son lobos!

El señor ESCALONA.- ...-son más bien lobos, como me acotan- y destruyen la ganadería, sobre todo la de corderos, generando un gravísimo daño a las familias.



Entiendo que todos los argumentos que se han vertido en la Sala se refieren a las mascotas o animales de compañía y, en consecuencia, la autoridad tiene el deber de proteger a las familias campesinas cuando su pequeña propiedad en el mundo rural es virtualmente asolada por las jaurías que señalé.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, el nombre del proyecto en debate explica muy bien los objetivos que sus autores persiguen, como es establecer un sistema de tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, por todas las razones que se han mencionado acá, sobre todo en lo concerniente a los problemas sanitarios y de salud pública que muchas veces los organismos del propio Ministerio de Salud y los municipios han intentado atender y corregir. Sin embargo, no existe un marco regulatorio que los faculte para ello.



Asimismo, está el tema que expresó el Senador Escalona. En La Araucanía, Región que represento, también es bastante frecuente observar el daño que numerosos perros provocan en los sectores rurales.



Además, el proyecto aborda un asunto cultural, de hábitos de los tenedores y propietarios de los animales, que los dejan sueltos durante todo el día, con los daños que ello genera.



En Chile existen 540 mil perros vagos aproximadamente; 35 mil personas fueron mordidas o agredidas durante el 2009, y la tendencia es creciente.



Con razón la ciudadanía, cada vez que se conocen hechos donde perros, principalmente de razas potencialmente más peligrosas, lesionan a personas -incluso, a algunos niños les ha costado la vida-, nos interpela y espera del Congreso una respuesta rápida. Por ello, soy partidario de no seguir dilatando una decisión sobre el particular. 



Efectivamente, el proyecto plantea un marco regulatorio mínimo y es evidente que falta abordar ciertos aspectos. Yo no quisiera que los municipios nuevamente nos acusaran de elaborar una ley que carece de financiamiento. Y la normativa en estudio lo requiere.



Usted, señor Presidente, ha propuesto una esterilización masiva, la creación de un registro e incluso, a través de ordenanzas municipales -que algunos municipios ya han dictado sin mediar este marco regulatorio-, el cobro de patentes. Bien decía el Senador Letelier que en Alemania existen seguros de altísimo costo para evitar que los perros ocasionen daños como los que se registran en Chile, con aumento creciente.



La iniciativa no solo contempla multas para quienes no resguarden adecuadamente a sus mascotas, animales de compañía o, en algunos casos, perros peligrosos, sino que, al mismo tiempo, hace cargo del problema al Estado y a los municipios, que son los que deben asumir esta responsabilidad. Es muy difícil que las municipalidades pretendan desentenderse de ella. Esta situación incide hasta en aspectos de tránsito en determinadas localidades, debido a la existencia de grandes jaurías de perros en importantes arterias, como las que he visto en Temuco, Lautaro, Angol, Victoria y en muchas otras ciudades de la Región que represento.



Por lo tanto, todo el mundo quiere que esta problemática se acote y se pueda resolver. Y me parece que esta legislación entrega elementos esenciales para ello. Hace solidariamente responsables al dueño y al tenedor del animal. Y eso es, finalmente -insisto-, lo que se busca, más aún cuando el Senado ha despejado la posibilidad de la eutanasia como solución a la grave situación que hoy enfrentamos.



Por la vía de las indicaciones podemos abordar algunos aspectos, como el del financiamiento que los municipios van a requerir, pero para ello es necesario continuar con el debate del asunto.



Por eso, soy partidario de votar el proyecto de una vez por todas y aprobar la idea de legislar.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, tal como todos los señores Senadores han manifestado, la idea contenida en el proyecto, de hacer más responsables a quienes poseen mascotas o animales de compañía, parece ser absolutamente razonable y necesaria. Hay implícitas medidas de seguridad, de salud y muchas otras que hacen recomendable avanzar en esta materia.



Sin embargo, dado que nos hallamos en la discusión general, uno no puede menos que hacer presentes algunas inquietudes, varias de las cuales ya se han mencionado.



La primera dice relación con la realidad en el cumplimiento de esta normativa legal en los sectores rurales. Ahí, más allá de quien sea su tenedor, prácticamente en todas las viviendas hay uno o más animales domésticos. Y me pregunto si es realista una norma que expresa que, “Tratándose de perros, estos deberán circular en los espacios públicos,” -o sea, calles y caminos rurales- “bajo control y supervisión humana, con la debida correa de sujeción, tomando todas las medidas de seguridad y sanidad que fije el reglamento antes citado”.



Se trata de una disposición perfectamente exigible en una ciudad, pero no veo a un campesino salir a caminar con su perro atado a una soga o a una correa por los alrededores de su hogar.



Entonces, está bien: algunas normas parecen imprescindibles para los sectores urbanos, pero estimo que imponen exigencias que para ciertas zonas rurales resultan poco realistas. Por ende, debemos tener cuidado con situaciones que no permiten el cumplimiento de normas legales que -repito- son necesarias en determinados ámbitos, mas no en otros.



Otra inquietud ya la manifestó el Senador Quintana: el problema que deberán enfrentar los municipios. El artículo 10, inciso segundo, establece que “las municipalidades serán responsables civilmente por los daños a la salud e integridad física de las personas que causen los animales abandonados que transiten libremente por el territorio de la comuna”.



El informe habla de 540 mil perros vagos. Algunos señalan que son cerca de un millón. Yo no sé cuántos serán, pero sí puedo sostener que, cuando uno recorre las ciudades de su respectiva circunscripción -es un problema generalizado en todo Chile-, nota la abundancia de esos animales.



Entonces, si los municipios serán los responsables de esta problemática, tendrán que instalar un canil municipal, contratar veterinarios, incurrir en gastos de alimentación. Se menciona el caso de Valparaíso, que, con un costo de 560 millones de pesos, construyó un recinto de esas características que no ha surtido ningún efecto en el control de los perros vagos.



Por lo tanto, estamos creando una carga pública para los municipios que a estos les será muy difícil financiar. Yo he visto cómo en algunas comunas, especialmente en Linares, el alcalde y el resto de las autoridades hacen denodados esfuerzos en esta materia, pero no cuentan con los recursos necesarios para construir caniles donde dar un buen trato a los perros vagos que por cientos merodean por las calles.



En consecuencia, se trata de una situación compleja.



Además, hay que considerar que los problemas ocasionados por los perros vagos no son solo de seguridad sino también de salud, y estos últimos deberían ser quizás responsabilidad del Ministerio del ramo. Y lo digo porque creo que resulta imprescindible pensar en un financiamiento público, en algún tipo de subsidio para afrontar una situación que es muy amplia.



Concuerdo en que la solución no es la eutanasia. A lo mejor podría aplicarse en perros que padezcan una enfermedad terminal, contagiosa o grave, pero -repito- no es la solución. Sin embargo, tampoco lo es atribuir simplemente su responsabilidad a los municipios, porque estaríamos generando un panorama en general bastante difícil.



Por otra parte, hay normas que merecen cierta aclaración. 



Por ejemplo, el artículo 15 del proyecto dispone que “Los locales de venta y crianza de mascotas o animales de compañía estarán a cargo de un médico veterinario”. ¿Qué significa esto último: que el que gerentea,  administra o es propietario de uno de esos locales debe ser médico veterinario? ¿O querrá decir que debe estar asesorado, bajo las normas que establezca un reglamento, por un médico veterinario u otro profesional de similar naturaleza?



Creo que aquí hay distintas normas que, a mi juicio, desfiguran en cierto sentido la iniciativa, que es muy buena en su objetivo   -y estoy disponible para apoyarla-, pero que en su desarrollo presenta diversos tipos de problemas que hacen que ella sea compleja o que en la discusión particular deba ser objeto de una revisión bastante pormenorizada, la que, a lo mejor, le cambiará su fisonomía. Pero al parecer ese es el único camino que existe si aprobamos el proyecto hoy día, para lo cual -reitero- me encuentro disponible.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath, en su segundo discurso.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en mi primera intervención manifesté una aprensión. Ahora quisiera ir al fondo del asunto.



La verdad es que nosotros tenemos una nutrida legislación sobre la materia. Están el Código Penal, en su artículo 291 bis, que fue reemplazado por una versión distinta que estableció la misma sanción; la ley N° 20.380, y el Código Civil, en su artículo 608, que clasifica los animales, y los artículos 2326 y 2327. 



Daré lectura a estas últimas dos disposiciones.



El artículo 2326 señala: “El dueño de un animal es responsable de los daños causados por el mismo animal, aún después que se haya soltado o extraviado; salvo que la soltura, extravío o daño no pueda imputarse a culpa del dueño o del dependiente encargado de la guarda o servicio del animal. 



“Lo que se dice del dueño se aplica a toda persona que se sirva de un animal ajeno; salva su acción contra el dueño, si el daño ha sobrevenido por una calidad o vicio del animal, que el dueño con mediano cuidado o prudencia debió conocer o prever, y de que no le dio conocimiento”. 



Y, a propósito de jaurías y animales peligrosos, el artículo 2327 declara: “El daño causado por un animal fiero, de que no se reporta utilidad para la guarda o servicio de un predio, será siempre imputable al que lo tenga, y si alegare que no le fue posible evitar el daño, no será oído”.



También está el Código Penal, porque un animal entrenado puede ser usado igualmente como arma, por así decirlo, lo que puede llegar a configurar, como señalé denantes, un cuasidelito de homicidio.



Tenemos, por otro lado, el Código Sanitario, varios decretos del Ministerio de Salud y leyes vinculadas a la materia.



Y además existen reglamentos de la Ley sobre Protección de Animales que se encuentran pendientes y deben ser dictados. Y estos reglamentos, más la legislación vigente, cubren lo que se está proponiendo en la moción.



Esta nace en la Cámara de Diputados, después llega al Senado, y por alguna razón no sigue su trámite legislativo. Se presenta otro proyecto, el que, versus el archivado, plantea entre otras cosas la eutanasia. Luego de algún grado de debate, se excluye este mecanismo y se vuelve a lo que tenemos vigente.



Concuerdo en que la cantidad de perros vagos que existen en Chile constituye un problema social y ambiental importante. Los expertos señalan que hay varias categorías: están los perros vagos per se, que son como las personas que pierden todo tipo de nexo, y, al final, son los menos peligrosos, pues apenas poseen energía para sobrevivir; y están los verdaderamente riesgosos, que tienen dueño, son alimentados, se hallan en condiciones de reproducirse y que son soltados o, lo que es peor, abandonados.



¿A qué voy con esto? A que, en definitiva, el peligroso siempre es el ser humano, no el animal. Este puede ser entrenado y siempre hay alguien detrás de él. Incluso, uno de los autores del proyecto contaba que tener un perro peligroso era, curiosamente, un signo de estatus entre los narcotraficantes. O sea, ¡mejor todavía! ¡Así pillamos a dos de un solo viaje...!



Por lo tanto, esta no es una materia que se halle en un área gris y que no tenga legislación, responsabilidad y sanción.



Por eso he planteado que la iniciativa vuelva a Comisión, para analizar las mociones que se han presentado sobre el particular, los reglamentos que se hallan pendientes, las leyes que son vinculantes, y no avanzar sobre algo que -estoy casi seguro- ya existe. Además, el Ejecutivo aún no dicta las normativas pertinentes.



Ahora, en caso de que este proyecto se apruebe, me permito sugerir a la Sala llevar a cabo, durante la discusión particular, una revisión profunda de sus disposiciones, en conjunto con las autoridades competentes, y averiguar si las normativas pertinentes van a ser dictadas o no. Porque al Parlamento no le corresponde aprobar reglamentos, sino asegurarse de que ellos sí sean dictados.



Es cuanto deseaba plantear, señor Presidente.



Gracias.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, a mi juicio, ya no podemos seguir postergando más la votación de esta iniciativa.



Quiero hacerme cargo de lo que se ha dicho en la Sala.



Creo que Chile es uno de los países donde existe una notable cantidad de perros abandonados.



Existen categorías distintas que a lo mejor estamos confundiendo. Por un lado, es evidente que existe responsabilidad respecto de animales potencialmente peligrosos. Sabemos que hay razas que son particularmente temibles. Ya están establecidas y clasificadas y existen reglamentaciones sobre la materia. Pero, por otro lado, sabemos que muchos perros vagos abandonados se vuelven absolutamente peligrosos en la medida en que no son alimentados. Se van poniendo cada vez más agresivos y terminan comiéndose a perros más chicos y mordiendo y agrediendo a personas, las cuales en ocasiones ya no pueden caminar por la calle.



Deseo ser muy clara en esto, señor Presidente, porque cada vez que una habla algo así poco menos que se la califica de no amante de los animales. Por lo menos quiero deslindar mi responsabilidad. Yo tengo cinco perros. Me encantan. Pero creo que hay que fijarse límites en la vida. Y aquí el bien superior se llama “ciudadano común y corriente”, el cual tiene derecho a caminar por las calles de las ciudades y a no ser mordido, a no ser atacado, a no ser perseguido por manadas de perros que no cuentan con dueños responsables porque los han abandonado.



Y el problema no es solo que los hayan dejado abandonados, sino también que esos animales -y lo he conversado con médicos veterinarios- se van haciendo crecientemente más agresivos, e incluso terminan comiéndose a perros más chicos, por no tener otra cosa que comer, lo cual los vuelve más agresivos aún.



A estas alturas, señor Presidente, creo que debemos ser bastante responsables.



A mí me preocupa, señor Presidente, que no exista claridad en el proyecto en cuanto al financiamiento para las municipalidades. Mientras eso no esté clarificado, las normas de la iniciativa serán letra muerta. Y es muy grave que nosotros, como Senado, estemos apoyando un proyecto que sabemos que no tiene ninguna viabilidad, porque no veo a ningún municipio construyendo caniles, esterilizando perros, llevando un control, manteniendo temporalmente a animales abandonados, si no dispone de un presupuesto adicional. ¡No habrá ninguna municipalidad que lo vaya a hacer!



Entonces, considero que esta Sala debe ser responsable.



Yo estoy dispuesta a apoyar una iniciativa sobre la materia, pero exijo responsabilidad. 



Quiero que me digan quién va a financiar a los municipios, porque si estos no cuentan con recursos no podrán cumplir con aquello y, por consiguiente, todo lo que aquí se establezca no será efectivo y la situación terminará exactamente como hoy: sin, en muchos casos, una tenencia responsable de animales; con manadas de perros vagos, cada vez más agresivos; con ataques a personas, y con municipalidades que no pueden hacerse cargo del problema.



Mi pregunta es qué hacer con un proyecto de esta naturaleza si no está asegurado el financiamiento. Porque, si esto es así, que se diga responsablemente que estamos aprobando algo que no será viable y que se transformará en letra muerta, lo cual irá en desprestigio de nosotros, que después de mucho tiempo hemos tratado de establecer justamente un marco regulatorio para la tenencia responsable de animales.



Esa es mi preocupación, señor Presidente, y la dejo planteada.



En esas condiciones, me parece que no estamos haciendo las cosas como corresponde.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- A continuación, se procederá a votar.



Pido hacer sonar los timbres.



La Sala debe pronunciarse sobre lo siguiente.



El Honorable señor Horvath ha solicitado que no se vote el proyecto,...

El señor ORPIS.- Estoy de acuerdo con ello, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- ...mientras que otros señores Senadores han manifestado lo contrario.



Su Señoría es partidario de no votarlo y que vaya a Comisiones unidas para...

La señora ALLENDE.- ¿Puedo plantear una cosa, señor Presidente? Es una duda que...

El señor LETELIER (Vicepresidente).- ¿Me permite entregar primero la información, señora Senadora?

La señora ALLENDE.- De acuerdo, pero me gustaría que me respondiera algo.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Debo aclarar a la Sala que aquí estamos conociendo el informe complementario del nuevo primer informe de la Comisión de Salud. Es decir, se trata del tercer informe previo a un pronunciamiento sobre la idea de legislar sobre la materia. 



Lo que corresponde es votar en general el proyecto, pero un señor Senador solicitó no votar la idea de legislar y que la iniciativa se tramite a las Comisiones de Salud y de Medio Ambiente, unidas, para un “cuarto” primer informe.



De insistir el Honorable señor Horvath en su propuesta, lo primero que debemos resolver es si se vota ahora el proyecto. Después de eso, tenemos que dilucidar si el segundo informe lo emitirá solo la Comisión de Salud o las de Salud y de Medio Ambiente, unidas.



Ofrezco la palabra para referirse al procedimiento.



Puede hacer uso de ella el Senador señor Andrés Zaldívar. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, lo que procede reglamentariamente es aplazamiento de la votación, lo que permitiría clarificar la situación.



Para que la Sala acuerde elaborar otro informe, se debe hacer otra petición.



A mi parecer, lo que corresponde es votar. 



Además, esta iniciativa se discutirá en particular,  oportunidad en que podremos formular toda clase de observaciones e indicaciones para enriquecer el proyecto, además de pedir el patrocinio del Gobierno para algunas de ellas.



Por tanto, propongo a la Sala -ojalá el Honorable señor Horvath esté de acuerdo- que votemos la idea de legislar, para luego entrar a la discusión en particular, donde se pueden formular observaciones.



Considero que mi sugerencia es la mejor manera de avanzar, pues ya hemos gastado buena parte del tiempo de la sesión en este proyecto.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Pido que resolvamos ahora el asunto.



En virtud del numeral 7º del artículo 131 del Reglamento, un señor Senador formuló una solicitud.



La Sala tiene que decidir si se vota hoy.



Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, pido aplazamiento de la votación -dado el hecho de que el problema del financiamiento es determinante-, lo cual nos permitiría tener la opinión del Ejecutivo al momento de aprobar o rechazar la idea de legislar.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Es facultad de cualquier señor Senador pedir aplazamiento de la votación.



No obstante, deseo recordar que en la reunión de Comités se acordó tratar este proyecto y que en una sesión anterior se pidió segunda discusión.



Nos hallamos en el debate en general, lo que en nada altera  la posibilidad de acuerdos posteriores.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, es un derecho efectuar tal solicitud.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se va a resolver de inmediato.



Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, creo que el Honorable señor Orpis ha planteado un asunto central.



Varios de los Senadores que nos manifestamos favorables a esta idea hicimos ver nuestra inquietud respecto del problema de financiamiento, que la iniciativa no resuelve.



Entonces, deseo saber si el Ejecutivo contrajo algún compromiso al respecto. De no ser así, estaríamos creando una carga al no poder consignar recursos.



Por consiguiente, en mi opinión, vale la pena postergar la discusión y tratar de obtener el compromiso del Gobierno de que habrá financiamiento. Porque, como bien decía la Senadora señora Allende -comparto su juicio, pues yo había reparado en este problema-, aprobar el proyecto sin recursos sería quedar en ridículo frente a la opinión pública.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Reitero que el Honorable señor Orpis, en ejercicio de su facultad, pidió postergar la votación, lo que sería hasta la sesión de mañana.



Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, con el Senador señor Rossi tuvimos la idea de que se solicitara en la reunión de Comités -se lo encargamos al Honorable señor Chadwick, quien lamentablemente lo olvidó- que se retirara de la tabla de hoy esta iniciativa. Y teníamos para ello dos motivos, uno de los cuales decía relación a que el Ejecutivo enviaría una indicación sustitutiva, que no llegó.



Por tanto, para salvar lo del procedimiento, propongo que, en lugar del aplazamiento de la votación, votemos la idea de legislar hoy; esperar que llegue la indicación sustitutiva que viene con financiamiento de la DIPRES y que el proyecto vuelva a la Sala con un nuevo texto.



Lo importante es dar un curso progresivo a la iniciativa; votarla en general; pasarla  a la Comisión de Salud para el segundo informe; esperar la indicación sustitutiva con el financiamiento respectivo, y volverla a la Sala para el debate en particular.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Como aquí hay una cuestión de Reglamento, pido centrarnos en el procedimiento.



En cualquier momento, el Ejecutivo puede mandar una indicación, incluso durante la discusión en particular, si esa es su voluntad.



El Senador Orpis ha ejercido la facultad de pedir aplazamiento de la votación.



Tiene la palabra el Honorable señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, como este proyecto de ley lleva tres años de tramitación y se trata de un nuevo informe complementario del primero, soy  partidario de votar la idea de legislar, según señaló el Senador señor Chahuán. Como el proyecto debe volver a la Comisión de Salud para el segundo informe, habrá tiempo para que el Gobierno envíe las indicaciones a que se comprometieron los Ministros del Interior y Secretario General de la Presidencia. De hecho, se encuentra a mi espalda la Ministra vocera de Gobierno, quien posiblemente podría asumir tal compromiso.



En consecuencia, en lugar de seguir aplazando, sería más razonable votar en general ahora, pues tendremos tiempo durante la discusión en particular de formular observaciones y de presentar indicaciones, como expresaron los Honorables señores Chahuán y Andrés Zaldívar.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- ¿El Senador Orpis mantiene su petición?

El señor ORPIS.- Sí, señor Presidente, porque resulta muy determinante lo del financiamiento.



Por lo tanto, habría plazo hasta mañana para que el Gobierno se pronuncie respecto de tan esencial aspecto. De lo contrario, estaríamos creando una expectativa irreal con este proyecto.



--Queda aplazada la votación del proyecto hasta la próxima sesión.



Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, ¿se acordó después de la Cuenta que se tratara como si fuera de Fácil Despacho el proyecto signado con el número 4 de la tabla?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- No hubo consenso, Su Señoría.

FACILITACIÓN DE DEFENSA DE INTERESES COLECTIVOS Y DIFUSOS Y OBLIGATORIEDAD DE CONCILIACIÓN

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables señora Pérez San Martín y señores Espina y García y de los entonces Senadores señora Matthei y señor Allamand, en primer trámite constitucional, relativo al procedimiento aplicable para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores, con segundo informe de la Comisión de Economía.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7256-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción de los Senadores señor Espina, señora Pérez San Martín y García, y de los entonces Senadores señora Matthei y señor Allamand):


En primer trámite, sesión 58ª, en 6 de octubre de 2010.


Informes de Comisión:


Economía: sesión 75ª, en 14 de diciembre de 2010.


Economía (segundo): sesión 13ª, en 3 de mayo de 2011.


Discusión:



Sesión 77ª, en 15 de diciembre de 2010 (se aprueba en general).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La idea de legislar de la iniciativa fue aprobada en sesión de 15 de diciembre del año pasado.



La Comisión deja constancia de haber efectuado diversas modificaciones al texto despachado en general, todas las cuales fueron acogidas por unanimidad.



Esas enmiendas se pueden consultar en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a la vista y dicen relación a simplificar y reducir el procedimiento especial que se consagra.



Corresponde señalar que las modificaciones acordadas en forma unánime deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite su discusión o se renueven indicaciones.



Por último, cabe consignar que el numeral 2 del artículo único requiere para su aprobación los votos conformes de 21 señores Senadores.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En discusión.



Ofrezco la palabra.

El señor ESPINA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría. 

El señor ESPINA.- Señor Presidente, quiero consultar sobre un asunto reglamentario: entiendo que las normas resueltas por unanimidad en la Comisión -todas, en este caso- deben darse por aprobadas en la Sala. Me gustaría que se aclarara el punto y se precisara cuál es el procedimiento por seguir.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Reglamentariamente un señor Senador puede pedir votación separada respecto de determinada disposición. Por cierto, todas las aprobadas por unanimidad en la Comisión se votan en un solo acto, sin debate.

El señor ESPINA.- Eso no lo había captado.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, en la misma línea de lo planteado por el Honorable señor Espina, lo normal es que, no habiéndose pedido votar por separado alguna disposición, si todas fueron acogidas por unanimidad en la Comisión, debieran darse por aprobadas y despacharse el proyecto, salvo que haya alguna de quórum especial.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Hay una en ese caso.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Entonces, hay que verificar el quórum.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Debo hacer presente que una norma requiere el quórum de ley orgánica constitucional. 



Como nadie ha pedido palabra y todas las disposiciones fueron aprobadas por unanimidad en la Comisión, las voy a someter a votación.



¿El Senador García pide la palabra por un tema reglamentario?

El señor GARCÍA.- No, señor Presidente. ¡Votemos!

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Señor Secretario, le ruego informar qué se vota. Entiendo que todas las normas, con excepción de una, son de quórum simple.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Así es. El proyecto tiene un artículo único y solo el numeral 2 es de quórum especial. Requiere 21 votos para su aprobación.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, haremos una sola votación.

El señor ESPINA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Estamos poniéndonos de acuerdo sobre cómo votamos.



Tiene la palabra Su Señoría. 

El señor ESPINA.- Señor Presidente, me merece dudas el quórum asignado a ese número, porque, en verdad, su único objetivo es perfeccionar un procedimiento. Pregunté sobre el particular al Secretario de la Comisión de Economía, pero, en definitiva, no me queda claro el punto. 



En el fondo, lo que hace este proyecto es simplemente eliminar una serie de requisitos de admisibilidad de la demanda en los juicios colectivos, requisitos que no dicen relación a la naturaleza de ellos. Y todos los acuerdos de la Comisión fueron unánimes, sea para aceptar o rechazar las indicaciones presentadas por el Ejecutivo o por algún señor Senador. Y luego hay un ajuste del procedimiento. Pero nunca las normas de este han sido de quórum especial.



Entonces, ignoro por qué este número no es de quórum simple. No sé si el Secretario de la Comisión pudiera clarificarlo. Es importante, por los precedentes que se sientan. Porque, si vamos a establecer que esas normas son de quórum especial, puede ser complicado para el futuro.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Señor Senador, quiero informar primero que es el informe de la Comisión el que plantea que esta norma es de quórum, entre otras cosas, porque no se trata solo de un procedimiento simple. Se establecen modificaciones sobre los recursos que se pueden presentar, y en atención a ello la Comisión tomó esa decisión.

El señor ESPINA.- Me gustaría escuchar la opinión del Secretario del Senado.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El Secretario de la Comisión me informa que el número 2 es de quórum especial en cuanto se refiere a la admisibilidad de la demanda, asunto que antes era controvertido entre las partes y que ahora se entrega, como facultad para decidir sobre ella, al tribunal, al juez.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, yo no quiero hacer mayor cuestión del punto, pero aquí estamos sentando precedente. Y creo que esta disposición no es, de ninguna manera, de quórum especial. Puedo estar en un error, pero es lo que pienso.



Hoy día el procedimiento está en la ley, la cual establece un requisito de admisibilidad en los juicios colectivos de los consumidores, requisito que finalmente se ha transformado en el juicio de fondo. 



Los juicios colectivos, por la Ley del Consumidor, demoran en promedio cinco años, porque en el artículo 52 de esa normativa se establece una cantidad de exigencias de admisibilidad que deben cumplirse antes de entrar al fondo. Esta iniciativa elimina algunas de ellas, las que, por lo demás, no rigen para ningún otro juicio en Chile.



O sea, una persona que el día de mañana demanda en juicio  a una empresa por incluir cláusulas abusivas en los contratos de adhesión o por vender un producto que no equivale realmente a lo que se dice que es, aquel queda sometido a un proceso de admisibilidad que va mucho más allá, pues se transforma en un proceso completo. De ahí que haya una dilación tremenda en esos juicios, a tal punto que, según informes del SERNAC, duran en promedio casi cinco años. Y ello ocurre porque se asilan en la admisibilidad. Entonces, ni siquiera entran al fondo. ¡Empiezan a alegar si se cumplen los requisitos de forma, cosa que no tiene pies ni cabeza!



Entonces, no veo por qué un requisito de admisibilidad va a elevar el quórum de un proyecto de ley. ¡Se están eliminando trámites y no agregando! Si se estuvieran adicionando facultades o diligencias a los jueces, se les crearían nuevas atribuciones. Pero aquí se hace todo lo contrario: se limpia un procedimiento engorroso para transformarlo en algo claro y expedito, para que pueda resolverse con prontitud el legítimo derecho de un consumidor a entablar una demanda colectiva.



En consecuencia, no logro entender por qué -y yo lamento no haberme dado cuenta de esto en la Comisión; admito mi omisión- elevamos el quórum de este número. 



Solo estoy pidiendo que se clarifique tal punto, señor Presidente, porque el precedente puede ser complicado.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Señor Senador, reitero que el señor Secretario de la Comisión, con el acuerdo de ella, estimó que el número 2 era de quórum especial. ¿Cuál es la razón? Que le otorga derechamente al tribunal no solo la facultad de examinar la demanda, sino también la de declararla admisible sin un procedimiento controversial. No estoy entregando mi opinión; estoy simplemente refiriéndome a lo que ha informado la Comisión. La Sala es soberana para resolver en un sentido u otro.



Quiero proponer lo siguiente: que votemos primero el resto de la normativa y después que resolvamos lo relativo al punto objetado.



Si le parece a la Sala, así se procederá.



Acordado.



En votación todo el proyecto con excepción del número 2.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto en particular (26 votos a favor), con excepción del numeral 2.



Votaron las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei (don Eduardo), García, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor ESPINA.- Señor Presidente, aprobemos el número 2 con la misma votación y evitemos la discusión sobre el quórum.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo?



Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, deseo reiterar lo señalado por el Honorable señor Espina. También creo que el numeral 2 no es de quórum especial. Pero, en la duda, prefiero que se recoja la votación y se deje constancia del quórum alcanzado.



En realidad, este proyecto, iniciado en una moción de varios Senadores -entre ellos, el propio Senador señor Espina-, es muy positivo, pues pone fin a una situación que en la actualidad no protege a los consumidores: lo relativo a la admisibilidad.



Me explico.



Dado que se exigen tantos requisitos para declarar admisible la demanda, se obliga a las personas a entrar al asunto de fondo, lo que puede demorar cuatro o cinco años. Y el consumidor termina sin la protección que corresponde.



La iniciativa permite que la admisibilidad se resuelva en términos formales y que la discusión de fondo se lleve a cabo en un procedimiento sumario.



Por eso, pienso que este es un buen proyecto, que va en la línea de proteger a los consumidores.



Y, a fin de evitar cualquier suspicacia, propongo que se vote y que se registre el quórum alcanzado.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se recogerá la misma votación anterior: 26 votos a favor.



El señor Secretario manifestó una aprensión respecto al punto. Por tanto, aunque haya diferencias de opinión, es mejor dejar constancia de que se reúne el quórum pertinente.



Entendemos que este proyecto reviste gran interés para todos.



¿Habría acuerdo para aprobar el número 2 con la misma votación anterior?

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Claro.

El señor ESPINA.- Conforme.



--Se aprueba el numeral 2 del artículo único con la misma votación anterior (26 votos a favor), dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional requerido, y el proyecto queda despachado en este trámite.
EXACTITUD, ACTUALIZACIÓN Y VERACIDAD DE INFORMACIÓN DE PREDICTORES DE RIESGO COMERCIAL

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.628, sobre protección de la vida privada, para garantizar que la información entregada a través de predictores de riesgo comercial sea exacta, actualizada y veraz, con segundo informe de la Comisión de Economía. 



--Los antecedentes sobre el proyecto (6800-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 81ª, en 12 de enero de 2010.


Informes de Comisión:


Economía: sesión 3ª, en 16 de marzo de 2011.


Economía (segundo): sesión 18ª, en 17 de mayo de 2011.


Discusión:



Sesión 4ª, en 22 de marzo de 2011 (se aprueba en general).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El proyecto fue aprobado en general en sesión del 22 de marzo de este año.



La Comisión deja constancia en su informe de haber sustituido el texto aprobado en general por el Senado por otro que establece la prohibición de todo tipo de predicción o evaluación de riesgo comercial que no se base en información objetiva relativa a las morosidades o a los protestos de las personas naturales o jurídicas de las cuales se informe. La infracción a esta prohibición dará lugar a la eliminación inmediata de esa información por parte del responsable de la base de datos y a la indemnización de perjuicios que corresponda.



La enmienda de la Comisión fue acordada por la unanimidad de sus miembros presentes (Honorables señores Espina, García, Tuma y Andrés Zaldívar). Por tanto, debe ser votada sin debate, salvo que algún señor Senador solicite su discusión.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Ha pedido la palabra el Senador señor García. Sin embargo, conforme a la tradición del Senado, se la daré primero al Presidente de la Comisión de Economía, Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, deseo manifestar que este proyecto también apunta a proteger al consumidor, esta vez de servicios financieros, mediante la regulación de los predictores de riesgo.



Normalmente, algunas empresas elaboran predicciones de riesgo basadas en hechos absolutamente subjetivos. Basta que se consulte varias veces el RUT de una persona para que su calificación de riesgo sea más o menos negativa.



Cabe destacar que el texto que se propone aprobar surgió de una indicación formulada por el Senador señor García, que va en la línea correcta. Y los integrantes de la Comisión -Honorables señores Tuma y Espina y el Senador que habla- lo secundamos.



En tal sentido, se plantea prohibir los predictores de riesgo, salvo que se efectúen sobre hechos objetivos relacionados con la morosidad o el protesto de las personas naturales o jurídicas en sus actos comerciales.



Ello significa terminar con los criterios subjetivos.



Es necesario dejar claro el punto para que mucha gente no siga viéndose afectada en sus actividades comerciales por el hecho de aparecer en predictores basados en elementos subjetivos.



En mi opinión, la iniciativa es buena, positiva. 



Además, se originó en una moción de varios miembros de la Cámara de Diputados; entre ellos, el ahora Senador señor Tuma. 

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, tal como informó el Senador señor Andrés Zaldívar en su calidad de Presidente de la Comisión de Economía, el proyecto que nos ocupa se inició en una moción, fundamentalmente a raíz de un fallo de la Corte de Apelaciones de Santiago de comienzos de año...

El señor TUMA.- De 2009.

El señor GARCÍA.- De 2009, perdón.



Dicho tribunal examinó un recurso de protección presentado por un ciudadano a quien una institución financiera le negó un crédito por registrar un predictor de riesgo negativo. Sin embargo, esta persona nunca ha tenido un protesto; nunca ha tenido un retraso en el cumplimiento de sus compromisos comerciales. O sea, no había razón alguna para que su predictor de riesgo fuera negativo.



Luego de realizar averiguaciones, este ciudadano descubrió que el único motivo de su situación desfavorable era que su RUT había sido consultado en numerosas oportunidades. Y solo por eso su riesgo aparecía fuertemente incrementado, al extremo de que una institución financiera le negara el derecho a crédito.



Señor Presidente, el fallo de la Corte de Apelaciones de Santiago señala -y de esto se hace cargo la iniciativa- que no es legítimo establecer predictores de riesgo. Porque es como jugar a las adivinanzas, a la futurología. Consiste en determinar, conforme a antecedentes enteramente subjetivos, si la persona va a cumplir sus compromisos financieros o no, cuál será su capacidad para ello.



Dicho fallo es categórico. Dictamina que no deben existir predictores de riesgo. ¡No deben existir!



La indicación aprobada en la Comisión dispone que los predictores de riesgo solo se pueden construir sobre la base de antecedentes objetivos, como los protestos y las morosidades. No es lo mismo una persona que tiene un protesto en un año, que otra que registra 100 en el mismo período. Obviamente, ahí cabe establecer una diferencia.



Además, señor Presidente, todos los integrantes de la Comisión creemos que estos predictores de riesgo finalmente son una derivación de la acumulación de información financiera.



Creo que esa información debe basarse en datos reales, concretos, como las morosidades o los protestos; y no simplemente en cuántas veces se consulta el RUT, cuántas veces se cambia de domicilio, u otro tipo de antecedentes que en numerosas oportunidades resultan vagos, imprecisos, y de los cuales no es posible deducir un comportamiento de pago.



El texto aprobado por la Comisión, señor Presidente, ha recibido críticas. Una de ellas se refiere a por qué construir predictores de riesgo solo en función de información negativa (protestos y morosidades); por qué no hacerlo también en función de información positiva, como el cumplimiento de los pagos, de los compromisos.



El punto es que tal información no existe. Habría que autorizar a todas las casas comerciales, a todas las instituciones financieras, para que no solo informaran las morosidades y los protestos, sino también los compromisos y los pagos de cada uno de los ciudadanos.



A mi juicio, esa información es gigantesca, y hoy no está disponible.



Por eso, optamos por insistir en la fórmula propuesta.



Otra crítica radica en que este proyecto incorpora a las personas jurídicas, pues dispone que se prohíbe la construcción de predictores de riesgo que no estén basados “en información objetiva relativa a las morosidades o protestos de las personas naturales o jurídicas”.



Y, dado que la ley N° 19.628 protege los datos de carácter personal, surge la duda de por qué incorporarlas.



La razón es esta: creemos que tampoco pueden construirse predictores de riesgo sobre la base de información subjetiva relativa a personas jurídicas. En esto también consideramos que la iniciativa constituye un tremendo avance.



Por consiguiente, agradezco la moción presentada, que ha dado lugar a la discusión de esta materia. Y le pido a la Sala que apruebe el texto que se propone en la misma forma en que lo hizo la Comisión de Economía.



Anuncio mi voto a favor, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Seré breve, porque tanto el Presidente de la Comisión, el Senador señor Zaldívar, como el Honorable señor García han explicitado bastante bien los objetivos que persigue este proyecto.



Yo solo quiero hacer claridad respecto de lo que ocurriría si se despachara esta iniciativa a la Cámara de Diputados.



Porque, originalmente, el proyecto prohibía que se usara cualquier indicador que no estuviera basado “en información objetiva relativa a las morosidades o protestos”. 



Y, con la aprobación de la indicación del Senador señor García en la Comisión, se recoge lo que los autores de la moción presentamos inicialmente en la Cámara Baja, por cuanto se establece: “Prohíbese la realización de todo tipo de predicción o evaluación de riesgo comercial que no estén basadas únicamente en información objetiva relativa a las morosidades o protestos de las personas naturales o jurídicas”.



Lo señalo porque la Cámara de Diputados aprobó solo la prohibición de consignar predictores de riesgo comercial “basados en variables relativas a la frecuencia de consulta”. Pero dejó abierta la posibilidad de que se introdujera como elemento de riesgo cualquier otra evaluación subjetiva, y no objetiva.



En consecuencia, celebro que la Comisión de Economía del Senado haya acogido esta iniciativa y que la Sala también tenga la disposición de hacerlo. Porque recoge lo planteado en la moción original en el sentido de no permitir que se consideren factores subjetivos para evaluar el riesgo.



Otra cuestión es cómo procesamos en el Congreso Nacional la necesidad de crear un marco regulatorio que impida que las personas que hayan tenido algún incumplimiento en sus obligaciones de pago se vean forzadas a quedarse en su casa, prácticamente enrejadas o aisladas, sin poder acceder al mundo laboral, al crédito o a la actividad empresarial.



Por eso, pienso que este es un paso importante, mientras el Parlamento decide cómo dar una señal potente en el tratamiento justo, equitativo y adecuado de los datos económicos de las personas.



Anuncio mi voto a favor, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, resulta increíble que debamos establecer una ley especial para prohibir el abuso, la arbitrariedad que cometen estos organismos.



Aquí no estamos diciendo que no se publique la información relativa a un protesto o a un atraso en una u otra deuda. ¡No! Eso es legítimo. Lo que prohibimos es la realización de todo tipo de predicción o evaluación de riesgo comercial basada en el número de consultas (cuatro, cinco, seis) a DICOM.



En mi zona muchas personas me han dicho: “Oiga, yo no tengo ninguna deuda, ningún protesto y, sin embargo, no me dan crédito porque han preguntado diez veces por mis antecedentes”. Solo por ese motivo los bancos les cierran las puertas para darles algún crédito.



Entonces, yo celebro a los autores de este proyecto de ley.



Me parece increíble que tengamos que legislar sobre el particular, en circunstancias de que debiera ser una cuestión natural.



Porque los bancos o las instituciones financieras ven como algo negativo que se consulten en diez ocasiones los antecedentes comerciales de una persona o de una empresa. Pero no lo es; a lo mejor obedece a que se necesita conocer su solvencia para realizar un negocio. Sin embargo, por el solo hecho de que se pregunte muchas veces por los antecedentes comerciales de una persona, se la castiga, no se le da el crédito.



Por lo tanto, anuncio mi voto favorable a esta ley en proyecto. Espero que realmente dé resultados, y que la gente sea defendida. Me parece ridículo que debamos hacerlo de esta manera. Pero, si en algo les podemos ayudar, con mucho agrado nos pronunciaremos a favor.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En votación la modificación acordada unánimemente por la Comisión de Economía.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la enmienda de la Comisión de Economía (25 votos a favor), y el proyecto queda despachado en este trámite.



Votaron las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, Horvath, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

INCLUSIÓN DE CUMPLIMIENTO DE TAREAS EN OPERACIONES DE PAZ INTERNACIONAL EN FUNCIONES DE FUERZAS ARMADAS

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción de los Senadores señores Coloma, Chadwick y Longueira, en primer trámite constitucional, que incluye a las operaciones de paz en el orden internacional entre las funciones de las Fuerzas Armadas, con informe de la Comisión de Defensa Nacional.


--Los antecedentes sobre el proyecto (6984-02) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de reforma constitucional (moción de los Senadores señores Coloma, Chadwick y Longueira):


En primer trámite, sesión 26ª, en 9 de junio de 2010.


Informe de Comisión:


Defensa Nacional: sesión 13ª, en 3 de mayo de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito de esta reforma constitucional es consignar dentro de las funciones de las Fuerzas Armadas el cumplimiento de las tareas que demanden las operaciones de paz internacional.



La Comisión de Defensa Nacional discutió esta iniciativa solamente en general, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes (Senadores señores Coloma, Gómez, Muñoz Aburto, Prokurica y Patricio Walker). El texto propuesto se puede consultar en la parte pertinente del boletín comparado.



Esta reforma constitucional requiere para su aprobación en general los votos conformes de 25 señores Senadores.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En discusión general el proyecto de reforma constitucional.



Ofrezco la palabra.



Tiene la palabra el Presidente de la Comisión de Defensa Nacional.

El señor ESPINA.- Pido abrir la votación, señor Presidente.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, solicito abrir la votación. 

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, así se procederá. 



Acordado. 



En votación.



--(Durante la votación).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, como es de conocimiento del Senado, en las distintas ocasiones en que se aprobó por disposición constitucional la salida de tropas chilenas para participar en las diferentes misiones de paz en el mundo, varios señores Senadores, especialmente el Honorable señor Coloma, plantearon que esa labor no se hallaba contemplada en la Constitución y, por lo tanto, había dudas al respecto. 



Por esa razón, los Senadores señores Coloma, Chadwick y Longueira presentaron esta reforma constitucional, que tiene por objeto establecer taxativamente dentro de las funciones de las Fuerzas Armadas, prescritas en el artículo 101, inciso primero, de la Carta Fundamental, el cumplimiento de las tareas que las operaciones de paz internacionales demanden.



La moción señala que la reforma propuesta se origina en la necesidad de reparar lo que puede constituir un vacío en nuestra Constitución respecto a la definición de los fines de las Fuerzas Armadas, ya que en su texto se establece que tales Instituciones existen para la defensa de la patria, en circunstancias de que hoy se dan otros escenarios de acción y de participación (fuerzas de paz y humanitarias), y diferentes tipos de actividades en las que pueden tomar parte en el extranjero. 



Lo anterior adquiere especial relevancia al considerar ciertas misiones que prevé la ley y que han sido una realidad continua desde hace años (de forma permanente, según la resolución del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, en la que se requiere desde el 2004 la participación de Chile en Haití, tal como lo hacía anteriormente en otros lugares del mundo). 



A la fecha, acota que nuestro país ha intervenido en diversas operaciones para el mantenimiento de la paz, destacando, en el caso de la Armada, su presencia en Haití (MINUSTAH), Chipre, El Líbano. La Fuerza Aérea ha tenido participación en Haití, la que se suma al trabajo para superar los conflictos entre Ecuador y Perú, Iraq y Kuwait, e India y Pakistán. Y el Ejército, en tanto, ha concurrido a misiones en Haití, Chipre, en contiendas entre Iraq y Kuwait e India y Pakistán, además de participar en el Congo, Afganistán, Timor Oriental, Kosovo y Bosnia Herzegovina. 



Las sucesivas prórrogas sobre la permanencia de las tropas en Haití han generado un debate en el seno de las Comisiones de Defensa Nacional y de Relaciones Exteriores, y también en la Sala del Senado, acerca de si el Texto Fundamental permite o no la participación de nuestras Fuerzas Armadas en ese tipo de misiones. Y la argumentación esgrimida por el Ejecutivo para solicitar el acuerdo de la Cámara Alta ha sido la misma desde el año 2004 hasta la fecha, y en ella no existen consideraciones de orden constitucional, exceptuando lo estipulado en el artículo 53, Nº 5), que dice relación más con la forma que con el fondo del asunto. 



Existe una serie de antecedentes jurídicos analizados por la Comisión de Defensa del Senado, así como de fundamentos presentados por la Presidencia de la República donde se ha requerido tal autorización. Sin embargo, no ha sido posible formular una argumentación constitucional en circunstancias de que la Carta Fundamental dedica un Capítulo a las Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública. 



En la moción se explica que el inciso primero del artículo 101 de nuestra Constitución Política establece que “Las Fuerzas Armadas dependientes del Ministerio encargado de la Defensa Nacional están constituidas única y exclusivamente por el Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea. Existen para la defensa de la patria y son esenciales para la seguridad nacional.”.



Y se agrega que dicha disposición ha generado controversia acerca de si en los conceptos “defensa de la patria” o “seguridad nacional” se encuentran incorporadas la salida de tropas del territorio nacional con la finalidad de participar en la celebración de efemérides, actividades educacionales o viajes de instrucción, actividades logísticas, actos de cortesía internacional, cumplimiento de acuerdos de cooperación en materia de defensa, o misiones de ayuda humanitaria no derivadas de un conflicto armado. 



Debemos tener presente que la concepción en materia de seguridad y de seguridad internacional, desde el término de la Guerra Fría, ha evolucionado hasta llegar a lo que hoy conocemos como “globalización”, y que además, si bien está contenida en la Carta de Naciones Unidas, la interpretación extensiva para autorizar a las tropas nacionales se halla sometida a las normas constitucionales de seguridad nacional. 



También se contempla la inclusión de dicho concepto y mandato dentro de la Política de Defensa Nacional, que en las tres versiones del “Libro Blanco” se expresa igualmente en concordancia con tratados internacionales y formando parte de una visión integradora e inclusiva de las relaciones de los países en el siglo XXI, así como el compromiso con los hombres y mujeres de todas las naciones. 



Como dije con anterioridad, el artículo 101, inciso primero, consagra que “Las Fuerzas Armadas dependientes del Ministerio encargado de la Defensa Nacional están constituidas única y exclusivamente por el Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea. Existen para la defensa de la patria y son esenciales para la seguridad nacional. 



“Las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública están integradas sólo por Carabineros e Investigaciones.”, y así sucesivamente. 



El proyecto de reforma constitucional, presentado por los Senadores señores Coloma, Chadwick y Longueira, lo que hace es incorporar en la Constitución de manera taxativa que también es labor de las Fuerzas Armadas su participación en operaciones de paz. 



En la discusión del asunto se planteó por parte de algunos miembros de la Comisión que tal participación no era solo en las operaciones de paz de Naciones Unidas, sino también en otro tipo de misiones, en las que además se incluía la actuación de otras organizaciones no especificadas en el inciso primero del artículo 101, que han desarrollado labores de ese tipo, como Carabineros e Investigaciones. 



He dicho. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma. 

El señor COLOMA.- Señor Presidente, tal como informó el Honorable señor Prokurica, en su calidad de Presidente de la Comisión, este es un proyecto de reforma constitucional que precisamente busca -relacionado con los nuevos tiempos que vive el mundo- incorporar el concepto de operaciones de paz internacional en el Texto Fundamental, y, por tanto, las tareas que pueden ser ejercidas por las Fuerzas Armadas en ese ámbito. 



Y digo que se trata de un asunto de la modernidad, porque si uno mira la historia de las Constituciones y los debates que se llevaban a cabo sobre el particular, en términos generales las labores de las Fuerzas Armadas siempre se asumieron desde una perspectiva interna, como la defensa de la patria o la seguridad nacional. 


Ese fue el concepto con el cual se construyó todo el escenario y la dimensión, desde un punto de vista constitucional, del rol de las Fuerzas Armadas. Y ello tiene que ver incluso con lógicas más bien de la Guerra Fría, donde particularmente la noción de seguridad se hallaba en plena discusión. 



Pero claramente el mundo ha evolucionado. Muchos países han ido adaptando su legislación, como una forma de asumir que las operaciones de paz internacional pasan a ser, en determinados momentos y con las restricciones que cada uno determine, parte de la función de las Fuerzas Armadas. 



Este debate, en su esencia, lo tuvimos el año 2004 -los invito a revisar la discusión planteada en ese momento- cuando la Ministra de Defensa de la época, señora Blanlot, planteó -a mi juicio, de buena forma- que había que precisar de mejor modo dónde incorporar, con motivo de la salida de tropas chilenas a Haití, esa facultad de las Fuerzas Armadas en función de la estructura constitucional, que hoy día todavía continúa dando vuelta. 



Eso se discutió con bastante intensidad. Y, en esa instancia, las Comisiones acordaron hacer un esfuerzo para reformar la Carta e incluir de una manera más moderna esta nueva labor de las Fuerzas Armadas. 



Lo que busca la presente reforma es precisamente hacerse cargo del tema.



Nos encontramos en la discusión en general. Todos quienes fueron invitados, de distintos institutos, de manera muy transversal estuvieron de acuerdo en la idea de legislar. Algunos planteaban la necesidad de incluir el concepto de “ayuda humanitaria”; otros, la de incorporar a Carabineros e Investigaciones dentro de la misma función. Obviamente, lo anterior forma parte del espíritu de la iniciativa. Y ello, a través de las indicaciones que se formulen en la discusión particular, constituiría una de las materias que deberían aprobarse.  



Sin embargo, el tema de fondo -ese es el sentido de la reforma- es asumir por primera vez que las operaciones de paz generan una preocupación especial y pasan a ser una función de las Fuerzas Armadas no por extensión de otro principio. Porque hasta ahora el principio en el cual se había basado esta arquitectura tenía que ver con la seguridad nacional. Y este último concepto -sabemos- da para mucho. El día de mañana el Gobierno de turno, dependiendo del criterio que se tenga, quizás estime que amerita una acción de conformidad con esa seguridad, y un Gobierno B puede denegarla.



En tal sentido, buscamos -ese es el espíritu- establecer claridad en esa materia. Por eso estamos en una discusión en general.



Este asunto ha sido largamente debatido en el Senado en distintas ocasiones. Hemos querido resolverlo de común acuerdo y en un momento en que no hay ninguna tarea pendiente en este ámbito. Con ello creo que nos colocamos a la cabeza de los países latinoamericanos que asumen este rol, al igual como lo hacen hoy muchas naciones europeas.



Señor Presidente, por tratarse de una reforma que se explica casi por sí sola, pedimos respaldarla en general, en la convicción de que la claridad en el saber exactamente cuáles son las funciones de las Fuerzas Armadas resulta muy relevante para su buena preparación y para atenerse exactamente al cumplimiento del deber cada vez que sean requeridas, en particular en los nuevos ámbitos que la modernidad nos va entregando.



Por lo anterior, solicitamos el apoyo a esta reforma constitucional y voto a favor de ella.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, en efecto, discutimos largamente esta reforma constitucional en la Comisión de Defensa, donde escuchamos a Ministros, a expertos, y pudimos formarnos una opinión.



El artículo 101 de la Carta establece que “Las Fuerzas Armadas dependientes del Ministerio encargado de la Defensa Nacional están constituidas única y exclusivamente por el Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea. Existen para la defensa de la patria y son esenciales para la seguridad nacional.”.



En ninguna parte menciona lo relativo a las operaciones de paz internacional.



La práctica indica que Chile sí ha participado en muchas operaciones de paz: Haití, Chipre, El Líbano, Iraq-Kuwait, India-Pakistán, Congo, Timor Oriental, Bosnia-Herzegovina, etcétera.



Y la discusión radica en si la Constitución autoriza o no la actuación de las Fuerzas Armadas en las operaciones de paz internacional.



Tampoco hay que dramatizar al respecto. Porque el Senado ha autorizado varias operaciones de paz -hace poco discutimos lo de Haití- y nunca ha habido un conflicto jurídico. Reitero: no se trata de un tema dramático.



Sin embargo, resulta importante que las dos leyes que regulan la materia, la No 19.067 -cuya última modificación se efectuó en 2008-, sobre entrada de tropas extranjeras a Chile y salida de las nuestras para actuar en operaciones de paz, y la No 20.297, referente a participación de tropas chilenas en operaciones de paz, tengan respaldo en nuestra Carta Fundamental, es decir, que no exista ninguna duda acerca de que esta práctica posee sustento constitucional.



Por eso, la reforma propuesta por los Senadores señores Coloma, Chadwick y Longueira incorpora en el artículo 101 las misiones de paz dentro de las funciones de las Fuerzas Armadas. Nos referimos a operaciones de paz de Naciones Unidas y de otras organizaciones.



Ello es significativo, porque Chile después de la Guerra Fría obviamente participa mucho más -dadas la solidaridad internacional y la práctica del buen vecino- en operaciones de paz. Y es primordial que tal circunstancia también reúna un consenso en la sociedad, lo cual resulta importante que ocurra. Y por eso vale la pena establecerlo a nivel de la Carta Fundamental.



Existe una preocupación, y recuerdo que lo expresó el Senador señor Gómez en su oportunidad, y a mí también me asistió la misma inquietud: el alcance de las operaciones internacionales de paz.



Dentro de la lógica de la seguridad nacional es posible que algunos hagan una interpretación demasiado amplia, le otorguen un alcance muy diverso, pudiendo utilizarse para situaciones que no queremos repetir, como ocurrió en el pasado con la Operación Cóndor y otras operaciones internacionales que nada tienen que ver con lo que buscamos con la presente reforma constitucional.



Incluso un ex Ministro propuso un término más amplio: “operaciones militares de orden internacional”. Naturalmente, nosotros estábamos en contra de esa redacción, y preferimos el término “operaciones de paz internacional”, para que quedara más circunscrito.



Abrigábamos dudas. Personalmente las planteé. Y recuerdo que el Senador señor Gómez también las hizo presentes.



Escuchamos a varios expertos.



Por ejemplo, al profesor Gonzalo García, quien fue Subsecretario del Ministerio de Defensa. Se trata de una persona que ha estudiado mucho este asunto y que hoy es miembro del Tribunal Constitucional. También al ex Jefe del Estado Mayor Conjunto, General Cristián Le Dantec. Y todos nos fueron tranquilizando en el sentido de que la reforma en análisis no debiera generar mayores riesgos. Asimismo, oímos a don Juan Pablo Rosso, a don Héctor Mery, en fin, a varios profesores y expertos en la materia, quienes nos dejaron relativamente tranquilos.



Por lo expuesto, voto a favor de la reforma constitucional, y es probable que en su debate en particular discutamos algunas indicaciones.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, se ha discutido mucho en la Comisión y con los expertos si es necesaria o no una reforma constitucional sobre el asunto en análisis.



Como bien decía el Honorable señor Patricio Walker, escuchamos a un experto que nos trajo un informe muy detallado acerca de la materia en debate, y su opinión no era favorable porque sostenía que esta se encontraba perfectamente regulada en la legislación actual.



Sin embargo, ¿por qué he concurrido muy gustoso a apoyar la modificación planteada por el Senador señor Coloma? Porque creo que hoy día la participación de las Fuerzas Armadas en operaciones de paz está regulada por normativas de bajo rango tratándose de una definición tan importante como enviar a las Fuerzas Armadas fuera de Chile a realizar ciertas actividades.



Por ejemplo, la regulación se encuentra en la ley No 19.067, que establece normas permanentes sobre entrada de tropas extranjeras en el territorio de la República y salida de las nuestras del territorio nacional. Y se trata de un cuerpo legal de rango común, es decir, bastaría una simple mayoría en el Congreso para modificarlo e incorporar criterios con el objeto de que las Fuerzas Armadas tengan actividad y realicen operaciones fuera del país.



En la primera redacción se hablaba de “cooperación internacional”. Y para nosotros era una definición que no establecía claramente qué son las operaciones de paz, el significado de actuar fuera de Chile, a través de las Fuerzas Armadas, en operaciones de paz.



Aquello no estaba bien definido. No teníamos claridad respecto al rango del mecanismo utilizable. Y, de acuerdo a la historia reciente, nos pareció que existía la posibilidad de que en lo futuro las Fuerzas Armadas fueran destinadas no solo a operaciones de paz, sino también a misiones internacionales con otras formas o motivaciones.



Por ello, en la discusión planteamos que considerábamos indispensable -y supongo que en el debate particular de la reforma se incorporará la disposición respectiva- que la definición de “operaciones de paz” se regulara en una ley orgánica constitucional mediante un proyecto donde se consignaran claramente los porqués, los requisitos y las circunstancias en que las tropas nacionales podrán participar en misiones de paz internacionales, para que ello no quede entregado a una norma común como sucede hoy.



En segundo lugar, señalamos la necesidad de disponer con nitidez en la reforma constitucional que la salida de tropas no debía corresponder a la determinación exclusiva del Ejecutivo, sino a una decisión del Estado de Chile; en este caso, del Ejecutivo y del Parlamento. O sea, en una ley orgánica constitucional tienen que establecerse con claridad la definición de las operaciones de paz y las razones que permiten que las tropas chilenas salgan del territorio nacional, siempre con la autorización del Senado.



Hoy día eso se encuentra regulado por un decreto; no se regla claramente en la ley. Por eso, cuando nos piden autorización para que las tropas chilenas vayan a Haití, por ejemplo, se trata de una simple petición. Y nosotros no tenemos más que aprobar o rechazar la solicitud. En cambio, la fijación de ciertos requisitos y de normas específicas permitiría, sin ninguna duda, la participación del Parlamento, especialmente del Senado, en el otorgamiento de las autorizaciones.



Señor Presidente, derivado de las largas discusiones habidas en la Comisión, me parece que podemos concurrir a una reforma constitucional sobre la posibilidad de que las Fuerzas Armadas concurran a misiones de paz fuera de Chile, pero siempre y cuando en ella se defina bien qué son las operaciones de paz. Y todos entendemos -por lo menos queda claro de los artículos pertinentes- que ellas se refieren a las operaciones mencionadas en los Capítulos VI y VII de la Carta de las Naciones Unidas.



No obstante, existen algunas experiencias en Chile. Por ejemplo, cuando nuestras Fuerzas Armadas fueron a Ecuador, la determinación se tomó sobre la base, no de la Carta de la ONU, sino de tratados suscritos con países de América Latina.



Nuestra preocupación -lo he dicho claramente y lo repito- obedece a que de 1973 en adelante existió la denominada “Operación Cóndor”, red internacional de dictaduras latinoamericanas que permitió la persecución y desaparición de chilenos y extranjeros.



Por tanto, las Fuerzas Armadas pueden ser mal utilizadas en un lugar u otro. Y aquel precedente constituye una inquietud que he manifestado y que seguiré haciendo presente.



Por eso, me parece adecuado, primero, consignar en una ley orgánica constitucional las razones, los requisitos, las condiciones para que una misión de las Instituciones Armadas se lleve a cabo fuera de Chile, y segundo, que para ello siempre medie la autorización del Senado, en respuesta a una petición formal del Ejecutivo.



En consecuencia, votaré favorablemente la idea de legislar, con el convencimiento -porque así lo hemos discutido en la Comisión- de que en la discusión particular vamos a incorporar las normas que nos permitan la regulación antes mencionada.



Por último, debo puntualizar que en la Comisión debatimos mucho sobre la necesidad de incorporar en las misiones de paz a Carabineros, planteamiento que formulamos al autorizar la salida de tropas a Haití.



El objetivo de una misión de tal índole tiene que ver no solo con cuestiones de seguridad, sino también con la colaboración en áreas de desarrollo institucional.



En el caso de Haití -lo hemos expuesto varias veces-, es indispensable -y el Ministro Allamand se comprometió a enviarnos la información correspondiente- que las misiones no actúen solo en el ámbito de la seguridad, sino también en el de la colaboración para el perfeccionamiento democrático e institucional de los países a donde son enviadas.



Señor Presidente, voto a favor del proyecto en general, y anuncio que en la discusión particular formularé indicaciones sobre los aspectos que a mi juicio deben incluirse.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, tengo serias dudas sobre la necesidad de esta reforma constitucional. Es más: me gustaría que hubiera aquí alguien del Ejecutivo para que me convenciera de que es necesaria.

El señor COLOMA.- ¡Se trata de una moción!

El señor LETELIER.- La insinuación de que en la materia se requiere una enmienda a la Carta Fundamental implica encontrarles razón a quienes sostuvieron en el pasado y a aquellos que sostienen hoy la imposibilidad del Estado chileno, por no tener facultad constitucional, de participar en misiones de paz en diferentes puntos del planeta. Es decir, indirectamente se está cuestionando que los tratados internacionales de que somos parte y a los cuales nos obligamos constitucionalmente tienen limitaciones, dificultades. Y eso da pie para legitimar a quienes han aseverado incluso que durante los últimos años se ha actuado fuera de la legalidad.



Tal es mi primera reserva a esta reforma constitucional, señor Presidente.



A mi entender, la participación de Chile en las operaciones de paz internacionales determinadas por las Naciones Unidas -organización a la que estamos adscritos- permite afirmar que siempre hemos actuado dentro de la Carta Fundamental y de la legalidad, y por ende, que esta reforma no resulta necesaria sino que, más bien, es un aspecto declarativo, no un requisito constitucional para legitimar la contribución de miembros de nuestras Fuerzas Armadas en las misiones correspondientes.



En seguida, pienso que la redacción del punto pertinente de la Constitución, tal como está, amerita un debate, por cuanto la definición de “seguridad nacional” que imperaba cuando se generó la Carta (me asiste convicción al respecto) no se aviene con el consenso nacional existente hoy día sobre él.



La redacción que se nos propone señala que las Fuerzas Armadas “Existen para la defensa de la patria, el cumplimiento de las tareas que las operaciones de paz internacional demanden, y son esenciales para la seguridad nacional.”.



Yo me pregunto si las Fuerzas Armadas existen para defender los intereses estratégicos de Chile. Porque eso no estaría en tal definición constitucional.

El señor COLOMA.- Ahora está.

El señor LETELIER.- Entiendo que son un instrumento del Estado y se hallan subordinadas al poder político para cumplir objetivos y funciones que definan la Constitución y las autoridades que administran el Estado.



Entiendo, asimismo, que existen para la defensa de la soberanía nacional.



Opino que, además, habría que precisar el concepto “defensa de la patria”, determinando si en él se incluyen la defensa de los intereses del Estado y de la nación y el mantenimiento de la paz internacional.



Ahora, esto de que las Fuerzas Armadas existen para “el cumplimiento de las tareas que las operaciones de paz internacional demanden” puede ser incluso restrictivo de sus roles en lo que atañe a la defensa de los intereses estratégicos del Estado.



Señor Presidente, me gustaría saber por qué es necesaria esta reforma.



Cada vez que la leo me convenzo más de que no lo es y de que más bien se requiere un debate para precisar cuáles son las funciones de las Fuerzas Armadas en democracia; cuál es la misión que queremos consignarles en la Carta en el siglo XXI, pero no hacer el parche constitucional que se propone mediante el proyecto que nos ocupa.



Esta reforma, tal como se encuentra planteada, es negativa, precipitada; no aporta a una discusión más global acerca de cómo definir a nivel constitucional el rol de las Fuerzas Armadas en un Estado democrático como el de Chile en el presente siglo.



En otro momento se sostuvo que nuestra participación tanto en la misión de paz en Haití cuanto en diversas operaciones en el extranjero tiene que ver con la proyección de los intereses permanentes del Estado en ciertas regiones; con la presencia de Chile, país pequeño, en otros contextos internacionales.



Pienso que es así.



Sin embargo, en la enmienda propuesta no queda clara la definición en el sentido de que las Fuerzas Armadas “Existen para la defensa de la patria,” -concepto ambiguo- “el cumplimiento de las tareas que las operaciones de paz demanden,” -ello puede ser limitativo- “y son esenciales para la seguridad nacional”, sobre lo cual no sé si ya hay consenso en nuestra sociedad. Yo aspiro a que sí exista y a que no se trate de esos conceptos -como el que recordó el Senador Gómez- propios de la época en que se redactó esta Constitución, vinculados con la “Operación Cóndor”, con lo que fueron los intereses de la Doctrina de Seguridad Nacional y con las atrocidades que en esos tiempos se cometieron en nombre de la patria, presuntamente, muchas de las cuales eran acciones criminales.



Señor Presidente, me convenzo cada vez más de que esta reforma debería analizarse con mayor profundidad antes de su votación. Yo no estoy en condiciones de aprobarla sin tener la seguridad de que es un aporte a la Constitución. Y no veo que lo sea.



Antes bien, visualizo que se trata de una reivindicación de algunos colegas que han criticado de manera permanente la conducción de la política exterior sobre la materia y que a través de esta enmienda procuran empatar con un argumento que han sustentado históricamente para cuestionar su aspecto jurídico (no me refiero a otro), argumento muy respetable, pero que no comparto. Y, por lo mismo, siento que la modificación que se nos plantea resulta innecesaria.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, yo no pensaba intervenir, pero, siguiendo el debate, he llegado a la conclusión de que la iniciativa propuesta significa un cambio constitucional importante y de que, en forma desaprensiva, podemos estar modificando ni más ni menos que una base de la institucionalidad del país. 



Ante tal eventualidad, anuncio que no voy a votar a favor de esta reforma, porque hace equivalentes tres grandes propósitos: la defensa de la patria, el cumplimiento de las tareas que las operaciones de paz internacional demanden y la seguridad nacional.



¿“... las tareas que las operaciones de paz internacional demanden” de quién? ¿De las Naciones Unidas? ¿De la OEA? ¿De la UNASUR?



Desde mi punto de vista, se está incluyendo en el Texto Constitucional una afirmación tan genérica que, a la postre, resulta enormemente peligrosa.



No es lo mismo “la defensa de la patria” que “las tareas que las operaciones de paz internacional demanden”. Esta es una aseveración sobremanera vaga, y no me siento en condiciones de aprobarla.



Aún más: si elevamos a rango constitucional y hacemos equivalentes los conceptos “defensa de la patria”, “operaciones de paz internacional” y “seguridad nacional”, estamos lógicamente introduciendo un cambio de profunda envergadura ni más ni menos que en un aspecto de la base del Texto Fundamental.



Siento que la gran contribución que ha hecho Chile en Haití y en otras naciones no ha requerido una modificación de la Carta ni una frase de aquellas características.



Por tanto, considero clarísimamente insuficiente la reflexión que hemos realizado como Congreso Nacional para llevar a cabo una enmienda constitucional de la envergadura señalada.



Además, tenemos una mala experiencia en lo referente a determinaciones de carácter genérico de esta naturaleza. 



Desde la perspectiva de la estabilidad democrática del país, basta lo realizado por los Gobiernos de Ricardo Lagos y Michelle Bachelet, en años anteriores, y de Sebastián Piñera, ahora: con el propósito de colaborar en una misión de paz convocada por un organismo internacional concreto, las Naciones Unidas, el Presidente de la República solicita la autorización del Senado y este se pronuncia (en el caso de Haití, lo hemos hecho cada año aquí, en esta Sala).



¿Para qué se requiere, entonces, la inclusión de aquella nueva frase en el Texto Fundamental?



Me parece una incursión sumamente riesgosa la de poner en el mismo rango, como se sugiere en la iniciativa, la defensa de la patria, las tareas de operaciones de paz internacional y la seguridad nacional.



Nuestro país se caracteriza por una visión de sí mismo como un Estado de Derecho, democrático, de paz, que desarrolla una relación de buena vecindad, de entendimiento, de cooperación e integración con los países colindantes. Y el sentido de sus Fuerzas de Defensa es de índole disuasiva.



La incursión en la Carta con la frase “el cumplimiento de las tareas que las operaciones de paz internacional demanden” no se corresponde con las definiciones anteriores y, a mi entender, podría ser una peligrosa improvisación desde el punto de vista constitucional.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma. 

El señor COLOMA.- Señor Presidente, voy a referirme a las dos últimas intervenciones que hemos escuchado, simplemente para aclarar un par de puntos.



Primero, se podrá decir de una reforma que es buena o mala, pero estimo que no se puede calificar de “desaprensiva”, en particular considerando el esfuerzo que hicimos en la Comisión de Defensa. Es posible concluir cualquier cosa, menos lo anterior.



El debate fue largo, completo, profundo y consistente. Así que no me parece que alguien pueda aplicar el adjetivo mencionado, como tampoco el de “insuficiente”. Se llevó a cabo una discusión durante muchas sesiones, habiéndose invitado a todos los interesados en opinar, porque precisamente nos interesó una reflexión amplia, no restrictiva ni a propósito de un tema específico.



Y, en segundo lugar, si alguien tiene una idea mejor sobre la redacción, resulta obvio que puede formularla. No existe ningún inconveniente para incluir algo distinto.



Pero lo que deseo consignar es que la cuestión nace de una consideración planteada en el Gobierno del Presidente Lagos -quisiera ser claro en ello-, ya que Chile no había mandado antes tropas al exterior en la calidad o la cantidad contempladas en relación con Haití. Y fue la entonces Ministra señora Blanlot la que expuso originalmente que se presentaba algo que era bueno aclarar.



Creo que lo realizado respecto de ese país está bien hecho. No voy a discutirlo. Lo que pasa es que se requiere un marco en la Constitución, a mi juicio, que oriente precisamente en relación con las funciones de las Fuerzas Armadas. Por ejemplo -el Senador señor Letelier expresa que ello podría ser restrictivo, a lo cual respondo que sí-, una operación internacional tendría que estar influida, a partir de la reforma en estudio, por la idea de la paz, no por otra. No podría registrarse, como en algún momento se insinuó, alguna participación de Chile en una de ellas que no fuere de paz. Me parece superrelevante marcar ese punto.



Y lo que estamos asumiendo es una preparación en el marco de lo que van a ser, básicamente, los desafíos futuros de las instituciones castrenses. Ello ya se ha explicado. La historia de la norma, como mis Honorables colegas pueden leerlo, se halla influida (incluso el asunto también se discutió después de 2005) por los temas defensa de la patria -no lo dice el que habla, como lo expresa el Senador señor Letelier, sino que está planteado así desde siempre- y seguridad nacional. La pregunta es: ¿lo anterior resulta suficiente para definir el rol de las Fuerzas Armadas en un siglo donde se hace referencia a los deberes internacionales?



Entonces, lo que estamos tratando de hacer es considerar la cuestión en la Carta. Es posible modificar la redacción, pero media un asunto bien de fondo en orden a cómo podemos prever el futuro en tal sentido al darle el amparo constitucional a la función que nos ocupa, lo que obviamente obliga a una preparación dentro de los más relevantes objetivos de las Fuerzas Armadas.



Evidentemente, es preciso incorporar a Carabineros. Tiene razón mi Honorable colega Gómez, quien lo planteó en todas las instancias.



Se intenta hacer un aporte a una discusión y a una mejor forma de entender los roles en la perspectiva constitucional. Si alguien quiere ver una maniobra o algo extraño, se equivoca profundamente. El debate nace de una reflexión de una Ministra del Presidente Lagos que prosigue a través de todas las intervenciones de los constitucionalistas invitados, quienes hacen referencia a que resulta interesante debatir el punto.



Si tiene lugar la aprobación en general, se contará con un plazo para la formulación de indicaciones tendientes a mejorar la redacción; pero no tratemos de ver un fantasma donde realmente no lo hay. Lo que se busca es que los tiempos que vienen sean considerados de una manera constitucional sana y, por algo, ello obtuvo el apoyo de todos los Senadores de la Comisión, en forma transversal.



Entonces, señor Presidente, la materia ha sido muy reflexionada, muy conversada, muy discutida. Numerosas sesiones se dedicaron a tratarla. Y creo, por tanto, que este es un paso que ojalá todos asumamos para cumplir bien nuestra misión constitucional en el sentido de hacerse cargo de las realidades y, sobre todo, de las venideras, porque en el futuro se llevarán a cabo, obviamente, más operaciones internacionales de paz y de distinta naturaleza.



Será la ley, como lo expresó el Senador señor Escalona -porque hoy día tampoco ello se dice en ninguna parte-, la que tendrá que definir en su momento. Algo avanzamos un tiempo atrás en esta misma Corporación. Pero no tratemos de quitarle méritos a la reforma en función de la especificidad, porque eso no podría estar en la Carta. Sería un absurdo.



Por eso, señor Presidente, espero que estas reflexiones nos ayuden, al menos, a tratar de avanzar en la legislación en la materia. Y, obviamente, quien abrigue cualquier duda puede presentar las indicaciones correspondientes.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, solo deseo consignar que la Constitución, en el artículo 101, dispone que las Fuerzas Armadas dependientes del Ministerio encargado de la Defensa Nacional existen “para la defensa de la patria y son esenciales para la seguridad nacional.”. O sea, lo único que hace la reforma es agregar lo que hemos denominado “operaciones de paz internacional”.



Podemos discutir -y eso se ha hecho- si corresponde o no dictar una modificación de esta magnitud. Pero quisiera recordar que el artículo 4º de la ley Nº 19.067 establece hoy día, en las disposiciones generales sobre la salida de tropas del territorio de la República, que ello deberá ser autorizado “por decreto supremo firmado por el Presidente de la República, expedido por intermedio del Ministerio de Defensa Nacional y con la firma del Ministro de Relaciones Exteriores. Para dictar el aludido decreto supremo deberá contarse con el acuerdo previo del Senado.”. Esta es una norma legal común. Por lo tanto, puede ser modificada por otra que reúna un quórum simple.



Lo planteado en la reforma contempla condiciones que me parecen interesantes. La primera de ellas es que entiendo que los autores consideran una idea de restricción, en orden a que no se verifique la salida de tropas porque se le ocurra al Ejecutivo de turno que pueden ir a cualquier parte y se pida autorización al Senado, o que, en caso de dificultades, a lo mejor se modifique la ley simple.



A lo mejor, es necesario discutir la enmienda con mayor profundidad, pero hemos realizado el esfuerzo pertinente. Los demás señores Senadores concordarán en que algo se hizo en la Comisión, donde se invitó a expertos. Lo que no me parece adecuado es que se diga que no se aporta. Estimo que no es la forma de relacionarnos respecto de la materia en discusión. Podemos estar de acuerdo o en desacuerdo y votar a favor o en contra, o manifestarnos en el órgano técnico, o bien, aprobar en general y discutir en particular, con lo cual se podrían incorporar las indicaciones que cada cual crea convenientes.



¿Mas a qué voy, finalmente? A que estimo que lo que podemos hacer es establecer claramente a qué operaciones de paz se hace referencia. Porque la ley también alude a las dispuestas por las Naciones Unidas, pero, como lo señalé antes, las Fuerzas Armadas han actuado en otras que no necesariamente son esas.



Entonces, ¿cuál es la virtud que observo en la modificación en examen, que nos permitiría discutir la materia en particular? Primero, el establecimiento de criterios claros en el sentido de qué significa y cuáles son las normas que regulan las operaciones de paz.



Segundo,...

El señor PROKURICA.- La ley orgánica constitucional.

El señor GÓMEZ.- Exacto. Que exista una ley orgánica constitucional, la cual exige un quórum muy alto, donde se definan claramente las razones para que el Presidente de la República pueda solicitar la autorización al Senado y las condiciones en que esta Corporación puede otorgarla para las operaciones de paz. Creo que se establecerían criterios mucho más rigurosos.



¿Y por qué creo que ello es importante? Porque en circunstancias especiales de la historia de América Latina han tenido lugar hechos graves y, tratándose de ciertas operaciones que no son de paz, que pueden ser militares, se puede establecer, por la vía de cambiar la ley, la participación de las Fuerzas Armadas en situaciones que no son aquellas en que queremos que intervengan, que son precisamente las en pro de la paz.



Por eso, juzgo que una posible discusión en particular permitiría agregar, sacar o, si no estamos de acuerdo, rechazar, por último, la norma, la cual solo se habría aprobado en general y exigiría el quórum necesario para ser acogida con posterioridad.



Pero lo anterior haría posible un debate de fondo que estimo interesante, y ahí, a lo mejor, cabría discutir el papel de las instituciones castrenses. ¿Mas en función de qué? De la modificación del cuerpo legal simple, de la ley Nº 19.067, por una ley orgánica constitucional, la cual sería mucho más eficaz, desde el punto de vista de lo que al menos a algunos nos preocupa, que es el rol de las Fuerzas Armadas y lo que significa que estas puedan salir de Chile a misiones u operaciones de paz. Y en eso queremos ser sumamente claros.



Por eso, creo que podemos registrar diferencias de opinión, pero, sin duda, es importante debatir la materia.



Si no se aprueba, hasta aquí va a llegar la reforma constitucional y se mantendrá la norma -y lo repetiré, porque parece que no se había leído con la extensión necesaria- relativa a que las Fuerzas Armadas existen “para la defensa de la patria y son esenciales para la seguridad nacional”.



También, con motivo de la modificación, se podría discutir lo relativo a la seguridad nacional, si además interesa cambiar ese concepto.



Gracias.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, quisiera, en primer lugar, felicitar a los autores de la moción, quienes nos permiten desarrollar un debate como este, interesante, necesario.



A propósito de Haití, ha sido bastante recurrente en las Comisiones de Defensa Nacional y de Relaciones Exteriores enfrentar lo relativo al tipo de misiones que asumen nuestras Fuerzas Armadas y de Orden en torno a situaciones como las que se viven en ese país.



Pero quisiera fundar brevemente por lo menos mi postura en favor de la abstención, porque creo que si bien es cierto que media la necesidad de redefinir, en la nueva era de la globalización, el rol de las Fuerzas Armadas y de Orden, la discusión es mucho más de fondo. Esta no se resuelve simplemente con añadir la frase “el cumplimiento de las tareas que las operaciones de paz internacional demanden”, lo que constituye, por cierto, un aspecto de una realidad mucho más compleja y global.



Me explico.



Como sabemos, en Chile, las instituciones castrenses existen, básicamente -y hasta más allá del texto constitucional, que puede ser debatible-, para la defensa de la seguridad externa. Esa es su misión fundamental en el contexto de un Estado-nación, tanto en nuestro país como en cualquier otro. Ello, incluso más que “para la defensa de la patria”, como dice el artículo 101 de la Carta.



En forma excepcional, desde luego, la propia Constitución y las leyes les asignan ciertas responsabilidades, en situaciones de excepción, en el orden interno.



Mas esa es su función -repito-: proteger la integridad territorial, la soberanía, la seguridad externa, mientras que las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública existen, como sabemos, para garantizar el orden público y la seguridad pública interior.



Ahora bien, el debate que sostenemos obedece a que se ha registrado, obviamente, un cambio “epocal” -o como se lo quiera llamar- muy profundo. Estamos en la posguerra fría, en la era de la globalización, y, por lo tanto, roles tradicionales de instituciones también tradicionales, como las Fuerzas Armadas, tienden a redefinirse.



¿Cuál es la gran redefinición? ¿Cuál es el gran cambio que hoy día se presenta en el escenario internacional? Que el concepto de no intervención, el concepto estrecho de soberanía absoluta, asociado al Estado-nación como se ha conocido desde el siglo XVII en adelante, experimenta una profunda transformación, no hasta el punto de eliminar la idea de este último, o de soberanía, o de integridad territorial, pero sí de transformar los papeles a que he hecho referencia.



¿En qué sentido? Hoy día, en la época de la globalización, de la posguerra fría, se habla en el mundo de la “responsabilidad de proteger”. Es decir, la comunidad internacional asume esta última, por ejemplo, con relación a poblaciones civiles indefensas, frente a agresiones tales como amenazas de genocidio o la situación que vive Libia, muy emblemática.



Respecto de ese país africano, una resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas autorizó la intervención militar para resguardar a la población civil. Eso es “responsabilidad de proteger”. Constituye un concepto estatuido actualmente en el mundo internacional y que “perfora” la no intervención tradicional.



La “intervención humanitaria” -fíjense Sus Señorías en la expresión- era un contrasentido hasta hace solo algunas décadas, porque el principio de no intervención determina que incluso por razones humanitarias no sea posible actuar.



Las operaciones de paz son parte de la tendencia, de la trayectoria, de la redefinición de roles y las nuevas misiones de instituciones tradicionales como las Fuerzas Armadas. ¿Alrededor de qué idea? Ya no es la de no intervención, ni la de soberanía absoluta, asociada desde el siglo XVII en adelante -insisto- al Estado-nación, sino la del multilateralismo, que tampoco es una panacea, pero que, obviamente, constituye un aspecto de la globalización, respecto de la necesidad de contar con reglas del juego que rijan la vida internacional.



Todo el sistema de las Naciones Unidas, partiendo por su Consejo de Seguridad, está hoy día rediscutiéndose, redefiniéndose. No es una labor fácil, porque cerca de 200 Estados tienen que concurrir a un nuevo consenso al respecto.



Ahora bien, si se trata de la situación de Haití, ello resulta perfectamente coherente con nuestra normativa legal. Y lo decía bien mi Honorable colega Gómez. En efecto, existe la ley N° 19.067, de 1° de julio de 1991, que de alguna manera complementa el artículo 63, número 13), de la Constitución Política, disposición que -¡ojo!- establece un rol para el Congreso. Es decir, a pesar de que el Primer Mandatario conduce el Ejecutivo, especialmente en su función relacionada con las Fuerzas Armadas y de Orden, es materia de ley, dice ese último precepto, la salida de tropas nacionales del territorio de la República. Por lo tanto, un papel del Congreso, expresión de la representación democrática del país, es autorizar justamente dicha medida.



La verdad es que aquí nos enfrentamos a un asunto mucho más de fondo, que no se resuelve al añadir a las dos funciones establecidas, la de defensa de la patria o el de ser las instituciones castrenses esenciales para la seguridad nacional, un concepto muy complejo, por supuesto.



Entre paréntesis, el Senador que habla es partidario de eliminar el Capítulo entero sobre el Consejo de Seguridad Nacional, por ejemplo, que ha caído claramente en desuso en los últimos 20 años.



O sea, hay discusiones constitucionales bastante más de fondo, que van mucho más allá de la inserción, sencillamente, de una tercera función, como es el “cumplimiento de tareas que las operaciones de paz internacional demanden”.



Por cierto, somos partidarios de explicitar esas labores, de facilitar tales operaciones, porque Chile se halla inserto en la comunidad global y quiere participar en Haití, donde actúa una fuerza multinacional de varios países latinoamericanos, idea muy importante. O sea, es la Región la que se preocupa de sus asuntos, no como ocurría antes, cuando una especie de gendarme o de policía internacional -Estados Unidos o cualquier otra nación- se hacía cargo de estas situaciones. No. Y allá están el Grupo de Río, UNASUR y todo el sistema regional y subregional, que asigna una misión a nuestras Fuerzas Armadas en ese contexto.



Por eso me abstendré. Por eso no emitiré un voto en contra. ¿Porque quién puede oponerse a explicitar que las operaciones de paz cuenten con un cierto estatuto jurídico? Pero ¿qué tipo de estatuto jurídico? ¿Reforma de la Constitución? ¿Modificación de la ley? ¿En qué contexto? ¿Qué otro tipo de reformas son necesarias justamente para atender la nueva realidad de la globalización, del multilateralismo, que “perfora” el principio tradicional de la no intervención y que, obviamente, establece una relación mucho más rica y complicada en relación con instituciones tradicionales como las Fuerzas Armadas y de Orden, enfrentadas al cumplimiento de aspectos también tradicionales, como la seguridad externa, que sigue siendo un concepto vigente, y el orden público y la seguridad interior, respectivamente?



Entonces, creo que es tan inmenso el concepto que se está abordando, tan compleja la nueva realidad, que se requeriría realmente una discusión mucho más a fondo que pudiera hacerse cargo de ella.



En ese sentido, señor Presidente, anuncio que me abstendré con relación al proyecto.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, la verdad es que no pensaba intervenir en el debate, pero he advertido que varios señores Senadores abrigan dudas respecto de la conveniencia de la iniciativa, como aquel a quien acabamos de escuchar. Y, por lo tanto, deseo agregar un argumento que quizás aquí se ha dado, pero que quisiera subrayar, porque estimo que es lo que, al final, puede proporcionarles un sentido a quienes no encuentran la justificación de la reforma.



Porque esta última aparece como no necesaria si se piensa que hemos autorizado la salida de tropas de Chile en muchas oportunidades. Y, por consiguiente, cabe concluir que ello podrá seguir ocurriendo sin lo que hoy día se nos propone.



Sin embargo, algo me parece importante -y creo que el Honorable señor Gómez ha subrayado el aspecto que también quiero asumir- por las mismas razones que acaba de exponer el Senador señor Ignacio Walker en el sentido de que este es un mundo que ha ido cambiando, de que hoy existen acciones multilaterales.



No me gustaría que el día de mañana un Presidente de la República, por contar con mayoría en el Senado, consiguiera que se autorizase la salida de tropas para misiones que no son de paz, aunque puedan aparecer revestidas de tales.



La idea es una restricción constitucional en orden a que, si las tropas chilenas van a salir, será solo para asegurar la paz internacional. Y que una norma de inferior jerarquía defina cuándo se entiende que se está participando en una operación propiamente de paz. Pero lo sustantivo es impedir que, por intereses internacionales coyunturales, por una alianza estratégica con un país muy cercano a nosotros que el día de mañana se vea enfrentado a un conflicto, aparezcamos colaborando en una misión -entre comillas- de paz que no revista tal carácter.



Es decir, hay un punto que me parece válido. Porque las Fuerzas Armadas, de acuerdo con una perspectiva constitucional, existen para la defensa de la patria y para la seguridad nacional. Ese es el concepto contenido en el Texto Fundamental.



A lo mejor la redacción actual no es muy feliz, pero la idea es que también puedan tener proyección fuera del territorio nacional cuando se busque cumplir una tarea destinada a garantizar la paz internacional. Se trata de una proyección en ese sentido. Creo que eso hemos tratado de hacer con nuestra presencia en el exterior, y probablemente no podemos hacer mucho más en el contexto mundial; pero, sumados a otras fuerzas, sí podemos ayudar a preservar la paz en distintos puntos del planeta.



Por eso, señor Presidente, considero que existe una justificación que le da sentido al proyecto de reforma.



Siempre estará el argumento de que existen otros aspectos que reformar en la Constitución, o el de que son más importantes otras materias vinculadas con el mismo tema. Es posible que así sea, pero aquí hay un punto que considero válido.



Y ya que Chile está participando mediante la presencia de tropas en diversos lugares, me parece bien que se busque acotar esa tarea a un fin específico: que nuestras Fuerzas Armadas solo puedan salir fuera del territorio de la República -quedando asegurado eso de alguna manera en la Carta, lo cual es posible concretar durante la discusión particular- para garantizar o apoyar la causa de la paz a nivel internacional.



Por eso, estimo que vale la pena apoyar esta iniciativa.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, quiero manifestar que el debate sobre si correspondía o no enviar tropas a Haití ha generado en varias oportunidades que en el Senado toquemos este tema.



Me parece que se trata de una discusión necesaria que debía llevarse a cabo en algún momento de una manera mucho más tranquila y directa.



Agradezco la consecuencia del Senador Coloma -no sé si está en la Sala en este momento-, porque recuerdo que cuando analizamos el asunto las primeras veces -al principio debíamos autorizar la salida de tropas por seis meses, pero después nos fuimos dando cuenta de que era importante ampliar el mandato- Su Señoría planteó una duda constitucional respecto de si correspondía que salieran misiones militares fuera de Chile.



Reconozco que en un primer momento pensé: “Bueno, es una forma inteligente del Senador Coloma para oponerse, jugando su papel, a una propuesta que es discutible”. Pero después me di cuenta de que varias veces, en forma insistente y reiterada, manifestó lo mismo. Y en la última oportunidad volvió a hacerlo, incluso ya siendo Gobierno.



¿Qué quiero decir con esto? Que, en realidad, resulta necesario y útil iniciar un debate acerca de si es conveniente o no clarificar qué tipo de misiones pueden llevar a cabo las Fuerzas Armadas fuera de Chile.



Curiosamente, en el informe el ex Ministro de Defensa Jaime Ravinet aparece proponiendo, aunque por razones distintas, reemplazar el concepto de “operaciones de paz” -hay todo un debate sobre si debe ser más o menos restrictivo-, por uno un poco más amplio: “operaciones militares de cooperación internacional”, con el objeto de abarcar todos los tipos de misiones en las cuales Chile se ha visto involucrado. 



Algunas -ya lo manifestó el Senador Ignacio Walker- son una mezcla. Yo diría que la de Haití es el ejemplo más claro de todos. En su origen, se trataba de una misión orientada a impedir un enfrentamiento civil y también a cumplir una labor humanitaria, fundamentalmente para evitar muertes y una violencia capaz de desestabilizar a ese país y a sus vecinos. Y el Gobierno de la época, más allá de nuestros compromisos, de nuestra vocación pacífica y de fortalecimiento a los sistemas democráticos y de hacer valer el respeto a los derechos de las personas, etcétera, justificó nuestra participación en la MINUSTAH con el concepto de seguridad regional.



Por eso, considero que el planteamiento del ex Ministro de Defensa es algo que debemos explorar. Yo en realidad estoy por una visión un poco más amplia que aquella más restrictiva planteada acá por varios señores Senadores. Porque, en concreto, en las operaciones que actualmente se desarrollan y en las cuales Chile participa -partimos de la base de que son producto de acuerdos en instancias y organismos multilaterales y que cumplen varios objetivos- el tema de la cooperación está presente.



En el último debate que tuvimos en las Comisiones unidas de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional se planteó justamente el deseo de que nuestras Fuerzas Armadas jugaran un papel mucho más activo en el plano de la cooperación: de la cooperación técnica, de la cooperación científica, en el ámbito agrícola, en el de la salud, en la formación policial, en educación y otras áreas. Porque, en la práctica, eso es lo que están haciendo mayoritariamente.



Comprendo que este sea un tema difícil de definir así, en frío, pero voy a votar a favor de la idea de legislar porque considero conveniente debatirlo. Entiendo que durante la discusión particular podrá perfeccionarse el texto e, incluso, la idea planteada por el ex Ministro, acogida por varios de los señores Senadores que formaron parte de la Comisión, en orden a que la especificidad de las funciones de las Fuerzas Armadas quede plasmada de manera mucho más clara en una ley orgánica o de quórum calificado.



Como estamos frente a una reforma constitucional cuya aprobación requiere el voto favorable de un gran número de parlamentarios, la abstención, en la práctica, significa impedir que se siga debatiendo el tema, que a mí me parece importante. Y es la razón por la cual voy a votar a favor de la idea de legislar.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Frei.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, he escuchado varias veces: “No pensaba intervenir, pero después de oír el debate lo voy a hacer”.



Yo me voy a abstener.



En verdad, este asunto tiene larga data y ha sido arduamente discutido. En mi caso, he ponderado todos los argumentos. Y, en lo relativo a la definición del rol de nuestras Fuerzas Armadas, creo que todavía existen muchos vicios en la Constitución.



Pero lo que más me preocupa es que esta reforma, que podría ser corregida durante el debate posterior, requiere necesariamente que se modifique la actual ley sobre la materia, que, a mi juicio, resulta del todo insuficiente.



Voy a leer el Párrafo 1º del Título II de la ley Nº 19.067. 



En el primero de sus artículos, el 4º, se establece que la salida de tropas nacionales deberá contar con el acuerdo previo del Senado.



Y en el segundo, que corresponde al artículo 5°, dice: “Si la salida a que se refiere el artículo precedente tiene por finalidad participar en (...) viajes de instrucción, actividades logísticas, actos de cortesía internacional, cumplimiento de acuerdos de cooperación en materias de defensa, o misiones de ayuda humanitaria” -entiendo que eso es realmente lo que hoy día estamos haciendo en Haití- “se aplicarán las normas relativas a las comisiones en el extranjero establecidas en el Estatuto del Personal correspondiente, sirviendo de suficiente autorización los decretos que las dispongan”.



Ahí está todo abierto.



Estimo que en la actualidad la de Haití es básicamente una fuerza humanitaria. Y aquí se abre un espacio para cualquier situación. 



Por lo tanto, una reforma de este tipo tiene que ir unida, necesariamente, a una ley orgánica constitucional que en verdad regule esta materia. Pero eso tenemos que discutirlo en conjunto.

El señor PROKURICA.- ¡Para eso hay que hacer la reforma!

El señor FREI (don Eduardo).- Y además me voy a abstener por lo siguiente. 



La semana pasada estuve invitado en República Dominicana. Pude conversar con todas las autoridades. Las Naciones Unidas designaron un nuevo jefe para hacerse cargo de la MINUSTAH. Nuevamente es un chileno: el ex Canciller Mariano Fernández. Ya tuvimos a Juan Gabriel Valdés. Y existe una gran preocupación en ese país. Tuve oportunidad, como digo, de conversar con autoridades, tanto del Ejecutivo como del Parlamento, y de estar con varios compatriotas que participan en distintos grados y en diversas funciones en Haití. Y la situación realmente me preocupa. Ya llevamos ahí casi siete años.



Creo que no podemos seguir trabajando con la actual ley. Tenemos que reformarla completa y amarrarla a un texto que se defina claramente en la Constitución.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).-  Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, voy a citar al ex Presidente Frei, actual Senador.



¡La verdad es que no pretendía intervenir...!

El señor PROKURICA.- ¡Siempre usted con eso...!

El señor LAGOS.- Pero, teniendo un micrófono a la mano y algo que decir, voy a hacerlo.



Primero quiero señalar lo siguiente. 



Creo que detrás del planteamiento de esta reforma constitucional hay un legítimo esfuerzo. Y no he escuchado a nadie que esté en contra de lo que ella persigue. Los argumentos que he oído a lo largo de la sesión respecto de la conveniencia o no de aprobarla en general apuntan a otras cuestiones.



 El proyecto pretende agregar, como parte de la justificación de la existencia de las Fuerzas Armadas, una frase que dice textualmente: “el cumplimiento de las tareas que las operaciones de paz internacional demanden”.



La pregunta es si ella será suficiente para resolver una serie de otros temas. Y aquí quiero aplicar algo de economía procesal, de la realidad. Si la iniciativa es rechazada, vamos a seguir funcionando como hasta el día de hoy. Y eso es posible. Lo hemos venido realizando.



Sin embargo, sin ánimo de ofender ni de generar ruido en esta materia -entre paréntesis, voy a votar a favor-, me gustaría hacer un poco de memoria. 



Tener Google aquí es una tentación muy grande. Puse “Envío de tropas Chile Haití” y me apareció una publicación nacional del año 2004, bien entretenida, por las personas que nombra: “las ministras Soledad Alvear y Michelle Bachelet”, la primera, actual Senadora, y la segunda, ex Presidenta de la República y hoy personera de las Naciones Unidas. El artículo señala que iban a tener una “dura jornada” en las Comisiones del Senado “para tratar de convencer a los parlamentarios de la necesidad de enviar una nueva misión a Haití, esta vez integrada por 600 soldados y policías”.



Y continúa: “Los 18 senadores de la oposición (...) rechazarán a ‘todo evento’ el envío de 36 carabineros y plantearán sus dudas respecto a los objetivos, costos y duración de la presencia militar chilena en Haití, anticiparon a este medio”.



Los cuestionamientos se referían a los 36 carabineros y al costo; no había un tema constitucional.



Me tienta leer los nombres de los parlamentarios, pero no lo voy a hacer...

El señor ROSSI.- ¡Que los lea!

El señor LARRAÍN.- ¡Léalos no más!

El señor LAGOS.- ¿Que los lea?



El artículo expresa: “El presidente de la UDI, Jovino Novoa, reconoció que su partido considera que el envío de policías al extranjero es una señal sumamente negativa para la ciudadanía, que vive un creciente clima de delincuencia, según informó El Mercurio.





“Estas palabras fueron respaldadas por el senador de RN Baldo Prokurica,” -que hasta ahora no me ha interrumpido- “quien también adelantó su voto negativo al envío de carabineros”.



¡Ojo! El rechazo se debía al envío de carabineros; no era por un tema de las Fuerzas Armadas ni por un asunto de constitucionalidad.



Y decía el Senador Prokurica: “Por ningún motivo deben ir. Nosotros tenemos un problema serio de seguridad ciudadana, y ya mandar un carabinero es mucho”.

El señor PIZARRO.- ¡Es como en el proyecto del posnatal...!

El señor ROSSI.- ¡Hay que votar en contra entonces...!

El señor LAGOS.- Prosigue el texto: “El senador de la UDI Juan Antonio Coloma argumentó que tampoco está claro por qué Chile tiene que sumarse a esta misión después que Estados Unidos y Francia decidieran abandonar sus esfuerzos por democratizar a esa nación. ¿Cómo sabemos si una operación será útil o no para los haitianos? Éste es un tema que debemos evaluar muy a fondo para actuar con seriedad en el ámbito internacional, dijo”.

El señor PIZARRO.- ¡Coloma siempre ha sido majadero...! ¡Eso es verdad...!

El señor LAGOS.- Esto es importante para saber por qué ahora hay que votar a favor.



Por su parte, el Senador Andrés Chadwick declaró que “si las razones de enviar nuevos efectivos es lograr la estabilidad en ese país, hay que hablar con la verdad a la población y reconocer que este esfuerzo ‘será eterno y muy costoso’, tal como quedó demostrado con la ocupación estadounidense de la isla entre 1915 y 1934, que no dejó ningún resultado positivo”.



Y después aparece el ex Presidente Lagos, con una cita chiquitita, que dice que “defendió la medida, argumentando que estos funcionarios constituyen una cifra ínfima si se compara a los 36 mil efectivos que Carabineros tiene operando”.



Era para demostrar que 36 mil en Chile y 36 en Haití no iba a generar un cuadro dramático.

El señor PIZARRO.- ¡No explique al Presidente, que se explica solo...!

El señor LAGOS.- Lo que quiero decir con esto es que los argumentos entregados en su minuto demuestran que aquí ha habido una evolución. 



Yo entiendo que ellos hayan sido expresados al calor de la coyuntura política. Si uno tuviera que votar hoy en esas condiciones, debería partir rechazando la propuesta de reforma constitucional porque sí, por generar un daño, un costo.



Ninguna argumentación se centró en si la misión correspondía o no al rol de las Fuerzas Armadas chilenas, en si nuestro país ganaba o no algo, en si teníamos la obligación de contribuir a la comunidad internacional enviando tropas al exterior. Tampoco se planteó -yo sé que después sí lo hizo el Senador Coloma- una cuestión de constitucionalidad. 



Pero lo que quería demostrar con la cita recién efectuada es que ha habido un desarrollo y un consenso en cuanto a la importancia de esta materia.



Lo que hoy estamos discutiendo es un tema particular: cómo regular institucionalmente la salida de tropas al exterior y si esta debe tener un rango más alto y, entre comillas, mayor o menor protección. Y yo estoy por continuar este debate.



Si hoy día votamos en contra o nos abstenemos, este debate muere. Pero aquí se ha planteado algo que me parece relevante, y es el condicionamiento del voto. El proyecto será votado ahora en general, pero tendremos que pronunciarnos de nuevo sobre él con motivo de su discusión particular. Y yo espero que el Gobierno envíe una iniciativa que se haga cargo de lo que expresó, entre otros, el Senador Frei: que una ley orgánica venga a reemplazar la ley N° 19.067, que es con la que hemos estado trabajando.

El señor FREI (don Eduardo).- Está obsoleta.

El señor LAGOS.- Entonces, a mí en nada me afecta el aprobar esta reforma constitucional, a la espera de lo que ocurra en la discusión particular, donde confío en que el Gobierno -y tengo el legítimo derecho de pedírselo- envíe un proyecto de ley orgánica constitucional que a quienes permitamos que este debate continúe nos dé la tranquilidad de votar después como corresponde. 



Ciertamente, acojo también lo que han señalado otros: que hay instituciones ligadas a las Fuerzas Armadas, como el Consejo de Seguridad Nacional, que deben modificarse. No las pongo en el paquete condicionado ahora. Pero sí aspiro al envío de un proyecto de ley orgánica constitucional sin el cual esto será letra muerta; será reírnos entre nosotros mismos; será sacarnos la suerte: elevar las operaciones de paz a rango constitucional para después seguir funcionando con una ley simple.



He dicho.

El señor PROKURICA.- ¡No lo interrumpí nunca, señor Senador...!

El señor LAGOS.- ¡Senador Prokurica, me interrumpe, pero para apoyarme, y eso creo que ya es un acierto y un avance fundamental! ¡Veo que caló hondo el discurso del 21 de mayo...!

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).-  Terminada la votación.



--Por no reunirse el quórum constitucional requerido, se rechaza el proyecto de reforma constitucional (22 votos a favor, uno en contra y 9 abstenciones).



Votaron por la afirmativa los señores Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votó por la negativa el señor Escalona.



Se abstuvieron las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Frei (don Eduardo), Girardi, Letelier, Quintana, Tuma y Walker (don Ignacio).

El señor GIRARDI (Presidente).-  Terminado el Orden del Día.

VI. TIEMPO DE VOTACIONES

MORATORIA DE FIRMA DE PROTOCOLOS Y CONVENIOS 

SOBRE ENERGÍA NUCLEAR CON ESTADOS 

UNIDOS. PROYECTO DE ACUERDO

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señoras Allende y Rincón y señores Escalona, Gómez, Girardi, Letelier, Muñoz Aburto, Quintana, Patricio Walker y Zaldívar.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1345-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 3ª, en 16 de marzo de 2011.

El señor GIRARDI (Presidente).-  Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es solicitar al Gobierno una moratoria de la firma de protocolos o convenios sobre energía nuclear con los Estados Unidos de América.

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Resultado de la votación: 9 votos a favor y una abstención.



Votaron por la afirmativa la señora Allende y los señores Escalona, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Letelier, Quintana y Rossi.



Se abstuvo el señor Pizarro.

El señor GIRARDI (Presidente).- Rechazado el proyecto de acuerdo.



Por haberse cumplido su objetivo, corresponde levantar la sesión.



En todo caso, se dará curso reglamentario a diversas peticiones de oficios que han llegado a la Secretaría.

PETICIONES DE OFICIOS
El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor GIRARDI (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)------------(



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



Del señor HORVATH:



A los señores Ministro de Salud y Director del Fondo Nacional de Salud, pidiéndoles RECONSIDERACIÓN DE CIERRE DE OFICINA DE FONASA EN PUERTO AYSÉN.


Del señor MUÑOZ ABURTO:



Al señor Subsecretario de Relaciones Exteriores, para que informe en cuanto a PROPUESTA CHILENA ANTE ASAMBLEA ANUAL DE OEA SOBRE PROCESO DE DESMINADO EN EL CONTINENTE, y al señor Subsecretario del Trabajo, requiriéndole ESTADÍSTICAS RELATIVAS A ACTIVIDADES INSPECTIVAS DE DIRECCIÓN DEL TRABAJO EN 2007, 2008, 2009 y 2010.



Del señor NAVARRO:



Al señor Ministro de Defensa Nacional, pidiéndole información sobre REQUISITOS EXIGIBLES A PERSONA O A ENTIDAD SIN FINES DE LUCRO PARA SOLICITUD DE CONCESIÓN MARÍTIMA y acerca de BOMBAS LACRIMÓGENAS USADAS POR CARABINEROS; al señor Ministro de Salud, para que se informe sobre COMPOSICIÓN Y EFECTO DE BOMBAS LACRIMÓGENAS DE CARABINEROS Y FALTA DE AUTORIZACIÓN SANITARIA PARA SU USO E INGRESO AL PAÍS; a la señora Ministra del Medio Ambiente, a fin de que se remitan ANTECEDENTES DE DECLARACIÓN DE CHILLÁN Y LOS ÁNGELES COMO ZONAS SATURADAS Y DEL TOTAL DE COMUNAS EN ESA CONDICIÓN; al señor Subsecretario de Telecomunicaciones, para que remita ANTECEDENTES Y COPIA DE CONVENIO DE COOPERACIÓN TÉCNICA EN MATERIA DE TELEVISIÓN DIGITAL ENTRE MINISTERIO DE LAS COMUNICACIONES Y AGENCIA DE COOPERACIÓN DE BRASIL Y SUBSECRETARÍA DE TELECOMUNICACIONES DE CHILE.



De la señora RINCÓN:



Al señor Director del Instituto de Previsión Social, a fin de que indique NÚMERO, CONDICIÓN SOCIOECONÓMICA Y SISTEMA PREVISIONAL DE BENEFICIARIOS DE APORTES PREVISIONALES SOLIDARIOS PAGADOS DURANTE MARZO DE 2011, y al señor Ministro de Educación, a fin de solicitarle información respecto de CANCELACIÓN DE OBRAS EN PROYECTO “REPOSICIÓN PARCIAL Y NORMALIZACIÓN ESCUELA SAN ALFONSO, SECTOR CANELILLO, DE COMUNA DE PELLUHUE, REGIÓN DEL MAULE SUR” y acerca de TÉRMINO DE CONTRATO A FUNCIONARIA DE UNIDAD DE INSPECCIÓN Y SUBVENCIONES DEL DEPARTAMENTO PROVINCIAL DE CAUQUENES.

)----------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:42.









Manuel Ocaña Vergara,









  Jefe de la Redacción
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MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA MEDIANTE EL CUAL DA INICIO A UN PROYECTO DE ACUERDO QUE APRUEBA EL “TRATADO DE EXTRADICIÓN ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA”, SUSCRITO EN SANTIAGO EL 12 DE ENERO DE 2010

(7684-10)

Honorable Senado:
Tengo el honor de someter a vuestra consideración el Tratado de Extradición entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos de América, suscrito en Santiago el 12 de enero de 2010.
I. ANTECEDENTES

Chile y Estados Unidos celebraron un Tratado para la Extradición de los Criminales, suscrito en Santiago el 17 de abril de 1900, el cual se encuentra vigente. Sin embargo, dicho instrumento resulta a la fecha claramente insuficiente para enfrentar la actividad internacional del crimen organizado, siendo, entre otros aspectos, demasiado rígido en la enunciación de los tipos penales que facultan la extradición.

Este nuevo instrumento internacional aborda nuevos aspectos procesales que implican un notable avance respecto del anterior, destacándose los siguientes:

Se sustituye la lista o catálogo de delitos que permiten la extradición por el criterio de la penalidad mínima. Esto facilita la extradición respecto de aquellos delitos que no eran susceptibles de ser cometidos y tipificados hace 110 años;

Se establece expresamente que no se podrá denegar la extradición por la razón de que el reclamado sea nacional del Estado requerido;

Se ha resuelto en forma satisfactoria para ambos países la condición de no imponer la pena de muerte o de no ejecutarla en caso de ser impuesta, cuando el delito por el que se solicita la extradición pueda ser castigado con dicha pena;

Se simplifica la actuación del órgano jurisdiccional del Estado requerido que debe pronunciarse sobre la solicitud de extradición, en la medida en que, respecto de la prescripción de la acción penal y de la pena, sólo se deberá tener en cuenta la legislación del Estado requirente;

Se prevé un procedimiento de extradición simplificada, que permitirá agilizar el traslado de la persona reclamada cuando ésta renuncie a los trámites de la extradición;

Se regula un procedimiento de entrega temporal del reclamado, para aquellas situaciones en que la extradición se ha autorizado, pero el reclamado está siendo perseguido penalmente o cumpliendo una condena en el Estado requerido;

Se consignan criterios que permiten al Estado requerido resolver adecuadamente aquellos casos en que varios Estados han presentado solicitudes de extradición respecto de la misma persona;

Se dispone expresamente que el Estado requerido asesorará al Estado requirente y comparecerá ante los tribunales en nombre de éste, representando sus intereses en todos los trámites de la extradición; y

Se elimina el trámite de legalización de los documentos que deben acompañar a la solicitud de extradición.

II. ESTRUCTURA Y CONTENIDO
El tratado se encuentra estructurado por un Índice, que facilita su aplicación,  un Preámbulo, que da cuenta del interés de ambos Gobiernos por cooperar más eficazmente en esta materia, y 23 Artículos en los cuales se contienen las normas dispositivas y finales del mismo.

ARTICULADO

1. Obligación de conceder la extradición

El Artículo 1 establece la “Obligación de conceder la extradición”, comprometiéndose las Partes, con arreglo a las disposiciones del Tratado, a extraditar recíprocamente a las personas reclamadas por las autoridades requirentes para su persecución penal o para la imposición o el cumplimiento de una pena por haber cometido un delito que da lugar a la extradición.

2. Delitos que dan lugar a la extradición

El Artículo 2, que se titula “Delitos que dan lugar a la extradición”, consigna, en su numeral 1, cuándo éstos darán lugar a la extradición, siguiéndose al efecto dos de los principios internacionales reconocidos en la materia. Así, se dará lugar a ella cuando el hecho que la motive sea punible conforme a la legislación de los dos Estados (doble incriminación) y tenga una pena de privación de libertad por un plazo máximo mayor de un año o con una pena más severa (mínima gravedad).

Luego, su numeral 2, indica que también se dará lugar a la extradición si: i) consiste en el intento, conspiración o participación en la comisión del referido delito, cualquiera sea el grado de desarrollo y de participación del mismo, y ii) si es punible conforme a la legislación de ambos Estados con pena de privación de libertad por un plazo máximo mayor de un año o con una pena más severa.

En su numeral 3 se precisa que, a los efectos del Artículo 2, un delito dará lugar a la extradición: i) aunque las legislaciones de los Estados requirente y requerido no tipifiquen en la misma categoría los actos o las omisiones que constituyan el delito ni lo describan en los mismos términos, o ii) aunque para la tipificación del delito con arreglo a la legislación federal de los Estados Unidos se requiera demostrar ciertos asuntos sólo para establecer la competencia de un tribunal federal de los Estados Unidos, incluidas, entre otras, el transporte interestatal  o el uso del correo o de otros servicios que afectan al comercio interestatal o exterior, y iii) en los casos de delitos de fraude o por evasión de obligaciones con respecto a los impuestos, los derechos de aduana o los controles relativos a la importación o exportación de productos o moneda, aunque las legislaciones de los Estados requirente y requerido no prevean esos mismos tipos de impuestos o derechos ni controles sobre los mismos tipos de productos ni las mismas sumas monetarias.

En su numeral 4 se dispone que, con sujeción a las disposiciones de este Tratado, la extradición será concedida cuando el delito por el cual ha sido solicitada se haya cometido en su totalidad o en parte en el territorio del Estado requirente. Si el delito ha sido cometido fuera del territorio del Estado requirente, la extradición será concedida cuando las leyes del Estado requerido dispongan el castigo de un delito cometido fuera de su territorio en circunstancias similares, inclusive cuando tal jurisdicción se autorice mediante un acuerdo internacional multilateral del cual este último es Parte. Cuando la legislación del Estado requerido no disponga lo anterior, éste podrá, a su discreción, conceder la extradición, brindando especial consideración a los efectos o efectos deseados del delito en el Estado requirente.

A su vez, el numeral 5 prevé que cuando la extradición se conceda por un delito especificado en los numerales 1 ó 2, también se concederá por cualquier otra infracción descrita en la solicitud, aun cuando dicha infracción sea punible con pena máxima de privación de libertad de un año o menos, a condición de que se reúnan los demás requisitos para la extradición.

Finalmente, el numeral 6 regula que cuando la solicitud de extradición se refiera a una persona a la que se reclama para cumplir una condena de reclusión, la autoridad competente del Estado requerido podrá denegar la extradición si, en el momento de la solicitud, restan por cumplir menos de seis meses de la condena.

3. Nacionalidad

El Artículo 3, denominado “Nacionalidad”, indica que no se denegará la extradición ni la entrega en razón de que el reclamado sea nacional del Estado requerido.

4. Delitos políticos y militares
El Artículo 4 aborda, seguidamente, los “Delitos políticos y militares”, estipulándose, en su numeral 1, que no se concederá la extradición si el delito objeto de la solicitud es de carácter político. Sin embargo, el numeral 2 de dicho artículo indica que, a los efectos de este Tratado, no se considerarán de carácter político los siguientes delitos:

a) El delito con respecto al cual tanto el Estado requirente como el requerido tengan la obligación, con arreglo a un convenio internacional multilateral, de conceder la extradición del reclamado o de presentar el caso a sus autoridades competentes para que decidan con respecto a su persecución penal;

b) El asesinato, el homicidio, la comisión dolosa de heridas, la comisión de daños corporales graves, la agresión con ánimo de causar lesiones físicas graves y las agresiones sexuales graves;

c) El delito que tenga que ver con el secuestro, la sustracción o cualquier otra forma de detención ilícita, incluida la toma de un rehén;

d) El delito que tenga que ver con la colocación, el uso la amenaza de uso o la posesión de un artefacto explosivo, incendiario o destructor, o de un agente biológico, químico o radiológico, cuando ese artefacto o agente sea capaz de poner vidas en peligro, o de causar importantes lesiones corporales o daños materiales; y

e) La conspiración, participación o el intento de cometer alguno de los delitos anteriores, cualquiera que sea el grado de desarrollo del delito y de participación en el mismo.

El numeral 3 agrega que pese a lo dispuesto en el numeral 2 de este Artículo, no se concederá la extradición si la autoridad competente del Estado requerido, que en el caso de los Estados Unidos será la Autoridad Ejecutiva, decide que el motivo de la solicitud es político. A su vez, el numeral 4 establece que puede igualmente denegarse la extradición, por delitos con arreglo al derecho militar que no sean delitos con arreglo al derecho penal común.

5. Persecución penal previa

El Artículo 5, intitulado “Persecución penal previa”, preceptúa en su numeral 1 que se denegará la extradición cuando el reclamado haya sido condenado o absuelto en el Estado requerido por el delito objeto de la solicitud de extradición.

Al respecto, en el numeral 2 del señalado artículo, se previene que sin perjuicio de las normas sobre cosa juzgada en el Estado requerido, no se considerará que una persona haya sido condenada o absuelta cuando las autoridades competentes del Estado requerido: i) hayan decidido no perseguir la responsabilidad penal del reclamado por los actos motivo de la solicitud de extradición; ii) hayan decidido suspender las diligencias penales incoadas contra el reclamado por la comisión de dichos actos; o iii) sigan investigando al reclamado o tomando otras medidas para perseguirlo penalmente por los mismos actos que han sido motivo de la solicitud de extradición.

6. No aplicación de la pena de muerte

El Artículo 6, relativo a las “Sanciones”, regula en su numeral 1 que cuando el delito por el que se solicita la extradición pueda ser castigado con la pena de muerte, según la legislación del Estado requirente y no sea punible con la pena de muerte con arreglo a la legislación del Estado requerido, este último Estado podrá conceder la extradición con la condición de que no se imponga la pena de muerte a la persona en cuestión, o, si por motivos de procedimiento el Estado requirente no puede cumplir dicha condición, con la condición de que, de imponerse la pena de muerte, la misma no se ejecutará. Así, si el Estado requirente acepta la extradición con las condiciones establecidas en el artículo en comento, dicho Estado cumplirá con las condiciones. Si el Estado requirente no acepta las condiciones, se podrá denegar la solicitud de extradición.

Con todo, el numeral 2 del Artículo 6 señala que salvo en casos de pena de muerte, la extradición no será denegada, ni se impondrán condiciones, en virtud de que la pena para el delito en cuestión sea más severa en el Estado requirente que en el Estado requerido.

Esta cláusula es similar a la utilizada en los tratados de extradición entre los Estados Unidos y otros Estados que han derogado o abolido la pena de muerte. Su redacción es idéntica a la utilizada en el Art. 13 del “Acuerdo de Extradición entre la Unión Europea y los Estados Unidos de América” y similar a la contenida en el “Tratado Modelo de Extradición” de Naciones Unidas.
7. Prescripción

El Artículo 7 trata de la “Prescripción”, estableciendo que a los efectos de decidir si se concede o deniega la solicitud de extradición, sólo se tendrá en cuenta la legislación del Estado requirente. Corresponderá al Estado requirente certificar que, de acuerdo a su legislación, no se encuentran extinguidas ni la acción penal ni la pena correspondiente al delito por el cual se solicita la extradición. Tal certificación, en todo caso, será vinculante para el Estado requerido.

8. Tramitación y admisibilidad de documentos

Los Artículos 8 al 10 aluden, respectivamente, a los “Trámites de extradición y documentos requeridos” (Artículo 8), “Traducción” (Artículo 9) y “Admisibilidad de documentos” (Artículo 10). Por medio de estas disposiciones se regula el trámite que han de seguir las solicitudes de extradición y los requisitos que se deben verificar para así cumplir con los fines del tratado.

9. Detención provisional

El Artículo 11, que dispone sobre la “Detención provisional”, contempla la posibilidad de solicitar en casos de urgencia la detención provisional del reclamado, especificando los requisitos que debe cumplir dicha solicitud, su transmisión y notificación, además de la duración de la detención y la puesta en libertad del reclamado.

10. Decisión y entrega

El Artículo 12, intitulado “Decisión y entrega”, indica: i) que el Estado requerido comunicará sin demora al Estado requirente, por la vía diplomática u otro medio adecuado, su decisión relativa a la solicitud de extradición; ii) que cuando la solicitud se deniegue enteramente o en parte, el Estado requerido explicará las razones en que se haya fundado para denegarla y, previa solicitud, proporcionará copias de las decisiones judiciales pertinentes; iii) que en caso de ser ésta concedida las autoridades de los Estados requirente y requerido convendrán la fecha y lugar de la entrega; y iv) que el reclamado puede ser dejado en libertad si no es retirado del territorio del Estado requerido en el plazo que en el mismo artículo establece.

11. Entrega temporal y diferida

El Artículo 13, bajo el título “Entrega temporal y diferida”, alude a la situación que se produce cuando los trámites de la extradición han concluido y la misma se ha autorizado, pero el reclamado este siendo perseguido penalmente o cumpliendo una condena en el Estado requerido. Dispone que en este caso el requirente podrá postergar la entrega del reclamado hasta que la persecución penal haya concluido o la condena se haya cumplido; o b) entregar temporalmente al reclamado al Estado requirente para su persecución penal.  En el caso de la entrega diferida, el reclamado puede ser privado de libertad hasta la entrega. La persona entregada temporalmente permanecerá bajo custodia en el Estado requirente y se devolverá al Estado requerido después de su procesamiento, conforme a cualesquiera condiciones que se hayan convenido entre las Partes. La devolución de la persona al Estado requerido no necesitará nuevas solicitudes de extradición ni nuevos trámites.

12. Concurrencia de solicitudes de extradición

El Artículo 14 sobre “Solicitudes de extradición presentadas por varios Estados”, trata del mecanismo a seguir en caso que el Estado requerido reciba solicitudes de extradición del Estado requirente y de cualquiera otros Estados acerca de una misma persona, sea por el mismo delito o por otros, indicando que la autoridad competente del Estado requerido decidirá, si procediere, a cuál Estado entregará a dicha persona, enunciando los factores a los que debe sujetarse en ese caso el Estado requerido en su decisión.

13. Confiscación y entrega de efectos del delito

El Artículo 15 trata de la “Confiscación y entrega de efectos”. Dispone que el Estado requerido, en la medida que lo permita su legislación, podrá confiscar y entregar al Estado requirente todos los efectos relativos al delito por el que se ha solicitado la extradición o que puedan necesitarse en calidad de pruebas en el Estado requirente. Agrega la mencionada disposición que tales efectos podrán entregarse incluso cuando la extradición no pueda efectuarse a causa de la muerte, desaparición o fuga del reclamado. Además, el Estado requerido podrá entregar los efectos al Estado requirente con la condición de que éste asegure satisfactoriamente que los mismos le serán devueltos lo más pronto posible, pudiendo incluso el requerido diferir la entrega de dichos efectos si los necesita como elementos de prueba.

Finalmente, se establece que se respetarán debidamente los derechos de terceros en dichos efectos, conforme a las leyes del Estado requerido.

El vocablo “confiscación” empleado en este artículo hace referencia, en el contexto de aplicación del Tratado, al procedimiento de “incautación” contemplado en la legislación chilena. En efecto, en su versión en inglés, el Tratado emplea la expresión “seizure”, que es la misma que contiene la Convención Interamericana sobre Asistencia Mutua en Materia Penal de 23 de mayo de 1992, en cuya versión en español se utiliza la expresión “secuestro” de objetos.

14. Principio de especialidad

El Artículo 16 se refiere al “Principio de especialidad”, e indica que la persona extraditada conforme a este Tratado sólo podrá ser detenida, juzgada o sancionada en el Estado requirente por  los delitos que se mencionan en las letras a), b) y c) del mismo artículo. Agrega este artículo, en su numeral 2, que sin el consentimiento del Estado requerido, la persona extraditada conforme al presente Tratado no podrá someterse a una extradición o entrega posterior por cualquier delito cometido antes de la extradición. Por último, el numeral 3 contempla dos excepciones a lo referido anteriormente, disponiendo al efecto que ello no impedirá la detención, el juicio o la sanción de una persona extraditada, ni su extradición o entrega posterior, cuando dicha persona: abandone el territorio del Estado requirente después de su extradición y regrese al mismo voluntariamente; o no abandone el territorio del Estado requirente en el plazo de 30 días contados a partir de la fecha en que quedó en libertad de hacerlo.

15. Extradición simplificada

El Artículo 17 regula la “Extradición simplificada” y la “renuncia a los trámites de extradición”, contemplado la posibilidad de agilizar el traslado del reclamado cuando éste consienta a la extradición, o a un trámite simplificado de extradición o renuncie ante una autoridad judicial al procedimiento de extradición, cumpliendo los requisitos establecidos.

16. Autorización de tránsito

El Artículo 18 trata de la facultad de los Estados Partes de autorizar el tránsito de una persona extraditada o transferida de otra forma, a través de su territorio, a la otra Parte, por un tercer Estado, o de la otra Parte a un tercer Estado, para su persecución penal o la imposición de una condena o el cumplimiento de ésta.

17. Representación jurídica y gastos

El Artículo 19, bajo el título “Representación jurídica y gastos”, prevé las obligaciones del Estado requerido con el Estado requirente en cuanto a asesorarlo y asistirlo, comparecer ante los tribunales en su nombre, y representarlo en sus intereses en cualesquiera trámites derivados de la solicitud de extradición. En cuanto al Estado requirente, se dispone que éste sufragará todos los gastos relacionados con la traducción de los documentos de extradición y los del transporte a su territorio de la persona entregada. Finalmente, se preceptúa que ninguna de las Partes presentará reclamaciones pecuniarias contra la otra Parte por la detención, privación de libertad, los interrogatorios o la entrega de personas conforme al presente Tratado.

Este artículo sigue el principio general del artículo 443 del Código Procesal Penal, en virtud del cual el Ministerio Público asume la representación del Estado requirente en el procedimiento de extradición pasiva, ante los tribunales nacionales, sin perjuicio de la facultad que dicho Estado tiene para designar otro representante, caso en el cual cesa la intervención del Ministerio Público.

18. Consultas

El Artículo 20, referido a las “Consultas”, dispone que el Ministerio Público de Chile y el Departamento de Justicia de los Estados Unidos, podrán consultarse entre sí directamente, acerca de casos específicos y para contribuir a la aplicación eficaz del presente Tratado.

19. Aplicación del Tratado

El Artículo 21, que regula la “Aplicación” del Tratado, determina que éste se aplicará a los delitos que se hayan cometido después del 16 de junio de 2005.

20. Disposiciones finales

Las disposiciones finales, que son comunes a esta clase de instrumentos internacionales, se encuentran contenidas en los Artículos 22 y 23. El primero se refiere a la “Ratificación y entrada en vigor” del tratado y, el segundo, al mecanismo de “Denuncia”.

En relación a la entrada en vigor, es importante consignar que una vez que entre en vigor el presente Tratado, éste reemplazará al Tratado entre los Estados Unidos de América y la República de Chile sobre la Extradición de Prófugos de la Justicia, firmado en Santiago el 17 de abril de 1900, con respecto a todas las solicitudes, incluidas las pendientes, relativas a los delitos que se hayan cometido a partir del 16 de junio de 2005. No obstante, los Artículos 8, 9 y 10 del Tratado de 1900 se aplicarán a todo procedimiento de extradición en el que la solicitud de extradición y los documentos de apoyo se hayan presentado al Estado requerido en el momento de entrada en vigor del presente Tratado. Adicionalmente, se consigna que el Tratado de 1900 se aplicará a todas las solicitudes que impliquen delitos cometidos antes del 16 de junio de 2005.

En mérito de lo expuesto y atendido a que este Tratado bilateral entre el Gobierno de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos de América se suma a otros instrumentos jurídicos celebrados por el Estado en la lucha contra crimen internacional organizado, solicito a Vuestras Señorías aprobar el siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:

“ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébase el “Tratado de Extradición entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos de América, suscrito en Santiago el 12 de enero de 2010”.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.- Alfredo Moreno Charme, Ministro de Relaciones Exteriores.- Felipe Bulnes Serrano, Ministro de Justicia
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OBSERVACIONES DEL EJECUTIVO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, RELATIVO AL PROYECTO DE LEY SOBRE PLAZO DE RENUNCIA A UN PARTIDO POLÍTICO PARA PRESENTAR CANDIDATURAS INDEPENDIENTES

(6974-06)

Honorable Senado:

Mediante Oficio Nº 527/SEC/ll, de 19 de abril de 2011, V.E. comunicó que el H. Congreso Nacional tuvo a bien aprobar el proyecto de ley relativo al pía20 de renuncia a un partido politice para presentar candidaturas independientes.

Al respecto, vengo en informar a V.E. que, en uso de la facultad que me confiere el inciso primero del artículo 73 de la Constitución Política de la República, y de conformidad con lo establecido en el Título III de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional; vengo en formular observaciones sustitutivas, al referido proyecto de ley.

I. Antecedentes

El proyecto iniciado como moción por los H. Senadores Escalona, Gómez, Lagos, Longueira y Zaldívar tenía como propósito inicial aumentar de dos a nueve meses el plazo de anticipación a la declaración de candidaturas, en que los afiliados de partidos políticos no pueden renunciar a su militancia con el objeto de presentarse como candidato independiente o como afiliado de otro partido.

Conforme lo indicado en la moción, la propuesta tenía por objeto reforzar el rol de los partidos políticos en nuestra democracia representativa, pues facilitaría la constitución de pactos electorales y fórmulas de consenso. Así también, se beneficiarían los candidatos independientes, pues contarían con un mayor período para recolectar las firmas que le permitan patrocinar sus candidaturas.

II. Observaciones al Proyecto de ley

Con todo, el proyecto despachado requiere de algunos perfeccionamientos a fin de evitar eventuales efectos no deseados como los que se mencionan a continuación:

1. El primero dice relación con los partidos en formación. Si bien los plazos establecidos en la ley Nº 18.603 Orgánica Constitucional de Partidos Políticos permiten la formación de un nuevo partido político durante el año anterior al de la elección, la propuesta contenida en el proyecte de ley hace imposible que dicho partido pueda llevar candidatos que militen en él en la elección, ya que todos sus candidatos tendrían que ser militantes con un año de anticipación,

2. Además, se impediría que durante el año anterior a la elección, los partidos políticos ya existentes puedan afiliar a electores que no se encuentran en las circunstancias que se indican, con el propósito de llevarlos como candidatos. Esto puede reducir las opciones con que cuentan los partidos para conseguir buenos candidatos.

Las observaciones que se presentan en este acto evitan que se produzcan ambos efectos. En otras palabras, y en línea con el principio de proporcionalidad, se resguarda la finalidad buscada por el legislador expresada en la aprobación de la moción referida y, al mismo tiempo, se evita afectar otros bienes jurídicos y derechos que también están en juego. Para esto, resulta necesario reemplazar el texto del inciso cuarto artículo 4º de la ley Nº 18.700 aprobado durante la tramitación legislativa, por uno que permita llevar candidatos afiliados al partido político hasta dos meses anteriores a la declaración de candidatura, como lo establece la regulación actual, pero exigiendo que ellos no hayan estado afiliados a un partido político nueve meses antes de esa declaración.

Además, se hace necesario modificar la redacción del artículo 9º de la ley Nº 18.700, sin perjuicio de mantener su propósito de establecer las nóminas que deben mandar los partidos al Servicio Electoral para el control de las militancias al momento de revisar las candidaturas y el cumplimiento del artículo 4º.

En consecuencia, vengo a formular las siguientes observaciones sustitutivas al referido proyecto de ley:

“Al artículo 2º

1) Para sustituir la letra a) del numeral 1), por la siguiente:

“a) Sustitúyese el inciso cuarto por el siguiente: “Para ser incluido como candidato de un partido político o de un pacto electoral, siempre que en este último caso no se trate de un independiente, se requerirá estar afiliado al correspondiente partido con a lo menos dos meses de anticipación al vencimiento del plazo para presentar las declaraciones de candidaturas y no haber sido afiliado de otro partido político dentro de los nueve meses anteriores al vencimiento de dicho plazo.”.”

2) Para sustituir el numeral 2), por el siguiente:

“2) Sustitúyese el artículo 9º por el siguiente:

“Artículo 9º.- Para efectos de lo señalado en los incisos cuarto y sexto del artículo 4º, los partidos políticos deberán proceder a realizar cierres de sus registros generales de afiliados, debiendo remitir un duplicado de dicho registro al Servicio Electoral, informado también las nuevas afiliaciones y las desafiliaciones hasta dicho cierre. El primer cierre se hará con los afiliados registrados nueve meses antes del vencimiento del plazo para la declaración de candidaturas y el segundo con los afiliados registrados dos meses antes de este plazo. Los duplicados deberán remitirse al Servicio Electoral dentro de los cinco días siguientes de los cierres de registros indicados.

A falta de los duplicados señalados en el inciso primero, se tomarán en consideración los últimos registros de afiliados entregados al Servicio Electoral.”.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.- Rodrigo Hinzpeter Kirberg, Ministro del Interior y Seguridad Pública.- Cristián Larroulet Vignau, Ministro Secretario General de la Presidencia.
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OBSERVACIONES DEL EJECUTIVO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, RELATIVO AL PROYECTO DE LEY SOBRE COMPOSICIÓN NUTRICIONAL DE LOS ALIMENTOS Y SU PUBLICIDAD

(4921-11)

Santiago, mayo 23 de 2011.-

Nº  063-359/
Honorable Senado:

Mediante oficio Nº 578/SEC/11, de 25 de abril de 2011, V.E. comunicó que el H. Congreso Nacional tuvo a bien aprobar el proyecto de ley sobre Composición Nutricional de los Alimentos y su Publicidad.

Al respecto, cumplo con informar a V.E. que, en uso de mis atribuciones constitucionales, vengo en formular observaciones al proyecto del rubro:

I.
EL PROYECTO DE LEY DESPACHADO POR EL H. CONGRESO NACIONAL

1. El presente proyecto de ley tuvo su origen en una moción que los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín, Carlos Ignacio Kuschel Silva, y Mariano Ruiz-Esquide Jara, y los ex Senadores señora Evelyn Matthei Fornet y señor Carlos Ominami Pascual, ingresaron al H. Congreso el 21 de marzo de 2007.

2. Al efecto, la iniciativa tuvo a la vista los importantes cambios demográficos y epidemiológicos sufridos por nuestro país en los últimos años. En dicha oportunidad, sus autores hicieron presente que la obesidad es la enfermedad crónica de mayor prevalencia en todos los grupos de la población chilena, siendo un factor de riesgo para otras patologías.

3. En consecuencia, a la luz del referido escenario, la moción en análisis propuso establecer normas relativas a la producción, distribución, comercialización y consumo de los alimentos, de manera de orientar la conducta del consumidor mediante señales e información clara sobre la calidad y cantidad de los alimentos y sus ingredientes.

4. Ahora bien, pese al consenso generado respecto a la necesidad de enfrentar la problemática que esta iniciativa busca resolver, se verificó una divergencia entre ambas ramas del H. Congreso durante su tramitación, toda vez que el articulado de aquélla fue objeto de múltiples modificaciones. Dicha circunstancia derivó, conforme a la normativa vigente, en la formación de una Comisión Mixta.

5. En definitiva, tras el debate por parte de las salas de nuestro H. Congreso, el informe de la Comisión Mixta fue aprobado. No obstante, durante la respectivas sesiones, se señaló por diversos parlamentarios la necesidad de corregir aspectos de la iniciativa a través de un veto del Ejecutivo.

II.
FUNDAMENTO DE LAS OBSERVACIONES AL PROYECTO DE LEY

Conforme a lo expuesto precedentemente y tras un intenso análisis de las normas que componen la iniciativa en estudio,  hemos considerado necesario presentar una serie de observaciones a este proyecto de ley, a fin de dar coherencia y eficacia a la normativa que se propone. Al efecto, hemos realizado dicha labor de conformidad a los fines buscados por el Parlamento al impulsar esta iniciativa.

Al respecto, resulta especialmente relevante la necesidad de entregar a la población información sobre las características de los alimentos y su composición nutricional de forma comprensible, favoreciendo la adopción de decisiones de alimentación saludable por parte de la ciudadanía.

Asimismo, estimamos indispensable focalizar los mayores niveles de protección en aquellos grupos especialmente vulnerables, de manera de no extender las limitaciones que la iniciativa consagra más allá de lo que el legislador razonablemente previó.

A su vez, las observaciones que vengo en presentar han ponderado debidamente la exigencia de otorgar a los órganos de la Administración involucrados directrices que orienten el ejercicio de las competencias que se le conceden.

Por último, es menester indicar que el extenso debate generado a raíz de esta iniciativa ha sido considerado al elaborar las observaciones que formulo. En efecto, en materia de promoción de la actividad física en los establecimientos educacionales, determinación de alimentos que presentan elevados contenidos de nutrientes, como también en lo relativo a los sucedáneos de la leche materna, hemos considerado pertinente recoger parte del valioso aporte generado en la H. Cámara de Diputados.

III.
CONTENIDO DE LAS OBSERVACIONES AL PROYECTO DE LEY

Por las consideraciones anteriormente señaladas, las modificaciones introducidas al proyecto, en lo esencial, son las siguientes:

a) Se especifica que la información sobre ingredientes y aditivos deberá consignarse en los envases o etiquetas de los alimentos.

b) Se modifica el contenido del artículo 3°, con el objeto que su inciso segundo trate de manera específica la situación de aquellos aditivos o ingredientes que, en determinadas concentraciones, causan daños a la salud.

c) Teniendo a la vista el debate parlamentario y social generado por este proyecto, se especifica que las obligaciones curriculares relacionadas con hábitos de alimentación saludable no son aplicables a los establecimientos de educación superior.

A su vez, en atención a los mecanismos diseñados por la Ley General de Educación y considerando los consensos alcanzados en la materia durante la discusión de dicho cuerpo normativo, se propone que los establecimientos de educación parvularia, básica y media incluyan, en todos sus niveles y modalidades, actividades didácticas y físicas que contribuyan a crear hábitos de una vida saludable.

Asimismo, en el ámbito de la promoción de la actividad física y la práctica del deporte, parece pertinente incorporar al proyecto una fórmula similar a la debatida por la H. Cámara de Diputados, cuestión de la que da cuenta la modificación al inciso segundo del artículo 4°.

Es decir, se refuerza el desarrollo de hábitos de una alimentación y vida saludable en nuestros establecimientos educacionales, finalidad tenida a la vista al aprobarse por el H. Congreso esta iniciativa.

d) En el artículo 5°, se establece que el Ministerio de Salud establecerá los alimentos que presentan elevados contenidos de calorías, grasas, grasas trans, azúcares agregados u otros ingredientes similares, que aporten porcentajes relevantes de las dosis diarias de referencia de nutrientes.

Al respecto, cabe señalar que hemos recogido parte del articulado del proyecto discutido por la H. Cámara de Diputados, puesto que aquél otorga directrices en base a las cuales dichos alimentos serán caracterizados.

e) A su vez, se precisa que aquellos alimentos descritos en el inciso primero del artículo 5° de la iniciativa, no se podrán comercializar en establecimientos de educación parvularia, básica y media, es decir, se excluye de manera clara a los establecimientos de educación superior.

f) Por último, se modifican los artículos que regulan las restricciones a la publicidad y promoción de ciertos alimentos, incluidos los sucedáneos de la leche materna. Lo anterior, con la finalidad de consagrar un conjunto de normas que armónicamente regulen dicha actividad. 

Al efecto, resulta necesario destacar que los mayores niveles de protección se consagran respecto de los menores de 14 años, grupo al que no se podrá dirigir la publicidad de los alimentos descritos en el inciso primero del artículo 5°.

Por las consideraciones anteriores, y en uso de la facultad que me con​fiere el inciso primero del artículo 73 de la Constitución Política de la República y de conformidad con lo establecido en el Título III de la Ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, vengo en formular las siguientes observaciones aditivas, sustitutivas y supresivas, según se indica, al referido proyecto de ley:

AL ARTÍCULO 1º.-

1)
Agrégase entre los vocablos “alimentos” y “deberán”, la siguiente oración: “envasados destinados al consumo humano”.

2)
Elimínase el vocablo “envasado”, seguido de una coma (,).

3)
Agrégase a continuación de la frase “venta de”, el término “tales”.

4)
Elimínase la oración “destinados al consumo humano”.

AL ARTÍCULO 2º.-

5) Sustitúyase en su inciso primero la frase “en sus envases”, por la siguiente: “en sus envases o etiquetas”.

AL ARTÍCULO 3°.-

6) Sustitúyase su inciso primero, por el siguiente:

“No se podrá adicionar a los alimentos y comidas preparadas ingredientes o aditivos que, por la vía de inducir a equívocos, engaños o falsedades respecto a la verdadera naturaleza, composición o calidad del alimento según lo establecido en el Reglamento Sanitario de los Alimentos, pudieran provocar daño a la salud.”.

7) Sustitúyase su inciso segundo por el siguiente:

“No se podrá adicionar a los alimentos, ingredientes o aditivos en concentraciones que causen daños a la salud, según lo establezca el Ministerio de Salud mediante reglamento.”.

AL ARTÍCULO 4°.-

8) Sustitúyase su inciso primero por el siguiente:

“Los establecimientos de educación parvularia, básica y media del país deberán incluir, en todos sus niveles y modalidades de enseñanza, actividades didácticas y físicas que contribuyan a desarrollar hábitos de una alimentación saludable y adviertan sobre los efectos nocivos de una dieta excesiva en grasas, grasas saturadas, azúcares, sodio y otros nutrientes cuyo consumo en determinadas cantidades o volúmenes pueden representar un riesgo para la salud.”.

9) Sustitúyase su inciso segundo por el siguiente:

“Los establecimientos educacionales del país deberán incorporar actividad física y práctica del deporte, a fin de fomentar en sus estudiantes el hábito de una vida activa y saludable.”.

AL ARTÍCULO 5°.-

10) Sustitúyase su inciso primero, por el siguiente:

“El Ministerio de Salud determinará los alimentos que, por unidad de peso o volumen, o por porción de consumo, presenten en su composición nutricional elevados contenidos de calorías, grasas, grasas trans, azúcares agregados, sal u otros ingredientes que el reglamento determine, que contengan un porcentaje relevante de las dosis diarias de referencia de nutrientes. Este tipo de alimentos se deberá rotular como “alto en calorías”, “alto en azúcares agregados”, “alto en sal” o con otra denominación equivalente, según sea el caso.”.

11) Elimínase en su inciso segundo la oración “Asimismo, se podrán fijar límites de contenido de energía y nutrientes en los alimentos a que alude el inciso anterior.”.

AL ARTÍCULO 6°.-

12) Sustitúyase su inciso primero, por el siguiente:

“Los alimentos a que se refiere el artículo anterior no se podrán expender, comercializar, promocionar y publicitar dentro de establecimientos de educación parvularia, básica y media.”.

13)
Elimínase de su inciso segundo la siguiente oración “Además, su publicidad sólo podrá hacerse, en medios masivos, en horario nocturno.”.
14)
Agrégase en su inciso tercero, a continuación de la frase “por parte de menores”, la expresión “de catorce años”.

15) Sustitúyase en su inciso tercero la frase “o valerse” por el vocablo ”valiéndose”.
16) Agrégase en su inciso tercero, entre los vocablos “menores” y “no”, la frase “de catorce años”.

17) Sustitúyase su inciso quinto, por el siguiente:

“El etiquetado de los sucedáneos de la leche materna no deberá desincentivar la lactancia natural. Asimismo, incluirá información relativa a la superioridad de la lactancia materna e indicará que el uso de los referidos sucedáneos debe contar con el asesoramiento de un profesional de la salud.”.

18) Sustitúyase en su inciso sexto el vocablo “pre-básica” por “parvularia”.

19) Sustitúyase en su inciso sexto la oración “a cargo de especialistas que midan su índice de masa corporal y los orienten” por la siguiente: “el que los orientará”.

AL ARTÍCULO 7°.-

20) Sustitúyase su inciso segundo por el siguiente:

“Para los efectos de esta ley, se entenderá por publicidad aquella comunicación que se realiza por cualquier medio idóneo al efecto, para inducir a adquirir un bien.”.

AL ARTÍCULO 8°.-

21) Elimínase su inciso segundo, pasando su actual inciso tercero a ser segundo.

22) Agrégase en su inciso tercero, que ha pasado a ser segundo, a continuación del vocablo “similares”, la oración “dirigidos a menores de catorce años”.

AL ARTÍCULO 9°.-

23) Sustitúyase en su inciso primero la frase “el envase de” por la siguiente: “el envase o etiqueta de”.

24) Elimínase en su inciso primero la oración “elaborado o”.
25) Sustitúyase en su inciso primero el vocablo “trigo” por “gluten”.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): Rodrigo Hinzpeter Kirberg, Vicepresidente de la República.- Jaime Mañalich Muxi, Ministro de Salud.- Joaquín Lavín Infante, Ministro de Educación.- 
Juan Andrés Fontaine Talavera, Ministro de Economía, Fomento y Turismo
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA LA LEY N° 18.168, DE 1982, LEY GENERAL DE TELECOMUNICACIONES

(7502-15)

6. 
Oficio Nº 9480   



VALPARAÍSO, 18 de mayo de 2011


Con motivo del Mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

"Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones:

a) Sustitúyese el artículo 28° A por el siguiente:

"Artículo 28° A.- Créase el Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones, dependiente del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, en adelante "el Fondo", con el objeto de promover el aumento de la cobertura de los servicios de telecomunicaciones en áreas rurales y urbanas de bajos ingresos.

El Fondo estará constituido por los aportes que se le asignen anualmente en la ley de Presupuestos del Sector Público, sin perjuicio de que pueda recibir otros aportes.".


b) Introdúcese el siguiente artículo 28 A bis, nuevo:


"28 A bis.- Se deberá entregar en forma semestral la información del uso de estos recursos, de manera detallada, a la Comisión de Obras Públicas, Trasportes y Telecomunicaciones de la Cámara de Diputados.".".

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Melero Abaroa, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez,

Secretario General (S) de la Cámara de Diputados
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OBSERVACIONES DEL EJECUTIVO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, AL PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY N° 18.695, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE MUNICIPALIDADES, Y REGULA LAS ASOCIACIONES MUNICIPALES

(6792-06)


Oficio Nº 9481 



VALPARAÍSO, 18 de mayo de 2011


La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha tenido a bien prestar su aprobación a las observaciones formuladas por S.E. el Presidente de la República, al proyecto que modifica la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y regula las Asociaciones Municipales, boletín N° 6792-06.


Hago presente a V.E. que todas las observaciones, fueron aprobadas con el voto a favor de 86 Diputados, de 119 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Acompaño  los antecedentes respectivos.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Melero Abaroa, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General (S) de la Cámara de Diputados

FORMULA OBSERVACIONES AL PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY N° 18.695, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE MUNICIPALIDADES Y REGULA LAS ASOCIACIONES MUNICIPALES (Boletín Nº 6.792-06).

SANTIAGO, abril 25 de 2011.-

N°  025-359/

Honorable Cámara de Diputados:

Mediante Oficio Nº 9406, de 7 de abril de 2011, V.E. comunicó que el H. Congreso Nacional tuvo a bien aprobar el proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades y Regula las Asociaciones Municipales.

Al respecto, vengo en informar a V.E. que, en uso de la facultad que me con​fiere el inciso primero del artículo 73 de la Constitución Política de la República, y de conformidad con lo establecido en el Título III de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional; vengo en formular observaciones, aditiva y sustitutiva respectivamente, al referido proyecto de ley.

I. ANTECEDENTES

El 14 de mayo de 2009, fue publicada la ley N° 20.346, que reformó la Constitución Política de la República en materia de asociacionismo municipal. Esta enmienda modificó el inciso sexto del artículo 118 de la Carta Fundamental, estableciendo al efecto que “Las municipalidades podrán asociarse entre ellas en conformidad a la ley orgánica constitucional respectiva, pudiendo dichas asociaciones gozar de personalidad jurídica de derecho privado”. Así, estas organizaciones podrán acceder a obtener personalidad jurídica, lo cual les era imposible antes de la referida modificación.

En razón de lo anterior, se hizo necesario efectuar las adecuaciones y complementaciones pertinentes a la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, a fin de regular en ella lo concerniente a las asociaciones municipales.

II. PROYECTO DE LEY DESPACHADO POR EL CONGRESO NACIONAL
La referida reforma constitucional estableció a las asociaciones municipales con una naturaleza jurídica de derecho privado, por lo que se contempló un procedimiento para la obtención de tal personalidad sencillo y breve, siendo opcional obtenerla.

Se establece que dos o más municipalidades, pertenezcan o no a una misma provincia o región, podrán constituir asociaciones municipales. El acuerdo mediante el cual se constituyan deberá ser aprobado por los respectivos Concejos.

Las asociaciones son organizaciones sin fines de lucro cuya finalidad es facilitar la solución de problemas comunes y el mejor aprovechamiento de los recursos disponibles.

La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior será el órgano encargado de registrar y recibir en depósito el acta constitutiva y los estatutos de las asociaciones de municipalidades. Tendrá un plazo de 60 días para objetar su constitución, disponiendo la asociación de 30 días para subsanar eventuales reparos.

Se establecen exigencias mínimas para los estatutos y se faculta a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo para proporcionar estatutos tipo, a fin de facilitar la constitución de las asociaciones de municipalidades.

En cuanto al objeto, estos podrán ser atención de servicios municipales comunes, ejecución de obras de desarrollo local, fortalecimiento de los instrumentos de gestión, realización de programas vinculados a la protección del medio ambiente, turismo, salud u otros fines que a las municipalidades les sean propios, capacitación y perfeccionamiento del personal municipal y coordinación con instituciones nacionales e internacionales, a fin de perfeccionar el régimen municipal.

El proyecto aprobado, dispone la necesidad de contar con una estructura básica, formada por un directorio que tendrá un mínimo de cinco miembros y un secretario ejecutivo. El presidente del directorio deberá ser un alcalde, quien representará judicial y extrajudicialmente a la asociación.

El personal de las asociaciones municipales se regirá por las normas laborales y previsionales del sector privado.

Las asociaciones municipales que gocen de personalidad jurídica, dispondrán de patrimonio propio, que estará formado por las cuotas de incorporación, donaciones, el producto de bienes y servicios, la venta de activos, las erogaciones y subvenciones provenientes de personas naturales o jurídicas, de las municipalidades o del Estado, y por los demás bienes que adquieran a su nombre.

Las municipalidades socias no podrán otorgar garantías reales, ni cauciones de ninguna especie respecto de las obligaciones que puedan contraer las asociaciones a las que pertenezcan.

Por su parte, se establece que la Contraloría General de la República fiscalizará y controlará las asociaciones de municipalidades con personalidad jurídica, respecto de su patrimonio, cualquiera sea su origen, lo que le otorga amplias competencias en la materia.

Además, se establece que el concejo municipal podrá solicitar informes a las asociaciones en las cuales participe la municipalidad respectiva, solo referidos a los aportes o subvenciones municipales.

Se otorgan a la Subdirección de Desarrollo Regional y Administrativo facultades para controlar el debido cumplimiento de las finalidades establecidas en sus estatutos, así como la obligación de comunicación de las modificaciones estatuarias, de domicilio legal o composición de su directorio, pudiendo solicitar tanto a las asociaciones como a los municipios que las componen, toda la información necesaria para verificar el cumplimiento de sus estatutos, e incluso para eliminarlas del registro, en caso de incumplimiento de las disposiciones legales.

Finalmente, se establece el principio de transparencia de la función pública consagrado en el artículo 8° de la Constitución Política de la República y en los artículos 3° y 4° de la Ley de Transparencia de la Función pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado, debiendo en virtud de ello, mantener a disposición permanente del público, a través de sus sitios electrónicos, antecedentes similares a los que hoy se solicita a los municipios.

III. OBSERVACIONES AL PROYECTO DE LEY

En julio del año 2010, la Cámara de Diputados aprobó la iniciativa en primer trámite constitucional. Por su parte, el Senado la aprobó en enero de 2011, aunque con dos modificaciones, las cuales fueron rechazadas por la Cámara en tercer trámite constitucional.

La Comisión Mixta propuso, a fin de resolver las divergencias existentes, que éste despachara el texto que originalmente había aprobado la Cámara de Diputados. Ello, fue ratificado en las Salas tanto de ésta como del Senado, remitiéndose la iniciativa al Ejecutivo con fecha 7 de abril del corriente, para efectos de comunicar el uso o no del derecho a observaciones o veto al proyecto de ley.

Al respecto, debe precisarse que durante la discusión parlamentaria el Consejo para la Transparencia y el Ejecutivo plantearon la necesidad de considerar materias que dicen relación con las atribuciones del Consejo para la Transparencia y la fiscalización de las asociaciones municipales. Ello fue apoyado por diversos parlamentarios, cuestión que por lo demás, quedó consignado en el informe de la Comisión Mixta.

En este sentido, dable es hacer presente que el texto aprobado por el Congreso solo obliga a las asociaciones municipales a mantener en sus respectivos sitios electrónicos las materias propias de la denominada Transparencia Activa, esto es, marco normativo aplicable, personal, remuneraciones, etc., sometiéndolas a un régimen especial en materia de transparencia de la función pública.

Por ello, se propone sustituir el artículo 149 por uno en el cual se les haga aplicable a las asociaciones municipales tanto el principio de publicidad de la función pública, Consagrado en el artículo 8° de la Constitución Política de la República, como el artículo primero de la ley N° 20.285.

Adicionalmente, se propone una modificación al artículo 79 de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, referido a las competencias fiscalizadoras del concejo municipal. Es así, como se añaden las asociaciones municipales a las empresas, corporaciones o fundaciones municipales, todas las cuales pueden ser fiscalizadas ampliamente por el concejo municipal a través de informes. De este modo, se fortalece el rol fiscalizador del Concejo Municipal.

En consecuencia, vengo en formular las siguientes observaciones, aditiva y sustitutiva respectivamente, al referido proyecto de ley:

“AL ARTÍCULO 1º.-

1) Para añadir el siguiente numeral 1) nuevo, pasando los actuales numerales 2), 3) y 4) a ser nuevos numerales 3), 4) y 5), respectivamente:

“1) Introdúcense las siguientes modificaciones en el literal j) del artículo 79: 

a) Reemplázase la conjunción “o” que sigue a la palabra “corporaciones” por una coma (,).

b) Intercálase a continuación de la palabra “fundaciones” la expresión “o asociaciones”.”.

2) Para reemplazar, en el numeral 4), que ha pasado a ser nuevo numeral 5), el artículo 149 propuesto por el siguiente nuevo:

Artículo 149.- A las asociaciones municipales les serán aplicables tanto el principio de publicidad de la función pública consagrado en el inciso segundo del artículo 8º de la Constitución Po-lítica de la República, como las normas de la Ley de Transparencia y de Acceso a la Información de la Administración del Estado, contenida en el artículo primero de la ley N° 20.285.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.- Rodrigo Hinzpeter Kirberg, Ministro del Interior y Seguridad Pública
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(4991-15)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados, enunciado en el rubro, originado en un Mensaje de S.E. la ex Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria.
- - - - - - - -


Durante la discusión de este proyecto de ley vuestra Comisión contó con la colaboración y participación del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé; de la Ministra de Vivienda y Urbanismo, señora Magdalena Matte; del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton; de la Asesora Legislativa del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Carolina Tagle y de la Asesora Legislativa de la Ministra de Vivienda y Urbanismo, señora Carolina Arrau.


Además fueron especialmente invitadas las siguientes entidades que solicitaron audiencia:


- Asociación de Telefonía Móvil (ATELMO). Concurrieron el Presidente Ejecutivo, señor Guillermo Pickering; la Asesora de ATELMO, señora Javiera de la Cerda; el Subgerente de Regulación de ENTEL PCS, señor Andrés Cristi; el Gerente de Regulación de MOVISTAR, señor Cristián Cortés y el Jefe de Asuntos Legales de CLARO, señor José Ignacio González.


- NEXTEL CHILE S.A.. Asistieron el Vicepresidente de Asuntos Legales, señor Miguel Oyonarte; el Gerente de Asuntos Corporativos, señor Leonardo Cerda; el Consultor Asuntos Públicos de Imaginación, señor Natalio Dorfman y el Consultor Asuntos Públicos de Imaginación, señor Claudio Hernández.


- ENTEL PCS. Participaron el Gerente General, señor Hernán Marió; el Gerente de Regulación y Proyectos, señor Manuel Araya y el Gerente Legal de ENTEL S.A., señor Cristián Maturana. 


- STEL CHILE S.A.. Concurrieron el Gerente General, señor Alejandro Ulloa y el Director, señor Carlos Carmona.

- - - - - - 

OBJETIVOS DEL PROYECTO



1.- Regular la instalación de torres soporte de antenas de transmisión de telecomunicaciones, en áreas urbanas o rurales  en la Ley General de Urbanismo y Construcción y la presentación de solicitudes y su tramitación ante la Dirección de Obras Municipales respectiva, cuyo Director autorizará su instalación, si cumplen con los requisitos estipulados.



2.- Establecer en la misma ley los requisitos exigibles para la instalación de las torres soporte de antenas de telecomunicaciones y las prohibiciones a que dicha instalación estará afecta. 



3.- Facultar a la Subsecretaría de Telecomunicaciones para declarar a una determinada zona geográfica como zona saturada de sistemas radiantes de telecomunicaciones, cuando la densidad de potencia exceda los límites que determine la normativa técnica dictada por ella misma.



4.- Crear un fondo concursable para el desarrollo de investigaciones primarias y secundarias sobre el impacto de la operación de sistemas radiantes de telecomunicaciones y, en particular, de la emisión de ondas electromagnéticas asociada, con el objeto de apoyar la adopción de políticas públicas, principalmente en el estudio de los impactos sobre la salud de las personas y también en el ámbito urbanístico y ambiental.



5.- Declarar, mediante una norma transitoria, que toda solicitud de otorgamiento, renovación o modificación de una concesión o permiso de telecomunicaciones que se encuentre en trámite al momento de la publicación de esta ley en el Diario Oficial, se regirá desde ese momento por ella. Las solicitudes otorgadas, respecto de las que al entrar en vigencia esta ley, aún dependa su plazo de inicio de obras o éstas no se hayan de hecho iniciado deberán, en su caso, obtener respecto de la torre soporte respectiva, el permiso previo de la Dirección de Obras Municipales de conformidad con la presente ley.



Hacemos presente que, en la Honorable Cámara de Diputados luego de aprobarse en general este proyecto de ley por la Sala, el Ejecutivo presentó una indicación sustitutiva, que recogió los planteamientos expresados durante la discusión en general destacándose en ese nuevo texto los siguientes objetivos:


1.- Incentivar la instalación de torres de baja altura.


2.- Activar la participación de las Municipalidades en la definición de las zonas preferenciales de instalación de torres soporte de antenas.


3.- Colocalización de antenas, de carácter obligatorio para sistemas radiantes, en torres soporte de antenas preexistentes, en bienes nacionales de uso público.


4.- Autorización de vecinos afectados con la instalación de una torre soporte de antenas.


5.- Reconocimiento de las particularidades de la instalación de torres según la propiedad del predio donde se instalará, diferenciando el procedimiento según si se trata de una propiedad privada o es un bien nacional de uso público.


1.- ANTECEDENTES JURÍDICOS.

Tienen incidencia, en este proyecto de ley, las siguientes normas jurídicas:


- Decreto con fuerza de ley Nº 458, de 1976, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, que aprueba la nueva Ley General de Urbanismo y Construcción.


Se intercala un artículo 116 bis B, nuevo, que regula esta materia.


- Ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones.


Introduce mediante cuatro numerales modificaciones a los artículos 7, 14 y 36 bis e incorpora los artículos 19 bis, 19 ter y 19 quáter.

- Ley Nº 19.300, que aprueba la Ley de Bases Generales del Medio Ambiente. 

En su artículo 10, mediante 19 literales establece que los proyectos o actividades susceptibles de causar impacto ambiental deberán someterse al sistema de impacto ambiental. En la letra p) considera la ejecución de obras, programas o actividades en parques nacionales, reservas nacionales, monumentos nacionales, entre otros.


El artículo 116 bis B, que se intercala, establece que en las zonas protegidas a que se refieren las normas anteriormente señaladas de esta ley, se determinarán las medidas de mitigación que se deberán adoptar para instalar las torres soporte de antenas.


- Decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Nº 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, que en su artículo 65, letra k), establece que el Alcalde deberá requerir el acuerdo del concejo, entre otras materias, para dictar ordenanzas municipales.


El artículo 3º de este proyecto de ley establece que las municipalidades deberán determinar mediante ordenanza las zonas de los bienes nacionales de uso público que administran, donde otorgarán el derecho para el emplazamiento de estas torres soporte de antenas.


- Código Orgánico de Tribunales, artículo 232, sobre el nombramiento de árbitros, en caso de problemas entre los concesionarios de servicios de telecomunicaciones.


- Resolución 505, exenta, del año 2000, de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, que fija la norma técnica sobre requisitos de seguridad aplicables a las instalaciones de servicios de telecomunicaciones que generan ondas electromagnéticas.


- Código Civil, artículos 1600, 1601, 1602, 1603 y 1605. Estas normas, con las excepciones que se señalan, se aplican, de acuerdo con el artículo 2º de este proyecto, en lo que resulte compatible respecto de la consignación en la tesorería municipal en favor de los propietarios de los predios que se señalan.


- Decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto Ley Nº 211, de 1973, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, sobre libre competencia en los mercados.
2.- ANTECEDENTES DE HECHO.


El Mensaje que dio origen a este proyecto de ley individualiza una gran cantidad de mociones que se tramitan en el Congreso Nacional y que buscan regular las antenas telefónicas.

Dichas mociones persiguen como objetivo fundamental hacer frente al impacto urbanístico que produce la instalación de antenas de servicios de telecomunicaciones y los eventuales riesgos para la salud asociados a sus emisiones radioeléctricas. 


Para ello, las mociones proponen una serie de mecanismos de control previo aplicable a la generalidad de las edificaciones y obras. Así, se propone por ejemplo, otorgar nuevas atribuciones a la Subsecretaría de Telecomunicaciones para exigir el cumplimiento de la normativa técnica para el emplazamiento de las antenas mencionadas; establecer exigencias de una altura mínima para la instalación de las antenas de telefonía móvil; fijar limitaciones al número de torres por concesionario o por kilómetro cuadrado; y establecer el deber de publicidad acerca de la instalación de las antenas. Otras mociones prohíben la instalación de una antena a menos de 200 metros de un establecimiento educacional y otras obligan a los proyectos de telefonía móvil que contemplen la instalación de antenas, a que se sometan al sistema de evaluación de impacto ambiental que establece el artículo 10 de la ley Nº 19.300.


El Mensaje señala que el Gobierno valora las iniciativas mencionadas y comparte tanto la preocupación que las inspira, como sus propósitos, en cuanto ponen de relieve los objetivos principales de una regula​ción sobre sistemas de emisión electromagnética. Por ello, las ha considerado en la formulación del presente proyecto de ley.


Una de estas iniciativas - la moción parlamentaria de los Honorables Diputados señores Patricio Hales Dib, Rodrigo González Torres y Gonzalo Uriarte Herrera (Boletín N° 4012-15)- propone eliminar de la Ley General de Urbanismo y Construcciones la posibilidad de eximir -a través de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones- de la exigencia del permiso previo de la Dirección de Obras Municipales respectiva, a las “antenas emisoras o trasmisoras para servicios telefónicos, antenas de intercomunicación de cualquier tipo ni antenas de señales radio eléctricas, así como sus soportes y elementos rígidos y adicionales, aunque se trate de instalaciones accesorias a otra edificación”.


Según sus ideas matrices, esta moción tiene como objetivo fundamental hacer frente al impacto urbanístico que produce la instalación de antenas de servicios de telecomunicaciones y también a los eventuales riesgos para la salud asociados a sus emisiones radioeléctricas. Para ello, se propone contar con el mecanismo de control previo aplicable a la generalidad de las edificaciones y obras, como es el permiso de la Dirección de Obras Municipales.


El Mensaje señala que el Ejecutivo estima que el instrumento administrativo asociado al control urbanístico que esta moción propugna, puede ser el mecanismo idóneo para una adecuada regulación de la materia. Sin embargo, cree que la iniciativa precisa de algunos complementos indispensables para garantizar la compatibilidad entre el adecuado funcionamiento de los servicios de telecomunicaciones -hoy en día un servicio de primera necesidad para los chilenos- y la inserción urbana de las estructuras que permiten la instalación de estos servicios. Ello hace necesario impulsar un proyecto de ley a través de un Mensaje presidencial, pues dichos complementos constituyen materias de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.


En consecuencia, para avanzar hacia una adecuada regulación y asegurar la viabilidad a los contenidos propuestos en las iniciativas parlamentarias ya mencionadas, evitando posibles vicios de inadmisibilidad constitucional, el Gobierno, señala el Mensaje, ha resuelto presentar un presente proyecto de ley que tiene los siguientes fundamentos:


1. Explosivo desarrollo de los servicios de telecomunicaciones experimentado por el país, con el consiguiente incremento en la instalación de antenas.


En los últimos años se ha producido en el país un explosivo desarrollo de los servicios de telecomunicaciones. Una buena parte de este fenómeno, radica en la masificación de la telefonía móvil que a la fecha atiende a unos doce millones de usuarios. Asimismo, también es un hecho que el desarrollo actual y futuro de las telecomunicaciones se sustenta en soluciones tecnológicas inalámbricas, sea para servicios de telefonía o acceso a Internet, como ocurrirá por ejemplo con la implementación a base de tecnología WiMax de las recién otorgadas concesiones de telefonía local inalámbrica; y también para los servicios de libre recepción, en un futuro ya muy cercano en el caso de la televisión Digital Terrestre y a mediano plazo en lo que será la radio digital.


Todas las situaciones descritas, han presionado fuerte y crecientemente al alza la necesidad de los diversos operadores en orden a la instalación de antenas y, sobre todo, al emplazamiento de las torres soporte de las mismas, a fin de responder adecuadamente la demanda de los usuarios.


En la medida de que este proceso no sea enfrentado como tal mediante una regulación, la tendencia natural de los operadores estará determinada sólo por el despliegue de antenas y torres que sea más eficiente desde un punto de vista privado, esto es, que contemple la mejor y más rápida cobertura técnica al menor costo, sin efectuar consideraciones respecto del efecto urbanístico que genera sobre las propiedades vecinas ni de las eventuales externalidades negativas asociadas a la excesiva concentración de antenas en determinadas zonas.


Visto lo expuesto, el primer problema en esta materia que se debe atender, consiste en que el despliegue cada vez más masivo y acelerado de estas infraestructuras de telecomunicaciones, no sólo debe contar con normas básicas de emplazamiento urbano que resguarden la relación con los vecinos de la zona o localidad afectada, sino que para garantizarlo se precisa de una autorización previa radicada en la instancia local, que permita cautelar el cumplimiento de todas las normas urbanísticas aplicables a estos proyectos, mediante la presentación y revisión de los antecedentes necesarios para dicha autorización.


2. Necesidad de contar con normas básicas de emplazamiento.


Las características específicas de la instalación de cada torre y antena se encuentran fuertemente determinadas por aspectos técnicos y topográficos, toda vez que dado el ámbito de cobertura que se desee obtener, la ubicación de la misma debe ser la más consistente con dicho objetivo, debiendo considerarse para ello la conjugación más apropiada de los tres siguientes factores: altura de la antena, potencia emitida y frecuencia de operación. Esto es, mientras más alta sea la frecuencia, más fácil es que los obstáculos topográficos interfieran la comunicación, pero se requieren menores niveles de potencia para cubrir la misma zona; mientras más alta sea la instalación de la antena, se minimizan los obstáculos topográficos; y mientras más alta sea la potencia, más lejos puede llegar la señal.


A lo señalado, deben agregarse los factores propiamente comerciales de la prestación de algunos servicios, cuya necesidad de antenas se encuentra también determinada por la concentración geográfica de sus usuarios y la intensidad de tráfico de los mismos.


De lo señalado, puede concluirse que resulta imposible la determinación normativa a priori de zonas destinadas o excluidas de la instalación de determinados tipos de antenas, así como de las características de los sistemas radiantes en abstracto.

Por otra parte, resulta necesario distinguir entre antenas y torres soporte de antenas, ya que las primeras, por su escaso tamaño y visibilidad no presentan ningún efecto urbanístico negativo, mientras que son las torres soportes las que generalmente causan molestias y preocupaciones a la comunidad. De ello se sigue que esta legítima preocupación ciudadana no es, sin embargo, privativa de las torres soporte de antenas de telefonía móvil, sino que debe de hacerse extensiva a todas las torres soporte de antenas de telecomunicaciones, las que deben tener por tanto un tratamiento regulatorio uniforme.


3. Insuficiencia de las atribuciones que  distintos órganos tienen en la actualidad.


Por otra parte, hasta ahora la regulación de esta materia en cuanto a las responsabilidades públicas comprometidas esta repartida entre distintas instituciones, cuestión que no facilita la acción de los ciudadanos en defensa de sus propios intereses, especialmente en materia de instalaciones de telefonía móvil, que son las que actualmente provocan mayor cuestionamiento e inquietud a este nivel.


En efecto, la Subsecretaría de Telecomunicaciones es el organismo que tramita el otorgamiento de las concesiones de telefonía móvil, operando como autoridad técnica en estricto sentido y sin funciones en el ámbito urbanístico. En consecuencia, si bien existe un procedimiento de oposiciones a la modificación de concesiones que impliquen el emplazamiento de nuevas antenas, no pueden contemplarse para estos efectos, consideraciones distintas a las relativas al cumplimiento de la normativa y exigencias relativas a la corrección técnica de tales emplazamientos. Lo mismo ocurre con los criterios que la Subsecretaría debe aplicar al momento de la recepción de estas obras, ya que la ley sectorial establece que en dicho acto debe verificarse que tales obras se corresponden con el proyecto técnico aprobado y se encuentran correctamente ejecutadas.


Asimismo, la corrección técnica del emplazamiento de torres y antenas en aspectos distintos a la normativa de telecomunicaciones, es controlada por distintas autoridades. Así, la Dirección de Aeródromos y Servicios Aeroportuarios, dependiente de la Dirección General de Aeronáutica Civil, es el órgano competente para certificar que la instalación de antenas (y su altura) no constituya un impedimento de tipo aeronáutico en el lugar donde se pretende levantar. Por su parte, la Superintendencia de Electricidad y Combustibles se encarga de certificar el cumplimiento de la normativa eléctrica en lo que resulte aplicable a este tipo de instalaciones.


En lo que respecta a la planificación urbanística propiamente tal, cabe tener presente que la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones ya establece que las antenas con sus soportes deben cumplir con un distanciamiento mínimo a los predios vecinos calculado en función de la altura del soporte, estableciendo además la obligatoriedad de que el interesado presente a la respectiva Dirección de Obras Municipales un aviso de las instalaciones y los planos correspondientes.


Como puede apreciarse, la suma de todas estas normas no garantiza completamente un sistema de revisión que permita coordinar el impacto urbanístico y comunitario asociado, del emplazamiento de las torres y antenas, conforme a criterios distintos a las simples necesidades comerciales de las empresas.


En este sentido, el presente proyecto de ley, primeramente, asegura el resguardo de los espacios de mayor impacto público desde el punto de vista urbanístico ante la instalación de estas infraestructuras, prohibiéndola en Monumentos Históricos y en Inmuebles de Conservación Histórica.


Asimismo, el Gobierno coincide con los H. Diputados patrocinantes de algunas mociones en que el reemplazo del aviso por una autorización previa obligatoria, minimiza las posibilidades de vulnerar las normas reguladoras, con lo cual se produce un efecto positivo en la percepción ciudadana de legalidad y lo más importante, de protección respecto de sus derechos. 


4. Protección de la salud ante las emisiones electromagnéticas de las antenas.


Existe otro aspecto vinculado a las antenas: la protección de la salud ante las emisiones electromagnéticas.


El Gobierno cree que efectivamente se debe legislar, a fin de que la instalación de sistemas radiantes de cualquier servicio de telecomunicaciones, por una parte, se ajuste rigurosamente a los límites máximos de emisión que establece la normativa técnica vigente y, por otra parte, se otorgue a la ciudadanía la tranquilidad suficiente de que las instalaciones están lo suficientemente controladas para que no generen riesgos perjudiciales en este ámbito.


Este último aspecto es particularmente importante, por cuanto la densificación del parque de antenas hace más visible y genera aprensiones ciudadanas sobre un fenómeno como el de las emisiones electromagnéticas, con el que en realidad hemos convivido sin inconvenientes durante muchas décadas. 


En efecto, en Chile se han emitido radiaciones desde el año 1922, cuando se hicieron las primeras transmisiones radiales. Sin embargo, la instalación en el debate público de la eventual peligrosidad de estas emisiones para la salud de la población, se produce a propósito del emplazamiento nacional de las redes de telefonía móvil, aunque los niveles de potencia de otras aplicaciones, que no han sido objeto de polémica, son muy superiores a los de la telefonía móvil, como es el caso de las estaciones de televisión, de radiodifusión sonora, de seguridad o incluso las que utilizan los bomberos o las de uso militar. 


En el caso de la estación base de una antena móvil, celular o PCS, la potencia fluctúa entre 100 y 1.000 watts (1 kilowatt). En el caso de la radiodifusión sonora en amplitud modulada, la potencia usual va de 1 a 50 kilowatts (de 1.000 a 50.000 watts). En el caso de la radiodifusión de frecuencia modulada, los niveles van de 1 a 10.000 watts (10 kilowatts). En el caso de la radiodifusión televisiva en VHF (que corresponde a los canales de televisión abierta) las estaciones transmisoras en el país, emiten entre 1,5 y 300 watts. En cuanto a la radiodifusión televisiva en UHF, la potencia es de 1 a 10 kilowatts.


En resumen, la cuestión de las emisiones de ondas electromagnéticas no es reciente en Chile, sino que, por el contrario, tiene una larga historia. 


De esta larga historia y de los antecedentes emanados de estudios de organismos internacionales reconocidos por las autoridades chilenas, como la Organización Mundial de la Salud, la cual, a su vez, reconoce los estudios efectuados por la Comisión Internacional para la Protección contra la Radiación No Ionizante (ICNIRP), que es el ente encargado de señalar cuáles son los niveles de radiación a los que pueden estar expuestas las personas, se puede afirmar que no existen antecedentes actuales que permitan temer un eventual riesgo a la salud derivado de las emisiones de antenas de telecomunicaciones, si éstas se ajustan a los criterios y rangos determinados por la OMS.


Dentro de este esquema, al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, por mandato del artículo 7° de la ley N°18.168, General de Telecomunicaciones, le corresponde velar porque todos los servicios de telecomunicaciones y sistemas e instalaciones que generen ondas electromagnéticas, cualquiera que sea su naturaleza, sean instalados, operados y explotados de modo que no causen lesiones a personas o daños a cosas o interferencias perjudiciales a los servicios de telecomunicaciones nacionales o extranjeros o interrupciones en su funcionamiento.


En cumplimiento de tal mandato la Subsecretaría de Telecomunicaciones dictó, en el año 2000, la resolución N° 505, que fija la norma técnica sobre requisitos de seguridad aplicables a las instalaciones de servicios de telecomunicaciones que generan ondas electromagnéticas.


La citada Resolución establece los Requisitos de Seguridad para las Antenas, disponiendo que las correspondientes al Servicio Público de Telefonía Móvil deberán instalarse de manera tal que la densidad de potencia medida en los puntos a los cuales tengan libre acceso las personas en general, sea inferior a 435 micro Watts/cm2. Esta norma es mucho más restrictiva que las existentes en la regulación comparada. Por ejemplo, en los Estados Unidos de Norteamérica, la norma es de 500 mW/cm2 para los sistemas celulares y de 1.000 mW/cm2 para los de tecnología PCS.


No obstante lo expuesto, no puede negarse que la preocupación subsiste, a pesar de la existencia de esta norma, por lo que este proyecto busca adelantarse a los efectos futuros del emplazamiento de antenas, que tendrá un aumento progresivo, y hacerse cargo de la circunstancia de que se generen determinadas zonas en que la concentración de antenas produzca un nivel de saturación de emisiones, situación que debe traducirse en que se impida legalmente la instalación de nuevos sistemas en esas zonas saturadas. 


Asimismo, el mandato que se propone en el presente proyecto, a fin de que en la solicitud de autorización para emplazar una nueva antena presentada ante la Dirección de Obras Municipales respectiva, deba acreditarse que aquélla no recaiga en una zona saturada, permitirá que la autorización respectiva proporcione efectivamente a la comunidad afectada la tranquilidad sobre este punto, sin necesidad de imponer prohibiciones generales y a priori respecto de determinados lugares que se suponen más sensibles a las emisiones, sino que garantizando que, en cualquier lugar, el nivel de emisiones a que estén sometidas las personas sea el adecuado para no producir riesgos en la salud.


El presente proyecto propone lo siguiente:


1. Regulación sobre el impacto urbanístico del emplazamiento de las antenas.


Se postula, en primer lugar, reemplazar el actual aviso a la Dirección de Obras Municipales respectiva, como requisito previo para la instalación de antenas, por una autorización previa de dicha repartición municipal; pero estableciendo un procedimiento específico para este tipo de construcciones, dada sus características particulares y la necesidad de que la autorización permita efectivamente minimizar el impacto urbanístico del emplazamiento, y no se convierta en un freno burocrático para la inversión en los servicios de telecomunicaciones involucrados, ya que ello traería como consecuencia un sustancial deterioro de los servicios respectivos en directo perjuicio de todos los ciudadanos que los utilizan para los más variados objetos, todos ellos de primera necesidad. 


2. Normas sobre emisiones electromagnéticas de las antenas.


En seguida, se propone otorgar a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, la potestad para que, mediante resolución publicada en el Diario Oficial, declare a una determinada zona geográfica como zona saturada de sistemas radiantes de telecomunicaciones cuando la densidad de potencia por metro cuadrado exceda los límites que determine la normativa técnica dictada al efecto por la misma Subsecretaría de Telecomunicaciones.
ESTRUCTURA DEL PROYECTO


El proyecto de ley en estudio consta de cinco artículos permanentes y tres artículos transitorios, a saber: 


El artículo 1°.- Modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones, estableciendo un procedimiento administrativo de permiso de instalación de torres de soporte de antenas de transmisión de telecomunicaciones en áreas urbanas o rurales, señalando los requisitos a cumplir para otorgar el citado permiso.


De esta forma la Dirección de Obras Municipales respectiva deberá verificar para el otorgamiento del permiso correspondiente el cumplimiento de los siguientes requisitos:


1.- Que las torres soporte de antenas de telecomunicaciones cumplan con el ángulo máximo de rasantes establecido en la Ordenanza General;


2.- Que las instalaciones en zonas residenciales exclusivas no podrán ser iluminadas, salvo para cumplir con los requisitos de seguridad de aviación o para iluminación del sector;


3.- Presentación de un proyecto firmado por un arquitecto que incluya los planos de la instalación de la torre de soporte de antenas;


4.- Autorización del dueño o de los dueños del predio en que emplazará la torre;


5.- Presentación de un proyecto de cálculo estructural, suscrito por un ingeniero calculista que acredite la capacidad de la torre soporte de antenas para colocalización;


6.- Autorización de los vecinos que se encuentren a una distancia equivalente a 1,5 veces la altura de la torre, sin embargo, esta autorización no será necesaria para el predio en que se instale la torre, como tampoco para las torres que se instalen sobre edificios de 5 o más pisos;


7.- Certificado de la Dirección de Aeronáutica Civil, que acredite que la altura de la antena no constituye peligro para la navegación aérea;


8.- Certificado de la Subsecretaría de Telecomunicaciones que consigne que se presentó la solicitud de otorgamiento o modificación de concesión, y


9.- Presupuesto detallado de la instalación de torres soporte de antenas de telecomunicaciones.


El artículo 2°, regula todo lo relativo en los casos en que no se cuente con la autorización de instalación de torres de soporte de antenas de telecomunicaciones, de todos los propietarios de los predios que se encuentren a menor distancias que la requerida, en cuyo caso el operador podrá presentar sólo la autorización notarial de más del 50 por ciento de los propietarios de los inmuebles señalados en tal disposición, acreditando haber hecho en favor de cada uno de los que resten, la consignación en la tesorería municipal de una suma de dinero equivalente al promedio del valor actualizado del total de las compensaciones o acuerdos, estimados pecuniariamente, que el operador hubiese pactado con los distintos propietarios que suscribieron la autorización. Para los efectos de este cómputo, no se incluirá al o los propietarios del o los inmuebles en que se pretenda emplazar la torre.


Dicha consignación deberá ser precedida de la correspondiente oferta, para cuyo efecto y los demás que procedan, se aplicarán en lo que resulte compatible con lo establecido precedentemente, las reglas establecidas en el Código Civil relativas al pago por consignación, contenidas en los artículos 1.600, con excepción del número 3, relativo a las obligaciones a plazo o bajo condición suspensiva; 1.601 incisos primero y cuarto; 1.602, cuyas circunstancias deberán de acreditarse específica, exhaustiva y fehacientemente; 1.603, y 1.605, inciso primero. En el caso que el destinatario de la oferta no sea habido por el ministro de fe, deberá acreditarse al menos la concurrencia a su domicilio para tal efecto en tres días distintos entre los cuales no podrá intermediar un lapso inferior a diez días. El ministro de fe deberá dejar aviso escrito de su concurrencia en el domicilio respectivo, especificando el motivo de la misma y los datos necesarios para que el destinatario de la oferta pueda ponerse en contacto con un representante del operador, si lo desea.


El cumplimiento de esta obligación se acreditará ante la Dirección de Obras Municipales, mediante certificación notarial, que consignará además, la declaración jurada del representante legal del operador respecto del valor actualizado total a que han ascendido cada una de las compensaciones o acuerdos a que haya arribado, sobre cuya base se ha calculado el monto que se deberá consignar. Sin perjuicio de las sanciones penales que procedieren, la falta de veracidad en esta declaración acarreará la denegación de la solicitud, o quedará ella sin efecto de pleno derecho, si es que se hubiese otorgado.


El artículo 3°, prescribe que las municipalidades deberán determinar mediante ordenanza las zonas de los bienes nacionales de uso público que administran, donde preferentemente se otorgarán el derecho de uso para el emplazamiento de torres soporte de antenas, así como las características urbanísticas y arquitectónicas de éstas, que disminuyan su impacto sobre el entorno urbano. La ordenanza deberá ser elaborada e informada técnicamente por un arquitecto y renovarse al menos cada cinco años. Tratándose de bienes nacionales de uso público que no administran, las municipalidades deberán obrar previa aprobación de la entidad administradora.


Su inciso segundo exige para la dictación o renovación de la ordenanza municipal a que se refiere el inciso anterior, la municipalidad deberá solicitar un pronunciamiento de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva, la que deberá evacuarlo dentro de un plazo de treinta días, contado desde su conocimiento oficial. Vencido dicho plazo sin que se haya emitido el pronunciamiento solicitado, la municipalidad podrá prescindir del mismo.


Su inciso tercero agrega que previo a la dictación o renovación de la ordenanza municipal, a que se refiere el inciso primero de este artículo, la municipalidad deberá obtener un informe técnico favorable de la Subsecretaría de Telecomunicaciones que se referirá a las circunstancias de orden técnico sometidas a su competencia, particularmente a la suficiencia de las zonas escogidas, atendida la necesidad de resguardar la debida prestación de los servicios de telecomunicaciones, y a la condición de zonas saturadas de sistemas radiantes que pudieren revestir el todo o parte de los espacios públicos de la comuna respectiva.


Su inciso cuarto prescribe que respecto a las características urbanísticas y arquitectónicas de las torres soporte de antenas, la ordenanza municipal deberá establecer a lo menos el distanciamiento hacia los deslindes de los predios y las condiciones arquitectónicas del emplazamiento de la torre.


Su inciso quinto impide a la municipalidad denegar el otorgamiento del derecho de uso en las zonas preferentes, si es que se cumplen las condiciones de la ordenanza, sin perjuicio del pago de los derechos o tarifas que las municipalidades cobren en el ejercicio de sus atribuciones.


Su inciso sexto establece que el derecho de uso de los bienes nacionales de uso público para estos fines podrá ser otorgado a cualquier persona, sea prestador o no de servicios de telecomunicaciones. Lo anterior es sin perjuicio que, mediante esta ley, se autoriza a las municipalidades para instalar torres soporte de antenas en los bienes nacionales de uso público, a fin de contratar su uso posterior con las concesionarias de servicios de telecomunicaciones respectivas.


Su inciso séptimo prescribe que el acto por el que se otorgue el derecho de uso de los bienes nacionales de uso público, deberá contemplar que la torre soporte de antenas tenga una capacidad estructural que permita su uso compartido por distintos operadores de telecomunicaciones. Agrega que aunque nada se dijere en dicho acto o en la ordenanza, esta capacidad estructural se entenderá que forma parte esencial de ambas. La colocalización respectiva se regirá por el artículo 19 bis de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones.


Su inciso final exime a las torres soporte de antenas que se instalen en los bienes nacionales de uso público de la autorización previa de la Dirección de Obras Municipales. No obstante, dicha unidad emitirá un informe previo al otorgamiento del derecho de uso de dichos bienes para la instalación, relativo al cumplimiento de la ordenanza dictada al respecto y de lo preceptuado en las letras b), c), e) y g) del número 3 del artículo 116 bis de la Ley General de Urbanismo y Construcciones , así como lo dispuesto en su inciso final, es decir, presentación de un proyecto firmado por un arquitecto; proyecto de cálculo estructural; certificado de la Dirección General de Aeronáutica Civil, relativo a la altura de la antena; presupuesto detallado de las instalación de torres y las medidas de mitigación que se deberán adoptar para la instalación de torres de soporte de antenas en parques nacionales, reservas nacionales, monumentos naturales, reservas de zonas vírgenes, santuarios de la naturaleza, parques marinos, reservas marinas o en cualesquiera otras áreas colocadas bajo protección oficial.


El artículo 4º, introduce mediante cuatros numerales las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones:


1) Agrega en el artículo 7º, que dispone que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones velará porque todos los servicios de telecomunicaciones y sistemas de instalaciones que generen ondas electromagnéticas no causen lesiones a las personas o daños a las cosas ni interferencias perjudiciales a los servicios de telecomunicaciones o interrupciones en su funcionamiento, los siguientes incisos segundo y tercero, pasando el actual inciso segundo a ser cuarto: 


El inciso segundo, nuevo, que se agrega señala que la Subsecretaría de Telecomunicaciones deberá, mediante resolución publicada en el Diario Oficial, declarar a una determinada zona geográfica como zona saturada de sistemas radiantes de telecomunicaciones, cuando la densidad de potencia exceda los límites que determine la normativa técnica dictada al efecto por dicha Subsecretaría.


El inciso tercero, nuevo, que se agrega, establece que la Subsecretaría de Telecomunicaciones deberá mantener en su sitio web un sistema de información que le permita a la ciudadanía conocer de los procesos de autorizaciones en curso, un catastro de los sistemas radiantes autorizados, así como los niveles de exposición a campos electromagnéticos en las cercanías de dichos sistemas. Con este fin, la Subsecretaría dictará la norma técnica que defina los niveles máximos de exposición en lugares de circulación habitual de personas, los protocolos de medición y las características del informe que los concesionarios deben presentar de acuerdo a lo señalado en el artículo 14 de esta ley. Dicha declaración obligará a la Subsecretaría a la elaboración de un plan de mitigación que permitirá reducir, en el plazo de un año, la radiación a los niveles permitidos, para lo cual consultará la opinión de las empresas involucradas.”.


2) Modifica el artículo 14 que enumera los elementos de la esencia de una concesión, del siguiente modo:


a) Flexibiliza las autorizaciones de sistemas radiantes, por resolución, que se instalen en infraestructura preexistente, previamente autorizadas;


b) Para el otorgamiento o modificación de concesión, exige que el operador presente un estudio detallado de los niveles de exposición de campos electromagnéticos en el lugar de emplazamiento propuesto, e


c) Impide la autorización de solicitudes que considere ubicaciones en zonas saturadas de sistemas radiantes de telecomunicaciones.


3) Incorpora los siguientes artículos 19 bis, 19 ter, y 19 quáter:


El artículo 19 bis, que se agrega contempla la colocalización para todas las nuevas instalaciones, tanto en predios privados como en bienes nacionales de uso público, que fueron autorizadas con posterioridad a la aprobación de esta iniciativa legal.


Para estos efectos, el concesionario requerido se pronunciará respecto de la solicitud, dentro de los treinta días siguientes al requerimiento, y sólo podrá negar la autorización argumentando razones técnicas que demuestren que la instalación de otras antenas afecta gravemente el normal funcionamiento de los servicios que utilizaban la respectiva infraestructura de soporte, a la fecha del requerimiento. En caso de discrepancia, entre el concesionario requirente y el dueño de la torre, el solicitante podrá recurrir a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, conforme lo establece el artículo 28 bis de la Ley General de Telecomunicaciones. Cuando el titular de la torre sea una empresa no concesionaria de servicios de telecomunicaciones, no podrá negar la autorización, sino sólo por causa de ya haber cedido el uso de la torre, conforme con su capacidad estructural declarada, a operadores que hubieren instalado sus respectivos sistemas al momento de la solicitud denegada. 


Se establece la fórmula tarifaria de la colocalización, basada en compartir los costos de operación e inversión, en este último caso se considera el valor nuevo de reemplazo de la instalación de la torre. En caso de no existir acuerdo entre los operadores en el monto al que deben ascender los pagos aludidos dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que se materializó la respectiva colocalización, se deberá someter la controversia al conocimiento y fallo de un árbitro arbitrador, designado de la manera que establece el artículo 232 del Código Orgánico de Tribunales. El árbitro estará obligado a fallar en favor de una de las dos proposiciones de las partes, vigentes al momento de someterse el caso a arbitraje, debiendo aceptarla en su integridad. En consecuencia, no podrá fallar por una alternativa distinta ni contener en su fallo proposiciones de una y otra parte.


En los contratos de colocalización que celebren el concesionario titular de la torre y el concesionario requirente, el primero podrá exigir que se estipule que, con un aviso previo suficiente para la localización del sistema radiante y equipos asociados en otra ubicación técnicamente equivalente, pero en ningún caso inferior a un año, podrá remover tales instalaciones de su torre, en caso que acredite necesitar el espacio para instalar equipos propios o comprendidos en su concesión por circunstancias técnicamente justificadas, las que se determinarán a través de una norma técnica emitida a través de una resolución de la Subsecretaría. La remoción estará sujeta a la condición de que el concesionario titular restituya al concesionario colocalizado las sumas equivalentes a todos los pagos efectuados en ejecución del inciso tercero de este artículo, en relación con el valor residual económico de la proporción que contribuyó a solventar los activos correspondientes, con excepción de los referidos a la operación y mantenimiento, caso en que se deberá restituir sólo el exceso pagado, habida cuenta de la fecha en que se produzca la remoción. 


Mediante un reglamento se regularán y establecerán las condiciones del ejercicio de los derechos que confiere este artículo.


El artículo 19 ter, nuevo, que se agrega dispone que en el caso de las torres soporte de antenas autorizadas y emplazadas en el espacio público que no se encuentren contempladas en el inciso primero del artículo anterior, la obligación de colocalización establecida en éste también se aplicará, pero considerando como legítima la capacidad estructural con que aquéllas fueron emplazadas. Con todo, la circunstancia de existir o no capacidad para la colocalización, podrá ser objeto de la controversia regulada en los incisos segundo y tercero del artículo precedente.


El artículo 19 quáter, nuevo, que se incorpora, consagra la colocalización obligatoria retroactiva en las torres de soporte de antenas instaladas en predios privados.


4) Intercala, en el inciso primero del artículo 36 bis, referido al incumplimiento de las disposiciones de los artículo 24 bis, 25 y 26 y sus reglamentos y sanciones la referencia a los artículos 19 bis, 19 ter y 19 quáter. 


El artículo 5, establece la creación de un fondo concursable para el desarrollo de investigaciones primarias y secundarias sobre el impacto de la operación de sistemas radiantes de telecomunicaciones, y en particular de la emisión de ondas electromagnéticas asociada, con el objeto de apoyar la adopción de políticas públicas, principalmente en el estudio de los impactos sobre la salud de las personas, y también en el ámbito urbanístico y ambiental.


El fondo estará constituido con los recursos que para tales fines perciba la Subsecretaría de Telecomunicaciones producto de donaciones y aportes de personas naturales o jurídicas, públicas o privadas. Ello es sin perjuicio de los aportes de que dispone esta Subsecretaría, con cargo a los recursos que anualmente se le asignen en la Ley de Presupuestos del Sector Público.


El fondo será administrado por la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT), para cuyos efectos la Subsecretaría de Telecomunicaciones le transferirá anualmente los aportes respectivos.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


El artículo 1°, dispone que toda solicitud de otorgamiento, renovación o modificación de una concesión o permiso de telecomunicaciones que se encuentre en trámite al momento de la publicación de esta ley en el Diario Oficial, se regirá desde ese momento por ella. Las solicitudes otorgadas, respecto de las que al entrar en vigencia esta ley, aún dependa su plazo de inicio de obras o éstas no se hayan de hecho iniciado, deberán en su caso, obtener respecto de la torre soporte respectiva, el permiso previo de la Dirección de Obras Municipales de conformidad con la presente ley.


El artículo 2°, señala que para el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 7° de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, la Subsecretaría de Telecomunicaciones contará con un plazo de doce meses contado desde la publicación de esta ley.


El artículo 3°, establece que mientras una municipalidad no ejerza la potestad conferida en el artículo segundo de esta ley, la instalación de torres soporte de antenas de servicios de telecomunicaciones se entenderá permitida en la totalidad de los bienes nacionales de uso público que administra.


Si transcurrido un año desde la entrada en vigencia de esta ley, no se dicta la ordenanza señalada en el aludido artículo segundo, se aplicará a la instalación de torres soporte de antenas de servicios de telecomunicaciones lo dispuesto en los incisos primero y segundo del artículo 18 de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, con la salvedad de que el titular del derecho allí establecido será cualquier persona jurídica.”.

DISCUSIÓN EN GENERAL


Durante la discusión en general de esta iniciativa legal, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones escuchó las siguientes exposiciones:

Exposición del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones

El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, informó que el proyecto de ley, en debate, intenta establecer algunos derechos para los ciudadanos que en la actualidad no están contemplados en la legislación vigente y que básicamente dicen relación con los procedimientos según los cuales se aprueban las instalaciones de las obras de infraestructura necesarias para colocar las antenas.


Por otro lado, se debe considerar que el desarrollo de las telecomunicaciones requiere del despliegue de redes de este estilo, con lo cual no resulta tan sencillo establecer restricciones para la instalación de antenas o para las torres de infraestructura y pretender contar con un servicio de óptima calidad.


El modelo que se ha desarrollado en Chile, en términos de la provisión de telefonía móvil, contempla que el proveedor del servicio final es al mismo tiempo el dueño de la infraestructura. De esta forma, existen tres grandes empresas proveedoras funcionando y tres redes de torres de infraestructura y de antenas, con lo cual en el caso que ingresen nuevas empresas a operar, se plantearía la posibilidad de que existieran otras redes de antenas, adicionales a las existentes.


El Ejecutivo aspira a mejorar el servicio de telefonía móvil y a lograr mayores grados de conectividad en aquellos lugares en que falta este servicio porque requiere de una mayor infraestructura.


Asimismo, se debe considerar que existe una directa relación entre el lugar en que se instala una antena, estación base y el lugar en que se pretende entregar cobertura. Las antenas iluminan un sector físico y mientras más iluminado esté ese lugar, mejor será la calidad del servicio.


Este proyecto de ley contiene muchos elementos que se relacionan con el desarrollo de la ciudad, desde el punto de vista urbanístico, por lo tanto, sería importante conocer la opinión del Ministerio de Vivienda y Urbanismo.


Respecto de la instalación de las torres de insfraestructura, en las cuales se colocan las antenas, la ley vigente dispone que la aprobación de estas obras estén correctamente ejecutadas y correspondan a un proyecto técnico que se autoriza en forma previa por parte de la Subsecretaría de Telecomunicaciones.


En cuanto a las ondas electromagnéticas y los efectos que pudieran tener sobre la salud de las personas, existe una Resolución Exenta Nº 403 del año 2008, que exige que las antenas se ajusten en su ubicación a lo establecido por la Comisión Internacional para la Protección de la Radiación no ionizada, se trata de normas reconocidas por la Organización Mundial de la Salud. Sin perjuicio de lo anterior, en nuestro país se establecen excepciones que hacen que la norma que se exija sea más estricta que la de la Comisión Internacional. De esta forma, en las proximidades de los colegios, salas cunas, jardines infantiles, clínicas, consultorios y hospitales se exige un límite de 10 microwatts por centímetro cuadrado por antena, en circunstancia que la norma internacional es 100 microwatts. 


La Ordenanza General de Urbanismo y Construcción dispone que la instalación de antenas en el área urbana tiene que cumplir con ciertas exigencias, tales como dar aviso previo a la Dirección de Obras Municipales correspondiente; acompañar los planes de instalación y demostrar que cuenta con las autorizaciones del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y de la Dirección General de Aeronáutica Civil que debe certificar que la instalación y su altura no constituye un impedimento aeronáutico. 


De esta forma, se exime del permiso de construcción a estas antenas.


En seguida, el señor Ministro efectuó un resumen de las principales normas contenidas en esta iniciativa legal, refiriéndose básicamente a las normas contenidas en los artículos 1º; 2º; 3; 4º, números 1), 2) y 3) y artículo 5º.


El artículo 1º, crea el artículo 116 bis B de la Ley General de Urbanismo y Construcción, en el cual se establecen las condiciones que deberá verificar el Director de Obras Municipales para otorgar el permiso correspondiente, destacándose el cumplimiento de las rasantes que contempla la Ordenanza General; tiene que haber un proyecto firmado por un Arquitecto; autorización del dueño del predio en que se emplaza la torre; un proyecto de cálculo estructural que acredite la capacidad de soportar la colocalización, en el sentido de que la antena que coloque sobre la torre tenga capacidad suficiente para colocalizar la infraestructura eventual de otro proveedor de servicio; autorización de los vecinos que se encuentren a una distancia equivalente a 1,5 veces la altura de la torre. Es decir, no sólo se requiere la autorización del dueño del predio, sino que de los vecinos colindantes; certificado de la Dirección General de Aeronáutica Civil y un certificado de la Subsecretaría de Telecomunicaciones que consigne que se presentó la solicitud de otorgamiento de modificación de concesiones.


En la actualidad, sólo se exigen los dos últimos certificados indicados, los demás requisitos son nuevos y muy similares a los que se exigen para el permiso de construcción de una casa o edificio.


El Director de Obras Municipales tiene un plazo de 30 días para otorgar el permiso, una vez presentados los antecedentes y en caso de no haber pronunciamiento opera el silencio administrativo positivo, entendiéndose que está aprobado el permiso.


El proyecto de ley establece que no se pueden instalar torres de infraestructura en zonas declaradas por la Subsecretaría de Telecomunicaciones como Zonas Saturadas de Sistemas Radiantes, es decir, se entiende que la Subtel debe determinar en el país zonas que pueden estar saturadas con sistemas radiantes en cuanto a los efectos que eventualmente pudieran tener sobre la salud de las personas.


No se pueden instalar torres o antenas en una distancia menor a 20 metros de colegios, salas cunas, jardines infantiles, hospitales, clínicas y consultorios, exceptuándose de esta exigencia en caso que se trate de la infraestructura de uso propio para esas entidades.


El artículo 2º, establece que el operador puede presentar la autorización del 50% del total de los vecinos, siempre que se acredite que ha hecho a favor de cada uno de los restantes vecinos, que no figuran dentro del 50%, una consignación en la Tesorería Municipal de una suma de dinero equivalente al promedio de las compensaciones que haya logrado con el 50% de los que si presentan la firma del acuerdo. Esto significa que llegando a un acuerdo con el 50% de los vecinos y depositando la suma de compensación correspondiente para el resto se entiende cumplido el trámite.


El artículo 3º, prescribe que las Municipalidades, mediante la Ordenanza Municipal, determinarán las zonas preferentes en los bienes nacionales de uso público donde se podrán emplazar las torres de telecomunicaciones. Estas Ordenanzas deberán renovarse cada 5 años, previo pronunciamiento de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo y un informe técnico de la Subtel, que deberá indicar la suficiencia de las zonas escogidas, atendida la necesidad de resguardar la debida prestación de telecomunicaciones.


La ordenanza al menos deberá indicar el distanciamiento hacia los deslindes de los predios y las condiciones arquitectónicas del emplazamiento de la torre.


No se podrá denegar el otorgamiento de derecho de uso de las zonas preferentes y se abre la posibilidad que terceros, no prestadores de telecomunicaciones, puedan instalar torres en bienes nacionales de uso público, incluido las municipalidades.


Las torres instaladas en los bienes nacionales de uso público deberán contemplar que la torre tenga capacidad estructural que permita la colocalización. 


En esta materia, el Ministro explicó que se trata de infraestructura para la colocación de antenas. Este proyecto de ley se refiere a las torres de antenas o de infraestructura para colocar las antenas, porque antenas se pueden instalar en el techo de un edificio y seguramente será menos controversial que si se instala en una casa.


El artículo 4º, Nº 1), establece que la Subtel mediante resolución declarará una zona geográfica determinada como zona saturada de sistemas radiantes de telecomunicaciones, cuando la densidad de potencia exceda los límites de la norma técnica de radiación.


La Subtel mantendrá en su sitio web información sobre los procesos de autorización, un catastro de los sistemas radiantes autorizados y niveles de radiación y deberá dictar la norma técnica que define los niveles máximos de radiación y los protocolos de medición.


Asimismo, deberá establecer un plan de mitigación que permite reducir, en el plazo de un año, la radiación a los niveles permitidos, a quienes lo sobrepasan.


El artículo 4º, Nº 2), modifica el artículo 14 de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, flexibilizando por resolución las autorizaciones de sistemas radiantes que se instalen en infraestructura preexistente, previamente autorizadas. Así, en la misma torre se puede colocar una segunda antena o en una misma antena se puede colocar un segundo proveedor de servicio.


Para el otorgamiento o modificación de concesión, se requiere que el operador presente un estudio detallado de los niveles de exposición de campos electromagnéticos en el lugar de emplazamiento propuesto.


No se pueden autorizar solicitudes que consideren ubicaciones en zonas saturadas.


El artículo 4º, Nº 3), incorpora el artículo 19 bis en la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, para contemplar la colocalización que implica que en una misma infraestructura se puede colocar más de un operador de servicios. 


Se contempla la colocalización para todas las nuevas instalaciones en predios privados y bienes nacionales de uso público que fueron autorizadas posteriormente a la aprobación de esta iniciativa legal. De esta forma, toda la infraestructura nueva, que eventualmente se instale, deberá contemplar la colocalización.


El concesionario requerido, dueño de la torre, sólo podrá negar la colocalización argumentando razones técnicas que demuestren que está afectando gravemente el normal funcionamiento de sus instalaciones.


En caso de discrepancia, en esta materia, entre el dueño de la torre y el solicitante, u otro operador del servicio, se podrá recurrir  a  la  Subtel,  conforme  lo  establece  el  artículo  28 bis  de  la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones.


Se establece una fórmula tarifaria de la colocalización, basado en la compartición de costos de operación e inversión.


En caso de no haber acuerdo en la tarifa, se contempla la intervención de un árbitro–arbitrador que deberá dirimir.


Se estipula la posibilidad del dueño de la torre de desalojar al colocalizado en el plazo de un año, previo pago de una indemnización acorde con la contribución que realizó de los activos. En opinión del Ejecutivo, se trata de una norma curiosa puesto que el propietario está obligado a recibir al colocalizado, sin embargo, después de un año lo puede desalojar.


El artículo 4º, Nº 3), luego incorpora el artículo 19 ter, en la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, que establece la colocalización obligatoria retroactiva en las torres instaladas en bienes nacionales de uso público. Posteriormente, incorpora a la misma norma el artículo 19 quáter, que establece la colocalización obligatoria retroactiva en las torres instaladas en predios privados.


El artículo 5º, establece la creación de un fondo para investigaciones primarias y secundarias sobre el impacto de la operación de sistemas radiantes de telecomunicaciones y, en particular, de la emisión de los campos eletromagnéticos.


Los recursos de este Fondo provendrán de aportes privados y de la Subtel y será administrado por el CONICYT.


A continuación, el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, manifestó diversas observaciones al proyecto de ley en debate. En primer término, señaló que el Ejecutivo tiene una disposición favorable a que se consideren normas más estrictas para la instalación de torres de infraestructura, es decir, comparte la idea de establecer un mayor grado de exigencia, sin embargo, el proyecto de ley contiene algunas normas que motivarán la presentación de indicaciones para mejorarlo.

Zona Saturada de Sistemas Radiantes de Telecomunicaciones


En este ámbito, indicó que cuando se señala que es necesario definir una Zona Saturada de Sistemas Radiantes de Telecomunicaciones, no se considera que ésta es una definición compleja de aplicar. Técnicamente, se trata de una construcción teórica de una zona cuya densidad de campos electromagnéticos son superiores a lo permitido por la normativa.


No obstante, se puede cumplir con el mismo objetivo haciendo respetar las normas vigentes de protección a la población para que los actuales operadores ajusten las potencias de sus sistemas radiantes y además, existe un elemento de economía política, en el sentido de que la declaración de Zona Saturada va a implicar una enorme presencia sobre la actividad administrativa regulatoria, dependiendo de los intereses que representa el que presiona, puesto que cuado se declara saturada una zona los precios de la infraestructura existente se elevarán en forma considerable. Además, en el caso de los propietarios de los terrenos, que reciben una compensación por la instalación de torres, podrían resultar afectados porque se castigará el valor de sus propiedades.


Los requisitos actuales, desde el punto de vista de la salud, son suficientemente exigentes por lo que no sería necesario innovar estableciendo una zona saturada de sistemas radiantes de telecomunicaciones.

Prohibición de instalación de torres y antenas en determinadas zonas


Respecto de la prohibición de instalar torres y antenas a menos de 20 metros de distancia de colegios, salas cunas, jardines infantiles, hospitales, clínicas o consultorios, señaló que este impedimento no tiene ningún asidero puesto que no existe ningún informe concluyente, en materia de salud, que implique un riesgo por instalaciones de esta naturaleza a menos de 20 metros de esos lugares.


Por otra parte, los requisitos que actualmente se exigen para instalaciones cercanas a este tipo de entidades son suficientemente estrictas para implicar que en caso que se produjera algún efecto en la salud, que todavía no ha sido demostrado, sea mínimo, en caso que se presentara.


La norma establece que las instalaciones cercanas a este tipo de instituciones no deben sobrepasar los 10 microwatts, por centímetro cuadrado, que es equivalente a 1/40 del límite exigido para la telefonía móvil, que opera en 800 MHZ en cualquier otra área.


Asimismo, es necesario considerar que esta facultad administrativa de la Subtel de definir los límites de radiación de campos electromagnéticos quede sujeta a un Reglamento, cuyo niveles sean definidos concordantemente con las recomendaciones internacionales de la Organización Mundial de la Salud (OMS).


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, acotó que el proyecto de ley plantea la prohibición de instalación de antenas y torres, por lo que el Ejecutivo está de acuerdo en que las torres no se puedan ubicar a menos de 20 metros, sin embargo, respecto de la instalación de las antenas el tema es complejo, porque se perjudicaría a los mismos establecimientos que se pretende proteger, desde el punto de vista de acceso a internet. Los 10 micro watts por centímetro cuadrado es más chico que el wi fi que se instala en las casas, por lo tanto, con esta prohibición no se podría instalar wi fi en los establecimientos educacionales. De esta forma, es necesario separar los conceptos de torres y de antenas y en la medida en que las frecuencias son más altas la radiación electromagnética es cada vez menor.

Zonas Preferentes en Bienes Nacionales de Uso Público


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, señaló respecto de la determinación por parte de las municipalidades de las zonas preferentes en los bienes nacionales de uso público que el informe técnico que se exigiría a la Subtel, previo a la aprobación de la Ordenanza Municipal, resulta impracticable, puesto que no existe la capacidad en la Administración del Estado para revisar las Ordenanzas de todas las comunas del país y además preparar un informe técnico respecto del resguardo de la debida prestación de los servicios de telecomunicaciones y evitar la saturación de sistemas radiantes en bienes nacionales de uso público.


Respecto de la facultad de las municipalidades para instalar torres de soporte de antenas señaló que contraviene la prohibición del Estado de ejercer actividades empresariales sin mediar autorización de una ley de quórum calificado. Con esta norma se permitiría a las municipalidades prestar un servicio que desarrollan los privados y podría existir interés en denegar el permiso a un privado con el objeto de que la municipalidad levante la torre en que se instalará la antena.


La Honorable Senadora señora Rincón consultó cuál es la diferencia entre esta norma y la que permite a las municipalidades instalar el soporte para publicidad y cobrar los derechos respectivos. 


Informó que esta situación se produjo en diversos lugares que se recuperaron con motivo de la construcción de la Costanera Norte en que se instaló publicidad y se cobraron los ingresos correspondientes. 


El Honorable Senador señor Novoa aclaró que en el caso de la publicidad los municipios cobran un derecho, que es legítimo, distinta es la situación del arriendo de soportes municipales porque en ese caso sería necesario revisar la legislación para determinar si es posible efectuar esa actividad.


No es conveniente que la misma autoridad que tiene que autorizar la instalación de la torre, tengo a la vez la facultad de explotar el negocio.


A continuación, el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, señaló que el artículo 4º del proyecto de ley establece la posibilidad de que aquéllos que construyen infraestructura de telecomunicaciones, como torres y antenas, pudieran no ser concesionarios de telecomunicaciones, propiamente tales, lo cual es un tema muy relevante que se recoge en otro proyecto de ley de reconstrucción, que ingresará próximamente a trámite legislativo, que reconoce la flexibilización de la autorización para que pueda desarrollarse el concepto de operador intermedio de infraestructura.


Respecto de la colocalización explicó que en el proyecto de ley de reconstrucción se extiende la definición de los servicios intermedios a los prestadores de infraestructura para contar con mejores redes e instalaciones de telecomunicaciones para el país y entregar los incentivos para que el mercado resuelva el tema de colocalización. 


El operador de infraestructura, de acuerdo a la definición de su negocio, va a colocalizar, puesto que es parte de la esencia de su modelo de negocio, por lo tanto, la obligación de colocalizar en el futuro se resolverá por esa vía. 


En cuanto a la colocalización retroactiva debería considerarse que los mismos operadores de infraestructura podrían ofrecer el negocio de la colocalización. 


El proyecto de ley, en debate, que obliga a la colocalización forzosa, en forma retroactiva, presenta algunas normas inconstitucionales y desde el punto de vista económico tiene que requerirse una declaración del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, en el sentido de que se trata de una infraestructura de “facilidad esencial”, para que tenga que obligarse al dueño de la infraestructura de telecomunicaciones a efectuar la colocalización. 


En caso que fuera posible que el operador entrante pueda instalar infraestructura, por su cuenta, la infraestructura existente no es esencial y de ese modo no existiría ninguna contravención a los principios que regulan la libre competencia.


El Ejecutivo considera que la colocalización retroactiva presenta algunos problemas, tanto legales como constitucionales y económicos que no hacen aconsejable la aprobación de esta norma. Además, desde la perspectiva del espíritu de la ley, que pretende que las instalaciones se realicen de acuerdo a una norma urbana más exigente y se facilite la entrada de nuevos operadores, que en la actualidad no cuentan con infraestructura, se puede resolver esta situación de una manera más eficiente autorizando la operación de los servicios intermedios de infraestructura.


En cuanto a la colocalización futura, indicó que es preferible resolverla con el operador de infraestructura, además, que como la instalación de torres será más compleja, costosa y larga como consecuencia de los nuevos requisitos que se exigirán, el impulso a desarrollar infraestructura que pueda colocalizarse es mayor, por un tema de costo. De este modo, sería suficiente la aplicación de esas normas para que naturalmente la colocalización hacia el futuro ocurra de todas maneras, principalmente por la existencia de operadores de torres que actúan en el mercado.


El hecho de obligar a la colocalización futura es redundante en consideración a las exigencias establecidas en esta iniciativa legal.


La posibilidad de expulsar después de un año al colocalizado resulta complejo, aún cuando se le compense.


El proyecto de ley, en estudio, no considera la posibilidad de eximir de colocalización en instalaciones de baja altura, puesto que se ha considerado que estas instalaciones presentan menos problemas desde el punto de vista urbanístico.


Por último, respecto del Fondo para Investigaciones, se ha estimado que se pretenden obtener recursos para continuar el estudio de los efectos de las emisiones radioeléctricas sobre la salud de las personas y eventualmente perfeccionar la norma hacia el futuro. Sin embargo, en estas materias las investigaciones se realizan en Japón, Estados Unidos y Europa, por lo que resulta un tanto pretencioso que la ley obligue al sector privado y al sector público a efectuar estudios que de todas maneras llegarán a Chile, con antelación al trabajo que pueda desarrollar este Fondo.


Finalizada la intervención anterior, los señores Senadores manifestaron las siguientes observaciones:


El Honorable Senador señor Chahuan señaló que en esta materia se incluyen varios temas; el primero de ellos dice relación con la dictación en el año 2008 de una norma que establece un límite máximo de contaminación electromagnética, como consecuencia de una fuerte presión de la comunidad. No obstante lo anterior, es posible constatar que la Subtel carece de los recursos técnicos y humanos para fiscalizar el cumplimiento de la norma, por lo que sería conveniente analizar esta situación en la próxima discusión de la Ley de Presupuestos de la Nación para el año 2011.


Asimismo, es importante determinar la forma de adoptar una legislación que permita la entrada de nuevos actores al mercado y bajar los precios de la telefonía celular en el país. Efectuar los estudios necesarios para determinar los efectos, no absolutamente acreditados, de la exposición a la contaminación electromagnética que puede generar problemas de salud y por lo mismo, la norma que se establece en esta iniciativa legal respecto del distanciamiento de las torres de los jardines infantiles, salas cunas, colegios, clínicas, hospitales y consultorios, es razonable.


Respecto de la colocalización señaló que en caso que exista una infraestructura metálica que soporte a la antena debe realizarse la mantención adecuada, situación que es especialmente delicada en zonas que tienen un clima salino en que puede producirse el desplome de las mismas. Algunas no tienen las luces de seguridad activada. 


La colocalización disminuye el impacto visual puesto que hay lugares en que existe una gran densidad de antenas, como es el caso de las ciudades de Viña del Mar y San Antonio.


Junto con esta materia debe abordarse el acceso a la telefonía celular en zonas rurales, en que a través de fondos públicos se instalan antenas para mejorar la conectividad, sin embargo, ocurre que esas mismas empresas son las que se oponen a la colocalización y cuando existe uso de fondos públicos la colocalización debería ser una obligación o ser de libre acceso.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, señaló que la instalación de las antenas se está regulando porque no son inocuas, si así fuere no se regularía la distancia para su ubicación. En materia epidemiológica hay un concepto distinto, existe un principio precautorio, que se aplica cuando no hay evidencias que demuestren que hay un efecto claro, o se demuestre que una situación es inocua.


Recordó que hace dos años revisó toda la bibliografía relativa a la instalación de estas torres de antenas y se demostró que en Francia se está prohibiendo el uso de teléfonos celulares por parte de los niños por la exposición al campo electromagnético.


Finalmente, respecto de la existencia del Fondo para Investigaciones, señaló que debería usarse para investigar los efectos sobre la salud, de los cables de tendidos de alta tensión y evaluar en las zonas afectadas si la población expuesta tiene más incidencia a enfermedades.


Sería positivo que la Subtel pudiera aportar información útil en esta materia, que puede significar que la población expuesta no presenta mayores cargas de enfermedad.


El Honorable Senador señor Novoa expresó que es preferible establecer disposiciones generales en la ley para que la autoridad pueda aplicar las normas de la Organización Mundial de la Salud (OMS) que pueden variar y evitar una modificación legal.


Luego, en relación a la colocalización señaló que es fundamental, principalmente por razones urbanísticas y para evitar una proliferación de torres de antenas y será más fácil efectuar las mediciones correspondientes.


Sin perjuicio de lo anterior, señaló que es muy compleja la aplicación retroactiva de la norma porque se presentarán intereses económicos muy fuertes, toda vez que los operadores que cuentan con sus instalaciones tendrán la competencia de nuevos operadores que pretenden usar la infraestructura existente. Como planteamiento es necesario dividir la discusión relativa al efecto retroactivo y la norma futura porque debería existir una norma clara.


Asimismo, señaló que se debe regular el tamaño de las torres de soporte de antenas porque ello influye en la colocalización que se puede efectuar.


En cuanto a los niveles máximos de emisión será necesario establecer un sistema puesto que en caso que sean muy graves no procedería la mitigación.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que el Ejecutivo considera que si se efectúan las mediciones de los niveles de radiación y de contaminación electromagnética, en forma adecuada, no deberían existir los niveles máximos de emisión. Esta norma debe ser parte del Reglamento de la ley para contar con un amparo legal.


La Honorable Senadora señora Rincón recordó que cuando se legisló en relación a los multicarriers se estableció el Fondo para la Telefonía Rural, con cargo a los operadores de la industria y con esta iniciativa legal se podría establecer un fondo para el financiamiento de acceso a Internet, que obedece a una solicitud de las provincias y comunas rurales.


Este tema es fundamental desde el punto de vista de acceso a la información, educación, conocimiento y al desarrollo.


El Fondo Nacional de Desarrollo de las Telecomunicaciones no es suficiente en consideración a los recursos que tiene y las demandas de las regiones.

Exposición del Ministerio de Vivienda y Urbanismo


La Asesora Legislativa de la Ministra, señora Carolina Arrau, en presencia de la Ministra informó que el proyecto de ley presentado, tiene como objetivo fundamental, según lo señalado en su Mensaje, hacer frente al impacto urbanístico que produce la instalación de antenas de servicios de telecomunicaciones y la protección de las personas en un contexto de aumento de emisiones radioeléctricas asociadas a las telecomunicaciones.

En abril de 2008, el Ejecutivo ingresó una indicación sustitutiva, con el objeto de reforzar algunos conceptos incluidos en el proyecto, como también introducir otros nuevos cuyo objeto principal era que los concesionarios de telecomunicaciones privilegiaran los espacios  de uso público o bien aquellos terrenos susceptibles de mantener una distancia mínima con sus vecinos para el emplazamiento de torres soportes de antenas. De no ser así, se propone que el concesionario obtenga no sólo la autorización del propietario del terreno respectivo, sino también la autorización de los vecinos colindantes a él.


Asimismo, se exige como condición previa a la autorización de instalación de cualquier antena de telecomunicaciones, un informe técnico que indique los niveles de campo electromagnético en áreas cercanas a la antena propuesta.


Finalmente, en agosto de 2009, a través de una nueva indicación sustitutiva, se buscó mejorar el proyecto, introduciéndose la autorización a las Municipalidades para instalar torres de soporte de antenas en los bienes nacionales de uso público, a fin de contratar su uso posterior con las concesionarias de servicios de telecomunicaciones respectivas.

En términos generales, desde la óptica urbanística se busca con la última indicación que las empresas operadoras de servicios de telecomunicaciones, que quieran instalar torres soporte de antenas, asuman un compromiso a través de una propuesta de diseño que minimice el impacto urbanístico de las mismas permitiendo también crear una vinculación de las empresas respecto de los derechos e intereses de la comunidad.


Para el emplazamiento de las torres soporte de antenas de telecomunicaciones, se privilegian como lugares de emplazamiento los espacios de uso público o bien aquellos terrenos susceptibles de mantener una distancia mínima con sus vecinos.


De no ser factible lo anterior, el concesionario debe obtener no sólo la autorización del propietario del terreno respectivo, sino también la autorización de los vecinos colindantes a él.


Se incluye como condición previa a la autorización de instalación de cualquier antena de telecomunicaciones, un informe técnico que indique los niveles de campo electromagnético en áreas cercanas a la antena propuesta.


Por último, se incentiva la celebración de acuerdos por parte de las empresas correspondientes, para el uso compartido de las torres soportes de antenas de telecomunicaciones, los que deberán ser promovidos y facilitados por la Subsecretaría de Telecomunicaciones.


Exigencias Específicas


La instalación de torres soporte de antenas de transmisión de telecomunicaciones en áreas urbanas o rurales, requerirá la autorización de la Dirección de Obras Municipales, debiendo cumplir con las siguientes exigencias:


1.- Cumplir con las rasantes establecidas en los Planes Reguladores Comunales, actualmente sólo deben cumplir con distanciamiento;


2.- Distanciamiento mínimo de 10 metros hacia los deslindes con otros predios, en la discusión en la Honorable Cámara de Diputados esta exigencia se cambió a un 1/3 de la altura de la instalación. Este distanciamiento no será exigible cuando se instalen en zonas industriales, o cuando se trate de antenas adosadas o instaladas en la parte superior de las edificaciones. En edificios de más de 5 pisos, se podrá sobrepasar la rasante y no más de un 30% de la altura del edificio;


3.- Cuando se emplacen en espacios de uso público no se aplicarán las rasantes, manteniendo en todo caso un distanciamiento mínimo de 10 metros;


4.- La solicitud firmada por el propietario del predio, el operador y el arquitecto, debe incluir un proyecto arquitectónico, con las siguientes exigencias, entre otras:


a) Se prohíbe la instalación de antenas en Monumentos Históricos, en Inmuebles de Conservación Histórica y en una zona declarada por la Subsecretaría de Telecomunicaciones como zona saturada de sistemas radiantes. Por su parte, en la Honorable Cámara de Diputados se amplió la prohibición para instalar estas torres soportes de antena dentro de colegios, salas cuna, jardines infantiles, hospitales, clínicas o consultorios, y en los sitios ubicados a menos de 20 metros del deslinde de estos establecimientos. Asimismo, se incluyeron medidas de mitigación cuando se trate de parques y reservas nacionales, monumentos naturales y otros.

b) Se establece que las Municipalidades deberán determinar mediante ordenanza dictada conforme con el artículo 65 letra k) de la ley Nº 18.695, las zonas de los bienes nacionales de uso público que administran, donde preferentemente se otorgará el derecho de uso para el emplazamiento de torres soporte de antenas, así como las características urbanísticas y arquitectónicas de éstas, que disminuya su impacto sobre el entorno urbano y estableciendo el procedimiento para dicha autorización.

Observaciones al proyecto de ley

El Minvu estima que no obstante las anteriores consideraciones urbanísticas aportadas por este Ministerio en el Gobierno anterior a la Indicación y luego de un estudio de la propuesta en las materias que compete a este Ministerio, existen los siguientes reparos al proyecto en estudio:


1.- No parece conveniente que se incentive la instalación de torres de mayor envergadura tal como se plantea en el proyecto de ley, las que en estricto rigor aumentan los efectos de contaminación visual no aportando a la imagen urbana;


2.- Una buena manera de revisar este tema es analizar el impacto urbano desde la lógica de nuevas tecnologías discretas, principalmente en zonas consolidadas donde localizar antenas cada día es más difícil;


3.- Respecto del procedimiento propuesto ante las Direcciones de Obras Municipales, en el sentido de que la instalación de torres soporte de antenas de transmisión de telecomunicaciones en áreas urbanas o rurales, requerirá la autorización de la Dirección de Obras Municipales, la cual a su vez se faculta a instalarlas y arrendarlas, es necesario considerar que las normas vigentes consagran como derecho de las concesionarias a tender o cruzar con sus líneas los bienes nacionales de uso público y, tratándose de bienes particulares, si no hubiere acuerdo directo se entiende constituida una servidumbre legal, de pleno derecho, de acuerdo a lo establecido en los artículos 18 y 19 de la ley Nº 18.168, Ley General de Telecomunicaciones; 


4.- Por su parte, la iniciativa legal, en estudio, establece un nuevo sistema donde se debe solicitar la autorización del Director de Obras Municipales para instalar torres soporte de antenas y, de los vecinos, con una serie de exigencias propias de un permiso de edificación, sin considerar la existencia de los revisores externos, con lo cual se produce una vuelta atrás en materia de otorgamiento de permisos de edificación;


5.- Si bien es atendible que se pretenda regular el impacto urbano, esta propuesta desnaturaliza el mero carácter de “autorización” derivada de un proceso previo de concesión y genera un incentivo perverso a rechazar estas autorizaciones por el Municipio para privilegiar por parte de éste su operación.


6.- A su vez, regular la falta de respuesta oportuna de la Dirección de Obras Municipales con silencio positivo, es incierto porque podría alegarse que se ve perjudicado el interés fiscal en cuyo caso la Contraloría General de la República podría revertir autorizaciones derivadas de silencio positivo afectando con ello la certeza jurídica de las autorizaciones 


Si bien es absolutamente necesario regular los efectos urbanísticos, la propuesta debería considerar la autorización por la Ordenanza General de Urbanismo y Construcción, que el Ministerio de Vivienda y Urbanismo defina parámetros objetivos a cumplir y que no queden entregados a la discrecionalidad del Municipio.

Presentación de la Asociación de Telefonía Móvil (ATELMO)


El Presidente Ejecutivo de la Asociación de Telefonía Móvil (ATELMO), señor Guillermo Pickering, inició su presentación señalando que en Chile la industria móvil posee un desarrollo tecnológico y de servicios de voz equivalente al de los países desarrollados.


En la actualidad, más de 16.000.000 de usuarios tienen acceso, conectividad y servicios de comunicación inalámbrica para hablar, trabajar, relacionarse, coordinarse, informarse, entretenerse, etc.


Lo anterior, transforma a la industria móvil en el servicio más masivo de Chile y al cual hoy todos tienen acceso, sin distingo de condición social o económica.


Dentro del contexto de la conectividad, es necesario hacer presente que si bien en Chile existe una penetración importante de telefonía móvil, aún falta mucho por avanzar para disminuir la brecha digital. Se ha demostrado que el aumento de penetración de la banda ancha en países en desarrollo aumenta la producción del país y genera mayor empleo.


Para que la banda ancha móvil se desarrolle se necesitan dos insumos básicos: el espectro radioeléctrico y la instalación de antenas y sus torres de soporte que son elementos diferentes y para la instalación de ambas las compañías deben cumplir una serie de requisitos establecidos por ley relativos a su instalación, infraestructura y niveles de emisión.


En este punto es importante destacar que Chile posee la cuarta norma de emisión más estricta del mundo, incluso más que las que rigen en Estados Unidos y en Japón.


A nivel mundial, la tendencia en materia de infraestructura para comunicaciones inalámbricas es minimizar lo más posible el impacto urbanístico que provocan estos soportes. Por ello, paulatinamente se ha avanzado hacia estructuras de menor tamaño, menor altura y mayor armonización con el entorno.

Antecedentes del Proyecto de ley


Las ideas matrices del proyecto de ley en estudio buscan mitigar el impacto urbanístico que presentan las torres de telefonía móvil, a través de modificaciones a la Ley General de Urbanismo y Construcción y, en algunos aspectos, a la Ley General de Telecomunicaciones.


En la discusión legislativa realizada ante la Honorable Cámara de Diputados se introdujeron cambios al proyecto, que en opinión de ATELMO, se apartan de sus ideas matrices y que pueden poner en grave riesgo la posibilidad de instalación de nueva infraestructura de telecomunicaciones y con ello el desarrollo de la banda ancha móvil y de otras tecnologías inalámbricas.


La industria móvil comprende y apoya la necesidad de perfeccionar la normativa vigente en lo relativo a la instalación de torres, insumo fundamental para el desarrollo del sector, en cuanto a mitigar su impacto urbanístico; minimizar las molestias de los vecinos al momento de su instalación y la existencia de un rol objetivo de los municipios en esta materia, para lograr compatibilizar el desarrollo armónico del espacio urbano con el desarrollo de tecnología inalámbrica que tantos beneficios han significado para el país.

Aspectos fundamentales del proyecto de ley


El proyecto de ley en estudio propone aumentar los requisitos para la instalación de torres mediante tres mecanismos:

Autorización Municipal


En esta materia se modifica el aviso actual por una autorización expresa de la Dirección de Obras Municipales. En este caso si los requisitos que se deben cumplir no son objetivos, se abre la puerta a la discrecionalidad y, por lo tanto, a la imposibilidad de instalar nueva infraestructura.


En la actualidad, con la normativa vigente, algunas municipalidades no reciben el aviso y con ello impiden la instalación de las torres de antenas emisoras. 

Requisitos Exigidos a las Compañías


Con la modificación legal propuesta se pretende exigir a las compañías la presentación de un proyecto firmado por un arquitecto que detalle las medidas de diseño adoptadas para minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la torre sobre su entorno urbano, por lo que cabe preguntar quién definirá si las medidas adoptadas son suficientes y cómo la compañía de telecomunicaciones que pretende instalar la torre podrá discutir los criterios de la Dirección de Obras Municipales.


Por otra parte, se exigirá un proyecto de cálculo estructural de la torre, puesto que el proyecto deberá acreditar que la señalada capacidad de soporte puede permitir la colocalización de equipos o sistemas de otros concesionarios, por lo que es importante determinar a qué otros concesionarios se refiere la norma y qué pasará con el espacio para uso propio.


Respecto de la presentación de un presupuesto detallado de la instalación de torres de soporte de antenas de telecomunicaciones, elaborado por un profesional competente, señaló que no queda claro el concepto de detallado como tampoco si la Dirección de Obras Municipales correspondiente podrá discutir ese detalle.


En relación a la prohibición de instalar torres soporte de antenas y antenas dentro de colegios, salas cunas, jardines infantiles, hospitales, clínicas o consultorios, o en los sitios ubicados a menos de 20 metros del deslinde de estos establecimientos, salvo para los casos en que el servicio respectivo sea requerido por tales establecimientos para sus fines propios, señaló que no se entiende la razón de esta restricción, puesto que existe suficiente resguardo por una norma exigente de emisiones, de aplicación general y acorde a definiciones internacionales. 

Autorización de los vecinos


La autorización de los vecinos que pretende exigir esta iniciativa legal constituye una carga adicional a los concesionarios, puesto que la autorización municipal depende directamente de la obtención de esa autorización. 


Esta autorización constituye un requisito discriminatorio no exigido a ninguna otra instalación en la legislación chilena y subordina el acceso a las telecomunicaciones, interés social, al interés particular de un grupo de personas.


Asimismo, cabe señalar que el proyecto de ley generará un pago de forma indirecta, incentivando un mercado poco transparente de autorizaciones y posibles acciones de presión entre los mismos vecinos. Si lo que se pretende es establecer una compensación económica, sería preferible establecer el pago de un derecho municipal.


La tendencia mundial es privilegiar la infraestructura de menor tamaño y menor impacto urbanístico por sobre las torres, sin embargo, el proyecto de ley en debate no incentiva suficientemente la instalación de antenas en soportes como edificios o construcciones de altura, como si lo hacen otros países en pos de un menor impacto urbanístico.

Colocalización obligatoria y retroactiva


Actualmente la colocalización existe en Chile en forma voluntaria, como en la mayoría de los países del mundo, y está sujeta a acuerdos económicos y de interés mutuo entre los operadores.


No obstante lo anterior, el proyecto de ley pretende obligar a aceptar y a pedir la colocalización, en circunstancia que los requerimientos técnicos son específicos para cada operador, no toda ubicación es útil, depende de la demanda y de la capacidad de la red en cada zona. Prácticamente, no se deja margen para el crecimiento de la propia red, la introducción de nuevas tecnologías, como 4G, se podría ver retrasada al no poder utilizar la propia infraestructura en beneficio de un tercero y desincentiva la inversión en innovación.


La colocalización obligatoria y retroactiva no garantiza una mayor competencia, sino todo lo contrario y además viola diversas garantías constitucionales, especialmente el derecho de propiedad, en sus diversas especies, ya sea bienes corporales o incorporales, establecido en el artículo 19, números 24 y 26, de la Constitución Política de la República.


A su vez, afecta el derecho a la no discriminación por parte del Estado y sus organismos en materia económica, garantizado en el artículo 19, número 22, de la Constitución Política de la República; atenta contra el derecho a la igualdad ante la ley, establecido en el artículo 19, número 2, de la Constitución Política de la República; contraviene el derecho a la igual repartición de las cargas públicas, contenido en el artículo 19, número 20, de la Constitución Política de la República e infringe el derecho a desarrollar cualquier actividad económica, regulado en el artículo 19, número 21, de la Carta Fundamental.


En consecuencia, ATELMO se opone a la colocalización obligatoria y retroactiva.

Conclusiones


El Presidente Ejecutivo de ATELMO, señor Guillermo Pickering, manifestó que la entidad que representa considera que esta iniciativa legal no incentiva la instalación de infraestructura de menor tamaño, por el contrario, va en contra del objetivo de mitigar el impacto urbanístico al promover la colocalización.


La industria móvil considera riesgosa y discriminatoria la autorización de los vecinos como requisito básico de instalación.


A su vez, el establecimiento de la categoría de zona saturada es redundante en la legislación, puesto que la norma de emisión ya regula este aspecto.


El proyecto de ley es contradictorio con el desafío de disminuir la brecha digital, puesto que impide que los operadores utilicen su infraestructura para dar mayor capacidad de red para servicios como 3 G y 4G. 


Finalmente, entregó Informes en Derecho de la señora Olga Feliú y de los señores Enrique Barros, Alejandro Silva Bascuñan y del Estudio Barros y Errázuriz.

Presentación de Nextel Chile S.A.


El Vicepresidente de Asuntos Legales de Nextel Chile S.A., señor Miguel Oyonarte, manifestó que esta iniciativa legal se inserta dentro del contexto de un mercado de las telecomunicaciones en Chile, donde se hace evidente la necesidad creciente de otorgar facilidades para construir nueva infraestructura de soporte, entiéndase torres, destinadas a la instalación de nuevas antenas que resultan indispensables para asegurar una conectividad segura y de calidad.


Luego del terremoto del 27 de febrero de 2010, quedó en evidencia, entre otras falencias, las enormes vulnerabilidades de nuestro sistema de telecomunicaciones. Una de las lecciones aprendidas a partir de esta trágica experiencia es la necesidad de contar con infraestructuras robustas y suficientemente respaldadas que proporcionen adecuados niveles de seguridad para responder en forma eficiente a las necesidades de conectividad, en especial en escenarios de crisis donde se producen peaks de demanda.


La requerida instalación de nuevas antenas es una condición perentoria para que nuevos operadores puedan ingresar al mercado de las telecomunicaciones y competir sanamente y en igualdad de condiciones con los actuales concesionarios del sistema.


El ingreso de dos nuevos operadores, sólo en el mercado de la Telefonía Móvil, traería aparejado cambios en el excedente del consumidor de US $ 219 millones a 370 millones de dólares por año como mínimo (hipótesis de 1 y 2 nuevos entrantes con nivel de eficiencia iguales al del operador de más bajo nivel de eficiencia del mercado actual) y hasta US$ 834 millones de dólares, en caso de dos nuevos operadores igual de eficientes que el más eficiente de la industria, según da cuenta el informe denominado "Análisis del mercado de la telefonía móvil e incentivo de operadores preexistentes ante el concurso de la banda 3G en Chile" de Ricardo Rainieri.

El desarrollo de la Banda Ancha Móvil es el actual desafío en la industria de las telecomunicaciones, con velocidades cada vez mayores y cobertura que permita llegar a sectores de la población donde la telefonía fija no está llegando.

Principales aspectos a considerar en el actual proyecto


Este proyecto de ley, de la manera planteada, tiene un efecto radical sobre toda la política de telecomunicaciones del país. Los efectos de esta iniciativa legal se pueden reducir a dos grandes áreas: desarrollo futuro de las telecomunicaciones inalámbricas en Chile (Telefonía y Banda Ancha), es decir País Digital; y modelo o marco de competencia y fomento de las telecomunicaciones en el país.


Los requisitos y cargas asociadas a la instalación de una antena son tan gravosos en el nuevo proyecto, que en la práctica se está proponiendo un nuevo modelo de industria. Grandes zonas de las ciudades, con alta densidad de casas habitación no tendrán acceso a banda ancha inalámbrica sino que sólo al servicio de telefonía móvil inalámbrica (voz) provisto por los actuales proveedores, con equipamiento ya instalado, sin posibilidad de desafío por parte de nuevos entrantes.


En la práctica, establece un freno o barrera a la competencia en las telecomunicaciones móviles. La situación propuesta por la iniciativa legal hace que las futuras licitaciones en cierne de la cuarta generación (4G) o LTE (banda de 700Mhz) o de transmisión de datos inalámbricos para banda ancha (Wimax) en la banda 2300Mhz y 2500 Mhz sólo serán posibles de ser asignadas a los concesionarios que ya tienen la infraestructura instalada.


Constituye una barrera de entrada insoslayable para los nuevos entrantes, al punto que siguiendo el tenor literal de la ley no se exagera cuando se señala que no se podrán instalar torres en amplias zonas urbanas del país. No permite, en la práctica, el ingreso de nuevos operadores de redes móviles, impidiendo la desafiabilidad del mercado de la telefonía móvil y un potencial beneficio para los consumidores de Chile, en valor presente, por aproximadamente 2.917 millones de dólares

Comentarios a las principales proposiciones del proyecto de ley


El proyecto de ley contempla algunos aspectos que dificultan de manera extrema la instalación de nuevas antenas, tales como:


a) Autorización del Director de Obras Municipales. La principal preocupación que reviste esta disposición dice relación con la falta de una suficiente objetivización en las exigencias que deben ser revisadas por la autoridad municipal previas a la autorización, lo que le entrega a esta última un margen de discrecionalidad administrativa excesivo que incrementa la incertidumbre jurídica, especialmente para los nuevos operadores que más necesitan de la instalación de nuevas antenas para poder desplegar adecuadamente sus redes.

b) Autorización de los vecinos. Será necesario contar con este permiso en un radio de 1,5 veces la altura. La definición de área de vecinos afectados parece excesiva, se trata de 12.465 metros cuadrados aproximados para una torre de 42 metros. 


En opinión de NEXTEL CHILE S.A., parece mucho más razonable que en el proyecto de ley se exija únicamente la concurrencia de las opiniones de los vecinos colindantes al predio donde se instalará la antena, lo que contribuiría a desburocratizar fuertemente el proceso de instalación de antenas.

Para enfrentar las dificultades de algunos sectores de la ciudad donde los predios son de tamaño pequeño y, por ende, no existen predios que permitan cumplir con los distanciamientos mínimos, se propone que exista la consolidación de roles para estos efectos, con lo cual un interesado en instalar una antena de telecomunicaciones podría arrendar varios predios colindantes a fin de cumplir con los distanciamientos mínimos exigidos por la ley y a su vez instalar la torre en aquel lugar del predio respectivo que menos afecte el desarrollo de las actividades habituales de los dueños o moradores de las propiedades.


c) Colocalización obligatoria. La iniciativa legal aprobada por la Honorable Cámara de Diputados, establece un mecanismo de colocalización obligatoria, afectando tanto la infraestructura ya construida, como aquella a construirse en el futuro. Ello consiste básicamente en que las empresas de telecomunicaciones que cuenten con infraestructura de soportes para antenas o sistemas radiantes factibles para ello, deberán aceptar que otras empresas de telecomunicaciones emplacen en ella sus antenas, previo pago de una compensación económica razonable.


Aún cuando, NEXTEL CHILE S.A. apoya esta idea, estima que se debe avanzar en la remoción de algunas incertidumbres como las relativas a algunos de los parámetros contemplados para el cálculo de las compensaciones económicas asociadas a la colocalización, así como la posibilidad de término anticipado de la misma por voluntad unilateral del dueño de la torre.


d) Disposición transitoria e incertidumbre jurídica. El proceso de autorización de la construcción de una antena toma en promedio más de 12 meses. Por lo anterior, aplicar a contar de la sola publicación de la ley el nuevo régimen se traduce en la pérdida de un enorme capital. De acuerdo a lo dispuesto en su articulo 1o transitorio, las solicitudes en trámite al momento de su entrada en vigencia, deben regirse por la nueva ley, es decir, por mayores y más costosas exigencias.


Esta disposición claramente favorece a los actuales concesionarios, que tienen desplegadas sus redes y las antenas que necesitan para ello desde hace mucho tiempo. En cambio, dificulta especialmente la situación de los nuevos entrantes que se encuentran hoy en etapa de despliegue y consolidación de sus redes.


De esta forma, se debería fijar un plazo de vacancia legal que postergue la entrada en vigencia de la nueva ley, y con ello, se consagre un período de transición durante el cual la autoridad debiera dejar resueltas todas las solicitudes presentadas con anterioridad a la publicación de la nueva ley, protegiendo así las inversiones realizadas por la industria.


Finalmente, acompañó a su presentación dos informes en derecho de los abogados, señores Eduardo Soto Kloss y Gustavo Fiamma, relativos a la procedencia constitucional de la colocalización obligatoria. 

Presentación de ENTEL PCS


El Gerente General, señor Hernán Marió, inició su presentación señalando que en la actualidad, las comunicaciones móviles son un servicio de primera necesidad para los chilenos, la gente necesita además de estar conectada, acceder a banda ancha, lo que constituye un desafío país.


La conectividad digital es posible a través de la banda ancha móvil, que opera por medio de las redes de la telefonía celular, que tiene una penetración del 100%. En tanto, la penetración de banda ancha en Chile sólo supera el 13%.


En diciembre de 2007, las conexiones de banda ancha móvil representaban menos de 1% del total de conexiones del país.  En 2009, llegaron al 28% y para el año 2010 se espera que alcancen un 40%. Para el 2011, se estima que la banda ancha móvil habrá superado a la fija.  Aún así, se requiere que la autoridad la fortalezca e incentive para lograr que todos los chilenos accedan a ella.


La tecnología para ofrecer internet móvil de alta velocidad existe. Las actuales redes HSDPA evolucionarán hacia la tecnología LTE (Long Term Evolution o 4G), que permitirá obtener velocidades 70 veces más rápidas que las actuales.

La conectividad es importante por cuanto produce grandes efectos en el desarrollo, en la formación, educación, en la productividad a través del teletrabajo, incide en la eficiencia en distintos ámbitos, como puede ser en la regulación de la congestión vehicular, en el ahorro de energía y también en la salud, a través de la práctica de la telemedicina, en que algunos pacientes pueden controlar su presión arterial mediante el uso del teléfono celular.


A su vez, se ha comprobado que la penetración de la banda ancha genera un aumento de 1,1, % a 1,5% en el Producto Interno Bruto (PIB).


En cuanto a la inversión, esta industria móvil genera anualmente ingresos por US$ 500 millones, de acuerdo a informaciones proporcionadas por la Subsecretaría de Telecomunicaciones.


Respecto del empleo la industria móvil genera más de 30.000 empleos directos e indirectos.


Para potenciar la banda ancha móvil y lograr la conectividad en todo el país, se requiere contar con más espectro, más antenas y mejores soportes, para conciliar esta industria móvil con el aspecto urbano.


En relación a la necesidad de contar con más espectro, señaló que según informaciones emanadas de la Unión Internacional del Telecomunicaciones, en el año 2015 los mercados desarrollados requerirán que su industria de telecomunicaciones disponga de 1.300 Mhz asignados entre todos los actores.


Los países desarrollados han entendido esta necesidad y recientemente han realizado importantes asignaciones de espectro. De esta forma, en Alemania, Dinamarca y Finlandia, existe un espectro total asignado a los operadores existentes de 603, 535 y 590 Mhz, respectivamente, con un promedio de 150, 133 y 147 Mhz por operador. 


En Estados Unidos, el Presidente Obama anunció que duplicará su espectro para potenciar las conexiones inalámbricas. El espectro a liberar sería de 500 Mhz, con lo cual se busca liberar todo el potencial de la banda ancha inalámbrica y lograr la máxima conectividad.


Por su parte, Chile se encuentra muy retrasado en estas materias, pese a que existen disponibles 228 Mhz de espectro para realizar concursos públicos.


En cuanto a la necesidad de contar con más antenas, expresó que se trata de una necesidad de la industria móvil, para lograr mayor cobertura, velocidad y calidad de conexión, se requiere de un mayor número de antenas, que deben instalarse en distintos tipos de soporte, los que varían según las zonas urbanas o rurales.


En la medida en que el país sea más exitoso en la estrategia de conectividad digital y desarrollo del país, se requerirá contar con más antenas. La instalación de antenas debe conciliarse con el entorno urbano. 


Respecto de los efectos que la instalación de antenas puedan provocar en la salud, manifestó que no se ha demostrado que produzcan efectos negativos sobre la salud. Existen monitoreos y estudios permanentes en todos los países desarrollados, liberándose frecuentemente sus resultados. 


Chile tiene una de las normas más estrictas del mundo en esta materia (100 microW/cm2).


En relación a la necesidad de contar con mejores soportes, señaló que debe conciliarse con el entorno urbano, para lo cual existen diversos tipos de soportes; de mínimo impacto urbano, como es la instalación en los edificios, azoteas, etc; de bajo impacto urbano, como es el caso de la instalación de palmeras y de monopostes; de alto impacto urbano, como son las torres reticuladas y de muy alto impacto urbano como son las torres colocalizadas.


Es preciso considerar que sin antenas no hay conectividad y ya que las antenas deben colocarse en algún tipo de soporte, debería privilegiarse e incentivarse el uso y desarrollo de soportes de bajo y mínimo impacto urbanístico y, sólo cuando no hubiese otra alternativa, los de mayor impacto.


Entendiendo esta necesidad, en el caso de ENTEL PCS, el 70% de la infraestructura que actualmente se instala en zonas urbanas es de bajo o mínimo impacto visual. Aún cuando, esta alternativa requiere de mayor inversión, ya que los soportes de bajo y mínimo impacto son 25% más caros que las torres reticuladas.


Asimismo, y cuando no sea posible utilizar soportes de bajo o mínimo impacto, la tendencia de los países desarrollados es generar soportes novedosos y amigables con el entorno, que se insertan de manera armónica y constituyen un aporte urbanístico.

Observaciones al proyecto de ley de antenas


En consideración a los planteamientos anteriores cabe hacer presente que el proyecto de ley, en estudio, atenta contra el desafío país de conectividad digital y contra el propio objetivo de la ley de proteger el entorno urbano. 


El proyecto de ley potencia la instalación de menos antenas, con una tramitación más larga y engorrosa, que demorará más tiempo y que incentivará la instalación de soportes con mayor impacto urbano, con menos cobertura, menos velocidad y conexiones con menor seguridad.


En la actualidad, el proceso de instalación involucra las etapas de búsqueda y adquisición del sitio, la autorización de Subsecretaría de Telecomunicaciones, el aviso a la municipalidad y la construcción del sitio.


Este proyecto de ley cambia el aviso a la municipalidad por un permiso que exige acompañar una serie de antecedentes, lo que, además de extender el tiempo que hoy demora la instalación de las torres, lo hace más burocrático y dependiente de una segunda autoridad. Esto deja espacio para la calificación de los antecedentes de la municipalidad, lo que constituye un incentivo para rechazar las solicitudes


La autorización vecinal constituye una carga adicional a los concesionarios y puede propiciar la creación de un mercado poco transparente y generar precedentes para otros sectores, como pueden ser los permisos de edificación, de instalación de postes eléctricos, etc. A su vez, esta exigencia subordina el acceso a las telecomunicaciones (el interés social) al interés particular de un grupo de personas.


Asimismo, se corre el riesgo que, ante la negativa constante de los vecinos, las concesionarias no puedan cumplir con sus propias obligaciones, entre otras, aquellas requeridas por la autoridad.


En consecuencia, estas situaciones van a generar la instalación de soportes con mayor impacto urbano debido a la colocalización. Una torre colocalizada es una estructura de mayor tamaño, mayor altura y robustez, tiene más elementos (antenas) y más equipamiento,  dado que debe duplicar o triplicar el número de transformadores, controladores y otros equipos anexos. 


Una torre colocalizada genera de manera más profunda el impacto negativo que se busca evitar con la colocalización obligatoria y retroactiva. Se obtiene menor cobertura, menor velocidad y menos seguridad de conexión debido a la colocalización; desincentiva la competencia por redes y cobertura, la cual es el motor del desarrollo tecnológico y de la competencia; afecta la inversión en infraestructura e innovación; altera la instalación de nuevas tecnologías (como la 4G) y la competencia por desarrollo tecnológico, y aumenta el riesgo de aislamiento en emergencias, al concentrar infraestructuras.


En seguida, señaló que esta iniciativa legal presenta diversos problemas de constitucionalidad: 


1.- La autorización de los vecinos vulnera el derecho a instalar los soportes de antenas, que forma parte de los derechos otorgados por la concesión y garantizados en la Constitución Política de la República en el artículo 19 Nº 21.


2.- Impone condiciones, tributos o requisitos que impiden el libre ejercicio del derecho concesional, vulnerando el artículo 19 Nº 26 de la Carta Fundamental.


3.- La colocalización obligatoria y retroactiva, atenta contra el derecho de propiedad, consagrado en el artículo 19 Nº 24 y 26, de la Constitución Política de la República; vulnera el derecho a la no discriminación por parte del Estado y sus organismos, en materia económica, consagrado en el artículo 19 Nº 22, del texto constitucional; atenta contra el derecho a igualdad ante la ley, consagrado en el artículo 19 Nº 2, contra la igual repartición de las cargas públicas, del artículo 19 Nº 20 y el derecho a desarrollar una actividad económica, establecido en el artículo 19 Nº 21 de la Constitución Política de la República.


Sobre la constitucionalidad de estas materias se han pronunciado los juristas señora Olga Feliú y señores Alejandro Silva Bascuñán y Enrique Barros en diversos Informes en Derecho.

Conclusiones


Finalmente, expresó que esta iniciativa legal pretende perfeccionar la Ley General de Urbanismo y Construcciones, sin embargo, produce el efecto contrario, al no considerar el uso de soportes desde un punto de vista urbano de acuerdo a sus tipologías.


El proyecto de ley equivocadamente asume que colocalizar implica un menor uso de soportes de alto impacto y sin potenciar soluciones amigables con el entorno.


Tampoco se hace cargo de la necesidad de conectividad digital que tiene Chile y, muy por el contrario, establece disposiciones que atentan directamente contra el desafío país de aumentarla y superar con ello la brecha digital en el menor tiempo posible, poniendo en riesgo el desarrollo del país.

Recomendaciones


El proyecto de ley debiera potenciar la instalación de más antenas para lograr la conectividad, en el menor tiempo posible y con el menor impacto urbano para lograr un desarrollo armónico. 


Se debe priorizar el uso de antenas de mínimo o bajo impacto, que se instalen en soportes de inmuebles ya existentes o adosados a ellos o monopostes de baja altura, de modo de reducir su impacto visual y urbano. 


Sólo por excepción y cuando no exista otra opción técnica en zonas urbanas, se autorice la instalación de antenas en torres, buscando la menor intervención urbana, con la inclusión de un proyecto firmado por un arquitecto. 


En el caso de las torres de alto impacto, se propone cambiar la autorización de los vecinos por un pago de derecho municipal.


Finalizada la presentación anterior, los Senadores manifestaron las siguientes consultas y observaciones:


1.- El Honorable Senador señor Chahuán señaló que el 60% de las tecnologías son discretas, sin embargo, existe una discriminación vergonzosa para la instalación de éstas en los barrios más pobres de las ciudades. En efecto, en el sector de Nueva Aurora, en la ciudad de Viña del Mar, se observa el mayor porcentaje de instalación de antenas por densidad poblacional, con lo cual la colocalización podría ser una adecuada solución para disminuir el impacto visual y urbanístico, no obstante, se podrían provocar mayores riesgos de incomunicación en caso de una catástrofe. En su opinión, en las zonas rurales, cuando se usan recursos públicos para dotar de conectividad al lugar, la colocalización debería ser obligatoria para las empresas de telefonía que intervienen y permitir a los usuarios contar con un servicio mejor y más barato. 


En seguida, propuso masificar las antenas de bajo impacto en los sectores menos acomodados de las ciudades y tender con el tiempo a la instalación de soportes de antena con diseños modernos y menos invasivos como sucede en algunos países europeos.


Luego, señaló que se debe analizar qué sucede con la plusvalía de las propiedades vecinas a aquélla en que se instala un soporte de antena y la forma en que se debe compensar.


Finalmente, manifestó su temor por el retroceso en la implementación y entrada en vigencia del sistema de conectividad denominado 4 G.


2.- El Honorable Senador señor Novoa señaló que Chile y el Reino Unido son los únicos países en los cuales existen cinco empresas de telefonía móvil, con lo cual, en su opinión, se puede afirmar que existe un mercado competitivo, probablemente no hay mayor demanda que justifique la participación de nuevos actores en esta industria y es posible que los problemas que se presentan en la prestación de este servicio correspondan a fallas de la tecnología por lo que se podría exigir el cumplimiento de mejores niveles de servicio.


A continuación, consultó cómo se han solucionado en otros países los problemas que se plantean por la instalación de las torres de soportes de antenas, tales como la pérdida de valor de las propiedades aledañas, la molestia de los vecinos por el hecho de que algunos perciban ingresos por la instalación de estas estructuras. Asimismo, señaló que los habitantes de las comunas más pobres de Santiago Poniente señalan que no tienen facilidades para conectarse a Internet, porque se roban los cables, por lo que sería necesario estudiar la forma de dotar de conexión inalámbrica a ciertos sectores de manera de terminar con las denominadas zonas rojas en las que no existe la conexión a Internet.


Respecto de la proliferación de instalación de torres de soportes de antenas señaló que ello puede ser consecuencia del desarrollo y será necesario acostumbrarse a su existencia, la que podrá ser regulada.


3.- El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, resaltó la importancia de que el país cuente con una estrategia digital a la brevedad, en su opinión, falta decisión política en esta materia e Internet debería ser un servicio público obligatorio.


La actividad privada está orientada a los sectores de mayores recursos económicos y el Estado debería efectuar las instalaciones de cables y de fibra óptica que permitan la masificación de esta tecnología.


Respecto de los efectos que se puedan provocar en la salud de las personas por las emisiones de estas torres de soportes de antenas, señaló que los resultados son controvertidos, por lo que es necesario adoptar algunas medidas, como es el caso de Francia en que se ha limitado el uso de los teléfonos celulares por parte de los niños.


En cuanto a las compensaciones que las empresas de telefonía móvil podrían establecer a favor de los vecinos, en cuyo entorno se instalen estas torres de soporte de antenas, propuso considerar la iluminación de ciertos sectores de los barrios, construcción de plazas, multicanchas, etc, de manera de favorecer a la comunidad.


4.- La Honorable Senadora señora Rincón señaló que la instalación de torres de soportes de antenas y la conectividad es diferente en las regiones del país. En el caso de la Región que representa, no existen mayores antenas, hay localidades en que no existe señal de telefonía y los habitantes de las mismas a pesar de contar con los equipos no tienen conectividad. 


La discusión de esta materia debe reorientarse con la finalidad de permitir la conectividad y acceso a Internet para todo el país, lo que tiene gran incidencia en el desarrollo y principalmente en materia de educación.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que en otros países el tema de la instalación de torres de soportes de antenas se ha solucionado a través de la existencia de operadores de infraestructura o incentivos para la instalación de monopostes o instalación de antenas en edificios o construcciones existentes.


El proyecto de ley sobre recuperación y continuidad en condiciones críticas y de emergencia del sistema público de telecomunicaciones, que introduce modificaciones a la Ley General de Telecomunicaciones permite la existencia o el ingreso al mercado de operadores que ofrezcan servicios sólo de infraestructura, por ello se está eliminado la exigencia que cuenten con equipos o sistemas de transmisiones o comunicación. 


El Gerente General de Entel PCS, señor Hernán Marió, señaló que la empresa que representa pretende masificar la banda ancha en el país y la tecnología denominada 4G se va a implementar prontamente en el país.


Respecto de la competencia en este mercado, señaló que la entidad que representa está de acuerdo con su existencia y no existe problema con la participación de nuevas empresas que realicen inversiones en este sector.


Señaló que no existe discriminación en el otorgamiento del servicio y de conectividad para ningún sector de la población, indicando que se ha ofrecido a los municipios la posibilidad de construir plazas, dotar de iluminación a sectores de las comunas para compensar a los vecinos por la instalación de estas torres de soportes de antenas. En su opinión, esta materia debería incluirse en la ley.


Presentación de Stel Chile S.A.


El Gerente General de Stel Chile S.A., señor Alejandro Ulloa, inició su presentación informando que STEL Chile S.A., es una compañía de telecomunicaciones cuyo objetivo es prestar servicio de Internet y Telefonía de manera inalámbrica. Su foco de mercado es el segmento de hogares de clase media y de menores recursos.


En la actualidad, cuenta con una red que en las próximas semanas extenderá su zona de servicio a toda la comuna de Maipú para ofrecer acceso a Internet a más de 140 mil hogares. 


En los próximos 24 meses la Compañía planea extender el servicio a 26 nuevas comunas de la Región Metropolitana.

Infraestructura Inalámbrica


Para proveer el servicio la Compañía requiere instalar postes porta antenas de un diámetro de 20 cms. y altura variable de hasta 12 mts. Estas estructuras, distantes 500 mts. entre sí, se instalan hoy en espacios públicos autorizadas por decreto alcaldicio y supervisadas por el Departamento del Tránsito y Departamento de Obras de la Municipalidad respectiva.


Los usuarios acceden al servicio desde el interior del hogar o desde un terminal de radio instalado en el exterior del inmueble.


Respecto de las emisiones generadas por la tecnología usada, informó que son de baja radiación y de bajo impacto ambiental, alcanzan alrededor de un 10% de la emisión máxima permitida, según se especifica en el decreto exento Nº 403 de 30 de abril de 2008 de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, puesto que utiliza micro celdas de radio de muy corto alcance.


Las estructuras usadas, separadas cada 500 mts., son de muy bajo impacto ambiental, inferior aún si se comparan a las que soportan las luminarias urbanas o las estructuras que utilizan los cables eléctricos cuya separación es de 30 a 50 metros.


El proyecto de ley, en estudio, modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones con la finalidad de regular principalmente a las grandes estructuras porta antenas de la telefonía móvil, sin embargo, afecta negativamente el desarrollo de los planes de desarrollo de banda ancha fija de STEL CHILE S.A.


En consecuencia STEL CHILE S.A., a objeto de hacer viable su plan de desarrollo solicita que las estructuras porta antenas de una altura inferior a 12 mts. y un diámetro basal inferior a 20 cms., a ser instaladas en espacios públicos sean exceptuadas del proyecto de ley en comento.

- - - - - - - - - - -

VOTACIÓN EN GENERAL


Luego de escuchar las exposiciones anteriormente señaladas sobre este proyecto de ley y de efectuarse los planteamientos y observaciones anteriormente consignados, los Honorables señores Senadores votaron en general la idea de legislar sobre esta materia.


- Sometida a votación la idea de legislar, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones procedió a aprobarlo en general, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Cantero, Chahuán, Girardi y Novoa.

- - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


En consecuencia, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, os recomienda que aprobéis, en general, el proyecto de ley en informe, cuyo tenor es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Intercálase en la Ley General de Urbanismo y Construcciones, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue establecido por el decreto con fuerza de ley Nº 458, del año 1976, del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, el siguiente artículo 116 bis B:


“Artículo 116 bis B.- La solicitud de instalación de torres soporte de antenas de transmisión de telecomunicaciones, en áreas urbanas o rurales, requerirá permiso de la Dirección de Obras Municipales respectiva. Para estos efectos se entenderá por torre soporte de antenas de transmisión de telecomunicaciones, al conjunto específico de elementos soportantes de una antena, de dos metros o más de altura. Los soportes de antenas de telecomunicaciones de menos de dos metros de altura, incluidas en ella sus respectivas antenas, no requerirán permiso de la Dirección de Obras Municipales.


Para los efectos de otorgar el permiso correspondiente, el Director de Obras Municipales deberá verificar el cumplimiento de los requisitos que se señalan a continuación:


1) Las torres soporte de antenas de telecomunicaciones, incluidas para ello sus respectivas antenas, deberán cumplir con el ángulo máximo de rasantes conforme a lo establecido en la Ordenanza General, debiendo cumplir, además, con un distanciamiento mínimo de un tercio de su altura total, salvo cuando estas estructuras se instalen sobre edificios de más de 5 pisos. Con todo, en las zonas industriales exclusivas se entenderán siempre admitidas.


Las torres soporte de antenas instaladas en la parte superior de las edificaciones de más de 5 pisos, podrán sobrepasar las rasantes, siempre que su altura no sobrepase el 30% de la altura de la edificación.


2) Las instalaciones en zonas residenciales exclusivas no podrán estar iluminadas, salvo para cumplir requisitos de seguridad de aviación o para la iluminación del sector.


3) La solicitud de autorización de instalación de torres soporte de antenas de telecomunicaciones, comprenderá los siguientes antecedentes:


a) Solicitud de instalación, suscrita por el propietario o propietarios del predio donde se efectuará la instalación y por el operador responsable de la torre soporte de antenas. 


b) Proyecto firmado por un arquitecto en el que se incluyan los planos de la instalación de la torre soporte de antenas que grafique el cumplimiento de las rasantes a que se refiere este artículo y que detalle las medidas de diseño adoptadas para minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la torre sobre su entorno urbano.


c) Proyecto de cálculo estructural de la torre soporte de antenas, incluidas sus fundaciones, con su respectiva memoria de cálculo y planos de estructura, que señale la capacidad de soporte de antenas de la torre, elaborado y suscrito por un ingeniero calculista, e informado por un revisor de proyecto de cálculo estructural. El proyecto deberá acreditar que la señalada capacidad de soporte puede permitir la colocalización de equipos o sistemas de otros concesionarios.


d) Autorización suscrita ante notario público de los propietarios de todos los predios que se encuentren total o parcialmente a menor distancia que la equivalente a 1,5 veces la altura de la torre que se pretende emplazar, incluidas sus respectivas antenas, esto es, de los propietarios de todos los predios que se encuentren total o parcialmente en la circunferencia que tiene por centro el eje vertical de la torre en el suelo natural y un radio equivalente a 1,5 veces la altura de la misma incluidas sus antenas, lo que deberá singularizarse en un plano con los inmuebles afectados. Con todo, esta autorización no será necesaria para el predio en que se instale la torre, así como para las torres que se instalen sobre edificios de 5 o más pisos.


e) Certificado de la Dirección General de Aeronáutica Civil que acredite que la altura de la antena no constituye peligro para la navegación aérea.


f) Certificado de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, que consigne el hecho de haber sido presentada una solicitud de otorgamiento o modificación de concesión de un servicio de telecomunicaciones, cuyo proyecto técnico establezca que los sistemas y equipos respectivos se emplazarán en la torre soporte de antenas cuya autorización de instalación se solicita.


g) Presupuesto detallado de la instalación de torres soporte de antenas de telecomunicaciones, elaborado por un profesional competente.


El Director de Obras Municipales respectivo, dentro del plazo máximo de treinta días hábiles contado desde que se ingresó la solicitud, concederá el permiso si, de acuerdo a los antecedentes acompañados, la instalación de torres soporte de antenas de telecomunicaciones cumple con las disposiciones establecidas en este artículo, previo pago de los derechos municipales que procedan. Si la Dirección de Obras Municipales no hubiere emitido pronunciamiento dentro del plazo señalado, se entenderá otorgada la autorización.


La autorización identificará claramente al beneficiario, los elementos que comprende y la localización de las instalaciones autorizadas.


El rechazo de la solicitud sólo podrá fundarse en el incumplimiento de los requisitos, antecedentes y obligaciones establecidos en el presente artículo. Con todo, estará prohibida la instalación de torres soporte de antenas de telecomunicaciones en zonas típicas, en monumentos históricos y en inmuebles de conservación histórica. Asimismo, no podrán instalarse torres soporte de antenas de telecomunicaciones en una zona declarada por la Subsecretaría de Telecomunicaciones como zona saturada de sistemas radiantes de telecomunicaciones. Sin perjuicio de lo anterior, no se podrá instalar torres soporte de antenas ni antenas dentro de colegios, salas cuna, jardines infantiles, hospitales, clínicas o consultorios, ni tampoco en los sitios ubicados a menos de 20 metros del deslinde de estos establecimientos, salvo para los casos en que el servicio respectivo sea requerido por tales establecimientos para sus fines propios. En las zonas protegidas a que se refiere la letra p) del artículo 10 de la ley Nº 19.300, se determinarán las medidas de mitigación que se deberán adoptar para instalar las torres soporte de antenas conforme a las disposiciones de dicha ley.”.


Artículo 2°.- En los casos en que no se cuente con la autorización de todos los propietarios de los predios a que se refiere la letra d) del número 3) del artículo 116 bis B de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, el operador podrá presentar sólo la autorización notarial de más del 50 por ciento de los propietarios de los inmuebles señalados en tal disposición, acreditando haber hecho en favor de cada uno de los que resten, la consignación en la tesorería municipal de una suma de dinero equivalente al promedio del valor actualizado del total de las compensaciones o acuerdos, estimados pecuniariamente, que el operador hubiese pactado con los distintos propietarios que sí suscribieron la autorización. Para los efectos de este cómputo, no se incluirá al o los propietarios del o los inmuebles en que se pretenda emplazar la torre.


La consignación deberá haber sido precedida por la correspondiente oferta, para cuyo efecto y los demás que procedan, se aplicarán en lo que resulte compatible con lo establecido precedentemente, las reglas establecidas en los siguientes artículos del Código Civil: 1600, a excepción de su circunstancia tercera; 1601 incisos primero y cuarto; 1602, cuyas circunstancias deberán de acreditarse específica, exhaustiva y fehacientemente; 1603, y 1605, inciso primero. En el caso que el destinatario de la oferta no sea habido por el ministro de fe, deberá acreditarse al menos la concurrencia a su domicilio para tal efecto en tres días distintos entre los cuales no podrá intermediar un lapso inferior a diez días. El ministro de fe deberá dejar aviso escrito de su concurrencia en el domicilio respectivo, especificando el motivo de la misma y los datos necesarios para que el destinatario de la oferta pueda ponerse en contacto con un representante del operador, si lo desea.


El cumplimiento de lo dispuesto en este artículo se acreditará ante la Dirección de Obras Municipales, mediante certificación notarial. Dicha certificación consignará además, la declaración jurada del representante legal del operador respecto del valor actualizado total a que han ascendido cada una de las compensaciones o acuerdos a que haya arribado, sobre cuya base se ha calculado el monto que se deberá consignar. Sin perjuicio de las sanciones penales que procedieren, la falta de veracidad en esta declaración acarreará la denegación de la solicitud, o quedará ella sin efecto de pleno derecho, si es que se hubiese otorgado.


Artículo 3°.- Las municipalidades deberán determinar mediante ordenanza dictada conforme con el artículo 65 letra k) de la ley Nº 18.695, las zonas de los bienes nacionales de uso público que administran, donde preferentemente se otorgarán el derecho de uso para el emplazamiento de torres soporte de antenas, así como las características urbanísticas y arquitectónicas de éstas, que disminuyan su impacto sobre el entorno urbano. La ordenanza deberá ser elaborada e informada técnicamente por un arquitecto y renovarse al menos cada cinco años. En los bienes nacionales de uso público que no administran, las municipalidades deberán obrar previa aprobación de la entidad administradora.


Previo a la dictación o renovación de la ordenanza municipal a que se refiere el inciso anterior, la municipalidad deberá solicitar un pronunciamiento de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva, la que deberá evacuarlo dentro de un plazo de treinta días, contado desde su conocimiento oficial. Vencido dicho plazo sin que se haya emitido el pronunciamiento solicitado, la municipalidad podrá prescindir del mismo.


Asimismo, previo a la dictación o renovación de la ordenanza municipal a que se refiere el inciso primero de este artículo, la municipalidad deberá obtener un informe técnico favorable de la Subsecretaría de Telecomunicaciones. Este informe se referirá a las circunstancias de orden técnico sometidas a su competencia, particularmente a la suficiencia de las zonas escogidas, atendida la necesidad de resguardar la debida prestación de los servicios de telecomunicaciones, y a la condición de zonas saturadas de sistemas radiantes que pudieren revestir el todo o parte de los espacios públicos de la comuna respectiva.


Respecto a las características urbanísticas y arquitectónicas de las torres soporte de antenas, la ordenanza municipal deberá establecer a lo menos:


a) Las distancias mínimas que deberá cumplir la instalación hacia los deslindes con predios de propiedad pública y privada, así como con monumentos o inmuebles de valor patrimonial, pudiendo para estos efectos establecer una distancia mínima de 10 metros y una distancia máxima de 30 metros, medidos desde el eje de la instalación. 


b) Las condiciones arquitectónicas del emplazamiento de la torre, las cuales podrán considerar características tales como el color, la iluminación y los diseños específicos de las torres y de las obras en el espacio público circundante. 


No podrá denegarse el otorgamiento del derecho de uso en las zonas preferentes, si es que se cumplen las condiciones de la ordenanza, sin perjuicio del pago de los derechos o tarifas que las municipalidades cobren en el ejercicio de sus atribuciones.


El derecho de uso de los bienes nacionales de uso público para estos fines podrá ser otorgado a cualquier persona, sea prestador o no de servicios de telecomunicaciones. Lo anterior es sin perjuicio que, mediante esta ley, se autoriza a las municipalidades para instalar torres soporte de antenas en los bienes nacionales de uso público, a fin de contratar su uso posterior con las concesionarias de servicios de telecomunicaciones respectivas.


El acto por el que se otorgue el derecho de uso de los bienes nacionales de uso público, deberá contemplar que la torre soporte de antenas tenga una capacidad estructural que permita su uso compartido por distintos operadores de telecomunicaciones. Aunque nada se dijere en dicho acto o en la ordenanza, esta capacidad estructural se entenderá que forma parte esencial de ambas. La colocalización respectiva se regirá por el artículo 19 bis de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones.


Las torres soporte de antenas que se instalen en los bienes nacionales de uso público no estarán sujetas a la autorización previa de la Dirección de Obras Municipales. No obstante, dicha unidad emitirá un informe previo al otorgamiento del derecho de uso de dichos bienes para la instalación, relativo al cumplimiento de la ordenanza dictada al respecto y de lo preceptuado en las letras b), c), e) y g) del número 3) del artículo 116 bis B de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, así como de lo dispuesto en su inciso final.


Artículo 4º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones:


1) Agréganse en el artículo 7º, los siguientes incisos segundo y tercero, pasando el actual inciso segundo a ser cuarto: 


“En virtud de esta atribución y de lo señalado en el artículo precedente, la Subsecretaría de Telecomunicaciones deberá, mediante resolución publicada en el Diario Oficial, declarar a una determinada zona geográfica como zona saturada de sistemas radiantes de telecomunicaciones, cuando la densidad de potencia exceda los límites que determine la normativa técnica dictada al efecto por la Subsecretaría de Telecomunicaciones.


La Subsecretaría de Telecomunicaciones deberá mantener en su sitio web un sistema de información que le permita a la ciudadanía conocer de los procesos de autorizaciones en curso, un catastro de los sistemas radiantes autorizados, así como los niveles de exposición a campos electromagnéticos en las cercanías de dichos sistemas. Con este fin, la Subsecretaría dictará la norma técnica que defina los niveles máximos de exposición en lugares de circulación habitual de personas, los protocolos de medición y las características del informe que los concesionarios deben presentar de acuerdo a lo señalado en el artículo 14 de esta ley. Dicha declaración obligará a la Subsecretaría a la elaboración de un plan de mitigación que permitirá reducir, en el plazo de un año, la radiación a los niveles permitidos, para lo cual consultará la opinión de las empresas involucradas.”.


2) Modifícase el artículo 14, del siguiente modo:


a) Intercálase en el inciso cuarto, a continuación de las palabras “esta ley”, la siguiente oración:


“, con excepción de aquellas modificaciones que consistan en la instalación, operación y explotación de un sistema radiante y equipos asociados sin previo emplazamiento de una torre, utilizando como soporte estructuras preexistentes tales como torres previamente autorizadas en edificaciones autorizadas, o postes de alumbrado público o eléctrico; y sin aumentar la zona de servicio, cantidad de frecuencias, ancho de banda y potencias máximas ya autorizadas, casos en los cuales la autorización se otorgará mediante resolución de la Subsecretaría”.


b) Agréganse los siguientes incisos octavo y noveno:


“Toda solicitud de otorgamiento o modificación de una concesión de servicio público o intermedio de telecomunicaciones, deberá comprender, respecto de sus sistemas radiantes, un estudio detallado de los niveles de exposición de emisiones electromagnéticas que pueden provocar sus instalaciones en el lugar de emplazamiento propuesto, efectuado por un ingeniero o técnico especialista en telecomunicaciones, con experiencia acreditada, que certifique que estos niveles se encuentran dentro de los rangos permitidos por la Subsecretaría de Telecomunicaciones en la norma técnica respectiva.


No se admitirá a trámite la solicitud de otorgamiento o modificación de concesión que considere la ubicación de sistemas radiantes dentro de una zona declarada como saturada, de conformidad con el artículo 7°, así como en zonas típicas, en monumentos históricos y en inmuebles de conservación histórica.”.


3) Incorpóranse los siguientes artículos 19 bis, 19 ter, y 19 quáter:


“Artículo 19 bis.- Todo concesionario de servicio público o intermedio de telecomunicaciones, antes de proceder a la instalación de infraestructura de soporte para antenas o sistemas radiantes, deberá verificar si en el entorno de la ubicación requerida existe infraestructura de soporte de otro concesionario o empresa autorizada en operación, en la que sea factible emplazar dichas antenas o sistemas radiantes y que haya sido autorizada conforme con el artículo 116 bis B del decreto con fuerza de ley Nº 458 de 1976, o al amparo de la ordenanza municipal respectiva, en su caso. De existir tal infraestructura, deberá solicitar al titular respectivo autorización para proceder a la colocalización. La autorización concedida al concesionario requirente comprenderá el derecho a emplazar todos los equipos e instalaciones de soporte y operación de las antenas o sistemas de que se trate, así como el derecho a acceder a dichos equipos e instalaciones a fin de asegurar su correcto funcionamiento.


El concesionario requerido se pronunciará respecto de la solicitud, dentro de los treinta días siguientes al requerimiento, y sólo podrá negar la autorización argumentando razones técnicas que demuestren que la instalación de otras antenas afecta gravemente el normal funcionamiento de los servicios que utilizaban la respectiva infraestructura de soporte, a la fecha del requerimiento, sin perjuicio de lo establecido en el inciso final de este artículo. En caso que el concesionario requerido negare la solicitud de colocalización, el concesionario requirente podrá recurrir a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, conforme con el artículo 28 bis. Resuelta a favor del requirente la controversia, el requerido deberá permitir de inmediato la colocalización. Cuando el titular de la torre sea una empresa no concesionaria de servicios de telecomunicaciones, no podrá negar la autorización, sino sólo por causa de ya haber cedido el uso de la torre, conforme con su capacidad estructural declarada, a operadores que hubieren instalado sus respectivos sistemas al momento de la solicitud denegada. 


El concesionario requirente deberá hacerse cargo de todos los costos y gastos de inversión que sean consecuencia de la colocalización a que se refiere este artículo, incluyendo las inversiones adicionales que puedan ser requeridas para soportar sus nuevos sistemas radiantes. En particular, si como consecuencia de dichas inversiones adicionales, se altera la altura o la envergadura de la infraestructura de soporte de antenas, las autorizaciones y requisitos que se establecen en la ley para el emplazamiento deberán ser asumidos plenamente por el requirente. Asimismo, serán de su cuenta, a prorrata de la proporción en que utilice la parte útil de la torre soporte de antenas respectiva, tanto los costos y gastos necesarios para su operación y mantenimiento, como también el costo equivalente al valor nuevo de reemplazo de dicha torre, entendido como el costo de renovar todas las obras, instalaciones y bienes físicos necesarios para su emplazamiento, y a su vez otros, tales como los intereses intercalarios, las rentas de arrendamiento y otras semejantes, las compensaciones o indemnizaciones, los derechos o los pagos asociados a eventuales servidumbres. Entre los derechos, no se podrán incluir los que haya concedido el Estado a título gratuito ni los pagos realizados en el caso de concesiones obtenidas mediante licitación. En caso de no existir acuerdo entre los operadores en el monto al que deben ascender los pagos aludidos dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que se materializó la respectiva colocalización, se deberá someter la controversia al conocimiento y fallo de un árbitro arbitrador, designado de la manera que establece el artículo 232 del Código Orgánico de Tribunales. El árbitro estará obligado a fallar en favor de una de las dos proposiciones de las partes, vigentes al momento de someterse el caso a arbitraje, debiendo aceptarla en su integridad. En consecuencia, no podrá fallar por una alternativa distinta ni contener en su fallo proposiciones de una y otra parte.


Se tendrá por no escrita cualquier cláusula o estipulación del instrumento por el que se otorgue el uso de predios de cualquier tipo para el emplazamiento de torres, que impida o tienda a impedir que el titular de ellas celebre acuerdos de colocalización con distintos operadores de telecomunicaciones o que opere en subsidio lo dispuesto en este artículo. La facultad de celebrar estos acuerdos será irrenunciable.


En los contratos de colocalización que celebren el concesionario titular de la torre y el concesionario requirente, el primero podrá exigir que se estipule que, con un aviso previo suficiente para la localización del sistema radiante y equipos asociados en otra ubicación técnicamente equivalente, pero en ningún caso inferior a un año, podrá remover tales instalaciones de su torre, en caso que acredite necesitar el espacio para instalar equipos propios o comprendidos en su concesión por circunstancias técnicamente justificadas, las que se determinarán a través de una norma técnica emitida a través de una resolución de la Subsecretaría. La remoción estará sujeta a la condición de que el concesionario titular restituya al concesionario colocalizado las sumas equivalentes a todos los pagos efectuados en ejecución del inciso tercero de este artículo, en relación con el valor residual económico de la proporción que contribuyó a solventar los activos correspondientes, con excepción de los referidos a la operación y mantenimiento, caso en que se deberá restituir sólo el exceso pagado, habida cuenta de la fecha en que se produzca la remoción. 


Mediante un reglamento se regularán y establecerán las condiciones del ejercicio de los derechos que confiere este artículo.


Artículo 19 ter.- En el caso de las torres soporte de antenas autorizadas y emplazadas en el espacio público que no se encuentren contempladas en el inciso primero del artículo anterior, la obligación de colocalización establecida en éste también se aplicará, pero considerando como legítima la capacidad estructural con que aquéllas fueron emplazadas. Con todo, la circunstancia de existir o no capacidad para la colocalización, podrá ser objeto de la controversia regulada en los incisos segundo y tercero del artículo precedente.


Artículo 19 quáter.- La obligación de colocalización establecida en el artículo 19 bis se aplicará también a las torres soporte de antenas autorizadas en predios privados conforme con la legislación existente hasta antes de la publicación de la presente ley.”.


4) Intercálanse en el inciso primero del artículo 36 bis, a continuación de la frase inicial “El incumplimiento de las disposiciones de los artículos” las expresiones “19 bis, 19 ter, 19 quáter,”.


Artículo 5º.- Créase un fondo concursable para el desarrollo de investigaciones primarias y secundarias sobre el impacto de la operación de sistemas radiantes de telecomunicaciones, y en particular de la emisión de ondas electromagnéticas asociada, con el objeto de apoyar la adopción de políticas públicas, principalmente en el estudio de los impactos sobre la salud de las personas, y también en el ámbito urbanístico y ambiental.


El fondo estará constituido con los recursos que para tales fines perciba la Subsecretaría de Telecomunicaciones producto de donaciones y aportes de personas naturales o jurídicas, públicas o privadas. Ello es sin perjuicio de los aportes de que dispone esta Subsecretaría, con cargo a los recursos que anualmente se le asignen en la Ley de Presupuestos del Sector Público.


El fondo será administrado por la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, para cuyos efectos la Subsecretaría de Telecomunicaciones le transferirá anualmente los aportes respectivos.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo 1°.- Toda solicitud de otorgamiento, renovación o modificación de una concesión o permiso de telecomunicaciones que se encuentre en trámite al momento de la publicación de esta ley en el Diario Oficial, se regirá desde ese momento por ella. Las solicitudes otorgadas, respecto de las que al entrar en vigencia esta ley, aún dependa su plazo de inicio de obras o éstas no se hayan de hecho iniciado, deberán en su caso, obtener respecto de la torre soporte respectiva, el permiso previo de la Dirección de Obras Municipales de conformidad con la presente ley.


Artículo 2°.- Para el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 7° de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, la Subsecretaría de Telecomunicaciones contará con un plazo de doce meses contado desde la publicación de esta ley.


Artículo 3°.- Mientras una municipalidad no ejerza la potestad conferida en el artículo segundo de esta ley, la instalación de torres soporte de antenas de servicios de telecomunicaciones se entenderá permitida en la totalidad de los bienes nacionales de uso público que administra.


Si transcurrido un año desde la entrada en vigencia de esta ley, no se dicta la ordenanza señalada en el aludido artículo segundo, se aplicará a la instalación de torres soporte de antenas de servicios de telecomunicaciones lo dispuesto en los incisos primero y segundo del artículo 18 de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, con la salvedad de que el titular del derecho allí establecido será cualquier persona jurídica.”.

- - - - - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 29 de junio; 6, 13 y 14 de julio de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señor Guido Girardi Lavín (Presidente), señora Ximena Rincón González (Jorge Pizarro Soto) y señores Carlos Cantero Ojeda, Francisco Chahuán Chahuán y Jovino Novoa Vásquez.


Sala de la Comisión, a 22 de julio de 2010.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida,

Abogado Secretario
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NUEVO PRIMER INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE REGULA LA INSTALACIÓN DE ANTENAS EMISORAS Y TRANSMISORAS DE SERVICIOS DE TELECOMUNICACIONES

(4991-15)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de emitir un nuevo primer informe complementario sobre el proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados, enunciado en el rubro, originado en un Mensaje de S.E. la ex Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria.
- - - - - - - -


En sesión de fecha 14 de julio de 2010, la Sala acordó, a solicitud de esta Comisión, que el primer informe de este proyecto de ley pasara a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para su análisis en general. 


Posteriormente, con fecha 21 de diciembre de 2010 la Sala de esta Corporación acordó que esta iniciativa legal volviera, sin ser conocido e informado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones para que emitiera un nuevo primer Informe complementario del primer Informe aprobado por esta Comisión y respecto del cual la Sala no se ha pronunciado relativo al proyecto de ley de la H. Cámara de Diputados, enunciado en el rubro, que damos por reproducido en todo lo que no ha sido objeto de modificaciones en éste. Hacemos presente que, en esa misma oportunidad, la Sala autorizó a esta Comisión para discutir este proyecto en general y en particular. 


 Luego, en sesión de fecha 18 de enero de 2011, la Sala acordó que una vez despachado por esta Comisión el proyecto pasara a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.


Finalmente, en sesión de fecha 19 de mayo de 2011, la Sala acordó que este proyecto de ley fuera conocido sólo por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

- - - - - - - -


A una de las sesiones en que vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones analizó esta iniciativa legal asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Bianchi, Kuschel y Letelier.


Durante la discusión de este proyecto de ley vuestra Comisión contó con la colaboración y participación del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz; del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton; de la Jefa de Gabinete del Ministro, señora María Teresa González; de la Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González; de la ex Asesora Legislativa del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Carolina Tagle; del actual Asesor Legislativo del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Andrés Rodríguez; del Asesor de Prensa de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señor Pablo Cereceda y del Asesor del Ministro de Vivienda y Urbanismo, señor Juan Pablo González. 


Además, fue invitada la Federación de Radioaficionados de Chile (FEDERACHI), concurriendo su Presidenta señora Adriana Contardo; el representante de la Comisión Coordinación Subtel, señor Italo Mazzei y el Representante de la Comisión de Asuntos Regulatorios, señor Oscar Cabello.


Se deja constancia de que la Asociación de Telefonía Móvil (ATELMO) entregó una minuta a la Comisión, con sus principales observaciones a esta iniciativa legal, la que fue analizada por sus integrantes y se encuentra en la Secretaría de la Comisión a disposición de los señores Senadores.

- - - - - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Hacemos presente que las disposiciones de  la letra f) y el inciso sexto del artículo 116 bis F, contenidas en el artículo 1º de este proyecto de ley deben ser aprobadas como normas de ley orgánicas constitucionales, por cuanto inciden en la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades. Lo anterior, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 118 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de la misma Carta Fundamental.

OBJETIVOS DEL PROYECTO APROBADO POR ESTA COMISIÓN EN SU NUEVO PRIMER INFORME COMPLEMENTARIO


1.- Establecer una normativa que se haga cargo, por un lado, de la problemática ciudadana que se genera por la instalación inconsulta de infraestructura de antenas en las comunas y, por otro, de la necesidad de cautelar el desarrollo del mercado de las telecomunicaciones en condiciones competitivas.


2.- Para lo anterior se plantea el establecimiento de incentivos para la instalación de antenas de menor tamaño que no implican un impacto urbanístico mayor y que no generan conflictos con las comunidades. Asimismo, se establece un marco normativo con mayor carga regulatoria respecto de las antenas de mayor tamaño, sin imposibilitar su instalación pues ellas son requeridas especialmente por nuevos entrantes. Para este último caso se incentiva  la compartición de infraestructura en nuevas instalaciones a través de la colocalización. Esta obligación será retroactiva en todas las zonas de exclusión de instalación de nuevas torres de infraestructura de más de doce metros, y para cuyo caso se prevé un período de adecuación a los nuevos estándares.


3.- Regular la instalación de torres soporte de antenas de transmisión de telecomunicaciones, en áreas urbanas o rurales  en la Ley General de Urbanismo y Construcción y la presentación de solicitudes y su tramitación ante la Dirección de Obras Municipales respectiva, cuyo Director autorizará su instalación, si cumplen con los requisitos estipulados.


4.- Establecer en la misma ley los requisitos exigibles para la instalación de las torres soporte de antenas de telecomunicaciones y las prohibiciones a que dicha instalación estará afecta. 


5.- Facultar a la Subsecretaría de Telecomunicaciones para declarar a una determinada zona geográfica como zona saturada de sistemas radiantes de telecomunicaciones, cuando la densidad de potencia exceda los límites que determine la normativa técnica dictada por ella misma. 


6.- Declarar, mediante una norma transitoria, que toda solicitud de otorgamiento, renovación o modificación de una concesión o permiso de telecomunicaciones que se encuentre en trámite al momento de la publicación de esta ley en el Diario Oficial, se regirá por la ley vigente al momento de su presentación.


7.- Incentivar la instalación de torres de baja altura.


8.- Activar la participación de las Municipalidades en la definición de las zonas preferenciales de instalación de torres soporte de antenas.


9.- Otorgar, para adecuarse a lo establecido en esta ley,  un plazo de 36 meses contado desde su publicación en el Diario Oficial, a las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de doce metros de altura ya autorizadas y emplazadas por concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones en territorios urbanos saturados de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, o en bienes nacionales de uso público, debiendo los propietarios de las mismas optar someterse al régimen establecido en el artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones a efectos de permitir la colocalización , para cuyos efectos se deberá acompañar a la correspondiente Dirección de Obras los documentos a que se refiere la letra d) del artículo 116 bis F, o la obligación de mitigar y minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la obra, en cuyo caso se deberá acompañar a la correspondiente Dirección de Obras los documentos a que se refieren las letras b), c), f) y g) del mismo artículo.

10.- Notificación por carta certificada, enviada con una antelación de al menos quince días de la presentación de la solicitud, a la Junta de Vecinos respectiva y a los propietarios de todos los inmuebles que se encuentren comprendidos en el área que se señala y que serán afectados con la instalación de una torre. Los propietarios podrán formular al Concejo Municipal, previo informe de la Junta de Vecinos, observaciones acerca del proyecto pudiendo la mayoría simple de ellos proponer obras de mejoramiento del espacio público alternativas a las propuestas por el solicitante hasta por un monto equivalente al 30% del costo total de la torre.

DISCUSIÓN EN GENERAL


Debemos recordar que durante la discusión en general del proyecto de ley en estudio, vuestra Comisión escuchó las exposiciones del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones de esa época señor Felipe Morandé, como asimismo de la asesora Legislativa de la Ministra de Vivienda y Urbanismo, señora Carolina Arrau, en presencia de la señora Ministra del Ramo, señora Magdalena Matte.


Además, escuchó la opinión de las siguientes personas:


- Del Presidente Ejecutivo de la Asociación de Telefonía Móvil (ATELMO), señor Guillermo Pickering.


- Del Vicepresidente de Asuntos Legales de Nextel Chile S.A., señor Miguel Oyonarte.


- Del Gerente General de ENTEL PCS., señor Hernán Marió. 


- Del señor Alejandro Ulloa, Gerente General de Stel Chile S.A.


La opinión de todas las personas señaladas anteriormente se encuentra recogida en el primer informe de esta Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.


Finalmente, debemos recordar, tal como se dejó constancia en nuestro primer informe, que vuestra Comisión teniendo principalmente en consideración los diversos antecedentes proporcionados a ésta, los que fueron debidamente ponderados por ella y sirvieron de base para formar su opinión,  procedió a votar en general la idea de legislar.


- Puesta en votación esta iniciativa legal, durante la discusión en general como quedo registrada en nuestro primer informe, fue aprobada en general, por la unanimidad de los miembros de la Comisión de esa época, Honorables Senadores señora Rincón y señores Cantero, Chahuán, Girardi y Novoa.

DISCUSIÓN EN PARTICULAR



El proyecto de ley aprobado por esta Comisión de Transportes y Telecomunicaciones en su primer informe, que corresponde al texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, que consta en el Oficio Nº 8.752, de 19 de mayo de 2010, se encuentra estructurado sobre la base de cinco artículos permanentes y tres artículos transitorios. 


La iniciativa legal aprobada actualmente por vuestra Comisión, luego de efectuada la discusión en particular quedó estructurada en dos artículos permanentes y cinco artículos transitorios. 


Hacemos presente que una vez analizadas, debatidas y votadas gran parte de las indicaciones, el Ejecutivo formuló una propuesta que recogió las ideas principales consensuadas por la Comisión que se desprendieron del debate recaído en el texto del proyecto de ley aprobado por la Honorable Cámara de Diputados y las indicaciones presentadas. Dicha propuesta le dio un nuevo orden y estructura al proyecto y fue debatida y aprobada por los miembros de la Comisión.


El proyecto de ley aprobado por vuestra Comisión, distingue las siguientes clases de antena y de autorización:


Las de 2 metros o menos, que están sujetas a aviso de instalación.


Las de más de dos y hasta 12 metros. Aquí se distinguen dos tipos: a) nueva estructura al suelo. Requiere permiso de instalación por parte de la Dirección de Obras respectiva; b) adosadas o adheridas a una edificación o infraestructura existente, requieren aviso de instalación.


Las de más de 12 metros que requieren permiso de instalación de infraestructura y obras de mitigación.


Finalmente, las antenas instaladas sobre edificios de más de 5 pisos que requieren aviso de instalación y se rigen por la normativa actual de la Ordenanza de Urbanismo y Construcción.


Respecto a las zonas donde se instalan las antenas, la propuesta distingue:


- Zonas con prohibición absoluta para la instalación de antenas de más de doce metros: aquellas declaradas saturadas de antenas y sistemas radiantes por parte de la SUBTEL (se atiende a la emisión).


- Zonas con régimen especial: áreas de protección, que se rige por la normativa ambiental.


-  Zonas con prohibición relativa: 



a) Dentro de establecimientos educacionales públicos o privados, salas cuna, jardines infantiles, hospitales, clínicas o consultorios, predios donde existan torres de alta tensión, hogares de ancianos u otras áreas sensibles de protección, ni en sitios ubicados a menos de 300 metros del deslinde de estos establecimientos. En estos casos se puede autorizar cuando el servicio respectivo sea requerido por tales establecimientos para sus fines propios. También podrán instalarse en estos sitios antenas de menos de 2 metros.


b) En territorios saturados de instalación de estructuras de soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones. Dichas áreas son aquellas donde ya existen más de dos   torres de más de doce metros, en un radio de 500 metros a la redonda. En estos casos se exige colocalización. 


En cuanto al régimen aplicable respecto de las nuevas torres, para las de infraestructuras de más de doce metros, se destacan entre los requisitos exigidos para obtener permiso de instalación aquellos destinados a cautelar el régimen de acceso abierto (obligación de compartir infraestructura) y evitar aberraciones urbanisticas (literales b) y d) del Artículo 116 bis F).


Proyecto firmado por un profesional competente en el que se incluyan los planos de la instalación de la torre,  que grafiquen el cumplimiento de los distanciamientos mínimos y las rasantes a que se refiere este artículo. Dicho plano deberá ser firmado por el propietario o copropietarios del inmueble donde se efectuará la instalación y por el operador responsable o su representante legal. Asimismo, el proyecto deberá acompañar una memoria explicativa que indique el diseño adoptado para minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la torre sobre el entorno en que se emplaza.


Proyecto de cálculo estructural de la torre, incluidas sus fundaciones, con su respectiva memoria de cálculo y planos de estructura, que señale la capacidad de soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, elaborado y suscrito por un profesional competente. El proyecto deberá acreditar que la capacidad de soporte  antes señalada permite la colocalización de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, de al menos tres concesionarios.


Además, se regula el régimen de compartición de infraestructura, el que será obligatorio para las zonas saturadas de instalación de antenas y áreas de protección de recursos de valor natural o de valor patrimonial cultural. Este régimen se incorpora a la Ley General de Telecomunicaciones en los siguientes términos: 


Todo concesionario de servicio público e intermedio de telecomunicaciones, antes de proceder a la instalación de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de 12 metros de altura, en zonas o territorios saturadas de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, deberá verificar si en el entorno correspondiente a 500 metros a la redonda existe infraestructura de soporte de otro concesionario o empresa autorizada en operación, en la que sea factible emplazar dichas antenas o sistemas radiantes y que haya sido autorizada conforme con el procedimiento que se incorpora por esta ley.


Si existe tal infraestructura, deberá solicitar al titular respectivo autorización para proceder a la colocalización. El concesionario requerido tiene 30 días para pronunciarse y podrá negar la autorización argumentando razones técnicas que demuestren que la instalación de otras antenas y sistemas radiantes afecta gravemente el normal funcionamiento de los servicios que utilizaban la respectiva infraestructura de soporte o aquellos que se encuentran pendientes de autorización y que se instalarían sobre la misma estructura, a la fecha del requerimiento. 


En caso que el concesionario requerido negare la solicitud de colocalización, el concesionario requirente podrá recurrir a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, para que resuelva la controversia. Resuelta a favor del requirente la controversia, el requerido deberá permitir de inmediato la colocalización. Cuando el titular de la torre sea una empresa no concesionaria de servicios de telecomunicaciones, no podrá negar la autorización, sino sólo por causa de ya haber cedido el uso de la torre, conforme con su capacidad estructural declarada, a operadores que hubieren instalado sus respectivos sistemas al momento de la solicitud denegada. 


El concesionario requirente deberá hacerse cargo de todos los costos y gastos de inversión que sean consecuencia de la colocalización a que se refiere este artículo, incluyendo las inversiones adicionales que puedan ser requeridas para soportar sus nuevos sistemas radiantes. En particular, si como consecuencia de dichas inversiones adicionales, se altera la altura o la envergadura de la infraestructura de soporte de antenas, las autorizaciones y requisitos que se establecen en la ley para el emplazamiento deberán ser asumidos plenamente por el requirente. Asimismo, serán de su cuenta, a prorrata de la proporción en que utilice la parte útil de la torre soporte de antenas respectiva, tanto los costos y gastos necesarios para su operación y mantenimiento, como también el costo equivalente al valor nuevo de reemplazo de dicha torre, entendido como el costo de renovar todas las obras, instalaciones y bienes físicos necesarios para su emplazamiento y, a su vez, otros tales como los intereses intercalarios, las rentas de arrendamiento y otras semejantes, las compensaciones o indemnizaciones, los derechos o los pagos asociados a eventuales servidumbres. Entre los derechos, no se podrán incluir los que haya concedido el Estado a título gratuito ni los pagos realizados en el caso de concesiones obtenidas mediante licitación. 


En caso de no existir acuerdo entre los operadores en el monto al que deben ascender los pagos aludidos dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que se materializó la respectiva colocalización, se deberá someter la controversia al conocimiento y fallo de un árbitro arbitrador, designado de la manera que establece el artículo 232 del Código Orgánico de Tribunales. El árbitro estará obligado a fallar en favor de una de las dos proposiciones de las partes, vigentes al momento de someterse el caso a arbitraje, debiendo aceptarla en su integridad. En consecuencia, no podrá fallar por una alternativa distinta ni contener en su fallo proposiciones de una y otra parte.


Por último, se impide que los operadores vía cláusulas contractuales con los titulares de los predios donde se instalan las torres prohíban acuerdos de colocalización.


En cuanto al régimen respecto de torres instaladas antes de esta ley, se aplica sólo a aquellas torres de más de 12 metros instaladas en territorios saturadas de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones. En este caso se otorga un plazo de 36 meses, contado desde la publicación de esta ley, para adecuarse a lo establecido en esta ley, en lo relativo a la obligación de compartir infraestructura y en lo relacionado con la minimización del impacto urbanístico y arquitectónico para cuyos efectos las concesionarias acompañarán a la correspondiente Dirección de Obras los documentos a que se refieren las letras b) y d) del artículo 116 bis F (Proyecto con memoria explicativa respecto de medidas de diseño y proyecto de cálculo estructural).  


Finalmente, respecto a la consideración de los intereses de los propietarios, la propuesta contempla varias normas tendientes a tener en cuenta en la toma de decisiones de los propietarios, específicamente en el artículo 116 bis F letras e) y f) válido para infraestructura de más de doce metros.


- Notificación por carta certificada enviada con una antelación de al menos quince días a la presentación de la solicitud, a la Junta de Vecinos y a los propietarios de todos los inmuebles que se encuentren total o parcialmente en el área ubicada al interior de la circunferencia que tiene por centro el eje vertical de la torre y un radio equivalente a dos veces la altura de la misma, incluidas sus antenas y sistemas radiantes. 


- Propuesta escrita de obra u obras de mejoramiento del espacio público ubicado al interior de la circunferencia que tiene por centro el eje vertical de la torre hasta un radio de doscientos cincuenta metros a la redonda del lugar donde se emplazará la misma. La propuesta deberá referirse a obras relativas a áreas verdes, pavimentos peatonales, luminarias, ornato u otras que apruebe el Concejo Municipal, por un monto equivalente al treinta por ciento del costo total de instalación de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, teniendo como referencia el presupuesto a que se refiere la letra c) del presente artículo. 

- - - - - - - 



Al analizar la discusión en particular de este proyecto de ley, se transcribirá o efectuará una breve descripción del contenido de cada uno de los artículos aprobados por la Honorable Cámara de Diputados, de las indicaciones presentadas recaídas en éstos, de las principales observaciones formuladas por los miembros de la Comisión sobre el particular y de los acuerdos adoptados al respecto.


Hacemos presente que dado que esta iniciativa legal se modificó con la propuesta del Ejecutivo, muchas de las indicaciones que aparecen aprobadas con modificaciones, están contenidas en distinto orden y con otra redacción en el texto del proyecto de ley aprobado por vuestra Comisión.


Cabe señalar que se presentaron 73 indicaciones a este proyecto de ley.

ARTÍCULO 1º


El artículo 1º aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, propone intercalar en la Ley General de Urbanismo y Construcciones, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue establecido por el decreto con fuerza de ley Nº 458, del año 1976, del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, el siguiente artículo 116 bis B:

Indicación Nº 1


1.- Del Honorable Senador señor Larraín, para sustituir en el encabezado, el término “intercálese” por ”intercálense” y la frase “el siguiente artículo 116 bis B” por “los siguientes artículos 116 bis B y 116 bis C”.


Puesta en votación esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa, Pizarro y Prokurica, por tratarse de referencias que una vez despachada esta iniciativa legal pueden cambiar.


Posteriormente, vuestra Comision acordó sustituir el encabezamiento de este artículo, por el siguiente:



“Artículo 1°.- Modifícase la Ley General de Urbanismo y Construcciones, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue establecido por el decreto con fuerza de ley N° 458, del año 1976, del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, de la siguiente forma:


Este acuerdo se adoptó, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa, Pizarro  y Prokurica. 

Artículo 116 bis B

Inciso primero


“Artículo 116 bis B.- La solicitud de instalación de torres soporte de antenas de transmisión de telecomunicaciones, en áreas urbanas o rurales, requerirá permiso de la Dirección de Obras Municipales respectiva. Para estos efectos se entenderá por torre soporte de antenas de transmisión de telecomunicaciones, al conjunto específico de elementos soportantes de una antena, de dos metros o más de altura. Los soportes de antenas de telecomunicaciones de menos de dos metros de altura, incluidas en ella sus respectivas antenas, no requerirán permiso de la Dirección de Obras Municipales.


A este inciso se presentaron las indicaciones Nos 2, 3, 4 y 4 bis.

Indicación Nº 2


2.- Del Honorable Senador señor Larraín, para intercalar, entre los términos “requerirá permiso” y “de la Dirección de Obras Municipalidades” la frase “de obra menor”.


En discusión esta indicación el Ejecutivo propuso eliminar este término porque las Direcciones de Obras funcionan sobre la base de permisos de edificación. El permiso para la instalación de antenas tiene que ser flexible de acuerdo a las normas urbanísticas de cada ciudad.


De esta forma se evita que las normas sobre permiso de obra menor que establece la Ordenanza pudieren resultar aplicables. Se trata de un permiso especial para la instalación de antenas.


Los permisos de edificación siempre se otorgan al propietario del inmueble y en estos casos se trata de un permiso transitorio de un arrendatario, comodatario, etc.


Puesta en votación esta indicación Nº 2, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa, Pizarro y Prokurica.

Indicación Nº 3

3.- Del Honorable Senador señor Larraín, para agregar, después de la frase “de dos metros o más de altura” y antes del punto seguido, la frase “contados desde el nivel del suelo sobre el cual se emplaza”.


En discusión esta indicación el Honorable Senador señor Novoa consultó a qué se refiere la exigencia relativa a la instalación de las antenas en el suelo natural haciendo presente que en el caso de los edificios no se podrían instalar sin permiso las antenas aún cuando fueran de 10 centímetros de altura.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que las indicaciones presentadas estipulan que la medición de la altura es desde el suelo natural basándose en la normativa de la Ordenanza General de la Ley de Urbanismo y Construcciones, artículo 2.6.3.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Novoa, señaló que debería establecerse con precisión que el artículo 116 bis E no se refiere a las antenas que se instalan en las azoteas de edificios que estarían regidas en la norma señalada.


El Honorable Senador señor Pizarro propuso eliminar el término “siempre” en consideración a que la regulación está contenida en una norma reglamentaria.


Como consecuencia de las precisiones anteriores, la Comisión acordó modificar este inciso agregando la siguiente oración: “sin perjuicio de las normas que se dicten de conformidad a la Ley General de Urbanismo y Construcción”.


La redacción anterior se acordó porque la Ley General de Urbanismo y Construcción tiene una Ordenanza que regula la situación de los edificios de más de 5 pisos de altura.


Asimismo, se acordó dejar constancia para la historia de la ley que actualmente existe una normativa que se refiere a edificios de más de cinco pisos y que se entiende que la instalación de esas antenas es distinta a las que se emplazan en el suelo o en el techo de una vivienda.


Al respecto se aclaró que se trata del suelo no intervenido.


Finalmente, vuestra Comisión acordó establecer la medición de la altura de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones,  en el inciso final del articulo 116 bis E., de esta iniciativa legal,  la que se medirá desde el suelo natural.


Puesta en votación esta indicación Nº 3 fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Novoa, Pizarro y Prokurica.

Indicación Nº 4

4.- Del Honorable Senador señor Girardi, para incorporar antes del punto aparte (.) del inciso primero, la siguiente frase: “, pero sí se deberá presentar aviso de instalación, sujetándose a las prohibiciones establecidas en el inciso final del presente artículo. En caso que incumplan con prohibiciones la Dirección de Obras podrá efectuar el retiro de dichos soportes.”


En discusión esta indicación el señor Subsecretario de Telecomunicaciones hizo presente que dentro de los tipos de antena y tipos de autorización requerida se encuentran las de 2 metros o menos, que están sujetas a aviso de instalación.


Esta norma se encuentra recogida en el artículo ll6 bis H., de la iniciativa legal en estudio.


Puesta en votación esta indicación Nº 4, fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa, Pizarro y Prokurica.
Indicación Nº 4 bis


4 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para reemplazar los artículos primero, segundo y tercero por el siguiente artículo primero:  


“Artículo 1º.- Agruéguense en la Ley General de Urbanismo y Construcciones, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue establecido por el decreto con fuerza de ley Nº 458, del año 1976, del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, los siguientes artículos 116 bis E, 116 bis F y 116 bis G:


“Artículo 116 bis E.- La solicitud de instalación de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, en áreas urbanas o rurales, requerirá, en lo que le sea aplicable, permiso de obra menor de la Dirección de Obras Municipales respectiva. Para estos efectos se entenderá por torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, al conjunto específico de elementos soportantes de una antena y sistema radiante, de nueve  metros o más de altura.


Las torres soportes de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de menos de nueve y más de dos metros de altura, incluidos en ello sus respectivas antenas y sistemas radiantes, se regirán de conformidad a lo dispuesto en el inciso final del artículo 116 bis C de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


Sin perjuicio de lo anterior, aquellos soportes de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de dos metros de altura o menos, incluidos en ello sus respectivas antenas y sistemas radiantes, no requerirán el permiso antes referido. En todo caso, el interesado deberá presentar un aviso de instalación en la forma dispuesta en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.


Para los efectos de esta ley y su ordenanza general se entenderá por antena y sistema radiante de transmisión de telecomunicaciones, todo dispositivo diseñado para emitir ondas radioeléctricas, que puede estar constituido por uno o varios elementos radiadores y elementos anexos, y que de acuerdo a su tecnología, naturaleza, uso y ámbito de aplicación  será definido por reglamento dictado a estos efectos por la Subsecretaría de Telecomunicaciones.


Para estos fines, la medición de altura de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, deberá siempre contarse desde el suelo natural sobre el cual se emplaza. 


En discusión esta indicación el Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que el Ejecutivo considera las distintas proposiciones formuladas durante la discusión de esta iniciativa legal  las que se pueden agrupar en los siguientes temas:

1.- Colocalización obligatoria. En esta materia explicó que con ocasión de la aprobación de la ley Nº 20.478, sobre recuperación y continuidad en condiciones críticas y de emergencia del sistema público de telecomunicaciones, se creó la figura del Operador de Infraestructura, cuyo objetivo es reducir el problema de la colocalización obligatoria y retroactiva.


El Operador de Infraestructura instala las torres de fierro y cemento y las arrienda a las empresas de telecomunicaciones.



Mediante estos Operadores se pretende, al mismo tiempo, modificar la legislación en materia de vivienda en el sentido de que todos los edificios y las urbanizaciones que se construyan deben tener ductos abiertos a terceros. De este modo, se pretende la aplicación de las economías de escalas para las grandes inversiones en fierro y cemento en que aparecen los monopolios. 


Las modificaciones propuestas apuntan a otorgar las facilidades necesarias a estos Operadores de Infraestructura, que tienen un régimen menos rígido que el que se aplica a los concesionarios de telecomunicaciones propiamente tales.


Se pretende otorgar todas las facilidades para maximizar el uso compartido de la infraestructura.


2.- Flexibilización y uso de la infraestructura existente. Para ello se contemplan normas destinadas a incentivar el uso de infraestructura de baja altura. Así, se otorgan facilidades para la instalación de antenas inferiores a dos metros de altura, incorporados los sistemas radiantes.


3.- Nuevo concepto de antenas. Se considera la instalación de antenas entre 2 y más de 9 metros de altura, incluidos los sistemas radiantes, lo que apunta al uso de postaciones eléctricas. Este sistema se usa en Japón y con ello se pueden usar los sistemas de luminarias públicas, que son radiantes.


Cuando se trata de infraestructura existente se requiere el cumplimiento de normas de urbanismo, diseño y seguridad, informándose mediante un aviso a la Dirección de Obras Municipales respectiva, para minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de las torres sobre el entorno en que se emplacen.


En caso de una nueva instalación se requiere un permiso provisorio de la Dirección de Obras Municipales que corresponda.


Mediante este nuevo concepto de antenas se pretende incentivar la instalación de sistemas radiantes, con lo cual se logrará tener antenas de baja altura y que tienen menor cobertura bajando además los efectos colaterales que podría tener el sistema de antenas.


Con el desarrollo tecnológico y el aumento de la banda ancha móvil cada vez se requieren antenas de menor tamaño. Las torres mayores son las que están instalando las empresas para cumplir los aspectos técnicos exigidos por la Subsecretaría de Telecomunicaciones.


El Honorable Senador señor Pizarro hizo presente que el proyecto de ley originalmente pretendía disminuir el número de antenas. Mediante las indicaciones presentadas por el Ejecutivo se establece la colocalización que facilita el tema de la competencia entre las empresas y existirán menos antenas, sin embargo, para la instalación de antenas de hasta dos metros de altura, se otorgan todas las facilidades con lo cual se establecerán muchas antenas de este tipo respecto de las cuales no existirán mayores controles.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que el nombre del proyecto de ley es equívoco, debiendo tenerse presente que se trata de un proyecto de infraestructura, por lo que tiene un rol muy importante el Ministerio de Vivienda y Urbanismo.


Respecto de la salud, informó que se abordarán los efectos de la radiación con diversos expertos y Organizaciones No Gubernamentales expertas en este tema.


En la actualidad, existe un vacío legal, no hay una entidad responsable, sin embargo, es necesario establecer una normativa porque el país requiere más antenas. Hay alrededor de 12.000 antenas y 6.000 torres, y las estimaciones indican que se requieren alrededor de 30.000 antenas, porque el radio es cada vez menor y las velocidades son mayores. 


El Honorable Senador señor Letelier recordó que en la fecha en que se presentó esta iniciativa legal existían la mitad de las antenas actuales y la industria ha ejercido un lobby intenso para que este proyecto de ley no tenga una rápida tramitación.


En esta materia se ha debatido la forma de evitar que se perjudique el patrimonio colectivo e individual con la instalación de los soportes y el impacto en la salud.


El Honorable Senador señor Chahuán manifestó su preocupación por las pequeñas antenas, que aun cuando producen menor impacto a la salud de la población, cumplen con el objetivo de asegurar las comunicaciones, pero es importante conocer el impacto en el valor del patrimonio individual y de las ciudades.


En relación al uso de infraestructura existente, señaló que el solo aviso a las Direcciones de Obras Municipales resulta complejo por cuanto el permiso de construcción de obra menor que permite generar el soporte para la antena resulta claro, sin embargo, este sistema puede generar una gran cantidad de instalación de antenas que aún cuando tengan menor impacto por las emisiones, pueden tener un efecto de impacto visual importante, por lo que solicitó información en relación al impacto que producen.


El Honorable Senador señor Girardi expresó que existe una necesidad de desarrollo de las telecomunicaciones lo cual requiere mayor infraestructura y es necesario desarrollarla en compatibilidad con los intereses urbanísticos generando el menor impacto, incorporar la visión arquitectónica, hay torres que son verdaderas esculturas que ayudan a una mayor aceptación por parte de la comunidad. 


Respecto de la gran infraestructura es importante la colocalización para ser eficiente y utilizar la existente.


En cuanto al tema de salud, señaló que es controvertido y si se pretenden establecer rangos de prioridad, la emisión que hace un teléfono celular sobre la bóveda craneana es superior a las antenas, sin embargo, como el tema es controvertido es necesario actuar con un criterio precautorio para lograr una aceptación por parte de la comunidad, para ello es necesario una compensación por un hipotético riesgo que no está definido.


La comunidad tiene derecho a opinar y a recibir una compensación en servicios de iluminación y de telecomunicaciones que le otorguen una mejor calidad de vida.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, informó que para las torres de más de 9 metros de altura se aplican las exigencias contenidas en el proyecto de ley aprobado por la Honorable Cámara de Diputados. Además, se contempla la posibilidad de que la Junta de Vecinos acuerde obras de mitigación, compensatorias para la comunidad pro la instalación de las torres.


Por otra parte, las indicaciones presentadas consideran un mayor grado de fiscalización, aumentan los lugares en que existe prohibición de instalación de estas torres. Se pretende fomentar el uso de infraestructura y antenas de baja altura y menor emisión.


El Honorable Senador señor Girardi informó que presentó una indicación que impide el pago por la instalación de antenas para evitar el lucro de algunos y propone el incentivo para la obtención de compensaciones para la comunidad.


El Honorable Senador señor Letelier consultó la razón por la cual se entregan facultades a los Directores de Obras para intervenir en la instalación de antenas en zonas rurales y porqué se cambia el permiso para instalación de una antena de 2 metros de altura por uno para obra menor, haciendo presente que igualmente existen temas de instalación, de seguridad, de salud, en los que los Directores de Obra deberían autorizarlas.


El Honorable Senador señor Pizarro expresó en relación a las antenas menores a 2 metros de altura que la tendencia indica que serán las que más se usarán y desaparecerán las grandes estructuras, multiplicándose las antenas pequeñas, en cuyo caso con mayor razón se requiere un ordenamiento urbanístico, para evitar que se instalen en cualquier lugar.


Por otro lado, señaló que existiría una contradicción en el sentido de que la tendencia indica que se instalarán principalmente antenas de menos de 2 metros de altura, con lo cual no entiende la importancia que reviste la existencia de los Operadores de Infraestructura que van a garantizar cierta neutralidad y promoverán que en una misma torre concurran todos los operadores para ofrecer sus servicios.


Finalmente, consultó cómo se abordarán las correcciones a verdaderas aberraciones que se han cometido en esta materia y que han motivado grandes reclamos de la comunidad.


El Honorable Senador señor Prokurica consultó el motivo por el cual será necesario contar con esta autorización para la instalación de una antena en una zona rural o para radioaficionados, lo que en su opinión es innecesario porque las radiaciones son prácticamente inexistentes. Deberían tener un tratamiento distinto, no es lo mismo una antena comercial instalada en el medio de una ciudad, que una antena en la ruralidad que no afecta en cuanto a emisiones y perjuicio patrimonial.


El Honorable Senador señor Girardi manifestó que deben existir exigencias para las antenas de menos de 2 metros de altura y control, aunque emitan pequeñas emisiones. 


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que la iniciativa legal establece lugares en que está prohibida, en forma genérica, la instalación de antenas, sin indicar la altura, las emisiones.


En relación a la instalación de antenas en zonas rurales explicó que el tema de las zonas rurales se podrá regular mediante reglamento.


Luego, en relación a los permisos de obra menor, reiteró lo señalado durante la discusión de la indicación Nº 2. Explicó que las Direcciones de Obras funcionan sobre la base de permisos de edificación. Se trata de un permiso especial para la instalación de antenas.


Los permisos de edificación siempre se otorgan al propietario del inmueble y en estos casos se trata de un permiso transitorio de un arrendatario, comodatario, etc.



En cuanto a la consulta formulada por el Honorable Senador señor Pizarro en el sentido de que existiría una contradicción entre la tendencia a instalar antenas de baja altura y la importancia de los Operadores de Infraestructura señaló que las microceldas, son para tecnología digital, para Internet. La masificación de las antenas son 12.000 y se requieren alrededor de 7.000 estableciendo la colocalización obligatoria, se calculan que son 2.500 antenas triplicadas.


El problema es que muchas de esas 2.500 antenas están construidas en las décadas de los años 80 y 90 y tienen una tecnología muy distinta y no son capaces de soportar otros sistemas radiantes.


La orientación de la iniciativa legal apunta a las nuevas instalaciones. Las antenas para Internet móvil son diferentes a las que se requieren para voz, que requieren de un menor ancho. 


Se pretende establecer mayor flexibilidad para la instalación de antenas de menos de 2 metros de altura. Respecto de las antenas de 2 a 12 metros de altura, se involucrará la Dirección de Obras y existiendo un rol importante de cada municipio para que la instalación de nuevas antenas sea en conjunto con las luminarias. 


En la actualidad, se produce una pérdida, porque se instalan 3 ó 4 antenas en un mismo punto y además son torres muy feas. Con municipios más activos en esta materia se podrían obtener mejoramientos para sus comunas, como sucede en Europa y en Japón.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz, recogiendo el debate anterior, propuso contemplar en esta iniciativa legal los siguientes tipos de antena y de autorización requerida:


Las de 2 metros o menos, que están sujetas a aviso de instalación.


Las de más de dos y hasta 12 metros. Aquí se distinguen dos tipos: a) nueva estructura al suelo. Requiere permiso de instalación por parte de la Dirección de Obras respectiva; b) adosadas o adheridas a una edificación o infraestructura existente, requieren aviso de instalación.


Las de más de 12 metros que requieren permiso de instalación de infraestructura y obras de mitigación.


Finalmente, las antenas instaladas sobre edificios de más de 5 pisos que requieren aviso de instalación y se rigen por la normativa actual de la Ordenanza de Urbanismo y Construcción.


Las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de dos o menos metros de altura, incluidos en ello sus antenas y sistemas radiantes, requerirán de aviso de instalación a la Dirección de Obras Municipales conforme a los requisitos establecidos en la Ordenanza General de esta ley.


Al mismo aviso estará sujeta la instalación de aquellas estructuras porta antenas que se levanten sobre edificios de más de cinco pisos y se rigen por la normativa actual de Ordenanza de Urbanismo y Construcción. 


Esta normativa quedó recogida en el artículo 116 bis H.


Por otra parte, el concepto de antena, quedó establecido en el inciso final del artículo 19 bis, de la Ley 18.168, General de Telecomunicaciones, en los siguientes términos: “Para efectos de este artículo se entenderá por antena y sistema radiante de transmisión de telecomunicaciones a todo dispositivo diseñado para emitir ondas radioeléctricas que puede estar constituido por uno o varios elementos radiadores y elementos anexos, y cuyo ámbito de aplicación será definido en el reglamento, de acuerdo a su tecnología, naturaleza y uso.”.


La torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de dos y hasta doce metros de altura, incluidos en ello sus antenas y sistemas radiantes, requerirán permiso de instalación del Director de Obras Municipales, conforme a lo dispuesto en el artículo 116 bis G.


La torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de doce metros de altura, incluidos en ello sus antenas y sistemas radiantes, requerirá permiso de instalación de la Dirección de Obras Municipales respectiva. Esta materia está regulada en el artículo 116 bis F y 116 bis E, de la iniciativa legal en estudio.


Finalmente, la medición de altura de la torre soporte de antenas, quedó señalada en el inciso final del artículo 116 bis E, de este proyecto de ley.


La altura de la torre de “más de 9 metros” se modificó por “más de 12 metros”, con posterioridad al debate habido sobre esta materia, luego de una propuesta presentada por el Ejecutivo y aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa y Prokurica.


- Puesta en votación la indicación Nº 4 bis de S.E. el Presidente de la República, quedó aprobada con las modificaciones señaladas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa, Pizarro y Prokurica.

Inciso segundo


Señala que para los efectos de otorgar el permiso correspondiente, el Director de Obras Municipales deberá verificar el cumplimiento de los requisitos que se señalan a continuación:


A este inciso se formularon las indicaciones Nos 5 y 5 bis.

Indicación Nº 5

5.- Del Honorable Senador señor Larraín, para agregar, después de la palabra “continuación”, la frase “sin perjuicio de los demás exigidos en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones”.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que esta indicación crea una falta de certeza jurídica, en el sentido de que la Ordenanza General de Urbanismo y Construcción podría modificarse e incorporar nuevos requisitos, por lo que sería preferible mantener el texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados.


- En votación esta indicación Nº 5, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Novoa, Pizarro y Prokurica.

Indicación Nº 5 bis


5 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para sustituirlo por el siguiente:

“Para los efectos de otorgar dicho permiso, el Director de Obras Municipales deberá verificar el cumplimiento de los requisitos que se señalan a continuación:”.


Esta indicación Nº 5 bis fue retirada.

Número 1)


Este numeral establece que las torres soporte de antenas de telecomunicaciones, incluidas para ello sus respectivas antenas, deberán cumplir con el ángulo máximo de rasantes conforme a lo establecido en la Ordenanza General, debiendo cumplir, además, con un distanciamiento mínimo de un tercio de su altura total, salvo cuando estas estructuras se instalen sobre edificios de más de 5 pisos. Con todo, en las zonas industriales exclusivas se entenderán siempre admitidas.


Su párrafo segundo indica que las torres soporte de antenas instaladas en la parte superior de las edificaciones de más de 5 pisos, podrán sobrepasar las rasantes, siempre que su altura no sobrepase el 30% de la altura de la edificación.


A este numeral se formularon las indicaciones Nos 6 y 6 bis.

Indicación Nº 6

6.- Del Honorable Senador señor Larraín, para sustituir el número 1), por el siguiente: 


“1) Las torres soporte de antenas de telecomunicaciones, incluidas para ello sus respectivas antenas, deberán cumplir con el ángulo máximo de rasantes y los distanciamientos  mínimos conforme a lo establecido en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones o el instrumento de planificación territorial correspondiente. Para tales efectos, la Ordenanza deberá considerar si el área donde se emplacen las torres de soporte es rural o urbana, y, en este último caso, el uso de suelo asignado por el respectivo plan regulador, si lo hubiere. Con todo, en las zonas industriales se entenderán siempre admitidas.


Las torres de soporte de antenas instaladas en la parte superior de las edificaciones de más de 5 pisos, podrán sobrepasar las rasantes, siempre que la altura de dicha torre no sobrepase el 30% de la altura total de la edificación.”.

Indicación Nº 6 bis


6 bis.- De S. E. el Presidente de la República, para sustituir el numeral 1), por el siguiente:


1) Las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, incluidas para ello sus respectivas antenas y sistemas radiantes, deberán cumplir con los distanciamientos mínimos conforme a lo establecido en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, salvo cuando aquellas estructuras deban modificar su altura total con el objeto de colocalizar una nueva antena o sistema radiante. Con todo, en las zonas industriales exclusivas se entenderán siempre admitidas.


En discusión estas indicaciones se explicó que el texto aprobado en general por la Honorable Cámara de Diputados se refiere al cumplimiento de ángulos máximos de rasantes, sin embargo, la indicación del Ejecutivo elimina la referencia a las rasantes porque el artículo 2.6.3 de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcción señala que a las antenas con sus soportes y elementos rígidos no les serán aplicables las rasantes, no obstante, están sometidas a normas de distanciamiento.


El Honorable Senador señor Chahuán señaló que la idea es incorporar la obligación del cumplimiento de las rasantes, cuando se alude al soporte de la antena éste debería cumplir con las rasantes. La obra civil sobre la cual se instala la antena debe cumplir con la rasante.


El objetivo del proyecto es instalar pequeñas antenas de bajo alcance, por lo tanto, al eliminar las rasantes y el cumplimiento de la obligación de las rasantes el sentido se desviará a otro, porque si las empresas no tienen obligación de cumplir con las rasantes instalarán sólo antenas bases y no las pequeñas microceldas.


En su opinión, se deben establecer obstáculos para la construcción de antenas de altura, con soporte de altura y facilitar la instalación de microceldas, con lo cual el cumplimiento de la rasante es adecuado.


El Honorable Senador señor Prokurica manifestó que esta iniciativa legal pretende reducir los efectos que los soportes de antenas producen en los lugares en que se emplazan. Introducir el tema de las rasantes genera una limitante que imposibilita la construcción de cualquiera torre, puesto que siempre serán más altas que los edificios que están construidos. Las antenas normalmente, se ubican sobre los edificios, para transmitir o generar una emisión radioeléctrica para que exista cobertura.


Las antenas de menor altura se regularán por normas de emisión y no por los efectos que puedan producir por la altura.  


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que la indicación en análisis se refiere a las rasantes y los distanciamientos mínimos conforme lo señala la Ordenanza General de Urbanismo y Construcción, sin embargo, esta normativa no contempla el término “rasante”. En caso de aprobarse esta indicación se debería incorporar el concepto de rasantes en la Ley General de Urbanismo y Construcción.


La instalación de antenas se debe regular, de acuerdo a la Ley General de Urbanismo y Construcción con sus distanciamientos mínimos que están claramente definidos con los cuales se establece la altura máxima.


La inclusión del término “rasantes” en el texto aprobado en general por la Honorable Cámara de Diputados obedece a un error porque las rasantes se justifican por la entrada de la luz, visibilidad y mantención de la privacidad. Los soportes de las antenas no afectan esos elementos como sucede con la construcción de los edificios.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que sin perjuicio de la forma en que se use el concepto de la rasante, que tiene un sentido de diseño arquitectónico, de acceso a la luz, la instalación de antenas dice relación con el impacto que tiene un objeto sobre la calidad de vida de las personas.


La razón por la cual en la Honorable Cámara de Diputados se incorporó el concepto de “rasantes” emana del establecimiento de parámetros más amplios o más restringidos para la instalación de antenas. Esta iniciativa legal pretende que se instalen con otras distancias porque la forma en que actualmente se instalan resulta muy inadecuada.


El concepto de “rasante” dice relación con los ángulos y es de carácter matemático.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Novoa, manifestó que el Ejecutivo considera que la rasante es un concepto equivocado, no obstante, se puede aumentar el distanciamiento. 


El Honorable Senador señor Chahuán señaló que la Ordenanza General de Urbanismo y Construcción establece una rasante distinta y un ángulo diferente para las regiones del país y es importante establecer el cumplimiento de las rasantes porque dice relación con los distanciamientos. La rasante va a generar un mayor distanciamiento adicional a la Ordenanza General para la instalación de obras civiles, lo que permitirá tener las antenas cada vez más lejos de los impactos que producen su instalación.


El Honorable Senador señor Pizarro expresó que el tema aprobado por la Honorable Cámara de Diputados hace hincapié en la distancia y establece un distanciamiento mínimo dependiendo de la altura de la antena, por lo que interesa saber si la rasante aleja la antena.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Novoa, expresó que el concepto de la rasante no debe establecerse en esta ley porque si se trata de regular que las antenas no están encima de las viviendas, bastará con establecer un distanciamiento puesto que la rasante es diferente en las regiones del país por razones del sol. Se debe usar sólo un concepto.


El Asesor del Ministerio de Vivienda, señor Juan Pablo González, recordó que el proyecto de ley aprobado por la Honorable Cámara de Diputados consideraba la aplicación de rasantes y distanciamiento. Las disposiciones de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcción contemplan sólo distanciamientos y no rasantes.


Frente a la necesidad de establecer cuál de los dos conceptos es más restrictivo, se debe considerar que de aplicarse normas sobre rasantes, además de distanciamiento sería más rigurosa, en teoría la instalación de antenas. En la práctica, en caso de aplicar rasantes a todas las estructuras, incluidas aquellas que están instaladas sobre edificios, se podría producir el efecto de favorecer la instalación de antenas a nivel del suelo natural, que desde el punto de vista urbano no es lo más deseable.


El resultado sería más pernicioso en caso de aumentarse las exigencias de distanciamiento actuales, que es un 1/3 de la antena total con un mínimo de 4 metros.


Al aplicarse la rasante de 70 grados al distanciamiento mínimo que existe en la actualidad de 4 metros, la antena total tendrá una altura de 10,99 metros. Si el distanciamiento se aumenta a 12 metros, la altura será de 16,48 metros.


En consecuencia, la conjugación de ambos factores, rasantes y distanciamiento, no siempre será beneficioso para la altura de la antena, por lo que el Ejecutivo estima que lo más razonable es no hacer aplicable la rasante a las estructuras de antenas que se instalan sobre edificios en altura, pues si se complicase más la instalación en ese tipo de estructuras se favorecerían la instalación de antenas en el suelo natural.


En el diseño arquitectónico de los edificios se considera la instalación de antenas, en ese sentido, informó que el Edificio proyectado de Costanera Norte se contemplan 39 metros de antenas, lo cual desde el punto de vista urbano es menos impactante que una antena que se instale a nivel de suelo.


Reiteró que en el evento que se aprobare la aplicación de ambos factores, rasantes y distanciamiento, sería preferible desde el punto de vista urbano que se aplicaran a las antenas que se instalarán sobre el suelo natural y no aquellas que se instalen sobre edificios.


Tratándose de antenas y soportes de antenas instaladas a nivel de suelo, el distanciamiento mínimo es de 1/3 de la altura total de la torre y nunca menos de 4 metros. El efecto de aplicar rasantes de 70 grados, que es la norma en la mayor parte del territorio nacional, además del distanciamiento que es la regla que se aplica en la actualidad, consiste en que dependiendo de la altura de la torre con dicha medida se alcanza o suma mayor distanciamiento aún respecto de la sola aplicación de estos últimos.


Si se aumenta la exigencia de distanciamiento, es de 4 metros como mínimo, a 6 metros, no necesariamente la antena será de menor altura, por el contrario, será una antena de mayor altura, es por ello que el Ejecutivo sugiere para las estructuras instaladas a nivel de suelo establecer la aplicación de rasantes y distanciamientos a diferencia, de las antenas que se instalen sobre edificios superiores a 5 pisos.


El Honorable Senador señor Pizarro consultó si se producirá un desincentivo para la instalación de antenas intermedias, de entre 2 y 9 metros de altura, con lo cual se instalarán sólo antenas de mayor altura, a pesar de que la tendencia debe ser de antenas de menor altura.


La respuesta fue afirmativa.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Novoa, consultó si la alusión a las antenas que se instalan sobre las edificaciones se debe entender que se refiere a 5 o más pisos.


La respuesta también fue afirmativa.

En seguida, el Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que para las antenas de 2 a 9 metros de altura sólo se exige el distanciamiento y sobre 9 metros se aplicarían ambos factores, distanciamiento y rasante.


Reiteró que el concepto de rasante nunca se ha incluido en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcción, la norma 2.6.3. establece claramente que a las antenas con sus soportes y elementos rígidos no les serán aplicables las rasantes.


La norma actual 2.6.3., establece el distanciamiento y para edificios de 5 pisos de altura se señala 1/3 de la altura total y en edificios de más de 5 pisos, es 1/ 4 de su altura total. A continuación, señaló que estos distanciamientos no serán exigidos para las antenas que se instalen adosadas a las fachadas de los edificios existentes.


Es distinto el distanciamiento de la rasante, el problema es dónde se va a ubicar la antena, se trata de distanciamiento y no de rasante, además, se producirá un problema técnico en cuanto a la fiscalización de la rasante porque las antenas son fierros, no son construcciones permanentes.


Finalmente, informó que existe un mínimo de distanciamiento de 4 metros, no importando la altura del edificio en que se ubique el soporte de antena.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Novoa, manifestó sus dudas en el sentido de que con la norma señalada, cada vez que se instale una antena en el techo de una casa, que mide más de dos metros, aunque sea de baja altura no estaría comprendida en las excepciones de esta norma.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, precisó que a las antenas instaladas sobre el techo de una casa se les aplica la Ordenanza General de Urbanismo y Construcción. 


El Honorable Senador señor Pizarro señaló que si la lógica es que se instalen antenas de baja altura se debe entender que el proyecto de ley pretende incentivar la existencia de Operadores de Infraestructura que puedan instalar antenas con el mayor número de concesionarios, por lo que se debe hacer un esfuerzo por establecer claramente el distanciamiento de cualquier otra edificación para construcciones de menos de 5 pisos.


El Honorable Senador señor Chahuán recordó que en la Honorable Cámara de Diputados se discutió la posibilidad de fijar un distanciamiento de 10 metros de los deslindes, suponiendo que las antenas de menor altura alcanzaban alrededor de 12 metros, después quedó en 1/3.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Novoa, consultó si se aplicara el concepto de rasante cuánto más exigente sería la norma para la instalación de antenas.


El Asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, señor Juan Pablo González, explicó que la rasante como concepto está definido en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcción, como la recta imaginaria que mediante un determinado ángulo de inclinación define la envolvente teórica dentro de la cual puede desarrollarse un proyecto de edificación. 


En el caso de las antenas se trata de una edificación transitoria por el período de la concesión. 


La norma de las rasantes, según la disposición 2.6.3, distingue entre 80 y 60 grados. En edificios aislados de 5 o más pisos, ubicados en zonas sin límite de altura no se puede ocupar un volumen edificado superior al 90% del volumen teórico. 


Si fuere necesario aplicar las normas de distanciamiento y rasante se podría señalar que es más exigente utilizar los dos conceptos.


El Honorable Senador señor Chahuán acotó que el distanciamiento se mide desde el punto de altura máxima y la rasante se mide del área que cubre la estructura, es más riguroso establecer ambos conceptos para asegurar el distanciamiento mínimo necesario.



El Honorable Senador señor Prokurica reiteró la necesidad de establecer normas diferentes para la instalación de antenas en zonas rurales y urbanas.


Finalmente, se acordó que el Ejecutivo presentara una redacción considerando ambas indicaciones, la que quedó recogida en los incisos primero, segundo y tercero del artículo 116 bis F, en los siguientes términos:


“Artículo 116 bis F.- Toda torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de doce metros de altura, incluidos en ello sus antenas y sistemas radiantes,  requerirá permiso de instalación de la Dirección de Obras Municipales respectiva. 


Las instalaciones a que se refiere el inciso anterior deberán cumplir con lo dispuesto en el artículo 116 bis E, con los distanciamientos establecidos en la Ordenanza General de la presente ley y, en caso de emplazarse en áreas urbanas, les será aplicable, adicionalmente, el régimen de rasantes que establezca el plan regulador respectivo, o en su defecto la Ordenanza General de esta ley.


Quedarán exentas del cumplimiento de las normas sobre distanciamientos a que se refiere el inciso anterior aquellas instalaciones de estructuras que, con el solo objetivo de colocalizar una nueva antena o sistema radiante, deban modificar su altura. Para tales efectos, dichas instalaciones podrán sobrepasar las rasantes, siempre que dicha modificación no supere el treinta por ciento de la altura total de la torre soporte original.”.


- En votación estas indicaciones Nºs 6 y 6 bis, fueron aprobadas, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Novoa, Pizarro y Prokurica.

Número 2)


Señala que las instalaciones en zonas residenciales exclusivas no podrán estar iluminadas, salvo para cumplir requisitos de seguridad de aviación o para la iluminación del sector.


A este numeral se formuló la indicación Nº 6 ter.


6 ter.- De S. E. el Presidente de la República, para sustituir el numeral 2), por el siguiente:


“2) Las instalaciones en zonas residenciales no podrán estar iluminadas, salvo para cumplir requisitos de seguridad de aviación o para la iluminación del sector.”.


Se hizo presente que la letra g) del artículo 116 bis F, exige un certificado de la Dirección General de Aeronáutica Civil que acredite que la torre no constituya peligro para la navegación aérea.


- En votación esta indicación Nº 6 ter, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Novoa, Pizarro y Prokurica.

Numero 3)


Señala que la solicitud de autorización de instalación de torres soporte de antenas de telecomunicaciones, comprenderá los siguientes antecedentes:


A este numeral se formularon dos indicaciones signadas con los Nos 7 y 7 bis.

Indicación Nº 7


7.- Del Honorable Senador señor Larraín, para reemplazar el encabezado del número 3), por el siguiente:


“3) La solicitud de permiso de obra menor para torres de soporte de antenas de telecomunicaciones, comprenderá, además de los requisitos establecidos en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, los  siguientes antecedentes:”.

Indicación Nº 7 bis


7 bis.- De S. E. el Presidente de la República, para sustituir el numeral 3), por el siguiente:


“3) La solicitud de permiso de obra menor para instalación de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, comprenderá, además de los requisitos específicos sobre seguridad y diseño establecidos en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, los siguientes antecedentes:”.


En discusión estas indicaciones el  Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, señaló que la indicación del Ejecutivo es más precisa.


Por su parte, el Asesor del Ministerio de Vivienda, señor Juan Pablo González, acotó que en la actualidad sólo se aplican normas de distanciamiento y mediante la indicación Nº 7 se está otorgando un mandato a la Ordenanza General de Urbanismo y Construcción para la creación de dichas normas, por lo que debería dejarse establecido en la ley cuáles son los requisitos para que se entregue al reglamento la creación de nuevos requisitos.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Novoa, señaló que el permiso de obra menor tiene muchas regulaciones en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcción.


El Asesor del Ministerio de Vivienda, señor Juan Pablo González, explicó que siempre se ha considerado que se trata de un permiso de obra menor especial de antenas, diferenciado del permiso de obra menor de la Ley General de Urbanismo y Construcción, por lo tanto, en el uso de las palabras debería haber una mayor discusión en relación a la mantención del permiso de obra menor o simplemente se denominará “permiso” o “permiso para la instalación de antenas”, lo claro es que debe cumplir esas normas y no aquellas que son propias de permisos de obra menor que son propias de los permisos de edificación y que reúnen otras características.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Novoa, señaló que el permiso de obra menor, que está definido en la Ordenanza para las construcciones tiene requisitos que no son aplicables para la instalación de antenas, por lo que propuso modificar el artículo 116 bis E para que se establezca un permiso especial de obra menor para la instalación de torres de soporte de antenas. Este permiso debe cumplir con las normas de seguridad contenidas en la Ordenanza y las especiales para estas instalaciones.


Hacemos presente que esta materia quedó resuelta en el inciso primero del  artículo 116 bis F, que señala que toda torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de doce metros de altura, incluidos en ello sus antenas y sistemas radiantes,  requerirá permiso de instalación de la Dirección de Obras Municipales respectiva. 


- En votación estas indicaciones Nos 7 y 7 bis, fueron aprobadas con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Novoa, Pizarro y Prokurica.

Letra a)


Señala entre los antecedentes que debe cumplir la solicitud de instalación el que esté suscrita por el propietario o propietarios del predio donde se efectuará la instalación y por el operador responsable de la torre soporte de antenas. 


A esta letra se presentaron dos indicaciones signadas con los Nos 8 y 8 bis.

Indicación Nº 8


8.- Del Honorable Senador señor Larraín, para sustituir en la letra a) del numeral 3), el término “propietarios” por “copropietarios” y el término “predio” por “inmueble”.

Indicación Nº 8 bis


8 bis.- De S. E. el Presidente de la República, para sustituir la letra a), por la siguiente:


“a) Solicitud de instalación, suscrita por el administrador en el caso de bienes nacionales de uso público o por el propietario o copropietarios del inmueble  donde se efectuará la instalación y por el operador responsable de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes.”.


Esta norma quedó recogida en la letra a) del artículo 116 bis F, en los siguientes términos:


“a) Solicitud de instalación, suscrita por el propietario o copropietarios del inmueble donde se efectuará la instalación y por el operador responsable de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones. En caso de que el permiso se solicite para la instalación de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones en bienes nacionales de uso público, bastará que se presente la solicitud del operador, previa autorización de la Municipalidad respectiva.  Sin perjuicio de lo anterior, la persona que solicite el derecho de uso de los bienes nacionales de uso publico para estos fines, deberá efectuar una compensación a favor de la municipalidad correspondiente.”.


- En votación estas indicaciones Nos 8 y 8 bis, fueron aprobadas con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Novoa, Pizarro y Prokurica.

Letra b)


Establece entre los antecedentes que debe cumplir la solicitud  el proyecto firmado por un arquitecto en el que se incluyan los planos de la instalación de la torre soporte de antenas que grafique el cumplimiento de las rasantes a que se refiere este artículo y que detalle las medidas de diseño adoptadas para minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la torre sobre su entorno urbano.


A  esta letra se presentaron las indicaciones Nos 9 y 9 bis.

Indicación Nº 9


9.- Del Honorable Senador señor Larraín, para suprimirla.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Novoa, explicó que esta indicación se basaba en el hecho de que se aplicaba el permiso de obra menor de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcción por lo que suprimían los otros requisitos, por lo que propuso su rechazo.


- En votación esta indicación Nº 9, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Novoa, Pizarro y Prokurica.

Indicación Nº 9 bis


9 bis.- De S. E. el Presidente de la República, para sustituir la letra b), por la siguiente:


“b) Proyecto firmado por un arquitecto en el que se incluyan los planos de la instalación de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes, que detalle las medidas de diseño adoptadas para minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la torre sobre su entorno urbano. Asimismo dicho profesional deberá verificar que el proyecto dé cumplimiento a las normas urbanísticas, de seguridad y diseño que sobre el permiso de instalación de torres soporte de antenas y sistemas radiantes establezca la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.”.



El Honorable Senador señor Prokurica señaló que mediante la aprobación de esta norma será necesario contar con un proyecto firmado por un arquitecto para cada una de las torres que se pretendan instalar, a diferencia de lo que ocurre en la actualidad, en que se obtiene un permiso para todo el país y se instalan en cualquier lugar.


Esta materia quedó recogida en la letra b) del artículo 116 bis F, en los siguientes términos:


“b) Proyecto firmado por un profesional competente en el que se incluyan los planos de la instalación de la torre,  los cuales deberán graficar el cumplimiento de los distanciamientos mínimos y las rasantes a que se refiere este artículo. Dicho plano deberá ser firmado por el propietario o copropietarios del inmueble donde se efectuará la instalación y por el operador responsable de la misma o su representante legal. Asimismo, el proyecto deberá acompañar una memoria explicativa que indique las medidas de diseño adoptadas para minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la torre sobre el entorno en que se emplaza.”.



- En votación esta indicación Nº 9 bis, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Novoa, Pizarro y Prokurica.

Letra c)


Establece entre los antecedentes que debe cumplir la solicitud el proyecto de cálculo estructural de la torre soporte de antenas, incluidas sus fundaciones, con su respectiva memoria de cálculo y planos de estructura, que señale la capacidad de soporte de antenas de la torre, elaborado y suscrito por un ingeniero calculista, e informado por un revisor de proyecto de cálculo estructural. El proyecto deberá acreditar que la señalada capacidad de soporte puede permitir la colocalización de equipos o sistemas de otros concesionarios.


A esta letra se presentaron tres indicaciones signadas con los números 10, 11 y 11 bis.

Indicación Nº 10


10.- Del Honorable Senador señor Larraín, para suprimirla.


- En votación esta indicación Nº 10, fue rechazada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Novoa, Pizarro y Prokurica.

Indicación Nº 11


11.- Del Honorable Senador señor Girardi, para sustituir la frase “sistemas de otros concesionarios” por “sistemas de, al menos, tres concesionarios”.


Esta indicación exige un mínimo de tres concesionarios para la colocalización.


El Honorable Senador señor Chahuán expresó que establecer un número mínimo a los concesionarios que colocalicen es una imposición y una exigencia adicional que no va a contribuir a la colocalización permanente. Todas las antenas deben contar con disposición para que puedan ocuparse por otros concesionarios.


El Honorable Senador señor Pizarro señaló que la proposición dice relación con la existencia de la colocalización y en caso de no establecerse algunos requisitos mínimos no se producirá. 


La indicación en análisis obliga a que al menos pueda permitirse que tres concesionarios participen de la misma instalación. 


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, recordó que el Ejecutivo pretende incentivar las instalaciones de micro antenas, por cuanto la tecnología avanza hacia la masificación de teléfonos celulares que requieren Internet y la tendencia es que sea inalámbrica.


El establecimiento de restricciones para la colocalización no es conveniente, porque la tecnología tiende a una colocalización electrónica, con la existencia de un solo panel, sin mayor emisión porque se trata de microceldas y se deben buscar las políticas que lo incentiven. 


Para explicar este tema exhibió unas láminas que dan cuenta de las nuevas antenas que no tienen impacto urbanístico ni tampoco visual.


Se debe buscar el equilibrio entre los incentivos para nuevos servicios y que los Operadores de Infraestructura puedan realizar sus instalaciones, principalmente en antenas de baja y mediana altura, que sean armónicas con el medio ambiente.


El Honorable Senador señor Pizarro señaló que la colocalización es beneficiosa para las empresas que pueden garantizar densidad, pero en primer lugar deben tener cobertura que la otorgan las grandes antenas y ello dificulta la entrada de nuevas empresas concesionarias que no podrán desarrollar su propia red de antena a diferencia de lo que sucede con las empresas más antiguas, que lo han podido hacer con menores costos y con diversas facilidades.


En consecuencia, la única posibilidad de estas nuevas empresas sería que se les permita adosarse a las antenas existentes, por lo que la indicación presentada es oportuna.


El Honorable Senador señor Chahuán expresó que existe un intento de bloqueo a la entrada de nuevos actores en el mercado por lo que resulta muy importante la colocalización, que provoca menores impactos visuales y a la salud de la comunidad, por lo que sería importante saber si es posible establecer una norma respecto de las anteriores antenas bases que están instaladas promoviendo para que en el futuro las nuevas antenas cuenten con esta tecnología.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Novoa, señaló que al establecer la colocalización para las nuevas antenas se aumentarán las barreras de entrada, por lo que será necesario resolver esta materia.


En seguida consultó en relación a la modificación de la indicación Nº 9 bis propuesta por el Ejecutivo, que si se acepta la colocalización dará lo mismo si se trata de un Operador de Infraestructura o una empresa concesionaria y desde el punto de vista urbanístico qué sucede si una empresa instala todas las torres de 9 metros y después decide colocalizar.


Asimismo, preguntó si esta normativa está considerada para las antenas existentes puesto que para la instalación de nuevas antenas se debe presentar un plan y señalar su capacidad para colocalizar.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que esa excepción está considerada para las antenas superiores a 9 metros, con lo cual no se permite modificar las menores a 9 metros de altura.


El Honorable Senador señor Prokurica señaló que el Ejecutivo pretende establecer un incentivo para la colocalización, porque de lo contrario no existirá colocalización dado que las exigencias serán las mismas y además deberá considerarse el tema de la radiación, porque habiendo colocalización si se suma el número de antenas, aumentará la radiación.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que los dos grandes objetivos son aumentar las antenas de baja altura y en su defecto, colocalizar. Para que la colocalización sea compatible con el medio ambiente y amigable tiene que hacerse sobre estructuras de más de 9 metros.


La incorporación del Operador de Infraestructura es para que opere el mercado, como ha sucedido en casi todos los países, la lógica apunta a que las torres no son variables competitivas, por lo tanto, son para venderlas. Telefónica ya inició la venta de algunas torres, otras empresas no han considerado la venta, con lo cual existirán sectores en que se instalarán antenas de American Tower, colocalizadas y otras antenas ya existentes, para lo cual el Ejecutivo intenta facilitar la colocalización y la existencia del Operador de Infraestructura, para que opere el mercado como sucede en los demás países.


Por otra parte, el Ejecutivo pretende incentivar la instalación de torres de mínima altura.


En cuanto a la radiación señaló que está normada en el proyecto de ley, no puede exceder de 100.000 microwatts en el lugar. 


El Honorable Senador señor Prokurica propuso limitar la altura de las torres.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Novoa, consultó en relación a las torres de 9 metros de altura en cuánto más se pueden aumentar y qué mayor altura requerirían para colocalizar.


Agregó el señor Senador que está de acuerdo con otorgar facilidades para la colocalizacion, sin embargo, se debe estudiar esta materia en relación a las exigencias para ello. Además, debe considerarse que en el evento de establecer mayores exigencias para las nuevas concesionarias se aumentarán las barreras de entrada a esta industria.


El Honorable Senador señor Chahuán señaló que se pretende evitar que una zona esté impactada por antenas base, como es el caso de Nueva Aurora en Viña del Mar, que es el sector con más antenas de celulares por metro cuadrado en el mundo.


Si colocalizar implica aumentar la altura de alguna de las existentes puede significar para la ciudadanía una mejor condición.


Luego, consultó qué sucederá con lugares que ya tienen antenas y la competencia va a requerir más antenas, si no hay posibilidad de facilitar la colocalización en las antenas existentes en la cuadra siguiente se instalará una nueva antena de la empresa competidora, por lo que se manifestó partidario de facilitar la colocalización en las antenas existentes.


Para el futuro, se debe intentar que las microceldas sean la norma general.


Agregó que existe una situación compleja, en el sentido de que a los nuevos concesionarios se les exige cobertura y sin antena no lo van a lograr.


Finalmente, señaló que los municipios que han establecido en sus ordenanzas normas relativas a la instalación de antenas se han considerado ilegales, como es el caso de la Municipalidad de Concón.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, expresó que al establecer restricciones en una zona no se puede consolidar un monopolio, por lo tanto, es necesario definir zonas saturadas de antenas. En otros países esta situación se ha resuelto mediante autorizaciones a las Direcciones de Obras Municipales para que definieran y obligaran a reformular los proyectos de instalación de antenas.


En el caso del Morro de Arica se deberá definir un proyecto arquitectónico que sea compatible con el entorno, este modelo debe forzarse para lograr eliminar las aberraciones urbanísticas. 


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Novoa, consultó cuál es la realidad práctica en el país y si se trata de un problema generalizado o sólo afecta algunos sectores. Es muy difícil legislar para los casos extremos. 


Recordó que la colocalización obligatoria se eliminó porque era inconstitucional, aun cuando tenía la ventaja de que permitía a los nuevos concesionarios la entrada al mercado y solucionaba el número de torres.


En opinión del señor Senador, es distinto establecer la colocalización en zonas determinadas en que existe una concentración excesiva de torres y no sería inconstitucional, puesto que habría una razón para imponer una restricción al dominio.


Se debe resolver la entrada de nuevos operadores al mercado y la proliferación de torres. 


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que el proyecto de ley, en estudio, no recoge el tema de la colocalización obligatoria y retroactiva, sin embargo, la considera para las instalaciones futuras y en forma voluntaria, intentando otorgar más incentivos a los operadores de infraestructura.


Se debe considerar la colocalización para la entrada de nuevas empresas concesionarias y que la instalación de antenas sea armoniosa con el entorno urbano. 


Junto con lo anterior, informó que el proyecto de ley considera diversas normas tendientes a otorgar mayores atribuciones a las Direcciones de Obras de los municipios. En ese sentido, informó que las municipalidades de Ñuñoa y de La Reina, han sido bastantes creativas y tienen muchas antenas instaladas en las luminarias, con lo cual prácticamente no se ven.


En cuanto al número de antenas que se requerirán en el futuro informó que son aproximadamente 25.000 antenas para aumentar el tráfico y por el consumo de nuevos servicios, de las cuales serán entre 2 a 9 metros y 9 metros. Se considera la instalación de microceldas en los edificios. 


El Honorable Senador señor Prokurica consultó si existe un estudio que indique los lugares saturados de antenas.


La respuesta fue negativa.


El Honorable Senador señor Chahuán señaló que no se puede dictar una ley retroactiva porque existen derechos adquiridos, sin embargo, se pueden establecer ciertos estímulos, como puede ser la exención de derechos municipales en los Departamentos de Obras de los Municipios, aun cuando el derecho que se paga en la actualidad es menor porque se trata de la autorización de una obra civil sobre la cual se emplaza la antena.


En seguida, señaló que no hay recursos en la Subsecretaría de Telecomunicaciones para medir el cumplimiento de las normas. En esta materia recordó que solicitó que se midieran las emisiones en el sector de Nueva Aurora y la Subtel sólo cuenta con 2 equipos para todo el país. Con lo cual se están dictando normas cuya fiscalización resulta imposible.


Durante la discusión de la Ley de Presupuestos de la Nación para el año 2011, se pidió un suplemento de los recursos para la Subtel y no se logró.


El Honorable Senador señor Pizarro señaló que una de las ideas del proyecto es que un número importante de antenas instaladas se transformen en torres para colocalizar, sin embargo, no se puede asegurar que sea posible. Con la entrada de nuevos operadores se producirá la instalación de nuevas torres.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que se requieren alrededor de 8.000 torres sobre 25 metros de altura. En seguida, recordó que durante el año 2010 se definieron los sitios de infraestructura crítica, con lo cual se establecen exigencias como es la instalación de grupos electrógenos, respaldos de baterías, seguridad, planes de contingencia, con lo cual se tiende a lograr la colocalización.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Novoa, señaló en relación a la entrada de nuevos actores al mercado que con las nuevas condiciones que se establecerán en esta ley se encarecerá la instalación de las torres, produciéndose una barrera de entrada, por lo que interesa saber qué sucederá con los operadores actuales en el sentido de si se les exigirá que dentro de un determinado período de tiempo cumplan con las normas actuales, por lo que podría incentivar o forzar la colocalización y que se cumplan con los requisitos de mejor instalación.


El Honorable Senador señor Chahuán señaló que las concesiones duran 30 años y cumplido ese plazo se deberían generar las condiciones de estímulo para colocalizar.


El Honorable Senador señor Prokurica consultó cuáles son los niveles máximos que se permiten en Chile respecto de la radiación y solicitó legislación comparada en materia de emisiones.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, informó que la norma de radiación en Chile se actualizó hace tres años y se bajó de 435 a 100 microwatts por centímetro cuadrado y en las zonas urbanas, en las cercanías de hospitales y salas cuna la norma son 10 microwatts por centímetros cuadrados.


Con esta norma el país se ubica dentro de los 10 más exigentes del mundo. En Europa y en los países nórdicos se ha bajado la norma y tienen sectores con planes pilotos.


Dentro de esta materia se debe considerar que el uso de los teléfonos celulares irradian más que las antenas.


El Honorable Senador señor Chahuán señaló que la norma anterior no se aplica respecto de las antenas que se instalan con fondos públicos, lo que debe revisarse.



- En votación esta indicación Nº 11, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Novoa, Pizarro y Prokurica.

Indicación Nº 11 bis


11 bis.- De S. E. el Presidente de la República, para sustituir la letra c), por la siguiente:


“c) Proyecto de cálculo estructural de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes, incluidas sus fundaciones, con su respectiva memoria de cálculo y planos de estructura, que señale la capacidad de soporte de antenas y sistemas radiantes de la torre, elaborado y suscrito por un ingeniero calculista. El proyecto deberá acreditar que la señalada capacidad de soporte puede permitir la colocalización de antenas y sistemas radiantes.”.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que esta indicación sólo contiene una precisión de redacción, para incluir los sistemas radiantes.


Esta materia quedó regulada en la letra d) del artículo 116 bis F, en los siguientes términos:


“d) Proyecto de cálculo estructural de la torre, incluidas sus fundaciones, con su respectiva memoria de cálculo y planos de estructura, que señale la capacidad de soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, elaborado y suscrito por un profesional competente. El proyecto deberá acreditar que la capacidad de soporte  antes señalada permitirá la colocalización de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de, al menos, tres concesionarios.”.


- En votación esta indicación fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Novoa, Pizarro y Prokurica.

Letra d)


Establece  entre los antecedentes que debe tener la solicitud la autorización suscrita ante notario público de los propietarios de todos los predios que se encuentren total o parcialmente a menor distancia que la equivalente a 1,5 veces la altura de la torre que se pretende emplazar, incluidas sus respectivas antenas, esto es, de los propietarios de todos los predios que se encuentren total o parcialmente en la circunferencia que tiene por centro el eje vertical de la torre en el suelo natural y un radio equivalente a 1,5 veces la altura de la misma incluidas sus antenas, lo que deberá singularizarse en un plano con los inmuebles afectados. Con todo, esta autorización no será necesaria para el predio en que se instale la torre, así como para las torres que se instalen sobre edificios de 5 o más pisos.


A esta  letra  se formularon las indicaciones Nos 12, 12 bis, 13, 14 y 14 bis.


Estas indicaciones se debatieron en forma conjunta.

Indicación Nº 12

12.- Del Honorable Senador señor Girardi, para sustituir el guarismo “1,5” por “2”, las dos veces que aparece.


- En votación esta indicación Nº 12, fue aprobada sin enmiendas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Pizarro, Prokurica y Uriarte.

Indicación Nº 12 bis


12 bis.- De S. E. el Presidente de la República, para sustituir la letra d), por la siguiente:


“d) Autorización suscrita ante notario público de los propietarios de todos los inmuebles que se encuentren total o parcialmente a menor distancia que la equivalente a 1,5 veces la altura total de la torre que se pretende emplazar, incluidas sus respectivas antenas y sistemas radiantes, esto es, de los propietarios de todos los predios que se encuentren total o parcialmente en la circunferencia que tiene por centro el eje vertical de la torre en el suelo natural y un radio equivalente a 1,5 veces la altura total de la misma incluidas sus antenas y sistemas radiantes, lo que deberá singularizarse en un plano con los inmuebles afectados. Con todo, esta autorización no será necesaria para el inmueble en que se instale la torre, así como para las torres que se instalen sobre edificios de cinco o más pisos.”.


- En votación esta indicación Nº 12 bis, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Pizarro, Prokurica y Uriarte.

Indicación Nº 13

13.- Del Honorable Senador señor Larraín, para sustituir en la letra d) del numeral 3), el guarismo “5” por “15”.


- En votación esta indicación Nº 13, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Pizarro, Prokurica y Uriarte.

Indicación Nº 14

14.- Del Honorable Senador señor Longueira, para sustituir la letra d), del numeral 3), por la siguiente:


“d) Notificación por carta certificada enviada a lo menos con quince días de anticipación, a la presentación de la solicitud, a través de un Notario Público, a los vecinos de todos los predios que se encuentren total o parcialmente en la circunferencia que tiene por centro el eje vertical de la torre en el suelo natural y un radio equivalente a dos veces la altura de la misma, incluidas sus antenas, lo que deberá singularizarse en un plano con los inmuebles afectados. Con todo, esta notificación no será necesaria para el predio en que se instale la torre, así como para las torres que se instalen sobre edificios de 5 o más pisos.”


- En votación esta indicación Nº 14, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Pizarro, Prokurica y Uriarte.

Indicación Nº 14 bis


14 bis.- Del Honorable Senador señor Quintana, para incorporar en el numeral 3, letra d) el siguiente párrafo final: 


“En caso de instalación de torres soporte de antenas en zonas rurales o en caso que la circunferencia formada por la torre señalada en el inciso anterior esté comprendida dentro de uno o más predios que tienen el mismo propietario, se deberá contar con la autorización suscrita ante notario público de los propietarios de todos los predios colindantes al del predio o predios donde se proyecta instalar la torre.”.


- En votación esta indicación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Pizarro, Prokurica y Uriarte.


En discusión estas indicaciones, el Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que algunas indicaciones están relacionadas con el tema de la colocalización. Agregó que el Ejecutivo ha aumentado las zonas en que no se pueden instalar antenas de más de 9 metros de altura y se proponen nuevas restricciones, por lo que es necesario buscar una ecuación que sea lo más equilibrada, entre el respeto de los derechos de los vecinos, desarrollo urbano, el ingreso de nuevos operadores y un avance tecnológico.


El Ejecutivo presentó las indicaciones en consideración a que la retroactividad era el tema más complejo, se optó por dejar que opere el mercado con la figura del Operador de Infraestructura, como sucede en el resto del mundo. En Chile, los concesionarios han usado las torres como una variable competitiva y existe un bloqueo a la competencia.


Para lograr una solución a esta situación se consideran tres elementos:


1.- Concepto de evaluación urbanística, que inicialmente no se consideró y que no implica una lógica de expropiación, sino que se trata de una manera de normalizar y ordenar la instalación de antenas.


2.- Aumento de las zonas de exclusión, se deben dejar las mismas condiciones a los operadores existentes en esas zonas, porque de otro modo, se consolidaría un monopolio y una discriminación, y


3.- Establecimiento de un plazo a los operadores existentes para que se adecuen a las nuevas exigencias, con lo cual se va a forzar la venta de las torres porque en el largo plazo bajarán de precio.


Para hacer efectiva esta proposición se revisó la redacción de varios artículos e indicaciones presentadas, para lograr que existan torres compartidas operadas en forma neutra, que sean acordes con el entorno, que cumplan con las normas y exigencias urbanísticas y que se limpien las zonas en que se han producido aberraciones.


El desarrollo futuro que sea a través de torres de baja altura, infraestructura de microceldas con mínimo impacto urbanístico y daño a los vecinos, permitiendo una mayor competencia y desarrollo tecnológico.


El Honorable Senador señor Pizarro informó que Entel le señaló que requieren alrededor de 2.500 a 3.000 nuevas antenas, algunas de baja altura, otras serán microceldas, sin perjuicio de las 2.400 que tienen instaladas. Consideran que existe una gran necesidad de torres como sustento de las antenas, por lo que es importante conocer los lugares en que se ubicarán estas antenas.


En seguida, señaló que se deben diferenciar los requisitos y exigencias dependiendo de la calidad del suelo, rural y urbano.


Finalmente, expresó que las antenas, amigables con el medio ambiente, no son colocalizables, por lo que estas situaciones se deben considerar en la legislación.


El Honorable Senador señor Prokurica señaló en relación a la operación neutra de las torres que en materia eléctrica se separó el rol de la generación, de la distribución y de la transmisión, con lo cual se podría crear en esta iniciativa legal una instancia en que exista un rol distinto de la transmisión, estableciendo la integración vertical que impida a la empresa dueña de la torre integrarse en la telefonía.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, señaló que los operadores de infraestructura tienen un modelo de inversión diferente con ventajas a largo plazo. Se debe forzar al mercado para lograr esta meta, que en la práctica significa menos inversión con lo cual se obtiene un servicio más barato.


El Honorable Senador señor Uriarte expresó que segmentar los mercados es una tendencia para crear los Operadores de Infraestructura y representa un beneficio para todos, en especial para los consumidores.


En seguida, consultó la opinión del Ejecutivo en relación a la consulta a los vecinos.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, informó que se ha considerado la compensación económica a los vecinos, sin embargo, existe la preocupación que esto se transforme en un segundo mercado de tráfico de permisos, por lo que se ha estimado la participación de las Juntas de Vecinos, otorgando una opción a los operadores para efectuar obras de mejoramiento con la aprobación de la Dirección de Obras respectiva.


La Indicación Nº 12 bis establece una concordancia entre la altura total y la incorporación de sistemas radiantes.


También se ha considerado en relación al avalúo fiscal de todas las propiedades afectadas establecer un porcentaje para fijar la compensación, que se podrá consignar en la Tesorería Municipal cuando no haya acuerdo.


El Honorable Senador señor Prokurica manifestó que los afectados será el entorno completo, por lo que es preferible la proposición del Ejecutivo que considera una compensación en servicios, luminarias, entre otros,  en beneficio del entorno. 


El Honorable Senador señor Chahuán manifestó su preocupación por la pérdida del valor comercial de las viviendas colindantes a la que se instala una antena. Relató que existe experiencia en Estados Unidos en relación con la variación que experimenta el avalúo fiscal de las viviendas cercanas y ofreció legislación comparada en esta materia.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, expresó que tratándose de viviendas ubicadas en un mismo entorno, lo más conveniente es que si existe una antena que cumple con las normas legales de urbanismo y se acepta su instalación, es positivo recibir compensaciones para todo el sector urbano.


Se debe buscar un equilibrio.


Finalmente, señaló que se ha considerado dejar ductos abiertos en los nuevos edificios para que no queden cautivos con un solo operador, además, se analiza la existencia de estas infraestructuras como parte de la construcción de un edificio.


El Honorable Senador señor Novoa, Presidente de la Comisión señaló que se planteó el tema que dice relación con la autorización y la notificación, tema que se discutió como indicación y se aprobó el concepto de notificación estableciéndose un sistema más automático. Se trabajó en el esquema de notificar, dar más tiempo a los vecinos para que se puedan presentar ante el Concejo Municipal y que las obras de mitigación tienen que ser aceptadas y aprobadas por el Concejo. En caso de no haber propuesta del Concejo, rigen las obras de mitigación que piden los vecinos.


Existe acuerdo en la destinación de un 30% para las obras de mitigación y los afectados dentro de un radio acotado tienen la preferencia para elegir.


Esta materia se encuentra regulada en la letra e) del artículo 116 bis F, en los siguientes términos:


“e) Certificado emitido por Correos de Chile, que acredite la notificación por carta certificada, enviada con una antelación de al menos quince días a la presentación de la solicitud, a la Junta de Vecinos respectiva y a los propietarios de todos los inmuebles que se encuentren comprendidos total o parcialmente en el área ubicada al interior de la circunferencia que tiene por centro el eje vertical de la torre y un radio equivalente a dos veces la altura de la misma, incluidas sus antenas y sistemas radiantes. Los inmuebles que se encuentren en la situación antes descrita deberán singularizarse en un plano autorizado ante Notario. La notificación deberá incluir el aviso de instalación de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes, indicando la ubicación exacta de la instalación, la altura y el diseño adoptado para minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la torre sobre el entorno en que se emplazará, como asimismo una reseña de la propuesta de obra u obras de mejoramiento del espacio público a que se refiere la letra f) de este artículo. Esta notificación no será necesaria para el inmueble en que se instale la torre.


El incumplimiento de lo dispuesto en el párrafo anterior acarreará la denegación del permiso de instalación  o quedará sin efecto de pleno derecho, si es que se hubiese otorgado. 


Los propietarios que se encuentren dentro del área descrita en esta letra, podrán formular al Concejo Municipal, por escrito, y previo informe de la Junta de Vecinos respectiva, las observaciones que estimen convenientes acerca del proyecto de instalación de la torre hasta treinta días corridos después de practicada la notificación respectiva. Dentro del mismo plazo, la mayoría simple de los propietarios a que hace referencia este párrafo podrá proponer obras de mejoramiento del espacio público alternativas a las propuestas por el solicitante, hasta por el monto a que se refiere la letra f) del presente artículo.”.

Letra e)


Establece entre los antecedentes que debe tener la solicitud un certificado de la Dirección General de Aeronáutica Civil que acredite que la altura de la antena no constituye peligro para la navegación aérea.


A esta  letra se presentaron las indicaciones Nos 15 y 15 bis.

Indicación Nº 15

15.- Del Honorable Senador señor Larraín, para agregar, en la letra e) del numeral 3), la siguiente frase final antes del punto aparte: “y que señale los requisitos de iluminación que deberá cumplir la instalación.”.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, informó que esta materia está normada en la legislación aeronáutica, por lo que es innecesaria.


- En votación esta indicación Nº 15, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Pizarro, Prokurica y Uriarte.

Indicación Nº 15 bis


15 bis.- De S. E. el Presidente de la República, para sustituir la letra e), por la siguiente:


“e) Certificado de la Dirección General de Aeronáutica Civil que acredite que la altura total de la torre que se pretende emplazar incluidas sus antenas y sistemas radiantes no constituye peligro para la navegación aérea.”.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que tiene por finalidad incorporar dentro de las antenas los sistemas radiantes.


- En votación esta indicación Nº 15 bis, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Pizarro, Prokurica y Uriarte, quedando contenida como letra g) del artículo 116 bis F.

Letra f)


Establece entre los antecedentes que debe tener la solicitud  un certificado de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, que consigne el hecho de haber sido presentada una solicitud de otorgamiento o modificación de concesión de un servicio de telecomunicaciones, cuyo proyecto técnico establezca que los sistemas y equipos respectivos se emplazarán en la torre soporte de antenas cuya autorización de instalación se solicita.


A esta letra se presentó la indicación No 15 ter.

Indicación Nº 15 ter


15 ter.- De S. E. el Presidente de la República, para sustituir la letra f), por la siguiente:


“f) Certificado de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, que consigne el hecho de haber sido presentada una solicitud de otorgamiento o modificación de concesión de un servicio de telecomunicaciones, cuyo proyecto técnico establezca que los sistemas y equipos respectivos se emplazarán en la torre soporte de antenas y sistemas radiantes cuyo permiso de instalación se solicita. En caso que el permiso sea solicitado por un concesionario de servicios intermedios de telecomunicaciones que provea servicios de infraestructura, sólo se requerirá que sea presentada su concesión.”.



El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, expresó que el Operador de Infraestructura es un operador inmobiliario, ajeno a las telecomunicaciones, con lo cual cada vez que se instale un sistema radiante al concesionario de telecomunicaciones le corresponderá solicitar la autorización.


Esta letra quedó redactada como letra h) del artículo 116 bis F, en los siguientes términos:


“h) Certificado de la Subsecretaría de Telecomunicaciones que acredite el hecho de haber sido presentada una solicitud de otorgamiento o modificación de concesión de un servicio de telecomunicaciones, cuyo proyecto técnico establezca que los sistemas y equipos respectivos se emplazarán en la torre cuyo permiso de instalación se solicita. En caso que el permiso sea solicitado por un concesionario de servicios intermedios de telecomunicaciones  que provea de estos servicios de infraestructura, sólo se requerirá que sea presentada una copia del decreto en virtud del cual se le otorgó su concesión.”.


- En votación esta indicación Nº 15 ter, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Pizarro, Prokurica y Uriarte.

Letra g)


Establece entre los antecedentes que debe tener la solicitud un presupuesto detallado de la instalación de torres soporte de antenas de telecomunicaciones, elaborado por un profesional competente.

Indicación Nº 16

16.- Del Honorable Senador señor Larraín, para suprimir, en la letra g) del numeral 3), la palabra “detallado”.


El presupuesto detallado está considerado en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcción, con lo cual estaría de más. Definir un presupuesto detallado para cada tipo de antena significará que se exigirá también para las antenas de dos metros de altura y para las microceldas.


El costo total dice relación con el pago de la indemnización por la instalación de la torre que corresponde al 30% del valor total de la torre, aumentando el monto de la indemnización.


Esta norma quedó contemplada como letra c) del artículo 116 bis F, en los siguientes términos:


“c) Presupuesto del costo total de la torre.”.

- En votación esta indicación Nº 16, fue rechazada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Pizarro, Prokurica y Uriarte.

- - - - - -

Letra h), nueva

Indicación Nº 17

17.- Del Honorable Senador señor Girardi, para agregar la siguiente letra h), nueva:


“h) Informe técnico elaborado por un ingeniero o técnico especialista en telecomunicaciones, con experiencia acreditada, en donde se indique un estudio detallado de los niveles de exposición de emisiones electromagnéticas existentes dentro del área comprendida en la letra d) y en la cual se concluya que en la zona no existen radiaciones que superen la norma técnica respectiva.



Podrán, indistintamente, la Junta de Vecinos que corresponda al inmueble donde se pretende instalar la torre soporte de antenas o la Dirección de Obras Municipales correspondiente, impugnar dicho informe técnico, presentando un informe técnico que cumpla con los mismos requisitos inicialmente mencionados, demostrando que tales indicadores son errados y que las radiaciones superan la norma técnica respectiva.”.


El Honorable Senador señor Girardi expresó que se debe establecer claramente que deben participar los Ministerios de Salud y de Medio Ambiente, en el sentido de señalar los rangos máximos de radiación permitidos y la obligación de fiscalización por parte de la Subsecretaría de Telecomunicaciones.


Agregó que es muy importante que cuando se instale una torre se cumpla con la normativa de salud y de emisión. Debe entregarse un diagrama de emisión por parte de la empresa.


Indicó que este tema es muy importante porque por una parte los vecinos de la torre tienen un certificado que les puede entregar cierta tranquilidad. Además, puede existir una zona que no esté aun saturada, sin embargo, la instalación de una nueva antena la va a saturar.


Se debe precaver que una nueva antena implique que la zona se sature y la saturación de emisiones impedirá que la nueva torre se instale. Es importante saber qué espacio queda disponible para otras instalaciones.


En consecuencia, resulta de gran importancia establecer que si un sistema está saturado o a punto de saturarse, no se pueda autorizar una nueva instalación, por ello el que pretende instalar una nueva torre debe certificar que no saturará el espacio en que va a intervenir.


Se dejó constancia de que el Ejecutivo se comprometió a presentar, durante la discusión en particular, una indicación relativa a las nuevas funciones que se le encargan a los Ministerios de Salud y del Medio Ambiente, en relación al establecimiento de los rangos máximos de radiación. 


Esta indicación se incluirá en el inciso quinto, del artículo 116 bis F, a continuación de la letra h), la que quedó redactada como sigue:


“En caso que las torres a que se refiere este artículo vayan a ser emplazadas en territorios urbanos, o en bienes nacionales de uso público saturados de instalación de estructuras de soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, la solicitud de permiso de instalación respectiva, deberá acompañar, además de los requisitos señalados precedentemente, el acuerdo o autorización de colocalización del propietario de la respectiva  torre o copia de la resolución favorable de la Subsecretaría de Telecomunicaciones al concesionario requerido, o del laudo arbitral, según corresponda, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 19 bis de la Ley 18.168, General de Telecomunicaciones. 


Para los efectos de lo dispuesto en el presente artículo, se entenderá que un territorio urbano se encuentra saturado de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones cuando existan más de dos de estas estructuras dentro del radio de quinientos metros a la redonda medido desde el eje vertical de cualquiera de las torres preexistentes, siempre y cuando estas últimas tuviesen una altura de doce metros o más. La calificación de territorio saturado a que se refiere este inciso se efectuará por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, teniendo como antecedente las estructuras existentes en la respectiva comuna, al momento de pronunciarse sobre el permiso de instalación correspondiente.”. 



- En votación esta indicación Nº 17, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Pizarro, Prokurica y Uriarte.

Incisos tercero, cuarto y quinto


El inciso tercero señala que el Director de Obras Municipales respectivo, dentro del plazo máximo de treinta días hábiles contado desde que se ingresó la solicitud, concederá el permiso si, de acuerdo a los antecedentes acompañados, la instalación de torres soporte de antenas de telecomunicaciones cumple con las disposiciones establecidas en este artículo, previo pago de los derechos municipales que procedan. Si la Dirección de Obras Municipales no hubiere emitido pronunciamiento dentro del plazo señalado, se entenderá otorgada la autorización.


El inciso cuarto indica que la autorización identificará claramente al beneficiario, los elementos que comprende y la localización de las instalaciones autorizadas.


El inciso quinto dispone que el rechazo de la solicitud sólo podrá fundarse en el incumplimiento de los requisitos, antecedentes y obligaciones establecidos en el presente artículo. Con todo, estará prohibida la instalación de torres soporte de antenas de telecomunicaciones en zonas típicas, en monumentos históricos y en inmuebles de conservación histórica. Asimismo, no podrán instalarse torres soporte de antenas de telecomunicaciones en una zona declarada por la Subsecretaría de Telecomunicaciones como zona saturada de sistemas radiantes de telecomunicaciones. Sin perjuicio de lo anterior, no se podrá instalar torres soporte de antenas ni antenas dentro de colegios, salas cuna, jardines infantiles, hospitales, clínicas o consultorios, ni tampoco en los sitios ubicados a menos de 20 metros del deslinde de estos establecimientos, salvo para los casos en que el servicio respectivo sea requerido por tales establecimientos para sus fines propios. En las zonas protegidas a que se refiere la letra p) del artículo 10 de la ley Nº 19.300, se determinarán las medidas de mitigación que se deberán adoptar para instalar las torres soporte de antenas conforme a las disposiciones de dicha ley.”.

A estos incisos se presentaron las indicaciones Nos 17 bis, 17 ter, 17 quáter, 17 quinquies, 17 sexies y 17 septies.

Indicación Nº 17 bis


17 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para reemplazar los incisos tercero, cuarto y quinto del artículo 116 bis b, por los siguientes:


“El Director de Obras Municipales respectivo, dentro del plazo máximo de quince días hábiles contado desde que se ingresó la solicitud, concederá el permiso si, de acuerdo a los antecedentes acompañados, la instalación de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de telecomunicaciones cumple con las disposiciones establecidas en este artículo, previo pago de los derechos municipales que procedan, o se pronunciará denegándolo. Si la Dirección de Obras Municipales no hubiere emitido pronunciamiento dentro del plazo antes señalado, el interesado podrá requerirla, en forma expresa, para que se pronuncie otorgando o rechazando el  permiso, dentro de los dos días hábiles siguientes contados desde el requerimiento. De persistir el silencio se entenderá por ese sólo hecho otorgado el permiso por la Dirección de Obras Municipales.


El permiso identificará claramente al beneficiario, los elementos que comprende y la localización de las instalaciones autorizadas y no podrá tener un plazo inferior a cinco años o en su defecto, el que le reste al interesado para completar el plazo de su concesión.


El rechazo de la solicitud solo podrá fundarse en el incumplimiento de los requisitos, antecedentes y obligaciones establecidos en el presente artículo. Con todo, estará prohibida la instalación de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones en zonas no edificables de áreas urbanas y áreas de riesgo, de conformidad con lo dispuesto en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones. Estará también prohibido su emplazamiento, de acuerdo a la ley N° 17.288 de Monumentos Nacionales, en zonas típicas, monumentos históricos e inmuebles de conservación histórica. Asimismo, no podrán instalarse torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones en una zona declarada por la Subsecretaría de Telecomunicaciones o el organismo que la reemplace como zona saturada de sistemas radiantes de telecomunicaciones. Sin perjuicio de lo anterior, no se podrá instalar las referidas torres soporte de antenas y sistemas radiantes dentro de colegios, salas cuna, jardines infantiles, hospitales, clínicas o consultorios, ni tampoco en los sitios ubicados a menos de 20 metros del deslinde de estos establecimientos, salvo para los casos en que el servicio respectivo sea requerido por tales establecimientos para sus fines propios. En las zonas protegidas a que se refiere la letra p) del artículo 10 de la ley Nº 19.300, se determinarán las medidas de mitigación que se deberán adoptar para instalar las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones conforme a las disposiciones de dicha ley.”.


Estos inciso quedaron redactados, en los siguientes términos:


“La Dirección de Obras Municipales respectiva, dentro del plazo máximo de quince días hábiles contado desde la fecha que se pronuncie el Concejo Municipal o desde que haya vencido el plazo de diez días de acuerdo con lo dispuesto en la letra f) del presente artículo,  otorgará el permiso si, de acuerdo a los antecedentes acompañados, la solicitud de instalación de la torre cumple con las disposiciones establecidas en esta ley, previo pago de los derechos municipales indicados en el artículo 130, o se pronunciará denegándolo. Si cumplido dicho plazo no hubiere pronunciamiento por escrito sobre el permiso, o éste fuere denegado, los interesados podrán reclamar ante la Secretaría Regional correspondiente del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, aplicándose para tales efectos lo dispuesto  en el artículo 118.


El permiso de instalación se otorgará al concesionario de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones, e  identificará claramente al beneficiario, la localización de las instalaciones autorizadas, y no podrá tener un plazo inferior al que le reste al interesado para completar el plazo de su concesión. 


El Director de Obras, una vez instalada la torre, deberá verificar que la instalación se ejecutó conforme al permiso otorgado y procederá a efectuar la recepción, si fuere procedente.”.


- En votación esta indicación Nº 17 bis fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa y  Prokurica.

Indicación Nº 17 ter

17 ter.- Del Honorable Senador señor Quintana, para modificar el inciso final reemplazando la palabra “colegios” por “establecimientos educacionales públicos o privados”.


- En votación esta indicación Nº 17 ter, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa y Prokurica.

Indicación Nº 17 quáter


17 quáter.- Del Honorable Senador señor Girardi, para modificar el inciso final agregando después de las palabras “clínicas o consultorios” seguido por una coma (,) las palabras “en predios donde existan torres de alta tensión”.


- En votación esta indicación 17 quáter, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa y  Prokurica.

Indicación Nº 17 quinquies

17 quinquies.- Del Honorable Senador señor Girardi, para modificar el inciso final reemplazando el guarismo “20” por “300”.


- En votación esta indicación Nº 17 quinquies, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa y Prokurica.

Indicación Nº 17 sexies

17 sexies.- Del Honorable Senador señor Quintana, para modificar el inciso final agregando después de las palabras “clínicas o consultorios” seguido por una coma (,) las palabras “hogares de ancianos u otras áreas sensibles de protección”.


- En votación esta indicación Nº 17 sexies,  fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa y Prokurica.

Indicación Nº 17 septies


17 septies.- Del Honorable Senador señor Quintana, para modificar el inciso final reemplazando el guarismo “20” por “200”.


En votación esta indicación Nº 17 septies, fue rechazada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa y Prokurica.


Hacemos presente que esta materia quedó regulada como inciso sexto del artículo 116 bis E, en los siguientes términos:


“Tampoco podrán emplazarse torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones  dentro de establecimientos educacionales públicos o privados, salas cuna, jardines infantiles, hospitales, clínicas o consultorios, predios donde existan torres de alta tensión, hogares de ancianos u otras áreas sensibles de protección así definidas en la ordenanza general de esta ley, ni en sitios ubicados a menos de 300 metros de los deslindes de estos establecimientos, salvo que se trate de aquellas torres soportes de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones a que se refiere el artículo 116 bis H y el artículo 116 bis G, de la presente ley o, en los demás casos, cuando el servicio respectivo sea requerido por tales establecimientos para sus fines propios, circunstancia que en ningún caso eximirá al solicitante de contar con el permiso que procediere otorgar al Director de Obras Municipales en conformidad a las disposiciones de esta ley.”. 

ARTÍCULO 2º


El artículo 2º aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, señala que en los casos en que no se cuente con la autorización de todos los propietarios de los predios a que se refiere la letra d) del número 3) del artículo 116 bis B de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, el operador podrá presentar sólo la autorización notarial de más del 50 por ciento de los propietarios de los inmuebles señalados en tal disposición, acreditando haber hecho en favor de cada uno de los que resten, la consignación en la tesorería municipal de una suma de dinero equivalente al promedio del valor actualizado del total de las compensaciones o acuerdos, estimados pecuniariamente, que el operador hubiese pactado con los distintos propietarios que sí suscribieron la autorización. Para los efectos de este cómputo, no se incluirá al o los propietarios del o los inmuebles en que se pretenda emplazar la torre.


La consignación deberá haber sido precedida por la correspondiente oferta, para cuyo efecto y los demás que procedan, se aplicarán en lo que resulte compatible con lo establecido precedentemente, las reglas establecidas en los siguientes artículos del Código Civil: 1600, a excepción de su circunstancia tercera; 1601 incisos primero y cuarto; 1602, cuyas circunstancias deberán de acreditarse específica, exhaustiva y fehacientemente; 1603, y 1605, inciso primero. En el caso que el destinatario de la oferta no sea habido por el ministro de fe, deberá acreditarse al menos la concurrencia a su domicilio para tal efecto en tres días distintos entre los cuales no podrá intermediar un lapso inferior a diez días. El ministro de fe deberá dejar aviso escrito de su concurrencia en el domicilio respectivo, especificando el motivo de la misma y los datos necesarios para que el destinatario de la oferta pueda ponerse en contacto con un representante del operador, si lo desea.


El cumplimiento de lo dispuesto en este artículo se acreditará ante la Dirección de Obras Municipales, mediante certificación notarial. Dicha certificación consignará además, la declaración jurada del representante legal del operador respecto del valor actualizado total a que han ascendido cada una de las compensaciones o acuerdos a que haya arribado, sobre cuya base se ha calculado el monto que se deberá consignar. Sin perjuicio de las sanciones penales que procedieren, la falta de veracidad en esta declaración acarreará la denegación de la solicitud, o quedará ella sin efecto de pleno derecho, si es que se hubiese otorgado.


A este artículo se presentaron 4 indicaciones signadas con los Nos 18, 19, 19 bis y 20.
Indicación Nº 18


18.- Del Honorable Senador señor Larraín, para sustituir las palabras “Artículo 2º.-“ por “Artículo 116 bis C.-“.


- En votación esta indicación Nº 18, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa y Prokurica.

Indicación Nº 19

19.- Del Honorable Senador señor Longueira, para eliminarlo.


- En votación esta indicación Nº 19, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa y Prokurica.

Indicación Nº 19 bis


19 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para reemplazar el artículo segundo por el siguiente:


“Artículo 116 bis F.- En los casos en que no se cuente con la autorización de todos los propietarios de los inmuebles a que se refiere la letra d) del número 3) del artículo 116 bis E, el operador podrá presentar sólo la autorización notarial de más del 50 por ciento de los propietarios de los inmuebles señalados en tal disposición, acreditando haber hecho en favor de cada uno de los que resten, la consignación en la tesorería municipal de una suma de dinero equivalente al promedio del valor actualizado del total de las compensaciones o acuerdos, estimados pecuniariamente, que el operador hubiese pactado con los distintos propietarios que sí suscribieron la autorización. Para los efectos de este cómputo, no se incluirá al o los propietarios del o los inmuebles en que se pretenda emplazar la torre.


La consignación deberá haber sido precedida por la correspondiente oferta, para cuyo efecto y los demás que procedan, se aplicarán en lo que resulte compatible con lo establecido precedentemente, las reglas dispuestas en los siguientes artículos del Código Civil: 1600, a excepción de su circunstancia tercera; 1601 incisos primero y cuarto; 1602, cuyas circunstancias deberán de acreditarse específica, exhaustiva y fehacientemente; 1603 y 1605, inciso primero. En el caso que el destinatario de la oferta no sea habido por el ministro de fe, deberá acreditarse al menos la concurrencia a su domicilio para tal efecto en tres días distintos entre los cuales no podrá intermediar un lapso inferior a diez días. El ministro de fe deberá dejar aviso escrito de su concurrencia en el domicilio respectivo, especificando el motivo de la misma y los datos necesarios para que el destinatario de la oferta pueda ponerse en contacto con un representante del operador, si lo desea.


Con todo, el operador podrá tener, al mismo tiempo, como cumplido el requisito a que se refiere la letra d) del número 3 del artículo 116 bis E precedente, si cuenta con el acuerdo notarial de la Junta de Vecinos que corresponda al inmueble donde se pretende instalar la torre soporte de antenas y sistemas radiantes, y en donde se individualicen las obras de mitigación que el operador realizará a favor de los intereses de la comunidad representada por dicha Junta de Vecinos. Sin perjuicio de lo anterior, en aquellos lugares donde no exista Junta de Vecinos, actuará para estos efectos la Dirección de Obras Municipales correspondiente al lugar del inmueble donde se pretenda emplazar la torre soporte de antenas y sistemas radiantes respectiva.


El cumplimiento de lo dispuesto en este artículo se acreditará ante la Dirección de Obras Municipales, mediante certificación notarial. Dicha certificación consignará además, la declaración jurada del representante legal del operador respecto del valor actualizado total a que han ascendido cada una de las compensaciones o acuerdos a que haya arribado. Sin perjuicio de las sanciones penales que procedieren, la falta de veracidad en esta declaración acarreará la denegación de la solicitud, o quedará ella sin efecto de pleno derecho, si es que se hubiese otorgado.”.


Esta materia quedo regulada en el párrafo final de la letra e)  y la letra  f) del artículo 116 bis F, en los siguientes términos:


“Los propietarios que se encuentren dentro del área descrita en esta letra, podrán formular al Concejo Municipal, por escrito, y previo informe de la Junta de Vecinos respectiva, las observaciones que estimen convenientes acerca del proyecto de instalación de la torre hasta treinta días corridos después de practicada la notificación respectiva. Dentro del mismo plazo, la mayoría simple de los propietarios a que hace referencia este párrafo podrá proponer obras de mejoramiento del espacio público alternativas a las propuestas por el solicitante, hasta por el monto a que se refiere la letra f) del presente artículo.


f) Propuesta escrita de obra u obras de mejoramiento del espacio público ubicado al interior de la circunferencia que tiene por centro el eje vertical de la torre hasta un radio de doscientos cincuenta metros a la redonda del lugar donde se emplazará la misma. La propuesta deberá referirse a obras relacionadas con el mejoramiento de áreas verdes, pavimentos, ciclo vías, luminarias, ornato u otras que apruebe el Concejo Municipal, por un monto equivalente, al menos,  al treinta por ciento del costo total de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, tomando como referencia el presupuesto a que se refiere la letra c) del presente artículo. Previo a pronunciarse sobre la aprobación de la respectiva propuesta, el Concejo Municipal deberá analizar las observaciones que haya recibido de los propietarios y adoptar acuerdos sobre las mismas, dentro de un plazo de diez días contado desde que se presentaron las observaciones. Vencido este plazo, sin que exista pronunciamiento del Concejo Municipal, se tendrán por rechazadas tales observaciones y por aprobada la obra de mejoramiento propuesta por el interesado, o la primera de la lista si  la propuesta acompañada comprendiera más de una.  


Las obras de mejoramiento mencionadas en el párrafo anterior deberán encontrarse terminadas  dentro del plazo de un año contado desde la fecha que se otorgue el respectivo permiso de instalación de la torre. Este plazo podrá ampliarse por razones de fuerza mayor o caso fortuito, debidamente acreditado ante la Dirección de Obras Municipales, debiendo en este caso renovarse la garantía a que se refiere el párrafo siguiente. 


Para garantizar el fiel cumplimiento de las obras de mejoramiento del espacio público a que se refiere esta letra, el operador o su representante legal deberá rendir una caución a favor de la Municipalidad respectiva, la cual podrá consistir indistintamente en una boleta bancaria o póliza de seguro por el monto de la obra de que se trate. Las instituciones bancarias o aseguradoras que hubieren emitido el respectivo documento de garantía, pagarán los valores garantizados con el solo mérito del certificado que otorgue el Director de Obras Municipales, en el sentido que las obras no se han ejecutado, y que el plazo correspondiente se encuentra vencido. “.


- En votación esta indicación Nº 19 bis, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa y Prokurica.

Indicación Nº 20

20 - Del Honorable Senador señor Girardi, para agregar el siguiente inciso final: 


“Con todo, el operador podrá tener, al mismo tiempo, como cumplido el requisito de la letra d) del número 3) del artículo 116 bis B de la Ley General de Urbanismo y Construcción, si cuenta con el acuerdo notarial de la Junta de Vecinos que corresponda al inmueble donde se pretende instalar la torre soporte de antenas y en donde se individualice las compensaciones que no podrán ser entregadas en dinero, sino que en especies o prestación de servicios por parte del operador a favor de la comunidad representada por la Junta de Vecinos.”


- En votación esta indicación Nº 20, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa y Prokurica.

ARTÍCULO 3º


El inciso primero del artículo 3º aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, dispone que las municipalidades deberán determinar mediante ordenanza dictada conforme con el artículo 65 letra k) de la ley Nº 18.695, las zonas de los bienes nacionales de uso público que administran, donde preferentemente se otorgarán el derecho de uso para el emplazamiento de torres soporte de antenas, así como las características urbanísticas y arquitectónicas de éstas, que disminuyan su impacto sobre el entorno urbano. La ordenanza deberá ser elaborada e informada técnicamente por un arquitecto y renovarse al menos cada cinco años. En los bienes nacionales de uso público que no administran, las municipalidades deberán obrar previa aprobación de la entidad administradora.


A este inciso se presentaron las indicaciones Nos 21 bis, 22 y 22 bis.

Indicación Nº 21 bis

21 bis.- Del Honorable Senador señor Larraín, para sustituir las palabras “Artículo 3º.-” por “Artículo 116 bis D.-”.


- En votación esta indicación Nº 21 bis fue rechazada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa y Prokurica.

Indicación Nº 22

22.- Del Honorable Senador señor Larraín, para agregar, en el inciso primero, a continuación del punto aparte la siguiente frase final: “Para estos efectos, los municipios deberán considerar los usos de suelo establecidos en el respectivo instrumento de planificación territorial.”.


En discusión esta indicación se explicó que los bienes nacionales de uso público están considerados dentro de los cuales no se podrán instalar nuevas antenas, se permitirá la colocalización.


El Honorable Senador señor Girardi señaló que en las plazas de las comunas, principalmente las más pobres, que permiten la instalación de una torre tienen derecho a ser compensadas, sin perjuicio de la colocalización.


Se explicó que en este caso sólo cambia el beneficiario de la compensación, que será el municipio y no los vecinos. El alcalde determina el lugar en que se realizará la obra.

- En votación esta indicación Nº 22 fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa y Prokurica.

Indicación Nº 22 bis


22 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para reemplazar el inciso primero, por los siguientes:


“Artículo 116 bis G.- Las municipalidades deberán determinar mediante ordenanza dictada conforme con el artículo 65 letra k) de la ley Nº 18.695, las zonas de los bienes nacionales de uso público que administran, donde preferentemente se otorgará el permiso para el emplazamiento de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, así como las características ornamentales de éstas, que disminuyan su impacto sobre el entorno urbano. Para estos efectos, los municipios deberán considerar lo establecido sobre usos de suelo en el respectivo instrumento de planificación territorial. La ordenanza deberá renovarse al menos cada cinco años. En los bienes nacionales de uso público que no administran, las municipalidades deberán obrar previa aprobación de la entidad administradora.


Sin perjuicio de lo anterior, la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones podrá establecer normas de urbanización, seguridad y diseño para la aprobación del permiso de instalación de torres soporte de antenas y sistemas radiantes, cuando corresponda conforme a lo dispuesto en el artículo 116 bis E de la presente ley.


La materia que trata esta indicación se encuentra regulada en la letra a) del artículo 116 bis F.”.



- En votación esta indicación Nº 22 bis fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa y Prokurica.

Inciso segundo


Señala que previo a la dictación o renovación de la ordenanza municipal a que se refiere el inciso anterior, la municipalidad deberá solicitar un pronunciamiento de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva, la que deberá evacuarlo dentro de un plazo de treinta días, contado desde su conocimiento oficial. Vencido dicho plazo sin que se haya emitido el pronunciamiento solicitado, la municipalidad podrá prescindir del mismo.

Indicación Nº 22 ter


22 ter.- De S.E. el Presidente de la República, para reemplazar el inciso segundo, por el siguiente:


“Previo a la dictación o renovación de la ordenanza municipal a que se refiere el inciso primero de este artículo, la municipalidad deberá obtener un informe técnico favorable de la Subsecretaría de Telecomunicaciones. Este informe se referirá a las circunstancias de orden técnico sometidas a su competencia, particularmente a la suficiencia de las zonas escogidas, atendida la necesidad de resguardar la debida prestación de los servicios de telecomunicaciones y a la condición de zonas saturadas de sistemas radiantes que pudieren revestir el todo o parte de los espacios públicos de la comuna respectiva.”.



- En votación esta indicación Nº 22 ter fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa y Prokurica.

Inciso tercero


Indica que, asimismo, previo a la dictación o renovación de la ordenanza municipal a que se refiere el inciso primero de este artículo, la municipalidad deberá obtener un informe técnico favorable de la Subsecretaría de Telecomunicaciones. Este informe se referirá a las circunstancias de orden técnico sometidas a su competencia, particularmente a la suficiencia de las zonas escogidas, atendida la necesidad de resguardar la debida prestación de los servicios de telecomunicaciones, y a la condición de zonas saturadas de sistemas radiantes que pudieren revestir el todo o parte de los espacios públicos de la comuna respectiva.

Indicación Nº 23

23.- Del Honorable Senador señor Larraín, para agregar, en el inciso tercero, antes del punto aparte, la siguiente frase final: “el cual deberá en todo caso, considerar si el área es de carácter rural o urbana, y en este último caso, los usos de suelo establecidos en el instrumento de planificación.”.



- En votación esta indicación Nº 23 fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa y Prokurica.

Incisos cuarto y quinto


El inciso cuarto señala que respecto a las características urbanísticas y arquitectónicas de las torres soporte de antenas, la ordenanza municipal deberá establecer a lo menos:


a) Las distancias mínimas que deberá cumplir la instalación hacia los deslindes con predios de propiedad pública y privada, así como con monumentos o inmuebles de valor patrimonial, pudiendo para estos efectos establecer una distancia mínima de 10 metros y una distancia máxima de 30 metros, medidos desde el eje de la instalación. 


b) Las condiciones arquitectónicas del emplazamiento de la torre, las cuales podrán considerar características tales como el color, la iluminación y los diseños específicos de las torres y de las obras en el espacio público circundante. 


El inciso quinto establece que no podrá denegarse el otorgamiento del derecho de uso en las zonas preferentes, si es que se cumplen las condiciones de la ordenanza, sin perjuicio del pago de los derechos o tarifas que las municipalidades cobren en el ejercicio de sus atribuciones.

Indicación Nº 23 bis


23 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para reemplazar los incisos cuarto y quinto, por los siguientes:


“Respecto a las características ornamentales de las torres soporte de antenas y sistemas radiantes, la ordenanza municipal deberá establecer las condiciones arquitectónicas del emplazamiento de la torre, las cuales podrán considerar características tales como el color, la iluminación y los diseños específicos de las torres y de las obras en el espacio público circundante.


No podrá denegarse el otorgamiento del permiso en las zonas preferentes, si es que se cumplen las condiciones de la Ordenanza Municipal local y de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones cuando corresponda.”.


- En votación esta indicación Nº 23 bis fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa y Prokurica.

Inciso sexto


Indica que el derecho de uso de los bienes nacionales de uso público para estos fines podrá ser otorgado a cualquier persona, sea prestador o no de servicios de telecomunicaciones. Lo anterior es sin perjuicio que, mediante esta ley, se autoriza a las municipalidades para instalar torres soporte de antenas en los bienes nacionales de uso público, a fin de contratar su uso posterior con las concesionarias de servicios de telecomunicaciones respectivas.

Indicación Nº 24

24.- Del Honorable Senador señor Larraín, para suprimir en el inciso sexto, la oración final que establece: “Lo anterior es sin perjuicio que, mediante esta ley, se autoriza a las municipalidades para instalar torres soporte de antenas en los bienes nacionales de uso público, a fin de contratar su uso posterior con las concesionarias de servicios de telecomunicaciones respectivas.”.


- En votación esta indicación Nº 24 fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa y Prokurica.

Inciso séptimo


Establece que el acto por el que se otorgue el derecho de uso de los bienes nacionales de uso público, deberá contemplar que la torre soporte de antenas tenga una capacidad estructural que permita su uso compartido por distintos operadores de telecomunicaciones. Aunque nada se dijere en dicho acto o en la ordenanza, esta capacidad estructural se entenderá que forma parte esencial de ambas. La colocalización respectiva se regirá por el artículo 19 bis de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones.


A este inciso se presentaron las indicaciones Nos 25 y 26.

Indicación Nº 25

25.- Del Honorable Senador señor Larraín, para suprimirlo. 



- En votación esta indicación Nº 25 fue rechazada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa y Prokurica.

Indicación Nº 26

26.- Del Honorable Senador señor Girardi, para sustituir la palabra “distintos” por la frase “al menos de tres”.



- En votación esta indicación Nº 26 fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa y Prokurica.

Inciso octavo


Señala que las torres soporte de antenas que se instalen en los bienes nacionales de uso público no estarán sujetas a la autorización previa de la Dirección de Obras Municipales. No obstante, dicha unidad emitirá un informe previo al otorgamiento del derecho de uso de dichos bienes para la instalación, relativo al cumplimiento de la ordenanza dictada al respecto y de lo preceptuado en las letras b), c), e) y g) del número 3) del artículo 116 bis B de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, así como de lo dispuesto en su inciso final.


A este inciso se presentaron las indicaciones Nos 27 y 28.

Indicación Nº 27

27.- Del Honorable Senador señor Larraín, para suprimirlo. 



- En votación esta indicación fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa y  Prokurica.

Indicación Nº 28

28.- Del Honorable Senador señor Girardi, para sustituir la expresión “letras b), c), e) y g)” por “letras b), c), e), g) y h)”.



- En votación esta indicación Nº 28 fue rechazada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa y Prokurica.

- - - - -

Indicación Nº 29

29.- Del Honorable Senador señor Girardi, para agregar el siguiente inciso final:


“Sin perjuicio de lo anterior, la persona que solicite el derecho de uso de los bienes nacionales de uso público para estos fines, deberá efectuar una compensación a favor de la municipalidad correspondiente y que podrá consistir en entrega de especies o prestación de servicios valorados al menos por el 15% del costo bruto de instalación de la torre, lo que se certificará en la respectiva ordenanza municipal.”.


El Honorable Senador señor Girardi señaló que esta norma debe cumplirse y que además la compensación proceda sin importar que el bien nacional de uso público se encuentre saturado.


Agregó que de la redacción propuesta se entiende que sólo procedería en los casos en que los bienes nacionales de uso público estén saturados. La compensación para el municipio debe proceder siempre que se trate de un bien nacional de uso público.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que el artículo se refiere al caso en que se instalará una nueva torre y siempre debe existir compensación, no hay diferencia. En el caso de que el bien sea privado la compensación será a los propietarios y si se trata de un bien nacional de uso público la compensación para el municipio.


En seguida, en relación a las zonas de saturación explicó que se establece la obligación de colocalizar. 


El Honorable Senador señor Girardi reiteró la necesidad de establecer que cuando existan recursos públicos la colocalización sea obligatoria.


Esta norma se agregó como oración final de la letra a) del artículo 116 bis F, hasta la palabra “correspondiente.”.



- En votación esta indicación Nº 29 fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa y  Prokurica.

- - - - - - 

Indicación Nº 29 bis


29 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para reemplazar los incisos sexto, séptimo y octavo, por los siguientes:


“El permiso establecido en la presente ley estará afecto al pago de los derechos municipales que señale la ordenanza municipal respectiva.


El permiso para estos fines podrá ser otorgado a concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones.


Las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de menos de nueve y más de dos metros de altura, incluidos en ello sus respectivas antenas y sistemas radiantes, referidas en el inciso tercero del artículo 1° de esta ley, que se adosen o adhieran a infraestructura preexistente, requerirán cumplir con las normas urbanísticas, de diseño y seguridad que la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones establece; por su parte, aquellas que consistan en nuevas instalaciones, requerirán un permiso de obra provisorio del Director de Obras Municipales respectivo quien lo otorgará sujeto a las condiciones que determine en cada caso, conforme a lo dispuesto en el artículo 124 de la presente ley y previo pago de los derechos municipales establecidos en el artículo 130. En cuanto al plazo para otorgar o denegar el permiso y la duración de éste, se estará a lo dispuesto en el artículo 116 bis E. A la respectiva solicitud de permiso deberán adjuntarse los documentos señalados en el artículo 5.1.2. número 7 de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones. La instalación de torres a que se refiere el presente inciso, deberá en todo caso cumplir con las disposiciones de la ordenanza municipal a que se refiere este artículo, así como la normativa urbanística, de seguridad y diseño dispuesta en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.”.


Esta materia quedó regulada en el artículo 116 bis G, en los siguientes términos:


“Artículo 116 bis G.- Toda torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de dos y hasta doce metros de altura, incluidos en ello sus antenas y sistemas radiantes, requerirá permiso de instalación del Director de Obras Municipales, conforme a lo dispuesto en el presente artículo. 


Las instalaciones a que se refiere el inciso anterior deberán cumplir con las normas dispuestas en el artículo 116 bis E y con los distanciamientos establecidos en la Ordenanza General de esta ley. 


A la solicitud de permiso de instalación a que se refiere este artículo, se deberán acompañar los antecedentes señalados en las letras a), b), c), y h) del artículo 116 bis F de la presente ley. 


La Dirección de Obras Municipales respectiva deberá pronunciarse en la misma forma y dentro del mismo plazo señalado en el artículo 116 bis F, con la excepción que en estos casos no se podrá denegar el permiso aún cuando la torre se emplace en un territorio saturado de instalación de estructuras de soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones. Si no hubiere pronunciamiento por escrito del permiso o éste fuere denegado, se aplicará lo dispuesto en el referido artículo. 


El permiso de instalación de soporte de antenas y sistemas radiantes se otorgará al concesionario de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones, e  identificará claramente al beneficiario, la localización de las instalaciones autorizadas, y no podrá tener un plazo inferior al que le reste al interesado para completar el plazo de su concesión. 


El Director de Obras una vez instalada la torre, deberá verificar que la instalación se ejecutó conforme al permiso otorgado, y procederá a efectuar la recepción, si fuere procedente. 


Tanto a las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones a que se refiere este artículo, que se adosen o adhieran a una edificación preexistente,  como a los postes de alumbrado público o eléctrico, elementos publicitarios, señalética o mobiliario urbano, no les será exigible el permiso que se contempla en el inciso primero del presente artículo, debiendo cumplir sólo con el aviso de instalación establecido en el artículo 116 bis H de esta ley.”.


- En votación esta indicación Nº 29 bis fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa y Prokurica.

ARTÍCULO 4º


Propone introducir diversas modificaciones en la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones:

Indicación Nº 30


30.- Del Honorable Senador señor Larraín, para sustituir las palabras “Artículo 4º.-” por “Artículo 2º.-”.



- En votación esta indicación Nº 30 fue aprobada sin modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa y  Prokurica.

Nº 1


Agrega en el artículo 7º, los siguientes incisos segundo y tercero, pasando el actual inciso segundo a ser cuarto: 


“En virtud de esta atribución y de lo señalado en el artículo precedente, la Subsecretaría de Telecomunicaciones deberá, mediante resolución publicada en el Diario Oficial, declarar a una determinada zona geográfica como zona saturada de sistemas radiantes de telecomunicaciones, cuando la densidad de potencia exceda los límites que determine la normativa técnica dictada al efecto por la Subsecretaría de Telecomunicaciones.


La Subsecretaría de Telecomunicaciones deberá mantener en su sitio web un sistema de información que le permita a la ciudadanía conocer de los procesos de autorizaciones en curso, un catastro de los sistemas radiantes autorizados, así como los niveles de exposición a campos electromagnéticos en las cercanías de dichos sistemas. Con este fin, la Subsecretaría dictará la norma técnica que defina los niveles máximos de exposición en lugares de circulación habitual de personas, los protocolos de medición y las características del informe que los concesionarios deben presentar de acuerdo a lo señalado en el artículo 14 de esta ley. Dicha declaración obligará a la Subsecretaría a la elaboración de un plan de mitigación que permitirá reducir, en el plazo de un año, la radiación a los niveles permitidos, para lo cual consultará la opinión de las empresas involucradas.”.


A este numeral se presentaron dos indicaciones signadas con los Nos 31 y 31 bis. 

Indicación Nº 31

31.- Del Honorable Senador señor Girardi, para eliminar en el inciso segundo propuesto la oración “, para lo cual consultará la opinión de las empresas involucradas”.



- En votación esta indicación Nº 31 fue rechazada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa y Prokurica.

Indicación Nº 31 bis


31. bis- De S.E. el Presidente de la República, para reemplazar el artículo cuarto por el siguiente artículo 2º:


“Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones:


1) Agréganse en el artículo 7º, los siguientes incisos segundo y tercero, pasando el actual inciso segundo a ser cuarto:


“En virtud de esta atribución y de lo señalado en el artículo precedente, la Subsecretaría de Telecomunicaciones o el organismo que la reemplace podrá, mediante resolución publicada en el Diario Oficial, declarar a una determinada zona geográfica como zona saturada de sistemas radiantes de telecomunicaciones, cuando la densidad de potencia exceda los límites que determine la normativa técnica dictada al efecto por la Subsecretaría de Telecomunicaciones o el organismo que la reemplace.


La Subsecretaría de Telecomunicaciones o el organismo que la reemplace deberá mantener en su sitio web un sistema de información que le permita a la ciudadanía conocer de los procesos de autorizaciones en curso, un catastro de los sistemas radiantes autorizados, así como los niveles de exposición a campos electromagnéticos en las cercanías de dichos sistemas y las empresas certificadoras que realizan dichas mediciones y los protocolos utilizados. Con este fin, la Subsecretaría dictará la norma técnica que defina los niveles máximos de exposición en lugares de circulación habitual de personas y los protocolos de medición. La declaración de determinada zona geográfica como zona saturada de sistemas radiantes de telecomunicaciones obligará a la Subsecretaría o al organismo que la reemplace a la elaboración de un plan de mitigación que permitirá reducir, en las zonas saturadas, en el plazo de un año, la radiación a los niveles permitidos, para lo cual consultará la opinión de las empresas involucradas.”.


Fue aprobada con dos modificaciones: 


1.- Sustituir la expresión “un catastro” por la frase “los catastros de las antenas y”, y


2.- Agregar, a continuación de “Subsecretaría” la oración “de Telecomunicaciones o el organismo que la reemplace”.



- En votación esta indicación Nº 31 bis fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa y Prokurica.

Nº 2


Modifica el artículo 14 que señala los elementos de la esencia de una concesión, del siguiente modo:

Letra a)


Intercala en el inciso cuarto que indica que en las concesiones de servicios de telecomunicaciones de libre recepción o de radiodifusión, las solicitudes que digan relación con la modificación de la ubicación de la planta transmisora y la ubicación y características técnicas del sistema radiante, se regirán por las normas establecidas en los artículos 15 y 16 de esta ley y sólo serán aceptadas en la medida que no modifiquen o alteren la zona de servicio, a continuación de las palabras “esta ley”, la siguiente oración:


“, con excepción de aquellas modificaciones que consistan en la instalación, operación y explotación de un sistema radiante y equipos asociados sin previo emplazamiento de una torre, utilizando como soporte estructuras preexistentes tales como torres previamente autorizadas en edificaciones autorizadas, o postes de alumbrado público o eléctrico; y sin aumentar la zona de servicio, cantidad de frecuencias, ancho de banda y potencias máximas ya autorizadas, casos en los cuales la autorización se otorgará mediante resolución de la Subsecretaría”.

Indicación Nº 31 ter


31 ter.- De S.E. el Presidente de la República, para modificar el artículo 14, del siguiente modo:


a) Intercálase en el inciso quinto, a continuación de las palabras “esta ley”, la siguiente oración:


“, con excepción de aquellas modificaciones que consistan en la instalación, operación y explotación de un sistema radiante y equipos asociados sin previo emplazamiento de una torre, utilizando como soporte estructuras preexistentes tales como torres previamente autorizadas en edificaciones autorizadas, o postes de alumbrado público o eléctrico; y sin modificar la zona de servicio, frecuencias, ancho de banda y potencias ya autorizadas, casos en los cuales la autorización se otorgará mediante resolución de la Subsecretaría o el organismo que la reemplace”.


Esta letra fue sustituida, por la siguiente:


a) Intercálase en el inciso cuarto, a continuación de las palabras “esta ley”, la siguiente oración:


“, con excepción de aquellas modificaciones que consistan en la instalación, operación y explotación de un sistema radiante y equipos asociados sin previo emplazamiento de una torre, utilizando como soporte edificaciones preexistentes, postes de alumbrado público o eléctrico, elementos publicitarios, señalética, o mobiliario urbano;  y sin modificar la zona de servicio, frecuencias, ancho de banda y potencias ya autorizadas, casos en los cuales la autorización se otorgará mediante resolución de la Subsecretaría o el organismo que la reemplace.”.



- En votación esta indicación Nº 31 ter fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa y  Prokurica.

Letra b)


Agrega los siguientes incisos octavo y noveno al artículo 14:


“Toda solicitud de otorgamiento o modificación de una concesión de servicio público o intermedio de telecomunicaciones, deberá comprender, respecto de sus sistemas radiantes, un estudio detallado de los niveles de exposición de emisiones electromagnéticas que pueden provocar sus instalaciones en el lugar de emplazamiento propuesto, efectuado por un ingeniero o técnico especialista en telecomunicaciones, con experiencia acreditada, que certifique que estos niveles se encuentran dentro de los rangos permitidos por la Subsecretaría de Telecomunicaciones en la norma técnica respectiva.


No se admitirá a trámite la solicitud de otorgamiento o modificación de concesión que considere la ubicación de sistemas radiantes dentro de una zona declarada como saturada, de conformidad con el artículo 7°, así como en zonas típicas, en monumentos históricos y en inmuebles de conservación histórica.”.

Indicación Nº 31 quáter


31 quáter.- De S.E. el Presidente de la República, para agregar el siguiente inciso octavo:


“No se admitirá a trámite la solicitud de otorgamiento o modificación de concesión que considere la ubicación de sistemas radiantes dentro de una zona declarada como saturada, de conformidad con el artículo 7°, así como en las zonas referidas en el inciso final del artículo 116 bis E de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.”.


Esta norma se sustituyó, por la siguiente:


“b) Agrégase el siguiente inciso octavo:


“No se admitirá a trámite la solicitud de otorgamiento o modificación de concesión que considere la ubicación de sistemas radiantes dentro de una zona declarada como saturada, de conformidad con el artículo 7°, mientras que respecto de aquellas áreas de protección referidas en el inciso quinto del citado artículo, podrá admitirse, previa aprobación del sistema de evaluación de impacto ambiental dispuesto en el artículo 10 de la Ley 19.300.”.



- En votación esta indicación Nº 31 quáter  fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa y Prokurica.

Indicación Nº 32

32.- Del Honorable Senador señor Girardi, para incorporar en la letra b), entre los incisos octavo y noveno, del artículo 14, el siguiente, nuevo:


“Podrán, indistintamente, la Junta de Vecinos que corresponda al inmueble del emplazamiento propuesto o la Dirección de Obras Municipales correspondiente, impugnar dicho informe técnico, presentando un informe técnico que cumpla con los mismos requisitos inicialmente mencionados, demostrando que tales indicadores son errados y que las radiaciones superan la norma técnica respectiva.”.



- En votación esta indicación Nº 32 fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa y  Prokurica.

Nº 3


Incorpora los siguientes artículos 19 bis, 19 ter, y 19 quáter:

Inciso primero


“Artículo 19 bis.- Todo concesionario de servicio público o intermedio de telecomunicaciones, antes de proceder a la instalación de infraestructura de soporte para antenas o sistemas radiantes, deberá verificar si en el entorno de la ubicación requerida existe infraestructura de soporte de otro concesionario o empresa autorizada en operación, en la que sea factible emplazar dichas antenas o sistemas radiantes y que haya sido autorizada conforme con el artículo 116 bis B del decreto con fuerza de ley Nº 458 de 1976, o al amparo de la ordenanza municipal respectiva, en su caso. De existir tal infraestructura, deberá solicitar al titular respectivo autorización para proceder a la colocalización. La autorización concedida al concesionario requirente comprenderá el derecho a emplazar todos los equipos e instalaciones de soporte y operación de las antenas o sistemas de que se trate, así como el derecho a acceder a dichos equipos e instalaciones a fin de asegurar su correcto funcionamiento.

Indicación Nº 32 bis


32 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para incorporar el siguiente artículo 19 bis:


“Artículo 19 bis.- Todo concesionario de servicio intermedio de telecomunicaciones proveedor de servicios de infraestructura a que se refiere el artículo 3° de esta ley, estará obligado a tener la capacidad suficiente para emplazar dos o más antenas y sistemas radiantes en la construcción de nuevas torres soporte para antenas y sistemas radiantes, a fin de fomentar la colocalización de las mismas en dichas infraestructuras.”


- En votación esta indicación 32 bis fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa y  Prokurica, quedando el inciso primero redactado en los  siguientes términos:


“Artículo 19 bis.- Todo concesionario de servicio público e intermedio de telecomunicaciones, antes de proceder a la instalación de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de doce metros de altura, en zonas o territorios saturados de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones deberá verificar si existe infraestructura de soporte de otro concesionario o empresa autorizada en operación, en la que sea factible emplazar dichas antenas o sistemas radiantes y que haya sido autorizada conforme con el artículo 116 bis F  de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, decreto con fuerza de ley Nº 458 de 1976. De existir tal infraestructura, deberá solicitar al titular respectivo autorización para proceder a la colocalización. La autorización concedida al concesionario requirente comprenderá el derecho a emplazar todos los equipos e instalaciones de soporte y operación de las antenas o sistemas de que se trate, así como el derecho a acceder a dichos equipos e instalaciones a fin de asegurar su correcto funcionamiento.”.

Incisos segundo y tercero


El inciso segundo señala que el concesionario requerido se pronunciará respecto de la solicitud, dentro de los treinta días siguientes al requerimiento, y sólo podrá negar la autorización argumentando razones técnicas que demuestren que la instalación de otras antenas afecta gravemente el normal funcionamiento de los servicios que utilizaban la respectiva infraestructura de soporte, a la fecha del requerimiento, sin perjuicio de lo establecido en el inciso final de este artículo. En caso que el concesionario requerido negare la solicitud de colocalización, el concesionario requirente podrá recurrir a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, conforme con el artículo 28 bis. Resuelta a favor del requirente la controversia, el requerido deberá permitir de inmediato la colocalización. Cuando el titular de la torre sea una empresa no concesionaria de servicios de telecomunicaciones, no podrá negar la autorización, sino sólo por causa de ya haber cedido el uso de la torre, conforme con su capacidad estructural declarada, a operadores que hubieren instalado sus respectivos sistemas al momento de la solicitud denegada. 


El inciso tercero indica que el concesionario requirente deberá hacerse cargo de todos los costos y gastos de inversión que sean consecuencia de la colocalización a que se refiere este artículo, incluyendo las inversiones adicionales que puedan ser requeridas para soportar sus nuevos sistemas radiantes. En particular, si como consecuencia de dichas inversiones adicionales, se altera la altura o la envergadura de la infraestructura de soporte de antenas, las autorizaciones y requisitos que se establecen en la ley para el emplazamiento deberán ser asumidos plenamente por el requirente. Asimismo, serán de su cuenta, a prorrata de la proporción en que utilice la parte útil de la torre soporte de antenas respectiva, tanto los costos y gastos necesarios para su operación y mantenimiento, como también el costo equivalente al valor nuevo de reemplazo de dicha torre, entendido como el costo de renovar todas las obras, instalaciones y bienes físicos necesarios para su emplazamiento, y a su vez otros, tales como los intereses intercalarios, las rentas de arrendamiento y otras semejantes, las compensaciones o indemnizaciones, los derechos o los pagos asociados a eventuales servidumbres. Entre los derechos, no se podrán incluir los que haya concedido el Estado a título gratuito ni los pagos realizados en el caso de concesiones obtenidas mediante licitación. En caso de no existir acuerdo entre los operadores en el monto al que deben ascender los pagos aludidos dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que se materializó la respectiva colocalización, se deberá someter la controversia al conocimiento y fallo de un árbitro arbitrador, designado de la manera que establece el artículo 232 del Código Orgánico de Tribunales. El árbitro estará obligado a fallar en favor de una de las dos proposiciones de las partes, vigentes al momento de someterse el caso a arbitraje, debiendo aceptarla en su integridad. En consecuencia, no podrá fallar por una alternativa distinta ni contener en su fallo proposiciones de una y otra parte.

Indicación Nº 33

33.- Del Honorable Senador señor Larraín, para sustituir, el inciso segundo del artículo 19 bis, por el siguiente: 


“El concesionario requerido se pronunciará respecto de la solicitud dentro de los treinta días siguientes al requerimiento, pudiendo negar la autorización argumentando razones técnicas que demuestren que la instalación de otras antenas afecta el normal funcionamiento de los servicios que utilizaban la respectiva infraestructura de soporte o aquellos que se encuentran pendientes de autorización y que se instalarían sobre la misma estructura, a la fecha del requerimiento, sin perjuicio de lo establecido en el inciso final de este artículo, o cuando no se ha producido acuerdo entre las partes sobre el monto que deberá pagar el solicitante por utilizar dicha infraestructura. En caso que el concesionario requerido negare la solicitud argumentando razones técnicas de colocalización, el concesionario requirente podrá recurrir a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, conforme con el artículo 28 bis. Resuelta a favor del requirente la controversia, el requerido deberá permitir la colocalización, siempre que las partes acuerden el pago de la indemnización por el uso de instalaciones preexistentes y la forma en que ambas concurrirán en los gastos futuros. Lo anterior es sin perjuicio del derecho del propietario o de los copropietarios del inmueble a oponerse a la colocalización por considerarla gravosa para el inmueble. Cuando el titular de la torre sea una empresa no concesionaria de servicios de telecomunicaciones, no podrá negar la autorización, sino por causa de ya haber cedido el uso de la torre, conforme con su capacidad estructural declarada, a operadores que hubieren instalado sus respectivos sistemas al momento de la solicitud denegada o bien por no haberse alcanzado un acuerdo sobre el monto a pagar por el solicitante para el uso de la torre.”.


Estos incisos fueron sustituidos por los siguientes:


“El concesionario requerido se pronunciará respecto de la solicitud dentro de los  treinta días siguientes al requerimiento, y podrá negar la autorización argumentando razones técnicas que demuestren que la instalación de otras antenas y sistemas radiantes afecta gravemente el normal funcionamiento de los servicios que utilizaban la respectiva infraestructura de soporte o aquellos que se encuentran pendientes de autorización y que se instalarían sobre la misma estructura, a la fecha del requerimiento. En caso que el concesionario requerido negare la solicitud de colocalización, el concesionario requirente podrá recurrir a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, conforme con el artículo 28 bis. 


Resuelta a favor del requirente la controversia, el requerido deberá permitir de inmediato la colocalización. 


Cuando el titular de la torre sea una empresa no concesionaria de servicios de telecomunicaciones, no podrá negar la autorización, sino sólo por causa de ya haber cedido el uso de la torre, conforme con su capacidad estructural declarada, a operadores que hubieren instalado sus respectivos sistemas al momento de la solicitud denegada. 


El concesionario requirente deberá hacerse cargo de todos los costos y gastos de inversión que sean consecuencia de la colocalización a que se refiere este artículo, incluyendo las inversiones adicionales que puedan ser requeridas para soportar sus nuevos sistemas radiantes. En particular, si como consecuencia de dichas inversiones adicionales, se altera la altura o la envergadura de la infraestructura de soporte de antenas, las autorizaciones y requisitos que se establecen en la ley para el emplazamiento deberán ser asumidos plenamente por el requirente. Asimismo, serán de su cuenta, a prorrata de la proporción en que utilice la parte útil de la torre soporte de antenas respectiva, tanto los costos y gastos necesarios para su operación y mantenimiento, como también el costo equivalente al valor nuevo de reemplazo de dicha torre, entendido como el costo de renovar todas las obras, instalaciones y bienes físicos necesarios para su emplazamiento, y a su vez otros, tales como los intereses intercalarios, las rentas de arrendamiento y otras semejantes, las compensaciones o indemnizaciones, los derechos o los pagos asociados a eventuales servidumbres. Entre los derechos, no se podrán incluir los que haya concedido el Estado a título gratuito ni los pagos realizados en el caso de concesiones obtenidas mediante licitación. 


En caso de no existir acuerdo entre los operadores en el monto al que deben ascender los pagos aludidos, dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que se materializó la respectiva colocalización, se deberá someter la controversia al conocimiento y fallo de un árbitro arbitrador, designado de la manera que establece el artículo 232 del Código Orgánico de Tribunales. El árbitro estará obligado a fallar en favor de una de las dos proposiciones de las partes, vigentes al momento de someterse el caso a arbitraje, debiendo aceptarla en su integridad. En consecuencia, no podrá fallar por una alternativa distinta ni contener en su fallo proposiciones de una y otra parte.”.



- En votación esta indicación Nº 33 fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa y  Prokurica.

Inciso cuarto


Señala que se tendrá por no escrita cualquier cláusula o estipulación del instrumento por el que se otorgue el uso de predios de cualquier tipo para el emplazamiento de torres, que impida o tienda a impedir que el titular de ellas celebre acuerdos de colocalización con distintos operadores de telecomunicaciones o que opere en subsidio lo dispuesto en este artículo. La facultad de celebrar estos acuerdos será irrenunciable.


Este inciso está contemplado como inciso séptimo del artículo 119 bis y fue aprobado, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa y  Prokurica.

Indicación Nº 34

34.- Del Honorable Senador señor Larraín, para suprimirlo.



- En votación esta indicación Nº 34 fue rechazada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa y  Prokurica.

Inciso quinto


Establece que en los contratos de colocalización que celebren el concesionario titular de la torre y el concesionario requirente, el primero podrá exigir que se estipule que, con un aviso previo suficiente para la localización del sistema radiante y equipos asociados en otra ubicación técnicamente equivalente, pero en ningún caso inferior a un año, podrá remover tales instalaciones de su torre, en caso que acredite necesitar el espacio para instalar equipos propios o comprendidos en su concesión por circunstancias técnicamente justificadas, las que se determinarán a través de una norma técnica emitida a través de una resolución de la Subsecretaría. La remoción estará sujeta a la condición de que el concesionario titular restituya al concesionario colocalizado las sumas equivalentes a todos los pagos efectuados en ejecución del inciso tercero de este artículo, en relación con el valor residual económico de la proporción que contribuyó a solventar los activos correspondientes, con excepción de los referidos a la operación y mantenimiento, caso en que se deberá restituir sólo el exceso pagado, habida cuenta de la fecha en que se produzca la remoción. 

Indicación Nº 35

35.- Del Honorable Senador señor Larraín, para suprimirlo. 



- En votación esta indicación Nº 35 fue aprobada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa y  Prokurica.

Artículo 19 ter


Señala que en el caso de las torres soporte de antenas autorizadas y emplazadas en el espacio público que no se encuentren contempladas en el inciso primero del artículo anterior, la obligación de colocalización establecida en éste también se aplicará, pero considerando como legítima la capacidad estructural con que aquéllas fueron emplazadas. Con todo, la circunstancia de existir o no capacidad para la colocalización, podrá ser objeto de la controversia regulada en los incisos segundo y tercero del artículo precedente.

Indicación Nº 36

36.- Del Honorable Senador señor Larraín, para suprimirlo.



- En votación esta indicación Nº 36 fue aprobada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa y  Prokurica.

Artículo 19 quáter


Señala que la obligación de colocalización establecida en el artículo 19 bis se aplicará también a las torres soporte de antenas autorizadas en predios privados conforme con la legislación existente hasta antes de la publicación de la presente ley.”.

Indicación Nº 37

37.- Del Honorable Senador señor Larraín, para suprimirlo.



- En votación esta indicación Nº 37 fue aprobada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa y  Prokurica.

Indicación Nº 38

38.- Del Honorable Senador señor Girardi, para agregar como inciso segundo, nuevo, el siguiente:


“Con todo, la obligación de colocalización también será extensiva en todo proyecto de instalación de torres en donde existan fondos públicos presentes.”.



- En votación esta indicación Nº 38 fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa y  Prokurica.

Nº 4


4) Intercálanse en el inciso primero del artículo 36 bis, a continuación de la frase inicial “El incumplimiento de las disposiciones de los artículos” las expresiones “19 bis, 19 ter, 19 quáter,”.

Indicación Nº 38 bis


38 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para sustituirlo por el siguiente:


4) Intercálase en el inciso primero del artículo 36 bis, a continuación de la frase inicial “El incumplimiento de las disposiciones de los artículos” las expresiones “19 bis”.



- En votación esta indicación Nº 38 bis fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa y  Prokurica.

Indicación Nº 39

39.- Del Honorable Senador señor Larraín, para suprimirlo.



- En votación esta indicación Nº 39 fue rechazada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa y  Prokurica.

ARTÍCULO 5º


Propone crear un fondo concursable para el desarrollo de investigaciones primarias y secundarias sobre el impacto de la operación de sistemas radiantes de telecomunicaciones, y en particular de la emisión de ondas electromagnéticas asociada, con el objeto de apoyar la adopción de políticas públicas, principalmente en el estudio de los impactos sobre la salud de las personas, y también en el ámbito urbanístico y ambiental.


El fondo estará constituido con los recursos que para tales fines perciba la Subsecretaría de Telecomunicaciones producto de donaciones y aportes de personas naturales o jurídicas, públicas o privadas. Ello es sin perjuicio de los aportes de que dispone esta Subsecretaría, con cargo a los recursos que anualmente se le asignen en la Ley de Presupuestos del Sector Público.


El fondo será administrado por la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, para cuyos efectos la Subsecretaría de Telecomunicaciones le transferirá anualmente los aportes respectivos.


A este artículo se presentaron 2 indicaciones signadas con los Nos 39 bis y 40.
Indicación Nº 39 bis


39 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para eliminar el artículo quinto.



- En votación esta indicación Nº 39 bis fue aprobada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa y  Prokurica.

Indicación Nº 40

40.- Del Honorable Senador señor Larraín, para suprimir, en el artículo 5º.- que pasa a ser 3º.-, el inciso segundo.



- En votación esta indicación Nº 40 fue aprobada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa y  Prokurica.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

ARTÍCULO 1º TRANSITORIO


Señala que toda solicitud de otorgamiento, renovación o modificación de una concesión o permiso de telecomunicaciones que se encuentre en trámite al momento de la publicación de esta ley en el Diario Oficial, se regirá desde ese momento por ella. Las solicitudes otorgadas, respecto de las que al entrar en vigencia esta ley, aún dependa su plazo de inicio de obras o éstas no se hayan de hecho iniciado, deberán en su caso, obtener respecto de la torre soporte respectiva, el permiso previo de la Dirección de Obras Municipales de conformidad con la presente ley.


A este artículo se presentaron 2 indicaciones signadas con los Nos 41 y 41 bis.
Indicación Nº 41

41.- Del Honorable Senador señor Larraín, para sustituir, en el artículo 1° transitorio, la frase “desde ese momento por ella” por la frase “por la ley vigente al momento de su presentación. Sin perjuicio de lo anterior, los interesados que soliciten modificaciones de las solicitudes en trámite con posterioridad a la vigencia de esta ley, podrán voluntariamente acogerse a las disposiciones de la nueva ley, manifestando dicha voluntad en la solicitud de modificación respectiva.” y suprímase la frase “salvo acogimiento voluntario por parte del requirente”.

Indicación Nº 41 bis


41 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para reemplazar el artículo 1º transitorio por el siguiente:


Artículo 1°.- Toda solicitud de otorgamiento, renovación o modificación de una concesión o permiso de telecomunicaciones que se encuentre en trámite al momento de la publicación de esta ley en el Diario Oficial, se regirá desde ese momento por ella.


En discusión este artículo y sus indicaciones vuestra Comisión estimó que la nueva ley que regula esta materia debe aplicarse a las nuevas solicitudes de otorgamiento, renovación o modificación de concesión que se hagan con posterioridad a la publicación de esta ley.


En consecuencia, vuestra Comisión acordó aprobar la indicación Nº 41,  con modificaciones, y rechazar la indicación Nº 41 bis, quedando el texto de este artículo redactado en los siguientes términos:


“Artículo 1°.- Toda solicitud de otorgamiento, renovación o modificación de una concesión o permiso de telecomunicaciones que se encuentre en trámite al momento de la publicación de esta ley en el Diario Oficial, se regirá por la ley vigente al momento de su presentación.


Sometida a votación la indicación Nº 41, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa y Prokurica.


Sometida a votación la indicación Nº 41 bis, fue rechazada con la misma votación anterior.

ARTÍCULOS 2º y 3º


El artículo 2º  transitorio indica que para el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 7° de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, la Subsecretaría de Telecomunicaciones contará con un plazo de doce meses contado desde la publicación de esta ley.


El artículo 3º transitorio dispone que mientras una municipalidad no ejerza la potestad conferida en el artículo segundo de esta ley, la instalación de torres soporte de antenas de servicios de telecomunicaciones se entenderá permitida en la totalidad de los bienes nacionales de uso público que administra.


Si transcurrido un año desde la entrada en vigencia de esta ley, no se dicta la ordenanza señalada en el aludido artículo segundo, se aplicará a la instalación de torres soporte de antenas de servicios de telecomunicaciones lo dispuesto en los incisos primero y segundo del artículo 18 de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, con la salvedad de que el titular del derecho allí establecido será cualquier persona jurídica.”.


A estos artículos se presentó una indicación signada con el Nº 41 ter.

Indicación Nº 41 ter


41 ter.- De S.E. el Presidente de la República, para reemplazar los artículos 2º y 3º transitorios, por los siguientes:


Artículo 2°.- Para el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 7° de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, la Subsecretaría de Telecomunicaciones contará con un plazo de doce meses contado desde la publicación de esta ley.


Artículo 3°.- Mientras una municipalidad no ejerza la potestad conferida en el artículo 116 bis G de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, la instalación de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones se entenderá permitida en la totalidad de los bienes nacionales de uso público que administra.


Si transcurrido un año desde la entrada en vigencia de esta ley, no se dicta la ordenanza señalada en el aludido artículo, corresponderá al Ministerio de Vivienda y Urbanismo dictar las normas generales pertinentes en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, sin perjuicio que en el tiempo intermedio y hasta su dictación se aplicará a la instalación de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones lo dispuesto en los incisos primero y segundo del artículo 18 de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones.


Artículo 4°.- Para los efectos de la dictación del reglamento referido en el artículo 1° de esta ley, la Subsecretaría de Telecomunicaciones o el organismo que la reemplace tendrá un plazo de 90 días contados desde la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial.”.



En discusión estos artículos e indicación vuestra Comisión acordó sustituirlos por los siguientes:


Artículo 2°.- Para los efectos de la dictación del reglamento referido en el número 3) del artículo 2° de esta ley, la Subsecretaría de Telecomunicaciones o el organismo que la reemplace tendrá un plazo de 90 días contado desde la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial.


Artículo 3°.- Para el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 7° de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, la Subsecretaría de Telecomunicaciones o el organismo que la reemplace contará con un plazo de 12 meses contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial.


Artículo 4°.- Las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de doce metros de altura ya autorizadas y emplazadas por concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones en territorios urbanos saturados de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, o en bienes nacionales de uso público, deberán adecuarse a lo establecido en esta ley, en el término de 36 meses contado desde la fecha de su publicación en el Diario Oficial, debiendo los propietarios de las mismas optar someterse al régimen establecido en el artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones a efectos de permitir la colocalización , para cuyos efectos se deberá acompañar a la correspondiente Dirección de Obras los documentos a que se refiere la letra d) del artículo 116 bis F, o la obligación de mitigar y minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la obra, en cuyo caso se deberá acompañar a la correspondiente Dirección de Obras los documentos a que se refieren las letras b), c), f) y g) del mismo artículo. 


Artículo 5°.- En caso que un territorio urbano se encuentre saturado de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones por la existencia de cuatro o más de este tipo de instalaciones, los propietarios de las mismas, además de optar por una de las medidas a que hace referencia el artículo cuarto transitorio, quedarán obligados a ejecutar medidas de diseño para minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de las torres sobre el entorno en que se emplazan.


Sometida a votación esta indicación Nº 41 ter, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa y Prokurica, sustituyéndose los artículos 2º y 3º por los transcritos anteriormente.

- - - - - -

Indicación Nº 42

42.- Del Honorable senador señor Horvath, para agregar el siguiente artículo 4° transitorio:


“Artículo 4° Transitorio.- Para las antenas de telefonía celular existentes habrá un plazo de 6 meses para dar cumplimiento a los requisitos establecidos en la presente ley.”.


Sometida a votación esta indicación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Novoa y Prokurica.

- - - - - - - 

MODIFICACIONES


En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de proponeros aprobar el proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones: 

ARTÍCULOS 1º, 2º y 3º


--- Reemplazarlos, por el siguiente:


“Artículo 1°.- Modifícase la Ley General de Urbanismo y Construcciones, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue establecido por el decreto con fuerza de ley N° 458, del año 1976, del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, de la siguiente forma:


a) Agréguense los siguientes artículos 116 bis E, 116 bis F, 116 bis G y 116 bis H:


“Artículo 116 bis E.- Las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, podrán instalarse en áreas urbanas y rurales, debiendo en ambos casos sujetarse a lo dispuesto en este artículo y en los artículos 116 bis F, 116 bis G y 116 bis H de esta ley, según sea el caso. 


Para estos efectos, se entenderá que las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones corresponden al conjunto específico de elementos soportantes de una antena y sistema radiante de transmisión de telecomunicaciones. Por su parte la antena y sistema radiante de transmisión de telecomunicaciones, corresponde a aquel dispositivo a que se refiere el inciso final del artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones.


Tratándose de los permisos de instalación de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones que se soliciten en áreas de riesgo, además de cumplir con los requisitos que se indican en esta ley, se deberá acompañar a la respectiva solicitud un estudio fundado, elaborado por un profesional competente, que determine las acciones que deberán ejecutarse para la adecuada utilización de las mismas, conforme a lo dispuesto en la Ordenanza General de esta ley. Tales acciones deberán estar materializadas antes de la recepción de la torre por parte de la Dirección de Obras de la municipalidad respectiva, o, en todo caso, dentro del plazo de 12 meses contado desde la fecha de la solicitud del permiso o del aviso de instalación, cuando correspondiere.


Tratándose de áreas de protección, la instalación de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones será autorizada debiendo darse siempre cumplimiento a lo establecido en la  Ley 19.300, en los casos que así corresponda.


No podrán instalarse torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, como tampoco antenas ni sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, en aquellas zonas urbanas saturadas de sistemas radiantes de telecomunicaciones conforme al artículo 7º de la Ley General de Telecomunicaciones. 


Tampoco podrán emplazarse torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones dentro de establecimientos educacionales públicos o privados, salas cuna, jardines infantiles, hospitales, clínicas o consultorios, predios donde existan torres de alta tensión, hogares de ancianos u otras áreas sensibles de protección así definidas en la ordenanza general de esta ley, ni en sitios ubicados a menos de 300 metros de los deslindes de estos establecimientos, salvo que se trate de aquellas torres soportes de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones a que se refiere el artículo 116 bis H y el artículo 116 bis G, de la presente ley o, en los demás casos, cuando el servicio respectivo sea requerido por tales establecimientos para sus fines propios, circunstancia que en ningún caso eximirá al solicitante de contar con el permiso que procediere otorgar al Director de Obras Municipales en conformidad a las disposiciones de esta ley. 


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos siguientes, la altura de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, se medirá desde el suelo natural.


Artículo 116 bis F.- Toda torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de doce metros de altura, incluidos en ello sus antenas y sistemas radiantes,  requerirá permiso de instalación de la Dirección de Obras Municipales respectiva. 


Las instalaciones a que se refiere el inciso anterior deberán cumplir con lo dispuesto en el artículo 116 bis E, con los distanciamientos establecidos en la Ordenanza General de la presente ley y, en caso de emplazarse en áreas urbanas, les será aplicable, adicionalmente, el régimen de rasantes que establezca el plan regulador respectivo, o en su defecto la Ordenanza General de esta ley.


Quedarán exentas del cumplimiento de las normas sobre distanciamientos a que se refiere el inciso anterior aquellas instalaciones de estructuras que, con el solo objetivo de colocalizar una nueva antena o sistema radiante, deban modificar su altura. Para tales efectos, dichas instalaciones podrán sobrepasar las rasantes, siempre que dicha modificación no supere el treinta por ciento de la altura total de la torre soporte original.


A la solicitud de permiso de instalación a que se refiere este artículo, se deberán acompañar  los siguientes antecedentes:


a) Solicitud de instalación, suscrita por el propietario o copropietarios del inmueble donde se efectuará la instalación y por el operador responsable de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones. En caso de que el permiso se solicite para la instalación de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones en bienes nacionales de uso público, bastará que se presente la solicitud del operador, previa autorización de la Municipalidad respectiva.  Sin perjuicio de lo anterior, la persona que solicite el derecho de uso de los bienes nacionales de uso publico para estos fines, deberá efectuar una compensación a favor de la municipalidad correspondiente.


b) Proyecto firmado por un profesional competente en el que se incluyan los planos de la instalación de la torre, los cuales deberán graficar el cumplimiento de los distanciamientos mínimos y las rasantes a que se refiere este artículo. Dicho plano deberá ser firmado por el propietario o copropietarios del inmueble donde se efectuará la instalación y por el operador responsable de la misma o su representante legal. Asimismo, el proyecto deberá acompañar una memoria explicativa que indique las medidas de diseño adoptadas para minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la torre sobre el entorno en que se emplaza.


c) Presupuesto del costo total de la torre.


d) Proyecto de cálculo estructural de la torre, incluidas sus fundaciones, con su respectiva memoria de cálculo y planos de estructura, que señale la capacidad de soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, elaborado y suscrito por un profesional competente. El proyecto deberá acreditar que la capacidad de soporte  antes señalada permitirá la colocalización de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de, al menos, tres concesionarios.


e) Certificado emitido por Correos de Chile, que acredite la notificación por carta certificada, enviada con una antelación de al menos quince días a la presentación de la solicitud, a la Junta de Vecinos respectiva y a los propietarios de todos los inmuebles que se encuentren comprendidos total o parcialmente en el área ubicada al interior de la circunferencia que tiene por centro el eje vertical de la torre y un radio equivalente a dos veces la altura de la misma, incluidas sus antenas y sistemas radiantes. Los inmuebles que se encuentren en la situación antes descrita deberán singularizarse en un plano autorizado ante Notario. La notificación deberá incluir el aviso de instalación de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes, indicando la ubicación exacta de la instalación, la altura y el diseño adoptado para minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la torre sobre el entorno en que se emplazará, como asimismo una reseña de la propuesta de obra u obras de mejoramiento del espacio público a que se refiere la letra f) de este artículo. Esta notificación no será necesaria para el inmueble en que se instale la torre.


El incumplimiento de lo dispuesto en el párrafo anterior acarreará la denegación del permiso de instalación  o quedará sin efecto de pleno derecho, si es que se hubiese otorgado. 


Los propietarios que se encuentren dentro del área descrita en esta letra, podrán formular al Concejo Municipal, por escrito, y previo informe de la Junta de Vecinos respectiva, las observaciones que estimen convenientes acerca del proyecto de instalación de la torre hasta treinta días corridos después de practicada la notificación respectiva. Dentro del mismo plazo, la mayoría simple de los propietarios a que hace referencia este párrafo podrá proponer obras de mejoramiento del espacio público alternativas a las propuestas por el solicitante, hasta por el monto a que se refiere la letra f) del presente artículo.


f) Propuesta escrita de obra u obras de mejoramiento del espacio público ubicado al interior de la circunferencia que tiene por centro el eje vertical de la torre hasta un radio de doscientos cincuenta metros a la redonda del lugar donde se emplazará la misma. La propuesta deberá referirse a obras relacionadas con el mejoramiento de áreas verdes, pavimentos, ciclo vías, luminarias, ornato u otras que apruebe el Concejo Municipal, por un monto equivalente, al menos,  al treinta por ciento del costo total de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, tomando como referencia el presupuesto a que se refiere la letra c) del presente artículo. Previo a pronunciarse sobre la aprobación de la respectiva propuesta, el Concejo Municipal deberá analizar las observaciones que haya recibido de los propietarios y adoptar acuerdos sobre las mismas, dentro de un plazo de diez días contado desde que se presentaron las observaciones. Vencido este plazo, sin que exista pronunciamiento del Concejo Municipal, se tendrán por rechazadas tales observaciones y por aprobada la obra de mejoramiento propuesta por el interesado, o la primera de la lista si  la propuesta acompañada comprendiera más de una.  


Las obras de mejoramiento mencionadas en el párrafo anterior deberán encontrarse terminadas  dentro del plazo de un año contado desde la fecha que se otorgue el respectivo permiso de instalación de la torre. Este plazo podrá ampliarse por razones de fuerza mayor o caso fortuito, debidamente acreditado ante la Dirección de Obras Municipales, debiendo en este caso renovarse la garantía a que se refiere el párrafo siguiente. 


Para garantizar el fiel cumplimiento de las obras de mejoramiento del espacio público a que se refiere esta letra, el operador o su representante legal deberá rendir una caución a favor de la Municipalidad respectiva, la cual podrá consistir indistintamente en una boleta bancaria o póliza de seguro por el monto de la obra de que se trate. Las instituciones bancarias o aseguradoras que hubieren emitido el respectivo documento de garantía, pagarán los valores garantizados con el solo mérito del certificado que otorgue el Director de Obras Municipales, en el sentido que las obras no se han ejecutado, y que el plazo correspondiente se encuentra vencido. 


g) Certificado de la Dirección General de Aeronáutica Civil que acredite que la altura total de la torre que se pretende emplazar, incluidas sus antenas y sistemas radiantes, no constituyen peligro para la navegación aérea.


h) Certificado de la Subsecretaría de Telecomunicaciones que acredite el hecho de haber sido presentada una solicitud de otorgamiento o modificación de concesión de un servicio de telecomunicaciones, cuyo proyecto técnico establezca que los sistemas y equipos respectivos se emplazarán en la torre cuyo permiso de instalación se solicita. En caso que el permiso sea solicitado por un concesionario de servicios intermedios de telecomunicaciones  que provea de estos servicios de infraestructura, sólo se requerirá que sea presentada una copia del decreto en virtud del cual se le otorgó su concesión.


En caso que las torres a que se refiere este artículo vayan a ser emplazadas en territorios urbanos, o en bienes nacionales de uso público saturados de instalación de estructuras de soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, la solicitud de permiso de instalación respectiva, deberá acompañar, además de los requisitos señalados precedentemente, el acuerdo o autorización de colocalización del propietario de la respectiva  torre o copia de la resolución favorable de la Subsecretaría de Telecomunicaciones al concesionario requerido, o del laudo arbitral, según corresponda, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 19 bis de la Ley 18.168, General de Telecomunicaciones. 


Para los efectos de lo dispuesto en el presente artículo, se entenderá que un territorio urbano se encuentra saturado de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones cuando existan más de dos de estas estructuras dentro del radio de quinientos metros a la redonda medido desde el eje vertical de cualquiera de las torres preexistentes, siempre y cuando estas últimas tuviesen una altura de doce metros o más. La calificación de territorio saturado a que se refiere este inciso se efectuará por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, teniendo como antecedente las estructuras existentes en la respectiva comuna, al momento de pronunciarse sobre el permiso de instalación correspondiente. 


La Dirección de Obras Municipales respectiva, dentro del plazo máximo de quince días hábiles contado desde la fecha que se pronuncie el Concejo Municipal o desde que haya vencido el plazo de diez días de acuerdo con lo dispuesto en la letra f) del presente artículo,  otorgará el permiso si, de acuerdo a los antecedentes acompañados, la solicitud de instalación de la torre cumple con las disposiciones establecidas en esta ley, previo pago de los derechos municipales indicados en el artículo 130, o se pronunciará denegándolo. Si cumplido dicho plazo no hubiere pronunciamiento por escrito sobre el permiso, o este fuere denegado, los interesados podrán reclamar ante la Secretaría Regional correspondiente del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, aplicándose para tales efectos lo dispuesto  en el artículo 118.


El permiso de instalación se otorgará al concesionario de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones, e  identificará claramente al beneficiario, la localización de las instalaciones autorizadas, y no podrá tener un plazo inferior al que le reste al interesado para completar el plazo de su concesión. 


El Director de Obras, una vez instalada la torre, deberá verificar que la instalación se ejecutó conforme al permiso otorgado y procederá a efectuar la recepción, si fuere procedente. 


Artículo 116 bis G.- Toda torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de dos y hasta doce metros de altura, incluidos en ello sus antenas y sistemas radiantes, requerirá permiso de instalación del Director de Obras Municipales, conforme a lo dispuesto en el presente artículo. 


Las instalaciones a que se refiere el inciso anterior deberán cumplir con las normas dispuestas en el artículo 116 bis E y con los distanciamientos establecidos en la Ordenanza General de esta ley. 


A la solicitud de permiso de instalación a que se refiere este artículo, se deberán acompañar los antecedentes señalados en las letras a), b), c), y h) del artículo 116 bis F de la presente ley. 


La Dirección de Obras Municipales respectiva deberá pronunciarse en la misma forma y dentro del mismo plazo señalado en el artículo 116 bis F, con la excepción que en estos casos no se podrá denegar el permiso aún cuando la torre se emplace en un territorio saturado de instalación de estructuras de soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones. Si no hubiere pronunciamiento por escrito del permiso o éste fuere denegado, se aplicará lo dispuesto en el referido artículo. 


El permiso de instalación de soporte de antenas y sistemas radiantes se otorgará al concesionario de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones, e  identificará claramente al beneficiario, la localización de las instalaciones autorizadas, y no podrá tener un plazo inferior al que le reste al interesado para completar el plazo de su concesión. 


El Director de Obras una vez instalada la torre, deberá verificar que la instalación se ejecutó conforme al permiso otorgado, y procederá a efectuar la recepción, si fuere procedente. 


Tanto a las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones a que se refiere este artículo, que se adosen o adhieran a una edificación preexistente,  como a los postes de alumbrado público o eléctrico, elementos publicitarios, señalética o mobiliario urbano, no les será exigible el permiso que se contempla en el inciso primero del presente artículo, debiendo cumplir sólo con el aviso de instalación establecido en el artículo 116 bis H de esta ley.

Artículo 116 bis H.- Las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones  de dos o menos metros de altura, incluidos en ello sus antenas y sistemas radiantes,  requerirán de aviso de instalación a la Dirección de Obras Municipales conforme a los requisitos establecidos en la Ordenanza General de esta ley.


Al mismo aviso estará sujeta la instalación de aquellas estructuras porta antenas que se levanten sobre edificios de más de cinco pisos.”.


b) Agréguese al artículo 130 el siguiente numeral:

“10.- Permiso de instalación de torre soporte de antenas

        y sistemas radiantes de transmisión de 

        telecomunicaciones.........................................5% del presupuesto de la 

                                                                                instalación.”.

ARTÍCULO 4º


--- Pasó a ser artículo 2º, sustituido por el siguiente:


“Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones:


1) Agregánse en el artículo 7°, los siguientes incisos segundo y tercero, pasando el actual inciso segundo a ser cuarto:


“En virtud de esta atribución y de lo señalado en el artículo precedente, la Subsecretaría de Telecomunicaciones o el organismo que la reemplace podrá, mediante resolución publicada en el Diario Oficial, declarar a una determinada zona geográfica como zona saturada de sistemas radiantes de telecomunicaciones, cuando la densidad de potencia exceda los límites que determine la normativa técnica dictada al efecto por la Subsecretaría de Telecomunicaciones o el organismo que la reemplace.


La Subsecretaría de Telecomunicaciones o el organismo que la reemplace deberá mantener en su sitio web un sistema de información que le permita a la ciudadanía conocer los procesos de autorizaciones en curso, los catastros de las antenas y sistemas radiantes autorizados, así como los niveles de exposición a campos electromagnéticos en las cercanías de dichos sistemas y las empresas certificadoras que realizan dichas mediciones y los protocolos utilizados. Con este fin, la Subsecretaría de Telecomunicaciones o el organismo que la reemplace dictará la norma técnica que defina los niveles máximos de exposición en lugares de circulación habitual de personas y los protocolos de medición. La declaración de determinada zona geográfica como zona saturada de sistemas radiantes de telecomunicaciones obligará a la Subsecretaría o al organismo que la reemplace a la elaboración de un plan de mitigación que permita reducir, en las zonas saturadas, en el plazo de un año, la radiación a los niveles permitidos, para lo cual consultará la opinión de las empresas involucradas.”.


2) Modifícase el artículo 14, del siguiente modo:


a) Intercálase en el inciso cuarto, a continuación de las palabras “esta ley”, la siguiente oración:


“, con excepción de aquellas modificaciones que consistan en la instalación, operación y explotación de un sistema radiante y equipos asociados sin previo emplazamiento de una torre, utilizando como soporte edificaciones preexistentes, postes de alumbrado público o eléctrico, elementos publicitarios, señalética, o mobiliario urbano;  y sin modificar la zona de servicio, frecuencias, ancho de banda y potencias ya autorizadas, casos en los cuales la autorización se otorgará mediante resolución de la Subsecretaría o el organismo que la reemplace”.


b) Agrégase el siguiente inciso octavo:


“No se admitirá a trámite la solicitud de otorgamiento o modificación de concesión que considere la ubicación de sistemas radiantes dentro de una zona declarada como saturada, de conformidad con el artículo 7°, mientras que respecto de aquellas áreas de protección referidas en el inciso quinto del citado artículo, podrá admitirse, previa aprobación del sistema de evaluación de impacto ambiental dispuesto en el artículo 10 de la Ley 19.300.”.


3) Incorpórase el siguiente artículo 19° bis:


“Artículo 19 bis.- Todo concesionario de servicio público e intermedio de telecomunicaciones, antes de proceder a la instalación de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de doce metros de altura, en zonas o territorios saturados de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones deberá verificar si existe infraestructura de soporte de otro concesionario o empresa autorizada en operación, en la que sea factible emplazar dichas antenas o sistemas radiantes y que haya sido autorizada conforme con el artículo 116 bis F  de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, decreto con fuerza de ley Nº 458 de 1976. De existir tal infraestructura, deberá solicitar al titular respectivo autorización para proceder a la colocalización. La autorización concedida al concesionario requirente comprenderá el derecho a emplazar todos los equipos e instalaciones de soporte y operación de las antenas o sistemas de que se trate, así como el derecho a acceder a dichos equipos e instalaciones a fin de asegurar su correcto funcionamiento.


El concesionario requerido se pronunciará respecto de la solicitud dentro de los  treinta días siguientes al requerimiento, y podrá negar la autorización argumentando razones técnicas que demuestren que la instalación de otras antenas y sistemas radiantes afecta gravemente el normal funcionamiento de los servicios que utilizaban la respectiva infraestructura de soporte o aquellos que se encuentran pendientes de autorización y que se instalarían sobre la misma estructura, a la fecha del requerimiento. En caso que el concesionario requerido negare la solicitud de colocalización, el concesionario requirente podrá recurrir a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, conforme con el artículo 28 bis. 


Resuelta a favor del requirente la controversia, el requerido deberá permitir de inmediato la colocalización. 


Cuando el titular de la torre sea una empresa no concesionaria de servicios de telecomunicaciones, no podrá negar la autorización, sino sólo por causa de ya haber cedido el uso de la torre, conforme con su capacidad estructural declarada, a operadores que hubieren instalado sus respectivos sistemas al momento de la solicitud denegada. 


El concesionario requirente deberá hacerse cargo de todos los costos y gastos de inversión que sean consecuencia de la colocalización a que se refiere este artículo, incluyendo las inversiones adicionales que puedan ser requeridas para soportar sus nuevos sistemas radiantes. En particular, si como consecuencia de dichas inversiones adicionales, se altera la altura o la envergadura de la infraestructura de soporte de antenas, las autorizaciones y requisitos que se establecen en la ley para el emplazamiento deberán ser asumidos plenamente por el requirente. Asimismo, serán de su cuenta, a prorrata de la proporción en que utilice la parte útil de la torre soporte de antenas respectiva, tanto los costos y gastos necesarios para su operación y mantenimiento, como también el costo equivalente al valor nuevo de reemplazo de dicha torre, entendido como el costo de renovar todas las obras, instalaciones y bienes físicos necesarios para su emplazamiento, y a su vez otros, tales como los intereses intercalarios, las rentas de arrendamiento y otras semejantes, las compensaciones o indemnizaciones, los derechos o los pagos asociados a eventuales servidumbres. Entre los derechos, no se podrán incluir los que haya concedido el Estado a título gratuito ni los pagos realizados en el caso de concesiones obtenidas mediante licitación. 


En caso de no existir acuerdo entre los operadores en el monto al que deben ascender los pagos aludidos, dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que se materializó la respectiva colocalización, se deberá someter la controversia al conocimiento y fallo de un árbitro arbitrador, designado de la manera que establece el artículo 232 del Código Orgánico de Tribunales. El árbitro estará obligado a fallar en favor de una de las dos proposiciones de las partes, vigentes al momento de someterse el caso a arbitraje, debiendo aceptarla en su integridad. En consecuencia, no podrá fallar por una alternativa distinta ni contener en su fallo proposiciones de una y otra parte.


Se tendrá por no escrita cualquier cláusula o estipulación del instrumento por el  que se otorgue el uso de predios de cualquier tipo para el emplazamiento de torres, que impida o tienda a impedir que el titular de ellas celebre acuerdos de colocalización con distintos operadores de telecomunicaciones o que opere en subsidio lo dispuesto en este artículo. La facultad de celebrar estos acuerdos será irrenunciable.


Para efectos de este artículo se entenderá por antena y sistema radiante de transmisión de telecomunicaciones a todo dispositivo diseñado para emitir ondas radioeléctricas que puede estar constituido por uno o varios elementos radiadores y elementos anexos, y cuyo ámbito de aplicación será definido en el reglamento, de acuerdo a su tecnología, naturaleza y uso.


4) Intercálase en el inciso primero del artículo 36° bis, a continuación de la frase inicial “El incumplimiento de las disposiciones de los artículos” la expresión “19 bis”.

ARTÍCULO 5º


--- Eliminarlo.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

ARTÍCULOS 1º, 2º y 3º


--- Reemplazarlos por los siguientes:


“Artículo 1°.- Toda solicitud de otorgamiento, renovación o modificación de una concesión o permiso de telecomunicaciones que se encuentre en trámite al momento de la publicación de esta ley en el Diario Oficial, se regirá por la ley vigente al momento de su presentación.


Artículo 2°.- Para los efectos de la dictación del reglamento referido en el número 3) del artículo 2° de esta ley, la Subsecretaría de Telecomunicaciones o el organismo que la reemplace tendrá un plazo de 90 días contado desde la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial.


Artículo 3°.- Para el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 7° de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, la Subsecretaría de Telecomunicaciones o el organismo que la reemplace contará con un plazo de 12 meses contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial.


Artículo 4°.- Las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de doce metros de altura ya autorizadas y emplazadas por concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones en territorios urbanos saturados de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, o en bienes nacionales de uso público, deberán adecuarse a lo establecido en esta ley, en el término de 36 meses contado desde la fecha de su publicación en el Diario Oficial, debiendo los propietarios de las mismas optar someterse al régimen establecido en el artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones a efectos de permitir la colocalización , para cuyos efectos se deberá acompañar a la correspondiente Dirección de Obras los documentos a que se refiere la letra d) del artículo 116 bis F, o la obligación de mitigar y minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la obra, en cuyo caso se deberá acompañar a la correspondiente Dirección de Obras los documentos a que se refieren las letras b), c),  f) y g) del mismo artículo. 


Artículo 5°.- En caso que un territorio urbano se encuentre saturado de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones por la existencia de cuatro o más de este tipo de instalaciones, los propietarios de las mismas, además de optar por una de las medidas a que hace referencia el artículo cuarto transitorio, quedarán obligados a ejecutar medidas de diseño para minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de las torres sobre el entorno en que se emplazan.

- - - - - - -


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Modifícase la Ley General de Urbanismo y Construcciones, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue establecido por el decreto con fuerza de ley N° 458, del año 1976, del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, de la siguiente forma:


a) Agréguense los siguientes artículos 116 bis E, 116 bis F, 116 bis G y 116 bis H:


“Artículo 116 bis E.- Las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, podrán instalarse en áreas urbanas y rurales, debiendo en ambos casos sujetarse a lo dispuesto en este artículo y en los artículos 116 bis F, 116 bis G y 116 bis H de esta ley, según sea el caso. 


Para estos efectos, se entenderá que las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones corresponden al conjunto específico de elementos soportantes de una antena y sistema radiante de transmisión de telecomunicaciones. Por su parte la antena y sistema radiante de transmisión de telecomunicaciones, corresponde a aquel dispositivo a que se refiere el inciso final del artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones.


Tratándose de los permisos de instalación de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones que se soliciten en áreas de riesgo, además de cumplir con los requisitos que se indican en esta ley, se deberá acompañar a la respectiva solicitud un estudio fundado, elaborado por un profesional competente, que determine las acciones que deberán ejecutarse para la adecuada utilización de las mismas, conforme a lo dispuesto en la Ordenanza General de esta ley. Tales acciones deberán estar materializadas antes de la recepción de la torre por parte de la Dirección de Obras de la municipalidad respectiva, o, en todo caso, dentro del plazo de 12 meses contado desde la fecha de la solicitud del permiso o del aviso de instalación, cuando correspondiere.


Tratándose de áreas de protección, la instalación de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones será autorizada debiendo darse siempre cumplimiento a lo establecido en la  Ley 19.300, en los casos que así corresponda.


No podrán instalarse torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, como tampoco antenas ni sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, en aquellas zonas urbanas saturadas de sistemas radiantes de telecomunicaciones conforme al artículo 7º de la Ley General de Telecomunicaciones. 


Tampoco podrán emplazarse torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones  dentro de establecimientos educacionales públicos o privados, salas cuna, jardines infantiles, hospitales, clínicas o consultorios, predios donde existan torres de alta tensión, hogares de ancianos u otras áreas sensibles de protección así definidas en la ordenanza general de esta ley, ni en sitios ubicados a menos de 300 metros de los deslindes de estos establecimientos, salvo que se trate de aquellas torres soportes de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones a que se refiere el artículo 116 bis H y el artículo 116 bis G, de la presente ley o, en los demás casos, cuando el servicio respectivo sea requerido por tales establecimientos para sus fines propios, circunstancia que en ningún caso eximirá al solicitante de contar con el permiso que procediere otorgar al Director de Obras Municipales en conformidad a las disposiciones de esta ley. 


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos siguientes, la altura de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, se medirá desde el suelo natural.


Artículo 116 bis F.- Toda torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de doce metros de altura, incluidos en ello sus antenas y sistemas radiantes,  requerirá permiso de instalación de la Dirección de Obras Municipales respectiva. 


Las instalaciones a que se refiere el inciso anterior deberán cumplir con lo dispuesto en el artículo 116 bis E, con los distanciamientos establecidos en la Ordenanza General de la presente ley y, en caso de emplazarse en áreas urbanas, les será aplicable, adicionalmente, el régimen de rasantes que establezca el plan regulador respectivo, o en su defecto la Ordenanza General de esta ley.


Quedarán exentas del cumplimiento de las normas sobre distanciamientos a que se refiere el inciso anterior aquellas instalaciones de estructuras que, con el solo objetivo de colocalizar una nueva antena o sistema radiante, deban modificar su altura. Para tales efectos, dichas instalaciones podrán sobrepasar las rasantes, siempre que dicha modificación no supere el treinta por ciento de la altura total de la torre soporte original.


A la solicitud de permiso de instalación a que se refiere este artículo, se deberán acompañar  los siguientes antecedentes:


a) Solicitud de instalación, suscrita por el propietario o copropietarios del inmueble donde se efectuará la instalación y por el operador responsable de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones. En caso de que el permiso se solicite para la instalación de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones en bienes nacionales de uso público, bastará que se presente la solicitud del operador, previa autorización de la Municipalidad respectiva.  Sin perjuicio de lo anterior, la persona que solicite el derecho de uso de los bienes nacionales de uso publico para estos fines, deberá efectuar una compensación a favor de la municipalidad correspondiente.


b) Proyecto firmado por un profesional competente en el que se incluyan los planos de la instalación de la torre,  los cuales deberán graficar el cumplimiento de los distanciamientos mínimos y las rasantes a que se refiere este artículo. Dicho plano deberá ser firmado por el propietario o copropietarios del inmueble donde se efectuará la instalación y por el operador responsable de la misma o su representante legal. Asimismo, el proyecto deberá acompañar una memoria explicativa que indique las medidas de diseño adoptadas para minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la torre sobre el entorno en que se emplaza.


c) Presupuesto del costo total de la torre.


d) Proyecto de cálculo estructural de la torre, incluidas sus fundaciones, con su respectiva memoria de cálculo y planos de estructura, que señale la capacidad de soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, elaborado y suscrito por un profesional competente. El proyecto deberá acreditar que la capacidad de soporte  antes señalada permitirá la colocalización de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de, al menos, tres concesionarios.


e) Certificado emitido por Correos de Chile, que acredite la notificación por carta certificada, enviada con una antelación de al menos quince días a la presentación de la solicitud, a la Junta de Vecinos respectiva y a los propietarios de todos los inmuebles que se encuentren comprendidos total o parcialmente en el área ubicada al interior de la circunferencia que tiene por centro el eje vertical de la torre y un radio equivalente a dos veces la altura de la misma, incluidas sus antenas y sistemas radiantes. Los inmuebles que se encuentren en la situación antes descrita deberán singularizarse en un plano autorizado ante Notario. La notificación deberá incluir el aviso de instalación de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes, indicando la ubicación exacta de la instalación, la altura y el diseño adoptado para minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la torre sobre el entorno en que se emplazará, como asimismo una reseña de la propuesta de obra u obras de mejoramiento del espacio público a que se refiere la letra f) de este artículo. Esta notificación no será necesaria para el inmueble en que se instale la torre.


El incumplimiento de lo dispuesto en el párrafo anterior acarreará la denegación del permiso de instalación  o quedará sin efecto de pleno derecho, si es que se hubiese otorgado. 


Los propietarios que se encuentren dentro del área descrita en esta letra, podrán formular al Concejo Municipal, por escrito, y previo informe de la Junta de Vecinos respectiva, las observaciones que estimen convenientes acerca del proyecto de instalación de la torre hasta treinta días corridos después de practicada la notificación respectiva. Dentro del mismo plazo, la mayoría simple de los propietarios a que hace referencia este párrafo podrá proponer obras de mejoramiento del espacio público alternativas a las propuestas por el solicitante, hasta por el monto a que se refiere la letra f) del presente artículo.


f) Propuesta escrita de obra u obras de mejoramiento del espacio público ubicado al interior de la circunferencia que tiene por centro el eje vertical de la torre hasta un radio de doscientos cincuenta metros a la redonda del lugar donde se emplazará la misma. La propuesta deberá referirse a obras relacionadas con el mejoramiento de áreas verdes, pavimentos, ciclo vías, luminarias, ornato u otras que apruebe el Concejo Municipal, por un monto equivalente, al menos,  al treinta por ciento del costo total de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, tomando como referencia el presupuesto a que se refiere la letra c) del presente artículo. Previo a pronunciarse sobre la aprobación de la respectiva propuesta, el Concejo Municipal deberá analizar las observaciones que haya recibido de los propietarios y adoptar acuerdos sobre las mismas, dentro de un plazo de diez días contado desde que se presentaron las observaciones. Vencido este plazo, sin que exista pronunciamiento del Concejo Municipal, se tendrán por rechazadas tales observaciones y por aprobada la obra de mejoramiento propuesta por el interesado, o la primera de la lista si  la propuesta acompañada comprendiera más de una.  


Las obras de mejoramiento mencionadas en el párrafo anterior deberán encontrarse terminadas  dentro del plazo de un año contado desde la fecha que se otorgue el respectivo permiso de instalación de la torre. Este plazo podrá ampliarse por razones de fuerza mayor o caso fortuito, debidamente acreditado ante la Dirección de Obras Municipales, debiendo en este caso renovarse la garantía a que se refiere el párrafo siguiente. 


Para garantizar el fiel cumplimiento de las obras de mejoramiento del espacio público a que se refiere esta letra, el operador o su representante legal deberá rendir una caución a favor de la Municipalidad respectiva, la cual podrá consistir indistintamente en una boleta bancaria o póliza de seguro por el monto de la obra de que se trate. Las instituciones bancarias o aseguradoras que hubieren emitido el respectivo documento de garantía, pagarán los valores garantizados con el solo mérito del certificado que otorgue el Director de Obras Municipales, en el sentido que las obras no se han ejecutado, y que el plazo correspondiente se encuentra vencido. 


g) Certificado de la Dirección General de Aeronáutica Civil que acredite que la altura total de la torre que se pretende emplazar, incluidas sus antenas y sistemas radiantes, no constituyen peligro para la navegación aérea.


h) Certificado de la Subsecretaría de Telecomunicaciones que acredite el hecho de haber sido presentada una solicitud de otorgamiento o modificación de concesión de un servicio de telecomunicaciones, cuyo proyecto técnico establezca que los sistemas y equipos respectivos se emplazarán en la torre cuyo permiso de instalación se solicita. En caso que el permiso sea solicitado por un concesionario de servicios intermedios de telecomunicaciones  que provea de estos servicios de infraestructura, sólo se requerirá que sea presentada una copia del decreto en virtud del cual se le otorgó su concesión.


En caso que las torres a que se refiere este artículo vayan a ser emplazadas en territorios urbanos, o en bienes nacionales de uso público saturados de instalación de estructuras de soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, la solicitud de permiso de instalación respectiva, deberá acompañar, además de los requisitos señalados precedentemente, el acuerdo o autorización de colocalización del propietario de la respectiva  torre o copia de la resolución favorable de la Subsecretaría de Telecomunicaciones al concesionario requerido, o del laudo arbitral, según corresponda, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 19 bis de la Ley 18.168, General de Telecomunicaciones. 


Para los efectos de lo dispuesto en el presente artículo, se entenderá que un territorio urbano se encuentra saturado de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones cuando existan más de dos de estas estructuras dentro del radio de quinientos metros a la redonda medido desde el eje vertical de cualquiera de las torres preexistentes, siempre y cuando estas últimas tuviesen una altura de doce metros o más. La calificación de territorio saturado a que se refiere este inciso se efectuará por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, teniendo como antecedente las estructuras existentes en la respectiva comuna, al momento de pronunciarse sobre el permiso de instalación correspondiente. 


La Dirección de Obras Municipales respectiva, dentro del plazo máximo de quince días hábiles contado desde la fecha que se pronuncie el Concejo Municipal o desde que haya vencido el plazo de diez días de acuerdo con lo dispuesto en la letra f) del presente artículo,  otorgará el permiso si, de acuerdo a los antecedentes acompañados, la solicitud de instalación de la torre cumple con las disposiciones establecidas en esta ley, previo pago de los derechos municipales indicados en el artículo 130, o se pronunciará denegándolo. Si cumplido dicho plazo no hubiere pronunciamiento por escrito sobre el permiso, o este fuere denegado, los interesados podrán reclamar ante la Secretaría Regional correspondiente del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, aplicándose para tales efectos lo dispuesto  en el artículo 118.


El permiso de instalación se otorgará al concesionario de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones, e  identificará claramente al beneficiario, la localización de las instalaciones autorizadas, y no podrá tener un plazo inferior al que le reste al interesado para completar el plazo de su concesión. 


El Director de Obras, una vez instalada la torre, deberá verificar que la instalación se ejecutó conforme al permiso otorgado y procederá a efectuar la recepción, si fuere procedente. 


Artículo 116 bis G.- Toda torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de dos y hasta doce metros de altura, incluidos en ello sus antenas y sistemas radiantes, requerirá permiso de instalación del Director de Obras Municipales, conforme a lo dispuesto en el presente artículo. 


Las instalaciones a que se refiere el inciso anterior deberán cumplir con las normas dispuestas en el artículo 116 bis E y con los distanciamientos establecidos en la Ordenanza General de esta ley. 


A la solicitud de permiso de instalación a que se refiere este artículo, se deberán acompañar los antecedentes señalados en las letras a), b), c), y h) del artículo 116 bis F de la presente ley. 


La Dirección de Obras Municipales respectiva deberá pronunciarse en la misma forma y dentro del mismo plazo señalado en el artículo 116 bis F, con la excepción que en estos casos no se podrá denegar el permiso aún cuando la torre se emplace en un territorio saturado de instalación de estructuras de soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones. Si no hubiere pronunciamiento por escrito del permiso o éste fuere denegado, se aplicará lo dispuesto en el referido artículo. 


El permiso de instalación de soporte de antenas y sistemas radiantes se otorgará al concesionario de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones, e  identificará claramente al beneficiario, la localización de las instalaciones autorizadas, y no podrá tener un plazo inferior al que le reste al interesado para completar el plazo de su concesión. 


El Director de Obras una vez instalada la torre, deberá verificar que la instalación se ejecutó conforme al permiso otorgado, y procederá a efectuar la recepción, si fuere procedente. 


Tanto a las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones a que se refiere este artículo, que se adosen o adhieran a una edificación preexistente,  como a los postes de alumbrado público o eléctrico, elementos publicitarios, señalética o mobiliario urbano, no les será exigible el permiso que se contempla en el inciso primero del presente artículo, debiendo cumplir sólo con el aviso de instalación establecido en el artículo 116 bis H de esta ley.

Artículo 116 bis H.- Las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones  de dos o menos metros de altura, incluidos en ello sus antenas y sistemas radiantes,  requerirán de aviso de instalación a la Dirección de Obras Municipales conforme a los requisitos establecidos en la Ordenanza General de esta ley.


Al mismo aviso estará sujeta la instalación de aquellas estructuras porta antenas que se levanten sobre edificios de más de cinco pisos.”.


b) Agréguese al artículo 130 el siguiente numeral:

“10.- Permiso de instalación de torre soporte de antenas

        y sistemas radiantes de transmisión de 

        telecomunicaciones.........................................5% del presupuesto de la 

                                                                                instalación.”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones:


1) Agregánse en el artículo 7°, los siguientes incisos segundo y tercero, pasando el actual inciso segundo a ser cuarto:


“En virtud de esta atribución y de lo señalado en el artículo precedente, la Subsecretaría de Telecomunicaciones o el organismo que la reemplace podrá, mediante resolución publicada en el Diario Oficial, declarar a una determinada zona geográfica como zona saturada de sistemas radiantes de telecomunicaciones, cuando la densidad de potencia exceda los límites que determine la normativa técnica dictada al efecto por la Subsecretaría de Telecomunicaciones o el organismo que la reemplace.


La Subsecretaría de Telecomunicaciones o el organismo que la reemplace deberá mantener en su sitio web un sistema de información que le permita a la ciudadanía conocer los procesos de autorizaciones en curso, los catastros de las antenas y sistemas radiantes autorizados, así como los niveles de exposición a campos electromagnéticos en las cercanías de dichos sistemas y las empresas certificadoras que realizan dichas mediciones y los protocolos utilizados. Con este fin, la Subsecretaría de Telecomunicaciones o el organismo que la reemplace dictará la norma técnica que defina los niveles máximos de exposición en lugares de circulación habitual de personas y los protocolos de medición. La declaración de determinada zona geográfica como zona saturada de sistemas radiantes de telecomunicaciones obligará a la Subsecretaría o al organismo que la reemplace a la elaboración de un plan de mitigación que permita reducir, en las zonas saturadas, en el plazo de un año, la radiación a los niveles permitidos, para lo cual consultará la opinión de las empresas involucradas.”.


2) Modifícase el artículo 14, del siguiente modo:


a) Intercálase en el inciso cuarto, a continuación de las palabras “esta ley”, la siguiente oración:


“, con excepción de aquellas modificaciones que consistan en la instalación, operación y explotación de un sistema radiante y equipos asociados sin previo emplazamiento de una torre, utilizando como soporte edificaciones preexistentes, postes de alumbrado público o eléctrico, elementos publicitarios, señalética, o mobiliario urbano;  y sin modificar la zona de servicio, frecuencias, ancho de banda y potencias ya autorizadas, casos en los cuales la autorización se otorgará mediante resolución de la Subsecretaría o el organismo que la reemplace.”.


b) Agrégase el siguiente inciso octavo:


“No se admitirá a trámite la solicitud de otorgamiento o modificación de concesión que considere la ubicación de sistemas radiantes dentro de una zona declarada como saturada, de conformidad con el artículo 7°, mientras que respecto de aquellas áreas de protección referidas en el inciso quinto del citado artículo, podrá admitirse, previa aprobación del sistema de evaluación de impacto ambiental dispuesto en el artículo 10 de la Ley 19.300.”.


3) Incorpórase el siguiente artículo 19° bis:


“Artículo 19 bis.- Todo concesionario de servicio público e intermedio de telecomunicaciones, antes de proceder a la instalación de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de doce metros de altura, en zonas o territorios saturados de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones deberá verificar si existe infraestructura de soporte de otro concesionario o empresa autorizada en operación, en la que sea factible emplazar dichas antenas o sistemas radiantes y que haya sido autorizada conforme con el artículo 116 bis F  de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, decreto con fuerza de ley Nº 458 de 1976. De existir tal infraestructura, deberá solicitar al titular respectivo autorización para proceder a la colocalización. La autorización concedida al concesionario requirente comprenderá el derecho a emplazar todos los equipos e instalaciones de soporte y operación de las antenas o sistemas de que se trate, así como el derecho a acceder a dichos equipos e instalaciones a fin de asegurar su correcto funcionamiento.


El concesionario requerido se pronunciará respecto de la solicitud dentro de los  treinta días siguientes al requerimiento, y podrá negar la autorización argumentando razones técnicas que demuestren que la instalación de otras antenas y sistemas radiantes afecta gravemente el normal funcionamiento de los servicios que utilizaban la respectiva infraestructura de soporte o aquellos que se encuentran pendientes de autorización y que se instalarían sobre la misma estructura, a la fecha del requerimiento. En caso que el concesionario requerido negare la solicitud de colocalización, el concesionario requirente podrá recurrir a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, conforme con el artículo 28 bis. 


Resuelta a favor del requirente la controversia, el requerido deberá permitir de inmediato la colocalización. 


Cuando el titular de la torre sea una empresa no concesionaria de servicios de telecomunicaciones, no podrá negar la autorización, sino sólo por causa de ya haber cedido el uso de la torre, conforme con su capacidad estructural declarada, a operadores que hubieren instalado sus respectivos sistemas al momento de la solicitud denegada. 


El concesionario requirente deberá hacerse cargo de todos los costos y gastos de inversión que sean consecuencia de la colocalización a que se refiere este artículo, incluyendo las inversiones adicionales que puedan ser requeridas para soportar sus nuevos sistemas radiantes. En particular, si como consecuencia de dichas inversiones adicionales, se altera la altura o la envergadura de la infraestructura de soporte de antenas, las autorizaciones y requisitos que se establecen en la ley para el emplazamiento deberán ser asumidos plenamente por el requirente. Asimismo, serán de su cuenta, a prorrata de la proporción en que utilice la parte útil de la torre soporte de antenas respectiva, tanto los costos y gastos necesarios para su operación y mantenimiento, como también el costo equivalente al valor nuevo de reemplazo de dicha torre, entendido como el costo de renovar todas las obras, instalaciones y bienes físicos necesarios para su emplazamiento, y a su vez otros, tales como los intereses intercalarios, las rentas de arrendamiento y otras semejantes, las compensaciones o indemnizaciones, los derechos o los pagos asociados a eventuales servidumbres. Entre los derechos, no se podrán incluir los que haya concedido el Estado a título gratuito ni los pagos realizados en el caso de concesiones obtenidas mediante licitación. 


En caso de no existir acuerdo entre los operadores en el monto al que deben ascender los pagos aludidos, dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que se materializó la respectiva colocalización, se deberá someter la controversia al conocimiento y fallo de un árbitro arbitrador, designado de la manera que establece el artículo 232 del Código Orgánico de Tribunales. El árbitro estará obligado a fallar en favor de una de las dos proposiciones de las partes, vigentes al momento de someterse el caso a arbitraje, debiendo aceptarla en su integridad. En consecuencia, no podrá fallar por una alternativa distinta ni contener en su fallo proposiciones de una y otra parte.


Se tendrá por no escrita cualquier cláusula o estipulación del instrumento por el  que se otorgue el uso de predios de cualquier tipo para el emplazamiento de torres, que impida o tienda a impedir que el titular de ellas celebre acuerdos de colocalización con distintos operadores de telecomunicaciones o que opere en subsidio lo dispuesto en este artículo. La facultad de celebrar estos acuerdos será irrenunciable.


Para efectos de este artículo se entenderá por antena y sistema radiante de transmisión de telecomunicaciones a todo dispositivo diseñado para emitir ondas radioeléctricas que puede estar constituido por uno o varios elementos radiadores y elementos anexos, y cuyo ámbito de aplicación será definido en el reglamento, de acuerdo a su tecnología, naturaleza y uso.


4) Intercálase en el inciso primero del artículo 36° bis, a continuación de la frase inicial “El incumplimiento de las disposiciones de los artículos” la expresión “19 bis”.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


“Artículo 1°.- Toda solicitud de otorgamiento, renovación o modificación de una concesión o permiso de telecomunicaciones que se encuentre en trámite al momento de la publicación de esta ley en el Diario Oficial, se regirá por la ley vigente al momento de su presentación.


Artículo 2°.- Para los efectos de la dictación del reglamento referido en el número 3) del artículo 2° de esta ley, la Subsecretaría de Telecomunicaciones o el organismo que la reemplace tendrá un plazo de 90 días contado desde la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial.


Artículo 3°.- Para el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 7° de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, la Subsecretaría de Telecomunicaciones o el organismo que la reemplace contará con un plazo de 12 meses contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial.


Artículo 4°.- Las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de doce metros de altura ya autorizadas y emplazadas por concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones en territorios urbanos saturados de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, o en bienes nacionales de uso público, deberán adecuarse a lo establecido en esta ley, en el término de 36 meses contado desde la fecha de su publicación en el Diario Oficial, debiendo los propietarios de las mismas optar someterse al régimen establecido en el artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones a efectos de permitir la colocalización , para cuyos efectos se deberá acompañar a la correspondiente Dirección de Obras los documentos a que se refiere la letra d) del artículo 116 bis F, o la obligación de mitigar y minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la obra, en cuyo caso se deberá acompañar a la correspondiente Dirección de Obras los documentos a que se refieren las letras b), c), f) y g) del mismo artículo. 


Artículo 5°.- En caso que un territorio urbano se encuentre saturado de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones por la existencia de cuatro o más de este tipo de instalaciones, los propietarios de las mismas, además de optar por una de las medidas a que hace referencia el artículo cuarto transitorio, quedarán obligados a ejecutar medidas de diseño para minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de las torres sobre el entorno en que se emplazan.

- - - - - -


Acordado en sesiones celebradas los días 5, 6, 18, 19 y 20 de abril y 10, 17 y 18 de mayo de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jovino Novoa Vásquez (Gonzalo Uriarte Herrera) (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín, Jorge Pizarro Soto y Baldo Prokurica Prokurica.


Sala de la Comisión, a 23 de mayo de 2011.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida,

Abogado Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, Y DE SALUD, UNIDAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY EN MATERIA DE DURACIÓN DEL DESCANSO DE MATERNIDAD

(7526-13)

I
HONORABLE SENADO:


Vuestras Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, tienen el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.


Cabe señalar que este proyecto fue discutido en general y en particular, en virtud del acuerdo adoptado, oportunamente, por la mayoría de los Comités. 

A una o más de las sesiones en que las Comisiones unidas estudiaron esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señora Isabel Allende Bussi y señores Andrés Chadwick Piñera, Camilo Escalona Medina, Alberto Espina Otero, José Antonio Gómez Urrutia, Ricardo Lagos Weber, Juan Pablo Letelier Morel, Alejandro Navarro Brain, Jaime Orpis Bouchon y Jaime Quintana Leal, y los Honorables Diputados señoras Cristina Girardi Lavín, Carolina Goic Boroevic, María José Hoffmann Opazo, Marta Isasi Barbieri, Andrea Molina Oliva, Claudia Nogueira Fernández y Mónica Zalaquett Said, y señores Enrique Accorsi Opazo, Osvaldo Andrade Lara, Juan Carlos Latorre Carmona, Javier Macaya Danus, Miodrag Marinovic Solo de Zaldívar y Pedro Velásquez Seguel.

Asimismo concurrieron, del Servicio Nacional de la Mujer, la Ministra Directora, señora Carolina Schmidt Zaldívar, la Subsecretaria, señora Cecilia Pérez, el Jefe de Gabinete, señor Alejandro Ferrnández, la Jefa de Comunicaciones, señora Macarena Villarino, la Jefa del Departamento de Reformas Legales, señora Andrea Barros, y la abogada de dicho Departamento, señora Susan Ortega.

Del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, asistieron, la Ministra, señora Evelyn Matthei Fornet, la Jefa de Gabinete, señora Paulina Astorga, el asesor legislativo, señor Francisco Del Río, y el periodista, señor Juan Pablo Lañas.

Del Ministerio de Salud, concurrieron, el Ministro, señor Jaime Mañalich Muxi, acompañado por los asesores, señores Juan Cataldo y Máximo Pavez, y por la Jefa de Comunicaciones, señora Ana María Morales. Igualmente, asistieron el Secretario Regional de Salud V Región, señor Jaime Jamett, y su asesora, señora Marcela Aranda.

Del Ministerio de Hacienda, asistieron, el Ministro, señor Felipe Larraín Bascuñán, el Subsecretario, señor Rodrigo Alvarez Zenteno, la asesora legislativa, señora Carmen Soza y los asesores señores Pablo Santiago y Andrés Venegas. De la Dirección de Presupuestos, la Directora, señora Rossana Costa, la abogada, señora Patricia Orellana y el analista, señor Franco Zecchetto.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, asistieron, el Ministro, señor Cristián Larroulet Vignau, el Subsecretario, señor Claudio Alvarado Andrade, la Coordinadora División Relaciones Políticas e Institucionales, señora Carolina Infante, los asesores, señorita Carolina Salas, y señores Andrés Dockendorff y Alberto Vergara, y el analista, señor Tomás Fuentes.


Del Ministerio Secretaría General de Gobierno, concurrió los asesores, señora Constanza Hube y señor Juan José Bruna.


Asimismo asistieron, especialmente invitadas a exponer sus puntos de vista en torno al proyecto de ley en estudio, las siguientes entidades, representadas del modo que sigue:


La Central Unitaria de Trabajadores de Chile (CUT), encabezada por su Presidente, señor Arturo Martínez, acompañado por la Vicepresidenta, señora Silvia Aguilar, la Vicepresidenta de la Secretaría de la Mujer, señora María Rozas -cuyo lamentable fallecimiento se produjo con posterioridad a su participación en este debate-, la Consejera, señora Laura San Martín, y el abogado asesor, señor Roberto Godoy.


La Central Autónoma de Trabajadores de Chile (CAT), representada por su Presidente, señor Oscar Olivos, junto al Secretario General, señor Alfonso Pastene, el Tesorero, señor Abraham Armijo, y la Consejera Nacional, señora María Teresa Fevriel, y la señora Luisa Soto.


La Unión Nacional de Trabajadores de Chile (UNT), por intermedio de su Presidente, señor Diego Olivares Aravena (Sector Bancario Privado), acompañado por la Vicepresidenta de la Mujer, señora Georgina Cortés (Sector Salud Pública), la Consejera, señora Ana Gloria Cofré (Sector Comercio), el Secretario Interuniones, señor Pelayo Astorga (Sector Comercio), y del Departamento de la Mujer, las señoras Florinda Castillo (Sector Comercio) y Paulina Inostroza (Sector Correos de Chile).


La Confederación de la Producción y el Comercio (CPC), encabezada por su Presidente, señor Lorenzo Constans, junto al Gerente General, señor Fernando Alvear. 


Comunidad Mujer, por intermedio de su Directora Ejecutiva, señora Alejandra Sepúlveda, la Directora de Estudios, señora Andrea Betancor y la periodista, señora Andrea Campos.


La Federación Nacional de Profesionales Universitarios de los Servicios de Salud (FENPRUSS), representada por el Secretario Nacional (S), señor José Seguel, el Vicepresidente, señor Yamil Asenié, los Directores Nacionales, señora Dina Imaña (Encargada Igualdad de Oportunidades), señora Rosa Domínguez (Área Jurídica), señora Laura Bremer (Tesorera Nacional), y señor Carlos Pincheira (Encargado de Jóvenes, VIII Región), junto a las señoras Carolina Quilodrán y Carolina Vera.


La Agrupación Nacional de Empleados Fiscales (ANEF), por intermedio de su Presidente, señor Raúl De la Puente, la Vicepresidenta, señora Jeanette Soto, la Primera Vicepresidenta, señora Nury Benítez, la Vicepresidenta Nacional de la Mujer, señora Ana Bell Jaras, la Vicepresidenta Previsión Social, señora Blanca Salazar, el Vicepresidente Modernización del Estado, señor Bernardo Jorquera, la Secretaria General Nacional, señora Angela Rifo, el Secretario Técnico de Jóvenes, señor Paul Laulié, y la Dirigenta Nacional, señora Magdona Muñoz.


El Colegio de Matronas de Chile A.G., representado por su Presidenta, señora Anita Román.


Del mismo modo, concurrieron:


Por el Instituto Libertad y Desarrollo, los asesores legislativos, señora Silvia Baeza y señor Daniel Montalva.


Por el Instituto Igualdad, el Coordinador Legislativo, señor Gabriel de la Fuente. 


Por la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN), la abogado, señorita Macarena Lobos.


Por la Fundación Jaime Guzmán, la asesora, señora Cecilia Flores.


Por la Corporación Humanas, la abogada del Programa Seguimiento Legislativo, señorita Camila Maturana.

- - -


Cabe consignar que, durante la discusión del presente proyecto de ley, se recibieron los siguientes informes preparados por la Biblioteca del Congreso Nacional, titulados: “Financiamiento del Subsidio por Incapacidad Laboral”, “Postnatal: Experiencia jurídica y socioeconómica comparada” y “Estadísticas Nacionales y Regionales de Mujeres: Inserción Laboral y Subsidios Maternales”.


Asimismo, se recibió la opinión por escrito de la Asociación de Padres de Prematuros (ASPREM).


Todos los referidos documentos fueron debidamente considerados por los miembros de las Comisiones unidas, y se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones unidas.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO

En lo fundamental, mejorar el régimen legal sobre protección a la maternidad, a fin de garantizar el mejor cuidado de los hijos, fomentar la corresponsabilidad del padre y la madre en dicha tarea, y facilitar una mayor conciliación entre familia y trabajo para los hombres y mujeres de nuestro país.


Las propuestas y contenidos esenciales del proyecto para el cumplimiento de sus objetivos son:


- Descanso de maternidad:


La iniciativa legal en análisis mantiene, sin modificaciones, el actual régimen de descanso de maternidad en cuanto a su duración y al subsidio a que éste da lugar. Conforme a ello, se conserva tanto el permiso de seis semanas antes del parto y doce semanas después de él, como el subsidio pagado por el Estado. Lo anterior, según indica el Mensaje, considerando que se trata de derechos laborales adquiridos que el Ejecutivo declara respetar y proteger.


- Adopciones:


Reconociendo que el período postnatal no sólo se otorga en beneficio de la madre que se recupera del parto, sino que también en beneficio de los niños y del vínculo que éstos generan con sus padres en los primeros meses, se dispone que los padres de hijos adoptados menores de 6 meses, gozarán tanto del período de postnatal como del nuevo período de postnatal parental, de acuerdo a las normas generales.


Respecto de los menores que no sean recién nacidos, se propone conceder al adoptante el período de permiso postnatal parental, con el correspondiente subsidio. 


Lo anterior, según expresa el Mensaje, atendida la especial situación en la cual se encuentran estos niños, para quienes es necesario tener un tiempo de adaptación junto a sus nuevos padres, construyendo lazos de apego y cuidado. 


Sobre el particular, el Mensaje destaca además que, actualmente en Chile, el 77% de los niños adoptados tienen más de seis meses de edad al momento en que se produce la adopción, según fuentes del Servicio Nacional de Menores (SENAME), al año 2010.


- Nuevo permiso postnatal parental:


El proyecto de ley contempla la ampliación del postnatal, mediante la creación del denominado permiso postnatal parental, consistente en un tiempo de descanso inmediato al período postnatal, del cual puede hacer uso la madre o el padre, a elección de la primera. 


Se trata de un derecho irrenunciable para todas las madres trabajadoras. 


Este permiso postnatal parental será de doce semanas, seis de las cuales la madre podrá traspasar al padre. En efecto, el permiso podrá ser ejercido completamente por la madre, o fraccionado en 6 semanas para la madre y 6 semanas para el padre, siempre a elección de la madre, con goce del subsidio que le corresponde a ella. En caso de que lo tome el padre, deberá corresponder a las últimas 6 semanas de este período.

De este modo, explica el Mensaje, serían las propias familias las que elijan la forma de cuidar a sus hijos, según la manera que mejor se adapte a sus necesidades y realidad, incorporando el concepto de corresponsabilidad, ya que tanto padre o madre podrán usar este permiso.


Por otra parte, durante este período, la madre recibirá un subsidio equivalente a su remuneración, con un tope de 30 unidades de fomento. 


Asimismo, las madres trabajadoras con derecho a postnatal, también tendrán derecho de trabajar parcialmente desde el tercer mes, para completar la remuneración no cubierta por el subsidio, si así ellas lo quisieran, y sin perder el subsidio.


- Enfermedad grave del hijo menor de un año:


En esta materia, de acuerdo a lo que consigna el Mensaje, la iniciativa espera solucionar el mal uso que se ha dado al permiso por enfermedad grave del hijo menor de un año.


Para ello, dicho permiso se mantiene en los mismos términos que se contempla en la actualidad, con las siguientes innovaciones:


Atendido que existen diferentes tipos de enfermedades que afectan a los recién nacidos, se distingue entre enfermedades graves y gravísimas, las que serán determinadas mediante un decreto supremo, expedido por el Ministerio de Salud.


Respecto de las enfermedades que sean consideradas gravísimas, se mantiene el actual sistema de permiso y subsidio, y para las calificadas como graves, se establece un permiso y subsidio equivalente a la remuneración de la madre, con un tope de 30 unidades de fomento y con copago escalonado de acuerdo al tramo del ingreso de la madre.


En cuanto a las enfermedades graves, sólo podrá ejercerse este derecho una vez cumplido el descanso postnatal y el permiso postnatal parental.


Finalmente, se establece que el profesional, al emitir la respectiva licencia médica, deberá efectuar un informe detallado y fundado en el cual conste la necesidad de su otorgamiento. El Mensaje explica que este es un mecanismo que se introduce para evitar el fraude en este tipo de licencias.


- Fuero:


Atendida la importancia que tiene el fuero en la protección de la maternidad, y a fin de favorecer el ingreso de las mujeres al mercado laboral remunerado formal, la iniciativa propone mantener el actual régimen de fuero, pero modificando algunos aspectos del mismo.


Así, se mantiene su inicio junto al del embarazo, pero se extiende hasta un año después del nacimiento del niño. Con ello, según apunta el Mensaje, el proyecto se hace cargo de no seguir prolongando el fuero maternal con la extensión del post natal.


Por otra parte, en los contratos a plazo fijo o por obra, se hace coincidir la duración del fuero con el término de la obra o plazo que dio origen al contrato. Lo anterior, destaca el Mensaje, es una de las principales innovaciones en la materia, y busca poner fin a la discriminación laboral de la mujer.


- Aumento de cobertura:


A este respecto, el Mensaje explica que la iniciativa aborda la situación de aquellas mujeres que, si bien tienen un trabajo formal, sus contratos son a plazo fijo o por obra o faena, como las trabajadoras agrícolas de temporada. En estos casos, la mujer que trabaja conforme a alguna de estas modalidades, no es contratada cuando está embarazada y, por tanto, no registra cotización el mes previo de comenzar su prenatal, por lo que no accede a los derechos o beneficios que contemplan las normas sobre protección a la maternidad. Esta situación afecta particularmente a las mujeres de menores ingresos.


Por lo anterior, el proyecto extiende la aplicación del permiso y subsidio de pre y postnatal, a las mujeres que cumplan los siguientes requisitos:


-
Integrar un hogar perteneciente al 20% más pobre de la población;


-
Tener doce meses de afiliación previsional antes del embarazo;


-
Tener ocho o más cotizaciones, continuas o discontinuas, en los veinticuatro meses anteriores al embarazo;


-
Que su última cotización haya sido en virtud de un contrato a plazo fijo, o por obra o faena, dentro de los cuales se entienden incorporadas las trabajadoras agrícolas de temporada.


Con estas modificaciones, según señala el Mensaje, quedarían cubiertas por las normas sobre protección a la maternidad, todas las madres trabajadoras que tienen un contrato laboral, ya sea de carácter indefinido, o a plazo fijo o por obra o faena y, asimismo, las trabajadoras independientes, con lo cual se cumpliría el objetivo de ampliar la cobertura de dichas normas, abarcando la mayor cantidad de mujeres posible.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Os hacemos presente que los artículos 1° y 2° permanentes del proyecto de ley, deben ser aprobados con quórum calificado, por cuanto regulan el ejercicio del derecho a la seguridad social, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 19, Nº 18º, de la Constitución Política de la República, en relación a lo establecido en el artículo 66, inciso tercero, de esa Carta Fundamental. Necesitan tal quórum aprobatorio, la primera de dichas normas, en cuanto reemplaza los artículos 195, 198 y 200 del Código del Trabajo, e incorpora a ese cuerpo de leyes un artículo 197 bis, nuevo. La segunda disposición, en tanto, debe ser aprobada con el quórum en referencia, en cuanto modifica el artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 44, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, e incorpora a dicho cuerpo legal, un artículo 9°, nuevo. Además, requieren el mismo quórum de aprobación, los artículos primero a tercero transitorios.

- - -


Se hace presente que la Sala del Senado envió un oficio solicitando el parecer de la Excelentísima Corte Suprema, respecto del artículo 199 que contempla el artículo 1° permanente del proyecto que se propone, en cumplimiento de lo preceptuado por el artículo 77 de la Carta Fundamental, y el artículo 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, ante la incidencia que dicha norma podría tener en las atribuciones de los tribunales de justicia.


Con fecha 20 de abril de 2011, y mediante Oficio N° 76-2011, el Máximo Tribunal dio respuesta a la consulta formulada, señalando en su Considerando Cuarto que “del tenor de la norma respecto de la cual se ha requerido informe a esta Corte Suprema aparece que ella no dice relación con la organización y atribuciones de los tribunales, en los términos que contempla el inciso segundo del artículo 77 de la Constitución Política de la República, de manera tal que este Máximo Tribunal estima que no corresponde evacuar el informe previsto en la citada disposición de la Carta Fundamental.


Por estas consideraciones y de conformidad con lo dispuesto en los preceptos citados, se acuerda no emitir pronunciamiento respecto del proyecto de ley en referencia.”.


Sin perjuicio de lo anterior, se previene que los Ministros señores Adalis Oyarzún Miranda, Jaime Rodríguez Espoz, Rubén Ballesteros Cárcamo y Sergio Muñoz Gajardo, a modo de contribución a la actividad legislativa, estuvieron por consignar el parecer del Tribunal Supremo en cuanto a la suspensión de la facultad para emitir licencias médicas contemplada respecto del profesional involucrado en la obtención indebida de beneficios. Sobre el particular, los señores Ministros estimaron coherente que la respectiva solicitud sea resuelta, conforme a las circunstancias del caso, por el Juez de Garantía, mediante resolución fundada, pero sin la limitación de tiempo que establece la norma en examen, esto es, hasta el cierre de la investigación o por el período inferior que al efecto fije el tribunal.


Por su parte, el Ministro señor Sergio Muñoz Gajardo, también a modo de contribución al proceso de generación de la ley, informó sus observaciones en torno a los siguientes temas que aborda la disposición en análisis: la distinción entre enfermedades graves y gravísimas, el cálculo del subsidio sobre la base de la remuneración de la madre, la ausencia de plazo para la dictación del Reglamento a que hace alusión la norma consultada, y la responsabilidad solidaria del profesional para la devolución de los beneficios obtenidos indebidamente en este orden.

- - -


Se deja constancia que, en el marco de las celebraciones del Bicentenario del Congreso Nacional, y con ocasión del análisis de la iniciativa legal en informe, las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, con la colaboración de la Biblioteca del Congreso Nacional, organizaron un Seminario denominado “Proyecto de ley en materia de duración del Descanso de Maternidad”, el cual convocó a representantes de los diversos sectores del quehacer nacional, y se llevó a efecto el día 13 de mayo del corriente, en el Centro de Extensión de la Pontificia Universidad Católica de Chile. 


Dicho Seminario se estructuró sobre la base de cinco paneles de trabajo, denominados del siguiente modo, al tenor de las materias que abordaron:


“Derecho maternal: flexibilidad y cobertura”;


“Modificaciones al fuero y al derecho de alimentación”;


“Costos y financiamiento del proyecto de ley”;


“Nuevo sistema de la licencia del hijo menor de un año”, y


“Corresponsabilidad: creación del permiso parental”.


La nómina de quienes intervinieron en cada uno de los referidos paneles, así como las conclusiones a que arribaron los participantes en los mismos, se consignan en sendos documentos que fueron debidamente considerados por los miembros de las Comisiones unidas, y se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones unidas.


Se deja constancia, asimismo, que las Comisiones organizadoras valoran y agradecen la significativa participación ciudadana registrada en dicha oportunidad.

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.-
El Código del Trabajo, especialmente su Libro II, sobre Protección a los Trabajadores, Título II, denominado “De la Protección a la Maternidad”. 


2.-
El decreto con fuerza de ley N° 44, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que fija normas comunes para los subsidios por incapacidad laboral de los trabajadores dependientes del sector privado.


3.-
El decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de las normas sobre sistema único de prestaciones familiares y sistema de subsidios de cesantía para los trabajadores de los sectores privado y público, contenidas en los decretos leyes Nos 307 y 603, ambos de 1974.


4.-
El decreto ley N° 3.500, de 1980, que establece un nuevo sistema de pensiones.


5.-
La ley N° 19.620, que dicta normas sobre adopción de menores.


6.-
El Código Penal, especialmente sus artículos 193 y 202.


7.-
La ley N° 18.418, que traspasa al Fondo Único de Prestaciones Familiares y Subsidios de Cesantía, el financiamiento de los subsidios de reposo maternal.


8.-
La ley Nº 18.834, Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda.


9.-
La ley N° 18.883, que aprueba Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales.


10.-
El Convenio N° 3, de la Organización Internacional del Trabajo, relativo a la protección a la maternidad, adoptado en la Conferencia General convocada el 29 de octubre de 1919.


11.-
El Convenio N° 103, de la Organización Internacional del Trabajo, relativo a la protección a la maternidad (revisado), adoptado el 28 de junio de 1952, y ratificado por Chile con fecha 14 de octubre de 1994.


12.-
El Convenio N° 156, de la Organización Internacional del Trabajo, sobre los trabajadores con responsabilidades familiares, adoptado el 23 de junio de 1981 y ratificado por Chile con fecha 14 de octubre de 1994.


13.-
El Convenio N° 183, de la Organización Internacional del Trabajo, relativo a la protección a la maternidad, adoptado con fecha 15 de junio de 2000.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO


El Mensaje que origina el proyecto de ley en informe, en fundamento de su propuesta normativa, se refiere a los antecedentes considerados para legislar en esta materia, a la importancia de proteger la maternidad, y a los problemas que evidencia nuestro actual sistema. Luego, expone los objetivos que persigue la iniciativa y el contenido de la misma. Las consideraciones sostenidas son las siguientes:


En primer término, el Mensaje señala que, dando cumplimiento a uno de los compromisos asumido durante la campaña presidencial, fueron preparadas las modificaciones legales relativas al régimen de protección a la maternidad. Al efecto, informa, fue convocada una comisión interdisciplinaria de catorce expertos de alta excelencia profesional y técnica, de la cual se obtuvieron valiosos antecedentes y conclusiones que sirven de base a este proyecto de ley, el cual permitirá a Chile hacer un importante avance en esta materia, bajo la premisa que, en nuestro país, ser madre no debe ser un impedimento para tener trabajo, y tener trabajo no debe ser un impedimento para ser madre.


Entre los antecedentes tenidos a la vista, añade, está la preocupante disminución de la tasa de natalidad que registra nuestro país, la cual, hoy en día, revela que las mujeres están teniendo 1,9 hijos, bastante por debajo de los 2,1 que son necesarios para renovar la población actual. Esto significa que Chile se hace viejo y las familias están optando por tener menos niños. Por esto, advierte, es preciso entregar a las madres y padres de nuestro país el mayor apoyo.


Señala también que el reconocimiento del valor de la maternidad, la familia y la infancia, hace necesario que el Estado establezca herramientas para proteger el embarazo y cuidado de los niños, particularmente de los más vulnerables. Las mujeres de nuestro país quieren ser madres, pero muchas ello se dificulta por el costo que implica y por las barreras actualmente existentes y que les impiden trabajar y cuidar de buena manera a sus hijos, a la vez.


Destaca, asimismo, que es fundamental para el desarrollo de Chile tener niños sanos, felices y capaces de enfrentar los desafíos que se les vienen por delante. Ello solo será posible si los esfuerzos se enfocan en darles un cuidado de calidad, particularmente en la primera infancia ya que, como es sabido, nadie cuida mejor a sus hijos que sus propios padres.


Añade que la Constitución Política de la República señala que el Estado protege y reconoce a la familia como el núcleo fundamental de la sociedad. Son justamente esas familias a las que es necesario entregar las máximas herramientas para el pleno desarrollo tanto físico como humano de los niños, permitiéndoles así a todos sus integrantes alcanzar el cumplimiento de sus aspiraciones y metas.


Enseguida, el Mensaje destaca que proteger la maternidad genera beneficios para toda la sociedad, lo que demuestra su importancia.


Así, acota, para todas las mujeres es necesario contar con un período de recuperación posterior al parto. De acuerdo a antecedentes médicos, en promedio las mujeres necesitan de nueve semanas de reposo y cuidados, lo que incluye lograr la recuperación física de los órganos reproductivos, la adecuación psicosocial a su nueva condición de madre, y la identificación precoz de complicaciones derivadas del embarazo y parto.


Del mismo modo, los requerimientos del recién nacido hacen que éste necesite de un tiempo junto a su madre para su mayor desarrollo tanto psicosocial como nutricional y físico. Existe consenso entre los médicos respecto de la importancia que tiene el apego y la lactancia materna tanto para el desarrollo físico como intelectual del menor. La leche materna es la principal fuente de nutrientes que necesitan los niños para un mejor desarrollo. Los niños alimentados con leche materna son más sanos, ya que están más protegidos contra diversas enfermedades, y tienen un mayor desarrollo de su inteligencia.


Además de la lactancia, subraya, el apego que se genera desde el nacimiento y durante los primeros meses entre la madre y el niño, es fundamental para su desarrollo futuro.


Sin perjuicio de lo anterior, últimamente se ha destacado también la importancia de la figura paterna en el desarrollo infantil temprano. Existen estudios que muestran que el apego seguro materno y paterno se influyen mutuamente y de manera interdependiente. Adicionalmente, la participación del padre en el período perinatal se asocia con un mayor nivel de desarrollo cognitivo y social del niño, una menor tasa de depresión materna, menor estrés parental y una mayor participación del padre en la crianza del hijo durante su vida.


Desde la perspectiva social, agrega el Mensaje, la protección a la maternidad genera beneficios para la sociedad completa. Efectivamente, la sociedad reconoce que es necesario para su desarrollo y permanencia, compensar a las mujeres por el hecho de tener que dejar de trabajar para tener hijos. La maternidad se considera un bien social y el Estado se hace cargo de apoyar a los padres en este proceso, en la medida de sus posibilidades. Ello, en la práctica, se realiza mediante la concesión de un período de descanso y del subsidio maternal.


Tal es la trascendencia de lo señalado, que ha significado que nuestro país cuente con una de las legislaciones sobre protección a la maternidad más avanzadas y extensas de Latinoamérica.


A continuación, el Mensaje reseña los derechos que nuestra legislación contempla en esta materia. Se refiere así al descanso pre y post natal, al subsidio estatal, al descanso post natal suplementario, al permiso post natal para los padres adoptivos, al permiso en caso de enfermedad grave del hijo menor de un año, al fuero maternal, al derecho a alimentar al hijo menor de dos años y al permiso post natal del padre.


Explica, así, que en nuestro país la trabajadora embarazada tiene derecho a un permiso y subsidio por maternidad de seis semanas antes del parto y doce semanas después de éste, sin perjuicio de la posibilidad de que alguno de estos períodos se extienda en razón de su estado de salud, ya que en caso que la madre presente alguna enfermedad o complicación asociada al embarazo o parto, su prenatal comenzará antes o su postnatal se prolongará. Durante todo ese tiempo, a la trabajadora le queda prohibido el trabajo y goza de un subsidio fiscal equivalente a la totalidad de sus remuneraciones, con un límite legal en relación a sus cotizaciones previsionales y de salud.


Recalca que el total del permiso maternal financiado por el Estado, en Chile, es de dieciocho semanas, siendo éste uno de los más largos de toda América Latina. En general, añade, el resto de los países de la región contemplan permisos por maternidad más breves, tanto en su fase prenatal como postnatal, ya que se extienden, en la mayoría de los casos, sólo entre seis y ocho semanas.


Por otra parte, si como consecuencia del alumbramiento se produce una enfermedad comprobada con certificado médico, que impida el regreso al trabajo por un plazo superior al postnatal, éste se prolonga por el tiempo que determine el médico o matrona encargado, mediante un postnatal suplementario.


Además, a los padres adoptantes también se les reconoce el derecho de tener un período postnatal de doce semanas, pero sólo cuando el niño es menor de seis meses.


En caso de enfermedad grave del hijo menor de un año, la madre tiene derecho a un permiso y subsidio de su remuneración, por el período que dure el permiso. Este derecho también lo puede ejercer el padre cuando la madre así lo prefiere si ambos trabajan o cuando el padre ejerce la tuición del menor.


Destaca que este permiso y subsidio son beneficios que no se contemplan en el resto de las legislaciones a nivel mundial. Además, agrega, se trata de una licencia única en su tipo, completamente financiada por el Estado.


Señala también que las trabajadoras de nuestro país gozan además de fuero maternal, que consiste en el derecho de toda mujer embarazada a no ser despedida por motivo de su maternidad, garantizándole la permanencia en su puesto de trabajo desde el momento del embarazo hasta un año después de expirado el descanso de maternidad. En caso de las trabajadoras adoptantes, el año se cuenta desde la fecha de la sentencia que confía el cuidado personal del menor.


Indica, asimismo, que el fuero maternal chileno es el más largo del mundo, alcanzando en total 2 años. Muchos países no contemplan fuero y aquéllos que sí lo tienen, lo limitan al regreso de la mujer al trabajo después de su postnatal.


Por otra parte, las trabajadoras con hijos menores de 2 años en Chile gozan también de un permiso de una hora al día para dar alimento a su hijo menor de dos años, con cargo al empleador. Dicho período se considera como trabajado efectivamente para efectos del pago de las remuneraciones. El empleador, adicionalmente, está obligado a pagar los costos de movilización que la madre deba emplear para concurrir a dar alimento a su hijo.


Finalmente, se reconoce al padre el derecho a un permiso pagado por el empleador de 5 días desde el nacimiento del hijo, que puede utilizar desde el momento del parto y hasta un mes después de éste. En caso de trabajador adoptante, los cinco días se cuentan desde la fecha de la sentencia que entrega el cuidado personal del menor.


A continuación el Mensaje explica los problemas de que adolece el actual sistema de protección a la maternidad que rige en nuestro país.


En primer lugar, refiere que la duración del permiso maternal no permite aprovechar los beneficios que genera para la madre y para el hijo el estar juntos durante los primeros meses de vida de éste último, ya que la progenitora se reincorpora al trabajo cuando el menor tiene doce semanas de vida e incluso, muchas veces, vuelve a laborar con el menor, exponiéndolo a temperaturas o condiciones ambientales que no son las más adecuadas para su salud.


Expresa que los estudios médicos indican que una condición necesaria para la óptima salud del menor es la lactancia materna durante sus primeros seis meses de vida, lo que es muy difícil de cumplir para la mayoría de las madres con el actual período postnatal, pues el retorno a las largas jornadas laborales propias de sus trabajos, les impide prolongar la lactancia materna después de las 12 semanas, la que logran extender por seis meses sólo un 14% de las madres trabajadoras, contra el 55% de aquellas que permanecen en sus hogares. Ello hace que el proyecto sea una señal en el sentido que si se quiere niños más sanos, se deben entregar las herramientas para que dispongan de un mayor período de lactancia materna.


Señala que otro inconveniente de la legislación actual lo constituye la rígida distribución del tiempo del pre y postnatal, que no reconoce la realidad de que cada mujer experimenta el embarazo en forma distinta a las demás y, más aún, para una misma mujer cada uno de sus embarazos es diferente, por lo que en algunos casos es necesario utilizar las seis semanas de descanso prenatal para un buen término del período de gestación, y en otros, en cambio, es factible mantener inalterable el ritmo habitual de vida. A ello se agrega, además, la evidencia científica y médica de ser necesario un descanso previo al parto de dos o tres semanas, período que idealmente debería ser de tres a cuatro semanas. 


Menciona que la Organización Internacional del Trabajo no recomienda un descanso prenatal específico, sino sólo un período total de doce semanas entre el pre y el postnatal. 


Asimismo, hace presente que la rigidez de los actuales permisos impide que las chilenas y sus familias los adapten según la manera que mejor satisfaga sus necesidades y las de sus hijos.


En otro sentido, indica que el actual sistema dificulta conciliar el trabajo y la familia y una mayor corresponsabilidad entre padres y madres. Agrega que, con el ingreso de las mujeres al mundo laboral y su participación en el sustento económico familiar, sería dable esperar un apoyo más sistemático de los hombres en las labores domésticas y, en especial, de aquellas asociadas al cuidado de los niños, señalando que el país no alcanzará un verdadero desarrollo social y económico si los hombres y mujeres no pueden participar activamente en las actividades laborales y compartir más equitativamente las tareas del hogar y crianza de sus hijos. Los actuales cinco días de permiso postnatal del padre, recalca, son sólo una pequeña señal, pero sin duda ello no es suficiente.


Destaca que otro de los problemas, que se ha presentado con la aplicación práctica de la legislación en esta materia, dice relación con el permiso y subsidio por enfermedad grave del hijo menor de un año, sistema que se ha prestado para que muchas mujeres hagan mal uso del beneficio al emplearlo como un mecanismo para aumentar artificialmente su período postnatal, con financiamiento del Estado.


Agrega que las cifras dejan al descubierto que dicho permiso es utilizado mayoritariamente por mujeres pertenecientes a los sectores con mayores niveles de ingreso, que cuentan con los contactos necesarios para obtenerlo, incrementando la desigualdad respecto de las madres y niños más vulnerables. De esta forma, prosigue el Mensaje, mediante este permiso se agregan diez semanas y cinco días adicionales al período postnatal, lo que determina que en Chile se produzca un postnatal efectivo de cinco meses y medio.


Hace presente que para otorgar licencia por enfermedad grave del hijo menor de un año, en un 57% de los casos se alega reflujo gastroesofágico, pese a que la evidencia internacional indica que dicha enfermedad tiene una incidencia de sólo 0,3% en los niños.


Agrega que son varios los motivos que incentivan el uso incorrecto de este beneficio. En primer lugar, acota, los médicos consideran que al extender el postnatal a seis meses, incluso por este medio, lo hacen en bien del menor, y ello, porque reconocen la importancia que tiene para el niño el que su madre pueda permanecer con él y amamantarle hasta los seis meses. En cuanto a la madre, la ausencia de un costo asociado al uso inadecuado de este subsidio, se torna en un incentivo para permanecer más tiempo con su hijo y extender el período de lactancia, debido a que recibe íntegramente su remuneración durante ese lapso. Subraya que, pese a los esfuerzos desplegados, no ha sido posible disminuir los abusos que se cometen en este ámbito.


A continuación el Mensaje se refiere al fuero maternal, cuyo objetivo es asegurar que las mujeres no sean despedidas a causa de su embarazo o su condición de madres. Hace presente la necesidad de perfeccionar su actual tratamiento en la ley, atendida la relevancia de proteger el fuero para que éste cumpla efectivamente su objetivo y, al mismo tiempo, evitar que se transforme en una traba para la contratación de mujeres, particularmente en aquellos trabajos que por su naturaleza se extinguen, como ocurre en los pactados a plazo fijo o por obra o faena determinada, en los cuales actualmente se necesita seguir un procedimiento de desafuero para poner fin a la relación laboral si la mujer se embaraza, aunque haya terminado la obra que dio origen al contrato.


Agrega que en más del 95% de los casos el desafuero se concede, generando costos de representación judicial para la mujer y, para el empleador, el desincentivo para emplear trabajadoras que desempeñen tales labores. Ello afecta fuertemente las oportunidades de acceso de las mujeres al mercado laboral, particularmente en industrias intensivas en el empleo de mano de obra, como por ejemplo, la construcción, donde se evita contratarlas ante la posibilidad de verse obligados a mantenerlas empleadas por un lapso de hasta dos años adicionales al término del plazo o de la obra que dio origen a su contratación, situación que perjudica la inserción laboral de las mujeres y las termina excluyendo de aquellos trabajos esencialmente temporales.


Respecto de la cobertura del sistema de protección a las madres trabajadoras, de acuerdo a las estadísticas del año 2009, de los 235.365 niños nacidos, sólo 83.997 madres gozaron del permiso y subsidio por maternidad, lo que significa que la baja tasa de participación laboral de la mujer y la precariedad, temporalidad e informalidad de su trabajo, determina que sólo un tercio de los niños que nacen en el país tiene a su madre cubierta por esta protección legal a la maternidad.


Continúa señalando que dicha realidad se muestra más dramática al conocer que los sectores con menor participación laboral corresponden a los quintiles de más bajos ingresos, donde precisamente se encuentran aquellas madres con mayores dificultades para trabajar y cuidar a sus hijos. Estudios internacionales demuestran que permisos maternales más prolongados incrementan la participación laboral, en especial de las madres en situación más vulnerables. Agrega que el país tiene el desafío de permitir la incorporación de más mujeres a la fuerza de trabajo y, con ello, al sistema de protección a la maternidad, posibilitando que, además de contar con los recursos necesarios para el sustento de sus familias y el mejor cuidado de sus hijos, sean parte del desarrollo nacional, se sientan orgullosas de sí mismas y se rompa el círculo de la pobreza.


Finaliza esta parte del Mensaje señalando que el actual sistema de protección a la maternidad contempla el subsidio más regresivo del Estado chileno, ya que, del total de los recursos destinados al subsidio maternal, sólo un 5% beneficia al quintil más pobre de la población, mientras que más del 52% se dirige a las madres del quintil de mayores ingresos. Atendido lo anterior, concluye, para cumplir el objetivo de proteger a los niños más vulnerables, es necesario ampliar la cobertura de este sistema de protección para incluir a aquellas mujeres que, por no cumplir los actuales requisitos, no son favorecidas por el subsidio, focalizando mejor los recursos del Estado para revertir la aludida regresividad.


Enseguida, el Mensaje describe los objetivos del proyecto de ley. Sobre el particular, explica que, entre los compromisos asumidos durante la candidatura presidencial, estaban el de reconocer y apoyar el valor de la maternidad, y el de facilitar el acceso de la mujer al mundo del trabajo, al mismo tiempo que fortalecer la familia mediante una más justa distribución de las labores en ella. 


Agrega que, en ese contexto, la modernización de la legislación laboral sobre la materia, debe permitir alcanzar tres objetivos importantes, cuales son, garantizar el mejor cuidado de los hijos, permitir que más madres se beneficien con estas normas, e incrementar la corresponsabilidad de padre y madre en el cuidado de los hijos, y facilitar una mayor conciliación entre familia y trabajo para los hombres y mujeres de nuestro país.


El primero, consiste en garantizar el mejor cuidado de nuestros hijos. En tal sentido, destaca que quien mejor cuida de sus hijos son los propios padres, especialmente durante los primeros meses de vida, etapa en la cual más requieren de su protección y cariño, siendo necesario, entonces, garantizar a las familias trabajadoras el apoyo que requieren para ello, particularmente en el caso de los sectores más vulnerables.


Además, expresa que la extensión del postnatal no es sólo un beneficio para la madre, ya que también se protege el futuro del país al propiciar que los niños tengan una mejor salud y desarrollo, y establezcan lazos de mayor apego con sus padres.


El segundo objetivo que considera, es permitir que más madres se beneficien con el sistema de protección a la maternidad, para lo cual, expresa, se mejorará la actual forma regresiva en que se distribuye el subsidio pre y postnatal, a fin de focalizarlo en las madres más vulnerables, buscando que los recursos estatales lleguen a las madres y niños que más lo necesitan, en aras de un reparto más justo de dichos fondos.


Agrega que se pretende beneficiar a las mujeres trabajadoras más pobres que, muchas veces, por su condición de trabajadoras temporales, no acceden al sistema de protección a la maternidad por no estar trabajando al momento en que deberían hacer uso del permiso prenatal. Las normas del proyecto, destaca, permite que ellas reciban el subsidio cuando se acredite su historial de trabajadora. Subraya que, con mayores beneficios para la maternidad, se espera incentivar la cotización previsional de las mujeres, ya que ésta será necesaria para gozar de la referida protección y subsidio.


El tercer objetivo consiste en aumentar la corresponsabilidad del padre y de la madre en el cuidado de los hijos, facilitando una mayor conciliación entre familia y trabajo para los hombres y las mujeres de nuestro país.


Explica que la familia es el núcleo en el cual los niños se desarrollan y donde forjan sus competencias y habilidades, proceso en el que es necesaria una relación directa y frecuente tanto con la madre como con el padre, lo cual paulatinamente ha ido reconociendo la legislación, por ejemplo, al establecer el permiso paternal por el nacimiento de un hijo o al posibilitar que el padre use el permiso por enfermedad grave del hijo menor de un año. Sin embargo, añade, la modificación de la actual normativa es una oportunidad para dar al país una clara señal en cuanto a la importancia de una mayor participación de los padres en la crianza de los hijos.


Añade que, aunque existe acuerdo sobre el rol de la familia, cada vez se le entregan menos atribuciones para decidir sobre el cuidado y crianza de los hijos, por lo que la ampliación del postnatal se hace mediante el establecimiento de un permiso postnatal parental que sigue al término del postnatal actual, entregando a la familia el derecho a un permiso y subsidio que puede ejercer el padre o la madre -a elección de esta última-, medida que promueve la corresponsabilidad de ambos padres en el cuidado de los hijos y del hogar, y enfatiza la relevancia de entregar mayores atribuciones a la familia en la implementación de políticas públicas.


Finalmente, el Mensaje expresa que la iniciativa reconoce la necesidad de modernizar la legislación sobre protección a la maternidad, para fortalecer los derechos que contempla, incrementar su cobertura, mejorar sus plazos, superar su actual rigidez, incentivar la corresponsabilidad de los progenitores, disminuir las discriminaciones contra la mujer y focalizar los recursos del Estado en las familias y niños más vulnerables de nuestro país.


A continuación, y culminando su fundamentación, el Mensaje detalla el contenido del proyecto de ley que propone. Al respecto, explica que la iniciativa aborda los siguientes temas: descanso de maternidad, adopciones, nuevo permiso post natal parental, enfermedad grave del hijo menor de un año, fuero y aumento de cobertura. Estas materias fueron oportunamente reseñadas en este informe, al describir los objetivos del proyecto de ley, exposición a la cual ahora nos remitimos en integridad.

- - -


Cabe consignar que las Comisiones unidas, durante el debate del proyecto de ley en informe, tuvieron a la vista las siguientes iniciativas de ley, las cuales se encuentran radicadas en la Comisión de Trabajo y Previsión Social del Senado para su estudio y están directamente relacionadas con la materia en actual análisis:


1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señora Marina Prochelle Aguilar, y señores Francisco Bayo Veloso, Ramón Elizalde Hevia, Roberto León Ramírez y Rodolfo Seguel Molina, que flexibiliza el uso del permiso maternal (Boletín N° 1.309-13).

Este proyecto tiene por objetivo, en lo fundamental, otorgar a la mujer trabajadora la opción de trasladar parte de su descanso prenatal al final del período postnatal.


2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señora Karla Rubilar Barahona, y señores Enrique Accorsi Opazo, Germán Becker Alvear, Pablo Galilea Carrillo, Juan Lobos Krause, Marco Antonio Núñez Lozano, Alberto Robles Pantoja y Roberto Sepúlveda Hermosilla, que modifica el Código del Trabajo otorgando permiso al pariente que indica, en caso de hospitalización o atención en el hogar, de menores enfermos (Boletín N° 4.692-13).


Los objetivos de esta iniciativa son, por una parte, ampliar el permiso contemplado en el artículo 199 bis del Código del Trabajo, otorgándolo al padre trabajador cuyo hijo o hija menor de 18 años de edad requiera de atención personal -sea en un recinto hospitalario o en su domicilio-, con motivo de un accidente grave o de una enfermedad terminal en su fase final o enfermedad grave, aguda y con probable riesgo de muerte. Asimismo, consignar dicho permiso en caso de hospitalización sin riesgo vital. Por la otra parte, el proyecto persigue fortalecer la figura del padre en el cuidado de los hijos, al otorgarle la titularidad del derecho al referido permiso para ausentarse del trabajo, en iguales condiciones que la madre.


3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señoras Carolina Goic Boroevic, Marta Isasi Barbieri, Adriana Muñoz D'Albora, Alejandra Sepúlveda Orbenes y Ximena Valcarce Becerra, y señores Sergio Aguiló Melo, Fernando Meza Moncada, Felipe Salaberry Soto, Gabriel Silber Romo y Patricio Walker Prieto, que extiende a los padres trabajadores el derecho de alimentar a sus hijos y perfecciona normas sobre protección de la maternidad (Boletín N° 4.930-18).


Este proyecto persigue, fundamentalmente, posibilitar una adecuada distribución de las responsabilidades familiares, permitiendo que el padre y la madre que son trabajadores puedan acordar que sea aquél quien ejerza el derecho de alimentar a los hijos menores de dos años de edad, a partir de los seis meses de vida del hijo; o en su caso, que ejerza este derecho quien tenga la tuición o cuidado personal del menor.


4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señores Sergio Correa De la Cerda, Andrés Egaña Respaldiza, Enrique Estay Peñaloza, Javier Hernández Hernández, Juan Lobos Krause, Carlos Recondo Lavanderos, Manuel Rojas Molina, Jorge Sabag Villalobos, Roberto Sepúlveda Hermosilla y Gastón Von Mülehnbrock Zamora, que perfecciona el acceso a la Sala Cuna para los hijos de mujeres trabajadoras (Boletín N° 5.166-13).


La finalidad de esta iniciativa es explicitar que el derecho a sala cuna también procede cuando la madre trabajadora esté haciendo uso de licencia médica, descanso de maternidad o permiso, en virtud de causa legal que justifique la ausencia transitoria a su trabajo.


5.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Navarro, que modifica el Código del Trabajo en materia de protección a la maternidad (Boletín N° 5.817-13).


El objetivo de este proyecto de ley es reforzar el ámbito de aplicación de las normas sobre protección a la maternidad, mencionando expresamente los órganos del Estado y de su administración, que se encuentran sujetos a sus disposiciones. Asimismo, consagrar que ninguna trabajadora, sea del sector público o privado, cualquiera sea su empleador, podrá ser despedida sin autorización judicial previa.


6.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Núñez, que establece normas sobre permiso para las trabajadoras durante el embarazo (Boletín N° 5.856-13).


La referida iniciativa tiene por objeto fundamental, establecer el derecho de la mujer trabajadora que esté embarazada, para ausentarse de su trabajo por un determinado número de horas, durante el período de gestación, para los efectos de realizar su control prenatal.


7.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Bianchi, que amplía el plazo del derecho a ausentarse del trabajo, para la madre, en caso de que la enfermedad sufrida por el hijo sea cáncer (Boletín N° 5.857-13).


Este proyecto pretende, fundamentalmente, ampliar el permiso para ausentarse del trabajo a que tiene derecho la madre trabajadora, cuando la enfermedad que padezca su hijo sea cáncer, durante todo el tiempo que dure el tratamiento de recuperación del menor.


8.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señoras Carolina Goic Boroevic y Denise Pascal Allende, y señores Sergio Aguiló Melo, Pedro Araya Guerrero, Alfonso De Urresti Longton, Gonzalo Duarte Leiva, Tucapel Jiménez Fuentes, Jorge Sabag Villalobos, Alejandro Sule Fernández y Mario Venegas Cárdenas, que modifica el Código del Trabajo en materia de protección a la maternidad, la paternidad y la vida familiar y establece un permiso por matrimonio del trabajador (Boletín N° 5.907-13).


Dicha iniciativa tiene como finalidad, por una parte, explicitar en el Código del Trabajo que las disposiciones del Título II de su LIBRO II, protegen la maternidad, la paternidad y la vida familiar, y, por la otra, establecer que todo trabajador, en el caso de contraer matrimonio, tendrá derecho a un permiso pagado de cinco días hábiles. 

9.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señora María Angélica Cristi Marfil, y señores Ramón Barros Montero, Sergio Correa De la Cerda, Julio Dittborn Cordúa, Javier Hernández Hernández, Juan Masferrer Pellizzari, Patricio Melero Abaroa, Jorge Sabag Villalobos, Felipe Salaberry Soto y Gastón Von Mülehnbrock Zamora, que concede permiso a las madres de hijos discapacitados para ausentarse del trabajo (Boletín N° 6.725-13).


El objetivo de este proyecto es establecer el derecho a un permiso para ausentarse del trabajo, en los términos del artículo 199 bis del Código del Trabajo, para los padres, o la persona que tenga el cuidado personal, o que sea el cuidador -de conformidad a la ley N° 20.422-, de un menor con discapacidad, debidamente inscrito en el Registro Nacional de la Discapacidad, o siendo menor de 6 años de edad, con la determinación diagnóstica del médico tratante. Igual derecho se contempla en el caso de personas mayores de 18 años, con discapacidad mental, por causa psíquica o intelectual y multidéficit.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


Al iniciar el estudio del proyecto de ley en informe, la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer (SERNAM), destacó que esta iniciativa se enmarca en el contexto más general de la modificación y modernización de nuestra legislación laboral. Añadió que, en esta exposición, aportaría un marco genérico de antecedentes que permita un más acabado análisis del proyecto, revisando los sistemas de protección a la maternidad que existen tanto en nuestra normativa interna, como en el concierto internacional, considerando, a su vez, la situación de la mujer en cuanto a su actual inserción y participación en el mundo laboral, asunto que no puede obviarse dado que los beneficios asociados a la protección a la maternidad, presuponen la existencia de un contrato de trabajo y la condición de trabajadora de la madre que accede a dicho sistema de protección.


En ese orden de ideas, entonces, la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer (SERNAM) abordó las siguientes materias: legislación actual sobre protección a la maternidad, beneficios en sistemas comparados, principales problemas que evidencia la legislación actual, objetivos del proyecto y principales aspectos del mismo, y finalmente, financiamiento de la iniciativa.


Acompañó su exposición con un documento en formato power point, en el cual se consignan los temas en referencia. Dicho documento fue debidamente considerado por los miembros de las Comisiones unidas, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones unidas.

En primer término, reseñó los derechos y beneficios que contempla nuestra actual legislación sobre protección a la maternidad. 


Así, explicó que la actual legislación sobre la materia contempla el denominado descanso de maternidad, el cual se extiende desde las seis semanas antes del parto -como prenatal-, y hasta doce semanas después de él -postnatal-, período durante el cual la madre trabajadora recibe un subsidio de cargo estatal que considera un tope equivalente a 66 unidades de fomento, que corresponde al actual límite imponible de las remuneraciones. La normativa vigente, agregó, determina que durante todo ese tiempo la madre no puede percibir ningún ingreso adicional al subsidio, pues, si lo hace, pierde el beneficio, sin perjuicio de las sanciones que correspondan al empleador que paga esa remuneración. 


También la ley contempla, dentro del mismo régimen de protección a la maternidad, el pago de un subsidio por enfermedad grave del hijo menor de un año que haga necesaria su atención en el hogar, subsidio que, al igual que el anterior, considera como tope máximo la suma equivalente a 66 unidades de fomento.


Otra herramienta contemplada por estas normas es el fuero maternal, que se extiende durante el embarazo y hasta un año después de terminado el postnatal, lo que arroja un total de dos años de fuero. 


Por otra parte, de acuerdo a una iniciativa presentada en su oportunidad por la ex Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, al padre se le reconoce el derecho a tomar un permiso de 5 días después del nacimiento del hijo, los que son de cargo del empleador. 


Dentro del mismo marco normativo, prosiguió, se contempla un permiso postnatal para los padres que adoptan hijos menores de 6 meses, que considera un período de 12 semanas. 


Asimismo, las trabajadoras tienen derecho a disponer de, a lo menos, una hora al día para dar alimento a sus hijos menores de dos años.


Por último, expresó, se encuentra consagrado el derecho a sala cuna para las mujeres contratadas en empresas que tengan 20 o más trabajadoras. En tal caso, el empleador debe optar por instalar o pagar una sala cuna para que sean atendidos los hijos menores de dos años de sus empleadas.


Enseguida, la señora Ministra Directora se refirió a los beneficios que la legislación comparada registra en materia de protección a la maternidad.


En cuanto al descanso de maternidad que se contempla en otros países, explicó que el permiso por concepto de reposo prenatal oscila entre 3 y 10 semanas, concentrándose, en la mayoría de los casos, en un lapso de 4 a 6 semanas. El permiso postnatal, en tanto, varía entre 6 y 12 semanas, y en general va aparejado a un subsidio. Ahora bien, existen diversas modalidades en la estructura de estos beneficios y así, por ejemplo, en el caso de los países nórdicos se consideran permisos más extensos. Lo propio acontece respecto a los subsidios, entre los cuales hay una gran variedad, figurando algunos con diferentes topes máximos, otros como permisos pagados por el empleador o, también, como subsidios sin goce de remuneraciones. En cuanto al total de permisos concedidos por país, incluyendo permisos maternos, paternos y adicionales compartidos 
-estos últimos de reciente proliferación a nivel mundial-, se registran rangos que fluctúan entre 12,6 y 77 semanas, todos con distintas formas de cobertura o, incluso, sin cobertura de subsidio.


En relación al fuero, destacó que la mayor parte de los países no lo contemplan. Sin embargo, entre los que sí lo consignan, éste, en algunos casos se extiende por 3 meses después del parto, como en Perú, Colombia y Ecuador, y en otros, se prolonga por 12 meses, como en Noruega, Alemania y Australia. Además, por lo general, los países que consideran tal fuero, lo limitan al término del período postnatal. Esto significa que en algunos países donde el fuero es más extenso, éste se prolonga, a lo más, hasta un año.


Respecto a la lactancia materna, indicó que las trabajadoras de nuestro país cuentan con el permiso más extenso del mundo, pues el respectivo permiso para dar alimento al niño se extiende hasta que el menor cumpla dos años de edad, en cambio, en la mayoría de los casos, varía de 6 a 12 meses. Los países nórdicos consideran un sistema distinto, en que el plazo no está especificado, sino que se encuentra sujeto a la condición que la madre se encuentre efectivamente amamantando.


A continuación, la señora Ministra Directora manifestó que, para un mejor análisis de la iniciativa, es necesario tener presente también los principales problemas que derivan de las actuales normas sobre protección a la maternidad.


El primero de ellos, expresó, se origina en el hecho que el permiso postnatal, que actualmente es de 12 semanas -esto es, 3 meses-, no permite un período de lactancia materna exclusivo de 6 meses, pese a que son conocidos los beneficios de una lactancia extendida, entre ellos, un menor riesgo de enfermedades como diarreas, infecciones respiratorias, meningitis, septicemia e infección urinaria; también permite un mejor desarrollo de los arcos dentales, paladar y estructuras faciales y menor incidencia de caries; un mayor desarrollo físico, intelectual y psicosocial del niño o niña, y la protección contra enfermedades tales como diabetes insulino-dependientes, enfermedades cardiovasculares, colitis ulcerosa, enfermedad de Crohn, asma, leucemias, linfomas, obesidad y enfermedades alérgicas. 


Resaltó que la lactancia materna prolongada también genera beneficios para la madre, tanto físicos como psíquicos, entre los cuales se encuentran la reducción de los niveles de depresión postparto, una nutrición óptima y menor morbilidad materna, recuperación del peso, mejor autoestima, menor osteoporosis, protección contra la anemia e, incluso, provoca una reducción del cáncer de mamas, incentivando, además, el apego con el hijo, todo lo cual demuestra los benéficos resultados de la lactancia materna exclusiva durante un período de casi seis meses.


Sobre la materia, continuó, diversos indicadores revelan las mejoras que la lactancia materna extendida representa en la salud del niño y de la madre. Por ejemplo, es posible comparar la incidencia de enfermedades entre un niño que no fue amamantado versus uno que lo fue en forma exclusiva durante los 3 primeros meses de vida. Así, las enfermedades del tracto respiratorio se presentan en un 36,1% respecto de los primeros, y en un 29,8% respecto de los segundos, proporción que se repite con la otitis media, registrando un 67,1% y un 55,7%, respectivamente, y con las enfermedades gastrointestinales, que se presentan en un 63,8% y un 22,5%, en cada caso.


En cuanto a los efectos del apego materno, manifestó que éste también produce beneficios de importancia. Así, es el mejor predictor del desarrollo neuro-psico-evolutivo del niño, relacionándose los apegos seguros con desarrollos físicos y mentales sanos, y con la protección contra conductas de maltrato y negligencia, a diferencia de lo que ocurre con los apegos inseguros que se correlacionan con patologías hasta la edad adulta o alteraciones en el desarrollo del sistema nervioso, predisponiendo a la impulsividad, agresividad, violencia y baja autoestima.


Indicó que al comparar lo que ocurre con la lactancia materna de las madres que trabajan versus las que no trabajan, se observa que la mayor parte de las madres trabajadoras deja de amamantar a su hijo cuando regresa al trabajo, y que sólo un 14% de ellas logra amamantar a sus hijos hasta los 6 meses, a diferencia de lo que sucede con las madres que permanecen en sus casas, que en un 57% de los casos continúa con la lactancia hasta completar dichos 6 meses. Lo anterior revela que, en la práctica, el período efectivo de lactancia de las madres trabajadoras se encuentra asociado al postnatal de 3 meses.


Sin perjuicio de lo anterior, prosiguió, la realidad muestra que en nuestro país el postnatal efectivo es de cinco meses y medio, debido al uso de la licencia por enfermedad grave del hijo menor de un año, con la cual se alcanza un promedio de dos meses y medio que se suman a los tres meses del período postnatal. Acotó que, en el 57% de estos casos, tal licencia es emitida por una enfermedad denominada “reflujo”, aunque la evidencia internacional indica que dicha enfermedad tiene una incidencia de sólo 0,3%, lo que arroja una tasa de reflujo inviable para los niveles de salud de nuestra población.


Corrobora tal percepción, agregó, que el 68% de las licencias por enfermedad grave del hijo menor de un año se otorgan entre el tercer y el sexto mes de vida del hijo, es decir, casi el 70% de esas licencias se extienden inmediatamente después que se acaba el permiso postnatal, mecanismo que permite llegar a un postnatal extendido de cinco meses y medio.


Estos antecedentes explican la evolución experimentada por el gasto en subsidio y licencias por enfermedad grave del hijo menor de un año, cuyo incremento se dio, primero, entre las beneficiarias de Isapres, extendiéndose actualmente a las de Fonasa, con un gasto creciente que ha variado de $ 39.382.039 el año 2006, $ 50.069.519 el año 2007, $ 62.732.728 el año 2008, $ 83.485.295 el año 2009, llegando a $ 89.071.573 el año 2010.


Otro punto importante a considerar, expresó la señora Ministra Directora, es que el subsidio maternal es el más regresivo de los existentes en Chile, ya que sólo el 5% de los recursos alcanza a las madres trabajadoras del primer quintil de ingresos, el 9% a las del segundo quintil, el 15% al tercero, el 19% al cuarto, y el 52% de los fondos de este subsidio se entrega al quintil de mayores ingresos del país. Hizo presente además que, por su actual cobertura, de los 235.365 niños que nacieron el año 2009, sólo un tercio accedió al sistema de protección legal, es decir, 83.997 madres gozaron de los beneficios del permiso y subsidio de pre y postnatal.


Por otra parte, la señora Ministra Directora planteó que nuestro país cuenta con una de las tasas de participación laboral femenina más bajas a nivel mundial, que es 10 puntos menor que la tasa promedio de América Latina y 20 puntos más baja que la de los países miembros de la OECD, alcanzando 30 puntos de diferencia con países como Suecia, que tienen sistemas de protección a la maternidad con características que permiten un mayor interés de las mujeres por participar del mundo laboral y con la posibilidad de conciliar el trabajo con su rol de madre.


Agregó que el problema de la participación laboral femenina comprende tanto las mujeres que están trabajando, como las que quieren trabajar o buscan trabajo, lo que se relaciona con las posibilidades de acceso al mercado laboral y de querer y estar en condiciones de aceptar un empleo. Señaló que al analizar la participación laboral de las mujeres en Chile, es posible constatar que esta baja tasa está distribuida en forma muy desigual entre los distintos deciles de ingresos, alcanzando sólo a un 23% en el decil de menores ingresos y al 60% en el decil de mayores ingresos, rangos que se encuentran muy próximos a los existentes en los países desarrollados. Estas cifras muestran una falta de redes de apoyo, lo que se hace particularmente grave en los sectores de menores recursos de nuestro país, donde es muy difícil para las madres contar con alguien a quien confiar el cuidado de sus hijos, siendo una de las principales razones por las cuales éstas no participan en el mercado laboral.


La contrapartida de esta situación es la importante reducción que ha experimentado la tasa de natalidad, que ha pasado de 4 niños por mujer en los años 70, a una tasa inferior a 1,9 hijos por mujer en la actualidad, lo que es parte de un fenómeno internacional del que no hemos estado exentos y conforme al cual el mayor acceso de la mujer a mejores niveles de educación y al mundo laboral, le ha llevado a disminuir el número de hijos, para compatibilizar los roles de trabajadora y madre, lo cual, considerando que la tasa de recambio generacional es de 2,1 niño por mujer, lleva a que nuestra población esté envejeciendo progresivamente. Es decir, la mujer no ha dejado de participar en el mundo del trabajo, sino que ha postergado o disminuido la maternidad.


En cuanto a la participación activa del padre en el cuidado de los hijos, señaló que la actual ley no la incentiva, ya que todas las medidas de protección a la maternidad están fuertemente concentradas en la madre, determinando que las mujeres, además de trabajar, asumen prácticamente solas todas las responsabilidades de la crianza y del hogar. Tal es así, agregó, que una encuesta del programa Bicentenario refleja que el 77% de los padres sostiene que las madres son las principales responsables por el cuidado y educación de los hijos, que los segundos responsables son los abuelos, y que los padres sólo se encuentran en un tercer lugar, lo que resulta de alguna manera reforzado con nuestra legislación.


Indicó que los países que han logrado revertir esta situación y subir sus tasas de natalidad a los niveles de recambio generacional, de 2,1 ó 2,3 hijos por mujer, son aquellos que lograron generar una mentalidad de corresponsabilidad de padres y madres en el cuidado de los niños. Asimismo, los estudios muestran que en los países donde un mayor porcentaje de la población estima que el rol del hombre es ganar dinero y el de la mujer cuidar del hogar y la familia, son los que han mantenido muy bajas y decrecientes tasas de natalidad, y que aquellos que han logrado generar mayores niveles de corresponsabilidad de padres y madres en el cuidado de los hijos y la familia, revierten la situación de baja natalidad y recuperan la tasa por sobre los niveles de recambio generacional, manteniendo también altos índices de participación laboral femenina.


Enseguida, la señora Ministra Directora se refirió a los objetivos del proyecto. Al respecto, expresó que éstos se resumen en cinco puntos. Primero, extender el permiso postnatal a 6 meses transparentando la situación actualmente existente, en que hay un período postnatal efectivo de 5 meses y medio, mejorando tanto el período de lactancia materna y apego con el niño, como los indicadores de salud de las madres y de los hijos. Segundo, incentivar la corresponsabilidad de padres y madres en el cuidado de sus hijos. En tercer lugar, se busca aumentar la cobertura de los beneficios para incluir a las madres trabajadoras más vulnerables, que no tienen acceso al sistema debido a que cumplen labores con contratos a plazo fijo, por obra o faena, o en trabajos informales. Un cuarto objetivo, es focalizar el gasto en las madres e hijos que más lo necesitan, disminuyendo la regresividad de este subsidio. Y, por último, el proyecto persigue dar mayor flexibilidad y libertad a las madres, para que ellas puedan decidir la mejor forma de usar el permiso, permitiéndoles una mayor adaptación de éste a sus necesidades y a su realidad, a sus embarazos y a sus hijos.

A continuación, describió los principales aspectos del proyecto de ley. Sobre el particular, señaló que la iniciativa mantiene el actual permiso de pre y postnatal, en las mismas condiciones de 6 y 12 semanas, respectivamente, que fija la ley vigente, a lo cual le suma 12 semanas adicionales de postnatal, mediante un permiso postnatal parental, para alcanzar así las 24 semanas íntegras de postnatal. 


Además entrega a todas las beneficiarias un subsidio financiado por el Estado que, para las 12 semanas que se agregan, tiene un tope de 30 unidades de fomento mensuales, que cubre íntegramente el sueldo del 83% de las madres trabajadoras de nuestro país.


Por otra parte, el proyecto ofrece a todas las beneficiarias el derecho trabajar a jornada parcial -sin perder el subsidio, a diferencia del pre y postnatal actual-, para complementar su remuneración hasta el promedio de lo que obtenía en los 3 meses anteriores al inicio del prenatal, mediante una fórmula -que es la que está actualmente contemplada en nuestra legislación- y que permite calcular el monto del subsidio relacionando los ingresos de los tres meses anteriores al inicio del prenatal, con el de los tres meses anteriores al inicio del embarazo. 


Advirtió que, al tenor de la normativa vigente, una mujer que, recibiendo un subsidio percibe cualquier ingreso adicional, pierde el subsidio y el permiso, en tanto que las normas del proyecto permiten mantener los beneficios no obstante trabajar en jornada parcial para complementar los ingresos hasta alcanzar la remuneración que la madre percibía en los tres meses previos a iniciar el prenatal.


Por último, señaló, se entrega un permiso para los padres adoptantes de niños menores de 6 meses, en igualdad de condiciones que los padres biológicos y, por primera vez, se considera para los padres adoptivos de niños mayores de 6 meses un permiso parental de doce semanas. Destacó que ello es toda una innovación en nuestra legislación, ya que también en estos casos se necesita -y en forma muy particular- un período de apego para construir una relación entre padres e hijos, cualquiera sea la edad del adoptado.


En cuanto a las beneficiarias de las disposiciones, indicó que el proyecto contempla a todas las trabajadoras que cuentan con un contrato de laboral indefinido, con 6 meses de afiliación previsional y 3 cotizaciones en los 6 meses anteriores al inicio de la licencia prenatal. Además, serán beneficiarias las trabajadoras independientes que tengan un año de afiliación previsional, con 6 cotizaciones en los 12 meses anteriores al inicio de su licencia prenatal y que hayan pagado la respectiva cotización en el mes anterior al de inicio de su prenatal, destacando que, a partir del próximo año y dada la reforma previsional, será obligatorio para todo trabajador independiente hacer esta cotización, por lo que inmediatamente las trabajadoras en esta situación, al cotizar, quedarán incluidas en el sistema de protección a la maternidad.


Subrayó que una novedad del proyecto es incorporar al sistema a las trabajadoras con contrato a plazo fijo, por obra o faena, que integren un hogar perteneciente al 20% más pobre de la población, que registren 12 o más meses de afiliación a un sistema previsional, con al menos 8 cotizaciones continúas o discontinúas en los 24 meses anteriores al embarazo, regulación que garantiza que se trata de mujeres que tienen una continuidad laboral, lo que responde a uno de los objetivos del pre y postnatal, que es entregar a la madre trabajadora una remuneración que equivalga a la que ella deja de percibir por retirarse a cuidar su hijo pequeño, aun antes de su nacimiento. 


En cuanto al universo de beneficiarias, indicó que se trata de mujeres de entre 18 y 45 años de edad, de las cuales, según fuente CASEN año 2009, 1.700.000 se encuentran ocupadas y 103.669 son madres. De ellas, 1.422.354 son asalariadas, 958.817 con contrato en forma indefinida, 463.537 con contrato a plazo fijo o por obra o faena, y 73.487 se encuentran en el primer quintil de la población nacional.


Otra innovación que considera el proyecto, continuó, es entregar a las madres el derecho a optar por la manera que más les acomode para usar el beneficio adicional de 12 semanas de postnatal parental. Entre las medidas para una mayor adaptabilidad, acotó, se encuentra la posibilidad de la madre de traspasar hasta 2 de sus actuales 6 semanas de descanso prenatal, para extender por el mismo período su permiso postnatal, lo que le permitirá tener un postnatal incluso más largo que las 24 semanas que ahora se consideran, alcanzando un total de 26, si tiene un embarazo saludable, óptimas condiciones y ella quisiera hacer ese cambio.

En igual sentido, se le permite transferir al padre hasta 6 de las 12 semanas adicionales que contempla el permiso postnatal parental, traspasando tanto el permiso como el subsidio calculado según la remuneración de la madre. Esto último, explicó, responde a la necesidad de evitar que estos beneficios sirvan para hacer un negocio. En cuanto al fuero laboral, indicó que también se traspasa al padre, pues uno de los problemas que advierte el permiso parental es que algunos hombres temen ser considerados malos trabajadores por optar a tal beneficio.


Además, señaló, se permite que la madre vuelva a trabajar en jornadas parciales sin perder el subsidio, hasta complementar la remuneración promedio que tenía la trabajadora 3 meses antes del prenatal, siempre que el hijo haya cumplido las 12 primeras semanas de vida.


En relación al permiso por enfermedad grave del hijo menor de un año, indicó que el proyecto, como extiende el postnatal a 6 meses, también dispone que esta licencia comience a regir una vez que se agoten tanto el permiso postnatal como el postnatal parental. Es decir, sólo a partir de ese momento será posible hacer uso del permiso y subsidio por este motivo, debiendo el médico que emite la licencia acompañar un informe detallado y fundado en que conste la necesidad de su otorgamiento y los medios a través de los cuales se llegó al respectivo diagnóstico, es decir, un protocolo que permita un mejor registro y control.


Señaló que, además, el proyecto distingue entre enfermedades graves y gravísimas, determinadas mediante decreto supremo expedido por el Ministerio de Salud. Para las enfermedades gravísimas, se mantiene el sistema actual, mientras que respecto de las graves se contempla un beneficio que consiste en un permiso y subsidio equivalente a la remuneración de la madre, con un tope de 30 unidades de fomento y con copago escalonado de acuerdo al tramo de ingresos de la madre. Se busca, así, respetar el espíritu de la ley, evitando que después de los 6 meses, el postnatal efectivo sea de 8 meses o más como consecuencia de estar puestos los incentivos en hacer un uso indebido del beneficio por parte de quien tenga medios para conseguir más tiempo de permiso con financiamiento estatal, a costa no sólo del Estado, sino que también de las restantes madres trabajadoras que no tienen la misma posibilidad.


En cuanto a la forma de cálculo del copago del subsidio por enfermedad grave del hijo menor de un año, explicó que se contempla un sistema similar al que se aplica para el pago de los impuestos, es decir, por tramos. Ello, pues se pretende que efectivamente haya un aporte y un incentivo para que el beneficio se use cuando realmente sea necesario.


En cuanto al fuero laboral, señaló que el proyecto lo contempla durante el embarazo de la madre y hasta un año después del nacimiento del niño. Si el padre ejerce el derecho a permiso postnatal parental las últimas 6 semanas del mismo, tendrá derecho a fuero desde los 10 días anteriores a que inicia el permiso, es decir, cuando informa a su empleador que va hacer uso del beneficio, y por una duración equivalente al doble del período que se utilice, es decir, si se ocupan 6 semanas de permiso, tendrá 12 semanas de fuero, que empezarán a regir desde el momento en que avise al empleador. Aclaró que el fuero ejercido por el padre será traspasado del fuero que atañe a la madre.


En el caso de los contratos a plazo fijo, por obra o faena, el proyecto hace coincidir la duración del fuero con el término de la obra o faena que dio origen al contrato. Explicó que el objetivo del fuero es impedir que a una madre la despidan de su trabajo por causa de su embarazo, pero no tiene por finalidad prolongar un trabajo que ya no existe. Si se contrata a una mujer para trabajar en la construcción de un edificio y queda embarazada el mes anterior al término de la obra, actualmente el empleador debe mantenerla contratada por dos años, aun cuando el edificio ya esté terminado. Eso ocasiona una baja contratación de mujeres en este tipo de trabajos por obra o faena, pues hay que desaforarla para terminar efectivamente con sus servicios, lo cual acarrea un importante costo tanto por la menor contratación femenina, como por los gastos derivados del respectivo proceso judicial, en los cuales, además, en la mayoría de los casos, el desafuero solicitado es otorgado. Es decir, es un doble costo para la mujer. 


Respecto de la entrada en vigencia de la ley, señaló que el proyecto la contempla desde su publicación en el Diario Oficial.


En cuanto al permiso postnatal parental, la iniciativa dispone su aplicación respecto de todas las madres que, a la época de entrada en vigencia de la ley, estén haciendo uso de su descanso de maternidad, incluyendo a aquellas que se hayan reincorporado a sus trabajos, siempre que el hijo tuviere menos de 24 semanas de edad.


Para quienes, a la fecha de vigencia de la ley, estuvieren haciendo uso del permiso por enfermedad grave del hijo menor de un año, se seguirá aplicando el régimen hoy vigente, pero, una vez vencida la respectiva licencia, si se otorga una nueva, ésta deberá sujetarse a las nuevas normas.


Agregó que también se considera un aumento de cobertura, pues esta normativa se aplicará a las mujeres cuya sexta semana anterior al parto, se verifique después de ocho meses de entrada en vigencia de la ley. Es decir, quedarán cubiertas por esta normativa las mujeres que tengan 34 semanas de embarazo, ocho meses después de la entrada en vigencia de la ley. Lo anterior, explicó, a fin de superar el requisito legal actual que exige tener una cotización previa pagada el mes anterior al inicio del permiso prenatal, lo que, en particular para las trabajadoras con contrato a plazo fijo, por obra o faena, significa no acceder a estos beneficios, toda vez que para ello, éstas tendrían que ser contratadas mientras se encuentran embarazadas, con 4 ó 6 meses de gestación, cosa que, en la realidad, no ocurre.


Finalmente, en materia de financiamiento del mayor gasto fiscal que importará el proyecto en estudio, la señora Ministra Directora indicó que, en régimen, éste tendrá un costo de $ 43.771 millones, cuyo detalle sería el siguiente, expresado en montos en $ millones: permiso postnatal parental, 82.175; menor gasto por enfermedad grave del hijo menor de un año, con motivo de la extensión del permiso postnatal, 44.093; aumento de cobertura mujeres vulnerables, 4.959, y costos de control y fiscalización, 730. Sobre el particular, se remitió a lo expresado en el respectivo informe financiero elaborado por el Ministerio de Hacienda.


A continuación, los integrantes de las Comisiones unidas formularon sus observaciones y consultas en torno al proyecto de ley en estudio.


El Honorable Senador Bianchi, en primer lugar, se refirió a las dos semanas que el proyecto propone trasladar desde el período prenatal hacia el postnatal. Indicó que, como es uno de los temas que más debate ha suscitado en el mundo académico y de la medicina, la propuesta tiene partidarios pero también detractores. Consultó, entonces, si existe voluntad por parte del Ejecutivo para eliminar o modificar la norma respectiva, atendido lo conflictiva que resulta.


En segundo lugar, consultó cuál será la línea de corte que determinará el 20% más vulnerable de nuestra población al cual hace referencia el proyecto. Asimismo, consultó cuál será el mecanismo que se aplicará para tales efectos, tras el inminente cambio que operará respecto de la Ficha de Protección Social. En efecto, explicó, hasta ahora, el instrumento de focalización que se aplica es la señalada Ficha de Protección Social, sin embargo, ésta pronto será modificada y, por eso, el propio proyecto contempla que la respectiva medición se hará conforme al nuevo instrumento de focalización que se fije en un reglamento expedido por el Ministerio de Hacienda. En ese contexto, preguntó cuál será este nuevo mecanismo y cuál será el puntaje que fije el referido límite del 20%.


Por su parte, el Honorable Senador señor Muñoz Aburto recordó que se encuentra en actual tramitación un proyecto de ley que también propone el traspaso del pre al postnatal, tema que ha generado bastante discusión desde hace ya varios años en los sectores académicos relacionados con la salud. Hizo presente que, a una o más de las sesiones en que se analizó dicha iniciativa, concurrieron representantes de diversas entidades vinculadas a la materia y, entre ellas, hubo algunas que se pronunciaron a favor de dicho traspaso, y otras tantas, en cambio, se manifestaron en contra de dicha innovación por el riesgo que significa para el niño que está en gestación. Atendida, entonces, la variedad de argumentos tanto a favor como en contra del traspaso en cuestión, Su Señoría solicitó tener a la vista la señalada discusión al abordar la presente iniciativa.


A su turno, la Honorable Senadora señora Rincón manifestó su inquietud en torno a la irrenunciabilidad de los derechos que el proyecto contempla. El Código del Trabajo, explicó, establece tal irrenunciabilidad respecto del descanso de maternidad que se extiende desde las seis semanas anteriores al parto y hasta las doce semanas después de él. Ello, al tenor de lo dispuesto por el artículo 195, incisos primero y quinto, del mencionado Código. Consultó si esta irrenunciabilidad también comprenderá el derecho a traspasar semanas del pre al postnatal. Destacó que esto reviste la mayor importancia pues, de no ser así, permitiría que, en la práctica, el empleador pueda oponerse al ejercicio de este derecho por parte de la madre. Asimismo, estimó necesario precisar la disposición en el sentido de establecer claramente el procedimiento mediante el cual podrá hacerse efectivo este nuevo derecho que se incorpora. 


Sobre el particular, el Honorable Senador señor Rossi expresó ser partidario de que a una trabajadora, que presenta un buen embarazo de acuerdo a la opinión del ginecólogo tratante, se le permita traspasar parte del reposo prenatal al postnatal. Sin perjuicio de lo anterior, señaló coincidir en la necesidad de precisar en la norma tanto el procedimiento a seguir para hacer efectivo este derecho, como el carácter irrenunciable del mismo.


El Honorable Senador señor Navarro señaló que, ya en esta etapa de la discusión, sería necesario analizar no sólo los beneficios que se otorgarán, sino que también los mecanismos que considerará el proyecto en resguardo del cabal cumplimiento de sus disposiciones, definiendo tanto los incentivos para ello, como las sanciones por su incumplimiento, pues la experiencia demuestra que existen ciertas materias, como es el caso de las cotizaciones previsionales, en las que, a pesar del texto expreso de la ley, no ha sido posible evitar el reiterado incumplimiento de las obligaciones por parte de los empleadores, incluidos organismos del ámbito público, como las municipalidades.


Señaló que una preocupación similar le genera la conducta que asumirá el Estado en cuanto empleador, a raíz de las modificaciones propuestas, en especial respecto del personal que se desempeña bajo el régimen de contrata u honorarios, para lo cual estimó necesario realizar un claro diagnóstico del impacto que estas normas generarán en el aparato estatal y, particularmente, en la contratación de mujeres. Lo anterior, a fin de resguardar que el fiel cumplimiento de esta regulación tenga un efecto positivo y no produzca consecuencias nocivas o un descenso no deseado en la participación laboral femenina, lo que constituiría una pésima señal para la inserción laboral de la mujer en el sector privado.


En cuanto a la irrenunciabilidad de los derechos, señaló que ello debe quedar claramente establecido en la ley, pues la materia no ha estado exenta de polémica. Muchas veces, agregó, son las propias mujeres las que desean reintegrarse prontamente a su trabajo, porque se sienten en condiciones de hacerlo. Incluso, recordó, algunos parlamentarios han promovido mociones que abordan la problemática de los reemplazos respecto de las mujeres que desempeñan cargos de elección popular.


En relación al derecho de amamantamiento, recordó haber participado en la Cámara de Diputados en la discusión del proyecto de ley por el cual se estableció la procedencia de este derecho, con independencia de la obligación de mantener o pagar la sala cuna. Fue, añadió, un gran logro legislativo, sin embargo, subrayó, la iniciativa tardó más de once años en convertirse en ley. En tal orden de ideas, hizo un llamado a los representantes del Ejecutivo para revisar el tema de los niños nacidos en forma prematura, así como también el caso de los partos múltiples, ya que sin duda se trata de situaciones especiales, que se apartan de las reglas generales y, como tales, ameritan también un tratamiento legal especial. No es lo mismo tener un niño que nació antes de completar su período de gestación, como tampoco lo es tener mellizos o trillizos, por lo tanto, debería haber una correlación entre el tiempo de permiso y el número de hijos que nacen de un mismo embarazo, o los especiales cuidados que requiere un niño prematuro. Recordó que existen proyectos de ley que abordan estas materias, pero, tal como aconteció con la referida ley sobre amamantamiento, la tramitación legislativa ha sido muy lenta. Insistió, entonces, en la importancia de considerar en esta oportunidad estos relevantes temas. 


Sobre el último punto, el Honorable Senador señor Chahuán manifestó su opinión favorable en el sentido de brindar un trato especial a los casos de niños prematuros y de partos múltiples. Recordó que es coautor de un proyecto de acuerdo que, justamente, respaldando la posición de la Asociación de Padres de Hijos Prematuros, propone establecer un postnatal extendido, y lo propio respecto de la situación de los partos múltiples. Agregó que, además, en el caso de los prematuros, no se trata de una extensión del plazo del postnatal pues, en la práctica, el prenatal no fue íntegramente utilizado. En cuanto a los embarazos múltiples, concluyó, también sería importante establecer una diferenciación.


En relación al proyecto propiamente tal, Su Señoría manifestó que éste aborda un tema sobre el cual mucho se ha hablado en el pasado, pero que recién ahora el actual Ejecutivo lo asume con claridad, dando cumplimiento a una promesa de campaña. Se trata, pues, de un proyecto emblemático, cuyos puntos centrales son la situación de los menores y los beneficios que acarrea la posibilidad de otorgar un postnatal de mayor plazo. Asimismo, enfatizó, se soluciona la actual discriminación que sufren las mujeres con contrato a plazo fijo, por obra o faena, entre ellas, las temporeras, que ahora podrán contar con un beneficio que hasta ahora les ha sido esquivo.


Finalmente, solicitó al Ejecutivo reconsiderar el tope de las 30 unidades de fomento que la iniciativa contempla respecto del subsidio a pagar durante la extensión del postnatal, ya que ello sería un gesto importante para los efectos de incentivar a las mujeres a que efectivamente hagan uso de este beneficio.


El Honorable Senador señor Rossi señaló tener claro que el tema que se analiza es muy complejo porque comprende muchos ámbitos y admite diversas perspectivas.


Agregó que, según ha manifestado el Ejecutivo, en Chile existe un sistema de protección a la maternidad que consigna derechos adquiridos paulatinamente durante muchos años y que quizás sea uno de los más avanzados y protectores del mundo, lo que sin duda es razón de orgullo. Sin embargo, al mismo tiempo, es necesario hacer compatible dicho sistema con la empleabilidad femenina porque, en sentido contrario, es motivo de preocupación que nuestro país tenga una participación de la mujer en el mercado laboral más baja que el promedio latinoamericano. Más aún, ello en gran parte se debería a los problemas que enfrentan las madres para conseguir un adecuado y confiable cuidado de sus hijos mientras ellas trabajan y, por eso, las mujeres optan, finalmente, por ni siquiera buscar empleo. En ese contexto, estimó positiva la extensión del postnatal que se plantea, así como también la posibilidad de que el padre use el permiso parental, a fin que las responsabilidades de la crianza de los hijos sean compartidas por ambos progenitores. Aseveró que debe promoverse un cambio cultural en dicho sentido, al interior de una sociedad chilena donde, actualmente, el 80% de los hombres aún considera que la maternidad es una responsabilidad esencialmente femenina.


Enseguida, y sin perjuicio de coincidir con que el proyecto busca objetivos positivos, solicitó precisar algunas de las ideas que contiene el mismo. Así, por ejemplo, respecto del fuero maternal que se reduce en 3 meses, solicitó conocer las razones que justificarían tal medida, incluyendo la situación de las trabajadoras contratadas a plazo fijo, por obra o faena. También consultó los motivos por los cuales la extensión del postnatal sólo considera un subsidio con un tope de 30 unidades de fomento, en circunstancias que, según se ha expresado, en la práctica, hoy día, el permiso se extiende por más de cinco meses, con un subsidio cuyo tope es de 66 unidades de fomento. Con ello, apuntó, la propuesta del proyecto parece ser un retroceso respecto de la realidad existente, y claramente podría desincentivar a las mujeres a optar por dicho período extendido. Añadió que, si bien el subsidio es regresivo, no es menos cierto que así está concebido. Le preocupa, entonces, esta rebaja en el límite contemplado, porque sin duda implicará una disminución importante de los ingresos familiares.


En relación a las modificaciones contempladas respecto del permiso por enfermedad grave del niño menor de un año, señaló que, si bien es absolutamente contrario al fraude de las licencias médicas, es partidario de este permiso, el cual considera como un gran avance en materia de protección de la infancia y derechos maternos en Chile. Por ello, señaló que le parece más apropiado perfeccionar las sanciones para evitar el fraude, pero sin restringir el actual beneficio ni rebajar el tope del mismo.


Similar preocupación, en el sentido de desincentivar la utilización de los beneficios que la ley contempla, manifestó respecto de la utilización del permiso parental por parte del padre, pues al ofrecerle un subsidio en base a la remuneración de la madre, él no optará por asumir el cuidado del hijo, toda vez que es un hecho reconocido que las mujeres hoy presentan un menor nivel de ingresos que el de los hombres. No siempre las personas quieren abusar o aprovecharse del sistema y, por tanto, si bien hay que precaver su mal uso, también hay que considerar que al momento de incrementarse los miembros de la familia, no es fácil para los progenitores asumir una abrupta disminución del presupuesto familiar, y menos aún, cuando más necesitan mantener su situación económica.


Por otra parte, consultó por qué no se otorga el derecho de amamantamiento respecto de la mujer que opta por trabajar en jornada parcial o reducida entre el tercer y sexto mes posteriores al parto. También preguntó por la irrenunciabilidad de tal derecho, haciendo presente que si el subsidio resulta menor que las remuneraciones de la mujer, ello será un incentivo para que ésta vuelva a trabajar lo antes posible. Apuntó que, de acuerdo a lo señalado, el 83% de las trabajadoras de nuestro país percibe una remuneración inferior a 30 unidades de fomento.


Por último, expresó no compartir la idea de limitar los beneficios para las mujeres trabajadoras con contrato a plazo fijo, por obra o faena, a sólo el 20% más pobre de la población, pues ello resulta contrario al propósito manifestado de ampliar la cobertura del sistema de protección a la maternidad y universalizar los beneficios que éste contempla. Lo anterior, además, sería discriminatorio en relación al resto de las trabajadoras que tiene este mismo tipo de contrato laboral, pero que no califica en el porcentaje de menores recursos de la población chilena.


A continuación, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide expresó que el proyecto responde a un análisis que se remonta ya a muchos años atrás, y en el cual han participado muchas personas, constituyendo una propuesta que estima beneficiosa para el país. En razón de ello, manifestó su reconocimiento en cuanto a que el Gobierno cumplió su promesa electoral en esta materia. 


Señaló que, en su opinión, el propósito central del proyecto son los niños y no sólo la mujer. Se intenta, pues, proteger y cuidar adecuadamente a los niños pequeños que carecen de la posibilidad de defenderse por sí solos. Con tal idea en vista, prosiguió, si bien algunas propuestas de la iniciativa están correctamente inspiradas, otras, en cambio, no resultan del todo felices.


En primer lugar, manifestó su acuerdo con la intención de aumentar la cobertura del régimen de protección a la maternidad, lo que consideró como un hecho positivo, sin perjuicio de lo cual no divisa razón alguna para no contemplar al efecto a la totalidad de las mujeres trabajadoras de nuestro país. Expresó que ello podría corresponder a una decisión de orden económico, aunque dado los montos involucrados, sobre los 43 mil millones de pesos, y el universo de niños potencialmente beneficiados de entre los 300 mil que nacen al año, pareciera indicar que es posible financiar una cobertura mayor, adoptando una mirada de mediano y largo plazo que considere que la inversión que actualmente se realice por tal concepto, redundará en una posterior disminución de los gastos del Estado, debido a los efectos benéficos que genera el permiso postnatal.


Señaló que su preocupación primordial dice relación con que el niño esté bien protegido, lo que es contrario, por ejemplo, a las modificaciones propuestas para el traspaso de semanas del pre a postnatal, en atención a que el período clave para el desarrollo del niño se da entre el sexto mes de embarazo y los seis o doce meses posteriores al parto, época que determinará su evolución como consecuencia de un entorno tranquilo, del vínculo de apego, de la lactancia materna, entre otros factores, todo lo cual, según lo que señala la evidencia médica, es necesario cautelar.


Indicó que, de los antecedentes aportados, es posible colegir que los países que cuentan con un postnatal más prolongado, son aquellos que tienen buenas condiciones de trabajo, de apego y de desarrollo del niño, aspectos en los que permanentemente se advierte un déficit en nuestro país, el que se refleja entre otros, en las dificultades que los menores presentan en su proceso de escolaridad. 


Por otra parte, señaló que, contraponer el cuidado de los lactantes a la participación de la mujer en el mundo laboral, puede generar un falso dilema en que se llegue a estimar que es necesario disminuir la protección de los menores o la natalidad. No es posible, sostuvo, dar como una realidad aceptada el hecho de que a la mujer, por ejemplo, se le interrogue directamente respecto a su maternidad cuando es entrevistada para obtener un empleo. Es necesario, por tanto, que ambas materias 
-protección de la infancia y empleabilidad laboral de la mujer- sean analizadas en su propio mérito y en forma independiente, mediante iniciativas legales distintas. De esta forma, enfatizó, se podría alcanzar de mejor manera los objetivos trazados en cada caso, mucho más que si el tratamiento legal de ambos temas se plasma en un mismo proyecto de ley.


En relación al abuso que se comete con las licencias médicas, señaló que se trata de un severo problema que hay que enfrentar y, para eso, se ha despachado un proyecto de ley que persigue sancionar las conductas ilícitas en esta materia. Sin embargo, en su opinión, para la real efectividad de la ley, es necesario sancionar a todos quienes estén involucrados en este tipo de hechos, incluyendo tanto al profesional de la salud que emite una licencia médica sin fundamento, como al contralor médico que la rechaza o modifica arbitrariamente. Lamentablemente, informó, el proyecto en referencia no consignó sanciones equivalentes para ambos casos, lo que, a su juicio, termina favoreciendo a un sector de la controversia y, en el tema que ahora nos ocupa, podría significar que finalmente pierden los niños y las mujeres, que son, en definitiva, a quienes se pretende proteger.


En cuanto a los protocolos que se contempla establecer para diferenciar entre enfermedades graves y gravísimas, estimó un error remitirse a un catastro de enfermedades, toda vez que, en medicina, una regla básica señala que no hay enfermedades sino enfermos, ya que ningún paciente, ninguna mujer embarazada, ni ninguna persona es igual a otra, aún en similares condiciones, debido a que las patologías y los enfermos experimentan cambios en forma permanente y, por tanto, no es un asunto que pueda quedar rigurosamente predeterminado en una reglamentación legal.


Respecto al fuero, señaló compartir lo expresado por el Honorable Senador señor Rossi. Agregó que, si bien hay un tema económico detrás y, además, un aspecto general de la concepción del trabajo en Chile, no es menos cierto que no es posible construir una propuesta legislativa mediante la eliminación de derechos y beneficios ya existentes y con los cuales las madres trabajadoras de nuestro país cuentan hoy en día. En efecto, prosiguió, no es factible estructurar un proyecto de ley sobre la base de la eliminación de beneficios, menos cuando se trata de compromisos que la sociedad chilena ya tiene asumidos para con sus mujeres. Ello nos conduce nuevamente al tema de aceptar el trato discriminatorio que recibe la mujer trabajadora con motivo de su eventual maternidad, sin dejar de reconocer que para muchos empresarios dicha circunstancia no representa problema alguno y respetan y cumplen a cabalidad los derechos asociados a la misma. No se puede evaluar a la mujer en función de su mayor o menor disponibilidad para el trabajo, según si es o no madre. Eso no debe convertirse en un parámetro normal, habitual y aceptado. Y ello, apuntó, no es sólo un asunto de convicción médica, sino que también es un tema de convicción republicana. Chile registra una tasa de natalidad de 1,9 hijos por mujer, lo que representa un verdadero problema geopolítico. Por consiguiente, concluyó, es necesario mejorar el proyecto que se estudia, porque tal como está planteado, contiene propuestas que podrían resultar inconvenientes para los menores, que son quienes la iniciativa, finalmente, debe beneficiar y proteger.


Enseguida, la Honorable Diputada señora Goic refirió, primeramente, algunos comentarios generales.


Al efecto, expresó su satisfacción por haberse presentado a tramitación parlamentaria este proyecto de ley, el cual coloca en el debate público un tema que, desde larga data ya, estaba postergado a la espera de ser analizado. Ello, apuntó, sin duda que es una buena noticia. Añadió que los distintos candidatos a la Presidencia de la República asumieron sendos compromisos en torno a esta materia y, por tanto, es destacable que el Ejecutivo se haya esmerado en cumplir con dicha tarea. Señaló que ésta es una importante oportunidad para avanzar en un tema de innegable trascendencia social, generando un debate profundo acerca de la maternidad a fin de que ésta sea entendida en toda su dimensión. Se trata, subrayó, de una invitación a poner en la agenda pública una discusión largamente pospuesta y que hoy, tras un significativo esfuerzo, ha logrado ser colocada en el centro del debate nacional. De ahí, entonces, la importancia de no desaprovechar esta ocasión única, ya que es necesario actualizar nuestra legislación para ajustarla a la realidad de las familias chilenas. Asimismo, es necesario asumir e instalar en la conciencia nacional que la maternidad no es sólo una responsabilidad de la mujer, sino que ella involucra un rol social del cual deben hacerse cargo el Estado, el sector privado y, por supuesto, ambos progenitores.


Agregó que, si bien comparte diversas propuestas del proyecto, existen otras tantas que suscitan algunos reparos que es preciso plantear y analizar en profundidad.


Desde ya, advirtió, el mal llamado “descanso de maternidad” debería ser denominado “permiso de maternidad”, toda vez que no se trata precisamente de un período de descanso, sino que, muy por el contrario, es una etapa en la que se despliegan los mayores esfuerzos en el cuidado de los hijos.


Ahora bien, acotó, un asunto a debatir es la perspectiva bajo la cual se concebirán los beneficios de que tratamos. En efecto, continuó, es necesario dilucidar si los derechos en cuestión tendrán o no el carácter de universales y estarán pensados en la protección de todos los niños de nuestro país, que nacen iguales, con independencia de la condición socio económica de sus madres o del tipo de contrato de trabajo que éstas tengan, o de la remuneración que perciban. Es cierto, añadió, que hay un asunto de recursos públicos que es importante atender también, pero, advirtió, más allá del debate en torno a los posibles montos o topes del respectivo subsidio, existe una discusión de fondo que asumir y que dice relación con buscar una fórmula que permita garantizar el buen término del embarazo y la debida protección durante los primeros meses de vida del menor, resguardando la lactancia y el apego materno. Esto conduce, necesariamente, a plantearse por qué los beneficios sólo alcanzarán a algunas mujeres y a otras no.


En cuanto al nuevo permiso postnatal parental que se propone, señaló compartir la idea de la corresponsabilidad de madre y padre en el cuidado de los hijos, la cual se ha materializado en otras prerrogativas que se han establecido en la ley. Sin embargo, en su opinión, sería preferible instaurar un permiso destinado específicamente al padre, en lugar de generar uno vinculado al permiso extendido que se contempla para la madre. De hecho, apuntó, el beneficio está concebido de manera tal que, no obstante hacer uso de él el padre, el subsidio a pagar será aquel que le corresponda percibir a la madre, calculado en base a las remuneraciones de esta última. Ello, añadió, representa un desincentivo para el uso de este beneficio por parte del padre, ya que en nuestro país es una realidad que, por lo general, los hombres perciben remuneraciones más altas que las mujeres y, por tanto, tomar este permiso significará una importante merma en el presupuesto familiar, con lo cual el beneficio, en verdad, no será operativo en la práctica. En consecuencia, existe un serio riesgo de que esto quede en la ley como un enunciado meramente declarativo, pero sin aplicación efectiva alguna en la práctica.


Respecto a la jornada de trabajo reducida que se contempla para quien haga uso del permiso postnatal parental, indicó que hay que considerar que nuestra realidad laboral es bastante rígida, por lo que no sería raro que se termine excediendo el medio día de trabajo, pues todo dependerá del nivel de remuneraciones involucrado. Asimismo, esta facultad podría incidir en materia de los reemplazos laborales. Agregó que, uno de los problemas que surge ante la posibilidad de extender el permiso postnatal, precisamente dice relación con los reemplazos de personal que este beneficio origina. Hay toda una compleja situación derivada de la capacitación laboral de los trabajadores, del aprendizaje de las tareas, y de los costos adicionales que todo esto significa para el empleador. A este respecto, apuntó, surge nuevamente la inquietud de que la norma no sea más que una regla teórica inoperante en la práctica.


En cuanto al fuero maternal, consultó la razón para reducir en tres meses su actual duración. Se ha sostenido, añadió, que es motivo de orgullo el que nuestro país registre uno de los sistemas de fuero más extensos en la legislación comparada y, en ese contexto, entonces, no se explica una disminución del mismo. Por otra parte, prosiguió, también resulta preocupante esta especie de desafuero automático que se propone respecto de las madres trabajadoras con contrato a plazo fijo, por obra o faena, toda vez que esta posibilidad podría dar lugar a generar contratos bajo dichas modalidades, aun cuando los servicios prestados no sean precisamente temporales. En efecto, explicó, es necesario evitar que se produzcan casos en que, por la naturaleza de las funciones o del trabajo a realizar, el contrato laboral debería ser indefinido, pero que, a pesar de ello, se contrate a plazo fijo para ampararse en este nuevo sistema de desafuero. Para ejemplificarlo, citó lo acontecido en un jardín infantil de la ciudad de Punta Arenas, donde las profesionales son contratadas por un plazo determinado -de marzo a diciembre-, en circunstancias que, por la tarea que cumplen, sus contratos deberían ser indefinidos, con lo cual se esquiva el cumplimiento de diversos derechos laborales y, entre ellos, el relativo al permiso de maternidad. Por consiguiente, agregó, es importante tener a la vista la forma en que las mujeres hoy en día están siendo contratadas en el ámbito laboral, ya que la norma en estudio bien podría convertirse en un incentivo para celebrar contratos temporales y eludir el cumplimiento irrestricto de las normas, aunque ello no corresponda a la naturaleza de las labores desempeñadas.


En lo que respecta a la licencia por enfermedad grave del hijo menor de un año, señaló que, si bien es importante abordar el problema de las licencias médicas falsas o indebidamente otorgadas, no es menos cierto que ello no puede significar poner en riesgo la salud de los menores que efectivamente requieran el cuidado personal de sus padres con motivo de una enfermedad severa. Del mismo modo, es preocupante la situación de aquellos niños que, no obstante padecer una afección menor -como podría ser un resfrío-, sólo por ello, ya no son recibidos en los jardines infantiles como medida de prevención y, por tanto, la madre no cuenta con el apoyo necesario para encomendar el cuidado de su hijo y así poder concurrir a su trabajo. Asimismo, debe tenerse presente que en el caso de los menores no es infrecuente que una enfermedad de gravedad menor, rápidamente se transforme en otra de mayor consideración, atendida la fragilidad de la salud de los recién nacidos. En consecuencia, apuntó, si bien hay que enfrentar la problemática de las licencias médicas fraudulentas, también hay que cautelar por el debido cuidado de los niños.


En cuanto a los hijos nacidos en forma prematura, declaró coincidir con que se trata de un asunto que requiere especial atención, toda vez que se justifica por sí solo que el tiempo de reposo prenatal que se pierde con motivo de la anticipación del parto, pase al período de permiso postnatal, sobre todo en razón de los cuidados especiales que requieren los niños que nacen antes de completar el proceso regular de gestación. Asimismo, comparte que el caso de los nacimientos múltiples amerita una revisión particularizada. 


Respecto de los padres adoptivos, celebró que el proyecto de ley también los considere, ya que ello sin duda constituirá un incentivo para la adopción de menores.


En otro orden de ideas, planteó el tema de las salas cunas, el cual, si bien fue objeto de estudio por parte de la Comisión Asesora Presidencial Mujer, Trabajo y Maternidad, no ha sido incorporado en la presente iniciativa legal. Se trata, acotó, de la modificación del artículo 203 del Código del Trabajo, el cual sin duda debe ser analizado al revisar el problema de la empleabilidad laboral de la mujer. En efecto, continuó, en la actualidad la mujer muchas veces deja de ser contratada, no por el eventual pre y postnatal a que accedería si resulta embarazada, sino que más bien por la posibilidad de incrementar el número de trabajadoras al interior de la empresa, la cual, si emplea a veinte trabajadoras o más, deberá mantener y costear los servicios de sala cuna. Ello, añadió, constituye un desincentivo para contratar mujeres y, por tanto, es un asunto que debe ser abordado si se quiere avanzar en temas de maternidad e incorporación de la mujer al mundo del trabajo. 


Otro aspecto que debe ser analizado, prosiguió, es el relativo al permiso para dar alimento al hijo menor de dos años. Recordó que sobre esta materia existe un proyecto de ley en actual tramitación legislativa, mediante el cual se otorga este derecho también al padre, con los requisitos que al efecto se señalan. Dicha iniciativa -que corresponde al Boletín N° 4.930-18-, ya fue aprobada por la Honorable Cámara de Diputados y se encuentra radicada para su estudio, en segundo trámite constitucional, en la Comisión de Trabajo y Previsión Social del Senado. Este proyecto, añadió, se orienta en la misma línea de propiciar la corresponsabilidad del padre en la crianza y cuidado de los hijos. Sugirió, entonces, tener a la vista el debate desarrollado con motivo del análisis del referido proyecto de ley, toda vez que se trata de una materia estrechamente vinculada con la normativa que aquí se propone.


Sin perjuicio de lo anterior, concluyó, tenemos pendiente como país el análisis en torno a la situación del embarazo en las adolescentes y estudiantes que, si bien no son trabajadoras y, por tanto, no hay una remuneración que sustituir, representan un tema no menor del cual ocuparse y donde también es necesario generar un sistema de protección social.


Enseguida, hizo uso de la palabra el Honorable Senador señor Kuschel, quien, en primer lugar, felicitó a las representantes del Ejecutivo por la presentación efectuada y los antecedentes aportados a la discusión. Asimismo, señaló compartir la idea de que el proyecto de ley se oriente en la protección de los niños, sin embargo, indicó que, a su juicio, la iniciativa también debería inspirarse en la protección de la familia y de la institución del matrimonio. Agregó que las estadísticas demuestran que más de la mitad de los niños que nacen en nuestro país, son hijos de padres entre los cuales no existe vínculo matrimonial y, advirtió, quizás con medidas o señales de tipo económico se está estimulando dicha situación. Hizo un llamado, entonces, a revisar este tema porque, sin duda, en la tarea de cuidar a los hijos es importante la participación tanto de la madre como del padre.


Añadió que, desde el punto de vista de los costos y beneficios que estas modificaciones legales podrían significar, señaló que tal vez sea pertinente asumir desde ya mayores costos, invirtiendo más recursos en la actualidad, para luego, en el futuro, cosechar también mejores resultados. En efecto, explicó, si se mejoran hoy las coberturas en salud, educación o, incluso, seguridad ciudadana, sin duda que ello redundará en lo sucesivo en mayores beneficios para la sociedad en su conjunto, con personas que, de niños, crecieron en un ambiente sano, favorable y propicio para su integral desarrollo. 


Finalmente, sugirió que la iniciativa legal en análisis fuera prontamente sometida a votación en general, atendida la importancia que reviste la materia de que trata.


Por su parte, el Honorable Senador señor Uriarte se refirió al tema del cuidado infantil. En primer término, abordó el punto relativo a las salas cuna. Sobre el particular, indicó que lo que se ha hecho hasta ahora, es privilegiar programas tales como el denominado Chile Crece Contigo, donde se posibilita que la mujer, especialmente la que está en situación vulnerable, pueda llevar a su hijo a una sala cuna, permitiendo que ésta acceda al mundo del trabajo. Sin embargo, advirtió, las cifras estadísticas demuestran que existe un número importante de madres que se resisten a la posibilidad de entregar el cuidado de sus hijos a una sala cuna, porque no confían en la atención que se brinda a los niños en estos servicios. A ello, se suma el hecho que solventar estos servicios eleva los costos asociados a la contratación laboral, motivando que en muchos casos se esquive el cumplimiento de la ley, por ejemplo, limitando en la empresas la contratación femenina hasta sólo diecinueve trabajadoras, para no alcanzar el mínimo de veinte tras el cual la norma impone la obligación de mantener o pagar los servicios de sala cuna.


Atendidas las referidas circunstancias, agregó, surge la inquietud en cuanto a buscar una fórmula que ofrezca a las madres diversas alternativas en torno al cuidado de sus hijos, entre las cuales elegir según su preferencia, y que les permita, en definitiva, acceder al mercado laboral y obtener un empleo de acuerdo a sus reales necesidades.


En segundo lugar, prosiguió, sería necesario explorar otras opciones para el tratamiento de esta materia, como por ejemplo, la posibilidad de establecer beneficios de carácter tributario para las empresas y así premiar al empleador que colabora en estas tareas.


Por último, en relación al permiso por enfermedad grave del hijo menor de un año, consultó si está contemplado avanzar en el ámbito de la corresponsabilidad de ambos progenitores, para incluir también al padre en esta labor fundamental. Es cierto, agregó, que existe una situación preocupante derivada de las licencias médicas otorgadas en forma fraudulenta o sin existir fundamento médico que las justifique, sin embargo, una vía para disminuir este alto costo fiscal y, a la vez, para incorporar al padre en la tarea de crianza de los hijos, es adoptar medidas en este ámbito.


Luego, el Honorable Senador señor Muñoz Aburto indicó que, a su juicio, sería importante definir, previamente, si las normas que propone este proyecto de ley estarán destinadas a proteger al menor o si, por el contrario, resguardarán la contratación laboral de la mujer. En su opinión, agregó, toda la regulación laboral en esta materia se ha establecido pensando en la protección de los niños y niñas de nuestro país, desde la etapa de su gestación y hasta la fase posterior al nacimiento, prueba de lo cual es la existencia del descanso de maternidad, el cual cubre los períodos pre y postnatal. Ello, incluso, ameritaría enmendar la nomenclatura que utiliza el propio Código del Trabajo en esta materia, para que así fuera expresa esta intencionalidad del legislador.


Dicho lo anterior, añadió, si se opta por orientar esta nueva regulación en resguardo de los menores, el proyecto de ley contendría normas que en cierto modo se alejan de dicho objetivo, siendo incluso contradictorias y que, como tales, se tornarían inaplicables. Así, por ejemplo, sería muy difícil distinguir los niños y niñas de estratos sociales vulnerables, de aquéllos que no lo son, así como también presentaría dificultades el tema relativo a las licencias médicas. Es decir, apuntó, si se logra esclarecer que se garantizarán los derechos de los menores, resulta evidente que la legislación debería tener una cobertura mucho más amplia de la que se propone, alcanzando a todas las madres trabajadoras por el sólo hecho de serlo, y en beneficio de los hijos. A su juicio, subrayó, así debería ser.


Agregó que, cuando se habla de nociones tales como derechos universales de los menores o la importancia de la lactancia y del apego materno, sin duda que se alude a la protección de los niños y al fundamento en que ésta se sustenta. Sin embargo, cuando estos conceptos esenciales se vinculan a otros asuntos tales como la empleabilidad de la mujer o la importancia de que la maternidad no constituya una barrera para acceder al mundo del trabajo, claramente se incurre en una confusión de temas, porque estos últimos puntos -sin negar su importancia- son de una índole diversa y se alejan de la cuestión de fondo que aquí nos ocupa, esto es, reiteró, que el bien jurídico protegido por esta normativa legal dice relación con los niños y niñas de nuestro país.


La Honorable Senadora señora Rincón manifestó que, efectivamente, la materia en estudio se vincula a una ya antigua discusión en cuanto a si el sistema de protección a la maternidad está orientado en resguardo de los niños o en función de la madre trabajadora, cuya remuneración es reemplazada por el pago de un subsidio que cubre el Estado.


Expresó, asimismo, su satisfacción ante la presentación del proyecto de ley en informe, toda vez que ello importa el cumplimiento de un compromiso asumido durante la campaña presidencial. Sin perjuicio de lo anterior, anunció tener una serie de aprensiones que sería preciso dilucidar a fin de mejorar la iniciativa durante su tramitación legislativa.


Una de ellas, acotó, es la ya referida en cuanto a la irrenunciabilidad de los derechos, cuya mención expresa podría corresponder a un asunto más de forma que de fondo y, por tanto, podría resultar fácilmente subsanable.


Un segundo aspecto a revisar, añadió, dice relación con la eliminación de la gratuidad de los certificados emitidos por médicos o matronas que perciben remuneraciones del Estado. Consultó la razón de dicha supresión en la ley, ya que tal prerrogativa actualmente sí se contempla en nuestra legislación laboral.


En tercer lugar, preguntó si estos temas fueron previamente analizados con organizaciones como la Asociación Nacional de Empleados Fiscales (ANEF), toda vez que hay normas del proyecto que afectarán de manera significativa a las funcionarias del sector público. En efecto, explicó, en la actualidad, mediante el pago del subsidio por incapacidad laboral estas trabajadoras perciben la totalidad de sus remuneraciones, y lo propio acontece respecto al subsidio por maternidad. Con la modificación que ahora se propone, en cambio, el subsidio motivado en el permiso postnatal parental tendrá un tope de 30 unidades de fomento, lo que significará que en algún momento estas madres disminuirán sus ingresos. Ello, sin duda, irá en desmedro de la situación laboral de estas trabajadoras que, desde ya, no cuentan con una serie de beneficios que sí se registran en el ámbito laboral del sector privado.


En cuanto al ya señalado límite al subsidio, además, habría que considerar algunos asuntos de índole práctico, como por ejemplo, lo que sucederá si, durante el permiso por maternidad, se produce en la empresa un incremento de las remuneraciones, ya sea por aplicación del reajuste del IPC o por una negociación colectiva. En tal caso, apuntó, no queda claro si la trabajadora, al reincorporarse a sus labores, mantendrá el sueldo que recibía antes del permiso o si éste aumentará tal como el del resto de los trabajadores.


Otro punto que no parece explicarse, es la diferencia que se contempla en el artículo 197 bis entre la madre y el padre al usar el permiso postnatal parental, ya que para la primera se impone la obligación de dar aviso de ello a su empleador con una anticipación de 45 días, en tanto que para el segundo, se establece que el aviso debe darse con una antelación de sólo 10 días. Consultó, entonces, el fundamento de dicha diferenciación.


En lo relativo al fuero, manifestó su preocupación en cuanto a la reducción que se contempla respecto del mismo. Preguntó las razones para proponer una disminución del actual beneficio.


Sin perjuicio de lo anterior, estimó interesante la propuesta relativa al fuero en los contratos de trabajo a plazo fijo, por obra o faena, ya que hoy en día las trabajadoras que se desempeñan en áreas de servicios esencialmente temporales, son discriminadas y no contratadas ante el temor de que resulten embarazadas y, por ello, deban permanecer en sus puestos de trabajo más allá del tiempo de su desempeño. 


En cuanto al derecho a amamantamiento, consultó la razón para no otorgar ese derecho a la mujer que opta por trabajar en jornada reducida durante el permiso postnatal parental. 


Respecto al uso del permiso postnatal parental por parte del padre, señaló que tampoco se explica que, en tal caso, el subsidio se calcule en base a las remuneraciones de la madre, las cuales, por lo general, son menores a las que percibe el padre, de acuerdo a la realidad remuneracional que registra nuestro país. En consecuencia, imponer tal restricción, podría significar un desincentivo para el uso de este permiso por parte del hombre, lo que se alejaría del espíritu del proyecto en orden a fomentar la coparticipación de ambos progenitores en el cuidado de los hijos.


En otro orden, recordó que la reforma previsional  -materializada en la ley N° 20.255-, dispuso la incorporación progresiva de los trabajadores independientes al régimen obligatorio de pago de las cotizaciones previsionales, ampliando la cobertura del sistema de seguridad social. Así, se estableció la obligatoriedad de pago respecto del 40% de la remuneración imponible al año 2012, del 70% al año 2013, y del 100% al año 2014, lo que implica que, a partir del año 2015, enterar las cotizaciones previsionales será obligatorio tanto para trabajadores dependientes como independientes. Sin embargo, advirtió, con el presente proyecto de ley se produciría una discriminación entre ambos tipos de trabajadores, a pesar de que aportarán por igual al sistema de seguridad social. 


Por otra parte, señaló que, además de establecer un tope de 30 unidades de fomento para el pago del subsidio derivado del permiso postnatal parental, el proyecto contempla la misma restricción respecto de las cotizaciones previsionales, al disponer que “la remuneración tendrá un límite máximo imponible de treinta unidades de fomento…”. Con ello, añadió, se estará afectando la densidad de las cotizaciones previsionales y, consecuencialmente, el monto de la futura pensión de jubilación. Lo anterior, resulta contrario al espíritu de las normas que rigen la materia, las que han buscado incrementar los fondos previsionales, por ejemplo, en el caso de las mujeres, mediante el otorgamiento del denominado Bono por Hijo Nacido Vivo. Consultó, entonces, la razón para establecer el referido límite, impidiendo que las cotizaciones se efectúen sobre la base de las remuneraciones reales de las trabajadoras.


Finalmente, Su Señoría indicó que, efectivamente, en la Comisión de Trabajo y Previsión Social del Senado se encuentran radicados para su estudio diversos proyectos de ley que dicen relación con las normas sobre protección a la maternidad, los cuales sería pertinente considerar en esta oportunidad, en aras de un completo análisis sobre el tema, abarcando las distintas propuestas legislativas que existen sobre la materia.


A continuación, la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social explicó que, actualmente, al tenor de lo dispuesto en el artículo 183-AE del Código del Trabajo, las trabajadoras contratadas bajo el régimen de servicios transitorios, gozan del fuero maternal, cesando éste de pleno derecho al término de los servicios en la usuaria. Es decir, añadió, limitar el fuero conforme a la duración de los servicios prestados, es un criterio que el legislador ya ha adoptado en oportunidades anteriores para resolver la materia, siendo el mismo principio el que inspira ahora la norma del proyecto que hace lo propio respecto de las trabajadoras con contratos laborales a plazo fijo, por obra o faena. Agregó que, de acuerdo a los datos registrados, en la gran mayoría de los casos el desafuero solicitado a los tribunales de justicia es otorgado, sin embargo, ello implica incurrir en un costo adicional derivado de la respectiva tramitación judicial, todo lo cual redunda en que las mujeres no sean contratadas para el desempeño de labores temporales, afectando su participación en el mercado laboral. De ahí, entonces, que lo más apropiado parece ser aplicar la regla conforme a la cual, terminado el contrato temporal, termina también el fuero maternal.


Por su parte, la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer (SERNAM) dio respuesta a las distintas consultas formuladas, en los siguientes términos.


En primer lugar, señaló que este proyecto de ley reviste una especial complejidad, en la medida que involucra muy diversas materias, todas las cuales están estrechamente vinculadas, de manera tal que lo que se resuelva respecto de una de ellas incide necesariamente en otras. Ese es un importante elemento a considerar al estudiar la iniciativa y que hace particularmente complejo su análisis.


En cuanto a los destinatarios de la iniciativa legal en trámite, señaló que, primordialmente, los beneficiarios del mismo son los niños y niñas de nuestro país. Sin embargo, advirtió, este proyecto no apunta hacia un objetivo único, sino que comprende diversas finalidades. Es importante tener presente que si la madre ve perjudicadas sus opciones laborales o mermadas sus condiciones de trabajo, ello también repercutirá en el bienestar de los menores o, peor aún, podría significar que las mujeres decidan postergar la maternidad. De ahí, entonces, la relevancia de compatibilizar estas realidades, donde la estabilidad laboral de la madre trabajadora redundará también en el bienestar de sus hijos. Ello, subrayó, impone varios objetivos por cumplir.


Por otra parte, continuó, hay que recordar que los recursos del Estado son limitados y, en cuanto tales, es necesario enfocarlos en los sectores más vulnerables de la población de nuestro país, a pesar que lo óptimo sería que los beneficios sean universales o que favorezcan igualmente a todos. Ello, entonces, impone la necesidad de focalizar los escasos fondos disponibles en los niños y madres que están en situación de mayor desamparo.


Señaló, asimismo, que el Ejecutivo se encuentra disponible para analizar las diversas sugerencias que se formulen durante la tramitación del proyecto, en aras de su perfeccionamiento, toda vez que, sin duda, esta es una gran oportunidad para debatir en torno a un tema de tanta trascendencia social. Se trata, además, de una iniciativa de alta complejidad, no sólo porque la materia involucra diversas aristas, sino que también por las dificultades que enfrenta la aplicación práctica de sus normas. Sin embargo, añadió, es importante esclarecer también que este proyecto de ley no contiene la solución a todos los problemas que se registran en este ámbito y así, por ejemplo, no resolverá el tema de las cotizaciones previsionales no pagadas, no pondrá fin a la discriminación laboral de la mujer, ni conseguirá que todos los padres se involucren efectivamente en la crianza de los hijos. En ese contexto, agregó, lo importante es comprender que esta iniciativa representa una gran oportunidad para avanzar en esta materia, permitiendo que nuestro país dé un salto significativo en este orden, logrando generar condiciones laborales más humanas, conciliadoras con la vida familiar y que reconozca el rol participativo que tanto la madre como el padre deben cumplir en el cuidado de los hijos. Ello, además, permitiría adecuar nuestro régimen laboral a la realidad actual de la sociedad chilena, donde la mujer ya no permanece exclusivamente en el hogar y el marido es el proveedor, sino que ella se incorpora al mundo del trabajo y hombre y mujer aportan al ingreso familiar y comparten las responsabilidades.


En cuanto a la consulta planteada en torno a la facultad de traspasar hasta dos semanas del reposo prenatal al permiso postnatal, explicó que la evidencia médica y los estudios realizados a nivel tanto nacional como internacional, revelan que el tiempo óptimo de descanso prenatal fluctúa entre dos y cuatro semanas, siendo éste el rango que la propia Organización Internacional del Trabajo (OIT) considera para tales efectos. Asimismo, un gran número de países contempla como tal un período de permiso de dos y hasta cuatro semanas previas al parto. No obstante ello, añadió, nuestro país cuenta al efecto con un lapso de seis semanas antes del parto. Señaló que hay que recordar que estas normas de protección fueron originalmente concebidas en función de las trabajadoras que se desempeñaban en labores de gran demanda física -como en el ámbito obrero-, justificando un prenatal de mayor extensión. Sin embargo, con el transcurso de los años, el desarrollo de la tecnología y los cambios de la realidad social y económica, las fuentes de trabajo se han diversificado y así, por ejemplo, el trabajo en las oficinas se ha multiplicado, incorporándose al mismo las mujeres y permitiéndoles ejecutar labores menos riesgosas para el proceso de gestación. En ese contexto, hay muchas mujeres que, experimentando embarazos sanos y sin dificultades, preferirían prolongar el período postnatal acortando su reposo prenatal, ya que éste no les resulta tan útil o necesario como aquél. Para ello, advirtió, se requiere la expresa autorización del médico tratante y, en caso que la situación se vuelva riesgosa en cualquier modo, el traspaso quedaría sin efecto y se daría inmediato inicio al descanso prenatal correspondiente. Por consiguiente, es una forma de prolongar el tiempo que la madre permanece junto al recién nacido, pero que procederá siempre y cuando las condiciones de salud así lo permitan. Lo anterior, apuntó, es sin perjuicio de poder revisar la propuesta a fin de perfeccionarla en lo que resulte de rigor.


En relación a la irrenunciabilidad de los derechos, aclaró que el proyecto contempla, como contrapartida, la posibilidad de que la madre o el padre que hagan uso del permiso postnatal parental, trabajen en jornada laboral reducida y completen sus remuneraciones, sin perder el permiso y el subsidio a que éste da lugar. Asimismo, añadió, si bien nuestro país registra uno de los permisos postnatales más extensos a nivel mundial, se pretende hacer un esfuerzo adicional que permita no sólo duplicar el período postnatal, sino que también pagar el subsidio correspondiente y, además, ofrecer esta herramienta adicional que permite trabajar en jornada parcial y completar las remuneraciones no cubiertas por el subsidio. Por otra parte, esta posibilidad se ofrece para una etapa en la que el menor ya no es recién nacido y, por tanto, sus condiciones han evolucionado haciendo factible la ausencia transitoria de la madre o el padre, sin perjudicarlo. En la actualidad, subrayó, este beneficio no existe, sin embargo ahora se plantea la posibilidad de tener un permiso más extenso, con un subsidio y trabajar en jornada reducida para mantener el nivel de ingresos, sin perder ni el permiso ni el subsidio.


En lo que respecta al fuero, agregó, es cierto que se contempla una reducción del mismo en la medida que éste regiría durante el embarazo y hasta un año después del nacimiento, en lugar de estar vigente durante el período de gestación y hasta un año después de expirado el descanso de maternidad, como dispone nuestra legislación en la actualidad. Sin embargo, aclaró, ello viene a ser la contrapartida de este esfuerzo que se está haciendo por prolongar el permiso postnatal, ya que el fuero quedaría definido en función de la vida del hijo y no en relación a la duración del período postnatal, como acontece hoy en día.


Explicó que las dos mayores dificultades que enfrenta la contratación laboral de la mujer son, precisamente, las vinculadas al fuero maternal y a la exigencia de sala cuna. En ese contexto, agregó, no parece pertinente extender el fuero tanto como se prolongue el postnatal, ya que bajo esa modalidad, este beneficio duraría mucho más de los dos años que rige en la actualidad y que lo hace uno de los más extensos del mundo.


La Honorable Senadora señora Rincón advirtió que no hay que confundir los beneficios, ya que por una parte, está el subsidio que es de cargo fiscal y respecto del cual se está haciendo el esfuerzo adicional que se señala, pero, por la otra, está el fuero, que es una protección de carácter laboral. 


La señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer (SERNAM) indicó que, si bien el esfuerzo adicional se manifiesta principalmente en lo económico, no es menos cierto que estos derechos tienen una fuerte incidencia en la empleabilidad de la mujer. Dado eso, añadió, la alternativa es extender el permiso postnatal, pero no así el fuero, el cual se definiría en relación a la vida del hijo, estableciéndose durante el período del embarazo y hasta un año después del nacimiento del niño.


Por su parte, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide se manifestó contrario a la señalada propuesta para reducir el fuero. Lo anterior, por cuanto se trata de un derecho adquirido y, como tal, no puede ser modificado sin grave alteración de una prerrogativa con que ya cuentan las madres trabajadoras de nuestro país.


En segundo lugar, continuó, el proyecto de ley, en lugar de contener una propuesta nítida sobre la materia, termina abordando un conjunto de materias que, finalmente, significan de algún modo la pérdida de los derechos que protegen ya sea a los niños o a las madres trabajadoras.


Por último, hizo presente que la actual bibliografía pediátrica -tanto nacional como extranjera-, no concibe del mismo modo que antaño el descanso durante el período prenatal, tema que, según indicó, sería importante aclarar para el debido tratamiento legal de la materia, especialmente en cuanto a la posibilidad de traspasar semanas desde el pre al postnatal, que contempla el proyecto en estudio.

En la sesión siguiente, la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer (SERNAM) continuó respondiendo las preguntas formuladas en la sesión anterior. 


Para tales efectos, acompañó su intervención con un documento en formato power point, en el cual consigna sus respuestas. Dicho documento fue debidamente considerado por los miembros de las Comisiones unidas, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones unidas.


Las inquietudes planteadas y sus respuestas se reseñan a continuación.


-
En cuanto a la consulta referida a cuál será la línea o puntaje de corte que determinará el 20% más vulnerable, para los efectos de incrementar la cobertura del sistema de protección respecto de las trabajadoras con contrato a plazo fijo, por obra o faena, señaló que, actualmente, según la Ficha de Protección Social, la escala de corte estaría en 8.500 puntos, que corresponde a los 2 deciles de menores ingresos del país. Añadió que el proyecto de ley dispone que el beneficio se entregará a las mujeres que integren un hogar perteneciente al 20% más pobre de la población de Chile, conforme al instrumento de focalización que se fije en el reglamento expedido por el Ministerio de Hacienda, que actualmente es la Ficha de Protección Social.


-
A la pregunta sobre cuáles son los mecanismos para exigir el cumplimiento del traspaso de semanas del pre al postnatal, contestó señalando que, tal como considera el proyecto de ley en su modificación al artículo 195 del Código del Trabajo, para que la madre pueda traspasar semanas del pre al postnatal, necesita autorización por escrito del médico tratante. Si después de presentada dicha autorización, tuviere un cambio en su estado y el médico considera que se debe iniciar el reposo, queda sin efecto el traspaso del tiempo restante y se comienza de inmediato el prenatal.


-
En lo relativo a si es o no renunciable el derecho a traspasar semanas del pre al postnatal, respondió que, tal como contempla el proyecto de ley al modificar el artículo 195 del Código del Trabajo, los derechos de pre y postnatal son irrenunciables. La mujer siempre tendrá derecho a traspasar semanas de su pre al postnatal, si así lo estima necesario y las condiciones médicas así lo permiten para que dicho traspaso no ponga en peligro ni al niño ni a la madre.


-
Respecto a la norma sobre amamantamiento, recordó que se ha solicitado ampliar el proyecto a todos los casos, se use o no sala cuna por parte de la trabajadora.


Sobre el particular indicó que hoy la ley concede el derecho de alimentación a todas las trabajadoras, independientemente de si su hijo asiste o no a la sala cuna. Lo anterior, al tenor de lo dispuesto por el artículo 206 del Código del Trabajo, conforme al cual el derecho de amamantamiento y el de sala cuna son independientes.


-
En lo relativo a los hijos prematuros -que nacen, por ejemplo, a los 6 meses de gestación-, la consulta fue si los meses faltantes del embarazo y que impidieron el uso del prenatal, se traspasan o no al postnatal. La respuesta, agregó, es no, porque el proyecto no contempla el traslado de las semanas no utilizadas para el prenatal al postnatal, ya que lo que hace es duplicar, para todas las madres, el período postnatal.


-
Respecto a los partos múltiples, prosiguió, se indicó en su oportunidad que debería existir un aumento del período postnatal, ya que no es lo mismo el parto de un solo niño, que el nacimiento de varios hijos a la vez. En esta materia contestó que, atendido que se duplica el período postnatal a 6 meses para todos los menores, siendo uno de los permisos más largos del mundo, no se considera un aumento mayor para los partos múltiples ni otros casos especiales. 

-
En cuanto al fuero maternal, recordó que se hizo presente que el proyecto de ley contempla una disminución de 3 meses de dicho beneficio para las futuras trabajadoras embarazadas. Se preguntó, entonces, la razón de dicha disminución.


Indicó que hoy Chile tiene, por lejos, el fuero maternal más extenso del mundo. En efecto, explicó, el fuero actualmente está establecido en relación a la duración del postnatal, ya que la mujer goza de él desde que se embaraza y hasta un año después del término del postnatal, es decir, dos años en total. Esto se ha traducido en una dificultad para la contratación de mujeres y su ingreso al mundo del trabajo.


Añadió que, al extender el postnatal no se quiso alargar también el fuero, razón por la cual se optó por definir su duración en base a una variable objetiva, esto es, la edad del niño. Con esto, las mujeres tendrán un año y nueve meses de fuero, desde que se inicia el embarazo y hasta un año después del nacimiento del hijo.


-
Respecto a por qué se reduce el fuero en los casos de trabajadoras a plazo fijo o por obra o faena, respondió que la norma que se propone aclara en la ley algo que se da en la práctica, pero con un procedimiento judicial de por medio. Actualmente, explicó, cumplido el plazo, la obra o la faena, el empleador debe iniciar un proceso judicial de desafuero para poner término la relación laboral, el cual es otorgado en más del 90% de los casos. Las normas propuestas por el proyecto, en tanto, evitan el costo que dicho juicio significa para las partes y explicita en la ley que el fuero en este caso termina junto con el plazo, la obra o faena que dio origen al contrato.


-
En cuanto a la reducción del tope del monto del subsidio, se ha señalado que pareciera ser un retroceso. Se trata de un subsidio regresivo. Actualmente este es el único subsidio del que gozan las mujeres profesionales en nuestro país, y se pretende reducirlo para ellas.


A este respecto, indicó que esta reducción del tope del subsidio busca no seguir incrementando la regresividad que éste tiene. Actualmente, el 52% de los recursos van a las madres del quinto quintil, es decir, el de mayores ingresos, y sólo el 5% se destina a las madres del primer quintil.


Se trata de un beneficio que favorece principalmente a las trabajadoras de clase media, que son quienes tienen un empleo formal y para quienes se duplica el tiempo de postnatal, manteniendo su remuneración.


-
En cuanto a la reducción del tope en casos de enfermedad grave del hijo menor de un año, se planteó la inquietud de que podría convertirse en un desincentivo al trabajo de una mujer con un hijo enfermo, pudiendo afectar la salud del niño.


Sobre el particular, señaló que el proyecto conserva el espíritu de la cobertura de las enfermedades realmente graves que hoy contempla el Código del Trabajo. Se trata de enfermedades tales como la prematurez extrema, hemorragia subaracnoidea, parálisis cerebral, meningitis, hidrocefalia, síndrome de down, malformaciones congénitas, entre otras.


Aclaró que, para el resto de las enfermedades, se crea un nuevo permiso y subsidio, con las mismas condiciones que el subsidio establecido para el permiso postnatal parental, esto es, con tope de 30 unidades de fomento y se establece, además, un copago para remuneraciones superiores 16 unidades de fomento.


-
En cuanto al permiso parental, se señaló que el traspaso del subsidio por parte de la trabajadora al padre del menor, teniendo como tope la remuneración de la mujer, se convierte en un desincentivo, ya que atendido el hecho que las mujeres en Chile obtienen remuneraciones inferiores a las de los hombres, lo más seguro es que al padre -aunque quiera- no le resulte conveniente tomar este permiso.


A este respecto, la señora Ministra Directora explicó que el permiso y subsidio del postnatal está establecido en beneficio de la madre y del niño. Es la madre la titular del permiso y subsidio, y es eso lo que ella puede traspasar al padre, su derecho que va a asociado a un determinado período y a un determinado subsidio.


-
A la pregunta de por qué el proyecto contempla una disminución del derecho a amamantamiento, respondió que el derecho de alimentación está contemplado para todas las trabajadoras madres de hijos menores de 2 años de edad, que tienen jornadas ordinarias de trabajo y que, dada la extensión de su horario, no pueden estar con sus hijos para ninguna de las comidas. Añadió que, tal como aconsejó la Comisión Mujer, Trabajo y Maternidad, el proyecto de ley establece que las madres que trabajan en jornadas parciales ya tienen el derecho y la posibilidad de estar con sus hijos, por las características propias de esa jornada laboral.


-
En otro orden, continuó, también se ha manifestado una opinión contraria a que el proyecto establezca la renunciabilidad para la mujer que quiera reincorporarse a su trabajo.


Al respecto, señaló que el permiso y el subsidio son irrenunciables para todas las madres, independientemente de su nivel de ingresos. Lo que el proyecto permite es que todas puedan recibir ingresos por los 3 meses que dura la extensión del postnatal, sin perder el subsidio, con el límite de que éste más la remuneración, no pueden ser mayores a la remuneración promedio de los 3 meses anteriores a empezar el prenatal.


Subrayó que hoy, si una mujer percibe un ingreso mientras recibe el subsidio, pierde este beneficio.


Expresó que, a un 22,5% de las mujeres que reciben subsidio y cuya remuneración es inferior a 30 unidades de fomento, les falta completar un 30% o más de su ingreso. De aquéllas que perciben más de 30 unidades de fomento, a un 72% le falta completar un 30% o más de su ingreso.


-
En cuanto a la inquietud del Honorable Senador señor Rossi, que considera discriminatorio el límite del 20% más vulnerable como línea de corte para dar los beneficios a las trabajadoras contratadas a plazo fijo, obra o faena y temporeras, respondió que el proyecto trata de corregir las discriminaciones que hoy genera la legislación, ya que son las mujeres más vulnerables quienes no reciben nada. El proyecto establece diferencias y focaliza los recursos en los más pobres para disminuir las desigualdades presentes en la sociedad en materia de ingresos. Enfatizó que, favorecer al 20% más vulnerable de la población, permite realizar dicha focalización y disminuir esta enorme desigualdad.


-
Por otra parte, agregó, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide no está de acuerdo en disminuir el prenatal, por cuanto, según señala, el período clave en el desarrollo de un niño se extiende desde los 6 meses del embarazo y hasta los 6 ó 12 meses posteriores al parto. Sobre el particular, aclaró que el proyecto de ley no disminuye el prenatal, lo conserva en 6 semanas previas al parto, siendo uno de los más largos del mundo, incluso por sobre la recomendación de la OIT.

Agregó que el proyecto otorga un derecho adicional a las madres, que consiste en la posibilidad de traspasar semanas del pre al postnatal, para alargar incluso aún más este último, reconociendo que todas las mujeres viven sus embarazos en forma distinta, incluso cada madre vive sus propios embarazos de manera diferente. Ahora bien, para poder hacer uso de esta facultad de traspaso, necesitan que su médico certifique que el embarazo está normal, tanto para ella como para el niño.


-
Asimismo, se propuso despachar un proyecto de ley paralelo para proteger a la mujer trabajadora y desvincular la empleabilidad femenina de esta iniciativa legal, que versa, especialmente, sobre el descanso de maternidad.


Sobre este punto indicó que el pre y postnatal es un derecho laboral, consagrado en el Código del Trabajo y se debe reconocer que, sin trabajo, no hay derecho a descanso maternal. Añadió que para todas las familias es muy importante contar con un segundo ingreso que les permita poder salir adelante y, en ese contexto, garantizar a la madre un trabajo es fundamental para ella, el niño y su familia.


-
Del mismo modo, continuó, se ha sugerido que las licencias se traten de otra manera, en conjunto con el proyecto sobre licencias médicas que recientemente ha analizado el Senado. 


En esta materia, señaló que el permiso por enfermedad grave del niño menor de un año, es la única licencia contemplada en el Código del Trabajo, justamente entre las normas sobre protección de la maternidad, y por ello se aborda en este proyecto. Se trata de licencias que se toman por la enfermedad de un tercero y que actualmente son usadas como forma de aumentar el postnatal y que, por tanto, deben ser vistas en conjunto con éste.


-
También se ha sostenido que es un error clasificar las enfermedades entre graves y gravísimas, ya que tanto las patologías como los enfermos cambian.


A este respecto, indicó que existe conciencia que las enfermedades van cambiando, por eso se ha establecido en el proyecto que el decreto que calificará las enfermedades como graves o gravísimas, deberá ser actualizado, al menos, cada tres años, lo que permite que sea adaptable a las distintas realidades que se van dando.


-
En otro orden, se ha planteado la inquietud en cuanto a cómo se materializará la media jornada de trabajo de la mujer sobre los tres meses. Igualmente, se ha sostenido que para el empleador será un costo adicional el reemplazo de la trabajadora.


Explicó que el proyecto sólo dispone que la mujer puede recibir ingresos en este período, siempre que éstos, más el subsidio, no sean superiores al promedio de las tres últimas remuneraciones obtenidas antes del prenatal. El proyecto no establece a cuánto debe circunscribirse la jornada en lo relativo al tiempo, ya que ello será diferente para cada trabajadora y es muy difícil de fiscalizar. Lo que sí se puede fiscalizar es la remuneración que ella perciba por ese período. En definitiva, la jornada de trabajo se determinará en relación a esa diferencia de remuneración.


-
En lo que respecta a las mujeres con contrato de plazo fijo, se ha señalado que la propuesta del proyecto podría ser un problema para las trabajadoras, ya que el empleador podría verse incentivado a contratar a mujeres mediante contratos de plazo fijo solamente.


Sin embargo, subrayó, hoy, las mujeres en edad fértil, no son contratadas a plazo fijo, obra o faena, precisamente por la existencia del fuero. Además, la ley actual ya tiene contemplado diferentes mecanismos para que no se abuse de este tipo de contratos, como por ejemplo, un contrato a plazo fijo pasa a ser indefinido después de su segunda renovación.

-
Respecto al artículo 203 del Código del Trabajo, se ha dicho que en el proyecto no se propone modificación alguna, a pesar de ser una de las claves para mejorar la empleabilidad de las mujeres.


Sobre esta materia, expresó que la modificación del citado artículo 203 es tremendamente necesaria, pero de alta complejidad, ya que implica reformular todo el sistema de financiamiento del cuidado infantil, por lo que se estudiará como proyecto de ley separado.

-
Por otra parte, se ha mencionado que actualmente existe un proyecto de ley que otorga a los padres el derecho a alimentar a los hijos, que ya fue aprobado por la Cámara de Diputados y que no se considera en este proyecto. No obstante, advirtió, el proyecto de ley que se está tramitando puede ser recogido en éste, mediante la presentación de indicaciones.

-
Respecto del objetivo del proyecto de ley, se ha sostenido que si éste se define por el derecho a proteger sólo al niño, todas las normas del proyecto estarían mal formuladas, puesto que no sería posible distinguir entre niños vulnerables y no vulnerables, tampoco entre enfermedades graves y gravísimas. 


Aclaró que el objetivo del proyecto es proteger a los niños, sus madres, la posibilidad que éstas tengan trabajo, su familia y la sociedad completa, ya que los beneficios que derivan de la extensión del postnatal son aprovechados por todos ellos.

-
En cuanto a la renunciabilidad de los derechos contemplada en el artículo 195, inciso segundo, del Código del Trabajo, se ha planteado que ésta no se considera respecto de los artículos 196 y 197.


En este punto, enfatizó que el proyecto de ley establece como irrenunciables el pre y postnatal y el permiso postnatal parental, para todas las mujeres.


No hay modificación alguna respecto a la irrenunciabilidad de los derechos del artículo 195, esto es, pre y postnatal, posibilidad de traspasar dos semanas del pre al post, y postnatal del padre. Los artículos 196 y 197, por su parte, sólo establecen normas operativas adicionales.


-
En otro orden, se ha señalado que el proyecto eliminó la gratuidad de los certificados médicos que hoy día sí contempla la ley respecto a los mismos.


Explicó que, hoy, el inicio del descanso de maternidad sólo puede verificarse en virtud de una licencia médica, y no con un certificado, ya que no son lo mismo. El Código del Trabajo ha generado una confusión, y ha hecho que algunas mujeres presenten un certificado médico, el cual es rechazado porque no es el instrumento idóneo al efecto, motivando que ellas tengan que realizar nuevamente todos los trámites para obtener la respectiva licencia. En todo caso, aclaró, el otorgamiento de dicha licencia también es gratis.


-
También se ha preguntado qué sucede con el sector público que, a diferencia del sector privado, actualmente no tiene topes en el subsidio, lo que compensa una serie de derechos que no son aplicables a los funcionarios públicos, como por ejemplo, mes de aviso e indemnización por años de servicios.


Sobre el punto, expresó que los derechos actuales de los trabajadores del sector público se mantienen completamente inalterados. Así, el pago del subsidio por pre y postnatal no tiene tope. Para la extensión del postnatal, en tanto, se establecen las mismas reglas para todas las trabajadoras y sus hijos, a fin de evitar cualquier discriminación.


-
Respecto a la contrata, explicó que ésta no corresponde a un contrato a plazo fijo, sino que es una resolución, un acto administrativo, razón por la cual no se le aplica la norma que establece que el fuero termina junto con la obra o faena que da origen al contrato, que sí se establece respecto de los contratos laborales a plazo fijo, por obra o faena.


-
En cuanto al tope de 30 unidades de fomento, la consulta fue qué pasa si, en la mitad del goce del derecho, la empresa reajusta o aumenta la remuneración de la trabajadora, ésta, acaso, deberá trabajar jornadas parciales para alcanzar su remuneración mensual.


Respondiendo, señaló que, tal como lo establece la ley hoy, para efectos del cálculo del subsidio, se toman en cuenta las remuneraciones obtenidas en los tres meses anteriores al prenatal y los tres meses anteriores al embarazo. Esa es la base del cálculo. Si la empresa reajusta las remuneraciones cuando la mujer está con permiso maternal, esto no tendrá efecto alguno para ella sino hasta que regrese a su trabajo.


-
En relación al artículo 197 bis del proyecto de ley, se ha preguntado por qué el plazo de notificación al empleador para hacer uso del permiso, es distinto para la trabajadora y el trabajador.


Contestó que dicho plazo es diferente, ya que la trabajadora está con fuero desde que se embarazó. En cambio, respecto del trabajador, él va a tener un fuero que está determinado por la duración de su permiso -el doble de éste-, y, para protegerlo adecuadamente, éste comienza desde que avisa al empleador.


-
Finalmente, en lo que respecta al tope de 30 unidades de fomento, se ha planteado que, no obstante que las trabajadoras tienen una remuneración determinada por la cual cotizan permanentemente, cuando se les aplique este tope, sus cotizaciones serán calculadas de acuerdo a éste y, por lo tanto, ello afectará la densidad de sus cotizaciones.


Sobre el particular, indicó que las cotizaciones previsionales se practican sobre la remuneración efectiva de la trabajadora. Ahora bien, como todas las trabajadoras tendrán derecho a completar la remuneración, todas también tendrán derecho a complementar su cotización.

Concluida la intervención de la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, los miembros de las Comisiones unidas plantearon lo siguiente.


El Honorable Senador señor Rossi reiteró su preocupación en cuanto a que el padre no hará uso del permiso parental, toda vez que el subsidio que percibirá será calculado en base a la remuneración de la mujer, la cual, en la mayoría de los casos, es inferior a la de aquél. En consecuencia, enfatizó, existe un serio riesgo de que la norma, simplemente, se transforme en letra muerta.


Por su parte, la Honorable Senadora señora Rincón señaló que, si bien el proyecto corrige la ley vigente en cuanto a disponer que el permiso por maternidad se hará efectivo tras la presentación de la respectiva licencia médica, y no del certificado médico, como reza actualmente el Código del Trabajo, no es menos cierto que la iniciativa incurre en una omisión respecto de la gratuidad de dicho documento. En efecto, acotó, la norma propuesta elimina la mención a que este instrumento es gratis cuando es extendido por personas que perciben remuneraciones del Estado. Reiteró, entonces, en su inquietud a este respecto.


En otro orden, manifestó que el subsidio reemplaza las remuneraciones que percibe la mujer trabajadora, sin embargo, con este proyecto dejaría de tener dicho carácter sustitutivo, toda vez que la iniciativa, al efecto, hace remisión al decreto con fuerza de ley N° 44, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, con lo cual, además, podría generarse una disminución en los ingresos de la trabajadora, lo que implicaría una merma de sus derechos. En ese entendido, planteó su preocupación a este respecto para ser tenida a la vista durante el posterior debate del proyecto.


A continuación, hizo uso de la palabra el señor Ministro de Salud, quien se refirió a los principales aspectos del proyecto de ley, desde una perspectiva sanitaria, tema propio de la competencia de la Secretaría de Estado a su cargo.


Acompañó su intervención con un documento, en formato power point, en el cual se consignan los diversos antecedentes aportados en su exposición. Dicho documento fue debidamente considerado por los miembros de las Comisiones unidas, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones unidas.


En primer término, señaló que, desde un punto de vista antropológico, es una verdadera proeza de la naturaleza la circunstancia que el hombre, tras un breve período de gestación, tenga la capacidad de sobrevivir y ponerse en pie. Añadió que el hombre registra ya más de 140.000 años sobre la faz de la tierra y, como especie, ha alcanzo un nivel de evolución muy superior, sin embargo, en relación a otros seres vivos, es un mamífero que procrea sus crías con apenas 40 semanas de gestación, lo que no sólo es una característica extraña en relación a otras especies, sino que se traduce, además, en la exigencia de mayores cuidados postnatales. Ello, asimismo, tiene un alto costo, por ejemplo, en cuanto a las enfermedades que sufre el hombre con el transcurso de los años. No hay otro ser viviente, añadió, cuyas crías enfrenten el mundo al que nacen en forma tan indefensa como el ser humano. Si se compara con otras especies, es posible observar que cualquiera de ellas tiene una mayor capacidad de adaptación al medio y una forma de independizarse de sus progenitores más anticipada que la del hombre. Para alcanzar ese mismo nivel, sería necesario un período de gestación humano de, a lo menos, 16 meses, pero ello haría inviable el parto normal dado el tamaño de la circunferencia craneana. En razón de lo anterior, bien puede sostenerse que pertenecemos a una especie cuyas crías son hijos prematuros relativos y condicionados a un período de cuidados postnatales mucho más prolongado que el de otras especies.


En ese contexto, agregó, los seres humanos han superado esa brecha evolutiva encargando el período de cuidado perinatal a las madres, y así ha sido desde antiguo. La historia de la humanidad muestra que ya en las culturas milenarias la etapa de lactancia era muy valorada y se extendía por, a lo menos, un año y medio o dos años y, de hecho, la mujer que no cumplía esa tarea, era sancionada socialmente. Ello también explica, por ejemplo, la existencia de las llamadas nodrizas, que asumían el amamantamiento de los menores en reemplazo de sus madres.


Esta situación propia de nuestro desarrollo biológico, ha determinado que hayan debido adoptarse algunas medidas que permitan proteger este período de cuidados que deben propiciarse al recién nacido. Así, han surgido todos estos derechos que ahora nos ocupan y que han demandado progresivamente una acción mayor por parte de los Estados en todo el mundo. Lo contrario, es decir, si no se entrega a las madres este tipo de herramientas, se paga con mortalidad infantil. En Chile, las estadísticas revelan que, si bien la mortalidad infantil ha disminuido ostensiblemente, las cifras se encuentran estancadas sin mayor progreso después de haber alcanzado grandes logros en la materia. Una de las razones para dicho estancamiento, es que no se ha conseguido que las madres de menores recursos accedan al sistema de protección y logren cuidados adecuados para sus hijos. Lo anterior, anotó, es posible de ejemplificar con lo que podría llamarse la paradoja “Vitacura-Puerto Saavedra”, ya que, si bien los niños que nacen en uno y otro lado tienen una atención intrahospitalaria prácticamente igual, una vez que el menor es entregado a su madre y trasladado a su hogar, la tasa de mortalidad sube tres veces más en Puerto Saavedra respecto de Vitacura, sólo porque la madre no cuenta con los medios económicos para cuidar apropiadamente a su hijo.


Enseguida, y comenzando el análisis del proyecto de ley propiamente tal, el señor Ministro de Salud recordó que, hoy día, nuestra legislación contempla un período de descanso de maternidad de 42 días antes del parto y 84 días después de él. Asimismo, considera para la madre trabajadora el pago de un subsidio, de cargo estatal, con un tope de 66 unidades de fomento al mes. 


Por su parte, el proyecto de ley en estudio, considera la posibilidad de traspasar 14 días de la etapa prenatal al período postnatal, contando con la respectiva certificación médica que así lo autorice. Añadió que, si bien se trata de un tema discutible, hay que recordar que, desde el punto de vista de la autonomía de las mujeres, sobre todo las que han tenido más de un embarazo, es factible efectuar este traspaso en la medida que el obstetra les otorgue la autorización correspondiente.


Asimismo, el proyecto otorga 90 días más -tres meses adicionales-, de reposo postnatal, con un tope al subsidio correlativo de 30 unidades de fomento. 


Sin perjuicio de lo anterior, uno de los elementos más importantes que contempla esta iniciativa, agregó, es que la madre adoptiva también tendrá este postnatal extendido, lo cual, si bien no tiene incidencia respecto de la lactancia, es de innegable trascendencia desde la perspectiva del apego materno, el que es fundamental en el desarrollo de los menores.


En cuanto a la posibilidad de la madre de traspasar parte del período postnatal extendido al padre, señaló que, si bien es una facultad que en la teoría es interesante, la realidad demuestra que, en la práctica, los hombres no hacen uso de este tipo de beneficios. De hecho, explicó, no hay aún casos registrados de padres que hayan utilizado la licencia por enfermedad grave del hijo menor de un año, en circunstancias que están facultados por ley para ello.


Desde la perspectiva financiera, señaló que los costos del sistema actual alcanzan los $M 39.897,00 por concepto de prenatal, los $M 74.713,00 en razón del postnatal y $M 89.071,00 con motivo de la licencia por enfermedad grave del hijo menor de un año. Con el proyecto, acotó, se espera que las cifras que hoy cubren las licencias por enfermedad grave del hijo menor de un año, solventen el período de extensión del postnatal. Agregó que es un hecho cierto que, en la actualidad, el período postnatal efectivo es de cinco meses y medio, lo cual se consigue precisamente mediante la licencia por enfermedad grave del hijo menor de un año. Recordó que se encuentra en tramitación legislativa un proyecto de ley relativo al correcto otorgamiento y uso de las licencia médicas, el cual ya fue despachado por el Senado y ha pasado a la Cámara de Diputados para su revisión en segundo trámite constitucional. Al tenor de dichas disposiciones, añadió, habrá una mayor fiscalización respecto de las situaciones irregulares y ello ha de alcanzar también a estas licencias, por lo que se desincentivará su mal uso, aunque en este caso, advirtió, más que el ánimo de defraudar al sistema, el otorgamiento de las licencias responde a la necesidad de las madres de permanecer por más tiempo junto a sus hijos recién nacidos, lo que, en todo caso, se verá superado con esta prolongación del período postnatal.


Destacó que en la última década se ha registrado un explosivo incremento de los montos pagados por concepto de licencia por enfermedad grave del hijo menor de un año. Asimismo, se ha detectado que estas sumas se pagan, en sus dos tercios, durante los tres meses siguientes al término del postnatal, que es precisamente el lapso de tiempo del cual se hace cargo esta iniciativa legal.


En cuanto a la evolución de las licencias médicas femeninas no curativas, indicó que, en el período 2004-2009, la licencia maternal experimentó una disminución del 21%, lo que se vincula con la baja en la tasa de natalidad que afecta a nuestro país. La licencia por enfermedad grave del hijo menor de un año, en tanto, registró, en el mismo lapso, un incremento del 38%. 


Desde el punto de vista del aumento porcentual de los montos pagados por concepto de licencia médica en el sistema FONASA, indicó que, entre los años 2004 y 2009, se registró un incremento que alcanza casi el 200%. 


Respecto a los montos pagados por licencia médica a beneficiarios FONASA, en $MM del año 2009, se registra en esa anualidad una cifra total de 89.465, de los cuales, 72.448 corresponden a licencias curativas, 8.538 a licencias maternales, 5.588 a licencias por enfermedad grave del hijo menor de un año, 2.727 a accidentes del trabajo y 166 a enfermedades profesionales.


En cuanto a la tasa de empleabilidad femenina, señaló que, en su opinión, no debería ser un tema determinante en esta discusión, toda vez que en Chile, así como a nivel mundial, las mujeres en forma creciente se están preparando e instruyendo para ingresar al mundo del trabajo, por lo que, si bien es un asunto interesante, podría ser en verdad irrelevante para los efectos de esta ley. Para ejemplificar lo señalado, citó el caso de la carrera de medicina, donde actualmente un alto porcentaje de las matrículas corresponde a mujeres. Recordó que hasta hace unos años atrás, la inscripción femenina en algunas universidades chilenas era limitada, cosa que ya no sucede. De igual modo, ha ocurrido que las carreras de colaboración médica, que históricamente han tenido un predominio femenino, con el tiempo -y era dable esperar que así fuera-, dieron lugar a una participación cada vez más creciente de la mujer en el área de la medicina propiamente tal. Lo mismo que aconteció en el campo de la salud, añadió, ha sucedido en otras carreras profesionales, determinando este incremento en la formación educacional de la mujer, el que sin duda posteriormente incidirá en su incorporación a la fuerza laboral.


Desde el punto de vista de los niños nacidos vivos en Chile, según actividad de la madre, prosiguió, tenemos que, de un total de 246.581 casos, 90.000 corresponden a madres laboralmente activas y, por tanto, ese es el universo al cual está dirigido el presente proyecto de ley, universo que, además, irá en aumento en la medida que la mujer se incorpore al mundo del trabajo formal y efectúe sus cotizaciones previsionales, las que, producto de la reforma previsional, en lo sucesivo serán obligatorias para todas las trabajadoras, tanto dependientes como independientes.


En cuanto al número de mujeres empleadas en nuestro país, según edad, tenemos que, al año 2010, el 72% de las mujeres ocupadas está en edad fértil, lo que sin duda es un antecedente importante a considerar.


Desde otra perspectiva destacó que, para el Ministerio de Salud, la protección y fomento de la lactancia materna es el aspecto más importante del proyecto de ley en estudio, toda vez que éste apoya y avala dicha lactancia. Todas las restantes materias que aquí se han mencionado son, sin duda, interesantes y relevantes, pero el centro sanitario de la iniciativa es que promueve y resguarda la lactancia materna, tema que ha sido objeto de una ardua lucha en el campo de la salud desde hace ya varios años. Enfatizó que el factor fundamental que interrumpe o pone término a la lactancia materna, es el regreso de la mujer al trabajo. Así sucede que, al sexto mes de vida del menor, sólo el 19% de las madres trabajadoras mantiene la lactancia materna exclusiva, en tanto que, entre aquéllas que permanecen en sus hogares, el 44% continúa con dicho régimen alimenticio a la misma época. Las cifras, subrayó, son elocuentes y revelan esta diferencia tan severa. 


Explicó, asimismo, que la lactancia materna se correlaciona directamente con un significativo número de indicadores sanitarios respecto del niño menor de seis meses de edad, y la evidencia es tan abrumadora, que justifica por sí sola el apoyo a este proyecto de ley, el cual representa un gran progreso para la salud materno infantil, particularmente en cuanto a la dependencia del niño respecto de la lactancia materna exclusiva. Añadió que existe abundante bibliografía médica que así lo avala.


Para graficar la importancia que la lactancia materna reviste en la salud de los recién nacidos, citó como un indicador relevante el riesgo de morir entre los niños no amamantados. Señaló que, de acuerdo a las cifras proporcionadas por la Organización Mundial de la Salud (OMS), dicho riesgo es dos y media veces superior respecto de los menores que, al cuarto o quinto mes de vida, no reciben lactancia materna exclusiva. Añadió que Chile, hacia el año 1930, era el país con mayor mortalidad infantil reportada en el mundo, entre las naciones que informaban dicho antecedente. Al año 2010, enfatizó, somos el país que tiene la más baja tasa de mortalidad infantil del planeta. Destacó que fue un enorme esfuerzo el que Chile desplegó a este respecto, sin embargo, es necesario continuar avanzando en la protección de los niños que nacen en nuestro país y, en ese sentido, la iniciativa en estudio es un avance sustantivo, sin perjuicio de los perfeccionamientos que sea necesario introducir a la misma, en pro del mejor cumplimiento de sus fines.


Finalmente, el señor Secretario de Estado enfatizó la importancia de aprobar con prontitud la presente iniciativa legal. Indicó que, por cada día que demora la tramitación del proyecto, 250 niños en nuestro país quedan sin los beneficios que aquí se proponen, a pesar de las evidentes ventajas que éstos representan para su salud y su óptimo desarrollo.


A continuación, los miembros de las Comisiones unidas realizaron el siguiente intercambio de opiniones.


El Honorable Senador señor Rossi señaló que, sin duda, uno de los elementos más relevantes del proyecto en análisis dice relación con la posibilidad de fomentar la lactancia materna y, junto a ella, todos los beneficios asociados a la misma. Sin embargo, advirtió, resulta muy complejo separar este aspecto sanitario de la iniciativa, del tema de la empleabilidad femenina, lo cual hace particularmente difícil la tramitación legislativa del proyecto. En ese contexto, añadió, siendo importante legislar rápido, también lo es legislar bien, sobre todo tratándose de un asunto de tanta trascendencia social. 


Agregó que ya se han planteado diversas inquietudes en torno a esta materia, varias de ellas relacionadas con propuestas que parecen más bien contradecir los objetivos del proyecto, en lugar de promoverlos. Así, por ejemplo, se ha sostenido que una de las finalidades de la iniciativa es fomentar la corresponsabilidad de los progenitores en el cuidado de los hijos, sin embargo, el permiso que se contempla respecto del padre, lleva aparejado un subsidio que se calculará en base a la remuneración de la madre, en circunstancias que, por lo general en nuestro país, las mujeres perciben ingresos inferiores a los hombres y, por consiguiente, será muy difícil que una familia decida que sea el padre quien haga uso del permiso postnatal parental, toda vez que ello importará una merma en el presupuesto familiar. Esta situación, advirtió, incrementa el riesgo de que la norma, por muy bien inspirada que esté, no tenga aplicación práctica alguna y, por tanto, que el objetivo del proyecto en este punto se vuelva ilusorio.


Por otra parte, prosiguió, la disminución en tres meses del fuero maternal es otro asunto sensible que revisar. Enfatizó que este fuero, que es uno de los más extensos que se registra a nivel mundial, es toda una conquista social de la cual nuestro país puede sentirse orgulloso, sin embargo, en la iniciativa se contempla reducirlo, propuesta que también es necesario evaluar.


En cuanto a que el subsidio por maternidad tiene un carácter regresivo, expresó que, si bien ello es efectivo, no es menos cierto que así está concebido dicho beneficio en su origen, toda vez que se basa en las remuneraciones de las trabajadoras, por lo tanto, para superar este problema habría que crear otro instrumento y otra política pública sobre la materia. Agregó que se trata del único subsidio que perciben las mujeres profesionales que integran la clase media de nuestro país. Señaló asimismo que, en la actualidad, el permiso postnatal efectivo se extiende por cinco meses y medio, toda vez que al descanso de maternidad se suma el tiempo que logra prorrogarse el permiso mediante la licencia por enfermedad grave del hijo menor de un año, período durante el cual se paga un subsidio estatal cuyo tope es de 66 unidades de fomento. No obstante lo anterior, advirtió, la iniciativa contempla, para transparentar y sincerar dicha situación, prolongar el actual postnatal con la creación de un permiso parental, sumando entre ambos permisos seis meses de duración, pero contemplando un subsidio limitado a 30 unidades de fomento, es decir, se ofrece algo menor a lo que hoy día en los hechos ya existe. Esto perjudicará a las madres trabajadoras cuyas remuneraciones superen los $ 650.000 -equivalentes hoy, aproximadamente, a las mencionadas 30 unidades de fomento-, particularmente a las profesionales, quienes, ante esta inoportuna reducción de sus ingresos, se verán compelidas a retornar a sus trabajos, tras lo cual nuevamente no se cumplirá el objetivo de la ley, haciendo que éste sea más aparente que real.


Además, continuó, la madre que se reintegre en jornada laboral parcial para completar sus remuneraciones, no tendrá el permiso para dar alimento al hijo, lo que contraría la finalidad de promover y proteger la lactancia materna.


Del mismo modo, se ha señalado que, para superar la regresión del subsidio, éste debe focalizarse en quienes más lo necesitan y, para ello, se propone incorporar entre sus beneficiarias a las trabajadoras con contrato laboral a plazo fijo, por obra o faena, que integren hogares pertenecientes al 20% de menores ingresos de la población de nuestro país. Sin embargo, la interrogante que surge correlativamente es por qué el 80% restante, que puede encontrarse en situación laboral y socio-económica similares, quedará excluido de este sistema de protección legal, o por qué quienes cuentan con un contrato de trabajo indefinido, con formación profesional y un ingreso acorde a ello, también quedarán al margen de estos beneficios. Puso especial énfasis en señalar que esta es una gran oportunidad para salvar las diferencias y, en la especie, para incrementar la cobertura del sistema y ampliar el universo de beneficiarias del mismo. Agregó que, al tenor del informe financiero, ello parece posible. 


Finalmente, hizo un llamado a dar efectiva solución a los problemas que en esta materia existen en la actualidad, evitando que en el futuro sea necesario modificar nuevamente la ley para corregir las falencias que bien podrían haber sido superadas desde un principio. Se trata, pues, de mejorar el actual sistema de protección a la maternidad y, en ese cometido, se deben ganar beneficios y no perder los existentes.


Por su parte, el Honorable Senador señor Navarro destacó la importancia y la necesidad de perfeccionar el proyecto de ley propuesto, a la luz de las observaciones formuladas, las que no sólo responden a las inquietudes de los parlamentarios, sino que también recogen el parecer y la preocupación de la ciudadanía.


En ese contexto, agregó, es imperioso insistir en el tema de los partos múltiples y en el de los niños que nacen en forma prematura, respecto de los cuales es necesario establecer una diferencia en la ley que considere la situación especial en que ambos casos se encuentran. Una madre, cuyo hijo nace prematuramente, simplemente pierde su derecho al reposo prenatal, aun cuando el recién nacido requiere más cuidados que los habituales dada su frágil condición de salud. Lo propio en cuanto a los partos múltiples, ya que, reiteró, no es lo mismo recibir un solo hijo que varios a la vez. En un país donde la tasa de natalidad ha decrecido a niveles preocupantes, los nacimientos múltiples deberían ser motivo de gratificación y no de castigo, para lo cual es preciso que la legislación haga una diferenciación a su respecto.


En cuanto a la irrenunciabilidad de los derechos, expresó compartir lo señalado por el Honorable Senador señor Rossi. Particularmente, respecto a que sea el padre quien haga uso del permiso postnatal parental, advirtió que es muy importante evitar toda posibilidad de que esta facultad pueda ser objeto de negociación alguna con el empleador. De lo contrario, añadió, más que otorgar un derecho, se estaría generando un espacio de transacción que, en la práctica, dejaría sin efecto el derecho. Lo anterior, continuó, adquiere especial relevancia dado que, por lo general, las mujeres perciben ingresos inferiores a los hombres y, en ese contexto, es dable esperar que los padres sean reticentes a usar el permiso y, en su lugar, se busquen opciones distintas y acordadas para salvar dicho inconveniente. Señaló que la realidad presenta muchos matices, que la sociedad no es uniforme, que existen diferencias objetivas y sustantivas que no pueden ser ignoradas al momento de legislar y, por tanto, la ley debe considerar tales diferencias si pretende ser equitativa. En consecuencia, más importante que legislar con celeridad, es hacerlo adecuadamente, considerando las diversas aristas del problema de que se trata, a fin de evitar problemas ulteriores o efectos no deseados de la ley.


Planteó, asimismo, la posibilidad de contemplar estos derechos con carácter retroactivo, aun cuando ello signifique un mayor esfuerzo económico, en función de los beneficios posteriores que esto reportará a nuestro país.


Agregó que el centro del debate no está en la sola extensión de los beneficios o si la magnitud de los mismos son superiores en Chile respecto del nivel mundial. El punto medular del análisis, apuntó, está en esclarecer qué es lo que hay que hacer para que en nuestro país verdaderamente exista justicia en el trato hacia la mujer y se elimine la discriminación de la cual actualmente es objeto. Recordó que se han desarrollado extensos debates en torno a los temas que aquí se han enunciado, entre ellos, el traslado de semanas del pre al postnatal, o incluso la situación de los partos múltiples y de los nacimientos prematuros, sin embargo, la discusión aún no concluye y todo apunta a que las medidas que se adopten en este tipo de materias, acarrearán, finalmente, un costo para la mujer en cuanto a sus posibilidades de acceso al mercado laboral, y que, por lo mismo, seguirán siendo discriminadas si estos beneficios se incrementan. Es necesario, entonces, dilucidar si estas normas se inspiran en proteger a las madres o a los niños, porque de ello depende el énfasis que se pondrá en la regulación en proyecto. En su opinión, agregó, estas disposiciones deben orientarse en resguardo de los menores, toda vez que el bien jurídico protegido son los niños y niñas de nuestro país. Si bien es cierto que lo anterior implica, en algún modo, proteger también a la madre, es importante garantizar que los beneficios sean asumidos por ésta en favor de los menores. Si el tema de fondo es proteger a los hijos, subrayó, se podrían promover innovaciones más profundas en esta materia.


En cuanto a los costos que involucra el proyecto, señaló que es efectivo que se generará un ahorro con motivo de la disminución de las licencias por enfermedad grave del hijo menor de un año, y recordó que desde hace ya mucho tiempo se viene analizando un paliativo para este tema. Sin embargo, solicitó al Ejecutivo reevaluar el régimen de recursos que han sido considerados para cubrir la demanda a que dará lugar esta iniciativa. Lo anterior, por cuanto es necesaria cierta flexibilidad ante los diversos requerimientos que se han planteado para mejorar las propuestas del proyecto, entre ellos, por ejemplo, los relativos a ampliar la cobertura del sistema de protección o a la retroactividad de los beneficios.


Asimismo, sería necesario revisar la posibilidad de mejorar las condiciones de acceso de la mujer al mundo del trabajo, superando la discriminación que sufre en la actualidad, especialmente por el evento de la maternidad. El riesgo de que esta discriminación aumente claramente existe y es necesario abordarlo para poder superarlo. Para tales efectos, prosiguió, es imperioso establecer un sistema de incentivos que induzca a que la normativa sea efectivamente acatada y no se eluda su cumplimiento. No sólo deben contemplarse multas o sanciones de índole económico, por cuanto, si bien éstas son una forma de castigar el incumplimiento, no es menos cierto que su efecto punitivo no es necesariamente suficiente para desincentivar la conducta discriminatoria y el daño que de ella se deriva. Es importante, entonces, estimular el apego a la ley.


A su turno, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, sin perjuicio del debate pormenorizado que posteriormente se sostendría en torno a esta materia, hizo presente las siguientes inquietudes.


En primer lugar, indicó que la diferencia de fondo que presenta este proyecto de ley con anteriores iniciativas legales que se han estudiado en relación a este tema, está en que antes sólo se puso énfasis en la protección de los menores, en cambio, la iniciativa en actual trámite, aborda también la problemática de la empleabilidad laboral de la mujer. En ese contexto, recordó haber manifestado al Ejecutivo su voluntad y la del conglomerado político que integra, para estudiar un proyecto de ley que específicamente se refiera al tema del acceso de la mujer al trabajo, garantizando la igualdad de oportunidades y de condiciones laborales, mejorando la situación de discriminación que actualmente les afecta en este orden.


Por último, expresó su satisfacción tras las presentaciones efectuadas por los representantes del Ejecutivo, quienes han expuesto las diferentes perspectivas bajo las cuales es posible analizar y enfrentar el tema que nos ocupa. Sin embargo, añadió, sin duda que es indispensable incorporar una serie de enmiendas a la iniciativa en estudio, toda vez que ésta, en sus actuales términos, no arrojará los resultados esperados. En ese sentido, hizo un llamado a los personeros del Gobierno para recoger los distintos planteamientos que aquí se han formulado, todos los cuales están inspirados en el perfeccionamiento del proyecto, en aras del mejor cumplimiento de sus fines y, principalmente, en beneficio de los niños y niñas de nuestro país.


El Honorable Senador señor Bianchi felicitó a los representantes del Ejecutivo por la presentación que han hecho del proyecto de ley, las que han clarificado los objetivos trazados por el mismo y las medidas que propone al efecto. Señaló que, sin perjuicio de lo anterior, sería necesario escuchar a todas las organizaciones que sea posible, provenientes de los diversos sectores del quehacer nacional, lo que permitirá enriquecer el debate y, sin duda, será un gran aporte previo a resolver.


La Honorable Senadora señora Rincón coincidió en la importancia de conocer el parecer de las más diversas organizaciones de todos los ámbitos y, conforme a ello, señaló que las Comisiones unidas que preside, tienen la voluntad de recibir dichas opiniones y tenerlas a la vista durante el debate.


El Honorable Senador señor Chahuán hizo presente que el actual Gobierno se ha hecho cargo de un tema que antes no fue abordado, demostrando una voluntad de avanzar en la materia que hasta ahora no existía. Añadió que, si bien todas las observaciones son legítimas y ameritan ser escuchadas, no es menos cierto que éstas no deben perder de vista lo anterior, porque estamos frente a una gran oportunidad para asumir esta problemática y transparentarla, para dar mayores garantías a los niños y niñas de nuestro país, particularmente en el período en que se desarrolla más fuertemente la relación materno infantil.


El señor Ministro de Salud señaló que, sin perjuicio de dar respuesta por escrito a las inquietudes y observaciones formuladas, adelantaría algunas precisiones en torno a las mismas.


En primer lugar, señaló que, desde la perspectiva de la salud, el período postnatal reviste un doble carácter. Por un lado, busca garantizar la recuperación física de la mujer tras el evento obstétrico del parto y, según lo demuestra la evidencia acumulada, en tres meses esa recuperación se completa, incluso en los casos de nacimientos múltiples. En ese entendido, prolongar el reposo postnatal no adquiere mayor relevancia, pues el proceso de recuperación ya ha concluido, sin perjuicio de lo cual, la excepcionalidad también se encuentra actualmente protegida por la ley, la que al efecto contempla el otorgamiento de la licencia por enfermedad grave de la madre. Por otro lado, el permiso postnatal es concebido como un beneficio para el recién nacido, tanto desde el punto de vista pediátrico, como desde la perspectiva de favorecer la lactancia y el apego materno.


Explicó que los niños nacidos prematuramente tienen una velocidad de crecimiento superior al promedio, entre los tres y seis meses posteriores al parto, lo cual significa que, transcurridos los seis primeros meses de vida del menor, éste alcanza el desarrollo de un niño que completó el período de gestación. Así, extender aún más en el tiempo los beneficios respecto de los nacidos prematuros, no parece tener mayor sentido desde una perspectiva sanitaria, toda vez que si requirieran un lapso mayor para su total recuperación es posible otorgar la licencia por enfermedad grave del hijo menor de un año, de modo que esta situación también se encuentra cubierta por la ley.


En otro orden de ideas, prosiguió, conforme a los estudios realizados, si bien se espera que haya un cierto ahorro por la disminución de las licencias por enfermedad grave del hijo menor de un año -las que en todo caso, no desparecerán, sino que sólo se reducirán en número, atendida la prolongación del postnatal-, el costo estimado para un universo de 90.000 mujeres trabajadoras, asciende aproximadamente a 160 millones de dólares al año, cifra que irá en expansión en la medida que más madres se incorporen al mundo laboral y accedan al sistema de protección a la maternidad. Por consiguiente, el proyecto, más que un ahorro, importará una significativa inversión fiscal.


A continuación, intervinieron los representantes de la Central Unitaria de Trabajadores (CUT), quienes expusieron la opinión de dicha entidad en torno al proyecto de ley en informe.


Primeramente, hizo uso de la palabra el señor Presidente de la referida organización gremial. 


Acompañó su intervención con dos documentos en los que se consigna el parecer de la CUT y una propuesta sindical elaborada por esa organización respecto a la materia en análisis. Dichos documentos fueron debidamente considerados por los miembros de las Comisiones unidas, y se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones unidas.


En primer término, destacó que el punto más relevante del proyecto de ley, dice relación con la cobertura de los beneficios ofrecidos, tema respecto del cual, indicó, existe consenso entre los círculos políticos y sociales del país en cuanto a que es el asunto más importante al legislar en torno al pre y postnatal. Subrayó que la actual cobertura de este beneficio sólo alcanza al 25,37% de las mujeres que trabajan, sin embargo, el énfasis de la iniciativa parece estar puesto en aumentar la cobertura para un sector de madres que ya cuenta con el beneficio, en lugar de entregarlo a quienes no tienen acceso al mismo.


Para la Central Unitaria de Trabajadores de Chile, entonces, lo más significativo es ampliar la cobertura del sistema de protección a la maternidad, en cambio, el proyecto del Ejecutivo se orientaría en sentido contrario. Más aún, añadió, la Comisión Mujer, Trabajo y Maternidad, en sus conclusiones, también se refirió a la cobertura que debería tener dicho sistema. Advirtió que en estos temas son importantes no sólo los grandes estudios y las estadísticas, sino también la experiencia registrada en la realidad, respecto de la cual las organizaciones de trabajadores tienen mucho que aportar.


Agregó que, sólo una vez que se asuma el problema de la cobertura, será posible abordar un segundo objetivo hacia el cual debería apuntar la iniciativa, esto es, establecer mejores beneficios. Es decir, se trata no sólo de ampliar el universo, sino que también de ofrecer beneficios mejores. Sin embargo, advirtió, en este punto surge un nuevo problema, porque el proyecto discrimina y contempla un tope -de 30 unidades de fomento- respecto del nuevo beneficio que se otorga, lo que, a juicio de la CUT, es del todo improcedente por cuanto no estamos hablando de un subsidio social, sino que de un beneficio remuneracional, que viene a reemplazar los ingresos que la mujer trabajadora deja de percibir tras su ausencia temporal del trabajo por dedicarse al cuidado de su hijo. En ese entendido, acotó, no corresponde aplicar el señalado límite de las 30 unidades de fomento que el proyecto considera. Más aún, agregó, ello implica castigar el esfuerzo que han hecho muchas mujeres en nuestro país, por estudiar, abrazar una carrera profesional y, de esa forma, acceder a mejores niveles remuneratorios. Apuntó que el actual tope del susidio por maternidad es de 66 unidades de fomento, lo cual resulta más acorde y razonable, no sólo por ser un límite de monto mayor, sino que también en función de aquellas trabajadoras que perciben mayores remuneraciones producto de su esfuerzo y que, con motivo de un menor tope del beneficio, se verán finalmente perjudicadas.


En lo relativo a la posibilidad de que el padre utilice parte del permiso postnatal parental, señaló que se trata de una medida que, en la práctica, será inoperante. Ninguna familia decidirá que el padre, cuya remuneración es superior a la de la madre, haga uso del permiso en circunstancias que el subsidio será calculado en base a los ingresos de esta última. Por tanto, acotó, la iniciativa requiere una modificación en este aspecto pues, de lo contrario, la ley no será más que letra muerta, tal como aquí se ha señalado con anterioridad.


En cuanto al permiso por enfermedad grave del hijo menor de un año, indicó que es necesario debatir en torno a esta propuesta, ya que no sólo hace una distinción entre enfermedades graves y gravísimas, sino que, además, establece nuevamente un tope de 30 unidades de fomento al subsidio a que da lugar esta licencia, a diferencia del límite actual, equivalente a 66 unidades de fomento. Es decir, se está cercenando un derecho ya existente en nuestra legislación, lo que sin duda debe ser reevaluado.


Asimismo, continuó, en esta materia se ha tomado un camino que no parece ser el más apropiado, toda vez que se ha establecido una conducta con características punitivas, que estigmatiza a los trabajadores, como si éstos optaran siempre por las vías ilegales para obtener beneficios indebidamente.


Respecto al fuero maternal, señaló que la iniciativa lo reduce en tres meses para las mujeres con contratos de trabajo de carácter indefinido, lo que desde ya es cercenar un derecho desde la perspectiva de su duración en el tiempo. Sin embargo, esta propuesta también importa vulnerar un derecho adquirido por las madres trabajadoras de nuestro país. Se sostiene que Chile cuenta con uno de los fueros maternales más extensos del mundo y que se propone establecerlo durante la vigencia del embarazo y hasta un año después del nacimiento del menor, sin embargo, advirtió, en opinión de la Central Unitaria de Trabajadores de Chile, este beneficio debe completarse hasta un año después de terminado el permiso postnatal, incluso si se trata del postnatal parental. En esta materia, por tanto, también es necesario efectuar un profundo análisis para arribar a una nueva propuesta.


En cuanto a las mujeres con contratos laborales a plazo fijo, por obra o faena, señaló que resultan perjudicadas por el proyecto, toda vez que, en la actualidad, si están contratadas y, a la vez, embarazadas, para poner fin a la relación laboral es necesario efectuar un proceso judicial que así lo autorice, es decir, para que otorgue el desafuero de la trabajadora, en cambio, de acuerdo a la iniciativa legal en estudio, el fuero concluye automáticamente con el término del plazo, obra o faena que dio origen al contrato de trabajo. Por consiguiente, anotó, es otro derecho cercenado por el proyecto de ley.


Respecto al derecho a dar alimento al hijo menor de dos años de edad, también se produce una disminución de una facultad que ya existe en la ley. En efecto, aquí se restringe este derecho respecto de las madres que se reincorporen a sus labores en jornadas parciales durante el permiso postnatal parental, lo que hace necesario revisar también este tema.


En lo relativo a la posibilidad de traspasar dos semanas desde el reposo prenatal al período postnatal, indicó que, según se ha explicado, existirá una comisión encargada de evaluar la factibilidad de dicho traspaso sin peligro para la salud de la madre y del niño. Sin embargo, añadió, en opinión de la CUT, tal evaluación corresponde que sea efectuada por el profesional -médico o matrona- bajo cuya atención se encuentre la madre, porque ese profesional es quien conoce el real estado del embarazo y las condiciones del mismo, y es el más habilitado, entonces, tanto para autorizar el referido traspaso como para prohibirlo. Subrayó que en nuestro país existe una verdadera cultura del reposo prenatal y de utilización completa del respectivo permiso, y eso ha dado señales claras en términos de nacimientos de niños sanos. En ese contexto, acotó, parece poco beneficioso alterar esa cultura, particularmente para la salud y el bienestar del niño que está por nacer, y cuya protección es un asunto medular en la materia de que tratamos.


Volviendo al tema de la cobertura del sistema protector de la maternidad, señaló que para las trabajadoras con contratos a plazo fijo, por obra o faena -entre las cuales se ejemplifica con las trabajadoras agrícolas o de temporada-, se dispone que éstas, para ser incorporadas a estos beneficios, deben integrar un hogar perteneciente al 20% de menores recursos de la población de nuestro país. Sin embargo, agregó, hay ciertos antecedentes que es necesario esclarecer y precisar. Así, de acuerdo a los datos aportados, durante el año 2009, se registraron en Chile 235.365 nacimientos, y se solicitaron en total 83.997 subsidios por maternidad, lo que significa que la cobertura de este beneficio alcanzó a un 35,7%. Ahora bien, si se considera los datos de la encuesta CASEN correspondiente al mismo año 2009, el número total de mujeres en edad fértil, entre los 18 y 43 años de edad, ocupada y que tiene contrato de trabajo a plazo fijo, por obra o faena, alcanzó a 215.698 mujeres, de las cuales, 23.461 corresponden al primer quintil de ingresos, es decir, están en el rango del 20% más pobre de nuestra población. En consecuencia, el universo que podría verse beneficiado por el aumento de cobertura es, en el mejor de los casos, equivalente a un 10% del total de mujeres que se encuentran en las situaciones antedichas. Este porcentaje, peor aún, podría reducirse, si se considera que estas mujeres deben cumplir, además, otros requisitos que exige la ley, tales como registrar un período de 12 meses de afiliación al sistema de previsión social y una densidad previsional de 8 o más cotizaciones en los últimos 24 meses anteriores al inicio del embarazo, de modo que, quienes no reúnan también estas exigencias, no podrán acceder a los beneficios. Así, el 10% que se espera alcanzar y cubrir, podría resultar menor aún.


Agregó que, de acuerdo a las estimaciones efectuadas por Comunidad Mujer, la ampliación de cobertura propuesta por el proyecto de ley, implicaría pasar de un 35,7% -que es la actual-, a un 36,5%, considerando como referencia el número total de nacimientos en el país. Esto significa que el incremento real de cobertura sería apenas del 0,8%. Conforme a ello, acotó, es dable sostener que, en materia de cobertura, el proyecto de ley sólo contempla una medida de artificio, toda vez que, a lo sumo, beneficiará a un poco más de 23.000 mujeres.


Finalmente, en materia de financiamiento, señaló que, si bien se espera que la iniciativa legal genere un ahorro fiscal con motivo de la reducción de las licencias por enfermedad grave del hijo menor de un año tras la prolongación del permiso postnatal, no es menos cierto que se ahorrarán tantos fondos como los que habrán de invertirse en razón de este postnatal extendido. Por lo tanto, añadió, es necesario transparentar las cifras y sincerar la discusión. Afirmó que no se ha informado cabalmente a la comunidad sobre la materia, toda vez que se ha sostenido, por ejemplo, que las trabajadoras con contratos a plazo fijo, obra o faena accederán a estos beneficios en circunstancias que eso no sucederá para todas ellas, ya que la propuesta del proyecto está focalizada en el 20% más pobre de la población y que, más aún, reúna ciertos requisitos que al efecto establece.


Indicó que, sin duda, resulta positivo este intento por mejorar el sistema de protección a la maternidad y que, para ello, se proponga incrementar la cobertura de dicho régimen, sin embargo, ese aumento debe ser real. No se trata, pues, de buscar un efecto político con estas propuestas, sino que de mejorar efectivamente la calidad de vida de las madres trabajadoras de nuestro país.


Enseguida, intervino la señora Vicepresidenta de la Secretaría de la Mujer, de la Central Unitaria de Trabajadores de Chile, quien, en primer lugar, señaló que, sin duda, el presente proyecto de ley es una iniciativa de carácter laboral, porque dice relación directa con el mundo del trabajo y con los derechos conquistados en dicho ámbito.


Destacó que, entre tales derechos, adquiridos e irrenunciables, está el descanso de maternidad. La irrenunciabilidad significa que es un derecho inamovible y que no puede ser objeto de negociación alguna. El proyecto en estudio, en cambio, hace movibles el pre y el postnatal. Sería pertinente, agregó, consultar al Ministerio de Educación cuántas escuelas especiales para niños con problemas físicos -por ejemplo, ciegos, sordos o mudos-, ya han sido cerradas con motivo del incremento de los nacimientos de niños sanos. En Chile efectivamente existe una cultura del reposo y de los cuidados prenatales, siendo un ejemplo para el mundo en esta materia. Sin embargo, lo que hemos ganado desde la perspectiva sanitaria y de la salud pública, se está ahora complicando desde el punto de vista laboral.


En cuanto al fundamento de la irrenunciabilidad de estos derechos, señaló que ella se justifica porque beneficia al niño, y no sólo a la madre como erradamente se sostiene. Se trata de derechos que protegen a los niños, quienes no pueden defenderse por sí mismos y por eso la ley los resguarda estableciendo en su favor derechos en el carácter de irrenunciables, inamovibles e innegociables.


Recordó que el debate en torno a este tema es de antigua data, ya que desde hace varios años se han promovido diversas iniciativas legales tendientes a flexibilizar el descanso de maternidad y, hoy, mediante este nuevo proyecto, se insiste en dicho intento. Los argumentos, por tanto, existen entre partidarios y detractores, y se han debatido largamente con anterioridad. 


En cuanto a la propuesta para traspasar semanas desde el pre al postnatal, señaló que, ante la aprensión de que se haga un mal uso de la autorización que previamente debe otorgar el médico tratante, hay que considerar que, tal como lo ha expresado con anterioridad el Colegio Médico, estos profesionales no están disponibles para permitir en forma irresponsable la reducción del reposo prenatal. Estos facultativos sin duda que cursarán la respectiva autorización, sólo cuando nada ponga en riesgo la vida del niño o la de su madre.


Por otra parte, continuó, de acuerdo a los datos proporcionados por la Organización Internacional del Trabajo (OIT), Chile no es el país que tiene el permiso postnatal más extenso del mundo y así, por ejemplo, Suecia contempla al efecto un permiso de dos años de duración, del que puede hacer uso tanto la madre como el padre, y con subvención del Estado. Según demuestran las estadísticas en dicho país, este permiso es utilizado mayoritariamente por los hombres, ya que éstos registran las remuneraciones más altas y, además, cuentan con tecnología suficiente para trabajar desde sus hogares. Añadió que, si bien no se trata de alcanzar desde ya esa meta, sí es pertinente tener en vista estos ejemplos con perspectiva de futuro. En el caso de Estados Unidos, agregó, si bien no hay una ley nacional sobre protección a la maternidad, los diversos Estados federados sí cuentan con normas relativas al tema y, en algunos casos, con estándares por sobre los mínimos establecidos por la OIT.


En otro orden de ideas, se refirió a la clase media de nuestro país y sus posibilidades de acceso a este sistema protector de la maternidad. Al respecto, señaló que una persona que percibe $550.000 ó $600.000 -que es aproximadamente el tope que contempla este proyecto respecto del subsidio a pagar-, no cuenta con los medios suficientes como para solventar los diversos gastos del hogar, incluyendo la educación superior de los hijos o la adquisición de la vivienda propia. En consecuencia, no puede sostenerse que esa familia pertenezca a la clase media de nuestra población. En ese contexto, por ejemplo, los niveles profesionales y técnicos, así como también funcionarios del sector público y municipalizado, o profesores, parvularias, matronas, etcétera, que aspiran a integrar la clase media, pero con exiguos ingresos, quedan igualmente al margen de la cobertura de este proyecto de ley. Este es un problema que como país hay que enfrentar y resolver, ya que por una parte se incentiva a las personas a estudiar y obtener títulos profesionales o técnicos, pero, por el otro, son discriminadas y no acceden a los beneficios que en diversos ámbitos ofrece la ley.


Subrayó, entonces, la importancia de que estos temas sean debatidos y que, al efecto, se escuchen a las distintas organizaciones. Sin embargo, enfatizó, el proyecto en estudio es una iniciativa discriminatoria y que, además, cercena o incluso elimina derechos ya adquiridos como conquistas sociales, y que hasta hoy son irrenunciables e inamovibles. Flexibilizar el descanso de maternidad, aseveró, claramente importa un retroceso y una pérdida que, a la postre, hará ilusorios los derechos, ya que, como ha sucedido antes en el campo laboral, éstos terminan siendo negociados con el empleador y, finalmente, renunciados.


En la sesión siguiente, en representación de la Central Autónoma de Trabajadores de Chile (CAT), expuso el señor Secretario General quien refirió la opinión de dicha entidad en torno al proyecto de ley en estudio.


Acompañó su intervención con un documento impreso y tres documentos en formato digital, en los cuales se consignan las observaciones y antecedentes aportados, los cuales fueron debidamente considerados por los miembros de las Comisiones unidas, y se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones unidas.


En primer lugar, agradeció la invitación a participar en este debate, por la oportunidad que significa para manifestar el parecer de dicha organización respecto a esta materia.


Destacó que esta opinión está respaldada por una lata discusión previamente desarrollada, en diversas instancias de la CAT, desde que el Ejecutivo anunció la presentación de un proyecto de ley sobre la materia, y que culminó en un Seminario al que concurrieron más de ochenta dirigentes de las distintas organizaciones afiliadas en todo el país. Esta es una muestra, subrayó, del interés y expectativas que esta iniciativa ha despertado en la ciudadanía y, en particular, entre los trabajadores.


Enseguida, hizo mención a algunos antecedentes y cifras que dicen relación con el proyecto de ley en análisis.


-
La población chilena, proyectada al año 2010, es de 17.000.000 de personas, de las cuales, el 51% corresponde a mujeres y el 49% a hombres.


-
6.700.000 mujeres tienen más de 15 años de edad. De ellas, 2.810.000 corresponden a la fuerza laboral femenina, estando ocupadas 2.534.000.


-
El 46,7% de las mujeres de entre 25 y 54 años de edad, tiene participación laboral.


-
El 35% de las mujeres trabaja, entre las cuales, el 13% son profesionales; el 16,5% se desempeñan en el área técnica; el 11,5% es oficinista; el 8,8% trabaja en actividades inmobiliarias; el 12,5% presta servicios en la enseñanza; el 5,3 % ocupa cargos en las funciones Ejecutivas y Legislativas, o es directiva en la administración pública y empresas; el 8,6%, labora en servicios sociales y de salud, y el 0,2% lo hace en las Fuerzas Armadas.


-
La mujer percibe remuneraciones en un 30% menos que el hombre en similar actividad.


-
Alrededor de 4.000.000 de mujeres se encuentran en edad fértil, esto es, entre 15 y 49 años, y la tasa de fecundidad es de 1,8%, lo que está bajo el 2,1% necesario para mantener la población. 


-
Al año 2006, el rango de natalidad entre los 20 y 34 años, era de 67,4%.


-
Actualmente, existen 2.583.000 mujeres casadas. 320.000 están separadas y 464.000 son viudas. Cada chilena tiene un promedio de 2,2 hijos. El 56% de los hijos nace fuera del matrimonio. El 20% de las uniones son consensuales, es decir, en convivencia sin vínculo matrimonial.


-
Según el Censo del año 2002, 1.305.000 mujeres, equivalente a un 31,5%, son jefas de hogar.


Agregó que la génesis de este proyecto de ley se sustenta en ciertos antecedentes y principios, tales como: el Estado debe otorgar las herramientas para proteger el embarazo y cuidado de los niños, especialmente los más vulnerables; las chilenas quieren ser madres, pero hoy existen barreras que impiden este objetivo con su incorporación plena al mundo del trabajo; es fundamental para el desarrollo sostenible del país que nuestros niños sean sanos, felices y capaces de enfrentar el futuro; la familia es el núcleo fundamental de la sociedad, razón por la cual el Estado debe entregar los instrumentos para el pleno desarrollo físico y psicológico de la misma, y, por último, nuestro país se está envejeciendo.


Ahora bien, continuó, no obstante estar de acuerdo con dichos fundamentos, la Central Autónoma de Trabajadores estima que, como sociedad, no estamos aportando mucho para alcanzar estos objetivos. Por lo tanto, apuntó, es hora de avanzar en la consecución de los mismos y este proyecto de ley va en esa precisa dirección.


Añadió que la protección de la maternidad y, en especial, la responsable y deseada, debe ser una de las tareas del Estado, porque ésta no sólo traerá beneficios para el niño o niña, o para la familia, sino que para el conjunto de la sociedad, razón por la cual, en el cumplimiento de esta misión no sólo hay que responsabilizar al Gobierno, sino que a toda la sociedad, en donde un rol preponderante le corresponde al mundo empresarial mediante el respeto de la ley, evitando jugar con el resquicio legal para evadir su observancia, terminar con el mito que la mujer fértil es un problema para la empresa y, muy por el contrario, apoyar la plena realización de la mujer. 


Señaló que, en este orden, signos muy positivos que la CAT valora y apoya, dicen relación con mantener los actuales beneficios del pre y postnatal, continuar con la extensión de estos períodos por problemas de salud de la madre o del hijo menor de un año, continuar gozando del fuero maternal, y conservar el período de amamantamiento y el permiso paternal tanto para padres biológicos como adoptivos. 


Agregó que están concientes que nuestro actual sistema de protección a la maternidad presenta problemas y que, por lo tanto, deben efectuarse los cambios necesarios para alcanzar los objetivos propuestos en esta materia. Reiteró que estiman que el proyecto de ley presentado apunta en esa dirección. Tal como lo han comprobado diversos estudios, la actual situación, aunque es una de las mejores a nivel mundial, no logra crear las bases objetivas para compatibilizar niños chilenos sanos, felices y con capacidad para enfrentar el futuro, con madres cuya realización personal no sólo la alcancen con la maternidad, sino que también puedan desarrollar todas sus competencias en el mundo del trabajo. La mujer está a la par con el hombre en su nivel de escolaridad.


Destacó además que, a mayor lactancia, mejor salud óptima de los niños. Sin embargo, advirtió, la actual normativa permite que sólo una minoría de las madres que trabajan fuera del hogar, puedan mantener un período de lactancia hasta los seis meses y esta es una de las razones por las cuales la mujer, a pesar de tener las competencias, en donde el Estado ha invertido, no se incorpore en plenitud al mundo del trabajo, lo que conlleva a una frustración que se transmite a la relación familiar y de pareja, sentimientos que los hijos reciben y que, finalmente, repercute en la conformación de nuestra sociedad.


Indicó, asimismo, que no todas las personas reaccionamos de igual manera frente a una misma condición. Por lo tanto, debe existir una flexibilización, especialmente apoyada con la certificación competente, para la utilización de los períodos del pre y postnatal. 


En cuanto al nuevo permiso llamado postnatal parental, señaló que éste debería tener por finalidad entregar todas las herramientas para que exista una real participación, no sólo de la madre, sino que también del padre en la responsabilidad del cuidado, físico y afectivo, del niño o niña, entendiendo que esta incorporación debe ser mediante un cambio cultural que la sociedad en su conjunto debe asumir.


La ampliación del período de permiso postparto y la seguridad de que la familia estará protegida, debería terminar con algunos posibles vicios que hoy se presentan -pero que la gran mayoría ha utilizado-, justamente por las bases que sustentan este proyecto de ley.


A continuación, el señor Secretario General se refirió a los objetivos y contenidos de la iniciativa legal en estudio.


Respecto al permiso postnatal parental, señaló que al aumentar en doce semanas la relación directa de la madre con el hijo, ello debería ayudar a un mejor cuidado de los menores, así como también debiera traer consigo una mayor y mejor relación familiar, lo que redundará en una sociedad más sólida.


En cuanto a la posibilidad de establecer una corresponsabilidad del padre y la madre en el cuidado de los hijos, indicó que ello representa un gran salto para estrechar los lazos familiares. Asimismo, añadió, entregar a la voluntad de la madre la decisión en cuanto a que sea el padre quien ocupe o no las últimas seis semanas en este permiso, es una opción correcta, por cuanto no todos los hombres están preparados para desempeñar dicho rol. Sin embargo, advirtió, no comparten la propuesta de reducir el fuero maternal, como lo hace el artículo 201 en proyecto, cuando sea el padre quien haga uso el período postnatal parental. De aprobarse esta modificación, subrayó, se estaría debilitando uno de los objetivos del proyecto, esto es, establecer caminos para la integración del padre en el cuidado de los hijos. 


Del mismo modo, prosiguió, el considerar, como lo establece el inciso primero del artículo 197 bis, para todos los efectos, la remuneración de la madre, no estimulará al padre hacer uso de este derecho, más aún, acotó, si se toma en cuenta que la remuneración de la mujer es un 30% inferior a la de los hombres. Este planteamiento, añadió, se contradice con el derecho de los hombres a cinco días de permiso en caso de nacimiento de un hijo, evento en el cual el pago respectivo está vinculado a la remuneración del trabajador.


Por otra parte, continuó, el proyecto no sólo se preocupa de los hijos biológicos, sino que también de los adoptados, cuyos nuevos padres mantendrán las prerrogativas con que hoy ya cuentan, pero también tendrán derecho a gozar del subsidio correspondiente al período parental, incluso cuando se trate de hijos adoptados mayores de seis meses de edad.


En otro orden, señaló que apoyan la propuesta del postnatal parental como un derecho irrenunciable y financiado mediante un subsidio con un tope de 30 unidades de fomento, entendiendo que sería óptimo mantener las unidades de fomento actualmente establecidas como límite respecto de los otros períodos del descanso de maternidad. Sin embargo, añadió, también es comprensible que la principal preocupación sean las personas más vulnerables. En esta misma línea, sugirió que dichas 30 unidades de fomento -que hoy equivalen a $ 648.069-, sean establecidas como rentas tributables, es decir, deducir de sus ingresos las cotizaciones de salud y de previsión, por cuanto Chile es único país en el mundo que contempla este gravamen como de exclusiva responsabilidad del trabajador o trabajadora.


En relación al permiso por enfermedad del hijo menor de un año, señaló que la CAT coincide con objetivar las enfermedades que darían lugar a este beneficio, así como también con exigir al efecto la certificación correspondiente. No obstante, apuntó, es necesario asegurar a la madre el pago efectivo de su licencia y no quedar supeditada al eventual rechazo de la misma. No es posible efectuar una discriminación en el pago de la licencia según el grado de la enfermedad que padezca el menor, por cuanto sea ésta grave o gravísima, igualmente la madre está obligada a otorgarle su cuidado. Además, de aceptar este criterio, se podría estar abriendo una brecha para que el resto de las licencias médicas tengan un valor según la enfermedad de que se trate.


En cuanto al aumento de la cobertura, que se contempla en la modificación del artículo 9° del decreto con fuerza de ley N° 44, señaló que no comparten que ella quede reducida sólo a las trabajadoras que integren un hogar perteneciente al 20% más pobre de la población, por cuanto la mayoría de estas mujeres se desempeñan en labores de casa o en el mercado informal. Por lo tanto, proponen ampliar esta cobertura a las mujeres que integran hasta el tercer quintil, tramo que incluso es el que se consideraría por el Ejecutivo respecto del anunciado proyecto sobre eliminación del descuento del 7% de salud para los pensionados. 


Por otra parte, agregó, una de las características y fortalezas de la iniciativa en trámite es mantener lo que hoy día existe en materia de protección a la maternidad e, incluso, mejorarlo. Sin embargo, no se da esta misma política respecto de la trabajadora que no tiene contrato laboral indefinido, bajo el pretexto de terminar con la discriminación de la mujer. Lo anterior, por cuanto se disminuye el fuero actual, reemplazándolo por otro que tendría como duración el plazo del respectivo contrato de trabajo o el término de la obra o faena que dio origen al mismo. Hoy, en cambio, tiene un fuero similar al del resto de las trabajadoras.


Asimismo, señaló que rechazan el nuevo inciso final propuesto para el artículo 206 del Código del Trabajo, porque niega a las trabajadoras con jornada laboral parcial, un derecho adquirido. En efecto, acotó, de aprobarse esta modificación, se estará negando a dichas trabajadoras el derecho que hoy disponen, de una hora diaria, para dar alimento a sus hijos menores de dos años de edad.


En otro orden, el proyecto no aclara la remuneración a considerar para el subsidio en caso de muerte de la madre durante o con posterioridad al parto. Si se aplica la misma lógica del artículo 197, se estaría castigando fuertemente a esa familia porque, además de perder un ser querido, se le rebajarían sus ingresos y, más aún, podría quedar sin ingreso, por cuanto el fallecimiento de un trabajador o trabajadora significa el término de la relación laboral. 


Del mismo modo, subrayó que, para avanzar en el objetivo de eliminar las barreras que impiden que la mujer se realice como madre y como trabajadora, es necesario modificar el artículo 203 del Código del Trabajo, el cual establece la obligatoriedad del empleador de proveer los servicios de sala cuna cuando la empresa tiene 20 o más trabajadoras. Ello, enfatizó, es un desincentivo para la contratación de la mujer y, por tanto, es preciso enmendar la ley en esta materia. En ese sentido, acotó, la entidad a la que representa solicita al Ejecutivo y a los legisladores, considerar una iniciativa legal que promueva la modificación antedicha.


Por último, propuso que esta ley constituya el inicio para que en Chile se cumpla fielmente lo establecido en la Convención sobre los Derechos del Niño, adoptada en 1989 por la Asamblea General de las Naciones Unidas y que nuestro país ratificó en 1990, quedando, por tanto, sujeto a su pleno cumplimiento.


Finalmente, el señor Secretario General de la Central Autónoma de Trabajadores puntualizó las propuestas de dicha organización en torno a la materia en análisis, las que resumió en las siguientes:


-
Aprobar el permiso postnatal parental, el que debe tener carácter irrenunciable, independiente de la función que cumpla.


-
Considerar la renta imponible para el cálculo del subsidio con tope de 30 unidades de fomento.


-
No reducir el fuero maternal cuando sea el padre quien haga uso del permiso establecido para el período postnatal.


-
Considerar, para todos los efectos, la remuneración tributable del padre cuando éste ocupe el permiso postnatal parental.


-
Hacer extensivo dicho permiso, tal como lo propone el proyecto, a los padres adoptantes.


-
Objetivar y certificar las enfermedades respecto de los hijos menores de un año de edad, pero no efectuar la discriminación en el pago de la respectiva licencia, y resguardar que ésta no quede supeditada a un posible rechazo.


-
Aumentar la cobertura establecida en el artículo 9º del citado decreto con fuerza de ley N° 44, a las mujeres que integran hasta el tercer quintil de la población.


-
No disminuir el fuero maternal respecto de las trabajadoras que no tengan contrato laboral indefinido.


-
Rechazar el inciso final contemplado para el artículo 206 del Código del Trabajo, sobre el derecho a alimentar al hijo de hasta dos años de edad.


-
Aclarar la remuneración a considerar para el subsidio en caso de fallecimiento de la madre.


-
Modificar el artículo 203 del Código del Trabajo, referido a salas cunas.


-
Avanzar hacia el cumplimiento total por parte de nuestro país, de la Convención sobre los Derechos del Niño.


Con posterioridad, fueron recibidos en una reunión los representantes de la Unión Nacional de Trabajadores de Chile (UNT), de la Confederación de la Producción y del Comercio (CPC) y de Comunidad Mujer.


A continuación, y en virtud del acuerdo adoptado en el seno de las Comisiones unidas, por mayoría de votos, se consignan en este informe las presentaciones efectuadas por los personeros de las entidades precedentemente mencionadas.


- Dicho acuerdo fue adoptado en sesión celebrada con fecha 18 de mayo de 2011, por siete votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón, y señores Bianchi, Chahuán, Girardi, Muñoz Aburto, Rossi y Ruiz-Esquide, y tres votos en contra, de los Honorables Senadores Kuschel, Longueira y Uriarte.


En primer lugar, hizo uso de la palabra el señor Presidente de la Unión Nacional de Trabajadores de Chile (UNT), quien manifestó que dicha entidad valora que el tema que nos ocupa haya sido puesto en el debate público, lo que implica asumir una discusión por largo tiempo esperada.


Sin embargo, advirtió, se trata de una materia de gran complejidad, que involucra diversos aspectos relevantes. No hay duda, añadió, que la presentación de este proyecto a tramitación legislativa, representa un innegable avance, porque ello coloca el tema en discusión. No obstante, es necesario profundizar el análisis en diferentes materias respecto de las cuales surgen severas discrepancias con lo propuesto por la iniciativa. Dichos puntos de objeción, anunció, serían expuestos a continuación.


Para tales efectos, acompañó un documento, en formato power point, en el cual se consignan las observaciones a plantear. Dicho documento se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones unidas.

Luego, la señora Vicepresidenta Encargada de la Mujer, refirió en detalle las observaciones de la Unión Nacional de Trabajadores de Chile (UNT). 


En primer término, expresó que la UNT valora la presentación de este proyecto de ley, puesto que es un avance en materia de derechos sobre descanso postnatal que hoy tenemos en Chile, extendiéndolo a 6 meses.


No obstante lo anterior, advirtió, consideran algunos retrocesos en ciertos aspectos fundamentales referidos a este derecho. 


Así, acotó, considerando que para ser beneficiaria del derecho, debe tratarse de trabajadoras con sus cotizaciones previsionales al día, es fundamental resguardar el cumplimento de este requisito, puesto que en nuestro país es altísima la tasa de no pago de imposiciones, con lo cual, por tanto, se hace urgente una mayor fiscalización en esta materia.


Se refirió, luego, al período de descanso prenatal. Señaló que, en Chile, el fuero maternal tiene como principio fundamental la protección del aún no nacido. Se sustenta en nuestra legislación vigente y en tratados internacionales  suscritos por Chile, como el Convenio N° 103, de la Organización Internacional del Trabajo.


Bajo esa premisa, agregó, se debe conservar íntegramente el tiempo de 6 semanas establecido en nuestra legislación como descanso prenatal. Recalcó que les parece sumamente inconveniente pretender traspasar días del período pre al postnatal, por cuanto esto significaría atentar contra la vida de la madre y del no nacido. Se han registrado casos en los que, durante los últimos meses del embarazo, se han producido abortos prematuros, por ejemplo, por un esfuerzo físico inadecuado o por estrés, lo que revela que es altamente inconveniente que la mujer trabaje en las últimas etapas del estado de gravidez. También se producen enfermedades del no nacido, como la ceguera, por nombrar alguna.


En cuanto al descanso postnatal, indicó que la UNT siempre ha sido partidaria de la idea de extenderlo a 6 meses, pero considerando dicho período como 6 meses íntegros. Lo anterior, apuntó, atendidos los comprobados beneficios que de ello se derivan, entre los cuales están, fortalecer la lactancia materna y el apego madre-hijo, así como también evitar el contagio de enfermedades. Asimismo, hay que recordar que los primeros meses de vida son fundamentales para el desarrollo posterior del menor. De igual modo, es necesario mantener el beneficio de la licencia médica por enfermedad del hijo menor de un año, dado el cuidado que esta situación exige.


Subrayó que la UNT considera que el discriminar a un porcentaje importante de mujeres trabajadoras al establecer un tope del subsidio en 30 unidades de fomento, es conculcar un derecho adquirido, por cuanto el ingreso económico puede ser el motivo que induzca a finalizar precozmente el cuidado y lactancia exclusivos. 


Precisó que la Organización Mundial de la Salud y la Asociación Americana de la Salud, recomiendan lactancia exclusiva y a libre demanda durante los primeros 6 meses de vida, lo cual requiere la presencia de la madre en esta etapa. 


Otro aspecto negativo que observan en el proyecto, dice relación con que si el padre hace uso del postnatal las últimas 6 semanas, el subsidio se calculará en base al sueldo de la madre. Eso, destacó, lo estiman sumamente inconveniente.


Por otra parte, continuó, la distinción entre enfermedades graves y gravísimas es igualmente reprochable, ya que, dada la vulnerabilidad del niño menor de un año que presente una enfermedad grave, se lo expone a una rápida evolución hacia un cuadro gravísimo si no se toman los cuidados necesarios para su recuperación. Agregó que, pretender frenar las licencias médicas con el argumento del abuso es erróneo, recalcando que las salas cuna, por ejemplo, no aceptan niños ni siquiera levemente enfermos y la red de apoyo familiar no siempre es una alternativa, dado que cada vez más las familias son menos numerosas, quedando el niño en una evidente desprotección cuando más lo necesita.


Destacó que el problema de las licencias médicas por enfermedad grave del niño menor de un año, no puede ser resuelto eliminando derechos, sino que generando una mayor y mejor fiscalización.

Finalmente, se refirió a las salas cuna y jardines infantiles. Al respecto, advirtió que el proyecto de ley en estudio no hace ninguna mención a esta etapa de la vida del niño, no obstante lo cual se ha hecho referencia a una discusión posterior sobre el tema. En opinión de la UNT, apuntó, dicho análisis debe darse sobre la base de un financiamiento solidario tripartito, eliminando así la restricción del derecho a la sala cuna, extendiendo, además, este beneficio hasta los 4 años de edad del menor.


Enseguida, hizo uso de la palabra el señor Presidente de la Confederación de la Producción y del Comercio (CPC), quien refirió las observaciones de dicha entidad respecto del proyecto de ley en examen, abordando los siguientes puntos: la licencia por maternidad, los fueros, el permiso postnatal parental, el trato a las Pymes y la cobertura, finalizando con sus conclusiones sobre el tema.


Previamente, hizo entrega de un documento en el cual se expone dicha opinión, el cual se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones unidas.

En cuanto a la licencia por maternidad, señaló que el proyecto busca sincerar este beneficio. Destacó que la CPC reconoce la importancia que para toda la sociedad representa la adecuada protección a la maternidad y del recién nacido, dos bienes superiores indisolublemente unidos que, en el marco del presente proyecto de ley, deben ser resguardados en el trabajo.


Agregó que, actualmente, Chile cuenta con una licencia maternal de seis semanas de prenatal y doce semanas de postnatal, que beneficia a las trabajadoras que cuentan con contratos de trabajo. No obstante, las cifras que entrega el Gobierno señalan que, en promedio, las mujeres retornan a sus lugares de trabajo cinco meses y medio después del nacimiento, haciendo uso de la licencia por enfermedad del hijo menor de un año, lo cual, a juicio de los expertos, parece estar reflejando que, más que un incremento sostenido de problemas de salud de los infantes, hay una importante cantidad de mujeres trabajadoras que está haciendo lo posible por extender el tiempo que pasan con sus hijos después del nacimiento.


Añadió que, si bien los costos de la licencia de maternidad -entendidos éstos como el valor de las remuneraciones de la mujer con licencia durante su ausencia laboral-, no son de cargo de las empresas, durante el período de permiso los empleadores deben tomar medidas para recuperar la productividad, ya sea mediante la contratación de otra persona o bien con una redistribución de funciones y turnos que no siempre garantizan mantener el estándar anterior.


En ese último aspecto, apuntó que consideran que el proyecto de ley representa un importante avance, porque sincera la duración real de las licencias, acotando las incertidumbres que pueden afectar el normal desempeño de las empresas respecto al costo oculto difícil de cuantificar que es adicional al reemplazo, como lo es saber el momento efectivo dentro del primer año de vida del menor en que la trabajadora retornará al trabajo, en razón del uso de la licencia por enfermedad del hijo menor de un año.


No obstante lo anterior, advirtió, deben extremarse las medidas para evitar que con las disposiciones propuestas nuevamente se produzca un abuso con las licencias médicas, en particular en el caso de la denominada “enfermedad gravísima”, en que se mantiene el subsidio con el tope de 66 unidades de fomento, sin copago para los diferentes niveles de ingreso. Por ello, acotó, la CPC estima que la forma correcta de establecer un desincentivo directo al abuso en este orden, consiste en establecer un copago para este subsidio, que tiene además, una justificación razonable, ya que por los costos de transporte y de alimentación, en general los gastos de permanencia en el hogar, son inferiores a los de salir a trabajar.


En relación a los fueros, señaló que éstos, con el proyecto, se racionalizan. Explicó que, tal como ha sido ampliamente referido por distintos estudiosos, Chile cuenta con uno de los fueros laborales por maternidad más largos del mundo, que se inicia con el embarazo y termina un año después de la conclusión de la licencia postnatal.


Esta situación también coincide con una baja participación de las mujeres en el trabajo formal, participación que si bien se ha incrementado lenta pero sistemáticamente durante los últimos años, sigue siendo muy inferior a la de la mayoría de los países latinoamericanos, y una de las más bajas a nivel mundial.


Con el tiempo, agregó, se ha generado consenso en cuanto a que, para mejorar la productividad del país, es necesario que aprovechemos todos los talentos de nuestra sociedad, y muy especialmente aquellos que cada día están mejor preparados. Al respecto, el dato objetivo es que en Chile cada día son más las mujeres que egresan de las universidades e institutos técnico profesionales, pero sigue siendo baja su inserción en el mercado laboral.


Detrás de dicho dato, existen muchas circunstancias que explican esta situación, entre ellas, las responsabilidades familiares y del hogar, junto a una tradicional distribución de roles. Sin embargo, hay otras realidades que atentan contra las oportunidades laborales de la mujer, como por ejemplo, el costo que representa la sala cuna para las empresas que contratan veinte o más trabajadoras, que puede ser una diferencia que margine a la mujer en edad fértil, al competir con un hombre con similares capacidades para el cargo.


En ese sentido, indicó que ven como muy positivo para la mujer y sus posibilidades de contratación, que el proyecto de ley proponga la terminación automática del fuero laboral por maternidad en los casos de contratos por plazo fijo, obra o faena, una vez que éstos se han vencido, porque evita la conflictividad artificial que se genera cuando el empleador se ve obligado a solicitar el desafuero ante tribunales. Asimismo, porque ello abre oportunidades a las mujeres para que se equiparen con los hombres en el acceso a este tipo de contratos de trabajo.


Expresó que también les parece sensato fijar el fuero maternal en un año contado desde el parto, y no como es actualmente, en que este plazo se cuenta desde el vencimiento del período del postnatal de tres meses. Es importante esta reducción, subrayó, ya que es una forma muy eficiente de atenuar los eventuales efectos negativos en empleabilidad que podría tener la extensión del postnatal. 


Respecto al permiso postnatal parental, el personero de la CPC hizo el análisis desde una doble perspectiva. Por un lado, bajo la mirada de un espacio natural para la creación de una “Bolsa de Horas”. Por el otro, en función de la corresponsabilidad de los progenitores en el cuidado de los hijos.


Desde el primer punto de vista, explicó que el proyecto de ley, junto con establecer un permiso postnatal parental que pretende fomentar la corresponsabilidad familiar, permite que la madre o padre cuya remuneración imponible no sea cubierta completamente por el referido subsidio -que tiene tope de hasta 30 unidades de fomento-, pueda trabajar a jornada reducida durante el período correspondiente al permiso postnatal parental. Dispone asimismo que, durante este período, la remuneración que se obtenga por la jornada respectiva, sumada al subsidio, en ningún caso podrá superar al promedio de las tres últimas remuneraciones anteriores al inicio del descanso prenatal, en el caso de la madre, o al inicio del permiso postnatal parental, en el caso del padre.


Apuntó que la CPC considera que la propuesta de la iniciativa requiere ser complementada para que en algunos casos estas normas no sean letra muerta o de muy escaso uso. En efecto, explicó, tratándose de las mujeres u hombres que tengan una renta marginalmente superior a 30 unidades de fomento -como puede ser de 31 a 40 unidades de fomento-, los incentivos para que la trabajadora o el trabajador decidan hacer uso del beneficio son muy pocos.


Para el trabajador, retornar a su empleo por una parcialidad diaria que puede representar trabajar una a dos horas adicionales como máximo para no superar su renta previa al permiso, puede no resultar muy interesante, porque, entre otros factores, deberá considerar los costos de transporte y tiempo de movilización, así como la efectividad que su trabajo pueda aportarle algo en tan poco tiempo diario, en especial si parte importante de su remuneración lo constituye un factor variable, como sucede, por ejemplo, con un vendedor a comisión.


Además, por el lado de la empresa, ocurre algo similar, porque la productividad de una o dos horas diarias de trabajo dependerá de cada caso en particular, pero en general, el aporte marginal del trabajo en los referidos términos probablemente termine siendo muy reducido.


En ese contexto, puede verse como una oportunidad para que las partes libremente puedan pactar “un banco de horas”, que permita que la trabajadora o trabajador que quiere retornar a su empleo para recuperar la totalidad o parte sustantiva de su remuneración, pueda acumular las horas de la semana en uno o dos días, logrando así incrementar la efectividad de su trabajo y mantener la productividad de la actividad para la empresa.


Desde la perspectiva de la corresponsabilidad familiar, señaló que la incorporación del padre al cuidado del hijo es una propuesta muy positiva, que toda la sociedad debe acoger. Sin embargo, hay dos aspectos que, en opinión de la CPC, deberían mejorarse para que efectivamente los padres opten por hacer uso de este permiso. El primer punto, es que parece más recomendable que, si bien se pague el subsidio con el tope de las 30 unidades de fomento, se tome como base de cálculo la remuneración de quien acceda al beneficio, sea el padre o la madre, considerando que en la gran mayoría de los casos, éstas últimas tienen una remuneración inferior a la de los hombres. El segundo aspecto, se refiere a que el plazo de 6 semanas que pudiese tomar el hombre, sea un período máximo y no un período único, como podría desprenderse de la lectura de la actual proposición. Debe quedar claro que el traspaso podrá utilizarse por un período menor de 6 semanas, atendida la realidad cultural del país. Para algunos padres, puede ser atractiva la idea de tomarse algún tiempo de postnatal para cuidar a su hijo, pero el plazo único de 6 semanas conspiraría en muchos casos contra esta decisión. Cabe considerar además, recalcó, que 6 semanas es, en la práctica, un plazo equivalente a dos períodos de vacaciones anuales.


En relación a la importancia de diferenciar el trato que se da a las Pymes, sostuvo que mucho se ha hablado del aporte de las Pymes al empleo formal. Al respecto, considerando que las Pymes desarrollan distintas actividades productivas y una innumerable cantidad de servicios, muchos de los cuales están segmentados en la categoría de actividades comerciales, que son las que generan más empleo femenino a nivel nacional, es muy importante ser cuidadosos en la forma como aplicará en la práctica el nuevo permiso postnatal parental en esos casos, para no desincentivar la contratación femenina por parte de este tipo de empresas.


Lo anterior, explicó, por cuanto por su propio tamaño, las Pymes deben sortear cada día nuevos retos para ser sustentables y ampliar su participación en el mercado y, en dicha tarea, el aporte de sus trabajadores es vital para marcar la diferencia.


Destacó que, en ese marco y considerando que por razones de restricción presupuestaria suelen operar con un reducido número de personal, es importante considerar el efecto que para ellas tiene la ausencia temporal de sus trabajadoras o trabajadores.


Específicamente, acotó, la dificultad que tiene la Pyme se vincula con encontrar, en el corto plazo, reemplazo para sus trabajadores, ya que por lo general mantienen con ellos una muy estrecha relación, lo que en muchas ocasiones parte por el adiestramiento impartido personalmente por su empleador. 


La CPC considera, en consecuencia, que este proyecto de ley es una muy buena oportunidad para dar un paso más en materia de protección a la maternidad. Por ello, proponen que se establezca en la iniciativa legal a modo de “premio por natalidad”, una regla excepcional para las Pymes que tengan hasta 10 empleados, conforme a la cual las madres que trabajen en las referidas empresas y que ganen menos de 30 unidades de fomento, puedan recibir el subsidio que establece el permiso postnatal parental y, además, optar por retornar a sus trabajos terminados los tres meses de su período postnatal, con derecho a percibir su remuneración íntegra. De esta manera, por un período máximo de tres meses, estas madres tendrían mayores recursos para afrontar los mayores gastos que conlleva la llegada de un nuevo hijo y se estaría premiando la natalidad sin perjudicar la contratación de mujeres en las Pymes, con indudables beneficios para las trabajadoras de los primeros quintiles y con el respaldo de su empleador que también se vería beneficiado. Alternativamente, la mujer podría optar por capacitarse durante este segundo período de tres meses, manteniendo el derecho a percibir en forma íntegra su subsidio maternal.


Respecto a la cobertura, indicó que, es un dato duro que sólo 83.997 madres gozaron del subsidio postnatal de los 235.365 niños nacidos el año pasado, de modo que la cobertura es un elemento muy importante a considerar. El proyecto de ley en estudio, añadió, se hace cargo de esta situación, pero a entender de la CPC, deberían buscarse mecanismos que permitan ampliar aún más la cobertura para mujeres que sólo temporalmente han tenido acceso a trabajo formal y al pago de sus cotizaciones previsionales.

Finalmente, a título de conclusión, manifestó que la Confederación de la Producción y del Comercio valora la presentación del presente proyecto de ley por parte del Ejecutivo, porque es una iniciativa que  sirve de base para sincerar la situación de las madres en el trabajo cuando ocurre el nacimiento de un niño o niña. Asimismo, valora la oportunidad que se genera para que los padres asuman un rol más protagónico en el cuidado de sus hijos.


Estiman, además, que el proyecto es una oportunidad que, como sociedad, hay que aprovechar para incorporar en nuestra legislación laboral elementos que permitan compatibilizar la maternidad y la salud del recién nacido, con una mayor participación de la mujer en el mercado laboral, a fin de alcanzar una mayor corresponsabilidad familiar. Subrayó que este desafío debe ir de la mano de la meta que, como país, tenemos pendiente y que consiste en mejorar nuestra productividad, única manera de llegar a convertirnos en un país desarrollado con el beneficio que eso conlleva para todos nuestros habitantes.


Por último, hicieron uso de la palabra las representantes de Comunidad Mujer, quienes plantearon sus observaciones respecto del proyecto de ley en estudio. 


Al efecto, acompañaron una carpeta con un set de documentos, uno de los cuales, en formato power point, consigna dichas observaciones. Asimismo, adjuntaron los resultados de la encuesta “Voz de Mujer del Bicentenario”.


Los referidos documentos se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones unidas.

Primeramente, la señora Directora Ejecutiva de Comunidad Mujer explicó que, dada la trascendencia del tema que nos ocupa, la referida entidad se abocó a la realización de una encuesta cuyo trabajo de campo se efectuó entre los meses de septiembre y noviembre de 2009, es decir, en pleno período de campaña presidencial, donde la materia había sido propuesta como promesa electoral. En ese contexto, añadió, se decidió consultar a las mujeres entre 18 y 65 años de edad pertenecientes al medio urbano nacional, cómo estimaban que la extensión del permiso postnatal a 6 meses afectaría las condiciones de empleabilidad femenina. En respuesta, el 69% de las mujeres señaló que una extensión rígida del postnatal constituiría un desincentivo a la contratación laboral de la mujer, un 20% consideró que ello no tendría efecto alguno, y un 11% declaró desconocer las posibles consecuencias.


Destacó que Comunidad Mujer ha participado activamente en el análisis de este tema, en diversa instancias, en artículos de opinión, en presentaciones en diversos espacios y foros, y también, mediante su representación ante la Comisión Mujer, Trabajo y Maternidad que fuera convocada por el Presidente de la República. En todas dichas oportunidades, añadió, han hecho presente que nuestro sistema es ya suficientemente regresivo, razón por la cual es necesario extender esta protección a las mujeres trabajadoras y a sus niños que hoy nada reciben.


Estiman que, si lo central del proyecto es cumplir una promesa de campaña electoral, el debate parlamentario debería propender a mejorar la iniciativa para perfeccionar y modernizar un anquilosado régimen de protección a la maternidad que rige hoy en día en nuestro país.


Apuntó, asimismo, que este proyecto de ley atañe, principalmente, a la normativa del Código del Trabajo que es la que mayormente se está modificando, por consiguiente debería apuntarse a la consecución de los objetivos vinculados a la conciliación del trabajo y la vida familiar, y no exigir de esta iniciativa que sea la solución de otros tantos problemas que afectan a nuestra realidad nacional, ni que cumpla propósitos que van más allá de las reformas que se pretende incorporar, ya que para ello sería necesario generar un conjunto de políticas públicas que respondan a los múltiples objetivos que se podrían trazar en este orden, esto es, la protección simultanea de la maternidad, de la familia, del cuidado de los niños, el fomento de la natalidad, del apego y la lactancia, además de la participación laboral femenina y la incorporación del padre en la crianza de los hijos.


Agregó que Comunidad Mujer estima que, de prosperar el proyecto de ley en sus actuales términos, se estaría perdiendo una oportunidad única de avanzar hacia un sistema de protección a la maternidad que consagre el resguardo de trabajadores y trabajadoras con responsabilidades familiares y no solamente a las madres trabajadoras con imposiciones tradicionales, y además, efectivamente brindar protección a las familias más vulnerables. Enfatizó que estas grandes reformas no se discuten con frecuencia, ya que se requieren décadas para consensuar la necesidad de un cambio y, por tanto, si actualmente se está discutiendo en torno al sistema de protección a la maternidad, se debería aspirar a una expansión de cobertura que realmente alcance al mayor porcentaje posible de mujeres trabajadoras y que verdaderamente involucre a los padres como responsables del cuidado de sus hijos, equiparando así a mujeres y hombres en el mercado laboral y aliviando la doble jornada de aquéllas. En este contexto, añadió, más adelante presentarían resultados inéditos de la Encuesta Barómetro III, cuyo lanzamiento está programado para el mes de mayo, encuesta que fue realizada en conjunto con Data Voz y la Organización Internacional del Trabajo, y que ilustra las propuestas que formularán luego ante esta instancia.


Finalmente, destacó la importancia de que parlamentarios, Gobierno, organizaciones sociales y el sistema político en general, arriben a acuerdos en relación a aquellos puntos sobre los cuales este proyecto no se ha pronunciado. Por ejemplo, acotó, adoptar un fuerte compromiso por parte de todos y todas en impulsar la derogación del artículo 203 del Código del Trabajo, el cual dispone que las empresas con 20 o más trabajadoras deben proveer servicios de sala cuna. Recalcó que existe consenso sobre la necesidad de eliminar esta obligación, toda vez que constituye un verdadero desincentivo a la contratación laboral femenina.


Enseguida, intervino la señora Directora de Estudios de Comunidad Mujer, quien, tras las consideraciones generales, abordó los siguientes asuntos: aumento de cobertura, ahorro en licencia médica por enfermedad grave del hijo menor de un año, incorporación del padre, otras innovaciones del proyecto y propuestas de Comunidad Mujer.


Señaló, primeramente, que el proyecto en análisis apunta hacia múltiples objetivos, entre los cuales se encuentran la protección a la maternidad, el fomento de la lactancia y del apego, el resguardo de los niños y niñas de Chile, especialmente los más vulnerables, la incorporación de los padres en el cuidado de los hijos, y también, propiciar la participación laboral femenina. Todos esos propósitos, que no son pocos, incidirán en las normas tanto del Código del Trabajo, que es modificado en su Título sobre protección a la maternidad, como del decreto con fuerza de ley N° 44, que contiene la regulación sobre la forma de cálculo del subsidio correspondiente.


Con respecto a la cobertura del sistema, indicó que efectivamente es un tema central en este proyecto de ley. Hizo presente que la Comisión Mujer, Trabajo y Maternidad, convocada por el Presidente de la República, también advirtió en torno a la importancia de este punto, señalando que, previo a extender el permiso a 6 seis meses, era preciso ampliar la cobertura del beneficio toda vez que el actual subsidio no llega a todas las madres que lo necesitan y, por lo tanto, quedan al margen del mismo los niños y niñas más vulnerables, que son los hijos e hijas de las madres más pobres. Entonces, dado que existe consenso en que el aumento de la cobertura es imprescindible, llama la atención que el aumento de cobertura contemplado por el proyecto de ley sea, más bien, modesto. Puntualizó, luego, que son tres las razones por las cuales califican como modesto dicho incremento.


En primer lugar, indicó que esta iniciativa legal no considera un sistema gradual de incorporación de los beneficiarios que permita incrementar progresivamente el universo de destinatarios del sistema de protección, tal como el que contempló, por ejemplo, la reforma previsional. Así, durante el transcurso de algunos años, previamente definidos, podría aumentarse el número de beneficiarios del sistema y, con ello, ampliar la cobertura del mismo. Este mecanismo de la gradualidad, apuntó, facilita la aplicación de la nueva normativa, sobre todo en función de la disponibilidad de los recursos públicos que han de ser destinados para estos efectos.


En segundo término, la iniciativa incrementa modestamente la cobertura, toda vez que contempla un conjunto de requisitos que deben cumplirse para acceder a los beneficios del sistema, de modo que quedan al margen de los mismos quienes no reúnan las referidas exigencias legales. Entre tales requisitos, se encuentran, el tener 12 meses de afiliación, al menos 8 de 24 cotizaciones continuas o discontinuas, último contrato a plazo fijo, obra o faena, pertenencia al 20% más pobre de la población y proporcionalidad en el cálculo del subsidio. Esta última exigencia implica la aplicación de una nueva forma de cálculo conforme a la cual el promedio de los ingresos previo al inicio del prenatal, será multiplicado por un factor que se determinará en función de la densidad de las cotizaciones previsionales. Es decir, se trata de una exigencia que deriva en una nueva modalidad de cálculo del subsidio a percibir, diferente a la que se aplica hoy en día.


En un tercer lugar, la cobertura modesta se refleja en la cuantía de los recursos fiscales que se estiman para solventar los costos del proyecto. En efecto, de acuerdo al Informe Financiero de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, tales montos son: para expansión de cobertura, $ 4.959 millones (US$ 9.718.765); para extensión del postnatal, $ 82.175 millones (US$ 161.048.506), y para costos de fiscalización, $ 730 millones (US$ 1.430.671). Asimismo, se considera un ahorro por concepto de licencia por enfermedad del hijo menor de un año, de $ 44.093 millones (US$ 86.414.503). El costo total estimado del proyecto, alcanza los $ 43.771 millones (US$ 85.825.490). Es decir, estas cifras demuestran que los recursos destinados a aumento de cobertura son bastante menores en relación a los restantes rubros estimados, con lo cual dicha expansión parece modesta frente a los demás conceptos considerados.


Enseguida, se refirió a la licencia por enfermedad del hijo menor de un año. Previamente, destacó que durante los últimos años el gasto por pago de licencia médicas, de todo tipo, ha aumentado sostenidamente, situación que se replica en el caso de la licencia médica por enfermedad del hijo menor de un año, donde los recursos destinados al pago del subsidio asociado a la misma también han aumentado fuertemente y las cifras así lo demuestran. Durante el año 2008, el monto por tal concepto fue de US$ 120.177.640, en tanto en el año 2009 alcanzó los US$ 149.347.576 y en el año 2010 sumó los US$ 174.564.572. Por consiguiente, se trata de un problema que es necesario enfrentar.


Por otra parte, añadió, se argumenta que las mujeres toman 5 meses y medio de postnatal usando la licencia médica por enfermedad grave del hijo menor de un año. Sin embargo, advirtió, esa afirmación no es del todo exacta toda vez que responde a un promedio en el cual es preciso revisar la distribución en el uso del beneficio y, conforme a ésta, resulta que el 35% de las licencias se utilizan entre los meses 7 y 12 posteriores al parto. Esto significa, apuntó, que la sola extensión del postnatal, sin considerar otras medidas, no necesariamente se traducirá en detener el uso, cada vez más creciente, de las licencias médicas, ya que es un hecho que existe toda una cultura en torno a la utilización de dicho beneficio, tanto por parte de las usuarias del mismo, como de los profesionales que lo otorgan.


El proyecto, en tanto, aborda este problema y al efecto propone distinguir enfermedad “grave” y “gravísima”, aplicando un nuevo esquema de incentivos donde se establece que, en el caso de enfermedad grave, se pagará hasta el 100% de las remuneraciones a quienes perciban ingresos inferiores a 15 unidades de fomento, el 85%, cuando dicho monto fluctúe entre 15 y 25 unidades de fomento, el 75%, con ingresos de 25 a 30 unidades de fomento y, finalmente, se pagará el tope de 30 unidades de fomento cuando las remuneraciones superen dicho monto.


El sistema propuesto, añadió, es discutible y posiblemente perfectible, pero, sin duda, algo debe hacerse a este respecto.


Reiteró que la extensión misma a seis meses del postnatal no asegura que el gasto en licencia médica por enfermedad del hijo menor de un año revertirá su trayectoria ascendente en el futuro. Enfatizó que si los cambios en los sistemas de incentivos y la mayor fiscalización no prosperan, en un tiempo más el “postnatal promedio” será superior a los siete meses y, en ese evento, es probable que volvamos a escuchar que es necesario “transparentar esta realidad”.

En relación a la incorporación del padre en el cuidado de los hijos, señaló que Comunidad Mujer reconoce el permiso postnatal parental como un paso simbólico hacia la corresponsabilidad. Sin embargo, añadió, cuestionan el diseño propuesto, esto es, que, en lugar de ser un derecho del padre -aunque sea sólo en algunas semanas-, se conciba como un derecho de la madre que ella puede ceder al padre con pago de un subsidio también asociado a los ingresos de la mujer. Enfatizó que esta propuesta amerita mayor análisis y muchas organizaciones, sindicatos, la misma representación empresarial, y los propios parlamentarios, coinciden en la necesidad de discutir este diseño.


En cuanto a la licencia por enfermedad grave del hijo menor de un año, señaló que consideran que se incurre en un retroceso, porque ahora se especifica que el pago del subsidio correlativo también se calculará en base a los ingresos de la madre, lo que profundiza este esquema que conduce a que la madre sea siempre quien asuma el cuidado de los niños, por lo tanto se estaría perdiendo una oportunidad muy importante para avanzar hacia la protección de los trabajadores y trabajadoras con responsabilidades familiares, al tenor de los compromisos asumidos a nivel internacional por Chile mediante el Convenio N° 156, de la Organización Internacional del Trabajo. Insistió en que esta es una oportunidad para modernizar el sistema y para atender realmente estos compromisos internacionales, actualizando la legislación chilena. El articulado del proyecto, por su parte, está consolidando un sistema en el que los costos de la maternidad siguen recayendo sobre la madre, y la propuesta de Comunidad Mujer es, en tanto, modificar la iniciativa para realmente avanzar hacia la corresponsabilidad familiar.


Enseguida, relacionado con la incorporación del padre en el cuidado de los hijos, la señora Directora de Estudios presentó los resultados de la Encuesta Barómetro III. Explicó que se trata de una encuesta que se vincula con la calidad de trabajo y con la conciliación entre trabajo, vida familiar y corresponsabilidad. Fue levantada entre mujeres y hombres, mayores de 18 años de edad, residentes en las 34 comunas del Gran Santiago, y fue realizada entre el 7 de marzo y el 10 de abril recién pasados, mediante entrevistas mayoritariamente presenciales.


Agregó que, en el marco de los anuncios presidenciales, se formularon preguntas relacionadas con materias contenidas en el proyecto de ley en estudio. Así, ante la consulta efectuada a los hombres en cuanto a si estarían dispuestos a aceptar algunas semanas de postnatal si la madre de su hijo o hija quisiese pasárselas a ellos, la respuesta fue positiva en un 71,7%, lo que revela que se está generando un cambio en el discurso de la masculinidad, ya que los hombres no rechazan de plano la posibilidad de cuidar personalmente a los hijos y eso es, sin duda, un progreso. En ese sentido, agregó, es necesario alentar que la legislación se redacte de tal manera que genere un marco que efectivamente incentive a los hombres a hacer uso de estos beneficios y ejercer los derechos derivados de su paternidad. Recalcó que esta encuesta refleja una nueva realidad de nuestra comunidad, y diversas organizaciones de la sociedad civil -como, por ejemplo, Amor de Papá-, están permanentemente preocupadas de esta materia.

Analizada la encuesta por segmento de la población, continuó, el porcentaje mayoritario de respuesta afirmativa a la señalada consulta, está en el grupo C2 de la población, con un 82%. En tanto, por tramo de edad son los más jóvenes quienes están demandando un marco jurídico que les permita ejercer su paternidad, ya que un 78,3% de los hombres entre 18 y 29 años de edad contestó sí a igual pregunta.


En cuanto a las mujeres, consultadas acerca de si estarían dispuestas a pasar algunas semanas de postnatal al padre de su hijo o hija, un 54,4% respondió afirmativamente, en tanto que, el segmento ABC1 registró el porcentaje mayor en respuestas positivas, con un 61,2%, al igual que el tramo más joven, con un 58,8%, entre los 18 y los 29 años de edad.


En materia de otras innovaciones del proyecto de ley, mencionó las relativas al fuero maternal y al derecho de alimentación del hijo menor de dos años de edad. 


Respecto al fuero, señaló que la iniciativa legal en trámite lo contempla hasta un año desde el nacimiento del niño o niña, lo que implica una reducción en tres meses del beneficio actual. En el caso de los contratos a plazo, por obra o faena, hace coincidir el fin del fuero con el término del plazo, obra o faena que dio origen al contrato. 


Además, según el proyecto, si el hombre ejerciese el permiso parental, el fuero de la madre se reduciría por debajo del año desde el nacimiento, lo cual es otro elemento que desincentiva el uso del permiso por parte del padre.


En cuanto al derecho de alimentación, indicó que si bien se entiende que el proyecto proponga que quienes se reincorporen al trabajo en jornada laboral reducida, no cuenten con este derecho de alimentación, la preocupación que surge es que esta limitación no se extienda a todas las trabajadoras que tienen jornada reducida. Lo anterior, explicó, por cuanto de acuerdo a las normas del Código del Trabajo, la jornada parcial es aquella que alcanza a 30 horas a la semana, las que se pueden distribuir de diferentes maneras. Apuntó que en Chile, el 30% de las trabajadoras a jornada parcial se desempeña en áreas relacionadas con el comercio, restaurantes, hoteles, entre otros, donde la jornada laboral se cumple principalmente durante los fines de semana y las referidas 30 horas se concentran en extensos horarios de 8 o incluso más horas diarias y, en tales circunstancias, no parece razonable privarlas del derecho a alimentación de los hijos.


En ese contexto, agregó, para quien cumple una jornada parcial de 20 horas a la semana, distribuida en cinco días, cumpliendo labores en períodos de cuatro horas diarias, parece factible restringir el derecho a dar alimento a los hijos menores, sin embargo, insistió, para aquellas trabajadoras que se desempeñan en mall o en supermercados, como vendedoras, cajeras, ejecutivas de ventas, promotoras, etcétera, durante viernes, sábado y domingo, en jornadas diarias de 8 o más horas, es discutible la pertinencia de tal restricción, máxime cuando se ha sostenido que uno de los objetivos del proyecto de ley es fomentar la lactancia materna. Así, puntualizó, es necesario revisar la norma propuesta a fin de considerar, por ejemplo, que quienes optan por reincorporarse al trabajo en jornada reducida para complementar los ingresos en lo no cubierto por el subsidio, si bien se limite el referido derecho a alimentación, ello quede circunscrito a un determinado número de horas, de modo que sobre dicho tope, pueda ejercerse el derecho sin restricción alguna.


Finalmente, la señora Directora de Estudios de Comunidad Mujer refirió las propuestas de dicha entidad en torno a la materia en estudio.


Al respecto, enfatizó que el proyecto en trámite legislativo representa una oportunidad para consagrar el derecho a la conciliación de trabajo y familia para hombres y mujeres. Para ello Comunidad Mujer propone: 


-
Reemplazar la denominación del Título II del Libro II del Código del Trabajo, actualmente llamado “De la Protección a la maternidad”, para denominarlo “De la protección de los trabajadores y las trabajadoras con responsabilidades familiares”, modificando, además, los artículos 195 a 199 y 200 a 201.


-
En cuanto al artículo 197 bis propuesto, requiere modificaciones para verdaderamente avanzar en corresponsabilidad. Al efecto, sugieren la creación de dos permisos, “parental” y “paternal”, con las consiguientes enmiendas que ello importaría en las restantes disposiciones del proyecto, especialmente respecto a los artículos 198 y 201 del Código del Trabajo, y los relativos a los cálculos del subsidio contenidos en el decreto con fuerza de ley N° 44. Esto es importante, subrayó, desde la perspectiva de generar un cambio cultural en este ámbito, el que, como tal, no es inmediato ni sencillo, sino que, muy por el contrario, es lento y complejo.


-
Para avanzar hacia la corresponsabilidad, el artículo 199 del Código laboral no debería cambiar para imponer la remuneración de la madre como base de cálculo del subsidio, si es que el padre hace uso de la licencia médica por enfermedad del hijo menor de un año.


-
Respecto de la modificación propuesta para el inciso final del artículo 206, ésta debería estar referida solamente a jornadas reducidas que se cumplan en virtud del artículo 197 bis u otras similares, pero no a jornadas completas que pudiesen derivar de la jornada parcial cuya definición en el Código del Trabajo considera como tal la de 30 horas semanales.


-
Asimismo, en el nuevo artículo 9° del decreto con fuerza de ley N° 44 que se propone en la iniciativa, debería incorporarse una expansión mayor en la cobertura, para alcanzar a quienes hoy el sistema no abarca. Sin modificar en lo grueso el diseño, incorporar a los grupos siguientes, esto es, quintiles II, III, IV y V. Para tales efectos, parece atinente considerar un mecanismo de aplicación gradual del nuevo régimen, tal como el que operó en la Reforma Previsional.


-
Finalmente, puso énfasis en la necesidad de llegar a acuerdos transversales, más allá del ámbito técnico, que posibiliten:


Por una parte, derogar el artículo 203 del Código del Trabajo, que impone la obligación de la empresa que cuente con 20 trabajadoras o más, a proveer servicios de sala cuna. Señaló que si actualmente existe consenso para debatir en torno a la protección a la maternidad, dado que este proyecto no contempla una modificación relativa a la obligación de proveer servicio de sala cuna, al menos debería generarse la instancia para acordar que en un futuro cercano se promueva una iniciativa legal que aborde y solucione dicha materia, la cual, sabido es que representa una barrera para la participación femenina en el mercado laboral nacional.


Por otra parte, avanzar en cobertura para alcanzar a las trabajadoras actualmente no consideradas por el sistema de protección maternal. Destacó que hay un tercio de la fuerza laboral femenina que no será cubierta por las normas de este proyecto, sea porque se trata de trabajadoras sin contrato, o por cuenta propia. En ese sentido, la sociedad debe preguntarse qué se está haciendo para formalizar a las trabajadoras informales, qué incentivos se están promoviendo para ello y, consecuencialmente, para que puedan acceder a los beneficios del sistema de protección. Es necesario revisar si ello es lo que realmente conviene a estas personas, a la luz de que los beneficios de dicho sistema están concebidos respecto de las empleadas formalmente. Si por el contrario, se concluye que para los más pobres no es conveniente tal formalización, habría que analizar qué otros mecanismos o esquemas habría que aplicar para darles algún tipo de protección a estas trabajadoras, que laboran en la subsistencia, sin contrato o por cuenta propia.


En la sesión siguiente, hizo su presentación la Federación Nacional de Profesionales Universitarios de los Servicios de Salud (FENPRUSS), la que manifestó su parecer en torno al proyecto de ley en examen.


Al efecto, intervino la señora Directora Nacional, Encargada de Igualdad de Oportunidades, de FENPRUSS, quien acompañó su exposición con un documento, en formato power point, que consigna los aspectos más relevantes de la misma.


Dicho documento fue debidamente considerado por los miembros de las Comisiones unidas, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones unidas.

La señora Directora Nacional, Encargada de Igualdad de Oportunidades, de FENPRUSS señaló, en primer término, que la entidad a la que representa valora la presentación de esta iniciativa legal, en la medida que ello pone en el debate público y legislativo un tema de tanta trascendencia social. Sin embargo, anunció, tienen algunos reparos en torno a diversas disposiciones del proyecto, las cuales hacen que esta propuesta sea más un retroceso que un avance en la materia.


Para contextualizar la nueva propuesta legislativa, reseñó las normas que conforman nuestro actual sistema de protección a la maternidad, mencionando los beneficios que dicho sistema contempla, esto es: fuero maternal, descansos y permisos por maternidad, pago de subsidio, derecho a alimentar a los hijos, derecho a sala cuna, prohibición de desarrollar ciertos trabajos y derechos del padre en razón de la maternidad.


En lo que respecta a la génesis del proyecto de ley en informe, expresó que los anuncios sobre la extensión del descanso postnatal se efectuaron durante la campaña presidencial y, luego, en mayo de 2010 se conformó la comisión “Mujer, Trabajo y Maternidad”, convocada por Su Excelencia el señor Presidente de la República, para abocarse al estudio de la materia, lo que posteriormente, en marzo de 2011, derivaría en la presentación del proyecto de ley ahora en trámite, el cual contempla la creación del denominado permiso postnatal parental.


Agregó que, de conformidad al artículo 195 del Código del Trabajo, hoy en día la mujer trabajadora embarazada tiene un permiso de seis semanas para descanso antes del parto y de doce semanas después de él. Subrayó que la licencia prenatal tiene por finalidad prevenir la prematuridad del parto, con todos los riesgos asociados a ello, en tanto que la licencia postnatal busca proteger al menor, favoreciendo la lactancia materna y el apego madre-hijo, aspectos que son trascendentales para la vida futura del niño. Destacó que esta licencia es irrenunciable, por lo tanto la madre no puede trabajar mientras está haciendo uso de dicho descanso.


Por su parte, prosiguió, el artículo 199 del Código laboral dispone un permiso y subsidio en caso que el hijo menor de un año requiera cuidado por enfermedad grave, previa acreditación mediante certificado extendido por el médico tratante.


El articulo de 201 del mismo Código, consigna el fuero maternal, el cual protege a la trabajadora del despido y término del contrato de trabajo, desde el momento en que ésta se embaraza y hasta un año después de expirada su licencia postnatal.


Además, apuntó, el pago del respectivo subsidio de la madre tiene un tope de 66 unidades de fomento, correspondientes a la fecha, a poco más de $ 1.400.000 pesos.


Recalcó que la licencia postnatal de seis meses que se prometió durante la campaña electoral, no corresponde a lo que todos, mujeres y hombres de Chile, esperaban, considerando lo que propone el proyecto de ley. 

El artículo 195 del Código del Trabajo se modificaría. La iniciativa de ley en comento dispone la flexibilidad del descanso prenatal al permitir traspasar dos semanas del reposo prenatal al período post natal. Para ello, anotó, será necesaria la autorización del médico. Si la trabajadora presentara alguna patología, quedaría sin efecto este traspaso.


La desventaja de lo anterior, subrayó, es que el descanso prenatal, no obstante ser un derecho de toda mujer trabajadora embarazada -cuya finalidad es prevenir el parto prematuro como también proteger al niño de diversas enfermedades o complejidades que se producen en el último trimestre del embarazo, como la preclampsia o el desprendimiento de placenta-, con la propuesta señalada se estaría vulnerando el resguardo de la salud del menor que está por nacer y la de la madre.


Por otra parte, conforme al proyecto, la licencia postnatal será de ochenta y cuatro días o doce semanas y, luego de expirada ésta, se prorrogaría con un permiso denominado postnatal parental, por un período de doce semanas más. Sería la madre quien haría uso de esta licencia y, si ella lo estimara, este permiso lo tendría el padre las últimas seis semanas.


Sin embargo, advirtió, el cálculo del subsidio correlativo a este permiso tendrá un tope de 30 unidades de fomento. Lo anterior, significaría una discriminación respecto de las trabajadoras de clase media, vale decir, de técnicos y profesionales, quienes quedarían en una situación de desmedro ante la ley. Ello, añadió, no sólo involucra al sector de trabajadores al cual representa, sino que también a las restantes trabajadoras de la comunidad en general y que estén en la misma condición. Indicó que, tratándose de profesionales y técnicos, que han hecho el esfuerzo de estudiar y prepararse, en muchos casos asumiendo deudas para ello, ahora resultarían perjudicados por esta normativa que les impondría un límite en el beneficio a recibir.


Además, si este subsidio no cubriera la remuneración de la madre, ésta podría trabajar media jornada para recuperar o asimilar el subsidio a su remuneración. Enfatizó que esta alternativa es impracticable en el sector salud, por la continuidad y seguimiento de la atención misma que se entrega a los usuarios y los sistemas de jornadas laborales existentes, las que se cumplen mediante turnos. En efecto, explicó, un importante número de funcionarios de la salud que se desempeña en hospitales lo hace en turnos, dada la naturaleza de los servicios que se prestan, los cuales no es posible dividir en medias jornadas. Así, por ejemplo, quien atiende a una mujer en pleno proceso de parto, no puede retirarse del trabajo tras cumplir medio tiempo, porque no puede abandonar sus funciones sin terminarlas. Tal vez, acotó, ello es factible en otros ámbitos, pero no en el área de la salud. 


Por lo tanto, subrayó, habrá trabajadoras que efectivamente tendrán la opción de estar más tiempo con sus hijos, y otras, en cambio, no tendrán en verdad ese derecho.


Es importante mencionar también, agregó, que al existir una licencia más prolongada -con motivo del nuevo permiso parental-, se reducirá el gasto en salas cunas que deben mantener o solventar los empleadores que tienen veinte o más trabajadoras. 


En cuanto al padre, añadió, considerando las estadísticas que demuestran que los hombres ganan un promedio de 30% más de remuneraciones en comparación con las mujeres, no podrá hacerse cargo u optar por quedarse con su hijo, si sólo tendrá un subsidio con un tope de 30 unidades de fomento, ya que ello significará reducir el presupuesto familiar.


Importante es también considerar a las madres jefas de hogar, las cuales, si tienen una remuneración mayor a 30 unidades de fomento, tampoco podrán hacer uso de la licencia parental ya que disminuirán el ingreso familiar y, por lo tanto, igualmente tendrán que trabajar para lograr una remuneración similar a la que tenían antes de embarazarse.


Por consiguiente, por un lado está la aspiración de todos de que los padres se incorporen a la tarea del cuidado del recién nacido, pero, por el otro, está el desincentivo que estas normas generan para hacer uso del permiso parental, en razón de la reducción del ingreso familiar. La pregunta que cabe, entonces, es si esto es o no discriminación.


En materia de fuero, continuó, de acuerdo a la modificación propuesta para el artículo 201 del Código del Trabajo, éste corresponderá desde el momento en que se diagnostica el embarazo y hasta que el hijo o hija cumpla un año de vida. Destacó que claramente existe una reducción del fuero maternal, siendo esto una amenaza para las trabajadoras que tienen hijos mientras están en el mercado laboral, las que serán más vulnerables por la inestabilidad en el trabajo.


Asimismo, prosiguió, la iniciativa contempla que el fuero maternal regirá hasta el término del respectivo contrato de trabajo, en el caso de los contratos a plazo fijo, por obra o faena. Ahora bien, añadió, tratándose del sector público, las trabajadoras que prestan servicios bajo el régimen a contrata -cuya contratación finaliza el 31 de diciembre de cada año-, podrán ser despedidas estando embarazadas o con su hijo recién nacido. Subrayó que este es un temor que afecta a un significativo número de funcionarias del sector, toda vez que las trabajadoras en sistema a contrata superan con creces el 20% de la dotación de personal que al efecto contempla la ley.


En cuanto a la licencia por enfermedad del hijo menor a un año, señaló que el proyecto distingue entre enfermedades graves y gravísimas, y que respecto de las primeras contempla un subsidio con un tope de 30 unidades de fomento -lo que consideran discriminatorio-, en tanto que respecto de las segundas mantiene el régimen actual. Sobre el particular, indicó que, si realmente se extendiera la licencia postnatal a seis meses, en forma automática se reduciría la licencia por enfermedad del hijo menor de un año, porque la madre estaría tres meses más junto al recién nacido.


Concluida la intervención de la representante de FENPRUSS, las Comisiones unidas dieron lugar a una ronda de observaciones y consultas, según se consigna a continuación.


El Honorable Senador señor Rossi señaló compartir varios de los aspectos mencionados en la exposición precedente y respecto de los cuales ya se ha planteado la inquietud con anterioridad.


Así, por ejemplo, en materia del tope en 30 unidades de fomento, señaló que las trabajadoras de FENPRUSS constituyen uno de los tantos casos en que las mujeres se verán afectadas y discriminadas, porque se trata de profesionales que muy probablemente perciben remuneraciones por sobre las señaladas 30 unidades de fomento y, por tanto, se verán obligadas a volver a trabajar para alcanzar el nivel de ingresos que tenían antes de iniciar el descanso maternal. A ello se suma la dificultad adicional que tiene el sector salud, en el cual, dada la naturaleza de las tareas que desempeñan sus funcionarias, es muy complejo que, en la práctica, éstas efectivamente puedan optar por trabajar a jornada parcial.


Asimismo, añadió, es preocupante la situación de las trabajadoras que prestan servicios bajo el régimen de contrata, toda vez que podrían verse afectadas por la terminación de sus funciones al 31 de diciembre de cada año y, a partir de ello, verse expuestas a la culminación del fuero maternal. Lo anterior adquiere mayor relevancia aún si se considera el elevado número de funcionarias del sector público que se desempeñan conforme a dicha modalidad contractual.


De igual modo, agregó, inquieta la posibilidad de que la ley se transforme en letra muerta en lo relativo al uso del permiso postnatal parental por parte del padre, ya que, como se ha sostenido, en nuestro país los hombres perciben remuneraciones superiores a las de las mujeres y, por tanto, ellos desistirán de tomar el permiso en la medida que les signifique una reducción del presupuesto familiar.


Otros temas relevantes, mencionó, son la disminución del fuero maternal, la restricción del derecho a dar alimento a los hijos respecto de las trabajadoras que se desempeñen en media jornada y las modificaciones a la licencia por enfermedad del hijo menor de un año.


Por otra parte, consultó cuál es la evidencia científica que existe actualmente en cuanto a los efectos que podría generar el traspaso de semanas del período pre al postnatal. Añadió que el proyecto de ley contempla esa posibilidad, siempre y cuando medie la respectiva autorización del médico tratante. Asimismo, se dispone que, ante cualquier complicación que ponga en riesgo el embarazo, dicho traspaso quedaría sin efecto, debiendo la mujer iniciar de inmediato el reposo correspondiente. Solicitó, entonces, información al respecto y la opinión de FENPRUSS en torno al tema.


El Honorable Senador señor Longueira expresó que el tema que nos ocupa tiene una dimensión médica, pero también otra de carácter político, lo cual lo hace particularmente complejo. Agregó que hay varios asuntos de importancia que abordar en el análisis de esta materia.


En primer lugar, mencionó el punto relativo a la posibilidad de traspasar semanas de la etapa prenatal a la postnatal. Esa facultad, subrayó, se encuadra dentro de la libertad que tiene la mujer para decidir en torno a su embarazo, libertad que, por cierto, tampoco es absoluta por cuanto, para que dicha decisión prospere, es necesario que el proceso de gestación no haya presentado problemas y que el médico tratante así lo certifique autorizando el traslado del reposo. Se trata, entonces, de un espacio de libertad que, si bien es opinable, parece ser una alternativa que está bien planteada en las circunstancias descritas. 


En cuanto al tope de las 30 unidades de fomento contemplado respecto al subsidio a pagar, indicó ser un firme partidario del mismo en la medida que éste representa una herramienta de focalización del beneficio que, como tal, permitirá que los recursos fiscales destinados para estos fines, sean efectivamente percibidos por quienes más lo necesitan. Se ha expresado aquí, añadió, la preocupación en relación a las personas que perciben más altos ingresos -cosa poco frecuente-, ante la posibilidad de que el subsidio, limitado en las antedichas 30 unidades de fomento, signifique una reducción del presupuesto familiar y, con ello, un desincentivo al uso del permiso en cuestión. Sin embargo, advirtió, para revisar el tema es preciso contextualizarlo en la realidad de la sociedad chilena. En efecto, explicó, se ha señalado que la propuesta del proyecto iría en desmedro de la clase media chilena, pero se cita como ejemplo a una mujer profesional con remuneraciones por sobre 66 unidades de fomento -tomando como referencia el tope imponible-, y cuyo marido percibiría ingresos en un 30% superiores a los de ella, de acuerdo a la actual situación remuneracional de nuestro país. Es decir, se trata de una familia cuyo presupuesto alcanza varios millones de pesos, sumando los ingresos del hombre y la mujer. Ahora bien, añadió, al tenor de la encuesta CASEN, esa familia no pertenecería precisamente a la clase media chilena, sino que más bien sería un grupo familiar perteneciente a un estrato socio económico alto que, según dicha encuesta, sólo corresponde a un 1% de nuestra población. En ese contexto, enfatizó, no parece razonable que el Estado tenga que otorgar un subsidio superior al que propone el proyecto, porque ello desfocalizaría el beneficio. De ahí, entonces, la importancia de establecer el tope sugerido, ya que, por lo demás, para aquéllas personas que perciben remuneraciones inferiores a 30 unidades de fomento, el subsidio representa la totalidad de sus ingresos. No parece equitativo, enfatizó, que el Estado entregue un subsidio cuantioso a quienes tienen ingresos más altos, en tanto que quienes trabajan por el ingreso mínimo mensual, sólo reciban, en razón del mismo subsidio, una suma equivalente a dicho ingreso mínimo. Esto explica y justifica, subrayó, la existencia de un tope que ponga un límite respecto de las remuneraciones más altas y que, a la vez, implique cubrir la totalidad de las remuneraciones de menor monto. Hizo presente que el 87% de las mujeres trabajadoras de nuestro país reciben menos de 30 unidades de fomento por concepto de remuneraciones, con lo cual, reiteró, el subsidio cubrirá el 100% de sus ingresos laborales durante el período de descanso de maternidad. El 17% restante de trabajadoras, corresponde a aquellas que perciben remuneraciones por sobre dicha cifra, las que, además, pueden estar apoyadas por un marido que, de acuerdo a la tendencia mayoritaria, debería tener ingresos superiores y, por tanto, en conjunto, deberían sumar un patrimonio cuya cuantía justifica que el subsidio estatal tenga una limitación.


El tope propuesto significa, pues, el mínimo de focalización que debe contemplar una política pública y, asimismo, el mínimo de justicia social que una normativa de esta naturaleza debería considerar.


Asimismo, destacó que la extensión del período postnatal que el proyecto contempla, en tres meses más -completando un total de seis meses de permiso-, más el pago de un subsidio que tiene el tope de 30 unidades de fomento, son beneficios que actualmente no existen en nuestra legislación y que vienen a sumarse al sistema de protección social hoy día vigente, el cual no es modificado. Se trata, entonces, de beneficios adicionales que en la actualidad las mujeres trabajadoras no tienen. Entre ellos, añadió, se ofrece a la mujer la posibilidad de reincorporarse a su trabajo en régimen de media jornada laboral, permitiéndole complementar sus ingresos, sin perder el subsidio, justamente en razón de que éste tiene un tope en 30 unidades de fomento. Esa opción, subrayó, también está dentro del rango de libertad que ha de entregarse a la mujer en estas materias, lo cual, a su juicio, es del todo apropiado. 


El Honorable Senador señor Bianchi manifestó que lo señalado por el Honorable Senador señor Longueira hace mucho sentido respecto de una familia en la que, efectivamente, están presentes madre y padre, y ambos concurren aportando ingresos para el sustento económico del hogar común. Sin embargo, advirtió, hay situaciones que no responden necesariamente a dicho esquema. Así, por ejemplo, podemos revisar el caso de una mujer jefa de hogar, que bien podría ser una profesional que tenga remuneraciones superiores al máximo imponible -esto es, sobre 66 unidades de fomento-, perteneciente a la clase media de nuestro país, con el grado de endeudamiento regular y con el nivel de vida propio de dicho estrato socio económico. Esta persona, subrayó, efectivamente podría verse afectada por un subsidio limitado que, finalmente, la obligue a reintegrarse al trabajo a fin de no mermar sus ingresos. Lo propio podría acontecer respecto de una mujer cuyo marido o pareja se encuentra cesante. Por consiguiente, subrayó, es preciso analizar esta problemática desde una perspectiva integral, que considere las diferentes realidades que registra nuestra sociedad.


En otro orden de ideas, Su Señoría consultó al Ejecutivo por la situación de las funcionarias del sector público que prestan servicios en régimen a contrata. Indicó que, de acuerdo a lo señalado en la exposición precedente, la situación de estas trabajadoras es preocupante, tanto en cuanto su contratación finaliza al día 31 de diciembre de cada año, de no mediar la renovación previa de la misma. Así las cosas, apuntó, bien podría interpretarse que el fuero maternal de estas trabajadoras está limitado por dicha circunstancia, permitiendo la desvinculación laboral de la funcionaria, no obstante su estado de gravidez. Este es un asunto no menor, recalcó, habida consideración que estas trabajadoras alcanzan un significativo porcentaje de la dotación del personal del sector público, muy por sobre el 20% que permite la ley.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, en primer lugar, señaló que existe una dificultad de apreciación en torno a esta iniciativa legal, la cual ha hecho presente con mucha fuerza desde que se inició el estudio de la misma. En efecto, explicó, este no es un proyecto de ley destinado a la mujer o la madre trabajadora, sino que es una iniciativa inspirada en el niño. A partir de la confusión que persiste a este respecto, es que se mezclan temas y problemáticas que, aunque aparentemente vinculadas, no deberían entrecruzarse para el tratamiento legislativo de estas materias. Prueba de ello, acotó, es la referencia a la empleabilidad femenina, asunto que requiere un análisis en su propio mérito y no a propósito de la protección de la infancia. Manifestó estar disponible para estudiar, por ejemplo, todos los mecanismos que resulten pertinentes para superar la discriminación laboral entre hombres y mujeres, y las diferencias remuneracionales entre ambos.


Desde esa perspectiva, agregó, la posibilidad de traspasar semanas del pre al postnatal, no es sólo un problema de libertad de la mujer. Explicó que el reposo prenatal está concebido en función del bienestar del niño que está por nacer, cuya tranquilidad y seguridad en la vida intrauterina justifican que durante algunas semanas previas al parto, la madre guarde el descanso pertinente que evite cualquier lesión del feto. Indicó que la ciencia pediátrica se encuentra conteste en cuanto a que restar dos o tres semanas de descanso prenatal, afecta al menor, toda vez que la última fase del proceso de gestación es fundamental en su desarrollo y, como tal, es esencial que se complete a cabalidad. No se trata, pues, de un problema de libertades, ni de rol del Estado, ya que, más allá incluso de los diversos criterios médicos, se trata de la salud del niño y de su debido y conveniente resguardo. Este pleno desarrollo fetal, enfatizó, es lo que con el transcurso de los años se manifiesta, por ejemplo, en una capacidad de aprendizaje mayor. 


En segundo término, refiriéndose al tope de 30 unidades de fomento contemplado respecto al subsidio, señaló que el tema plantea un problema de derechos adquiridos, toda vez que en la actualidad se paga un subsidio cuyo límite está en las 66 unidades de fomento y, por tanto, cubre prácticamente la totalidad de la remuneración que reemplaza. En cambio, anotó, el proyecto de ley ahora ofrece menos que eso, ya que el subsidio sólo alcanza como máximo las 30 unidades de fomento. Se sostiene, en justificación, que no se quiere desfocalizar el beneficio, sin embargo, en este tema se vuelve al mismo punto señalado con anterioridad, es decir, no se trata simplemente de un derecho de la madre trabajadora, sino que de una prerrogativa que cede en beneficio del menor. El problema de los ingresos y las desigualdades socio económicas al interior de nuestra sociedad se puede abordar, por ejemplo, mediante una reforma tributaria. El tema central aquí no es la madre y sus remuneraciones, sino el niño, su salud y desarrollo. Está comprobado que el incremento del descanso postnatal de tres a seis meses, mejora ostensiblemente las condiciones de desarrollo del recién nacido, y esa debe ser la preocupación principal en este debate.


Por su parte, el Honorable Senador señor Lagos planteó una reflexión a partir de lo dicho precedentemente. El tope de las 30 unidades de fomento se ha explicado en función de la necesidad de colocar los recursos en los sectores de menores ingresos. Asimismo, anotó, sería factible sostener que es preciso destinar los recursos a fines tales como la ampliación de cobertura de los beneficios del sistema de protección a la maternidad para las mujeres que nunca han tenido acceso al mismo.


Sin lugar a dudas, añadió, este tema está imbuido en las promesas formuladas durante las campañas electorales, en las cuales los distintos candidatos presidenciales hicieron anuncios en cuanto a extender el permiso postnatal de tres a seis meses, de modo tal que no es posible soslayar el hecho de que este proyecto responde a un compromiso adquirido en dicho contexto. Sin embargo, agregó, en un país de recursos escasos, como el nuestro, quizás podría parecer más razonable, e incluso de mayor justicia, el ofrecer estos beneficios a quienes nunca han accedido a los mismos, aunque sea contemplando un permiso menor, en lugar de extender el reposo a seis meses. En ese entendido, apuntó, podría explicarse la imposición de un tope al subsidio estatal a pagar.


No obstante, continuó, surge entonces el planteamiento del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, quien sostiene que lo esencial en esta materia son los derechos del niño, y no los de la madre trabajadora, argumento tras el cual pierde toda importancia la situación económica de la mujer, su nivel de remuneraciones o el tipo de contrato de trabajo que ésta tiene. Expresó compartir la opinión de que el bien jurídico a proteger es el bienestar del menor y, desde ese punto de vista, efectivamente resulta indiferente el ingreso familiar u otras consideraciones de esa índole. De igual modo, pierde razón de ser el establecimiento de un tope al subsidio. El fundamento para extender el período postnatal es que el recién nacido así lo necesita. Si bien parece razonable focalizar los recursos -que son escasos- en las familias de menores ingresos, no resulta pertinente discriminar en base a dicho factor, estableciendo una restricción económica, toda vez que la protección debe orientarse en resguardo del menor.


En síntesis, reseñó, la sola prolongación del período de reposo posterior al nacimiento, no es la mejor manera de gastar los recursos fiscales, en la medida que queda pendiente una mayor ampliación de cobertura respecto de aquellas mujeres que nunca han recibido beneficio alguno en este orden. Esto es, apuntó, lo que parece más justo, sin embargo, la propuesta legislativa está limitada al tenor del compromiso electoral. En segundo término, si se va a extender el permiso, pero el subsidio correlativo se va a supeditar a un corte económico, ello no resulta acorde con el objetivo principal de proteger el desarrollo del menor. Por último, tras estas materias no hay un problema de libertad de la madre, asunto que tiene implicancias en otros temas no menos relevantes, como por ejemplo, los derechos reproductivos de la mujer, pero aquí, lo esencial, es el recién nacido y su protección.


Enseguida, el Honorable Senador señor Chahuán señaló que desde la campaña presidencial prestó su apoyo a una iniciativa de esta naturaleza, atendida la trascendencia social de la materia que ella aborda. Sin perjuicio de lo anterior, agregó, surge la inquietud en relación a temas tales como el mencionado tope de 30 unidades de fomento y la ampliación de cobertura. En efecto, continuó, parece pertinente reconsiderar el incremento de la cobertura del sistema y no sólo elevar el tope del subsidio. Dada esa premisa, sería conveniente escuchar la opinión del Ejecutivo en torno al punto. Es necesario revisar la posibilidad de ampliar la cobertura del sistema protector de la maternidad y para ello es preciso buscar una fórmula que, por una parte, permita ofrecer estos beneficios a personas que antes no han tenido acceso a los mismos y, por la otra, consagrar dichos beneficios bajo el prisma del bien jurídico protegido, esto es, el desarrollo del menor en sus primeros meses de vida, especialmente mediante el fortalecimiento de la relación materno-infatil. 


En cuanto al tope al subsidio, recordó haber planteado antes la pertinencia de revisar la posibilidad de hacer un esfuerzo adicional para elevar el límite actualmente contemplado, lo cual, atendido lo contundente que ha sido la agenda social del Gobierno, sin duda que será un asunto complejo de resolver.


La Honorable Senadora señora Rincón expresó que la iniciativa en estudio parece constituir un buen ejemplo de lo que ocurre cuando durante una campaña política se realizan promesas electorales, recogiendo una determinada realidad y los candidatos plantean su intención de modificarla.


En este caso, señaló, la información proporcionada indica que la madre debiera estar más de tres meses con su hijo recién nacido, ya que la realidad de nuestro país -tenida en consideración al efectuar estas promesas-, es que actualmente el período postnatal efectivo es de 5 meses y medio, en promedio, por cuanto su teórica duración -de tres meses-, en los hechos, se extiende mediante la obtención de licencias médicas por enfermedad grave del hijo menor de un año. Más aún, apuntó, según ha podido constatarse, es incluso frecuente encontrar un postnatal efectivo hasta por un año corrido, situación que se produce normalmente entre las mujeres de mayores ingresos, ya que son ellas las que acceden a una atención de salud que les permite acceder a estos beneficios.


Manifestó que si tan sólo se quisiera transparentar la realidad actual, y sin que ello signifique impetrar un mayor gasto por parte del Estado, bastaría con extender el período postnatal a seis meses para todas las mujeres del país y, al mismo tiempo, mejorar la fiscalización en torno a las licencias por enfermedad grave del hijo menor de un año, sin necesidad de considerar más el asunto, con lo cual se llevaría a la norma legal la realidad práctica y se haría más equitativo el acceso a un beneficio establecido en favor de las madres trabajadoras y de sus hijos.


Sin embargo, advirtió, el proyecto de ley no hace eso y, muy por el contrario, no extiende el permiso postnatal para todas las madres trabajadoras de nuestro país, sino que mediante un subsidio limitado en 30 unidades de fomento, está realizando una transferencia de recursos para focalizarlos en las mujeres de menores ingresos, debido a que todas las trabajadoras que obtienen remuneraciones por sobre el referido tope, no podrán hacer uso del permiso extendido porque, en definitiva, no les resultará posible -ni conveniente- renunciar a los ingresos que percibían antes del embarazo sin afectar severamente el presupuesto familiar. 


Explicó que los trabajadores están sujetos al tope imponible de 66 unidades de fomento mensuales, y que todas las mujeres del país que tienen rentas superiores a dicho límite, en la práctica, renuncian al excedente de tal suma al momento de tener un hijo, con excepción de aquellas que, producto de una negociación colectiva, han obtenido que el empleador se haga cargo de la diferencia, o de aquellas que trabajan en el sector público. En este último caso, agregó, es el Fisco quien paga la diferencia sin que la madre se vea afectada por el tope imponible, lo cual es una lógica contrapartida que compensa ciertas desigualdades que estas funcionarias tienen respecto de las trabajadoras del sector privado, como por ejemplo, por la inexistencia de indemnización por años de servicio o por el sistema de desvinculación que establece el Estatuto Administrativo, que es diferente al sistema de garantías que consagra el Código del Trabajo.


Por consiguiente, reiteró, objetivamente el proyecto no extiende el período postnatal a seis meses, sino que dispone para todas aquellas mujeres con remuneraciones inferiores a 30 unidades de fomento, un traspaso o transferencia focalizada de recursos con tope de 30 unidades de fomento, a fin de que puedan permanecer tres meses más con sus hijos, sin que el resto de las madres trabajadoras tenga tal beneficio, a menos que renuncien a la parte de sus ingresos que excede de ese monto. Recordó que durante este debate ya se ha resaltado la difícil situación a que se verían enfrentadas las trabajadoras con una renta superior a 30 unidades de fomento integrantes de una familia monoparental, o las que aportan el sustento familiar porque su marido está cesante, quienes deberán optar entre renunciar a la posibilidad de permanecer más tiempo con su hijo o prescindir de alguna parte de sus ingresos. Asimismo, señaló que la facultad de reincorporarse al trabajo en jornada parcial será muy limitada, pues ella será aplicable en un número muy reducido de actividades. Agregó que otro sector que resulta afectado es el de las mujeres profesionales con rentas superiores a 30 unidades de fomento, pues ellas forman parte de la clase media a quienes el proyecto tampoco beneficia. 


Enfatizó que es necesario hacer una reflexión integral sobre la materia, desde la perspectiva de la seguridad social, a partir de la cual se busque proteger al trabajador y a su familia, visión que no recoge el articulado del proyecto. Añadió que, si se desea focalizar los recursos, si se busca un sistema asistencial, si se quiere ampliar la cobertura de los beneficios a segmentos actualmente no alcanzados por los mismos, es posible hacerlo, pero, en tal caso, es imprescindible transparentar la situación, expresándolo claramente y sin señalar que se extenderá el postnatal a seis meses porque el proyecto no hace eso para la universalidad de las trabajadoras, sino que discrimina entre ellas y, peor aún, tal como se ha argumentado durante el debate, se discrimina a los niños de acuerdo a la situación socio económica y laboral de su madre.


Respecto de la ampliación de la cobertura contemplada en el proyecto, señaló que la iniciativa también presenta fallas en dicho sentido, pues es tal la cantidad de requisitos que exige para acceder a los mismos -como, por ejemplo, estar cesante, tener cierta antigüedad de afiliación y cierta densidad de cotizaciones-, que aunque se pretende incorporar en el universo de beneficiarias al 20% de las mujeres más pobres del país, en la práctica, no se abarcará más del 5%, como se desprende del propio informe financiero que acompaña la Dirección de Presupuestos, el cual considera para dicho propósito sólo la suma de cinco mil millones de pesos, lo que equivale apenas al 2% de lo que se destinó el año pasado para el financiamiento de la licencia médica por enfermedad grave del hijo menor de un año.


Concluyó expresando que este tema efectivamente fue motivo de promesas electorales de los diferentes candidatos presidenciales y que, si bien no es posible saber cuál sería el proyecto que sobre la materia habrían presentado quienes no resultaron electos, es importante resaltar el cuidado que es preciso tener para formular tales promesas, y la necesidad de tratar de cumplir con ellas, haciendo presente que comparte los objetivos a que hace mención el proyecto en debate pero que estima que su articulado resulta contradictorio con tales propósitos.


La Directora Nacional, Encargada de Igualdad de Oportunidades, de la Federación Nacional de Profesionales Universitarios de los Servicios de Salud (FENPRUSS), expresó su opinión en cuanto a que el sólo hecho de encontrarse en discusión la extensión del período postnatal a seis meses, ya constituye un avance, debido a los importantes efectos que dicha medida tendría tanto para la madre trabajadora como para su hijo.

Destacó, asimismo, la importancia del amamantamiento y del vínculo del apego. Con ellos, añadió, resultan claramente favorecidos los hijos de aquellas madres que actualmente pueden optar por no trabajar, y para quienes es posible permanecer junto a sus hijos durante ese período, lo que motiva, incluso, que tengan una descendencia más numerosa. En tal sentido, agregó, en el país las trabajadoras que son madres pagan un alto costo, tanto por no poder atender como quisieran a sus hijos recién nacidos durante ese período crucial, como por el hecho que un 40% de ellas debe mantener su actividad laboral, pues son madres jefas de hogar que con sus ingresos sostienen a la familia.


Señaló que, según se ha mencionado, el proyecto busca ampliar la cobertura del beneficio para el 20% más pobre de las mujeres, pero que, en el caso de las trabajadoras profesionales de los Servicios de -las que ingresan a trabajar con un sueldo inicial de, aproximadamente, 500.000 pesos-, rápidamente quedarían afectadas por el tope de 30 unidades de fomento, el que además, podría sobrepasarse fácilmente, por ejemplo, con la obtención de un bienio. Ello, apuntó, conduce a que todas las asociadas a las que representa, en definitiva, no obtendrían los beneficios de la eventual extensión del postnatal. Agregó que suele expresarse que sus sueldos son muy superiores a esa cifra, pero que, en la práctica, una profesora o enfermera en el grado 16 obtiene una renta de poco más de 520.000 pesos, lo cual, indicó, demuestra que no sólo se está defendiendo la situación de personas de mayores recursos, sino que a un conjunto de trabajadoras de clase media.


Manifestó que la realidad no es posible apreciarla bajo una perspectiva rígida e inconciliable. Señaló compartir que a las personas de menores ingresos se les otorguen todos los beneficios y garantías que requieran y que sea posible otorgarles, así como el hecho de que las políticas públicas se focalicen en tal sector. Sin embargo, ello no debe ser óbice para atender la situación de todas las mujeres, incluidas aquellas que se han esforzado y estudiado, formando parte de familias de ingresos medios y que, por tal motivo, no tendrían acceso al beneficio de la extensión del postnatal y a la posibilidad de cuidar a sus hijos, lo cual parece dar la razón a quienes han sostenido que la extensión del postnatal lamentablemente no es para todas las mujeres ni para todos los niños de Chile.  


Indicó que las mujeres trabajadoras que representa entienden nítidamente los beneficios de permanecer más tiempo con los hijos en una etapa crucial para su desarrollo, pero que, en verdad, sólo tendrán tal opción aquellas que cuentan con el respaldo de un jefe de hogar a quien le es posible solventar los gastos familiares por sí solo, siendo necesario para las demás continuar trabajando para asegurar el sustento de la familia. Agregó que si bien es una alternativa válida dejar de trabajar para dedicarse al cuidado del hijo recién nacido, para las que pueden, adoptar tal decisión siempre es un proceso difícil por todas las implicancias que ello significa. Por eso, enfatizó, es necesario que el Estado busque la forma de conciliar el trabajo, la familia y la maternidad, generando las condiciones para que la madre que desea trabajar pueda hacerlo. 


En cuanto al eventual efecto de la extensión del postnatal a seis meses que el proyecto considera, reiteró que, en su opinión, con las condiciones que establece la iniciativa, no será accesible para las profesionales de la salud, las que tampoco tendrán la posibilidad de celebrar contratos parciales para recuperar los ingresos que tenían al momento de embarazarse, encontrándose discriminadas de los beneficios que la iniciativa pretende generalizar. 


Respecto de la flexibilidad que se establece para traspasar parte del período prenatal hacia el postnatal, indicó compartir la postura manifestada en el sentido de no dejar entregada tal decisión a la voluntad de la mujer embarazada, con independencia de que se trate de una decisión adoptada por una mujer adulta que goza de la autonomía propia de todo ciudadano, pues, en tal opción, es necesario tener presente las consideraciones médicas sobre su efecto en la salud de la madre y, particularmente, en la del hijo que está por nacer. Es necesario, añadió, reiterar la importancia del cuidado de la madre durante el tercer trimestre del embarazo, pues en tal período es cuando la mujer se ve expuesta a complicaciones que, si bien pueden no tener manifestaciones externas previas -como la preclampsia, la hipertensión o el desprendimiento de placenta-, exponen la salud de la madre y la vida del hijo, de cuyo cuidado depende el futuro de la nación.


En relación al fuero, señaló que un número importante de las asociadas a FENPRUSS se encuentra bajo el régimen de contrata, por lo que están sujetas a su renovación cada 31 de diciembre. En cuanto a las modificaciones que sobre el fuero maternal la iniciativa propone introducir, expresó que parte de los funcionarios estima que éstas no les resultarán aplicables, en atención a que se encuentran regidos por el Estatuto Administrativo y no por el Código del Trabajo, situación que, por tanto, solicitó fuera aclarada expresamente.


Finalmente, señaló que parte de la discusión ha discurrido sobre la base de comparar la regulación de los permisos pre y postnatal chilenos con el de otros países, particularmente con el de los países más desarrollados, lo que estimó un ejercicio equivocado en atención a que para ello sería necesario analizar todos los factores que inciden en la situación de la madre y no sólo la duración del descanso otorgado, estudiando, por ejemplo, desde el régimen alimenticio de las madres hasta las condiciones sociales, habitacionales o culturales en que se desenvuelven. Concluyó su intervención señalando que la iniciativa en informe no debería disminuir los derechos ya existentes o generar retrocesos en algunos campos, como ocurriría si se flexibiliza el actual sistema de permisos, lo que podría llevar a perder parte del camino ya avanzado en este ámbito.


A continuación, el Honorable Senador señor Uriarte manifestó que, para analizar adecuadamente la iniciativa en estudio, es necesario tener presente un tema de fondo, cual es que el permiso postnatal se traduce en un subsidio que otorga el Estado, perspectiva desde la cual es necesario comprender que las políticas de subsidio deben ser serias y consistentes, y que no es posible otorgar tal beneficio indiscriminadamente a toda la población sin desnaturalizarlo. 


Agregó que las políticas de subsidio deben cumplir ciertas condiciones mínimas, entre las que se cuentan, por un lado, la de ser limitados en el tiempo, pues la naturaleza de los mismos es ser de índole transitoria y no de carácter permanente e indefinido, y por el otro, la de ser acotados a ciertos montos o cantidades, tal como se han establecido en el campo de la Educación, la Vivienda o la Salud. Sin embargo, continuó, los subsidios no sólo tienen limitaciones de tiempo y de monto, sino que, por sobre todo, y lo que los distingue, es que ellos deben estar focalizados a un segmento de la población.


Explicó que, para focalizar un subsidio, el Estado se encuentra obligado a discriminar, labor habitual que sólo está prohibida cuando se realiza en forma arbitraria e ilegal, y que, más aún, se ejecuta con regularidad cada vez que se establece si una determinada política pública se dirigirá, por ejemplo, a los adultos mayores, a los menores o a las mujeres, o cuando se diferencia entre nacionales y extranjeros, o cuando se distingue entre las personas que se encuentran en situación de pobreza de las que no lo están. Expresó que, para establecer la adecuada focalización de una determinada política pública, es necesario utilizar uno o varios parámetros de diferenciación, por lo que no debe llamar a extrañeza que al distinguir en razón de determinados niveles de ingresos, algunas personas no resulten ser beneficiarias de los distintos subsidios existentes, entre ellos, el de consumo de agua potable o energía eléctrica, o los de vivienda, y, aunque la discriminación pueda ser molesta, en esta materia ella responde a la necesidad de establecer una correcta política pública basada en una buena y necesaria focalización de los recursos que entrega el Estado mediante estos subsidios, tal como ocurriría en el caso en estudio.


Enseguida, el Honorable Senador señor Longueira señaló que en el debate se ha hecho presente la necesidad de ser muy cuidadoso con las promesas realizadas durante las campañas electorales, lo que pareciera indicar que no se está cumpliendo con lo que se ofreció al país, ante lo cual es su deseo dejar establecido que la propuesta en estudio cumple cabalmente con lo que se manifestó en la última campaña electoral, propuesta que, además, estima correcta y adecuadamente focalizada.


Expresó que también se ha utilizado como ejemplo la situación de personas cercanas que no recibirán su renta íntegra durante la extensión del postnatal porque ella excede las 30 unidades de fomento. Añadió que, probablemente, todas las personas podrían citar casos similares, sin embargo, y aunque sus propios familiares no reciban un subsidio por 66 unidades de fomento que corresponde a su renta imponible, le satisface que se realice tal discriminación, por cuanto, en su opinión, al Estado no le corresponde otorgar subsidios al segmento de la población que cuenta con más recursos. Actuar de otra forma, agregó, significa perder de vista la necesaria focalización del gasto público en Chile.


Respecto de la posibilidad de trasladar parte del período prenatal al postnatal, señaló que, sin perjuicio de la visión de la ciencia médica, que es la entendida en la materia, estima adecuado que tal opción no quede libremente entregada al arbitrio de la mujer sino que deba contar con el respaldo responsable de su médico. Sin embargo, advirtió, es dable esperar que las madres recurran a la atención aquellos facultativos que tengan un criterio más flexible sobre el particular a fin de obtener tal autorización. En todo caso, anotó, también se espera que éstos tengan en especial consideración la situación del niño que está por nacer. 


En relación a la cobertura, señaló que en nuestro país ya existe un descanso postnatal y que el nuevo período planteado por la iniciativa del Ejecutivo no reduce tal cobertura. Apuntó que muchos argumentos parecieran indicar que, producto de los cambios propuestos, habrá menos gente con acceso a tal descanso, aunque en realidad se aumenta el conjunto de mujeres con derecho al mismo. Subrayó que el proyecto adiciona beneficios a los ya existentes e incrementa el universo de sus beneficiarias. Destacó que, si bien parece ser compartida la opinión de perfeccionar el sistema de protección a la maternidad, legítimamente también podría estimarse que ello debe hacerse de otra forma o con otra visión, tal como lo demuestra el hecho que el proyecto esté sometido a la consideración de las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, pues en la materia coexisten diversos aspectos, derechos y libertades de importancia que se encuentran en juego, como la salud de la madre y del hijo, o la empleabilidad de la mujer.


Reiteró que desea ser enfático en cuanto a que se ha cumplido lo que se prometió al país, y que se ha extendido el período postnatal, así como también el 87% de las trabajadoras recibirá, por concepto de subsidio, una suma equivalente al 100% de su remuneración durante la extensión del permiso, pues tienen una renta de 30 unidades de fomento o menos.


En cuanto al uso del permiso parental por parte del padre, expresó que aunque todos se manifiestan partidarios del mismo, también se ha sostenido que es muy probable que ello no ocurra debido a la diferencia de rentas que existe en el país entre hombres y mujeres, la que, según se ha dicho, alcanza a un 30%. Señaló que el temor que existe a este respecto es que un matrimonio o una pareja no podrá optar por dicha alternativa por un problema de disminución de ingresos, no obstante, agregó, si los recursos del Estado no fueran limitados y no existiera la necesidad de focalizarlos, estaría de acuerdo en pagar el equivalente a 66 unidades de fomento para todos. Sin embargo, añadió, la realidad que debe ser considerada al establecer políticas públicas, es que existen muchas necesidades y que es imprescindible focalizar los recursos para atenderlas, pues no parece justo que con las limitaciones de recursos existentes, con la clase media y la pobreza que existe en el país, el Estado deba concurrir aportando 66 unidades de fomento para pagar la extensión a seis meses del período postnatal a quienes cuentan con mayores recursos económicos. Señaló que si una madre tiene una remuneración superior a 66 unidades de fomento, de acuerdo a las estadísticas, el padre debiera ganar un 30% más que ella, y que aunque siempre se menciona la excepción constituida por la madre jefa de hogar -para quienes estimó pertinente quizás establecer una regulación especial-, en la práctica, habitualmente, se tratará de parejas o de un matrimonio. De esa forma, para que el menor de una familia de mejor situación económica, tenga el derecho a permanecer más tiempo con su madre, intención en la que todos coinciden, sería necesario que el Estado destine a su madre aproximadamente un millón y medio de pesos al mes y, en cambio, para la madre de un menor cuya familia integra el segmento de más bajos ingresos y cuya remuneración no supere ingreso mínimo mensual, el mismo Estado sólo destine la suma de ciento setenta mil pesos mensuales, equivalentes a dicho ingreso mínimo.


Expresó que no se trata de dramatizar ni de poner ejemplos exquisitos para intentar plantearlos como la regla general. Reiteró ser partidario de establecer el tope de 30 unidades de fomento, como asimismo de ampliar la cobertura del beneficio, a fin de que el Estado atienda con un subsidio que cubra el 100% de los ingresos de las madres de los hogares de menores recursos. Los desafíos, agregó, son diversos, entre ellos, cómo incorporar y aumentar la presencia de la mujer en la fuerza de trabajo evitando que su acceso se vea dificultado, y también, cómo focalizar adecuadamente el subsidio. Insistió en la pertinencia de imponer un tope máximo para el beneficio, atendido el monto de los recursos fiscales involucrados.


Respecto de los argumentos que han planteado quienes sostienen que es necesario privilegiar los derechos del niño sobre toda otra consideración, estimó que si tal fuere la única preocupación, debiera entonces impedirse que la madre trabaje, aunque sea por media jornada, durante todos esos meses, y prácticamente ordenársele que amamante a su hijo. Sin embargo, apuntó, como existe el límite de 30 unidades de fomento para el subsidio, parece preferible entregar esa decisión a la madre, quien libremente evaluará sus opciones. 


Finalmente, expresó que la situación actual representa una de las políticas públicas más regresivas de nuestro país, debido al abuso de las licencias por enfermedad grave del hijo menor de un año, que ha llevado a que los niños de nuestro país presenten una tasa de reflujo de un 53%, contra el 0,3% existente a nivel internacional.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto expresó que estimaba necesario realizar una aclaración que permita situar adecuadamente la discusión. En efecto, explicó, durante el debate se ha planteado que todo lo relacionado con la maternidad es un subsidio y debe tratarse desde esa óptica, lo cual considera un profundo error. Agregó que debe quedar claro que las normas sobre protección a la maternidad tienen su sustento en un derecho reconocido y garantizado por la Constitución Política de la República, al igual que lo son otros temas laborales consagrados en la Carta Fundamental. Las diferencias expresadas, añadió, son una consecuencia del hecho que el proyecto se refiere a subsidios que, como tales, focaliza en los sectores más vulnerables, aunque la discusión en estricto rigor debería referirse a la regulación de un derecho constitucional. Estimó que, desde esa perspectiva, es posible alcanzar ciertos acuerdos en la materia, pero que, para ello, es importante no desviar el debate de los temas de fondo.


Por otra parte, aclaró que entre las observaciones formuladas, no se ha planteado que el proyecto disminuya la cobertura del sistema, sino que, muy por el contrario, la crítica apunta a que dicha cobertura no se aumenta lo suficiente, ya que no se incorporan al universo de beneficiarias a más madres de nuestro país, y ese, por tanto, será uno de los temas más relevantes que posteriormente habrá que discutir.


La señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer (SERNAM) señaló que las discrepancias que genera el proyecto se deben, en parte, a que éste intenta conciliar dos aspectos que parecen antagónicos, como son, el derecho de la mujer a tener hijos y cuidarlos adecuadamente y su derecho a desarrollar un trabajo remunerado, materias que durante el debate han generado posturas contradictorias.


En primer término, destacó, el período postnatal vigente en Chile es uno de los más extensos en Latinoamérica, pese a lo cual su duración se está duplicando, modificación que generará efectos de importancia en el ámbito de la familia y en el de la actividad laboral, los cuales, por una parte, son muy bien considerados cuando la iniciativa se analiza desde la óptica familiar, pero que se ven con desconfianza cuando se considera desde la perspectiva laboral.


Indicó que las trabajadoras de clase media serán una de las principales beneficiadas por la duplicación del período postnatal, debido a que en los sectores de menores recursos gran parte de las mujeres no se incorporan al mercado laboral o lo hace en mercados informales que no originan derechos laborales como el referido permiso. Resaltó que las beneficiarias no sólo mantendrán su actual postnatal de tres meses, del que carecen las trabajadoras de sectores de menores recursos, sino que, además, contarán con un subsidio adicional hasta completar un período de seis meses.


Señaló que el establecimiento de un tope al subsidio, tiene el propósito de evitar profundizar las desigualdades existentes en el país, diferencias de las cuales son los niños las principales víctimas y afectados. Añadió que duplicar el permiso y el subsidio a las madres trabajadoras sin fijar un límite para el monto del subsidio durante la extensión del permiso, incrementaría la inequidad del sistema. Enfatizó que no se disminuye el actual subsidio para los primeros tres meses del permiso, sino que se otorgan tres meses adicionales de permiso y de subsidio.


Respecto del permiso parental, expresó que la extensión del postnatal es un derecho de la madre ya que ella es la titular del permiso de seis meses, pero que se le permite traspasar una parte del mismo al padre, como una forma de facilitar una mejor relación de éstos con sus hijos. Indicó que, aunque no todas las mujeres tienen marido, sí todos los niños tienen padre, condición que basta para ser eventual beneficiario del traspaso del permiso desde la madre, lo que puede constituir una herramienta de gran utilidad para que los hombres generen vínculos y se hagan cargo del niño en edad temprana y no sólo cuando el menor puede jugar fútbol con él, como ocurre en la actualidad.


En cuanto a la consulta formulada sobre el fuero de las trabajadoras del sector público, aclaró expresamente que el proyecto de ley se limita a modificar las normas del Código del Trabajo y que tales enmiendas en nada alteran la situación de las trabajadoras que se desempeñan bajo el régimen de contrata en el sector público, cuyas relaciones con su empleador se rigen por el Estatuto Administrativo y no por el referido Código laboral. 


Enseguida, la señora Ministra Directora del SERNAM se refirió a la brecha remuneracional que existe en el país entre mujeres y hombres, haciendo presente que dicha diferencia corresponde a un 12,6% y no al 30% que erróneamente se ha mencionado durante el debate, aunque igualmente resulte molesta la persistencia de tal brecha.


En relación a los ejemplos planteados respecto a las mujeres profesionales de mayores ingresos, señaló que es importante insistir en que el proyecto no busca perjudicar a nadie, y que la situación actual de una trabajadora profesional de ingresos altos, dice que al tomar hoy día el permiso de pre y postnatal, se ve obligada a perder la diferencia que se produce entre lo que ella percibe y las 66 unidades de fomento que es el tope del actual subsidio, y que, además, se encuentra expuesta a perder el permiso y el subsidio completo si obtiene algún ingreso o remuneración durante dicho período. En consecuencia, agregó, esa trabajadora ya no estaría renunciando a nada, opción que implica la capacidad de decidir, facultad de la que hoy carece, ya que se encuentra obligada a ajustar su presupuesto al tope vigente del subsidio durante los períodos de pre y postnatal, etapa en la cual los gastos se incrementan como consecuencia del embarazo y posterior nacimiento del hijo.


Indicó que el proyecto asume que el interés superior del niño es permanecer con su madre, sobre todo durante los primeros meses de vida. Subrayó que no se modifica la situación actual de la profesional trabajadora, salvo en cuanto se extiende la duración de los permisos derivados de la maternidad, de los actuales cuatro meses y medio a siete meses y medio, ofreciendo, además, la opción de complementar la remuneración a partir del cuarto mes sin perder el subsidio que se recibe del Estado, con la sola limitación de que el monto de tales ingresos sumados al subsidio no superen el sueldo que la mujer tenía al momento de iniciar el prenatal, lo cual tiene el propósito de evitar que dichos beneficios se transformen en una actividad lucrativa realizada a costa de los recursos del Estado.


Expresó que nuestra realidad actual dice que el 23% de las trabajadoras que percibe remuneraciones por menos de 30 unidades de fomento, recibe un subsidio por un monto en un 30% inferior al sueldo que recibía al iniciar el permiso prenatal, toda vez que a la trabajadora se le entrega la suma que resulta de promediar lo que ganaba en los tres meses previos al prenatal y lo que percibía tres meses antes de embarazarse, a fin de evitar que se magnifique el gasto del Estado, mediante la simulación de fuertes alzas en los ingresos de la mujer una vez embarazada. Esta fórmula, agregó, determina que la mayoría de las mujeres reciban un subsidio por un monto inferior a su último sueldo.


Reiteró que el proyecto de ley busca el bien superior del menor y que nada cambia más la vida de un niño que el salir de la pobreza, pues en una familia que disminuye sus ingresos y en que la madre está imposibilitada de trabajar, resulta severamente afectada la vida del hijo, realidad que consideran las madres para decidir volver a trabajar.


En cuanto al tema de la cobertura, expresó que la iniciativa legal aumenta las posibilidades de conciliar el mundo del trabajo y el mundo de la familia para las trabajadoras, lo que desde ya constituye un asunto muy complejo de resolver. Sin embargo, advirtió, no es razonable pretender que este proyecto de ley subsane todos los problemas derivados de la incorporación de la mujer al mundo laboral o de su compatibilización con la vida familiar. Manifestó que uno de los principales problemas de las mujeres es su baja inserción en el mercado laboral y la discriminación que significa hacerlas responsables de todos los costos de la maternidad. En la práctica, apuntó, ello determina que gran parte de las mujeres realice labores precarias e informales ante la imposibilidad de conciliar trabajos formales con los requerimientos de la familia. Señaló que, si bien el proyecto no supera todos estos dilemas, al menos incentiva la búsqueda de empleos formales, que son los que generan derechos y beneficios como el postnatal o la jubilación. Sobre el particular, agregó que para las madres del primer quintil de ingresos que son contratadas a plazo fijo, por obra o faena, que hoy no acceden al pre y postnatal pese a que son trabajadoras formales, comienzan ahora a ser incluidas en el sistema, proceso que deberá ser profundizado en lo sucesivo.


En cuanto a la posibilidad de traspasar dos semanas desde el período prenatal hacia el postnatal, indicó que a nivel internacional no existe un prenatal que se extienda por seis semanas, lo que es un beneficio exclusivo de nuestro país. Señaló que no vislumbra problemas para que, autorizada por su médico, la madre traspase dos de esas semanas previas al parto hacia el permiso postnatal, ya que fenómenos como la preclampsia, por ejemplo, se pueden producir aun cuando la mujer no trabaje y permanezca en su hogar durante todo el embarazo, pese a lo cual hay quienes podrían estimar que la situación ideal es que no realice actividad alguna durante ese lapso.


Concluyó su intervención insistiendo en que el proyecto trata de conciliar equilibradamente el mundo del trabajo con el de la maternidad y la atención de los hijos. Destacó que la extensión del período postnatal constituye un primer paso en la búsqueda de soluciones para la compleja ecuación que se requiere cuando, por un lado, existen distintas realidades, problemas y necesidades y, por el otro, se dispone de limitados recursos para abordarlos.


Enseguida, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide realizó las siguientes aclaraciones respecto de algunos puntos mencionados en este análisis.


En primer lugar, indicó que nunca se ha sostenido que hayas madres buenas o malas en razón de si trabajan remuneradamente o no. Lo que se ha señalado es que, sin duda, el apego es fundamental en la relación materno-infantil y la presencia de la madre en el hogar contribuye al fortalecimiento de dicho vínculo.


En segundo término, el asunto de fondo acá no dice sólo relación con el otorgamiento de un subsidio estatal más, sino que estamos en presencia de derechos que, incluso, son reconocidos y protegidos constitucionalmente.


En un tercer orden, destacó la importancia de que el proceso de gestación llegue a feliz término y, en ese cometido, al descanso prenatal le cabe un papel fundamental. Tanto así, reiteró, que las consecuencias que de ello se derivan pueden manifestarse muchos años después y se ven reflejadas, por ejemplo, en los resultados de pruebas escolares como el SIMCE. Ello también se traduce, incluso, en mayores posibilidades para el pleno desarrollo de las personas durante su vida adulta. Para ejemplificar la trascendencia de lo señalado, citó un caso registrado en Canadá, donde una persona demandó al Estado con motivo de las afecciones que padecía en razón de los problemas que aquejaron a su madre durante el embarazo, sin que ésta haya recibido una adecuada protección social. Los tribunales de justicia acogieron las pretensiones del demandante y, finalmente, el Estado debió solventar las atenciones médicas correspondientes.


Como cuarto punto, se refirió al tema de las licencias médicas, señalando que, más allá de las enmiendas que se proponen en esta iniciativa legal, es necesaria una reforma integral del sistema de licencias médicas que rige en nuestro país, tal como lo ha sostenido desde hace ya mucho tiempo. Recordó que recientemente se ha despachado un proyecto de ley sobre esa materia, el cual, a su juicio, no resuelve la problemática de los abusos que se cometen en este orden, ya que aborda el tema parcialmente. Por consiguiente, enfatizó, es un asunto complejo cuya solución mayor aún se encuentra pendiente.


En quinto lugar, señaló que efectivamente tras estas materias hay un problema de recursos que es necesario resolver previamente. De acuerdo a las cifras expresadas, añadió, los fondos destinados a estos fines son escasos y, sin duda, se requiere un mayor aporte, incluso no sólo estatal, porque las propias empresas, tal como antaño, podrían tener una participación en solventar los beneficios en esta materia, en razón de la responsabilidad social que a ellas también compete. Asimismo, una reforma tributaria podría ayudar a enfrentar el tema en cuestión.


Por otro lado, subrayó que el problema geopolítico que trasciende a esta discusión es preocupante. Chile tiene una tasa de natalidad de 1,9, la que está por debajo del rango que registran otros países latinoamericanos. Ello no puede dejar de considerarse al debatir en torno a estas materias.


Finalmente, concluyó, existe disponibilidad para analizar otro tema relevante, esto es, la empleabilidad femenina, asunto respecto del cual aquí se ha expresado mucha preocupación, y que, en su opinión, debería ser objeto de una verdadera política de Estado.


Por su parte, el Honorable Senador señor Uriarte, para efectos de la historia fidedigna del establecimiento de la ley, manifestó que sin duda estamos en presencia de derechos reconocidos por nuestra institucionalidad constitucional y legal, pero, más allá de la naturaleza jurídica de los beneficios de que se trata, hay que considerar que éstos deben enmarcarse en el contexto de una política pública, la que debe estar acotada en montos, coberturas y plazos, es decir, tiene que ser focalizada. De lo contrario, advirtió, la normativa no será de utilidad social, porque los recursos y los beneficios no van a llegar a sus destinatarios finales, desvirtuando el sentido de fondo que permite que una política pública sea eficaz y que los recursos fiscales se inviertan donde realmente más se necesitan.


En la sesión siguiente, expuso el señor Ministro de Hacienda, quien refirió los detalles del proyecto de ley en informe, especialmente desde la perspectiva de la hacienda pública.

Acompañó su intervención con un documento, en formato power point, en el cual se consignan los principales aspectos de su exposición. Dicho documento fue debidamente considerado por los miembros de las Comisiones unidas, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones unidas.

El señor Secretario de Estado inició su exposición recordando que en el actual sistema de protección a la maternidad la trabajadora tiene derecho a un permiso maternal completo de dieciocho semanas, dividido en seis semanas antes del parto y doce semanas después de él, con un subsidio estatal que para todo ese período tiene un tope de 66 unidades de fomento, todo lo cual se encuentra relacionado y repercute en otros temas que también aborda el proyecto, como la licencia por enfermedad grave del hijo menor de un año, el fuero, o el postnatal del padre y por hijos adoptivos.

Al referirse a los antecedentes que justifican la propuesta legislativa, señaló los siguientes: el actual postnatal de tres meses no permite un adecuado período de lactancia materna exclusiva, pese a los benéficos efectos que ella genera para el recién nacido y para su madre; las madres toman un postnatal efectivo de cinco meses y medio mediante el uso de licencias por enfermedad grave del hijo menor de un año; el actual subsidio es regresivo ya que el 52% de los fondos correspondientes se destina al 20% de las mujeres trabajadoras de mayores recursos y sólo el 5% al 20% de las trabajadoras de menores ingresos y, además, la actual ley no incentiva la participación activa del padre en el cuidado del hijo recién nacido.

En cuanto al proyecto propiamente tal, manifestó que se mantienen el actual prenatal de seis semanas y postnatal de doce, a los que se adicionan doce semanas que extienden el postnatal hasta completar veinticuatro semanas, que incluso pueden aumentar a veintiséis cuando se opta por traspasar dos semanas del prenatal al postnatal. Agregó que no se habla de permiso maternal sino que de permiso parental debido a que se faculta a la madre para traspasar al padre seis de las doce semanas en que se extiende su postnatal.

Indicó que el subsidio que se otorga durante las doce semanas en que se extiende el permiso postnatal tiene un tope de 30 unidades de fomento mensual, lo que equivale al sueldo total para el 83% de las madres trabajadoras. Asimismo, el proyecto contempla la posibilidad de que la madre cuya renta no es cubierta totalmente por el subsidio, trabaje en jornada parcial, una vez cumplidas las doce semanas iniciales del postnatal.

En cuanto a las beneficiarias, expresó que a las trabajadoras actualmente cubiertas por el sistema, se suma un nuevo grupo integrado por las trabajadoras con contrato a plazo fijo, por obra o faena que pertenezcan al 20% más vulnerable de la población, que cuenten con al menos doce meses de afiliación previsional antes del embarazo y ocho cotizaciones en los veinticuatro meses previos al mismo, destacando que para ser consideradas como beneficiarias no requieren estar trabajando a la época de su embarazo.

Respecto al número de personas potencialmente beneficiadas, señaló que el universo está constituido por 84.000 madres trabajadoras, de las cuales, de acuerdo a sus ingresos, 16.752 corresponden al primer quintil (con ingreso promedio de 124.478 pesos); 16.814 al segundo quintil (con ingreso promedio de 229.149 pesos); 16.917 al tercer quintil (con ingreso promedio de 299.387 pesos), y 16.726 al cuarto quintil (con ingresos promedio de 456.177pesos). Respecto del quinto quintil, indicó que lo componen 16.610 trabajadoras, donde 1.905 tienen un ingreso promedio menor a 30 unidades de fomento, y 14.605 cuentan con uno superior a dicha cifra, y para quienes el ingreso promedio corresponde a 1.214.796 pesos mensuales.

Manifestó que la iniciativa establece nuevas y mayores opciones para la madre trabajadora, como la de traspasar dos de las seis semanas del prenatal al postnatal, cambio que el Ministro de Salud ha estimado razonable; transferir al padre seis de las doce semanas adicionales del permiso postnatal extendido, con un subsidio calculado según la remuneración de la madre, incluido el traslado del correspondiente fuero laboral, condiciones que el 72% de los hombres estaría dispuesto a aceptar según una encuesta realizada por Comunidad Mujer, o la de trabajar en jornada parcial si el subsidio parental no cubre íntegramente su remuneración una vez que el hijo cumple doce semanas de vida. 

En cuanto a las modificaciones al fuero maternal, resaltó que éste mantiene su inicio junto con el embarazo y que se prolonga hasta un año después del nacimiento del niño. Si el padre ejerce el derecho al permiso parental se le traspasa el fuero de la madre desde los diez días previos al inicio del permiso y por el doble del período de éste. En el caso de los contratos a plazo fijo o por obra o faena, se hace coincidir la duración del fuero de la madre, con el término de la obra o plazo que dio origen al contrato de trabajo.

Expresó que, con estas modificaciones, en Chile existirá un fuero de doce meses después del nacimiento, quedando en una condición similar a la que existe en Noruega, Alemania o Australia, y con un fuero más extenso que en Perú, Colombia o España, que registran tres meses por dicho concepto, y Brasil y Argentina, que contemplan el fuero por seis y siete meses, respectivamente.

En relación a los cambios propuestos para la licencia por enfermedad grave del hijo menor de un año, indicó que ésta sólo regirá una vez que se hayan ejercido los derechos a pre, postnatal y permiso postnatal parental, y que se establecen mayores exigencias y responsabilidades para el médico que las extiende. Agregó que, además, se distingue entre enfermedades gravísimas y graves, manteniendo la actual licencia para las gravísimas que rige después de los tres meses de vida, creando una tabla de subsidios proporcionalmente decrecientes para las licencias por enfermedad grave que procederá después de los seis meses de vida del hijo. Conforme a dicha tabla, se considera cubrir el 100% de la remuneración de las rentas menores a dieciséis unidades de fomento, el 85% para las siguientes nueve unidades de fomento de la remuneración y el 75% para el tramo comprendido entre veinticinco y treinta unidades de fomento, que es el tope máximo del subsidio y que se entregará a las rentas que excedan de dicha suma.

Sobre las razones invocadas para emitir las licencias, señaló que para los menores de seis meses el 58% de ellas se extiende por enfermedades del sistema digestivo, particularmente reflujo, y el 19% por enfermedades respiratorias, en tanto que, en los mayores de seis meses las enfermedades del sistema digestivo explican el 41% de las licencias y las del aparato respiratorio el 33%, siendo estas dos enfermedades las que justifican más del 75% de las licencias otorgadas por enfermedad grave del hijo menor de un año.

Expresó que si se comparan las treinta semanas que sumaría el pre y el postnatal en Chile con la regulación internacional de la materia, resulta que las trabajadoras del país quedan en condiciones más ventajosas que sus pares de países como Irlanda, Finlandia, Cuba, Dinamarca, Brasil, entre otros, y sólo con un período menor que en Noruega, el Reino Unido y Australia.

En cuanto a los recursos necesarios para financiar la iniciativa, explicó que no varía el costo del permiso prenatal ni de las doce semanas del postnatal, que equivalen a 99 y 185 millones de dólares respectivamente, y que la extensión del postnatal con un tope de 30 unidades de fomento, requiere de 173 millones de dólares adicionales, parte de lo cual se espera obtener disminuyendo de 190 a 100 millones de dólares el gasto en licencias por enfermedad grave del hijo menor de un año. Por último, informó que el aumento de la cobertura en beneficio de las mujeres más vulnerables que tienen contratos a plazo fijo, por obra o faena, tendrá un costo de 10 millones de dólares, y que también se incrementan los gastos de control y fiscalización en poco más de un millón de dólares.

A continuación, se dio lugar a la siguiente ronda de consultas y observaciones.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide valoró la presentación del señor Ministro de Hacienda que da a conocer que la iniciativa genera un mayor gasto de 92 millones de dólares anuales, lo que equivale aproximadamente a 43.000 millones de pesos, lo que representa una inversión de menos de mil pesos diarios por cada niño que nace en el país, suma que estimó muy baja en relación a los beneficios que el proyecto puede generar.

Señaló que ha proporcionado documentación de pediatras y neurofisiólogos, entre otros, que contienen opiniones divergentes con la del señor Ministro de Salud, ya que consideran tan necesario el permiso prenatal como el postnatal, lo cual motiva su oposición a la posibilidad de permitir que algunas semanas del prenatal se trasladen al período postnatal. 

Al efecto, hizo entrega de dos documentos, ambos del autor señor Fernando Ruiz-Esquide Espinoza, uno denominado “Apego”, y el otro, titulado “Comentarios Adicionales sobre la Lactancia”. Dichos documentos fueron debidamente considerados por los miembros de las Comisiones unidas, y se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones unidas.

Indicó que las ventajas derivadas del aumento del período postnatal para toda la sociedad son superiores a la inversión que ello significa para el Estado, ya que el mejor desarrollo del niño y de sus potencialidades generará, primero un ahorro y, posteriormente, enormes beneficios al país, lo que puede llevar a transformar esta iniciativa en una de las más rentables que es posible considerar tanto en términos sociales como económicos. 

Expresó que le satisface que el Ejecutivo haya explicitado su voluntad de dialogar respecto de las discrepancias que genera el proyecto, y que desde su punto de vista, el mayor problema en esta materia consiste en que su análisis se aparta de una concepción perfectamente conocida por quienes se desempeñan en el sector de la salud, y que se aplicó con enormes beneficios para el país hasta mediados de los años ochenta, noción que se conoce como binomio madre-niño, conforme al cual lo que se hace por el niño se hace también por la madre.

Estimó que algunas de las disposiciones del proyecto que en primera instancia parecen favorables para la madre, terminan perjudicando al niño, como ocurre con la posibilidad de trasladar dos semanas desde el prenatal al postnatal, pese a que las instituciones dedicadas a la pediatría del propio Ministerio de Salud, han demostrado que el cambio no es inocuo.

Finalmente, señaló que también considera perjudicial para los niños el que las madres con rentas superiores a 30 unidades de fomento no puedan beneficiarse de la extensión del postnatal, lo que constituye una pérdida para el menor como consecuencia de la situación económica de su madre, pese a que todos los niños deberían tener los mismos derechos.

El Honorable Senador señor Escalona señaló que deseaba consultar al señor Ministro de Hacienda sobre algunos puntos específicos respecto de los cuales discrepa de la propuesta de la iniciativa. En primer lugar, expresó, se afirma que el proyecto busca ampliar la cobertura de los beneficios incorporando a las trabajadoras temporeras, pese a que los requisitos que se fijan para ello lo hacen prácticamente imposible, debido a que las condiciones en que estas trabajadoras desarrollan sus labores, no les permite contar, por ejemplo, con doce meses de afiliación previsional, ni con ocho cotizaciones durante los veinticuatro meses previos al embarazo, por lo que solicitó al señor Ministro de Hacienda que proporcione los antecedentes que permiten justificar que ellas efectivamente podrán acogerse a las normas sobre protección a la maternidad, tales como la densidad de sus cotizaciones y la regularidad de sus contratos.

Indicó que su segunda consulta se refiere al monto de los recursos que ahorraría el Fisco con la reducción del fuero en tres meses y, en general, preguntó por todos los ahorros que generará la iniciativa, a fin de establecer la relación correcta entre los mayores gastos y las reducciones. Agregó que, según se ha sostenido, el aumento de cobertura propuesto demandaría un alto costo fiscal, aun cuando es posible que el conjunto de ahorros que considera el proyecto permita ampliar dicha cobertura, por ejemplo, para las temporeras, aunque para ello sería necesario eliminar las condiciones que hacen imposible el ejercicio del beneficio, el cual, por tanto, sólo tendría un carácter eventual.

Un punto de su preocupación, señaló, dice relación con la práctica de los gobiernos de la Concertación de Partidos por la Democracia -y que hasta el momento ha mantenido el actual Gobierno-, de entender ciertos derechos como universales, como ocurre con la Pensión Básica Solidaria que se concede en forma universal, o con los 64.000 millones de pesos que el actual Ejecutivo consideró en la Ley de Presupuestos para un bono de tipo familiar para los beneficiarios del programa Chile Solidario. En ese contexto, manifestó que deseaba conocer cuánto costaría el establecer que toda mujer, con o sin contrato de trabajo, y que tenga un niño nacido vivo, reciba un subsidio como el derivado del descanso de maternidad, esto es, cuál es el costo de otorgar tal beneficio con carácter universal.

El Honorable Senador señor Rossi expresó que, de acuerdo a lo que ya se ha señalado, nuestro país tiene una baja tasa de natalidad que origina un paulatino envejecimiento de la población. En ese entendido, añadió, sería necesario analizar las propuestas del Honorable Senador señor Escalona, porque ello podría generar un círculo virtuoso que apoye e incentive una mayor natalidad.

Señaló que le interesaría saber cuál es el gasto global que demandaría la aprobación del proyecto, ya que la información proporcionada hasta ahora parece contradictoria. Agregó que, en la práctica, hoy existe un postnatal extendido de cinco meses y medio debido al abuso que se comete con la licencia por enfermedad grave del niño menor de un año, que genera un subsidio con un tope de 66 unidades de fomento. Sin embargo, agregó, la propuesta del Ejecutivo considera mantener por tres meses el mismo tope y disminuirlo a 30 unidades de fomento para los tres meses restantes, lo que generaría que el gasto por tal licencia disminuya de 193 millones de dólares a 100 millones de dólares, es decir, prácticamente a la mitad, pese a lo cual se insiste en que la iniciativa tiene un alto costo.


En cuanto a la licencia por enfermedad grave del niño menor de un año propiamente tal, indicó que ella es una herramienta muy importante de protección del recién nacido y del lactante, y que la distinción entre enfermedad gravísima y grave no tiene sentido clínico ni práctico, ya que si un niño tiene una neumonía o una diarrea requerirá del cuidado de su madre, pero si padece de una meningitis estará internado en la UTI alejado de ella, a pesar de necesitar igualmente su atención personal, lo que demuestra que es absurdo establecer distinciones cuyo único efecto práctico será el de generar topes en el subsidio a percibir. En ese sentido, agregó, resulta preferible perseguir el mal uso y el fraude de la licencia médica, antes que limitar o restringir este beneficio.


En otro orden de ideas, señaló que existe consenso sobre la conveniencia de incentivar la participación activa del padre y su corresponsabilidad en el cuidado de los hijos, en prueba de lo cual el señor Ministro de Hacienda ha comentado que Comunidad Mujer hizo una encuesta según la cual el 72% de los padres está de acuerdo con hacer uso de una parte del permiso postnatal de la madre. Sin embargo, apuntó, le merece dudas que se haya consultado a los padres informando las reales condiciones en que deberían tomar el permiso, pues la experiencia demuestra que no están dispuestos a ocupar el permiso si ello significa disminuir su remuneración. Subrayó que, para evitar que la norma se transforme en letra muerta, el cálculo del subsidio, en este caso, debería efectuarse en base a la remuneración del padre, ya que en Chile todavía el sueldo del hombre es superior al de la mujer. Solicitó, entonces, conocer el costo que tendría una medida semejante.


Expresó, asimismo, que lo más importante es ampliar la cobertura de un beneficio del que carecen las dos terceras partes de las mujeres que tienen hijos, materia en la cual la propuesta del Ejecutivo es catalogada como “modesta” por la misma entidad Comunidad Mujer, valoración que comparte al considerar que se destinan sólo cinco mil millones de pesos para el 20% de las mujeres más pobres, pero, además, con condiciones que impedirán beneficiar a más de un 5% de ellas. Por consiguiente, solicitó que se considere la posibilidad de hacer un esfuerzo mayor en esta materia, tendiente a que ese derecho sea de carácter universal.

Finalmente, respecto del tema del tope de 30 unidades de fomento propuesto para el postnatal extendido, señaló que es imperioso estudiar la situación de las funcionarias públicas que, desde el grado trece, resultarían afectadas por la restricción del subsidio, particularmente aquellas que laboran en zonas distantes, donde dicho monto se supera fácilmente en razón del pago de beneficios tales como la asignación de zona.

El Honorable Senador señor Bianchi coincidió con la preocupación expuesta sobre la situación de las trabajadoras de zonas extremas, donde el pago de bonos o asignaciones que incrementan las rentas de acuerdo a las especiales condiciones en que se vive y trabaja, terminaría siendo un perjuicio más que un beneficio. Además, estimó necesario conocer los efectos que generaría el proyecto entre las mujeres que se desempeñan en el sector público bajo el régimen de contrata o de honorarios.

Manifestó tener reparos sobre la iniciativa pero que, teniendo en cuenta que el Presidente de la República ha expresado su voluntad de buscar acuerdos para el pronto despacho del proyecto, quisiera ser informado por los Secretarios de Estado asistentes a la sesión, sobre las materias objeto de inquietud, lo que permitiría ahorrar mucho tiempo y discusiones, y zanjar pronto el debate sobre un asunto que interesa a todo el país.

El Honorable Senador señor Longueira señaló que, si bien la iniciativa legal cumple el compromiso asumido por todos los candidatos presidenciales de extender el período postnatal a seis meses, en su opinión, desde el punto de vista del conjunto de la sociedad chilena, parece más justo aumentar la cobertura del actual postnatal de tres meses a la mayor cantidad posible de mujeres que la propuesta en estudio, pero es entendible, anotó, que la idea de legislar corresponde a la promesa de extender el período postnatal.

Expresó que el proyecto contiene una idea central respecto de la cual legítimamente pueden existir opiniones diversas, pero que también aborda otra serie de materias referidas, en general, a la situación de la mujer en el trabajo, como las relativas al fuero, la posibilidad de traspasar semanas del pre al postnatal, la forma de hacer responsable o partícipe al padre del cuidado del hijo durante el postnatal, o el aumento de la cobertura de los beneficios, asuntos todos que no eran parte del compromiso de campaña y que son perfectamente discutibles y no vinculantes con el propósito de la iniciativa. En ese sentido, apuntó, si bien puede aprobarse la idea de legislar, nada obsta a que, posteriormente, durante la discusión en particular, se rechacen o modifiquen cada una de las normas que componen el proyecto de ley, si éstas no responden a la visión que cada uno tenga sobre la materia.

Señaló que el proyecto aumenta el universo de beneficiarias, aunque, en esencia, se trata de extender el postnatal en tres meses para todas las personas que actualmente tienen derecho al pre y postnatal, y que, en el contexto de la idea de legislar, una de las razones que le lleva a defender la iniciativa es que para dicha extensión se estableció, precisamente, un tope máximo de 30 unidades de fomento, punto que puede motivar a algunos a votar en contra. 

Indicó que el límite actual para el pago del subsidio motivado en el pre y postnatal es de 66 unidades de fomento, y que la discusión de la idea de legislar involucra decidir si se es o no partidario de establecer un tope de 30 unidades de fomento para el 17% de las mujeres en los tres meses que se agregan, ya que, no obstante los ejemplos que sea posible citar para graficar las distintas opiniones, ellos no desmienten la realidad que reflejan las cifras, las cuales demuestran que el proyecto extiende el actual postnatal y otorga la totalidad del sueldo al 83% de las mujeres que integran el mercado laboral en nuestro país. Advirtió que lo anterior resulta discutible para quienes, desde una visión médica o en atención a los derechos del niño, sostienen que la madre debe dedicarse exclusivamente al cuidado del hijo durante los seis meses del postnatal, postura que estimó muy respetable aunque idealista. Sin embargo, agregó, es la sociedad chilena la que ha decidido extender el permiso postnatal de todas las trabajadoras, tanto para el 83% que gana menos de 30 unidades de fomento como para el 17% que gana más que eso, pese a que sus realidades son muy distintas. 

Reiteró que es partidario de establecer un límite para el subsidio del período de extensión, porque considera que la política pública siempre debe tener un sello de focalización en el gasto. Así, resulta preferible ampliar la cobertura para diez mujeres con ingresos mínimos, que pagar 66 unidades de fomento a sólo una de ellas, pues los esfuerzos del conjunto de la sociedad deberían orientarse a incrementar la cobertura del beneficio.

Indicó que, además, la mayor parte de las mujeres que forman parte de ese 17% que resultaría afectado por el referido tope, se encuentra sindicalizada, está en el sector público o cuenta con un poder de negociación personal debido a su profesión e ingresos, lo que justifica que se les permita trabajar media jornada para suplir las diferencias de las remuneraciones que no serán cubiertas por el subsidio. Dicho permiso, apuntó, no parece ser igualmente adecuado respecto del 83% de las mujeres con ingresos inferiores a 30 unidades de fomento, que no son profesionales, tienen un trabajo precario, no están sindicalizadas, tienen menor poder de negociación y son más vulnerables desde la perspectiva laboral.

Agregó que, desde un punto de vista electoral, resulta más popular no enfrentar temas como el fuero, pero que si Chile es el país de Latinoamérica con menor inserción laboral femenina, es evidente la necesidad de analizar técnicamente las causas de esta baja empleabilidad, debiendo abordar en la discusión en particular los problemas que generan normas como las del permiso por enfermedad grave del hijo, de la cual es notorio que se abusa, tal como lo demuestra el hecho que al 57% de los niños nacidos en el país se les diagnostique reflujo, contra una tasa de 0,3% que se registra para esa enfermedad a nivel internacional.

Señaló que esas materias y cada uno de los artículos de la iniciativa serán debatidos, pero que en este trámite se encuentran llamados a aprobar la idea de legislar, que se refiere fundamentalmente a extender el postnatal a seis meses, de acuerdo a los compromisos asumidos por los candidatos en la última campaña presidencial, pese a que habría preferido una iniciativa centrada en un aumento de la cobertura en beneficio de miles de niños cuyas madres no tienen pre o postnatal, asunto respecto del cual sugirió aunar esfuerzos a fin de obtener que se destinen más recursos para tal propósito.

Finalmente, insistió en que desde un punto de vista electoral parece más ventajoso no tratar temas como el fuero o el abuso de las licencias por enfermedades del niño, pero que esos asuntos también deben ser abordados en beneficio del bien común, perspectiva desde la cual es satisfactorio que el Gobierno haya planteado una reforma solidaria consistente en extender el postnatal incorporando otras materias, que serán debatidas y perfeccionadas durante el trámite del proyecto.

El Honorable Senador señor Muñoz Aburto reiteró que el descanso por maternidad constituye un derecho que, tal como el derecho al trabajo y el de la seguridad social, se encuentra reconocido y garantizado en la Constitución Política de la República y en Convenios y Tratados Internacionales suscritos por el país y que se encuentran vigentes, pese a lo cual la propuesta del Ejecutivo pretende abordar los temas del pre y el postnatal y de la licencia por enfermedad grave del hijo menor de un año como si se tratara de un mero subsidio, visión que admitiría la focalización de dichos beneficios para dirigirlos únicamente a los sectores más vulnerables.

Señaló que el fundamento del subsidio por natalidad, del pre y el postnatal, se encuentra en la protección del derecho del trabajo de las mujeres con el propósito específico de que sigan percibiendo la remuneración que tenían cuando estaban en actividad, sin perder sus puestos de trabajos ni sus ingresos, como consecuencia del nacimiento de un hijo. Desde esa perspectiva, añadió, le resulta extraño que el proyecto, en lugar de avanzar en la universalización del derecho, amplíe la cobertura en forma mínima y confunda su naturaleza pretendiendo incluirla entre las políticas sociales.

Insistió que le preocupa la confusión entre políticas o beneficios de protección de la pobreza y derechos garantizados, como es el caso del postnatal, y que si bien impulsará y respaldará todas las políticas sociales dirigidas a los sectores más desposeídos de la población, no puede permitir que parte de la desmejorada clase media que tiene rentas de poco más de 650.000 pesos, incluidas numerosas jefas de hogar, pierda este derecho, pues no se trata de un beneficio o de un subsidio, sino que del derecho al pre y postnatal de las madres e hijos de Chile. 

Finalmente, en lo relativo al abuso que se comete con las licencias por enfermedad grave del hijo menor de un año, informó que hace pocas semanas el Senado aprobó un proyecto de ley que establece severas sanciones para quienes extiendan licencias fraudulentas, por lo que la preocupación sobre la materia debiera centrarse ahora en que los Organismos del Estado fiscalicen adecuadamente el cumplimiento de la ley.

El Honorable Senador señor Gómez expresó que deseaba fijar el contexto político en que se realiza esta discusión, haciendo presente que, a raíz del debate de la iniciativa, mediante una campaña comunicacional se ha manifestado que la oposición ha entorpecido su trámite y que se opondría a los proyectos sociales del Gobierno, lo que motivó que, tras analizar la materia, la Concertación de Partidos por la Democracia realizara una presentación para dar a conocer la postura de la oposición al señor Presidente de la República, la que fue acompañada en la Oficina de Partes del Palacio de La Moneda, luego de no obtener respuesta a la solicitud de audiencia efectuada para proceder a la entrega del respectivo documento.

Manifestó que en esa carta, la oposición plantea los dos puntos que estima centrales en esta materia, esto es, por un lado, que se amplíe la cobertura de los beneficios y, por el otro, que no se rebajen los derechos que las mujeres trabajadoras han adquirido después de tanto tiempo. 

Expresó que, en respuesta a esta petición, Su Excelencia el señor Presidente de la República señaló que el Ejecutivo está disponible para tratar los temas propuestos, especialmente el referido a la ampliación de la cobertura -y que así lo informaría la señora Ministra Directora del SERNAM-, asuntos que deberán ser discutidos en el seno de las Comisiones unidas de Trabajo y Previsión Social y de Salud, del Senado.

Destacó que la oposición tiene la disposición de buscar los acuerdos necesarios a fin que el proyecto resulte una beneficiosa iniciativa para todas las mujeres trabajadoras del país, dentro de los parámetros antes expuestos.

En ese contexto, manifestó que, siendo éste un proyecto de ley muy importante, debe ser discutido de manera cautelosa tal como ha ocurrido con otras iniciativas de este carácter, como fue el caso del Ministerio de Desarrollo Social, en el cual se escuchó a los actores del sector y fue objeto de numerosas indicaciones. Se necesita, además, un diálogo entre Gobierno y oposición, el cual, hasta ahora, ha sido mínimo. Agregó que, sin duda, se trata de una tarea ardua y compleja, pero, por lo mismo, ello no se condice con el apresuramiento que impulsa a votar tan prontamente la idea de legislar.

En esa línea, recordó que existen datos que son importantes al momento de adoptar una decisión legislativa en la materia que se debate, como es el caso de los 245.000 nacimientos al año, por lo que esta es la cifra que debiera cubrir esta iniciativa sobre pre y postnatal. De acuerdo con esta cifra, solicitó al Ejecutivo que entregue un informe con el número de mujeres que están en situación laboral de contrato indefinido, de contrato fijo, a honorarios y cotización independiente, entre otras situaciones, lo que permitirá conocer la cantidad real de mujeres que serán beneficiadas con el proyecto, de manera de determinar su verdadero impacto. Agregó que existen una serie de derechos -además del de amamantar- que pudieren resultar vulnerados, lo que constituye una más de las razones para que la iniciativa sea debatida de manera seria y en el tiempo que así lo requiera. 

Solicitó al Ejecutivo acompañar los antecedentes solicitados, con el objeto de asegurar de manera efectiva los derechos de las trabajadoras en esta materia. Al respecto, solicitó que se proporcionen cifras específicas y no sólo porcentajes generales, porque éstos no reflejan la realidad concreta a cabalidad.

El Honorable Senador señor Chahuán señaló que para la discusión de un proyecto de esta envergadura, es fundamental que exista un clima de entendimiento que permita arribar a consensos en sus puntos más sensibles, con el objeto que la protección que se pretende entregar se haga de manera efectiva. Hizo un llamado a que el Senado actúe a la altura de los fines de este proyecto, tal como ocurrió en el caso del Ministerio del Desarrollo Social. 

Respecto de los dichos del Honorable Senador señor Gómez, recordó que existe un compromiso del señor Presidente de la República para respetar los derechos adquiridos de las mujeres en esta materia. La idea es poder avanzar garantizando estos derechos y ampliando la cobertura al mayor número de mujeres que sea posible. Así, las reuniones sostenidas entre los representantes del Ejecutivo y parlamentarios de Gobierno y oposición han provocado positivos acuerdos que permitirán votar la idea de legislar sobre este proyecto el próximo 18 de mayo de 2011, lo que, a su turno, importa para generar un nuevo clima en el debate de esta iniciativa. 

El Honorable Senador señor Girardi expresó que existen aspectos que van más allá del derecho que asiste a las madres a extender el período de lactancia. También importa el período que éstas pueden estar junto a sus hijos, lo que genera vínculos de apego que es imposible reconstruir y que, en su opinión, ayudan en la formación de mejores personas y, a la postre, mejores sociedades. De esta forma, los beneficios contenidos en esta iniciativa deben alcanzar a todas las madres chilenas, no importando su condición socio económica y, por tanto, incluyendo a las elites, porque lo verdaderamente relevante es generar nuevas relaciones en la comunidad chilena. A su juicio, este derecho debe ser universal, para todos los sectores sociales, cuestión que beneficiará a la sociedad completa en el futuro con una nueva percepción no sólo desde el punto de vista propiamente sanitario, sino que en el modelo de país que se quiere construir. 

Su Señoría advirtió que, en verdad, existe un equívoco en el concepto que hay detrás de este proyecto de ley. No es una regulación destinada al sólo resguardo de la madre, para quien, por ejemplo, el incremento del período de lactancia podría significar una disminución de la incidencia del cáncer de mamas. No se trata de una simple visión utópica de la materia, pero el asunto de fondo aquí es la protección de los niños y niñas de nuestro país, y el debido resguardo de sus derechos. Puso especial énfasis en señalar que no es sólo una cuestión de alimentación, de calorías o ácidos grasos esenciales, sino que, superior a ello, es el vínculo afectivo que genera la lactancia materna. Es importante que los lactantes de Chile tengan asegurado dicho vínculo, ya que la dimensión emocional y afectiva que significa el apego, deriva en mejores seres humanos. Es por ello que esta materia no dice relación sólo con la pobreza ni se resuelve mediante la focalización de recursos, ya que estos resguardos deben alcanzar a todas las personas, con independencia de su situación socio económica. No puede, pues, excluirse de estos beneficios a un sector de nuestra población, porque todos integran la sociedad chilena. Universalizar el derecho, subrayó, no representa un gasto, sino que, muy por el contrario, significa una verdadera inversión para nuestro país. En ese sentido, apuntó, la mirada de la focalización resulta anacrónica y poco científica. Reiteró que ella resulta de una conceptualización errada de la iniciativa, basada en una monetarización del problema. El retroceso que esto podría significar para Chile, enfatizó, podría ser muy grande, ya que, en verdad, se trata de generar una sociedad chilena mejor.
La Honorable Senadora señora Rincón confirmó que la votación de la idea de legislar sobre este proyecto de ley se realizará el próximo 18 de mayo, y que, aunque no les satisface el hecho de pronunciarse tan tempranamente sobre el proyecto, es necesario cambiar el tono de la discusión y, asimismo, es preciso avanzar en la tramitación de la iniciativa para que durante la discusión en particular se debatan los asuntos propiamente normativos de la misma, asumiendo todos los requerimientos que hasta ahora se han hecho por diversos parlamentarios para enriquecerla. 

Enseguida, Su Señoría consultó por los siguientes temas:

En primer lugar, preguntó por el método utilizado para construir la cifra de gasto que irroga este proyecto de ley, como también el número de personas afectadas en cada rubro, puesto que existen cifras que aparecen, en principio, como reducciones que no se explican según la envergadura de los efectos que se pretenden generar, lo que sucede particularmente en el caso de las licencias médicas por enfermedad grave del hijo menor de un año.

En segundo término, sobre el aumento de cobertura, requirió información sobre la estimación de beneficiarias, puesto que, en su opinión, no se logrará cubrir el veinte por ciento de las mujeres más pobres a que se refiere el proyecto, sino una cantidad mucho menor por los requisitos impuestos para acceder a los beneficios. 

En un tercer orden, solicitó los supuestos que se han tenido en vista para el cálculo del número de madres que volverá a trabajar media jornada durante el permiso postnatal parental. A este respecto, recordó un estudio de la Confederación de la Producción y el Comercio sobre esta materia, conforme al cual, atendidos los costos que implican para las estructuras empresariales y laborales de este país, será inviable que se haga efectiva la modalidad de media jornada.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, por su parte, solicitó al señor Ministro de Hacienda el envío de los datos que sobre el mayor gasto que significaría universalizar este derecho. Además, pidió estudiar la forma de resguardar el correcto otorgamiento y uso de las licencias médicas a las madres de recién nacidos o de lactantes, con el objeto de evitar fraudes que perjudiquen el legítimo ejercicio de este derecho. Lo anterior, por cuanto las fórmulas actuales serán insuficientes para tales efectos.

El Honorable Senador señor Longueira hizo presente que las promesas electorales de los diversos candidatos presidenciales hablaron de extender el descanso postnatal, y nadie planteó siquiera la necesidad de universalizar los beneficios ya existentes. El compromiso asumido, pues, en orden a prolongar en tres meses el permiso, se ha cumplido. La universalidad, si bien parece ser un deseo de todos, sería el paso siguiente que habría que dar tras extensión en el tiempo del beneficio. Lo óptimo, apuntó, podría ser un postnatal de seis meses para todas las madres trabajadoras de nuestro país, pero ello no corresponde al compromiso que se contrajo. En cuanto al tope de 30 unidades de fomento, reiteró que resulta adecuado, porque no parece responsable elevar dicho límite al actual tope de 66 unidades de fomento que rige para el descanso de maternidad vigente -y que se mantiene-, en circunstancias que existen muchas madres trabajadoras de nuestro país que nada reciben ni acceden a beneficio alguno en esta materia.

La Honorable Senadora señora Rincón coincidió con lo señalado por Su Señoría en cuanto a que las promesas electorales se limitaron a referirse a la extensión del permiso postnatal de tres a seis meses. Sin embargo, añadió, estamos en presencia de un subsidio que no es suficiente para todas las madres trabajadoras, y quizás lo pertinente habría sido prolongar sólo un mes el permiso, pero mejorando el subsidio y otorgándolo a un mayor número de beneficiarias. En ese contexto, acotó, al menos es indispensable no afectar ni disminuir los derechos adquiridos de las trabajadoras de nuestro país. Es decir, concluyó, se habla de una extensión del postnatal, pero en verdad, lo que se ofrece no es tal, ya que más bien se propone un nuevo beneficio con una cobertura diferente a la deseada.
A continuación, respondiendo las consultas formuladas precedentemente, el señor Ministro de Hacienda, afirmó, respecto de los costos, que se invertirán U$92 millones adicionales en permisos parentales que, sumados a los U$488 millones que se destinan actualmente a esta materia, implican un gasto total de de U$582 millones, razón por la cual no es correcto que se trate de una cifra insuficiente porque sólo se destinen U$92 millones. Éstos, reiteró, se suman al gasto actual.

Respecto de la supuesta limitación que implican los requisitos que impone el proyecto para acceder a sus beneficios -particularmente la exigencia de tener 8 cotizaciones en 24 meses-, explicó, a modo de ejemplo, que el 86% de las mujeres en edad fértil (entre 22 y 44 años) que actualmente se desempeñan como temporeras tienen, al menos, ocho cotizaciones en dos años (24 meses), lo que implica una cobertura mayoritaria de ese sector. No se trata, entonces, de generar una normativa de letra muerta porque nadie podrá calificar entre las exigencias de la ley. Para los cálculos correspondientes a estas trabajadoras, explicó, se han tomado como referencia cuatro meses de trabajo por año, en circunstancias que, en la realidad, ellas prestan servicios, en promedio, durante cinco o seis meses cada año. Lo anterior, ha generado una estimación de un universo cercano a las 100.000 trabajadoras anuales, de las cuales no todas serán madres dentro de la anualidad. Ahora bien, si se considera que la tasa de nacimientos que se registra al año al interior de este sector es del 6%, ello significa que alrededor de 6.500 mujeres se verán beneficiadas por el proyecto en cuestión, como cobertura adicional derivada del mismo. Concordó, en todo caso, con las peticiones de estudiar mecanismos que permitan ampliar estos beneficios. 

Sobre la extensión de la cobertura bajo la forma de la universalización del derecho, señaló que, sin tener una cifra exacta, su costo estimado es cercano a los U$ 70 millones por año. A este respecto solicitó comprensión en cuanto a lo que significa el rol de un Ministro de Hacienda, en la medida que, para cada propósito, los recursos parecen insuficientes. Añadió que, si los recursos fiscales fueran ilimitados ni existieran tantas necesidades que atender, no sería un problema la distribución de los fondos, pero, lamentablemente, la situación es precisamente a la inversa, lo que obliga a priorizar y focalizar.
A propósito del tope de las 30 unidades de fomento, explicó que si el criterio aplicado para definir dicho límite hubiese sido el mismo utilizado en la reforma previsional, donde el cálculo se hizo a partir del percentil 60, el tope ahora propuesto habría sido de 16,26 unidades de fomento y no las 30 consideradas por el proyecto, las cuales, además, significan pasar del mencionado percentil 60 al 83, aumentando el universo de beneficiarias del sistema. Lo anterior implica, subrayó, una extensión en la entrega de beneficios a las mujeres trabajadoras que hoy no los tienen, además de mantener los beneficios que actualmente existen en esta materia.

Sobre la fórmula de cálculo del gasto adicional que implica esta iniciativa, se remitió a los datos aportados en el documento que acompañó a su presentación, donde se contienen los mecanismos y herramientas que permiten arribar a las cifras que se han señalado. Así, por ejemplo, respecto de la licencia médica por enfermedad grave del hijo menor de un año, indicó que los cálculos se han efectuado sobre la base del supuesto que, según lo constatado en la realidad, un 35% de estas licencias están concentradas en el período posterior a los seis primeros meses de vida del menor, con lo cual la reducción que se espera dice relación con el 65% restante que se verifica antes de esa fecha. Si esta proporción fuera del 50%, el costo estimado habría sido mayor. Ahora bien, de acuerdo a los cálculos efectuados, los actuales MM US$193 de gasto por este concepto, se reducirían a MM US$ 100, donde, no obstante haber un ahorro de aproximadamente MM US$ 93, hay que considerar también que, al mismo tiempo, se están invirtiendo otros MM US$ 95 adicionales, de modo que, si bien por un lado se están ahorrando 90, por el otro, se están gastando 90 más, expresado en cifras globales. Todas estas estimaciones, apuntó, a pesar de que responden a un método científico, se sustentan sólo en supuestos que lidian con el comportamiento humano, el que, como tal, es imposible de predecir con absoluta seguridad. Los supuestos para estos efectos, claro está, han de ser razonables y, en el caso de la especie, lo fue considerar dos tercios del total de licencias en el ahorro versus un tercio que se traslada a los seis meses posteriores al parto.
La señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, a nombre de Su Excelencia el señor Presidente de la República, se refirió a la carta que el Primer Mandatario enviara en respuesta a la presentación que hiciera la Concertación de Partidos por la Democracia. Sobre el particular, ratificó la importancia que tiene para el país el proyecto de ley sobre el postnatal de seis meses, iniciativa que constituye un pilar fundamental en el actual Programa de Gobierno, razón por la cual el Ejecutivo está disponible para llegar a todos los acuerdos que sean necesarios para llevar adelante este proyecto.
Se trata, enfatizó, de una iniciativa emblemática que ha de ser motivo de unión y no de división. Respetando las legítimas diferencias, la voluntad de todos es avanzar en esta materia, como un propósito de justicia y, en ese entendido, dicha voluntad debería materializarse en la probación de la idea de legislar para dar paso, luego, a la discusión en particular donde puedan analizarse las diversas inquietudes y propuestas a que ha habido lugar.
El Honorable Senador señor Gómez solicitó que el Ejecutivo explicite, antes de la votación del próximo 18 de mayo, cuáles serán las herramientas mediante las cuales mejorará la cobertura de la iniciativa y los mecanismos de protección ante la eventual disminución de derechos de las mujeres trabajadoras. Sin perjuicio de valorar la voluntad y la apertura al diálogo, ello, apuntó, debería traducirse en una respuesta concreta sobre el particular.

El Honorable Senador señor Letelier concordó con la preocupación en torno a la eventual vulneración de derechos que afectaría a las trabajadoras, por ejemplo, en materia de fuero maternal y de derecho a alimentación. Así también, de acuerdo a las distintas interpretaciones, las funcionarias que se desempeñan en el sector público, ya sea a honorarios o bajo el régimen a contrata, podrían verse negativamente afectadas. Estos, apuntó, son algunos de los aspectos que dificultan la votación de la idea de legislar sobre la materia, en los términos propuestos por el proyecto de ley. 

Sobre las coberturas, y según los datos de la Ficha de Protección Social y la encuesta CASEN, afirmó que una temporera que trabaja por seis meses no tiene derecho a los beneficios de esta ley, puesto que están sobre el 20% más pobre del país, razón por la cual es importante la universalización a la que se ha aludido durante el debate. En razón de lo anterior, consultó por el número efectivo de mujeres que serán beneficiadas.

A continuación, expusieron los representantes de la Agrupación Nacional de Empleados Fiscales (ANEF), quienes dieron a conocer la opinión de dicha organización en relación al proyecto de ley en estudio. 

Al efecto, acompañaron un documento, en formato power point, en el que se consigna dicha opinión, y el cual fue debidamente considerado por los miembros de las Comisiones unidas, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones unidas.

En primer lugar, el señor Presidente de la Agrupación Nacional de Empleados Fiscales (ANEF) señaló que este proyecto de ley no ha sido consultado en modo alguno a las organizaciones de trabajadores, lo cual habría sido deseable habida consideración que los asociados a tales organizaciones serán los destinatarios directos de las normas de la iniciativa, especialmente las trabajadoras de nuestro país. 

Por otra parte, continuó, sabido es que este proyecto tiene su origen en una promesa de campaña electoral, donde se ofreció extender el actual descanso postnatal a seis meses y, si bien nada se dijo de ampliar la cobertura de dicho beneficio, el proyecto en cuestión no estaría cumpliendo a cabalidad el compromiso asumido, toda vez que se prometió dicha extensión para todas las trabajadoras, sin embargo, la iniciativa excluye a un significativo número de ellas, y no sólo a las más pobres -al no reunir los requisitos que se contemplan para acceder al sistema de protección-, sino que también a muchas madres trabajadoras que son profesionales, en distintas áreas, tanto del sector público como privado, que han estudiado, se han preparado y perfeccionado, en pro de un mayor desarrollo personal y de la obtención de mejores ingresos, quienes, por tal circunstancia, quedarán al margen de los beneficios propuestos. Desde esa perspectiva, subrayó, para la ANEF este proyecto es discriminatorio y, por tanto, no lo comparten.

Asimismo, prosiguió, la iniciativa significa un severo retroceso para nuestro país en materias que han sido toda una conquista social, como por ejemplo sucede con la disminución del fuero de 24 a 21 meses, o su limitación al tiempo de duración del contrato en el caso de los trabajos a plazo fijo, por obra o faena. Lo propio acontece respecto de las funcionarias del sector público que prestan servicios bajo el régimen a contrata, cuya estabilidad laboral se ve amenazada con esta propuesta. 

Conforme a lo señalado, informó que, durante la última Asamblea Nacional celebrada por la ANEF, instancia máxima de dicha organización y a la cual concurren los dirigentes de todas las asociaciones afiliadas, desde todas las regiones del país, se acordó que, si éstos y otros reparos -que se detallarán más adelante-, no son superados, harían un llamado a los señores y señoras parlamentarios para que rechacen la idea de legislar en torno a esta materia, hasta tanto el proyecto de ley responda a los compromisos efectuados, cosa que, en sus actuales términos, la iniciativa no cumple.

Enseguida, hizo uso de la palabra la señora Vicepresidenta Nacional de la Mujer, quien refirió en detalle las anunciadas observaciones de la ANEF.

Previamente, hizo presente que, no obstante haber solicitado audiencia a los representantes del Ejecutivo -especialmente ante los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda-, dicha gestión fue infructuosa y, por tanto, con mayor razón entonces, valoran y agradecen la posibilidad de exponer sus puntos de vista en torno a la iniciativa legal ante esta instancia legislativa.

Luego, inició su exposición destacando que la ANEF es la organización sindical de representación de los trabajadores y las trabajadoras de la Administración Central del Estado. 

En la actualidad, apuntó, esta entidad reúne a 60.881 funcionarios afiliados, alcanzando una tasa de participación laboral del 85%. Estos funcionarios están representados en 223 asociaciones base en todo el territorio nacional. 

Explicó que al interior de la ANEF se reproduce entre los afiliados y las afiliadas la misma proporción que existe en la Administración Pública entre hombres y mujeres, donde un 52%, aproximadamente, corresponde a mujeres, y un 48%, también aproximado, corresponde a hombres.

Subrayó que la ANEF en su declaración estatutaria ha incorporado el principio de Igualdad de Oportunidades y Derechos entre hombres y mujeres.
Señaló, asimismo, que en Chile el principal empleador de mujeres es el Estado, que cuenta con un 57% de fuerza laboral femenina, porcentaje que se acrecienta en los ministerios de Educación y Salud, versus un 43% de presencia masculina. Esta situación no ha variado significativamente en los últimos nueve años. De esta manera, es posible proyectar el impacto que sobre las funcionarias públicas podría generar el presente proyecto de ley, teniendo en cuenta que la mayor parte de ellas se encuentra en edad reproductiva.

Del mismo modo, puso de manifiesto que si la protección a la maternidad se encuentra hoy reconocida en el Código del Trabajo, es porque se está en presencia de un derecho laboral que está  relacionado, primeramente, con que las madres trabajadoras cuenten con el tiempo y los recursos necesarios para el cuidado de la primera etapa de vida de sus hijos, y en segundo lugar, con que se proteja de manera efectiva su puesto de trabajo y su remuneración. Si, enfatizó, se remarca constantemente la necesidad social que tiene el país de aumentar sus tasas de natalidad, lo lógico es que se asegure a las mujeres el respeto de estas dos condiciones laborales básicas, las que parecen, no obstante, verse amenazadas por la propuesta presentada por el Ejecutivo, que podría significar un retroceso para el 87,4% de cobertura de protección a la maternidad hoy vigente. En este sentido, el proyecto supone un riesgo para la mayoría de las funcionarias públicas, que no tienen asegurado su derecho al fuero maternal por hallarse contratadas “a plazo fijo”. De hecho, el 57,1% de aquéllas se encuentra en régimen de contrata, lo que supone una gran vulnerabilidad de aprobarse el término automático de los derechos de la madre al término del contrato a plazo fijo. A esto se suma el hecho de que las funcionarias de planta tienden a tener mayor edad que las a contrata, por lo que la precariedad del régimen contractual afecta especialmente a las mujeres en edad reproductiva. De modo que, al cabo, se profundiza la inestabilidad laboral de las funcionarias públicas, exponiendo a las contratadas a plazo fijo tal como a las con contrato por obra o faena, al despido en cualquier momento de la gravidez o del cuidado del recién nacido, al hacer prevalecer la vigencia de los contratos por sobre la protección a la maternidad, quitando a estas trabajadoras la posibilidad de defender su fuero en sede judicial. Resaltó, al efecto, que el año 2010, a propósito de los despidos que se verificaron en el sector público, una de las herramientas que permitió evitar que éstos fueran masivos respecto de las mujeres embarazadas fue, precisamente, el derecho que a éstas asiste de defender su fuero ante la justicia, factor disuasivo que, en los términos del proyecto, ya no sería posible.

Describió, enseguida, otros aspectos del proyecto respecto de los que su organización se encuentra en desacuerdo:

- La disminución en tres meses del fuero maternal de las mujeres trabajadoras, reduciendo así dicho beneficio de 24 a 21 meses, afectando con ello también a las trabajadoras de planta. Además, si el padre trabajador usa el permiso de postnatal parental, este tiempo de fuero se le descuenta a la madre trabajadora, reduciendo para ella aún más su propio fuero, el cual duraría en su favor sólo 7 meses después del parto. Lo anterior impacta no sólo en cuanto al período total de protección del empleo, sino también en las facultades económicas, pues abre la posibilidad de que una mujer sea despedida justamente mientras sus hijos son muy pequeños, con la incidencia que ello puede tener sobre su mantención y sobrevivencia. 

- El establecimiento de un tope de 30 unidades de fomento al subsidio, que repercute sobre las escalas de remuneraciones de distintas reparticiones y se trasunta en una disminución de los ingresos de las funcionarias públicas después del tercer mes de postnatal. A vía ejemplar, citó el caso de la Presidencia de la República, donde, a partir del grado trece administrativo en adelante, las funcionarias verían reducidos sus ingresos al superar la remuneración de 30 unidades de fomento, situación que se replica en el Servicio Nacional de Menores; en cuanto al personal del Servicio de Impuesto Internos, la cobertura alcanzaría sólo hasta el grado dieciocho administrativo de técnicos y administrativos, dejando fuera de cobertura a los grados superiores de dichos escalafones y a los escalafones profesional, fiscalizador y directivos, en todos sus grados. Algo similar ocurre en el caso de los trabajadores a jornal y contratados con arreglo al Código del Trabajo. Hecha la proyección, asimismo, de los datos reales de los últimos tres años, la implementación del presente proyecto habría excluido a 257 de las 292 funcionarias que fueron madres. 

- El subsidio para licencias médicas, que agrava la discriminación remuneracional existente al interior del sector público, porque se contempla un escalonamiento de dicho beneficio antes de alcanzar el tope de las 30 unidades de fomento.

- La propuesta de que el subsidio del padre trabajador que haga uso del permiso parental o esté al cuidado del hijo menor de un año, se calcule en función del ingreso de la madre, por resultar perjudicial para aquél, ya que lo discrimina al no hacerlo titular de ningún derecho como persona. Si a esto se suma que en la Administración Pública se reitera el fenómeno nacional de que las mujeres perciben rentas inferiores a las de los hombres, se hace inviable el permiso parental para el padre, por cuanto implicaría una disminución de los ingresos familiares.

- La eliminación del derecho de las trabajadoras a tiempo parcial para dar alimento a sus hijos, por resultar incoherente con las convocatorias que hace el Gobierno a las mujeres para que ocupen esas plazas de empleo, y habida cuenta de la  expansión de que ha sido objeto en nuestro país dicha modalidad de trabajo. 

- La distinción entre enfermedad grave y gravísima en los hijos menores de un año, pues hace prevalecer, por sobre la salud de los menores, el ahorro fiscal.

Continuando su exposición, resaltó la importancia de que se analicen fórmulas para extender la cobertura y romper el círculo de exclusión a que da lugar la precarización de los contratos, que produce la regresividad del subsidio e impide el acceso a los derechos propios de la maternidad a casi el 40% de las mujeres trabajadoras. En este sentido, puso énfasis en que las mujeres que quedan excluidas, no lo son por su condición de pobreza, sino por sus informales condiciones contractuales, que son las que a la postre determinan que no puedan incorporarse a los beneficios. Si, por el contrario, con prescindencia de la distinción entre altos y bajos ingresos, todas las mujeres tuvieran contratos dignos, podrían acceder a tales beneficios sin que se hiciese forzosa una nueva ley. Sin embargo, el proyecto en nada aborda los abusos contractuales ni la situación del mercado laboral, cuya formalización, como se ha dicho, contribuiría decisivamente a la extensión de las coberturas, haciendo innecesario que se castiguen las remuneraciones de las mujeres con contratos formales para concurrir a la cobertura del sector informal. La comparación, subrayó, debe hacerse entre pares, y no nivelando hacia abajo. La propuesta, ahondó, resulta además insuficiente, por cuanto exige requisitos de acceso que sólo podrá cumplir una minoría de las trabajadoras hoy excluidas, con un subsidio que no alcanza a satisfacer una décima parte del ingreso mínimo.

En el caso de las mujeres que prestan servicios a honorarios al Estado, por otra parte, de aprobarse la propuesta del Ejecutivo, sólo podrían acceder a los derechos de protección a la maternidad casi en dos años más, pues recién a partir de 2012 tendrán cotizaciones previsionales obligatorias, debiendo mediar además un período en el que cuenten con un determinado número de imposiciones antes del embarazo. 

La aprobación legislativa importaría, al mismo tiempo, severas transgresiones a diversas cartas políticas. A la Constitución Política de la República, desde luego, al violentar la igualdad ante la ley de las trabajadoras por sus diferencias remuneracionales; a la Convención de los Derechos del Niño, al someter las posibilidades de cuidado del recién nacido a los mayores o menores ingresos de sus progenitores; a la Convención de las Naciones Unidas contra la Discriminación de la Mujer, al castigar remuneracionalmente, dentro del mismo lugar de trabajo, a la mujer que asume la maternidad; y al Convenio de la Organización Internacional del Trabajo, sobre Trabajadores con Responsabilidades Familiares, al obstaculizar que los hombres trabajadores puedan ejercer su derecho a la participación en la crianza de sus hijos desde la primera infancia.

Se trata, en suma, de un proyecto que, en opinión de la ANEF, es insuficiente pues desprotege a las madres, a los padres y a sus hijos, y provoca retrocesos para las familias trabajadoras del país. Asimismo, es una iniciativa que beneficia a los empleadores y empresarios, que siempre han instado por la no existencia del impedimento para el despido de las mujeres con contrato a plazo fijo, por obra o faena. Por ello, y por todo lo precedentemente expuesto, hizo un llamado a los parlamentarios a no concurrir a la aprobación del proyecto en sus términos actuales, por poner en riesgo derechos adquiridos, con el añadido de poder significar una flexibilización y precarización de las condiciones laborales de las mujeres trabajadoras. Además, las propuestas en esta materia deben prioritariamente buscar las formas de extender la cobertura para el ejercicio de los derechos de protección a la maternidad a todas las mujeres trabajadoras. Del mismo modo, las medidas que se propongan han de promover la responsabilidad compartida de las tareas familiares, redistribuir los deberes de cuidado y crianza de los hijos entre hombres y mujeres, a fin de posibilitar una mayor sintonía en ambos espacios, y asegurar mejores oportunidades de empleo para las mujeres.
Conforme a lo señalado, reseñó las principales propuestas de la organización a la que representa, para el perfeccionamiento del proyecto de ley: 

-
Mantener el derecho a fuero maternal para todas las trabajadoras, independientemente de su tipo de contrato laboral.

-
Eliminar, como causal de desafuero, la vigencia del contrato a plazo fijo, por obra o faena.

-
Mantener, para las trabajadoras a plazo fijo, por obra o faena, el derecho a defenderse del despido en período de maternidad ante los tribunales de justicia.

-
Mantener el fuero actual de dos años para todas las trabajadoras madres.

-
Otorgar también a los padres la titularidad del derecho a postnatal parental, extendiendo su fuero hasta que el hijo cumpla un año de edad.

-
Mantener el tope del actual subsidio, tanto para el postnatal parental como para el cuidado del hijo menor de un año. 

-
No fijar tramos de pago de licencias escalonadas por enfermedades del hijo menor de un año.

-
No distinguir entre enfermedades graves y gravísimas, dejando a criterio de los pediatras según los enfermos y condiciones reales de atención sanitaria. 

-
Calcular el subsidio postnatal parental del padre trabajador, así como el pago de la licencia por enfermedad grave del hijo menor de un año, sobre su propia remuneración.

-
Rebajar los requisitos para acceder a los subsidios y licencias a las mujeres de mayor vulnerabilidad laboral y en cesantía temporal, considerando sólo tres cotizaciones previsionales y que sólo se divida sobre los meses trabajados, y no sobre doce meses.

-
Extender el derecho de alimentación al padre trabajador.

-
Mantener el derecho a alimentación para trabajadoras con contrato parcial.

-
Incorporar recursos frescos y suficientes al Fondo de Prestaciones Familiares para la ampliación de coberturas, a fin que no sea necesario financiar estas últimas con la rebaja del subsidio a las mujeres trabajadoras.

Concluyó su intervención destacando que el país debe invertir para fortalecer la familia, la infancia, la corresponsabilidad familiar y mejorar la participación de las mujeres en el trabajo remunerado. Enfatizó que la ANEF pide al Gobierno y al Parlamento acoger estas propuestas, para que se cree un verdadero postnatal de seis meses que beneficie a trabajadores y trabajadores con responsabilidades familiares y, por sobre todo, a sus hijos e hijas en su primera infancia, tan determinante para su futuro desarrollo como ciudadanos y ciudadanas de nuestro país.

A continuación, hizo su presentación el Colegio de Matronas de Chile A.G. 

Al efecto, las Comisiones unidas escucharon a la señora Presidenta de la referida entidad gremial, quien dio a conocer que dichas profesionales atienden a la totalidad de las mujeres embarazadas del país que pertenecen a los tres quintiles de menores ingresos, antes que los médicos incluso. Sabedora de esa realidad, manifestó la oposición de su organización a la flexibilización del prenatal, en razón de la evolución histórica registrada en Chile, la cual ha enseñado que una de las primeras preocupaciones de la salud del país ha de ser la de las madres, por las implicancias que tiene para el futuro de la sociedad. Así ha sido posible que, al día de hoy, Chile tenga la tasa de mortalidad materna más baja de Latinoamérica, luego de un largo proceso de toma de conciencia de la responsabilidad que al Estado cabe en la salud reproductiva, que alcanza a las madres y a los niños que están por nacer.

Recalcó que el cuidado de la salud de las madres y de la salud reproductiva, es un deber del Estado, porque ellas representan el futuro de Chile. Es necesario que los niños nazcan bien para tener un mejor desarrollo. Subrayó que lo que ha logrado Chile en esta materia en el transcurso de su historia, no es comparable con ningún otro país. Recordó que, ya en los años de la década de 1940, se dijo que el trabajo remunerado es sumatorio al trabajo doméstico y, como tal, es una responsabilidad estatal. Así surgieron, enfatizó, las normas sobre protección a la maternidad y, específicamente, las referidas al descanso pre y postnatal.

Cuando se alude, prosiguió, a la desmedrada inserción laboral de la mujer chilena, se trata de un análisis que obvia el antecedente de la ausencia de un registro efectivo de las mujeres que trabajan y de los numerosos vacíos existentes en materia de subcontratación y de trabajo en el hogar, cuestiones todas que impiden realizar comparaciones completas con otros países en los que la formalización de los contratos es obligatoria y se lleva un acabado control de los mismos. 

Así las cosas, añadió, que se proponga en esta oportunidad, con el aval del Ministerio de Salud, flexibilizar el período prenatal trasladando dos semanas al postnatal, equivale a poner en serio riesgo la vida de muchas mujeres, toda vez que el último trimestre del embarazo es el período de mayor sobrecarga hemodinámica, en que el corazón aumenta en un 50% su trabajo, en el ya inapropiado contexto de las estresantes condiciones laborales de la actualidad. Tal es el fundamento de que, con seguridad, las matronas de Chile no concurrirán a prestar su asentimiento para que se produzca el antes referido traslado de dos semanas de descanso, pues de lo que se trata es que las mujeres trabajadoras, conservando su empleo y sus remuneraciones, mantengan un reposo lógico para disminuir su sobrecarga de trabajo. La praxis, en efecto, enseña que incluso mujeres que llegan en buen estado a la etapa final de su embarazo pierden de todos modos a sus hijos, por lo que no resulta aconsejable dar la posibilidad de disminuir el descanso prenatal.

Las madres que fallecen en el último trimestre de embarazo, ilustró, son las que se encuentran dentro del 1% que no es controlado; mientras que las que sí son objeto de control suelen llegar a buen término con sus partos. De ahí la trascendencia de contar con una política de salud reproductiva como la que se ha ido asentando a lo largo de la existencia de la República, que es la que permite, en estos momentos, calificar como técnicamente grave la idea de flexibilizar el descanso prenatal.

La Honorable Senadora señora Rincón consultó si estando en presencia de un trabajo no riesgoso y de un embarazo no complicado, puede un médico determinar, antes de las dos últimas semanas previas al parto, que la mujer está en condiciones de seguir trabajando.

La señora Presidenta del Colegio de Matronas A.G. sostuvo que no es posible, en un escenario como el descrito, que un médico certifique que existen las condiciones para que la mujer continúe trabajando, por cuanto no es factible determinar con total certeza el estado de la unidad feto placentaria de que se trate. El descanso prenatal, enfatizó, no es para la madre, sino para el nonato, por lo que el riesgo es demasiado alto como para obrar en el antedicho sentido, cualquiera sea el quintil de la población al que pertenezca la mujer. 

A mayor abundamiento, señaló que progresivamente la tasa de mortalidad materna en el último trimestre ha ido disminuyendo en el tiempo, registrándose tan solo ocho casos en el último año. Si esta experiencia de política de salud -que ya es de antigua data en nuestro país- ha dado resultados, reflexionó, no se entiende por qué deba sufrir en estos momentos un cambio de orientación, menos ahora que el trabajo remunerado, así como las condiciones de traslado al mismo, son mucho más arduas y difíciles que lo que eran en el pasado. 

Lo expresado, indicó, es sin perjuicio de lo que vaya a acontecer con las trabajadoras que, por la externalización de los servicios, se encuentran mayoritariamente vinculadas a trabajos precarios y hasta por días, como por ejemplo sucede en centros comerciales o en empresas salmoneras, o de lo que acontecerá con las adolescentes embarazadas que abandonan sus estudios para salir al mercado laboral informal. Para todas ellas el proyecto de ley no contempla ni entrega soluciones, por lo que permanecerán en un estado de indefensión que no se condice con la responsabilidad estatal de extender la protección a la maternidad a todas las mujeres embarazadas de Chile. 

Respecto de la extensión del postnatal, a su turno, se mostró de acuerdo con dicha propuesta, fundada en el reconocimiento del cambio de paradigma que supone que el desarrollo humano no se agota en la salida desde el útero del producto de la concepción, sino sólo tras seis meses de lactancia humana. No entenderlo así, enfatizó, implicaría que la madre no podría acompañar el desarrollo neuronal e inmunitario de su hijo.

En relación con el otorgamiento de licencias por enfermedades graves de niños menores de un año, advirtió que se trata de una distinción innecesaria, toda vez que, en la actualidad, ya existe sanción para el otorgamiento infundado o falso de dicho beneficio. Por lo demás, puso de relieve, no debe perderse de vista que normalmente son las madres de menores ingresos quienes se ven envueltas en casos de licencias falsas, lo que se explica por las precarias condiciones laborales en que se desempeñan, en las que, si se les brinda en su lugar de trabajo sala cuna para sus hijos, los cuidados distan de ser óptimos y, si por el contrario, no hay sala cuna, deben ellas mismas preocuparse por sus enfermedades. En cualquiera de los dos casos, es claro, se ven forzadas a tratar de conseguir licencias médicas para poder atender a sus hijos. 

La Honorable Senadora señora Rincón hizo ver que la información precedentemente entregada debe ser analizada y cotejada, pues no coincide con los datos que obran en poder de las Comisiones unidas, ante las cuales se ha sostenido que las madres de mayores recursos son las que, normalmente, pueden acceder a más licencias médicas y prolongar así el permiso postnatal. 

La señora Presidenta del Colegio de Matronas A.G. concluyó afirmando que, si bien el proyecto de ley es valorado por las matronas del país, no resulta del todo conveniente discutirlo con la urgencia con que se está haciendo, pues contiene una serie de aspectos que deben ser más profundamente estudiados, por la cantidad de variables que inciden en ellos y en los que, más que los datos duros, son los procesos los que deben ser examinados. Así, graficó, cuando el Ejecutivo sostiene que no existe la posibilidad de prestar cobertura al 100% de las mujeres embarazadas, no puede dejar de rebatirse que si se está abordando un asunto tan sensible como el descanso maternal y, en definitiva, el futuro del país, no puede escatimarse en el monto de los recursos.

Enseguida, los miembros de las Comisiones unidas formularon sus observaciones en los siguientes términos.

El Honorable Senador señor Longueira comentó, en primer lugar, que sin perjuicio de los alcances formulados a la iniciativa, no parecen razonables los llamados a rechazar la idea de legislar, pues eso significaría que no se puede seguir adelante con la tramitación legislativa, e implicaría desaprovechar la instancia de la discusión en particular para debatir la pertinencia o no de los perfeccionamientos que se pretendan introducir.

Enseguida, admitió que el traslado de semanas de descanso desde el prenatal al postnatal podría generar una aprensión atendible, particularmente entre los entendidos en el tema, y que, en consecuencia, es una materia que debe ser analizada técnicamente considerando tanto a la madre como al hijo, porque, por otra parte, también pareciera adecuado que si el proceso de gestación ha sido bueno, sea posible dicho traslado previo consentimiento médico.

Del mismo modo, consignó que teniendo en cuenta el problema económico que representa la escasez de recursos del Estado, que obliga a priorizar y focalizar gastos, a su juicio, lo más acertado como política pública habría sido, más que extender el postnatal para quienes ya lo tienen, haber avanzado en la universalización del descanso vigente de tres meses, porque existe aún un segmento de muchas mujeres que ni siquiera tiene acceso a un pre o un postnatal. Sin embargo, dado que las promesas de los candidatos presidenciales fueron en el sentido de extender el descanso posterior al parto, la propuesta legislativa se orientó en dicho sentido y ahora debe existir un pronunciamiento respecto del presente proyecto de ley.

El Honorable Senador señor Navarro manifestó que en una materia tan sensible como la que se está discutiendo, en el que son tantas las variables que se deben sopesar, lo que debe primar es la apertura a un debate público que permita conocer las opiniones de los actores interesados y de la ciudadanía en el tiempo que sea necesario, y no bajo la premura política que pueda existir ante la proximidad del discurso que el 21 de mayo el Presidente de la República expondrá ante el Congreso Nacional. Se corre el riesgo, además, de confundir a la opinión pública, pues los cuestionamientos realizados por instituciones como la ANEF o el Colegio de Matronas no alcanzarán a ser considerados ni recogidos a la fecha de los anuncios presidenciales. En tal sentido, señaló que lo que la oposición al Gobierno debiera hacer, es reconocer que éste ha realizado todos los esfuerzos por poner en discusión el presente proyecto de ley, paso inicial para el cumplimiento de su promesa de campaña, pero que existen ciertas observaciones e insuficiencias que no hacen recomendable, aún, prestarle su aprobación. 

En sus respectivos períodos, agregó, los gobiernos de la Concertación de Partidos por la Democracia no abordaron esta temática por lo oneroso que resultaría para el erario nacional. La actual administración sí lo ha hecho, pero más allá de los llamados del Ministro de Hacienda a comprender su obligación de velar por la adecuada inversión de los recursos públicos, la buena situación económica del país, indicó, permite hoy día avanzar en la entrega de este tipo de beneficios.

Solicitó, finalmente, que se celebren audiencias públicas que convoquen a las organizaciones de mujeres y a los colegios profesionales, de manera de recibir todas las opiniones antes de la votación en general del proyecto de ley.

La Honorable Senadora señora Rincón resaltó que, desde que las Comisiones unidas iniciaron el estudio del proyecto de ley, han recibido en audiencia, de forma permanente, a diversas organizaciones, y así se seguirá haciendo. La voluntad de los parlamentarios en dicho sentido es tal que, a mayor abundamiento, las Comisiones unidas han organizado un Seminario, a realizarse el día 13 de mayo del corriente, para escuchar las opiniones de organizaciones y expertos sobre la materia, abordando temas tan importantes como el derecho maternal, flexibilidad y cobertura; las modificaciones al fuero y al derecho de alimentación; los costos y financiamiento del proyecto de ley; la corresponsabilidad y la creación del permiso parental; y el nuevo sistema de licencias para hijos menores de un año. 

Del mismo modo, hizo presente que ante la urgencia calificada de suma por el Ejecutivo para esta iniciativa, asiste tanto a la Corporación como a sus comisiones, el deber de atenerse a los plazos legales y reglamentarios contemplados al efecto.

Finalmente, recordó que se está en presencia de materias cuya iniciativa exclusiva han sido constitucionalmente entregadas al Presidente de la República.

El Honorable Senador señor Longueira indicó que respecto de los derechos de cuya regulación trata el proyecto de ley, y particularmente de si se entiende que significan un avance o un retroceso, se puede expresar una opinión favorable o contraria en su momento, teniendo en cuenta, además, que existe una gran cantidad de personas, la mayoría integrante de la ciudadanía de hecho, que no se encuentra organizada, cuyos representantes son precisamente los parlamentarios, y que no participan ni son escuchadas en estos debates. Empero, en esta oportunidad se trata de pronunciarse solamente sobre la idea de legislar, para posteriormente analizar en su mérito todas las visiones y criterios técnicos que se hagan valer para perfeccionar aspectos como la cobertura de beneficiarios o la pertinencia o inconveniencia de trasladar semanas de descanso desde el período pre al postnatal, por ejemplo.

La Honorable Senadora señora Rincón planteó que uno de los aspectos de los que no se hace cargo el proyecto, es que los hijos son responsabilidad de padre y madre, no obstante lo cual la normativa laboral sólo aumenta la carga que recae sobre las mujeres. Así, por ejemplo, la sala cuna que encarece la contratación laboral de la mujer, o el cálculo del subsidio en base a la remuneración de la madre, son temas aún sin solución y que habrá que revisar en su oportunidad.


En la última sesión celebrada, la Honorable Senadora señora Rincón, en su calidad de Presidenta de las Comisiones unidas, sometió a votación la idea de legislar en esta materia.


Al expresar sus votos, los miembros de las Comisiones unidas fundamentaron su decisión en los términos que se reseñan a continuación.


El Honorable Senador señor Longueira, para fundamentar su voto, señaló que la extensión del permiso postnatal propuesta por la iniciativa en debate fue un compromiso de campaña asumido por las dos coaliciones que se enfrentaron durante la segunda vuelta electoral, lo que demuestra, en su opinión, la importancia que la sociedad asigna a esta materia. Así, el proyecto que se vota en general, da cuenta del cumplimiento de la promesa del Presidente de la República de extender el postnatal en tres meses, aunque, según dijo, la iniciativa debió considerar la cobertura universal en materia de pre y postnatal, cuestión que no fue recogida en este proyecto. No obstante, advirtió, si bien los distintos candidatos presidenciales se comprometieron a extender en el tiempo el permiso postnatal, ninguno de ello ofreció una cobertura universal del sistema de protección a la maternidad. Hoy, apuntó, el 40% de las madres tiene derecho al descanso de maternidad, y este beneficio se les está extendiendo en circunstancias que el 60% restante no tiene derecho a nada. Por lo tanto, enfatizó, en su opinión, desde la perspectiva de la justicia social, parece más apropiada la ampliación de la cobertura de los beneficios que la prolongación en el tiempo de los mismos.


Expresó que Chile tiene una de las menores tasas de inserción laboral para las mujeres en Latinoamérica, lo que no se condice con los altos niveles de crecimiento que se han conocido en los últimos días ni con las expectativas que se observan de acuerdo a los mismos índices. En este sentido, continuó, el desafío que plantea la incorporación laboral de la mujer chilena, se traduce en mejorar su situación. Sin embargo, añadió, la complejidad de dicho dilema es que ello hace necesario perfeccionar un conjunto de normas que están referidas a derechos adquiridos de las trabajadoras, los que, de alguna forma, han encarecido hasta ahora el costo de su contratación laboral. Por esta razón, una extensión del postnatal no sólo debe enfocarse desde la perspectiva de los derechos del niño y los consecuenciales beneficios que de ellos se derivan, sino que, además, de los planes que protegen a las mujeres y fomentan su inclusión en la fuerza laboral para la efectiva superación de la pobreza, tal como lo señalan diversos estudios dedicados a estas materias. Arguyó que sólo una discusión seria de estos temas y respecto de los objetivos que se pretenden cumplir hubiera permitido avanzar de manera considerable, analizando, por ejemplo, la universalización y extensión del pre y el postnatal, con un costo que debería ser asumido, en parte, por los privados -particularmente el empleador del padre- y, en parte, por el Estado. Esa estructura de costos para la extensión del postnatal hubiera permitido, a su juicio, la igualación, en alguna medida, de la contratación laboral de mujeres y hombres, como también habría incidido en el financiamiento de otras externalidades propias que se derivan de dicha situación, como es el caso de las salas cuna, cuestión que, de resolverse, tendería a una efectiva igualación en la situación laboral de hombres y mujeres y, con ello, a la construcción de una de política pública para el combate de la pobreza, favoreciendo la existencia de dos ingresos en los grupos familiares. Afirmó que una política pública como la descrita, esto es, que hace compartir los costos de estos beneficios entre el sector público y privado, permitiría reemplazar a las madres -tal como lo propone este proyecto-, durante el permiso postnatal parental, contribuyendo de manera efectiva a la universalización del beneficio y al combate de la pobreza. En ese escenario, continuó, el Estado podría tener a su cargo el cincuenta por ciento de la remuneración de la madre durante el período del prenatal y la empresa del padre el saldo durante el postnatal, compartiendo así el costo total de la maternidad. 


Si bien la iniciativa en debate no consideró el modelo descrito, tiene el valor de constituir el cumplimiento de un compromiso de campaña que consiste, precisamente, en la extensión del permiso posterior al parto por tres meses adicionales a los que hoy existen. No obstante, agregó, el proyecto da un paso más allá del compromiso electoral asumido, estableciendo, entre otras innovaciones, un límite en el subsidio a percibir, de 30 unidades de fomento, lo que permite focalizar los recursos fiscales en quienes más los necesitan, en tanto que, quienes cuenten con remuneraciones que superen dicha cantidad, podrán reincorporarse a sus puestos de trabajo en jornadas laborales reducidas para cubrir las diferencias remuneracionales que pudieren experimentar. De esta forma, destacó, el Ejecutivo se ha hecho cargo de su compromiso de campaña. Reiteró que actualmente el 40% de las mujeres tiene derecho al pre y postnatal y un 60% aún no cuenta con este beneficio, por lo que cualquier esfuerzo que pueda realizarse en materia de justicia social debe incluir también la universalización de este derecho, para que todas las mujeres trabajadoras puedan acceder al mismo. Subrayó que el proyecto de ley contenido en el Mensaje del Ejecutivo permite que el 83% de las mujeres trabajadoras accedan al permiso postnatal con un subsidio que cubre el cien por ciento de sus remuneraciones, en tanto que, para el 17% de la fuerza laboral femenina que percibe remuneraciones sobre el referido límite de 30 unidades de fomento, se establece la posibilidad de trabajar en jornadas parciales para complementar sus ingresos, cuestión que permitirá una mejor distribución de los recursos por medio del ahorro que el Estado experimentará y así beneficiar a cerca de 300.000 temporeras que hoy no cuentan con este beneficio. 


Declaró que el proyecto contiene, además, una serie de normas que podrán ser perfeccionadas durante su tramitación legislativa. Sin perjuicio de lo anterior, afirmó que no está de acuerdo en rebajar los derechos adquiridos que hoy se les reconocen a las mujeres, como es el caso del fuero maternal. En este sentido, recordó que el proyecto soluciona un problema que hoy impacta de manera considerable en las arcas fiscales, que soportan el pago de 800 de los 1.100 millones de dólares que cuestan las licencias. Agregó que, de la primera cantidad, 250 millones de dólares corresponden a licencias fraudulentas, y que, de ellas, 120 millones de dólares se extienden como licencias médicas por reflujo infantil. Ante esta situación, la iniciativa en debate mejora la distribución de los ingresos para introducir mayores escenarios de justicia social, sin afectar los derechos de las madres para poder atender a sus hijos recién nacidos. Para ello, añadió, se considera la creación de un listado de enfermedades graves de la infancia, lo que provocará que se reduzcan los montos hoy destinados a pagar licencias fraudulentas y, con ello, una extensión en la protección de los derechos de las mujeres que hoy no acceden a ella. 


Conforme a todas las consideraciones anteriores, anunció su voto favorable a la idea de legislar, reiterando que, a su juicio, lo óptimo habría sido que el proyecto considerara un financiamiento compartido que permita superar, al menos en parte, las diferencias laborales entre hombres y mujeres, que fomentara, asimismo, la universalización del sistema de protección a todas las madres trabajadoras del país, y que, por último, prevenga los abusos que hoy se cometen en materia de licencias médicas. 


Enseguida, el Honorable Senador señor Kuschel manifestó que los contenidos del proyecto tendrán un impacto positivo en su Región más que en otras zonas del país, particularmente porque la estructura laboral que en ella existe permitirá que las coberturas propuestas satisfagan las necesidades de los sectores más vulnerables. En esa línea, indicó que dicha estructura beneficiará a muchas madres trabajadoras de una zona donde no existen grandes conglomerados empresariales en los que sea posible negociar beneficios colectivos en su favor, situación que, sumada a los bajos índices de acceso a la salud, constituye un fuerte desincentivo para el uso abusivo de las licencias médicas. 


Finalmente, al anunciar su voto a favor de la idea de legislar, valoró especialmente las mejoras distributivas que genera el proyecto, pues se trata de una iniciativa balanceada que permitirá incluir a un gran número de mujeres, que hoy no tienen acceso al sistema de protección a la maternidad, como beneficiarias del pre y del postnatal. 


A continuación, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide expresó su satisfacción por el acuerdo de votar afirmativamente la idea de legislar sobre este proyecto, lo que permitirá debatir su contenido específico durante la discusión en particular.


Recordó que esta idea tiene un origen remoto, lo que refleja la ausencia de absolutos sobre la materia que permitan ir en una o en otra dirección. En ese sentido, compartió con el Honorable Senador señor Longueira que el proyecto debe considerar la universalidad en la protección de los derechos de las madres trabajadoras y el costo compartido entre el Estado y los particulares -ya sugerido en un proyecto del año 1994-, pero expresó estar en desacuerdo con otra serie de temas que trata la iniciativa, haciendo presente la necesidad de buscar los puntos de encuentro necesarios para lograr que el proyecto cumpla con el objetivo principal de proteger el derecho del recién nacido a ser amamantado por seis meses, respetando, al mismo tiempo, los derechos adquiridos de las madres al fuero y al 100% de sus remuneraciones.


Respecto de las licencias médicas, explicó que éstas constituyen un acto médico que permite a los pacientes tomar los reposos necesarios para restablecer su salud, cuestión que escapa a un asunto laboral que pueda ser abordado desde un enfoque económico. Recordó su posición acerca del control ético que sobre la emisión de estos permisos debe realizar el Colegio Médico, que debe imponer drásticas sanciones en caso de que se infrinjan las normas pertinentes, las que pueden alcanzar incluso a la eliminación de los registros médicos y la consecuente pérdida de la licencia para ejercer la profesión. Para ello, continuó, los profesionales de la medicina deben colegiarse y adscribir al Código de Ética que rige el ejercicio de esta labor. Agregó que las licencias médicas no son sólo un problema de los médicos y de los pacientes, sino que también de los organismos contralores de las ISAPRES o el COMPIN cuando actúan de manera inadecuada, particularmente cuando rechazan infundadamente las licencias de que toman conocimiento. Recalcó que todos los involucrados en el mal uso de este instrumento médico deben ser sancionados de manera equivalente de acuerdo al rol que cada uno de ellos cumple en la extensión del aludido documento. A mayor abundamiento, indicó que los contralores no pueden actuar como juez y parte a la vez, pues ello genera incentivos perversos, especialmente para el rechazo infundado al que hizo alusión. 


En virtud de lo enunciado, manifestó su rechazo a cualquier intento que implique una disminución del vínculo que debe existir entre médico y paciente, problema del cual el Gobierno debe hacerse cargo fiscalizando para que se apliquen las eventuales sanciones por el mal uso de las licencias al cual se ha hecho referencia durante este debate. De esta manera, también anunció su rechazo, entre otras, a la propuesta del Ejecutivo de que las enfermedades graves de los menores de un año sean determinadas mediante un decreto supremo que, además, deberá contar con un informe elaborado por un consejo consultivo. Afirmó que la iniciativa descrita -referida al artículo 199 del Código del Trabajo- atenta en contra de la profesión médica, recordando que dicha idea también fue propuesta durante el Gobierno de la Unidad Popular y que a ella igualmente se opuso el Partido Demócrata Cristiano en su oportunidad.


Respecto de la instancia que se pretende crear para regular las licencias, sugirió que su composición sea revisada para que primen criterios sanitarios por sobre los de carácter económico, puesto que en definitiva lo que se busca es la protección del derecho de los recién nacidos de ser amamantados durante los primeros seis meses de vida.


Sin perjuicio de los reparos enunciados en los párrafos precedentes, anunció su voto favorable a la idea de legislar en un tema que en su labor parlamentaria ha defendido, según recordó, durante largo tiempo. 


El Honorable Senador señor Girardi, al fundamentar su voto, expresó que el proyecto es parte del proceso de universalización de los derechos de los niños, derechos que por su precario arraigo en el país terminan siendo analizados desde una visión asistencialista como si se tratara de subsidios. Agregó que cuando este tipo de políticas se fijan con criterios económicos, se utiliza un enfoque que resulta perverso y equivocado para un caso como el presente, en que se termina confundiendo la protección de un derecho -que no se puede focalizar- con una medida económica, sin considerar los aspectos de mayor relevancia que llevan a reconocer la lactancia materna exclusiva durante los primeros seis meses de vida como parte del derecho al adecuado desarrollo del niño.


Explicó que la extensión del postnatal no tiene el propósito específico de reducir la desnutrición infantil, pues entre los niños de nuestro país ya no existe tal problema. Recordó que en Chile el 37% de las embarazadas presenta problemas de obesidad o de sobrepeso. Médicamente se argumenta que el problema sería de inmunidad, debido a que la lactancia permite que la madre transfiera al niño los anticuerpos y ácidos grasos esenciales para el desarrollo neuronal, que él sólo empieza a generar por sí mismo a los seis meses de vida.


Agregó que, pese a lo anterior, el argumento central para defender un postnatal de seis meses no es el aporte nutricional  -que como valor agregado genera la lactancia-,  por lo que la discusión debe centrarse en el adecuado desarrollo emocional y humano de las personas y el modelo de sociedad que se pretende construir, pues está demostrado que los niños que desarrollan el apego que genera el amamantamiento prolongado, son mejores personas en todos los planos. En tal sentido, continuó, los estudios develan que la menor obesidad que presentan tales niños es el fruto de su menor ansiedad, y que su crecimiento sin conflictos genera vínculos que les permiten convivir mejor, querer más, disminuir su egoísmo y desarrollar su empatía, como lo demuestra su menor tasa de drogadicción, alcoholismo y delincuencia, beneficios que tienen derecho a recibir todos los niños sin distinción de su condición económica, pues para construir mejores sociedades se requiere que las personas cuenten con la capacidad de construir lazos afectivos, de comprender a sus semejantes y de percibir la fragilidad o la soledad espiritual del ser humano. 


Manifestó su desacuerdo en el sentido de que  para ampliar la cobertura a 6.000 niños se propongan normas equivocadas y que para financiarlo se conculquen derechos adquiridos de las mujeres y de los niños, como ocurre con las limitaciones que la iniciativa considera respecto del fuero maternal y, especialmente, de las licencias por enfermedad grave del hijo menor de un año, materias que son parte de los derechos de los niños consagrados en instrumentos internacionales que obligan al Estado de Chile, que deben ser protegidos con preeminencia a los aspectos económicos y que, de resultar vulnerados, permiten recurrir a las instancias internacionales pertinentes en busca de su amparo.


Señaló que en un protocolo no es posible decidir cuándo una enfermedad es grave, pues el real estado de cada niño enfermo individualmente considerado determina la efectiva magnitud de su padecimiento. Indicó que la modificación propuesta se funda en el elevado costo que dicha licencia representa debido a su abuso, problema que es efectivo pero que no puede resolverse violando los derechos de los niños y de las madres, más aún, cuando el Parlamento está estudiando una vía adecuada para ello estableciendo sanciones incluso penales para los médicos que emiten licencias fraudulentas.


Indicó que hay mujeres que no trabajan remuneradamente, pero que espera que en el futuro sea posible pagar un subsidio a todas las madres para asegurar la lactancia materna exclusiva de seis meses a todos los niños del país, lo que constituiría un instrumento de equidad fundamental que permitiría un mayor desarrollo y bienestar del conjunto del país.


Finalmente, anunció que votará favorablemente la idea de legislar en atención a los aspectos positivos del proyecto, sin perjuicio de lo cual rechazará aquellas normas que restan, afectan o restringen derechos fundamentales de los niños o las madres bajo la errónea concepción de que se trata de recursos que deben ser focalizados y no de derechos que deben ser protegidos y garantizados.


Al fundamentar su voto, el Honorable Senador señor Rossi manifestó su satisfacción por algunas de las indicaciones que el Ejecutivo propone, enmendando la versión original del proyecto. 


Concordó con el Honorable Senador señor Girardi respecto de los beneficios que la prolongación del postnatal a seis meses causa en el apego del menor a sus padres y en los que genera para su desarrollo afectivo. Agregó que al anunciar el proyecto, se indicó que también se pretendía hacer compartir los costos de la maternidad entre ambos progenitores, pero que al conocer y analizar detenidamente el texto de la iniciativa, se generó frustración entre la oposición, porque sólo era un pálido reflejo de lo expuesto en su presentación. Por ejemplo, continuó, al destinar en el proyecto original 10 millones de dólares al aumento de la cobertura del beneficio sólo es posible incorporar a 6.500 madres adicionales, lo que hace necesario instar por un mayor esfuerzo económico que amplíe el pre y el postnatal, pues concuerda con el Senador Longueira que ello podría ser más equitativo que su sola extensión en el tiempo. Señaló que la Concertación de Partidos por la Democracia propuso aumentar el universo potencial de beneficiarias -hasta 344 mil mujeres- destinando para ello 57 millones de dólares extras, y que el debate correcto debiera centrarse en analizar si destinar tal suma es posible para la economía nacional y beneficioso para el país. 


Indicó que para la Concertación de Partidos por la Democracia el pre y el postnatal no es un tema de subsidios o meras transferencias de recursos, y que no se puede castigar con una disminución de ingresos a la mujer que opta por la maternidad, porque el solo incremento de la natalidad es beneficioso para el país desde todo punto de vista.


Comparte la necesidad de mejorar la empleabilidad de las mujeres, oponiéndose a que con tal propósito se disminuyan los derechos ya existentes, como ocurriría si se restan tres meses al fuero maternal o se limita la posibilidad de alimentar al hijo hasta los dos años en el caso del trabajo en jornada parcial, pues la forma de abordar el problema debe tender a que el costo asociado a la maternidad sea compartido entre el padre y la madre, y a diluir la discriminación laboral aún existente entre hombres y mujeres. Para ello, por ejemplo, es posible discutir la posibilidad de que el postnatal extendido sea financiado por el empleador del padre, o bien, analizar quién debe soportar el costo de las salas cuna. 


Afirmó su interés por la posibilidad de traspasar parte del postnatal extendido al padre, pero que luego de analizar la redacción de las normas propuestas -que fijan el subsidio del padre de acuerdo a la remuneración de la madre- se observa que una idea positiva terminará siendo letra muerta ante una realidad que da cuenta de la brecha remuneracional existente entre mujeres y hombres, y cuya magnitud aún se discute.


Recordó que la Concertación de Partidos por la Democracia propuso una serie de modificaciones a esta iniciativa -algunas de las cuales fueron recogidas por el Ejecutivo-, que con 112 millones de dólares permiten brindar cobertura universal a las mujeres con empleo precario, que no cuentan con el beneficio y, además, prolongar el postnatal en las mismas condiciones ya existentes, cumpliendo efectivamente la promesa electoral de extender el postnatal en tres meses en los términos que lo entendió la población. Rechazará, según dijo, las disposiciones relativas a un tope de 30 unidades de fomento, puesto que castigan y discriminan a las madres de clase media y a las profesionales o funcionarias públicas con rentas superiores a dicha cifra.


En lo relativo a la licencia por enfermedad grave del hijo menor de un año, compartió la decisión de aumentar las sanciones, fiscalización y control de las licencias médicas, estimando impropio que el Ministerio de Hacienda determine cuándo y qué enfermedades son graves.


Por último, anunció su voto favorable a la idea de legislar y, asimismo, de acuerdo a lo expuesto, anticipó que rechazará las disposiciones que restringen o afectan derechos ya existentes del niño o la madre. 


Al fundamentar su voto, el Honorable Senador señor Chahuán recordó que, junto a otros señores Diputados, durante el Gobierno de la ex Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, presentó numerosos proyectos de acuerdo que proponían establecer un período postnatal de seis meses. En dicha oportunidad también plantearon que un postnatal de seis meses permite una mejor inmunidad, un mejor coeficiente intelectual, el apego, el desarrollo psicomotor y una menor obesidad, permitiendo una mayor felicidad del menor.


También en la Cámara de Diputados participó de diversas solicitudes tendientes a terminar con el abuso que se registraba en el otorgamiento de licencias médicas falsas, materia en la cual existió un acuerdo transversal. Agregó que de los 1.100 millones de dólares que se gastan en licencias, al menos 250 corresponden a licencias fraudulentas, gran parte de los cuales se destinan a licencias médicas extendidas por enfermedad grave del hijo menor de un año.


Concordó con el Honorable Senador señor Longueira en el criterio de un beneficio de carácter universal, como también con el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide acerca de la necesidad de superar otras dificultades, como las derivadas de los tres días de carencia en el pago del subsidio asociado a las licencias médicas, y que incentiva a otorgar permisos más extensos para evitar tal pérdida.


Recordó que fue crítico de la inclusión de un tope de 30 unidades de fomento en el período de extensión del postnatal, pues es posible realizar un mayor aporte fiscal que permita el aumento de la cobertura del beneficio, particularmente cuando a las mujeres de mayores ingresos se les permitirá trabajar en jornadas reducidas. Enfatizó la importancia de incorporar a 340 mil mujeres y 8 mil nacimientos a estos beneficios, así como de la figura del permiso parental que aumenta la responsabilidad de los padres en el cuidado de los hijos.


Señaló que el Gobierno, en el ánimo de alcanzar un consenso con la oposición, acordó realizar un esfuerzo en materias de finanzas públicas, sorprendiendo ahora que, después del acuerdo logrado en este orden, se informe que se votará favorablemente la idea de legislar pero que se rechazarán las normas de la iniciativa en su discusión en particular, circunstancia de la cual dejó expresa constancia.


Manifestó que aún mantiene la esperanza de  construir acuerdos que beneficien a los niños y madres que todos buscan proteger, y que permitan paliar los efectos de las desigualdades existentes en el país, razón por la cual anunció su voto favorable a la idea de legislar.


Enseguida, fundamentando su voto, el Honorable Senador señor Uriarte señaló que la discusión de este proyecto le recuerda los debates ocurridos en el año 1931 con ocasión del primer Código del Trabajo, donde los debates fueron extensos y apasionados, demostrando así la importancia de los temas que en aquel entonces se aspiraba a regular. 


Criticó que la oposición hoy no actúe de acuerdo a lo que siempre ha sostenido defender, puesto que durante los veinte años que estuvo en el Gobierno, jamás impulsó una iniciativa como la que hoy se debate. 


Valoró que la actual Administración se haga cargo de la extensión del postnatal, lo que traerá importantes beneficios para la salud de los niños, entre otros efectos positivos que se han mencionado ya durante este debate. Concordó con el Honorable Senador señor Longueira en cuanto a la universalización de los beneficios y entregar mayores facultades para que las mujeres puedan tener mayor acceso a la empleabilidad y así derrotar la pobreza. 


Afirmó que la aprobación en general de la iniciativa legal permitirá discutir las indicaciones anunciadas por el Gobierno, las que fueron acordadas por diversos sectores políticos, cuestión que debe ser considerada al momento de discutir el proyecto artículo por artículo.


Por las razones enunciadas, y particularmente por la innovación que contiene la regulación propuesta por este proyecto de ley, expresó que votaría favorablemente la idea de legislar. 


Al fundar su voto, el Honorable Senador señor Muñoz Aburto señaló que la iniciativa le genera un verdadero conflicto interno en cuanto a aprobar o desestimar su propuesta legislativa, toda vez que, sin perjuicio de tratarse de un proyecto bien inspirado, adolece de diversas falencias que es imperioso mejorar en pro de los objetivos que éste se ha trazado.


Recordó que el primero en plantear el pre y el postnatal como un derecho fue el ex Presidente de la República, señor Salvador Allende, por lo que le sorprende que, luego de tantos años, se sostenga que se trata de una protección propia de las políticas sociales y que se trata de un subsidio y no de un derecho.


Destacó que este es un derecho constitucionalmente garantizado, y que esa es la consideración que debe tenerse presente al regular el pre o el postnatal, o el caso de la licencia por enfermedad grave de los hijos menores de un año. Señaló que no se ha hecho cuestión del derecho a la maternidad, pero que no se ha precisado cual es el rol que le corresponde en la protección del niño.


Añadió que la iniciativa es positiva en su idea de protección y en la extensión del postnatal, pues corresponde a un anhelo de muchas mujeres y de diversos parlamentarios que desde hace tiempo han intentado que los diferentes gobiernos accedieran a una propuesta de esta naturaleza. Valoró que el Gobierno haya cedido en algunos puntos, pero hizo presente  que existen objeciones que surgen ante la disminución de los actuales derechos de las trabajadoras que contienen algunas de sus disposiciones. Algunas de las propuestas y reparos han sido acogidas en las indicaciones presentadas, las que se analizarán en su mérito. 


Finalmente, anunció que votará favorablemente la iniciativa en general en atención a que la estima un avance, aunque la ampliación de la cobertura propuesta no permite resolver el problema de miles de mujeres que carecen de un trabajo formal y de contrato laboral, como ocurre, por ejemplo, con numerosas mujeres que trabajan informalmente en plantas pesqueras.  


A continuación, el Honorable Senador señor Bianchi, al fundar su voto, expresó su preocupación por el fraude en la extensión licencias médicas sin fundamento, como también por el cobro del 2% que se hace a los jubilados por concepto de licencias médicas, situación que es necesario revertir para terminar con una situación abusiva hacia los adultos mayores.


Declaró que es inaceptable que el Estado como empleador excluya a las mujeres que se desempeñan a contrata o a honorarios en el servicio público, lo que parece haberse corregido por las indicaciones del Ejecutivo, aunque subsiste la preocupación respecto de aquellas profesionales que son jefas de hogar. 


Señaló que para quienes representan las zonas más apartadas del país, es fundamental que no se considere el bono de zonas extremas al momento de calcular el subsidio y determinar si la trabajadora tiene una remuneración superior a 30 unidades de fomento.


En cuanto a las indicaciones que incrementan la cobertura de los beneficios, manifestó que si los requisitos que se consideran para tener derecho al pre y al postnatal tienen el carácter de acumulativos, será necesario corregir la disposición, ya que en esas condiciones la norma se volvería muy restrictiva y tendría poca aplicación. Agregó que, de igual manera, en lo relativo al permiso postnatal parental, se expresa que tendrán derecho a la alimentación todas aquellas mujeres con una jornada igual o superior a cinco horas, pese a que para la media jornada es suficiente cumplir cuatro horas de trabajo, lo que, por tanto, será necesario revisar.


Coincidió con la preocupación planteada sobre la situación de los niños prematuros, materia en la que no ha sido posible establecer beneficios especiales ante los mayores cuidados que sus hijos requieren, y de las mayores demandas que tales cuidados implican para sus padres. 


Por último, anunció su voto favorable a la idea de legislar en consideración a las diversas propuestas que han sido recogidas por el Ejecutivo para perfeccionar la iniciativa originalmente presentada. 


Finalmente, la Honorable Senadora señora Rincón señaló que el permiso pre y postnatal es un beneficio de la seguridad social y no una mera transferencia de recursos como se ha mencionado por algunos señores Senadores. Como tal beneficio de la seguridad social, es un derecho de las mujeres que trabajan, en virtud del cual, no sólo se accede a un período de descanso, sino que, además, se reemplaza o sustituye la remuneración de la trabajadora en un monto equivalente al de su contribución o aporte al sistema, es decir, con un tope establecido, el cual no es arbitrario, sino que está asociado al máximo permitido para cotizar en el régimen previsional. 


Recordó que durante la discusión de esta iniciativa se ha mencionado que este beneficio es regresivo, en el sentido de que las mujeres de más altos ingresos son las que perciben los mayores subsidios. Al respecto, reiteró, que cada mujer trabajadora accede a un beneficio según su aporte a la seguridad social. Este subsidio, apuntó, antiguamente era cubierto por el seguro de salud, pero actualmente es de cargo del Estado, tras modificarse el sistema a este respecto dada la naturaleza e importancia del beneficio de que se trata.


Agregó que el Ejecutivo, cumpliendo un compromiso de campaña, ingresó a tramitación legislativa, con fecha 15 de marzo de 2011, el proyecto que se debate. Añadió que, tal como se ha dicho aquí, se está discutiendo en torno a una idea que, quizás, no debería ser el real centro del debate, pues lo deseable habría sido discutir otros temas, también relevantes, como por ejemplo, el financiamiento de las licencias médicas, la modificación al sistema de incapacidades laborales, comunes o laborales propiamente tales, permanentes o definitivas, su sistema de calificación y la regulación del acceso a otros derechos de manera transparente y expedita, tal como se ha planteado por los señores Senadores de la Concertación de Partidos por la Democracia.


Lamentó que el proyecto no se haga cargo de los temas de protección de los derechos de los trabajadores enunciados en el párrafo precedente, lo que tampoco puede realizarse en la Comisión de Trabajo y Previsión Social por las urgencias que impone el Gobierno para la tramitación de otros proyectos de su interés. 


Manifestó que las indicaciones que ha anunciado el Gobierno y que serán discutidas en la votación en particular, se deben a las propuestas realizadas por parlamentarios del mencionado conglomerado político, que planteó de manera categórica que no votaría a favor de un proyecto que reducía los derechos de las mujeres trabajadoras. El proyecto, tal cual se presentó, contiene falencias importantes que resolver, lo que implica un mayor esfuerzo del Ejecutivo para lograr los objetivos que se pretenden cumplir con esta regulación, para lo cual la oposición ha manifestado su disposición para abordar asuntos de suma relevancia, dentro de los cuales destacó los siguientes:


-
La no reducción del fuero maternal y la no disminución del derecho a amamantamiento de las mujeres con jornada parcial.  


-
La ampliación del universo a proteger. 


-
Que el derecho a subsidio por incapacidad laboral por enfermedad del hijo menor de un año, no tenga un tope inferior al asociado a la cotización.


-
La no afectación de los derechos de las mujeres que trabajan en el sector público y las que lo hacen por contrato fijo. 


-
Aumento de las coberturas que apunten a la universalización del derecho, lo que, según los cálculos conversados con el Gobierno, no supera los 57 millones de dólares. 


Todos estos temas, reiteró, fueron claramente planteados por parlamentarios de la Concertación de Partidos por la Democracia en un debate abierto y democrático, no obstante entender que no siempre las diversas opiniones sobre un asunto particular podrán ser objeto de acuerdos, puesto que los enfoques sobre un tema tan sensible como el contenido en esta iniciativa, tienen matices que no es posible soslayar. Bajo esa perspectiva, señaló que oponerse a un proyecto no transforma a un sector político en obstruccionista, sino que reafirma el sentido de la discusión democrática respecto de los puntos que cada coalición defiende dentro de su ideario. Recordó que parlamentarios del actual Gobierno se opusieron, en su oportunidad, a importantes proyectos impulsados por la Concertación de Partidos por la Democracia, como fue el caso de las reformas laborales del año 1993. 


Reiteró la importancia de la cobertura universal sin tope, más allá del que existe actualmente en el régimen de seguridad social, que es de 67 unidades de fomento, como también para aquellas mujeres que trabajan y aún no pueden acceder al beneficio. Todo ello implica un costo que no excede, según se ha dicho, de 112 millones de dólares. Recordó que el proyecto que dio origen a la reforma previsional durante el Gobierno de la ex Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, tuvo un costo aproximado de 3 mil millones de dólares, beneficiando a miles de ciudadanos que antes no tenían acceso a sistema de protección social alguno. Esta cifra no es comparable al costo total de la agenda social impulsada por el actual Ejecutivo, la que no supera, según dijo, los 700 millones de dólares. Estimó que el país puede abordar estas reformas de acuerdo a las cifras que se anuncian de crecimiento económico, lo que permitirá saldar la deuda que hoy existe con miles de personas que sufren por la distribución del ingreso que hoy existe en nuestro país. 


Afirmó que si hoy se está discutiendo este proyecto, es por todo lo que se construyó en el pasado. 


Sin perjuicio de las consideraciones enunciadas, valoró que el Ejecutivo esté dispuesto para corregir algunos temas trascendentales para avanzar en esta idea, razón por la cual anuncia su voto favorable a la idea de legislar. 


Asimismo, dejó constancia que no se ha presentado aún el informe financiero que reemplaza el original y que da cuenta de las correcciones y modificaciones a las que se ha aludido durante el debate. 


- Finalmente, tras ser puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Rincón, y señores Bianchi, Chahuán, Girardi, Kuschel, Longueira, Muñoz Aburto, Ruiz-Esquide, Rossi y Uriarte.

Producida la aprobación en general de la iniciativa legal en informe, hicieron uso de la palabra los representantes del Ejecutivo.


En primer lugar, intervino el señor Ministro de Salud, quien agradeció la aprobación unánime de la idea de legislar sobre este proyecto de ley, expresando su satisfacción por este paso de madurez democrática que se ha dado. Sin perjuicio de lo anterior, añadió, es necesario efectuar algunos alcances y precisiones. En primer lugar, señaló que las políticas sociales se construyen poco a poco. Bajo esa premisa, continuó, el proyecto de ley tiene un ámbito concreto de aplicación, toda vez que plantea una reforma o perfeccionamiento de un sistema protector que ya existe y que se contempla en el Código del Trabajo. Se trata, pues, de beneficios que están concebidos en favor de las madres que trabajan y, subrayó, ese es el universo al cual está circunscrita la iniciativa. De esta manera, agregó, no se puede pretender que en este proyecto queden solucionados otros temas relacionados, por ejemplo, con la distribución del ingreso, las políticas demográficas u otros que se han mencionado por algunos señores Senadores. Eso, apuntó, debería ser materia de otras iniciativas de ley que sean discutidas y analizadas en su oportunidad y en su propio mérito. Tampoco se trasladan estos beneficios desde el ámbito de la seguridad social, al campo de la salud, por cuanto permanecen en la esfera de aquélla.


Se refirió también a la ampliación del beneficio a todas las mujeres embarazadas que también se ha sugerido durante la discusión. A este respeto, indicó que tampoco es el objetivo de este proyecto, cuestión que sí puede ser abordada por otra iniciativa de ley, particularmente en los casos de embarazos adolescentes y su relación con el combate a la pobreza.


A propósito de las licencias médicas, recordó que existe una legislación en estudio que sanciona duramente a los profesionales que utilizan fraudulentamente este instrumento, lo que se refuerza con la mayor vigilancia que hoy existe por parte de la sociedad en esta materia. 


Finalmente, señaló que la ampliación de los beneficios de esta índole a los hombres es un asunto que es necesario revisar, puesto que, por ejemplo, en cuanto a la licencia médica por enfermedad del hijo menor de un año, que también se contempla respecto del padre, las estadísticas demuestran que los que hacen uso de tal beneficio no superan el 1%. 


Por su parte, la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer (SERNAM), tras expresar su satisfacción por la aprobación de la idea de legislar sobre la materia, explicó el sentido de las indicaciones que presentará el Ejecutivo en la discusión en particular del proyecto de ley, el que puede sintetizarse, según dijo, en los siguientes ejes temáticos:


-
La extensión del postnatal, la corresponsabilidad de padre y madre en el cuidado de los recién nacidos, el fomento de los cuidados infantiles y un sistema de protección a la maternidad más flexible, todo como políticas de incentivo a la natalidad. 


-
En cuanto al límite de las 30 unidades de fomento, señaló que todas las mujeres que, de acuerdo a la normativa vigente, acceden a un subsidio que es inferior a la remuneración que perciben, hoy no tienen posibilidad alguna de trabajar y complementar sus ingresos. De hecho, apuntó, actualmente entre las mujeres cuyas remuneraciones son inferiores a 30 unidades de fomento, un 23% de ellas recibe un subsidio que es un 30% menor a sus ingresos. La propuesta del Ejecutivo, en cambio, permite a la madre trabajar, en jornada laboral reducida, sin perder el permiso ni el subsidio, para complementar sus recursos económicos en la parte no cubierta por el beneficio.


-
Respecto al permiso para dar alimento al hijo menor de dos años, que es una facultad que tiene la madre en la etapa posterior al postnatal, indicó que hoy se presentan dificultades en cuanto al tiempo para cumplir con el amamantamiento, particularmente respecto de las trabajadoras que se desempeñan en jornada reducida, cuestión que se resuelve en este proyecto permitiendo a las mujeres un mayor plazo al efecto. Lo anterior, por cuanto podría ser difícil para quien labora en una jornada reducida, solicitar además permiso para ausentarse del trabajo e ir a alimentar a su hijo. Así, precisó, la nueva propuesta otorga una hora para la lactancia, dentro de cinco horas laborales, de manera tal que haya una hora para la alimentación del menor y cuatro de trabajo.


-
En materia de extensión en cobertura, destacó que 160.000 mujeres se incorporarán al sistema de protección maternal, respecto de las cuales, si bien se contemplan requisitos acumulativos, se permite y facilita su acceso al mismo.


-
En relación a la inquietud referida a quienes se desempeñan en el sector público bajo el régimen a contrata, aclaró que la iniciativa no reduce ni afecta el fuero maternal en este caso, ya que la contrata corresponde a un acto administrativo y no a un contrato a plazo fijo en los términos del Código del Trabajo. Sin perjuicio de lo anterior, añadió, la indicación a presentar excluye de la norma respectiva del proyecto a los contratos plazo fijo, a fin de evitar dudas interpretativas sobre la materia.


Concluyó señalando que el proyecto de ley en análisis busca ser más justo, en pro de los niños y niñas de nuestro país, particularmente los más pobres, ya que los recursos fiscales contemplados para ello se han focalizado a dicho sector, intentando corregir la regresividad de un beneficio que hoy se destina, en mayor medida, a los hogares de más altos ingresos.


Finalmente, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia afirmó que este es un momento histórico que ha sido un anhelo de diversos sectores políticos durante largo tiempo, por lo que agradeció la votación unánime de los miembros de las Comisiones unidas para aprobar la idea de legislar. Agregó que la política que se implementará por medio de este proyecto, colocará a Chile en una frontera que permitirá ver a nuestro país con una mirada de desarrollo, propia del siglo XXI, con una perspectiva de futuro.


Valoró, además, el alto nivel de cumplimiento del actual Gobierno respecto de los anuncios de campaña. Declaró sentirse orgulloso de una Administración que en poco tiempo ha sido capaz de colocar en la agenda pública un tema como éste.


Sin embargo, añadió, aun hay asuntos pendientes de resolver, como por ejemplo, la desigual distribución de los ingresos en Chile.  Sobre el particular, indicó que dicho problema no se resuelve sin modificar otras áreas de relevancia, entre ellas la educación. Estudios modernos revelan que, si bien es importante el proceso cognitivo, tanto o más significativo es el proceso afectivo y, con este proyecto de ley, se da un gran paso en dicha materia. Lo que se hace es perfeccionar un instrumento de política social en el corto plazo; se extienden beneficios en un proceso de formación de capital humano como pocas veces se hace en un país de escasos recursos como el nuestro. Para ello la iniciativa contempla extender el permiso postnatal a seis meses, se fomenta la lactancia y el apego, se amplia la cobertura del sistema de protección a la maternidad incluyendo a quienes nunca se han beneficiado del mismo, se focalizan los recursos, es decir, se trata de un gran esfuerzo de carácter histórico. Destacó, asimismo, la activa colaboración de los diversos sectores políticos en aras de perfeccionar la iniciativa, trabajo a partir del cual se han elaborado las indicaciones próximas a someter a la consideración parlamentaria y que han recogido las inquietudes en este debate manifestadas. El Congreso Nacional es un espacio donde se puede y se deben construir los acuerdos. En ese espíritu, celebra la aprobación en general del proyecto y solicitó conservar la misma mirada para la aprobación en particular de la iniciativa. 


Seguidamente, en la misma sesión, se dio lugar a la discusión en particular de la iniciativa, la cual se consigna a continuación.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


El proyecto de ley en informe consta de tres artículos permanentes, el primero de los cuales introduce modificaciones al Código del Trabajo, en tanto que el segundo, modifica el decreto con fuerza de ley N° 44, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, y el tercero, establece la vigencia de la ley. Asimismo, la iniciativa en examen contempla seis artículos transitorios.


A continuación, se efectúa una relación de las disposiciones que contempla el proyecto, así como también se transcriben las normas cuya modificación se propone, se consigna una relación de las distintas indicaciones presentadas y se registran los acuerdos adoptados a su respecto.

- - -


Se deja constancia que, durante el debate, diversos integrantes de las Comisiones unidas solicitaron votación separada respecto de las normas del proyecto que en cada caso se consignará en su oportunidad, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 164 del Reglamento del Senado.

- - -

Artículo 1°


Esta disposición está encabezada del modo que sigue:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código del Trabajo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2002, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social:”.


- Puesto en votación el encabezamiento de la norma en examen, fue aprobado, sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Rincón, y señores Bianchi, Chahuán, Girardi, Kuschel, Longueira, Muñoz Aburto, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte.

A continuación, el referido artículo 1° de la iniciativa, mediante dos numerales, introduce un conjunto de modificaciones al Código laboral.

Número 1)


Reemplaza los artículos 195 a 199 y 200 a 201 del Código del Trabajo, por otros del tenor que sigue, e incorpora a dicho cuerpo de leyes un artículo 197 bis, nuevo. 


Por consiguiente, las normas sobre las cuales recae este numeral 1 del artículo 1° del proyecto de ley, corresponden a aquellas que integran el Título II del Libro II del Código del Trabajo, relativo a la Protección a la Maternidad, y están referidas al descanso de maternidad (pre y postnatal) (artículo 195), al descanso prenatal suplementario en caso de enfermedad que sea consecuencia del embarazo (artículo 196), al procedimiento a seguir ante el empleador para hacer uso del descanso maternal (artículo 197), al subsidio a percibir durante los señalados períodos de permiso (artículo 198), a la licencia por enfermedad grave del hijo menor de un año (artículo 199), al permiso en el caso de quien tiene judicialmente la tuición o el cuidado personal de un menor de edad inferior a seis meses (artículo 200), y al fuero maternal (artículo 201).


Las Comisiones unidas debatieron cada una de las referidas disposiciones conforme a la votación separada que fuera solicitada en su oportunidad y que más adelante se registrará. El debate y los correspondientes acuerdos, por tanto, se consignan en este informe de la misma manera, separadamente, respecto de cada una de dichas normas. 

Artículo 195


Respecto del artículo 195 del Código del Trabajo, el texto propuesto por el proyecto señala:


“Art. 195.- Las trabajadoras tendrán derecho a un descanso de maternidad de seis semanas antes del parto y doce semanas después de él. Con todo, hasta dos semanas del reposo prenatal podrán ser traspasadas por la trabajadora a su periodo de descanso postnatal, en caso de contar con expresa autorización del médico tratante. En cualquier caso, si se presentaren cuadros que ameriten reposo, a juicio del profesional tratante, se iniciará inmediatamente el reposo prenatal, quedando sin efecto el traspaso del tiempo restante al descanso postnatal.


El padre tendrá derecho a un permiso pagado de cinco días en caso de nacimiento de un hijo, el que podrá utilizar a su elección desde el momento del parto, y en este caso será de forma continua, excluyendo el descanso semanal, o distribuirlo dentro del primer mes desde la fecha del nacimiento. Este permiso también se otorgará al padre que se encuentre en proceso de adopción, y se contará a partir de la notificación de la resolución que otorgue el cuidado personal o acoja la adopción del menor, en conformidad a los artículos 19 y 24 de la ley N° 19.620. Este derecho es irrenunciable.


Si la madre muriera en el parto o durante el periodo de permiso posterior a éste, dicho permiso o el resto de él que sea destinado al cuidado del hijo, corresponderá al padre o a quien le fuere otorgada la custodia del menor, quien gozará del fuero establecido en el artículo 201 de este Código y tendrá derecho al subsidio a que se refiere el artículo 198.


El padre que sea privado por sentencia judicial del cuidado personal del menor, perderá el derecho a fuero y subsidio establecidos en el inciso anterior.


Los derechos referidos en el inciso primero no podrán renunciarse y durante los períodos de descanso queda prohibido el trabajo de las mujeres embarazadas y puérperas.


Asimismo, no obstante cualquiera estipulación en contrario, deberán conservárseles sus empleos o puestos durante dichos períodos, incluido el periodo establecido en el artículo 197 bis.”.


La norma vigente del artículo 195 del Código del Trabajo, establece:


“Artículo 195. Las trabajadoras tendrán derecho a un descanso de maternidad de seis semanas antes del parto y doce semanas después de él.


El padre tendrá derecho a un permiso pagado de cinco días en caso de nacimiento de un hijo, el que podrá utilizar a su elección desde el momento del parto, y en este caso será de forma continua, excluyendo el descanso semanal, o distribuirlo dentro del primer mes desde la fecha del nacimiento. Este permiso también se otorgará al padre o la madre, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 200, que se le conceda la adopción de un hijo, contado desde la respectiva sentencia definitiva. Este derecho es irrenunciable. 


Si la madre muriera en el parto o durante el período del permiso posterior a éste, dicho permiso o el resto de él que sea destinado al cuidado del hijo, corresponderá al padre, quien gozará del fuero establecido en el artículo 201 de este Código y tendrá derecho al subsidio a que se refiere el artículo 198. 


El padre que sea privado por sentencia judicial del cuidado personal del menor, perderá el derecho a fuero establecido en el inciso anterior. 


Los derechos referidos en el inciso primero no podrán renunciarse y durante los períodos de descanso queda prohibido el trabajo de las mujeres embarazadas y puérperas.


Asimismo, no obstante cualquiera estipulación en contrario, deberán conservárseles sus empleos o puestos durante dichos períodos.”.

Inciso primero


Al iniciar el estudio de este precepto, el Honorable Senador señor Muñoz Aburto solicitó votación separada respecto de las oraciones segunda y tercera del inciso primero del artículo 195 propuesto por el proyecto.


- Conforme a lo anterior, puesta en votación la oración inicial del inciso primero del artículo 195, fue aprobado, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Rincón, y señores Bianchi, Chahuán, Girardi, Kuschel, Longueira, Muñoz Aburto, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte.

- Luego, sometidas a votación las oraciones segunda y tercera del inciso primero del artículo 195, fueron rechazadas por 6 votos en contra y 4 a favor. Votaron por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón, y señores Bianchi, Girardi, Muñoz Aburto, Rossi y Ruiz-Esquide, y por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Chahuán, Kuschel, Longueira y Uriarte.


Fundamentaron su voto, los siguientes integrantes de las Comisiones unidas, en los términos que se reseñan a continuación.


El Honorable Senador señor Longueira expresó que esta norma permite que la madre trabajadora traspase semanas desde el pre al postnatal, previa autorización de su médico tratante. Destacó que la disposición contempla esa restricción, ya que para proceder a este traslado de semanas, es indispensable contar con la venia del respectivo profesional. Se trata, entonces, de una libertad que se reconoce a la mujer, pero que no se concede en forma absoluta porque está sujeta a una autorización previa que representa un resguardo para la salud, tanto de la suya propia como la del niño que está por nacer. Al negar esta facultad, enfatizó, se está restando a la mujer la posibilidad de elegir por un traspaso de semanas que, además, le permitiría extender aún más el período postnatal. Indicó que la referida libertad resulta razonable, sobre todo si se considera que, para hacer uso de ella, debe tratarse de un embarazo sano, sin complicaciones, que permita el traspaso de tiempo, y que se requiere, además, la aquiescencia del médico tratante. No advierte motivos, señaló, para no contemplar en la ley esta posibilidad. En el entendido antedicho, concluyó, su voto fue favorable a esta propuesta legislativa.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto se manifestó contrario al traslado de semanas desde el período previo al parto hacia el permiso posterior al mismo. Ello, explicó, por cuanto, al tenor de los antecedentes proporcionados ante estas Comisiones unidas, tal traslado resulta altamente inconveniente tanto para la salud de la madre como para la del menor, por lo que no parece aconsejable ofrecer esta posibilidad. De ahí, entonces, su voto en contra de la norma en cuestión.


La Honorable Senadora señora Rincón indicó que, si bien en un principio parecía razonable la opción de traspasar semanas del pre al postnatal, tras la información recibida durante este debate de parte de los especialistas en la materia, aparece más claro que el referido traslado es muy complejo y riesgoso. Agregó que la realidad de nuestro país demuestra que un alto porcentaje de las mujeres embarazadas es atendido por matronas, quienes se manifestaron contrarias a la reducción del prenatal vía traslado de semanas, atendido lo altamente peligroso que ello resulta para la madre y para el menor. De hecho, recordó, las mismas matronas han expresado que la autorización a que hace mención la norma, no será otorgada por estas profesionales, atendidos los riesgos que ello significa. 


Por último, Su Señoría advirtió que el texto de la norma en examen adolece de una falta de precisión, toda vez que, primero se refiere al “médico tratante”, en circunstancias que, posteriormente, habla del “profesional tratante”, imprecisión que habría sido necesario corregir.


Conforme a lo señalado, su voto fue, en esta materia, desfavorable a la iniciativa.

Incisos segundo a sexto


- Enseguida, puestos en votación los incisos segundo a sexto del artículo 195, fueron aprobados, sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Rincón, y señores Bianchi, Chahuán, Girardi, Kuschel, Longueira, Muñoz Aburto, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte.

Artículo 196


Para el artículo 196 del Código del Trabajo, la propuesta del proyecto de ley consulta el siguiente texto:


“Art. 196.- Si durante el embarazo se produjere enfermedad como consecuencia de éste, comprobada con una licencia médica, la trabajadora tendrá derecho a un descanso prenatal suplementario. En estos casos, no se podrá optar por el traspaso de semanas de descanso a que alude el inciso primero del artículo 195.


Si el parto se produjere después de las seis semanas siguientes a la fecha en que la mujer hubiere comenzado el descanso de maternidad, el descanso prenatal se entenderá prorrogado hasta el alumbramiento y desde la fecha de éste se contará el descanso puerperal, lo que deberá ser comprobado, antes de expirar el plazo, con la correspondiente licencia médica.


Si como consecuencia del alumbramiento se produjere enfermedad comprobada por una licencia médica, que impidiere regresar al trabajo por un plazo superior al descanso postnatal, el descanso puerperal será prolongado.”.


El artículo 196 del Código del Trabajo en vigencia, señala:


“Artículo 196. Si durante el embarazo se produjere enfermedad como consecuencia de éste, comprobada con certificado médico, la trabajadora tendrá derecho a un descanso prenatal suplementario cuya  duración será fijada, en su caso, por los servicios que tengan a su cargo las atenciones médicas preventivas o curativas.


Si el parto se produjere después de las seis semanas siguientes a la fecha en que la mujer hubiere comenzado el descanso de maternidad, el descanso prenatal se entenderá prorrogado hasta el alumbramiento y desde la fecha de éste se contará el descanso puerperal, lo que deberá ser comprobado, antes de expirar el plazo, con el correspondiente certificado médico o de la matrona.


Si como consecuencia del alumbramiento se produjere enfermedad comprobada con certificado médico, que impidiere regresar al trabajo por un plazo superior al descanso postnatal, el descanso puerperal será prolongado por el tiempo que fije, en su caso, el servicio encargado de la atención médica preventiva o curativa.


Los certificados a que se refiere este artículo serán expedidos gratuitamente, cuando sean solicitados a médicos o matronas que por cualquier concepto perciban remuneraciones del Estado.”.


- Puesto en votación el artículo 196 propuesto por la iniciativa legal, fue rechazado por mayoría de votos, con seis votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón, y señores Bianchi, Girardi, Muñoz Aburto, Rossi y Ruiz-Esquide, y cuatro a favor, de los Honorables Senadores señores Chahuán, Kuschel, Longueira y Uriarte. 


En fundamento de la votación, expusieron sus motivaciones los siguientes miembros de las Comisiones unidas.


El Honorable Senador señor Kuschel indicó que la norma en cuestión aborda tres situaciones que se enfocan en beneficio de la madre y del menor, esto es, primero, que durante el embarazo se produzca una enfermedad como consecuencia de éste; segundo, que el parto se produzca después de seis semanas de iniciado el descanso de maternidad y, tercero, que a consecuencia del alumbramiento se produzca una enfermedad que impida el retorno de la madre al trabajo por un tiempo mayor al descanso postnatal. En todos estos casos, añadió, la norma contempla una solución beneficiosa para madre e hijo, es decir, derecho a un descanso prenatal suplementario, la prórroga del reposo prenatal, y la prolongación del descanso puerperal, respectivamente.


Bajo estas consideraciones, y para que las normas sean armónicas entre sí, Su Señoría votó a favor de la propuesta legislativa.


El Honorable Senador señor Bianchi destacó que la norma propuesta elimina la gratuidad en el otorgamiento de la licencia médica respectiva, lo que representa una desventaja en comparación a la disposición vigente sobre la materia, razón por la cual ha votado en contra de esta norma de la iniciativa.


La Honorable Senadora señora Rincón apuntó que, siendo coherente con lo precedentemente resuelto y, considerando además que la norma en referencia elimina el carácter gratuito de la respectiva licencia médica -carácter antes contemplado para los certificados médicos-, su voto es contrario a la disposición propuesta.

Artículo 197


En cuanto al artículo 197 del Código del Trabajo, el proyecto propone el siguiente texto:


“Art. 197.- Para hacer uso del descanso de maternidad, señalado en el artículo 195, deberá presentarse al jefe del establecimiento, empresa, servicio o empleador un certificado médico o de matrona que acredite que el estado de embarazo ha llegado al período fijado para obtenerlo. Para hacer uso del derecho a trasladar dos semanas del prenatal establecido en el artículo 195, se deberá presentar junto a este certificado, la autorización por escrito del médico o matrona tratante, diez días antes del inicio de dicho período.


El descanso se concederá de acuerdo con las formalidades que especifique el reglamento.”.


El actual artículo 197 del Código del Trabajo dispone:


“Artículo 197. Para hacer uso del descanso de maternidad, señalado en el artículo 195, deberá presentarse al jefe del establecimiento, empresa, servicio o empleador un certificado médico o de matrona que acredite que el estado de embarazo ha llegado al período fijado para obtenerlo.


El descanso se concederá de acuerdo con las formalidades que especifique el reglamento.


Estos certificados serán expedidos gratuitamente por los médicos o matronas a que se refiere el inciso final del artículo anterior.”.


- Puesto en votación el artículo 197 contemplado por la iniciativa, fue rechazado por mayoría de votos, con seis votos en contra y cuatro a favor. Votaron por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón, y señores Bianchi, Girardi, Muñoz Aburto, Rossi y Ruiz-Esquide, y por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Chahuán, Kuschel, Longueira y Uriarte. 


Fundamentando su decisión, los integrantes de las Comisiones unidas señalaron lo que sigue.


El Honorable Senador señor Rossi expresó que, tal como en el caso de la disposición anterior, la norma propuesta elimina la gratuidad de la licencia médica, a diferencia del artículo vigente que contempla como gratis el respectivo certificado médico, cambio normativo que no comparte.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide señaló que el tema de los permisos por maternidad, y la posibilidad de traslado de semanas desde el pre al postnatal ha sido latamente discutido y, recordó, que siempre ha estado en contra de dicho traspaso, por las implicancias que ello tiene no sólo en la salud de la madre sino que, particularmente, en la salud y bienestar del niño que está por nacer. No se trata, insistió, de un asunto circunscrito a la eventual libertad de la madre para decidir en torno a estas materias, ya que lo esencial versa sobre lo que es mejor para el menor y su pleno desarrollo. En ese mérito, su voto es contrario a la propuesta en estudio.


El Honorable Senador señor Longueira señaló que esta norma se refiere al funcionario que debe otorgar la certificación o autorización médica respectiva para hacer uso del permiso prenatal o trasladar semanas del mismo al período postnatal, así como también se ocupa del procedimiento a seguir ante el empleador para hacer efectivo el respectivo permiso. Sin embargo, añadió, la referida posibilidad de traslado de semanas -como una manifestación de la libertad de la mujer-, ha sido eliminada del proyecto según lo resuelto precedentemente. No obstante, siendo coherente con sus votos anteriores, ha prestado su aprobación también a esta norma, por ser acorde con las otras propuestas de la iniciativa sobre esta materia.


Por su parte, el Honorable Senador señor Muñoz Aburto recordó que este tipo de disposiciones tiene su origen en un proyecto de ley presentado a tramitación legislativa hace muchos años atrás, el cual perseguía flexibilizar el descanso de maternidad y, para tales efectos, consideraba -tal como lo hace la presente iniciativa-, la posibilidad de trasladar semanas desde el pre al postnatal. Dicho proyecto de ley, acotó, se encuentra aún radicado para su estudio en la Comisión de Trabajo y Previsión Social del Senado, cumpliendo su segundo trámite constitucional. Sin embargo, advirtió, desde aquél entonces se manifestó en contra de aprobar una normativa semejante, en la medida que ella vulnera la opinión de los especialistas en la materia, quienes han sostenido persistentemente que dicha alternativa es inviable y, peor aún, altamente perjudicial para la madre y el menor. Por consiguiente, siendo consecuente con lo expresado ya en dicha oportunidad y con lo resuelto precedentemente, vota en contra de la iniciativa en esta materia.


La Honorable Senadora señora Rincón apuntó que, por las mismas razones expresadas respecto a las normas precedentes y, considerando además que se elimina la gratuidad del certificado médico respectivo, su voto es contrario a la propuesta normativa en análisis.

Artículo 197 bis, nuevo


Enseguida, el proyecto de ley incorpora al Código del Trabajo un artículo 197 bis, nuevo, del siguiente tenor:


“Art. 197 bis.- Durante las doce semanas siguientes inmediatas al término del periodo postnatal, existirá un permiso postnatal parental a favor de la madre; no obstante, a elección de aquélla, el padre trabajador podrá hacer uso de dicho permiso a partir de la sexta semana del mismo. La mujer o el padre trabajador que se encuentre haciendo uso de este permiso recibirá el subsidio mencionado en el artículo 198. La base de cálculo del subsidio que origine el permiso postnatal parental, no podrá exceder a la cantidad equivalente a 30 unidades de fomento, al valor que tenga ésta al último día de cada mes anterior al pago, y en la determinación de su monto se considerarán siempre las remuneraciones de la madre, independiente de quien haga uso del permiso. Este tope será también aplicable a las remuneraciones que deban enterarse a los funcionarios de la administración del Estado cuando hagan uso del permiso postnatal parental. Este subsidio se financiará con cargo al Fondo Único de Prestaciones Familiares del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.


Con todo, cuando la madre hubiere fallecido o el padre tuviere el cuidado personal del menor por sentencia judicial, le corresponderá el permiso establecido en el inciso anterior, a este último.


La madre o padre cuya remuneración imponible no sea cubierta completamente por el subsidio, podrá trabajar a jornada reducida durante el período correspondiente al permiso postnatal parental. Durante este periodo, la remuneración que se obtenga por la jornada respectiva, sumada al subsidio, en ningún caso podrá superar al promedio de las tres últimas remuneraciones anteriores al inicio de su descanso prenatal, en el caso de la madre, o al inicio del permiso postnatal parental en el caso del padre.


En caso que el derecho establecido en el inciso anterior, se ejerciere ante el empleador, la madre deberá comunicarle mediante carta certificada, enviada al domicilio del empleador 45 días antes del término del periodo postnatal, si decide hacer uso de este derecho.


En caso que el padre haga uso del permiso establecido los incisos anteriores, deberá comunicarlo por escrito a su empleador, mediante carta certificada enviada al domicilio de este con a lo menos diez días de anticipación al comienzo del uso del permiso. Copia de dicha comunicación deberá ser remitida, dentro del mismo plazo, al empleador de la mujer y a la Inspección del Trabajo.


El empleador que obstaculice o impida el uso del permiso establecido en los incisos precedentes, será sancionado con multa a beneficio fiscal de 14 a 150 unidades tributarias mensuales. Cualquier infracción a lo dispuesto en este inciso, podrá ser denunciada a la Inspección del Trabajo, entidad que también podrá proceder de oficio a este respecto.”.

Inciso primero


Respecto del inciso primero del artículo 197 bis, nuevo, en comento, fueron presentadas dos indicaciones por parte del Ejecutivo.


La primera de ellas, individualizada como indicación número 1, propone sustituir, en el referido inciso primero de la norma, el término “sexta” por “séptima”.


La segunda, signada como indicación número 2, sugiere reemplazar, en el mismo inciso primero del precepto en análisis, el primer punto seguido (.) por una coma (,), y agregar la siguiente frase: “por el número de semanas que acuerden, las que deberán ubicarse en el período final del permiso.”.


El Honorable Senador señor Rossi solicitó votación separada respecto de las oraciones primera y segunda del inciso primero del artículo 197 bis, nuevo, señalando que el objetivo tenido en vista para ello es velar por la no discriminación en esta materia.


El Honorable Senador señor Longueira se opuso a la petición anterior, argumentando que dicha votación separada sería, en este caso, improcedente, toda vez que ella implica una intromisión en las facultades del Presidente de la República, única autoridad que, por mandato constitucional, tiene la iniciativa legal exclusiva en torno a una materia de esta naturaleza. La división de la norma, enfatizó, importa generar un mayor gasto fiscal, atribución que está vedada a la iniciativa parlamentaria.


El Honorable Senador señor Chahuán coincidió con lo señalado por el Honorable Senador señor Longueira, subrayando que no es posible votar separadamente la norma en cuestión por cuanto significa aumentar el costo fiscal asociado al proyecto de ley, vulnerando potestades que son exclusivas del Presidente de la República, en concreto las relativas a la administración financiera y presupuestaria del Estado, al tenor de lo establecido en el artículo 65, inciso tercero, de la Carta Fundamental. Bajo ese entendido, hizo reserva de constitucionalidad respecto a esta materia.


El Honorable Senador señor Uriarte indicó que la votación separada solicitada sería inconstitucional y, como tal, inadmisible, en la medida que repercute en el gasto público, aumentándolo, con lo cual se vulneran las normas sobre iniciativa legal exclusiva del Presidente de la República. Al respecto recordó que, de conformidad al inciso final del artículo 65 de la Carta Fundamental, “El Congreso Nacional sólo podrá aceptar, disminuir o rechazar los servicios, empleos, emolumentos, préstamos, beneficios, gastos y demás iniciativas sobre la materia que proponga el Presidente de la República.”.


- Finalmente, la Honorable Senadora señora Rincón, en su calidad de Presidenta de las Comisiones unidas, declaró admisible la petición de votación separada respecto de la norma en referencia.


Atendido lo anterior, los Honorables Senadores señores Chahuán, Kuschel, Longueira y Uriarte, formularon, por escrito, un voto de censura a la señora Presidenta de las Comisiones de Trabajo y Previsión Social, y de Salud, unidas, de la que se tomará conocimiento en su oportunidad. Lo anterior, en razón de haber declarado admisible la votación separada respecto de las oraciones primera y segunda del inciso primero del artículo 197 bis del proyecto, por cuanto dicha declaración, a juicio de los firmantes, vulnera las normas constitucionales sobre iniciativa legal exclusiva del Presidente de la República, particularmente lo establecido en el artículo 65, inciso final, de la Carta Fundamental. Agregaron que, de ser aprobada la norma sólo en parte, en lugar de haber un pronunciamiento respecto del inciso completo, se incrementaría el gasto público asociado al proyecto y, a la vez, se desfinanciaría la iniciativa.


El Honorable Senador señor Rossi señaló compartir el criterio manifestado por la señora Presidenta de las Comisiones unidas, toda vez que la norma, tal como está propuesta por la iniciativa legal, genera una discriminación entre las madres trabajadoras de nuestro país y, por consiguiente, vulnera el principio de igualdad ante la ley consagrado en nuestra Constitución Política.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto también expresó su respaldo a lo resuelto por la señora Presidenta de las Comisiones unidas, señalando que la separación de la votación es factible al tenor de lo dispuesto en el artículo 164 del Reglamento de la Corporación.


El Honorable Senador señor Longueira enfatizó que separar la votación de la norma en cuestión, conduce, a la postre, a un mayor gasto fiscal y, por tanto, involucra hacer uso de una facultad que compete en forma exclusiva al Primer Mandatario por expresa disposición constitucional, vulnerando sus atribuciones privativas en materia de administración financiera y presupuestaria del Estado. Señaló que esto podría llevar a límites lamentables, destruyendo la conducta que invariablemente se ha observado en los últimos veinte años, ya que jamás se ha procedido a separar la votación de una norma cuando ello significa aumentar el gasto público.


El Honorable Senador señor Kuschel solicitó una estimación de los costos que importarían ambas propuestas legislativas, es decir, la actual del proyecto en examen y la que resultaría tras dividir la votación de la norma, porque, de prosperar esta última, sin lugar a dudas que se incrementará el gasto fiscal asociado a esta iniciativa. Indicó, asimismo, que la iniciativa legal exclusiva en este orden permite un control del gasto público. En el caso de la especie, además, el establecimiento de un tope al gasto fiscal importa la focalización mínima de los recursos que debe existir en esta materia. Subrayó que aquí no se trata sólo de un problema de discriminación, sino que hay un marco presupuestario que debe respetarse y que, sin embargo, con la votación separada se desvirtúa completamente. Por consiguiente, apuntó, es inadmisible dividir la votación de la norma en referencia, y solicitó, por tanto, que así se declare en consecuencia.


El Honorable Senador señor Uriarte citó nuevamente el artículo 65, inciso final, de la Constitución Política de la República, conforme al cual el Congreso Nacional sólo puede aceptar, disminuir los gastos sometidos a su consideración por el Presidente de la República. Es decir, destacó, existe norma constitucional expresa sobre el particular, la cual se replica en la Ley Orgánica del Congreso Nacional. Lo que ha sucedido durante este debate, añadió, es que ha acogido una propuesta que es inconstitucional pues se cruza con una atribución exclusiva del Ejecutivo. Conforme a lo anterior, hizo un llamado a rechazar la votación separada en cuestión. 


Por su parte, el Honorable Senador señor Gómez hizo presente que la misma disposición constitucional antes citada, también señala que al Congreso Nacional le es permitido “rechazar” las propuestas del Ejecutivo, lo que, de suceder en la especie, se encuadraría plenamente en el marco constitucional vigente, al tenor de la norma mencionada. A mayor abundamiento, agregó, la facultad de declarar la admisibilidad o inadmisibilidad de una propuesta o indicación, compete al respectivo Presidente de la Comisión, tal como se ha procedido en este caso y, por tanto, desde esta perspectiva, tampoco habría una irregularidad o un vicio, ni constitucional ni legal. Por lo demás, añadió, no es posible aún afirmar que separar la votación generará necesariamente un mayor gasto fiscal, toda vez que todavía no se ha presentado un informe financiero que consigne dicho mayor costo. Por el contrario, prosiguió, la norma propuesta por el proyecto de ley adolecería de un vicio de constitucionalidad, pues el establecimiento de un tope al subsidio a pagar durante el descanso postnatal parental que se crea, importa una discriminación arbitraria contra las madres trabajadoras, en abierta infracción del principio constitucional de igualdad ante la ley.


Enseguida, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia formuló expresa reserva de constitucionalidad respecto de la materia en cuestión. Sin perjuicio de lo anterior, señaló que, más allá de la reclamada vulneración del artículo 65 de la Constitución Política de la República, es preciso reflexionar en torno a este asunto, particularmente en cuanto a los efectos que tendría la aprobación parcial de la norma contemplada en el proyecto de ley. Explicó que, de votarse separadamente las normas contenidas en el inciso primero del artículo 197 bis, aprobándose solamente sus oraciones primera y segunda, rechazándose en lo demás el inciso en referencia, no sólo se eliminaría el tope considerado para el subsidio, sino que, además, se desfinanciaría el proyecto de ley, toda vez que dicha norma, en su parte final, dispone, precisamente, que “Este subsidio se financiará con cargo al Fondo Único de Prestaciones Familiares del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.”, es decir, se suprimiría el financiamiento de la nueva normativa propuesta. De consiguiente, apuntó, por un lado, se aumenta el gasto público, porque no es igual contemplar un tope de 30 unidades de fomento que un límite de 66 unidades de fomento -que es el actual para el descanso de maternidad- y, por el otro, se elimina la norma sobre financiamiento. Ello, indicó, no sólo lo impide la Constitución Política de la República, sino que tampoco se condice con la práctica democrática observada durante estos últimos veinte años. Esto, subrayó, generará un grave daño a la política fiscal responsable, que ha sido cuidada con esmero por los distintos gobiernos de nuestro país.


Finalmente, el Honorable Senador señor Longueira solicitó someter a votación la admisibilidad de la votación separada en referencia.


- Por consiguiente, puesta en votación la admisibilidad de la votación separada solicitada respecto de las oraciones primera y segunda del inciso primero del artículo 197 bis del proyecto, ésta fue aprobada por mayoría de votos, con cinco votos a favor y tres en contra. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señora Rincón y señores Muñoz Aburto, Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide. Se pronunciaron por la negativa los Honorables Senadores señores Bianchi, Chahuán y Uriarte. Los Honorables Senadores señores Kuschel y Longueira hicieron constar que no votaban.


En sustento de esta decisión, los miembros de las Comisiones unidas fundamentaron su voto del modo que sigue.


El Honorable Senador señor Kuschel expresó que no votaría la materia por cuanto, en su opinión, la división de la votación, en este caso, es inadmisible, toda vez que implica activar un gasto no contemplado por el Ejecutivo, lo que contraría las atribuciones de éste en el ámbito de su iniciativa legal exclusiva.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide señaló que, además de lo discriminatoria que puede resultar la norma de fondo en comento, nunca se ha explicado a cabalidad las razones que motivaron el establecimiento del referido tope al subsidio en 30 unidades de fomento, en lugar de fijar dicho límite en una cifra diferente, sea mayor o inferior a ésa. 


El Honorable Senador señor Chahuán se remitió a lo antes señalado respecto a la materia, haciendo un llamado a reconsiderar el tema.


El Honorable Senador señor Uriarte manifestó compartir lo expresado anteriormente por los Honorables Senadores Kuschel y Longueira. Además, apuntó, es pertinente precaver un posterior problema ante el Tribunal Constitucional en función de esta indebida separación de la votación.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto indicó que esta no es una práctica inusual, ya que se ha llevado a cabo en oportunidades anteriores. Lo propio acontece, añadió, con la posibilidad de recurrir ante el Tribunal Constitucional, facultad que está siempre presente en estos casos. A modo de ejemplo, citó el proyecto que dio origen a la ley N° 20.123, sobre subcontratación, respecto del cual, en plena tramitación legislativa, se presentó ante el Tribunal Constitucional un requerimiento por parte de diversos parlamentarios con motivo del concepto de empresa que dicha iniciativa contemplaba.


El Honorable Senador señor Bianchi sostuvo que la norma en examen involucra una situación muy compleja respecto de las madres trabajadoras que se desempeñan en las regiones extremas del país, toda vez que ellas, particularmente las que prestan servicios en el sector público, podrían ser rápidamente afectadas por el límite de las 30 unidades de fomento. De ahí, entonces, que el texto del proyecto, desde una perspectiva del fondo del asunto, le genera, en esta parte, ciertas dudas. Sin perjuicio de lo anterior, votó en contra de la admisibilidad en cuestión.


La Honorable Senadora señora Rincón indicó que no ha sido posible aún obtener un nuevo informe financiero desde el Ministerio de Hacienda que esclarezca a cabalidad el costo fiscal asociado a ese proyecto de ley. Añadió que el informe presentado refleja un gasto estimado por concepto de pago de subsidio con tope de 30 unidades de fomento, que resulta ser una cifra prácticamente equivalente a lo invertido el año pasado en pagar el subsidio por descanso de maternidad sin el mencionado tope, es decir, con el límite vigente de 66 unidades de fomento. Por consiguiente, es preciso tener a la vista la estimación de dicho costo, pero sin considerar el referido tope de las 30 unidades de fomento, a fin de poder evaluar la eventual incidencia financiera de dicha medida.


A continuación, el Honorable Senador señor Longueira solicitó votación separada respecto de cada una de las oraciones que integran, en punto aparte y en punto seguido, todos los incisos de cada uno de los artículos del proyecto de ley.


Al tenor de lo anterior, las Comisiones unidas analizaron la iniciativa en dichos términos.


-
Por consiguiente, puesta en votación la primera oración del inciso primero del artículo 197 bis, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Rincón, y señores Bianchi, Chahuán, Girardi, Kuschel, Longueira, Muñoz Aburto, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte.

-
Con la misma votación unánime consignada precedentemente, fueron aprobadas las indicaciones números 1 y 2 del Ejecutivo, ambas recaídas en la primera oración del inciso primero del mencionado artículo 197 bis.


-
Luego, puesta en votación la segunda oración del inciso primero del artículo 197 bis, fue aprobada, sin enmiendas, por idéntica unanimidad.


-
Enseguida, sometidas a votación las oraciones tercera, cuarta y quinta del inciso primero del artículo 197 bis, el resultado fue, 5 votos en contra de los Honorables Senadores señora Rincón y señores Girardi, Muñoz Aburto, Rossi y Ruiz-Esquide, 4 votos a favor de los Honorables Senadores señores Chahuán, Kuschel, Longueira y Uriarte, y 1 abstención del Honorable Senador señor Bianchi. Atendido que la abstención determinaba que las proposiciones que se votaron quedaban sin resolverse, se precedió de inmediato a una nueva votación.


Repetida la votación y tras registrarse el mismo resultado anterior, las oraciones en referencia quedaron rechazadas al considerarse la abstención como voto favorable a la posición que obtuvo el mayor número de votos (artículo 178 del Reglamento del Senado).

Fundamentando la votación, los integrantes de las Comisiones unidas señalaron lo siguiente.


El Honorable Senador señor Longueira expresó que ha votado a favor la norma en debate, toda vez que rechazarla significa, en definitiva, desestimar la extensión del permiso postnatal. En efecto, explicó, tras eliminar esta norma, cae el sustento económico del proyecto de ley por cuanto, si bien se contemplará un permiso extendido, éste no estará financiado, pues no habrá subsidio y, por tanto, tampoco habrá cálculo alguno que efectuar. Señaló parecerle increíble que se haya producido semejante votación como la recientemente registrada. Reiteró ser partidario de establecer un tope al subsidio en 30 unidades de fomento, toda vez que ello permite focalizar el gasto público destinado a financiar este beneficio. Para que dicho límite no fuera pertinente, el beneficio tendría que ser universal, característica que éste aún no tiene en nuestro país. Con lo resuelto precedentemente, enfatizó, el proyecto de ley queda sin financiamiento para extender el postnatal. El límite actual al subsidio del descanso de maternidad es de 66 unidades de fomento, es decir, una cifra cercana al millón y medio de pesos, y si se considera que, de acuerdo a la realidad remuneracional de nuestro país, las hombres perciben mayores ingresos que las mujeres, los recursos seguirán siendo destinados a solventar el subsidio a percibir por las madres pertenecientes a los hogares de más altos ingresos. La iniciativa en examen, en cambio, propone una fórmula que permite paliar el carácter regresivo del beneficio, amplía la cobertura del sistema de protección a mujeres que en la actualidad no acceden al mismo, extiende el período del permiso y ofrece un subsidio que, si bien aparece limitado en 30 unidades de fomento, permitirá que el 83% de las madres trabajadoras de nuestro país perciban el equivalente al 100% de sus remuneraciones. Ahora bien, sería preferible que ese millón y medio de pesos -hoy destinado a cubrir el subsidio correspondiente a una sola mujer-, fuera aplicado para que más trabajadoras de menores recursos ingresen al sistema y accedan a sus beneficios. Reiteró que ello es lo que le parece socialmente más justo. Por consiguiente, el tope al subsidio en cuestión, apuntó, resulta ser una eficaz herramienta de focalización de los beneficios y, en razón de ello, su voto fue favorable a la propuesta legislativa.


Por último, solicitó revisar el texto del proyecto de ley para identificar todas las normas del mismo que hacen referencia al artículo 197 bis, ya que, atendido el rechazo de esta parte fundamental del precepto, dichas normas podrían resultar ahora carentes de sentido y desmoronarse tras la eliminación del financiamiento de la iniciativa.


El Honorable Senador señor Chahuán reiteró que, votar en forma separada esta norma, es contrario a la Constitución Política, a la Ley Orgánica del Congreso Nacional y al propio Reglamento del Senado. Asimismo, hizo presente que esta materia fue objeto del análisis efectuado durante las reuniones celebradas entre los representantes del Ejecutivo y parlamentarios de los diversos sectores políticos, quienes abordaron la tarea de estudiar estos temas y considerar las posibilidades de alcanzar puntos de acuerdo en torno a los mismos. Sin embargo, ahora la norma no ha prosperado en razón de una votación separada que, a su juicio, es inadmisible. 


El Honorable Senador señor Rossi indicó que, según se ha expresado acá, tras el rechazo de las oraciones tercera a quinta del inciso primero del artículo 197 bis, prácticamente no habría extensión del postnatal. Sin embargo, advirtió, ello no es así, toda vez que las oraciones iniciales del referido inciso primero establecen expresamente un permiso postnatal parental y, por lo tanto, la prolongación del actual descanso postnatal queda consagrada en el texto de la ley. También se ha sostenido, agregó, que el proyecto habría quedado sin financiamiento, lo que tampoco resulta efectivo, por cuanto la misma normativa más adelante hace al efecto remisión al decreto con fuerza de ley N° 44, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que es la regulación relativa al subsidio correspondiente. Lo único que se ha eliminado aquí, subrayó, es la discriminación que significaba para las madres trabajadoras de nuestro país el establecimiento de un tope al subsidio a percibir, particularmente de las pertenecientes a la clase media y las profesionales. Por lo demás, añadió, no hay aún datos claros en esta materia, por ejemplo, en cuanto a cuál es el costo que involucraría un aumento de cobertura de los beneficios del sistema de protección a la maternidad, lo que revela que se ha verificado un proceso poco riguroso desde el punto de vista financiero, que impide tener mayor claridad en torno a los recursos públicos que la iniciativa finalmente implicará.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide manifestó que no es efectivo que en este debate sólo se defiendan los intereses de las personas de mayores recursos económicos. Se trata, en verdad, de resguardar el derecho que asiste a todos los niños chilenos, con independencia de la situación socio económica de su madre. Tampoco es efectivo, agregó, que los recursos fiscales destinados a estos fines sean de una cuantía extraordinaria, toda vez que, si se revisan las cifras propuestas a la luz del número de nacimientos que se registran al año en nuestro país, es posible constatar que el monto involucrado al efecto por cada niño nacido vivo, no supera el costo de lo que se gasta en una cajetilla de cigarrillos al día, de modo que los fondos fiscales contemplados para ello no son precisamente excesivos, ni mucho menos desestabilizan el erario nacional. Por otra parte, si se quisiera buscar otras alternativas a fin de incrementar los recursos para financiar este sistema, bien podría estudiarse la posibilidad de llevar a cabo una reforma tributaria que permitiera recaudar los fondos necesarios al efecto, tal como lo ha propuesto en más de una oportunidad. Finalmente, indicó que es un error considerar que esta enmienda que se está introduciendo al proyecto tras el rechazo de una parte de la norma en cuestión, genera un problema financiero de proporciones por dejar a la iniciativa sin su sustento económico. Ello, apuntó, muy por el contrario, no es más un nuevo intento para hacer creer que se trata de un desastre económico, en circunstancias que no es tal.


El Honorable Senador señor Kuschel expresó que el asunto en análisis amerita un esfuerzo adicional. Con la votación recientemente registrada en torno a la norma en examen, advirtió, se ha desmoronado el proyecto de ley por cuanto, simplemente, ha quedado sin financiamiento. Con esto, resulta que el texto legal contempla una fórmula de cálculo, pero sin fondos sobre los cuales aplicarla. Agregó que, si se revisan las restantes disposiciones de la iniciativa, es posible constatar que un gran número de ellas hace remisión al artículo 197 bis en comento y, en ese entendido, tales normas pierden todo sentido en la medida que el precepto que les sirve de sustento, ha sido eliminado de la iniciativa legal. En consecuencia, prácticamente no queda proyecto por discutir, porque la mayoría de sus disposiciones se ven afectadas por la supresión de que ha sido objeto parte del inciso primero del artículo 197 bis originalmente propuesto por la iniciativa. En razón de lo anterior, solicitó la unanimidad de las Comisiones unidas para reconsiderar este tema y analizar la posibilidad de reponer en el texto legal la norma sobre financiamiento que ha sido eliminada.


La Honorable Senadora señora Rincón indicó que el beneficio de que tratamos no es un simple subsidio monetario del Estado, es un derecho propio del ámbito de la seguridad social, que retribuye a las mujeres en función del aporte que ellas, como trabajadoras, hacen al sistema. Es justamente en virtud de lo anterior, explicó, que el tope del subsidio está actualmente asociado al monto de su remuneración imponible. Subrayó que en nuestro país existen muchas profesionales que perciben ingresos por una cifra superior a los $600.000 y, además, son jefas de hogar, por lo tanto, no cuentan con el respaldo económico del padre de sus hijos, enfrentando solas la mantención de la familia. A estas mujeres, añadió, con el proyecto en sus actuales términos, se les sanciona por ser madres, ya que deben soportar la rebaja en sus ingresos ante un subsidio que sólo cubre una parte muy limitada de los mismos. Asimismo, agregó, se trata de un proyecto de ley que no se justifica desde la perspectiva del gasto, toda vez que, si se revisan las cifras en esta materia, es posible comprobar que el año 2010 se gastó en descanso de maternidad, con el tope vigente de 66 unidades de fomento, prácticamente lo mismo que hoy se menciona como gasto asociado al permiso postnatal parental. Lo justo, apuntó, es que todas las madres trabajadoras perciban el beneficio, incluyendo aquellas que conforman la clase media de la sociedad chilena, las que también deben ser protegidas y defendidas. Por estimar, entonces, que el proyecto en esta materia resulta discriminatorio y, habida cuenta además, que la iniciativa está igualmente financiada, manifestó votar en contra de la norma en cuestión.


En cuanto a la incidencia de la eliminación de estas normas en las restantes disposiciones de la iniciativa que hacen mención al artículo 197 bis, señaló que es un argumento apresurado sostener que pierden su sentido, toda vez que el artículo en comento es mucho más que su sólo inciso primero y, como es posible constatar de su lectura, muchas de las posteriores referencias al precepto, abordan otras materias reguladas por esta norma en sus demás incisos.


El Honorable Senador señor Longueira insistió que esta modificación al texto legal significa que el proyecto queda sin financiamiento. Reiteró, entonces, su petición de revisar las restantes normas de la iniciativa que hacen alusión a la disposición eliminada, por cuanto, tras dicha supresión, desapareció el fondo destinado a solventar la propuesta legislativa.


El Honorable Senador señor Gómez señaló que las facultades del Congreso Nacional en este campo son limitadas, lo que, incluso, ha dado lugar en más de una oportunidad, a considerar al Parlamento como una suerte de buzón que sólo recibe lo enviado por el Ejecutivo. En ese contexto, agregó, si bien no es factible aumentar los gastos propuestos por el Primer Mandatario, sí es posible disminuirlos o rechazarlos, siendo esto último lo que estaría aconteciendo en la especie. En cuanto a la posibilidad de recurrir al Tribunal Constitucional, señaló que es una alternativa siempre viable para dilucidar las discrepancias en torno a estas materias. En todo caso, en su opinión, aquí no habría una situación reñida con la Carta Fundamental, así como tampoco se generaría un desmoronamiento del proyecto de ley ni de las distintas normas que lo conforman, tras la eliminación de las oraciones finales del inciso primero del artículo en cuestión. 


La Honorable Senadora señora Rincón reiteró que las restantes disposiciones de la iniciativa no necesariamente pierden su razón de ser en virtud de lo resuelto precedentemente, ya que no todas hacen referencia al artículo 197 bis en la parte que ha sido suprimida.


Por otra parte, indicó que no es efectivo que la iniciativa legal en estudio quede desfinanciada, por cuanto si bien la norma eliminada hacía mención al decreto con fuerza de ley N° 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, no es menos cierto que el artículo sexto transitorio dispone expresamente que el mayor gasto fiscal que represente esta ley, se financiará, durante el año 2011, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria correspondiente al Tesoro Público, de la Ley de Presupuestos del Sector Público. De esta forma, añadió, es el propio Ejecutivo quien está determinando con cargo a qué recursos se financiarán los beneficios. Ahora bien, apuntó, solventar estos costos con los fondos contemplados en el mencionado decreto con fuerza de ley resulta lógico, porque se trata de beneficios del ámbito de la seguridad social, sin embargo, el proyecto de ley considera, además, que este año, el financiamiento será diferente. Sin perjuicio de lo anterior, son aplicables en esta materia las normas del decreto con fuerza de ley N° 44, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que es la regulación relativa al subsidio correspondiente. A mayor abundamiento, agregó, la ley N° 18.418 traspasó al Fondo Único de Prestaciones Familiares y Subsidios de Cesantía, el financiamiento de los subsidios de reposo maternal, razón por la cual no sería necesario establecer en esta ley, otra norma que disponga exactamente lo mismo. 


La señora Directora de Presupuestos explicó que la partida presupuestaria correspondiente al Tesoro Público, en su Programa 02, Subsidios, considera entre los gastos, el Subtítulo 24, relativo a Transferencias Corrientes, contemplando en este último, el ítem 01, al Sector Privado, y el ítem 02, al Gobierno Central. En ambos, se consignan asignaciones referidas al Fondo Único de Prestaciones Familiares establecido en el mencionado decreto con fuerza de ley N° 150. De esta forma, apuntó, se proveen los recursos destinados a solventar los gastos derivados de las prestaciones como las que aquí se tratan. Ahora bien, concluyó, si los fondos que se aplicarían para cubrir los subsidios que contempla esta iniciativa de ley han de provenir de dicho Fondo Único y la mención de éste es eliminada del texto legal, entonces el proyecto efectivamente queda sin financiamiento.

Inciso segundo


- Puesto en votación el inciso segundo del artículo 197 bis, fue aprobado, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Rincón, y señores Bianchi, Chahuán, Girardi, Kuschel, Longueira, Muñoz Aburto, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte.


En fundamento de tal votación, los siguientes integrantes de las Comisiones unidas expresaron lo que sigue.


El Honorable Senador señor Longueira señaló que este inciso hace aplicable el permiso postnatal parental al padre, cuando la madre hubiese fallecido o éste tuviese a su cargo el cuidado personal del menor por sentencia judicial. Sin embargo, añadió, esta norma, tal como la anterior, quedó sin financiamiento al eliminar parte del inciso precedente, y revela que muchas de las restantes disposiciones del proyecto quedarán igualmente desfinanciadas y perderán su sentido como consecuencia de la referida supresión. Se trata, entonces, de revisar una ley que ya no cuenta con fondos de respaldo, en circunstancias que tanto la Constitución Política de la República como la Ley Orgánica del Congreso Nacional disponen que las iniciativas legales que involucran el uso de recursos públicos, deben señalar expresamente la fuente de su financiamiento. Eso, enfatizó, ya no ocurre respecto de este proyecto de ley. No obstante lo anterior, concluyó, su voto ha sido favorable a la iniciativa, en concordancia con sus votaciones anteriores, todas las cuales apoyan la propuesta original del proyecto en examen.


El Honorable Senador señor Kuschel señaló que si no se repone en el texto legal la mención al decreto con fuerza de ley N° 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, simplemente estaríamos en presencia de un proyecto sin financiamiento, o de un financiamiento hipotético. En tal caso, sostuvo, sería pertinente, por ejemplo, que el Ejecutivo presente la indicación respectiva ante la Comisión de Hacienda, con los fines señalados, ya que es fundamental para el cabal cumplimiento de los objetivos del proyecto. Sin perjuicio de lo anterior, votó a favor del inciso en revisión.

Inciso tercero


- Puesta en votación la primera oración del inciso tercero del artículo 197 bis, fue rechazada tras el doble empate registrado, conforme al artículo 182 del Reglamento del Senado. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señores Bianchi, Chahuán, Kuschel, Longueira y Uriarte, y votaron por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón y señores Girardi, Muñoz Aburto, Rossi y Ruiz-Esquide.


- Enseguida, la segunda oración del inciso tercero del artículo 197 bis, resultó consecuencialmente rechazada, tras la eliminación de la primera, por las votaciones precedentemente consignadas.


Fundamentando la votación emitida, los integrantes de las Comisiones unidas manifestaron lo que sigue.


El Honorable Senador señor Longueira señaló que habría sido importante para las madres contar con la posibilidad de reincorporarse a sus puestos de trabajo en jornadas laborales reducidas, permitiéndoles complementar sus ingresos en la parte no cubierta por el subsidio. Esta opción era otra manifestación de la libertad de que podría gozar la madre en estas materias. Reiteró que en nuestro país la cobertura de estos beneficios no es universal, lo que explicaba el tope de las 30 unidades de fomento como herramienta de focalización. Agregó que, al contemplar el derecho en el carácter de irrenunciable y sin la posibilidad de optar por una jornada reducida de trabajo, se impone a la mujer la obligación de renunciar a parte de su remuneración, en lugar de permitirle complementar sus ingresos. Sin embargo, advirtió, un número significativo de las madres trabajadoras prefiere tener esa libertad, toda vez que les habría permitido adoptar la decisión que mejor se ajustara a su propia realidad. Por consiguiente, anotó, ofrecer esta alternativa resultaba una solución inteligente a estos dilemas. Cuando estas opciones no existen, se explica entonces que a las mujeres les resulte más difícil progresar en sus trabajos, ya que la rigidez de las normas no lo permite. Añadió que, con esta fórmula, se protegía a las trabajadoras más vulnerables, a las de menores recursos, ya que se les daba la oportunidad de completar sus ingresos, sin perder el subsidio ni el permiso, reincorporándose al trabajo en una jornada laboral reducida. En cuanto a esta última, señaló que una de las indicaciones del Ejecutivo aclara lo que se entiende por tal para los señalados efectos. De ahí, entonces, su voto a favor de la iniciativa. 


El Honorable Senador señor Chahuán señaló que ha prestado su conformidad a la norma en examen por compartir su propuesta, sin embargo, añadió, su preocupación es la falta de financiamiento que ahora afecta a todas estas disposiciones del proyecto.


El Honorable Senador señor Rossi expresó que, en verdad, el concepto de jornada laboral reducida no existe en nuestro Código del Trabajo y, hasta ahora, nadie ha explicado con meridiana claridad a qué se refiere dicha noción, particularmente para los efectos aquí pretendidos. Por otra parte, continuó, la norma establecida en este inciso es casi impracticable, toda vez que es muy poco probable que las madres trabajadoras opten por reducir sus ingresos. Ello, subrayó, restringe la supuesta libertad de elegir a la que antes se ha hecho referencia. Por consiguiente, su voto fue desfavorable a esta iniciativa.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide señaló que este análisis obliga a reiterar un par de argumentos expresados con anterioridad. Por una parte, añadió, cuando se ofrece esta posibilidad de trabajar en jornada reducida, se coloca, en verdad, a la madre ante un gran dilema, pues debe optar entre sus ingresos económicos o el cuidado de su hijo, decisión que no ha de ser nada fácil para cualquier mujer. Por otra parte, no se trata acá de proteger a las personas que perciben los más altos ingresos o a quienes se encuentran en mejor situación socio económica, como se ha sostenido en más de una ocasión. Lo sustancial aquí es el bienestar de los niños y niñas de nuestro de país, con independencia de toda otra consideración, ya sea de índole económica o laboral. Agregó que cuando se reduce el descanso prenatal, los efectos perjudiciales que afectan al menor pueden no evidenciarse de inmediato, sino que muchos años después, por ejemplo, en los resultados de los exámenes de evaluación escolar, donde se refleja una menor capacidad de aprendizaje por quienes no tuvieron en su primera infancia lactancia materna exclusiva, ni desarrollaron apropiadamente el apego materno. Se ha constatado científicamente que los infantes que no tienen dicha lactancia y apego, pueden llegar a tener una capacidad intelectual de hasta un 50% inferior a la que tiene un menor que sí accedió a tales beneficios. Ahora bien, si se trata de un problema de recursos, insistió, también se pueden buscar soluciones alternativas, como podría ser una reforma tributaria. Lo que sí debe haber, enfatizó, es una firme decisión de invertir en esta materia lo que sea necesario, toda vez que los efectos benéficos, no sólo para los menores y sus madres, sino que para toda la sociedad a largo plazo, son indubitados y ameritan, por tanto, todo esfuerzo económico que haga el Estado a este respecto. Temas como la empleabilidad y otros, deben ser discutidos con posterioridad y en su propio mérito, y no a propósito del asunto central que aquí nos ocupa. Subrayó que la Concertación de Partidos por la Democracia está disponible para tratar las distintas materias que, si bien se vinculan a la presente, no deben ser confundidas con ésta ni menos obstaculizarla, ya que no es ahora la oportunidad para debatir en torno a ellas ni para resolverlas todas.


La Honorable Senadora señora Rincón expresó votar en contra de la norma en estudio, en concordancia con lo resuelto anteriormente, en especial respecto a la eliminación del tope al subsidio en 30 unidades de fomento. Además, indicó, no existe en nuestro ordenamiento jurídico laboral la noción de jornada reducida de trabajo, de modo que no se advierte con claridad la operatividad que tendría la norma propuesta por la iniciativa. A este respecto, concluyó, cabe recordar las observaciones formuladas por la Confederación de la Producción y el Comercio (CPC), la cual advirtió en torno a las dificultades aparejadas a la aplicación práctica de dicha norma.


La señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer (SERNAM) señaló que, entre las mujeres más pobres del país, una de cada cuatro madres que tiene trabajo remunerado, percibe un subsidio por descanso de maternidad un 30% inferior a su remuneración. Es decir, conforme a lo aquí resuelto, ellas deberán ajustar sus ingresos no sólo los primeros tres meses de permiso, sino que también durante la extensión del reposo postnatal, pero además, sin la posibilidad de reincorporarse a sus puestos de trabajo, en jornada laboral reducida, para complementar sus ingresos. Dada esa situación, solicitó reconsiderar tal decisión, a fin de resguardar que el beneficio que se otorga, efectivamente sea tal y cumpla el objetivo para el que está concebido.


El Honorable Senador señor Rossi expresó compartir lo señalado, pero estimando necesario buscar una nueva fórmula o estructura del beneficio, ya que, en los términos en que ha sido planteado, se produce una disminución del presupuesto familiar que, indudablemente, hará que el uso del permiso sea ilusorio y que la ley se transforme en letra muerta.


La señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer (SERNAM) indicó que el cálculo no dice relación con el tope propiamente tal, ya que el subsidio resulta de un promedio que se aplica a fin de evitar que el uso de estos beneficios se transforme en un negocio o en una fuente de fraude.


Finalmente, la Honorable Senador señor Rincón dejó constancia que la iniciativa legal en estudio no resulta desfinanciada tras la eliminación de la oración final del inciso primero del artículo 197 bis, toda vez que la ley N° 18.418, del año 1985, dispuso expresamente que el pago de los subsidios correspondientes a reposos maternales y permisos por enfermedad del hijo menor de un año, serían de cargo del Fondo Único de Prestaciones Familiares y Subsidio de Cesantía, contemplado en el decreto con fuerza de ley N° 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Por consiguiente, subrayó, sería innecesaria y redundante una norma que, en este proyecto de ley, establezca idéntica destinación de recursos.


A su turno, el señor Subsecretario de Hacienda dejó constancia que lo anteriormente señalado no es del todo efectivo, toda vez que, al eliminarse de la norma del proyecto la referencia al Fondo Único de Prestaciones Familiares y Subsidio de Cesantía, la iniciativa sí queda desfinanciada, por cuanto se suprimió la fuente de recursos que ella contemplaba para solventar el subsidio a pagar en razón del permiso postnatal parental que se crea.


A continuación, el Honorable Senador señor Gómez planteó que, al tenor de lo establecido en el artículo 142 del Reglamento del Senado, es posible solicitar y votar la clausura del debate, cuando la discusión de una disposición haya ocupado media hora, en total, de una sesión, tal como ha acontecido en este caso. Hizo un llamado, entonces, a agilizar el análisis en pro del despacho del proyecto.


El Honorable Senador señor Rossi indicó que lo señalado no cercena la facultad de analizar y discutir en torno al proyecto, toda vez que para ello se ha sobrepasado la media de debate, donde todos han tenido la oportunidad de exponer sus puntos de vista sobre la materia.


El Honorable Senador señor Longueira, habida consideración a lo señalado, solicitó que la votación separada se efectúe, en lo sucesivo, por incisos, y no por oraciones como se procedió hasta ahora en virtud de su petición anterior sobre el particular.


Conforme a lo anterior, las Comisiones unidas procedieron en consecuencia.

Incisos cuarto, quinto y sexto


- Puestos en votación los incisos cuarto, quinto y sexto del artículo 197 bis, fueron aprobados, con una enmienda meramente formal al inciso quinto, por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Rincón, y señores Bianchi, Chahuán, Girardi, Kuschel, Longueira, Muñoz Aburto, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte.
Artículo 198


En relación al artículo 198 del Código del Trabajo, la iniciativa contempla en su reemplazo, la siguiente disposición:


“Art. 198.- La mujer que se encuentre en el periodo de descanso de maternidad a que se refiere el artículo 195, de descansos suplementarios y de plazo ampliado señalados en el artículo 196; como también los trabajadores que hagan uso del permiso postnatal parental, recibirán un subsidio calculado conforme a lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N° 44, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, y en el artículo 197 bis, del cual sólo se deducirán las imposiciones de previsión y descuentos legales que correspondan.”.


El artículo 198 del Código del Trabajo, vigente, establece:


“Artículo 198. La mujer que se encuentre en el período de descanso de maternidad a que se refiere el artículo 195, o de descansos suplementarios y de plazo ampliado señalados en el artículo 196, recibirá un subsidio equivalente a la totalidad de las remuneraciones y asignaciones que perciba, del cual sólo se deducirán las imposiciones de previsión y descuentos legales que correspondan.”.


- Sometido a votación el artículo 198 propuesto por el proyecto de ley, fue aprobado, con una enmienda meramente formal, por la unanimidad de los integrantes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Rincón, y señores Bianchi, Chahuán, Girardi, Kuschel, Longueira, Muñoz Aburto, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte.

El Honorable Senador señor Longueira comentó que, a pesar de ser aprobada la norma, el proyecto ya se encuentra desfinanciado en virtud de las modificaciones de que ha sido objeto, de modo que estas disposiciones posteriores ya no responderían a su sentido original.


El Honorable Senador señor Kuschel manifestó su preocupación en cuanto a que la norma en examen hace referencia a las “imposiciones de previsión y descuentos legales que correspondan”, que deberán ser deducidos del respectivo subsidio. Lo anterior, apuntó, en circunstancias que, tras el desfinanciamiento del proyecto, no se advierte en qué derivará la aplicación práctica de esta disposición y, en particular, de tales descuentos.


La Honorable Senadora señora Rincón expresó no compartir lo señalado. Reiteró que el proyecto de ley no está desfinanciado. Añadió que esta norma, por lo demás, sólo hace referencia a los beneficios y no al financiamiento de los mismos, así como también señala que los cálculos correspondientes deberán efectuarse de conformidad a lo establecido en el decreto con fuerza de ley N° 44, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

Artículo 199


El artículo 199 del Código del Trabajo es sustituido en el proyecto de ley, por otra norma cuyo texto señala:


“Art. 199.- Cuando la salud de un niño menor de un año requiera de atención en el hogar, centro hospitalario u otro donde se le proporcionen los cuidados necesarios, con motivo de enfermedad grave o gravísima, la madre trabajadora tendrá derecho al permiso y subsidio mencionado en el artículo anterior. En el caso de las enfermedades graves, la base de cálculo del referido subsidio no podrá exceder a la cantidad equivalente a 30 unidades de fomento, considerando el valor de ésta al último día de cada mes anterior al pago, y se determinará de conformidad al artículo 8 bis del decreto con fuerza de ley N° 44, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Respecto de las enfermedades graves, sólo podrá ejercerse el derecho establecido en este artículo una vez vencido el descanso postnatal y extinguido el plazo señalado en el inciso primero del artículo 197 bis.


En el caso que ambos padres sean trabajadores, cualquiera de ellos y a elección de la madre, podrá gozar del permiso y subsidio referido en el inciso anterior. Tratándose de las enfermedades graves o gravísimas del hijo, para la determinación de la base de cálculo del subsidio, se considerarán siempre las remuneraciones de la madre, independiente de quien haga uso del permiso. Con todo, gozará de los beneficios antes señalados el padre, cuando la madre hubiere fallecido o a él le hubiese sido otorgado el cuidado personal del menor por sentencia judicial.


El carácter de enfermedad grave o gravísima deberá ser acreditado mediante una licencia médica otorgada por el profesional tratante. Dicho profesional, al otorgar la respectiva licencia médica, precisará el diagnóstico del menor; el carácter de grave o gravísima de la enfermedad, y acompañar un informe fundado que detalle los procedimientos utilizados para determinar la patología y que justifique la necesidad de cuidado permanente.


Las enfermedades que se considerarán como graves o gravísimas para acceder a esta licencia, serán determinadas, por un decreto supremo expedido a través del Ministerio de Salud y suscrito también por el Ministro de Hacienda, el que será actualizado, a lo menos, cada tres años. Para la determinación de dichas patologías se estará al procedimiento establecido en un reglamento dictado por el Ministerio de Salud, el que también deberá ser suscrito por los Ministros de Hacienda y del Trabajo y Previsión Social.


Tendrá también derecho a este permiso y subsidio, la trabajadora o el trabajador que tenga a su cuidado un menor de edad inferior a un año, respecto de quien se le haya otorgado judicialmente la tuición o el cuidado personal como medida de protección. Este derecho se extenderá al cónyuge, en los mismos términos señalados en los incisos anteriores.


Si los beneficios precedentes fueren obtenidos en forma indebida, los profesionales o trabajadores involucrados serán solidariamente responsables con los beneficiarios de los subsidios de la restitución de las prestaciones pecuniarias percibidas.


Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, las personas que incurran en falsedad en la solicitud, obtención, otorgamiento y tramitación de licencias médicas o permisos regulados en este título, o de cualquier antecedente esencial que las justifiquen, o en uso malicioso de ellos, serán sancionadas con las penas previstas en el artículo 202 del Código Penal. Se entenderá que incurre en falsedad, el que ejecutare cualquiera de las conductas descritas en los numerales 1° a 7° del artículo 193 del Código Penal.


Desde la formalización de la investigación, el tribunal, a petición del fiscal o del querellante, podrá disponer, respecto del profesional que apareciere involucrado en los hechos, la suspensión de su facultad de emitir licencias médicas mientras dure la investigación o por el plazo  inferior que fije el tribunal fundadamente.”.


El actual artículo 199 del Código del Trabajo, señala lo que sigue:


“Artículo 199. Cuando la salud de un niño menor de un año requiera de atención en el hogar con motivo de enfermedad grave, circunstancia que deberá ser acreditada mediante certificado médico otorgado o ratificado por los servicios que tengan a su cargo la atención médica de los menores, la madre trabajadora tendrá derecho al permiso y subsidio que establece el artículo anterior por el período que el respectivo servicio determine. En el caso que ambos padres sean trabajadores, cualquiera de ellos y a elección de la madre, podrá gozar del permiso y subsidio referidos. Con todo, gozará de ellos el padre, cuando la madre hubiere fallecido o él tuviere la tuición del menor por sentencia judicial.


Tendrá también derecho a este permiso y subsidio, la trabajadora o el trabajador que tenga a su cuidado un menor de edad inferior a un año, respecto de quien se le haya otorgado judicialmente la tuición o el cuidado personal como medida de protección. Este derecho se extenderá al cónyuge, en los mismos términos señalados en el inciso anterior.


Si los beneficios precedentes fueren obtenidos en forma indebida, los trabajadores involucrados serán solidariamente responsables de la restitución de las prestaciones pecuniarias percibidas, sin perjuicio de las sanciones penales que por este hecho les pudiere corresponder.”.


Antes de iniciar el análisis de esta norma, el Honorable Senador señor Rossi dejó constancia de la ausencia del señor Ministro de Salud, en circunstancias que su presencia resultaba valiosa para revisar esta materia vinculada a la licencia médica por enfermedad grave del hijo menor de un año.


El Honorable Senador señor Longueira indicó que la ausencia del titular de la Cartera de Salud se explica porque, tras desfinanciarse el proyecto de ley, la mayoría de sus normas han perdido ya su sentido y razón de ser.


Respecto del artículo 199 propuesto por la iniciativa legal, fue presentada la indicación número 3, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, para reemplazar los incisos primero a cuarto del mencionado artículo, por los siguientes:


“Cuando la salud de un niño menor de un año requiera de atención en el hogar, centro hospitalario u otro donde se le proporcionen los cuidados necesarios, con motivo de enfermedad grave, la madre trabajadora tendrá derecho al permiso y subsidio mencionado en el artículo anterior.  Las enfermedades que se considerarán como graves para acceder a esta licencia, serán determinadas, por un Decreto Supremo expedido a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscrito también por los Ministros de Hacienda y de Salud, el que será actualizado, a lo menos, cada tres años. Este beneficio será incompatible con el subsidio a que se refiere el artículo 197 bis durante el período en que se haga uso de este último y se imputará al período de doce semanas establecido en dicho artículo.


Para la determinación de las enfermedades que se considerarán como graves, el Ministerio del Trabajo tendrá a la vista un informe elaborado por un Consejo Consultivo compuesto por los siguientes miembros ad honorem:


a) Un representante de la Sociedad de Pediatría de Chile;


b) Un representante de la Academia de Medicina de Chile;


c) Tres miembros designados por el Presidente de la República;


d) Dos economistas elegidos por el Consejo de Rectores.


En el caso que ambos padres sean trabajadores, cualquiera de ellos y a elección de la madre, podrá gozar del permiso y subsidio referido en el inciso anterior. Con todo, gozará de los beneficios antes señalados el padre, cuando la madre hubiere fallecido o a él le hubiese sido otorgado el cuidado personal del menor por sentencia judicial.


La enfermedad del menor deberá ser acreditada mediante una licencia médica otorgada por el profesional tratante. Dicho profesional, al otorgar la respectiva licencia médica, precisará el diagnóstico del menor y deberá acompañar un informe fundado que detalle los procedimientos utilizados para determinar la patología y que justifique la necesidad de cuidado permanente.”.


- Sometida a votación la indicación número 3, el resultado fue de 5 votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón y señores Girardi, Muñoz Aburto, Rossi y Ruiz-Esquide, 4 votos a favor, de los Honorables Senadores señores Chahuán, Kuschel, Longueira y Uriarte, y 1 abstención del Honorable Senador señor Bianchi. Repetida la votación, se obtuvo idéntico resultado, por lo que, al considerarse la abstención como voto favorable a la posición que obtuvo el mayor número de votos, la indicación en comento quedó rechazada (artículo 178 del Reglamento del Senado).


La fundamentación de los votos emitidos al respecto, es la que sigue.


El Honorable Senador señor Rossi señaló que este tipo de normas refleja el problema que resulta de establecer un criterio sanitario para ser aplicado a un subsidio. Indicó que la situación de salud de las personas no sólo dice relación con la mayor o menor gravedad de las enfermedades de que padecen, sino que también tienen que ver con el contexto social en el que se desenvuelven y la vulnerabilidad a la que están expuestas. Por eso, subrayó, resulta muy complejo fijar en un decreto una nómina de enfermedades graves que actúe como factor determinante para calificar los casos y definir la procedencia de los subsidios correspondientes. Otro aspecto de la indicación en examen que le es preocupante, añadió, es que el Consejo Consultivo que se crea, es integrado, entre otros miembros, por dos economistas, en circunstancias que la función de dicha entidad será la de establecer las enfermedades que se considerarán como graves para los efectos de otorgar el permiso y subsidio a que ellas den lugar. Conforme a todo lo señalado, votó en contra de la indicación y anunció, asimismo, su voto desfavorable respecto del artículo 199 propiamente tal.


El Honorable Senador señor Chahuán recordó la génesis de la indicación en estudio. Al respecto, señaló que, tras las reuniones celebradas con representantes del Ejecutivo y de diversos sectores políticos para analizar estas materias, se alcanzó consenso en algunos asuntos, entre ellos, por ejemplo, en la necesidad de solicitar al Ejecutivo reconsiderar la distinción que el proyecto original hacía entre enfermedades graves y gravísimas, especialmente porque las primeras estaban asociadas a un sistema de copago. La idea era, acotó, que dicho mecanismo de pago compartido fuera eliminado, sugerencia que el Ejecutivo recogió, dando lugar así una nueva norma que contempla una nómina o protocolo de enfermedades graves que harían procedente el permiso pertinente y el subsidio correlativo. 


Con posterioridad, agregó, revisado nuevamente el tema, se planteó la posibilidad de mejorar la propuesta contemplando en la ley la creación de un panel de expertos -denominado finalmente Consejo Consultivo-, a cargo de establecer las enfermedades que serían consideradas graves para los efectos señalados.


Por último, destacó la importancia de la norma propuesta por la indicación, toda vez que ella incide en el financiamiento del beneficio de que tratamos. En efecto, explicó, esta materia hay que asociarla con el proyecto de ley sobre otorgamiento y uso de las licencias médicas, el cual fuera recientemente despachado por el Senado y que se encuentra cumpliendo su segundo trámite constitucional en la Cámara de Diputados. Esta nueva normativa dará lugar a una mayor fiscalización en este orden y, por tanto, se espera erradicar y evitar las malas prácticas que en este ámbito hoy se cometen, con lo cual, a la vez, habrá de generarse un ahorro respecto de los recursos que actualmente se pierden con motivo de las licencias médicas fraudulentas o que son otorgadas y utilizadas sin mediar fundamento médico que realmente las justifique. Dejó constancia de la relevancia de lo anterior, así como también consignó que esos recursos que hoy se fugan por esa vía, en lo sucesivo, tras ahorrarse, servirán para solventar los beneficios que aquí se contemplan y, de hecho, el informe financiero acompañado a este proyecto, consigna que, la suma que se estima a obtener en función de este ahorro, sería aplicada para financiar estos nuevos beneficios, lo que ahora cobra especial relevancia dada la eliminación de la otra fuente de recursos y financiamiento contemplada por el proyecto de ley. De acuerdo a lo explicado, su votación fue favorable a la indicación en referencia.


El Honorable Senador señor Longueira recordó que este fue una de las últimas materias respecto de las cuales se alcanzó un acuerdo durante las reuniones de estudio a las que se ha hecho mención. Destacó la importancia del tema en cuestión, particularmente si se considera la significativa cantidad de recursos involucrada en el mismo. Precisó que el problema de las licencias médicas indebidamente otorgadas o fraudulentas, derivan en el pago de 250 millones de dólares al año, de los cuales, 180 millones corresponde a la licencia por enfermedad del hijo menor de un año. Ante ese escenario, parece impropio no concurrir a acordar este nuevo texto, que lo que hace es disponer que habrá un listado de enfermedades graves para los efectos de determinar la procedencia de los beneficios -permiso y subsidio-, generando una nueva herramienta para evitar que continúe el fraude. Además, con esta propuesta, la norma originalmente planteada y que también recibió reparos, resulta reemplazada, recogiendo las inquietudes en este mismo debate formuladas a su respecto.


Recalcó que, de 1.100 millones de dólares pagados en licencias médicas, casi un 25% corresponde al uso indebido de ellas, y esos son recursos de los que se está privando a otras personas y a otros legítimos destinos. El Gobierno, en tanto, con un sentido de Estado, propone en esta ley diversas modificaciones legales, luego recoge los planteamientos formulados, y genera una nueva propuesta normativa que contribuya a terminar el fraude, de modo que quienes hagan uso de los beneficios sean los que efectivamente los necesitan. Subrayó que este es uno de los subsidios más regresivos que existe en nuestro país, pues el mal uso de las licencias médicas se verifica en el sector de mayores ingresos y, por tanto, los recursos se destinan a cubrir los subsidios correspondientes a dicho sector. Conforme a lo señalado, su voto ha sido a favor de la indicación, por cuanto contempla una norma que es fruto del acuerdo alcanzado en esta materia y, consecuencialmente, anunció su voto desfavorable al artículo 199 contenido en el proyecto original. 


El Honorable Senador señor Kuschel destacó la importancia de la norma en estudio, ya que aborda el tema de las licencias médicas, velando por el correcto uso de las mismas. Sin embargo, advirtió, tras la eliminación de una parte del artículo 197 bis, surge nuevamente la preocupación en torno a cómo operará este sistema. No obstante, puntualizó, su voto ha sido favorable a la indicación.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide señaló que, efectivamente, se ha hecho un esfuerzo en este orden. Destacó que es esencial mejorar el sistema de las licencias médicas, lo cual, en el caso de la especie, se traduce además en la posibilidad de generar un ahorro de recursos que luego podrán ser destinados a financiar los beneficios que se contemplan en esta iniciativa legal. Sin embargo, añadió, mantiene ciertos reparos en esta materia. Por una parte, reiteró que, en la práctica médica, no existen las enfermedades sino que los enfermos, como norma básica de la medicina. Por otro lado, prosiguió, para resolver el tema de las licencias médicas es necesario enfrentar de lleno el problema, abordando todas las aristas del mismo y no sólo algunos de sus aspectos. Por ejemplo, acotó, es preciso revisar el caso de los contralores médicos, especialmente cuando rechazan o modifican las licencias sin fundamento médico, así como también es necesario eliminar el período de tres días de carencia que contempla la ley para el pago del subsidio correlativo. Mientras ese tipo de asuntos siga sin solución, no habrá un mejoramiento real del sistema. Recordó que, recientemente, el Colegio Médico se pronunció respecto a un caso relativo a los contralores médicos, condenando una irregularidad y, sin embargo, nada se ha sabido públicamente de ello. En su opinión, hay que sancionar drásticamente a quienes faltan a la ética profesional, incluso con la suspensión del ejercicio de la profesión si fuese necesario; sin embargo, remarcó, esa sugerencia aún no logra ser recogida.


El Honorable Senador señor Girardi expresó que nuevamente se advierte un enfoque equivocado del Ejecutivo en torno a esta materia. Indicó que, si bien hay una perspectiva judicial relevante que atender, relativa al tema del fraude, no es menos cierto que el asunto de fondo aquí -y se ha dicho ya reiteradamente-, son los derechos de los niños. Con las normas propuestas se vulneran tales derechos, a cuyo respeto nuestro país se encuentra obligado en virtud de las convenciones internacionales de las cuales forma parte, especialmente la Convención sobre los Derechos del Niño, adoptada, en 1989, por la Asamblea General de las Naciones Unidas y ratificada por Chile ese mismo año. Asimismo, estas disposiciones del proyecto contrarían la Carta Europea de los Niños Hospitalizados que contiene los derechos que asisten a los menores hospitalizados, entre los cuales se establece, por ejemplo, que cuando la salud de un niño menor de un año requiera de atención en el hogar, centro hospitalario u otro, se le proporcionarán los cuidados necesarios, así como también se contempla que los niños hospitalizados tienen derecho a estar junto a su padre o madre, lo que implica que éstos tendrán derecho a licencia médica para asumir tales cuidados.


En materia del fraude en torno a las licencias médicas, continuó, se han buscado alternativas y, más aún, se han generado los instrumentos legales para hacer frente a dicha problemática, sin embargo, ahora, a pretexto de eso, se proponen normas que resultan contrarias a los derechos de los niños, ameritando, incluso, recurrir ante las instancias internacionales competentes a fin de resolver este tema. Insistió en que el Ejecutivo enfrenta el asunto desde una perspectiva económica, que no se condice con la visión médica. Coincidió con que en el campo de la medicina no hay enfermedades sino enfermos y, desde ese punto de vista, a los niños hay que verlos y tratarlos en su propia individualidad. Su voto, por tanto, fue negativo a la indicación planteada.


El Honorable Senador señor Uriarte expresó que, según se ha sostenido acá, mediante esta iniciativa se está afectando o disminuyendo el derecho a permiso y subsidio en caso de enfermedad grave del hijo menor de un año. Este derecho, acotó, existe en nuestra legislación desde larga data ya, registrando sólo algunas modificaciones durante su vigencia. La indicación en comento, en tanto, perfecciona este derecho y lo transforma en un beneficio trascendente en el sistema. Además, contempla una norma que contribuirá a frenar el abuso y, asimismo, permitirá llevar los recursos ahorrados por esta vía a otros destinos, como por ejemplo, aumentar la cobertura o extender el permiso postnatal. Atendidas estas consideraciones, votó favorablemente la indicación en comento.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto manifestó votar en contra de la referida indicación, basado en un objetivo concreto del proyecto de ley, cual es, garantizar el mejor cuidado de los niños. Hizo hincapié en que, restringir el beneficio de la licencia médica por enfermedad del hijo menor de un año, es no cumplir dicho objetivo. Ese es, apuntó, uno de los primeros reparos que recibió esta iniciativa legal, el cual no ha sido por completo superado.


El Honorable Senador señor Bianchi expresó abstenerse en relación a la indicación en examen. Añadió que, efectivamente, el proyecto de ley recientemente despachado y que cumple su segundo trámite constitucional en la Cámara de Diputados, aborda el problema de las licencias médicas fraudulentas o indebidamente otorgadas, y ofrece una solución a su respecto. Sin embargo, anotó, indicó no compartir el criterio económico bajo el cual se está enfocando esta materia.


La Honorable Senadora señora Rincón explicó que, si bien en las reuniones sostenidas se plantearon inquietudes en este orden, entre otras, la necesidad de mejorar la redacción de la norma, buscar fórmulas para terminar el fraude, eliminar el sistema de copago, contemplar el pago total del subsidio, o suprimir el protocolo de enfermedades, el consenso alcanzado no recogió todos los reparos formulados o, por lo menos, así fue entendido. La eliminación del tope y del copago prosperaron, pero la nómina de enfermedades graves se mantuvo. De tal modo, anotó, no es posible sostener que hubo pleno acuerdo en esta materia. Además, advirtió, esta norma efectivamente está vinculada a la aprobación del proyecto de ley sobre licencias médicas que está en la Cámara de Diputados.


Enseguida, tras el rechazo de la indicación en estudio, fueron formulados los siguientes comentarios.


El Honorable Senador señor Chahuán expresó lamentar la situación que se está produciendo, dado que el resultado de las votaciones no se condice con los consensos alcanzados en estas materias. También es preocupante, añadió, que se hayan entendido o interpretado en forma distinta los acuerdos logrados. Esto hace necesario realizar una evaluación o autocrítica en cuanto a la forma en que se está trabajando, ya que lo acontecido revela que las confianzas se han debilitado, cosa que no favorece en nada al diálogo y al entendimiento.


El señor Ministro Secretario General de la Presidencia expresó que aquí no se están vulnerando los derechos de los niños. Puso especial énfasis para indicar que no es aceptable tal aseveración, toda vez que se está haciendo un gran esfuerzo por mejorar nuestra normativa, particularmente para erradicar el fraude y, cuando se hace eso, justamente se protegen los derechos de los niños. Añadió que, cuando se acogen las fórmulas propuestas, cuando se dejan atrás mecanismos estimados como efectivos para dar lugar a las sugerencias, en aras de alcanzar un acuerdo, eso es resguardar los derechos. En cambio, cuando dicho esfuerzo no es reconocido, ahí sí se vulneran los derechos reclamados, lo mismo que cuando se aprueba una propuesta pero se rechaza una parte sustancial de la misma, como acá ha acontecido respecto de la extensión del descanso postnatal y su financiamiento. Por ello, apuntó, se espera que esta compleja situación sea superada durante la posterior tramitación legislativa de la iniciativa.


El Honorable Senador señor Rossi se mostró sorprendido ante la intolerancia revelada. Señaló no compartir la opinión de que este debate sea un espectáculo lamentable, por cuanto sólo se ha planteado un enfoque diferente para enfrentar el tema. Hizo un llamado, entonces, a no dramatizar la situación, porque no se trata más que de las legítimas discrepancias que existen en torno a la materia. Así ha sucedido en el análisis de muy diversos asuntos, como las normas en educación, en licencias médicas o en el royalty. Por lo demás, añadió, tras la votación en general, que concitó la unanimidad de los integrantes de las Comisiones unidas, la votación en particular, como era esperable, sólo ha arrojado la diversidad de criterios u opiniones existentes en este tema. 


El señor Ministro Secretario General de la Presidencia coincidió con que se trata de legítimas diferencias en los puntos de vista, y que no es necesario exagerar al respecto. Pero, añadió, lo que sí es preciso destacar es que el asunto central y de fondo aquí son los niños y su debida protección. Subrayó que ese es el significado más profundo de este proyecto de ley. Extender el permiso postnatal a seis meses produce un importante efecto benéfico en los menores, en la relación madre-hijo y, finalmente, en la comunidad toda. De ahí la trascendencia de avanzar en esta iniciativa de ley, y de hacer un esfuerzo en dialogar y estar llanos a perfeccionar el texto de la misma. Otros problemas, como la distribución del ingreso en nuestro país, no se resolverán con este proyecto, pero sí se dará un importante paso en la protección a la maternidad, que es el tema central que aquí nos ocupa.


El Honorable Senador señor Longueira manifestó su satisfacción ante lo expresado precedentemente por el señor Ministro e hizo un llamado a no extremar las diferencias. Destacó el rol que ha cumplido el Ejecutivo en la discusión de esta materia, quien recogió los planteamientos formulados y, consecuente con ello, presentó la respectiva indicación. Para eso, agregó, se requiere actuar con visión de Estado y con seriedad. No se trata de restar o eliminar derechos existentes, sino que, muy por el contrario, se trata de terminar con un abuso que reporta una importante pérdida económica para nuestro país. Es una significativa cantidad de recursos la que se pierde con motivo del fraude derivado de mal uso de las licencias médicas, los cuales, si se logra erradicar el abuso, podrían destinarse a otros legítimos fines, como por ejemplo, ampliar la cobertura de los beneficios de que aquí se trata.


El Honorable Senador señor Gómez sostuvo que los reproches mutuos no conducirán a los fines esperados. Sin embargo, agregó, cuando el asunto de fondo se presenta como una cuestión de recursos, no parece que lo más importante sea la sola protección de los niños. Mejorar la fiscalización en lugar de hacer un listado de enfermedades parece ser un camino más apropiado para sancionar y, finalmente, evitar el fraude, lo cual, sumado a la solución que al respecto ofrece el proyecto de ley en actual tramitación en la Cámara de Diputados, resulta ser una manera eficaz de enfrentar este problema. 


En lo relativo al financiamiento de la propuesta de la norma analizada, señaló que, al efecto, la disposición se remite al artículo 198 y éste, a su vez, hace mención del decreto con fuerza de ley N° 44, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y al artículo 197 bis, pero no hace referencia a un fondo determinado. Agregó que el Código del Trabajo no contiene normas sobre financiamiento, y ello obedece a que estos beneficios son cubiertos al tenor de lo dispuesto por la ley N° 18.418, que es, por tanto, la misma regulación que habrá de regular el financiamiento de los beneficios que contempla esta nueva ley en proyecto. Por consiguiente, Su Señoría dejó expresa constancia de que sí hay fondos para solventar los beneficios de que trata esta iniciativa, en virtud de lo dispuesto por la ley N° 18.418, que se encuentra plenamente vigente, sin que sea necesario, por tanto, reproducir aquí su normativa.


El señor Ministro Secretario General de la Presidencia indicó que existen distintas formas de realizar cambios para llevar a cabo ajustes institucionales. Un claro ejemplo de ello, acotó, es la reforma procesal penal. En dicha oportunidad también podría haberse señalado que no era más que un problema de gestión, y que sólo era necesario entregar más recursos y mejorar la administración. Sin embargo, añadió, se optó por una reforma integral. En materia de licencias médicas, en cambio, la opción no ha sido la misma, y se impulsó el proyecto de ley, promovido por el Gobierno anterior y que ahora revisa la Cámara de Diputados, cuyo propósito es aportar herramientas para resguardar el correcto otorgamiento y uso de las licencias médicas. Se trata, pues, de hacer algo que contribuya institucionalmente con dicho objetivo. Es una línea de acción que, por mínima que sea, permite salir de la pasividad. En ese sentido, hizo un llamado a reflexionar en torno a estas materias, a fin de mejorar el proyecto de ley en aras de los objetivos que éste persigue. No es, subrayó, un mero ajuste economicista, como se ha sostenido. Es un intento por perfeccionar el sistema existente. De hecho, ejemplificó, el modelo del comité consultivo que en esta indicación se propone, ha sido replicado del que en su tiempo se constituyó para el sistema AUGE.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide expresó que se ha cumplido una primera meta tras la aprobación en general de la iniciativa. En la discusión en particular era dable esperar que surgieran las legítimas diferencias, sin perjuicio de lo cual ya se han aprobado diversas normas del proyecto. En materia de licencias médicas existen distintos enfoques del problema y esos son los que aquí se han manifestado. De hecho, apuntó, en su propia opinión, ese tema requiere una solución de fondo que aún no se ha dado, pero que reiteradamente ha planteado. 


-
A continuación, la unanimidad de los integrantes de las Comisiones unidas, acordó votar el artículo 199 propuesto por el proyecto de ley, en su integridad. Concurrieron a dicho acuerdo unánime los Honorables Senadores Honorables Senadores señora Rincón, y señores Bianchi, Chahuán, Girardi, Kuschel, Longueira, Muñoz Aburto, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte.


-
Por consiguiente, puesto en votación el artículo 199 contemplado por la iniciativa de ley, fue rechazado por 8 votos en contra, 1 a favor y 1 abstención. Votaron por el rechazo los Honorables Senadores señora Rincón y señores Chahuán, Girardi, Longueira, Muñoz Aburto, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte. Por la afirmativa se pronunció el Honorable Senador Kuschel y se abstuvo el Honorable Senador señor Bianchi.

El Honorable Senador señor Longueira fundamentó su decisión señalando que el Ejecutivo, recogiendo las observaciones que le fueron formuladas en torno a esta materia, hizo un esfuerzo importante para mejorar la norma, lo que plasmó en la indicación presentada y a la cual él prestó su voto conforme justamente en razón de lo anterior. Consecuente con ello, ha desaprobado ahora la disposición originalmente planteada.

Artículo 200


Para el artículo 200 del Código del Trabajo, la iniciativa considera el siguiente texto:


“Art. 200.- La trabajadora o el trabajador que tenga a su cuidado un menor de edad, por habérsele otorgado judicialmente la tuición o el cuidado personal como medida de protección, tendrá derecho al permiso postnatal parental establecido en el artículo 197 bis. Además, cuando el menor tuviere menos de seis meses, le será aplicable el permiso postnatal establecido en el artículo 195.


A la correspondiente solicitud de permiso, el trabajador o la trabajadora, según corresponda, deberá acompañar necesariamente una declaración jurada suya de tener bajo su tuición o cuidado personal al causante del beneficio y un certificado del tribunal que haya otorgado la tuición o cuidado personal del menor como medida de protección.”.


El artículo 200 del Código del Trabajo en actual vigencia, dispone:


“Artículo 200. La trabajadora o el trabajador que tenga a su cuidado un menor de edad inferior a seis meses, por habérsele otorgado judicialmente la tuición o el cuidado personal del menor como medida de protección, tendrá derecho a permiso y subsidio hasta por doce semanas.


A la correspondiente solicitud de permiso deberá acompañarse necesariamente una declaración jurada suya de tener bajo su cuidado personal al causante del beneficio y un certificado del tribunal que haya otorgado la tuición o cuidado personal del menor como medida de protección.”.


- Sometido a votación el artículo 200 propuesto por el proyecto de ley, fue aprobado, con una enmienda meramente formal, por la unanimidad de los miembros de las Comisión unidas, Honorables Senadores señora Rincón, y señores Bianchi, Chahuán, Girardi, Kuschel, Longueira, Muñoz Aburto, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte.
Artículo 201


Respecto del artículo 201 del Código del Trabajo, el proyecto contempla el texto que sigue:


“Art. 201.- Durante el período de embarazo y hasta un año después del nacimiento del niño la trabajadora gozará de fuero laboral y estará sujeta a lo dispuesto en el artículo 174. En caso que el padre haga uso del permiso postnatal parental del artículo 197 bis, también gozará de fuero laboral por un periodo equivalente al doble de la duración de su permiso, a contar de los diez días anteriores al comienzo del uso del mismo. En este caso, la duración del fuero de la madre señalado en el inciso anterior, se reducirá en el equivalente al período de fuero ejercido por el padre.


Tratándose de mujeres o de hombres solteros o viudos que manifiesten al tribunal su voluntad de adoptar un hijo en conformidad a las disposiciones de la Ley de Adopción, el plazo de un año establecido en el inciso primero se contará desde la fecha en que el juez, mediante  resolución dictada al efecto, confíe a estos trabajadores el cuidado personal del menor en conformidad al artículo 19 de la Ley de Adopción o bien le otorgue la tuición en los términos del inciso tercero del artículo 24 de la misma ley.


Sin perjuicio de lo antes indicado, cesará de pleno derecho el fuero establecido en el inciso precedente desde que se encuentre ejecutoriada la resolución del juez que decide poner término al cuidado personal del menor o bien aquella que deniegue la solicitud de adopción. Cesará también el fuero en el caso de que la sentencia que acoja la adopción sea dejada sin efecto en virtud de otra resolución judicial.


Si por ignorancia del estado de embarazo o del cuidado personal o tuición de un menor en el plazo y condiciones indicados en el inciso tercero precedente, se hubiere dispuesto el término del contrato en contravención a lo dispuesto en el artículo 174, la medida quedará sin efecto, y la trabajadora volverá a su trabajo, para lo cual bastará la sola presentación del correspondiente certificado médico o de matrona, o bien de una copia autorizada de la resolución del tribunal que haya otorgado la tuición o cuidado personal del menor, en los términos del inciso tercero, según sea el caso, sin perjuicio del derecho a remuneración por el tiempo en que haya permanecido indebidamente fuera del trabajo, si durante ese tiempo no tuviere derecho a subsidio. La afectada deberá hacer efectivo este derecho dentro del plazo de 60 días hábiles contados desde el despido.


No obstante lo dispuesto en el inciso primero, si el término del fuero se produjere mientras la mujer estuviere gozando del descanso maternal o permiso parental a que aluden los artículos 195, 196 y 197 bis, aquélla continuará percibiendo el subsidio mencionado en el artículo 198 hasta la conclusión del período de descanso o permiso. Para los efectos del subsidio de cesantía, si hubiere lugar a él, se entenderá que el contrato de trabajo expira en el momento en que dejó de percibir el subsidio maternal.


Con todo, tratándose de trabajadores o trabajadoras cuyos contratos de trabajo sean a plazo fijo o por obra, servicio o faena determinada, el fuero establecido en este artículo los amparará sólo durante la vigencia del respectivo contrato, sin que se requiera solicitar su desafuero al término de ellos.”.


El texto actual de artículo 201 del Código del Trabajo, es el que sigue:


“Artículo 201. Durante el período de embarazo y hasta un año después de expirado el descanso de maternidad, la trabajadora estará sujeta a lo dispuesto en el artículo 174.


Tratándose de mujeres o de hombres solteros o viudos que manifiesten al tribunal su voluntad de adoptar un hijo en conformidad a las disposiciones de la Ley de Adopción, el plazo de un año establecido en el inciso precedente se contará desde la fecha en que el juez, mediante resolución dictada al efecto, confíe a estos trabajadores el cuidado personal del menor en conformidad al artículo 19 de la Ley de Adopción o bien le otorgue la tuición en los términos del inciso tercero del artículo 24 de la misma ley.


Sin perjuicio de lo antes indicado, cesará de pleno derecho el fuero establecido en el inciso precedente desde que se encuentre ejecutoriada la resolución del juez que decide poner término al cuidado personal del menor o bien aquella que deniegue la solicitud de adopción. Cesará también el fuero en el caso de que la sentencia que acoja la adopción sea dejada sin efecto en virtud de otra resolución judicial.


Si por ignorancia del estado de embarazo o del cuidado personal o tuición de un menor en el plazo y condiciones indicados en el inciso segundo precedente, se hubiere dispuesto el término del contrato en contravención a lo dispuesto en el artículo 174, la medida quedará sin efecto, y la trabajadora volverá a su trabajo, para lo cual bastará la sola presentación del correspondiente certificado médico o de matrona, o bien de una copia autorizada de la resolución del tribunal que haya otorgado la tuición o cuidado personal del menor, en los términos del inciso segundo, según sea el caso, sin perjuicio del derecho a remuneración por el tiempo en que haya permanecido indebidamente fuera del trabajo, si durante ese tiempo no tuviere derecho a subsidio. La afectada deberá hacer efectivo este derecho dentro del plazo de 60 días hábiles contados desde el despido.


No obstante lo dispuesto en el inciso primero, si el desafuero se produjere mientras la mujer estuviere gozando del descanso maternal a que aluden los artículos 195 y 196, aquélla continuará percibiendo el subsidio del artículo 198 hasta la conclusión del período de descanso. Para los efectos del subsidio de cesantía, si hubiere lugar a él, se entenderá que el contrato de trabajo expira en el momento en que dejó de percibir el subsidio maternal.”.

Inciso primero


Respecto del inciso primero del artículo 201 propuesto por el proyecto, fue presentada la indicación número 4, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, para reemplazar su frase inicial, hasta el primer punto seguido, por la siguiente:


“Durante el período de embarazo y hasta un año después de expirado el descanso de maternidad, excluido el permiso posnatal parental establecido en el artículo 197 bis, la trabajadora gozará de fuero laboral y estará sujeta a lo dispuesto en el artículo 174.”.


- Sometida a votación la indicación sustitutiva, fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los integrantes de las Comisiones unidas. Concurrieron a dicho acuerdo los Honorables Senadores señora Rincón, y señores Bianchi, Chahuán, Girardi, Kuschel, Longueira, Muñoz Aburto, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte.

A continuación, las Comisiones unidas debatieron en torno a la segunda y tercera oraciones del inciso primero del artículo 201 en examen, referidas, respectivamente, al fuero laboral que gozará el padre en caso que haga uso del permiso postnatal parental y a la reducción proporcional del fuero de la madre derivada de aquél.


La señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer señaló que estas normas establecen el fuero laboral para el padre que haga uso del permiso parental, fuero que se extenderá por un período equivalente al doble de la duración de dicho permiso, contado desde los diez días anteriores al inicio del mismo. Añadió que, según dispone la misma norma más adelante, en tal evento, el fuero de la madre se reduciría proporcionalmente al tiempo que dure el fuero del padre. Lo anterior se explica, aclaró, por cuanto la titular del derecho es la madre y, en este caso, se produce un traspaso del mismo desde ésta hacia el padre.


La Honorable Senadora señora Rincón advirtió, en primer término, que este beneficio no irroga mayor gasto al Fisco. Asimismo, continuó, no comparte la propuesta de que el fuero de la madre sea reducido en razón del fuero laboral de que goce el padre, toda vez que la protección de la mujer y de su trabajo debería mantenerse igualmente, con independencia de quien haga uso del permiso.


La señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer explicó que dicha propuesta se basa en la necesidad de que el costo laboral de la maternidad sea compartido entre madre y padre. Entonces, apuntó, se contempla el beneficio del fuero para cada uno de ellos, pero según quien haga uso del permiso.


El señor Ministro Secretario General de la Presidencia manifestó que esta es la discusión más importante relacionada con este proyecto de ley. Agregó que se ha buscado perfeccionar el beneficio del fuero, sin embargo, si se altera la norma propuesta al efecto, se contrariará el sentido de la misma y la naturaleza de los cambios que se están promoviendo en este orden. Solicitó, entonces, no proceder de esa manera.


La Honorable Senadora señora Rincón manifestó que este tema dice relación con la empleabilidad laboral de la mujer. Destacó que, actualmente, el costo de la maternidad pesa exclusivamente sobre la madre trabajadora y ello se expresa, principalmente, en dos instituciones específicas, esto es, el fuero maternal y el derecho a sala cuna. Estos son, sin duda, dos elementos que, si bien son derechos ganados y merecidos, dificultan la contratación laboral de la mujer en nuestro país. Por siguiente, si el fuero estuviera también establecido respecto del padre, con independencia del que beneficia a la madre, efectivamente podría decirse que el costo de la maternidad es compartido entre madre y padre, porque ambos lo asumirían ante sus respectivos empleadores, y ello, apuntó, sería una forma de ir eliminando la discriminación que afecta hoy a la mujer en esta materia. Aquí se ha propuesto que exista una responsabilidad compartida, pero para que eso sea efectivo, no hay que disminuir la protección de la madre en función del resguardo que recibe el padre. Recordó que, de acuerdo a nuestra realidad cultural, el uso del permiso y el fuero correlativo, eventualmente podrían ser mal vistos por los empleadores y, por tanto, ello también incidirá finalmente en el costo laboral de la maternidad.


El Honorable Senador señor Longueira se manifestó sorprendido con este debate, toda vez que el tema no fue así planteado en las reuniones de análisis celebradas. Se sumó, entonces, a lo planteado por el señor Ministro Secretario General de la Presidencia.


Por su parte, la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer (SERNAM) indicó que una dificultad que enfrentan las mujeres para su contratación laboral, dice relación con la rigidez que caracteriza a nuestra actual normativa del trabajo, y el fuero laboral asociado al descanso de maternidad es una expresión de aquello. Añadió que aquí se trata de flexibilizar esa rigidez y de generar una responsabilidad compartida entre la maternidad y la paternidad.


El Honorable Senador señor Rossi señaló que, al menos, hay coincidencia en cuanto a que este tema no representa un mayor gasto fiscal. Lamentablemente, añadió, no existe el mismo entendimiento en los demás aspectos, ya que, mientras para algunos este tipo de normas significan una restricción de los beneficios, para otros, en cambio, representan una protección de los derechos. Sin embargo, agregó, acá se trata de no seguir recargando a la mujer con todo el costo de la maternidad, situación que ya ha sobrellevado por años. Indicó que parece un tanto mezquino establecer un beneficio en favor del padre, pero quitando protección a la madre, la que, de esta forma, resulta nuevamente castigada. Expresó no compartir esta propuesta, así como tampoco coincide con que este tema sea el más relevante del proyecto de ley en estudio, ya que la iniciativa, tal como se ha planteado antes, involucra diversos aspectos de importancia y, por lo mismo, afecta a diferentes normas legales.


El señor Ministro Secretario General de la Presidencia aclaró que la importancia que atribuye a este asunto, se vincula a su eventual incidencia en la confianza política, tema no menor en dicho ámbito.


La señora Directora de Presupuestos recalcó que el mecanismo contemplado por la norma en análisis, intenta compatibilizar trabajo y familia, tanto para la madre como para el padre, pero sin profundizar en la discriminación de que ya es objeto la mujer trabajadora. Aumentar las distorsiones del mercado laboral, anotó, resta las posibilidades de empleo femenino. El deseo del Ejecutivo, subrayó, es que no sólo se compartan los costos asociados al hecho de ser padres, sino que también ambos progenitores participen de los beneficios del mundo del trabajo, pero, insistió, sin aumentar las distorsiones del mismo.


- Finalmente, puesta en votación la segunda oración del inciso primero del artículo 201 en estudio, fue aprobada, sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Rincón, y señores Bianchi, Chahuán, Girardi, Kuschel, Longueira, Muñoz Aburto, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte.

- Luego, sometida a votación la oración final del inciso primero del artículo 201 en análisis, ésta resultó rechazada tras el doble empate registrado (artículo 182 del Reglamento del Senado). Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señores Bianchi, Chahuán, Kuschel, Longueira y Uriarte. Por el rechazo, lo hicieron los Honorables Senadores señora Rincón y señores Girardi, Muñoz Aburto, Rossi y Ruiz-Esquide.

Incisos segundo, tercero, cuarto y quinto


- Puestos en votación los incisos en referencia, fueron aprobados unánimemente, sin enmiendas, por los integrantes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Rincón, y señores Bianchi, Chahuán, Girardi, Kuschel, Longueira, Muñoz Aburto, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte.
Inciso sexto


En relación a este inciso sexto y final del artículo 201 en revisión, el Ejecutivo formuló la indicación número 5, para eliminar de dicho inciso, la frase “a plazo fijo o”.


La Honorable Senadora señora Rincón aclaró que este tema fue revisado junto al Ejecutivo, principalmente en razón de dos inquietudes que surgieron respecto a la norma contemplada en el proyecto de ley. Uno, el relativo a las trabajadoras que se desempeñan bajo el régimen a contrata en el sector público. El otro, referido al desafuero automático que se instaura respecto de quienes estén contratadas a plazo fijo, por obra o faena. Dado lo anterior, planteó, es necesario votar separadamente la indicación y el inciso sobre el cual ésta recae.


Atendido lo señalado, las Comisiones unidas se pronunciaron en la forma antedicha.


- Puesta en votación la indicación número 5, resultó rechazada con motivo del doble empate registrado (artículo 182 del Reglamento del Senado). Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señores Bianchi, Chahuán, Kuschel, Longueira y Uriarte. Por el rechazo, votaron los Honorables Senadores señora Rincón y señores Girardi, Muñoz Aburto, Rossi y Ruiz-Esquide.

Fundamentando su votación, los integrantes de las Comisiones unidas señalaron lo siguiente.


El Honorable Senador señor Rossi indicó que, si bien la indicación elimina la mención a los contratos a plazo fijo, igualmente le preocupa la situación de las trabajadoras que prestan servicios en el sector público bajo el régimen a contrata. Asimismo, añadió, en materia de desafuero recordó que, actualmente, existe la posibilidad de recurrir ante los tribunales de justicia para entablar el proceso de desafuero correspondiente, permitiendo que éste se debata y resuelva en sede judicial. Además, según la información proporcionada, en estos casos, el desafuero es concedido en la mayoría de las causas promovidas, de modo que no parece indispensable un mecanismo automático al efecto.


El Honorable Senador señor Chahuán respaldó su votación favorable señalando que esta nueva propuesta del Ejecutivo recoge los planteamientos formulados en esta materia y, por lo tanto, con ella se superan las inquietudes manifestadas, razón por la cual la indicación amerita ser aprobada.


El Honorable Senador señor Uriarte coincidió con lo expresado por el Honorable Senador señor Chahuán y, en base al mismo argumento, prestó su voto favorable a la indicación en comento.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto justificó su voto contrario a la indicación, señalando que las trabajadoras que se desempeñan a plazo fijo, por obra o faena, son numerosas y, sin duda, están entre las más desvalidas de nuestro mercado laboral. Recalcó que en los tribunales de justicia se les discuten todos sus derechos y, a partir de ello, se debate en torno a la naturaleza jurídica de los contratos laborales que suscriben, siendo de ordinaria ocurrencia que su trabajo sea calificado como servicios por obra o faena. Por consiguiente, con esta normativa propuesta, quedarían afectas a un sistema de desafuero automático que no necesariamente irá en protección de las mismas y de sus fuentes de trabajo.


El Honorable Senador señor Bianchi destacó que esta indicación es una demostración del esfuerzo que ha hecho el Ejecutivo por recoger los diversos planteamientos que durante el debate se le han manifestado y, habiéndolo conseguido en esta materia, su voto ha sido favorable a la indicación propuesta.


- Por último, sometido a votación el inciso sexto del artículo 201 en comento, resultó rechazado tras el doble empate registrado (artículo 182 del Reglamento del Senado). Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señores Bianchi, Chahuán, Kuschel, Longueira y Uriarte. Por el rechazo, votaron los Honorables Senadores señora Rincón y señores Girardi, Muñoz Aburto, Rossi y Ruiz-Esquide.
Número 2)


Modifica el artículo 206 del Código del Trabajo, incorporando a dicho precepto un inciso final, nuevo, cuyo texto es el siguiente:


“No gozarán del derecho establecido en este artículo las trabajadoras cuya jornada de trabajo sea parcial, o reducida de conformidad al artículo 197 bis.”.


El citado artículo 206 contempla el derecho de la madre trabajadora a un permiso diario para dar alimento a sus hijos menores de dos años de edad. Literalmente dispone lo siguiente:


“Artículo 206. Las trabajadoras tendrán derecho a disponer, a lo menos, de una hora al día, para dar alimento a sus hijos menores de dos años. Este derecho podrá ejercerse de alguna de las siguientes formas a acordar con el empleador:


a) En cualquier momento dentro de la jornada de trabajo.


b) Dividiéndolo, a solicitud de la interesada, en dos porciones.


c) Postergando o adelantando en media hora, o en una hora, el inicio o el término de la jornada de trabajo.


Este derecho podrá ser ejercido preferentemente en la sala cuna, o en el lugar en que se encuentre el menor.


Para todos los efectos legales, el tiempo utilizado se considerará como trabajado.


El derecho a alimentar consagrado en el inciso primero, no podrá ser renunciado en forma alguna y le será aplicable a toda trabajadora que tenga hijos menores de dos años, aun cuando no goce del derecho a sala cuna, según lo preceptuado en el artículo 203.


Tratándose de empresas que estén obligadas a lo preceptuado en el artículo 203, el período de tiempo a que se refiere el inciso primero se ampliará al necesario para el viaje de ida y vuelta de la madre para dar alimentos a sus hijos. En este caso, el empleador pagará el valor de los pasajes por el transporte que deba emplearse para la ida y regreso de la madre.”.


Respecto del numeral 2) del artículo 1° proyecto de ley, el Ejecutivo presentó la indicación número 6, a fin de reemplazar dicho número por otro del siguiente tenor: 


“2) Introdúcese el siguiente inciso final, nuevo, al artículo 206:


“Gozarán del derecho establecido en este artículo las trabajadoras que tengan una jornada de trabajo reducida de conformidad al artículo 197 bis, en aquellos días en que su jornada diaria sea igual o superior a cinco horas.”.”.


-
Esta indicación resultó consecuencialmente rechazada tras la eliminación de las oraciones tercera, cuarta y quinta del inciso primero del artículo 197 bis del proyecto de ley. 


-
Por su parte, el numeral 2) de la iniciativa ley, también resultó consecuencialmente rechazado, en razón del referido acuerdo adoptado respecto del artículo 197 bis.
Artículo 2°


Esta norma está encabezada con el siguiente texto:


“Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 44, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que establece normas comunes para subsidios por incapacidad laboral de los trabajadores dependientes del sector privado:”.


- Puesto en votación el encabezamiento del artículo 2° de la iniciativa de ley en estudio, fue aprobado, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Rincón, y señores Bianchi, Chahuán, Girardi, Kuschel, Longueira, Muñoz Aburto, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte.

Enseguida, el artículo 2° del proyecto de ley, al tenor de cuatro numerales, introduce modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 44, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

Número 1)


Enmienda el artículo 8° del mencionado decreto con fuerza de ley, mediante tres literales del siguiente tenor:


“a) Reemplázase en su inciso segundo la oración “y del inciso segundo del artículo 196, ambos del Código del Trabajo” por la siguiente “del inciso segundo del artículo 196 y del artículo 197 bis, todos del Código del Trabajo”.


b) Intercálese el siguiente inciso tercero nuevo:


“La base de cálculo del subsidio que origine el permiso postnatal parental del artículo 197 bis del Código del Trabajo, no podrá exceder a la cantidad equivalente a 30 Unidades de Fomento, al valor que tenga esta al último día de cada mes al pago, y en la determinación de su monto se consideraran siempre las remuneraciones de la madre independiente de quien haga uso del permiso.”.


c) Reemplázase en su inciso cuarto la oración “y el inciso segundo del artículo 196, ambos del Código del Trabajo” por la siguiente “el inciso segundo del artículo 196 y el artículo 197 bis, todos del Código del Trabajo”.”.


El artículo 8° en cuestión, establece la base de cálculo para la determinación del monto de los subsidios a percibir tras el otorgamiento de la respectiva licencia médica. Al efecto, dispone literalmente:


“Artículo 8°.- La base del cálculo para la determinación del monto de los subsidios considerará los datos existentes a la fecha de iniciación de la licencia médica y será una cantidad equivalente al promedio de la remuneración mensual neta, del subsidio, o de ambos, que se hayan devengado en los tres meses calendario más próximos al mes en que se inicia la licencia.


En todo caso, el monto diario de los subsidios del inciso primero del articulo 195, y del inciso segundo del artículo 196, ambos del Código del Trabajo, y del artículo 2° de la ley N° 18.867, no podrá exceder del equivalente a las remuneraciones mensuales netas, subsidios o de ambos, devengados por las trabajadoras dependientes en los tres meses anteriores más próximos al séptimo mes calendario que precede al del inicio de la licencia, dividido por noventa, aumentado en el 100% de la variación experimentada por el Indice de Precios al Consumidor en el período comprendido por los siete meses anteriores al mes precedente al del inicio de la licencia, e incrementado en un 10%.


Los tres meses a que se refiere el inciso anterior deberán estar comprendidos dentro de los seis meses inmediatamente anteriores al séptimo mes calendario que precede al mes de inicio de la licencia. Si dentro de dicho período sólo se registraren uno o dos meses con remuneraciones y/o subsidios, para determinar el límite del subsidio diario, se dividirá por 30 o 60, respectivamente.


Para los efectos del cálculo de los subsidios a que se refieren el inciso primero del artículo 195, y el inciso segundo del artículo 196, ambos del Código del Trabajo, se considerarán como un solo subsidio los originados en diferentes licencias médicas otorgadas en forma continuada y sin interrupción entre ellas.


En caso de accidentes en que el trabajador no registre cotizaciones suficientes para enterar los meses a promediar, se considerará para estos efectos la remuneración mensual neta resultante de la establecida en el contrato de trabajo, las veces que sea necesario.


El subsidio de cesantía se exceptúa de la base de cálculo establecida en este artículo.”.


La Honorable Senadora señora Rincón solicitó votar separadamente cada una de los literales que conforman el numeral 1) del artículo 2° del proyecto de ley. 


Conforme a lo anterior, las Comisiones unidas procedieron de dicha forma.


-
Sometida a votación la letra a), fue aprobada, sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Rincón, y señores Bianchi, Chahuán, Girardi, Kuschel, Longueira, Muñoz Aburto, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte.

-
La letra b) resultó consecuencialmente rechazada con motivo del acuerdo adoptado respecto del artículo 197 bis, oraciones tercera, cuarta y quinta de su inciso primero.


-
Puesta en votación la letra c), fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los integrantes de las Comisiones unidas, señora Rincón, y señores Bianchi, Chahuán, Girardi, Kuschel, Longueira, Muñoz Aburto, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte.
Número 2)


Incorpora al referido decreto con fuerza de ley N° 44, un artículo 8° bis, nuevo, con el siguiente texto:


“Artículo 8 bis.- El subsidio establecido en el artículo 199 del Código del Trabajo para aquellas enfermedades consideradas como graves, será calculado de acuerdo a la siguiente regla:


a) Si la base de cálculo determinada de conformidad al inciso primero del artículo 8°, fuere inferior o igual a 16 unidades de fomento, el subsidio se determinará de acuerdo a las reglas generales;


b) Si la base de cálculo determinada de conformidad al inciso primero del artículo 8°, fuere superior a 16 unidades de fomento e inferior o igual a 25, el subsidio será igual a un 100% de 16 unidades de fomento; más un 85% del monto de la base de cálculo que exceda las 16 unidades de fomento;


c) Si la base de cálculo determinada de conformidad al inciso primero del artículo 8°, fuere superior a 25 unidades de fomento, el subsidio será igual al 100% de 16 unidades de fomento, más el 85% de 9 unidades de fomento, y además se le sumará el 75% de la parte de la base de cálculo que exceda 25 unidades de fomento.


Con todo, la base de cálculo del referido subsidio no podrá exceder a la cantidad equivalente a 30 unidades de fomento. Para todos los casos, el valor de la unidad de fomento corresponderá al que tenga al último día de cada mes anterior al pago.


El monto diario del subsidio establecido en el inciso primero de este artículo, será una cantidad equivalente a la trigésima parte del monto total del subsidio determinado de conformidad a las letras anteriores.


El subsidio derivado de este permiso por enfermedad grave, se calculará sobre la remuneración o renta imponible de la madre, independiente de quien haga uso del mismo.


Para aquellas enfermedades consideradas como gravísimas, según lo dispuesto en el artículo 199 del Código del Trabajo, el cálculo del subsidio se realizará conforme a las normas generales, no siendo aplicable lo establecido en los incisos anteriores.”.


Respecto del número 2) del artículo 2° del proyecto de ley, fue presentada la indicación número 7, del Ejecutivo, para suprimir dicho numeral.


- Puesta en votación la referida indicación supresiva, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Rincón, y señores Bianchi, Chahuán, Girardi, Kuschel, Longueira, Muñoz Aburto, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte.

La Honorable Senadora señora Rincón puso de relieve que, con la supresión de esta norma, se elimina el mecanismo de copago que consideraba el proyecto de ley respecto del subsidio correlativo a la licencia médica por enfermedad del hijo menor de un año, y que estaba contemplado para las enfermedades graves, en la terminología original de la iniciativa legal.

Número 3)


Introduce al citado decreto con fuerza de ley N° 44, un artículo 9°, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 9°.- Las mujeres que integren un hogar perteneciente al veinte por ciento más pobre de la población de Chile conforme al instrumento de focalización que se fije en el reglamento expedido por el Ministerio de Hacienda, que a la sexta semana anterior al parto, no tenga un contrato de trabajo vigente, tendrán derecho al subsidio establecido en este artículo siempre que cumplan con los siguientes requisitos copulativos:


a) registren doce o más meses de afiliación, con anterioridad al inicio del embarazo.


b) registren ocho o más cotizaciones, continuas o discontinuas, en calidad de trabajadora dependiente, dentro de los últimos veinticuatro meses calendario inmediatamente anteriores al inicio del embarazo.


c) que la última cotización más cercana al mes anterior al embarazo se haya registrado en virtud de cualquier tipo de contrato de trabajo a plazo fijo, o por obra, servicio o faena determinada.


El subsidio establecido en este artículo se financiará con cargo al Fondo Único de Prestaciones Familiares del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. En este caso, la base de cálculo para la determinación del monto del subsidio será una cantidad equivalente al promedio de la remuneración mensual neta, del subsidio, o de ambos, devengados por la mujer en los veinticuatro meses calendarios, inmediatamente anteriores al inicio del embarazo, dividido por veinticuatro. En todo caso, a contar de la decimonovena semana de subsidio, la base de cálculo no podrá exceder de 30 unidades de fomento, considerando el valor de esta al último día de cada mes anterior al pago. El monto diario del subsidio de este artículo será una cantidad equivalente a la trigésima parte de su base de cálculo.


Para efectos del cálculo de este promedio, cada remuneración mensual neta, subsidio, o ambos, se reajustarán conforme a la variación experimentada por el Índice de Precios al Consumidor entre el último día del mes anterior al del devengamiento de la remuneración, subsidio, o ambos, y el último día del mes anterior al del pago del subsidio establecido en este artículo.


El subsidio se otorgará hasta por un máximo de treinta semanas y comenzará a devengarse a partir de la sexta semana anterior al parto. Si el parto ocurriere en una fecha anterior a la sexta semana, la duración del subsidio se reducirá en el número de días y/o semanas en que se haya adelantado el parto.


Sobre el monto del subsidio, las beneficiarias deberán cotizar el 7% para salud. Además, sobre ese mismo monto, las beneficiarias afiliadas al sistema de pensiones del decreto ley N° 3.500, de 1980, deberán efectuar, además, las cotizaciones a que se refiere el artículo 17 del citado decreto ley.


Las normas que rigen para los trabajadores independientes referidas a licencias médicas serán aplicables a la tramitación, autorización y pago del subsidio de este artículo.


Corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social, la supervigilancia y fiscalización del subsidio establecido en este artículo. Para estos efectos, se aplicarán las disposiciones orgánicas de la Superintendencia y la presente ley. La Superintendencia dictará las normas necesarias, las que serán obligatorias para todas las instituciones o entidades que intervienen en el mencionado subsidio.”.


En relación a esta norma, fue presentada la indicación número 8, del Ejecutivo, para reemplazar, en el inciso primero del artículo 9° que el numeral 3) en estudio introduce al citado decreto con fuerza de ley N° 44, el término “veinte” por “sesenta”.


- Puesta en votación la indicación número 8 en referencia, fue aprobada, sin modificaciones, por la unanimidad de los integrantes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Rincón, y señores Bianchi, Chahuán, Girardi, Kuschel, Longueira, Muñoz Aburto, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte.

A continuación, las Comisiones unidas se pronunciaron en torno al artículo 9°, nuevo, que contempla el proyecto de ley, en los siguientes términos.


La Honorable Senadora señora Rincón solicitó votación separada respecto de los incisos y literales del artículo 9° en revisión, toda vez que la norma concita acuerdo respecto de sus diversas disposiciones, salvo en lo relativo a la exigencia que se impone a las trabajadoras de contar con ocho o más cotizaciones previsionales, dentro de los últimos veinticuatro meses anteriores al inicio del embarazo, tema respecto del cual la sugerencia de reducir el número de tales cotizaciones o de eliminar dicho requisito, no fue recogida.


- Conforme a lo anterior, sometidos a votación los incisos primero (con la excepción que más adelante se indicará) a séptimo, fueron aprobados, sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Rincón, y señores Bianchi, Chahuán, Girardi, Kuschel, Longueira, Muñoz Aburto, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte.

- Puesto en votación el literal b) del inciso primero, el resultado fue de 5 votos a favor, de los Honorables Senadores señores Bianchi, Chahuán, Kuschel, Longueira y Uriarte, y 5 abstenciones, de los Honorables Senadores señora Rincón y señores Girardi, Muñoz Aburto, Rossi y Ruiz-Esquide. Al repetirse la votación y, tras registrarse idéntico resultado, el mencionado literal b) quedó aprobado, al considerarse las abstenciones como votos favorables a la posición que obtuvo el mayor número de votos (artículo 178 del Reglamento del Senado).

Número 4)


Modifica el artículo 22 del decreto con fuerza de ley N° 44, agregando en su inciso segundo -a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido-, lo siguiente:


“Para efectos del inciso primero, la remuneración tendrá un límite máximo imponible de treinta unidades de fomento, al valor que tenga ésta al último día de cada mes anterior al pago, respecto de los trabajadores que trabajen a jornada reducida, en virtud de lo dispuesto en el inciso 3° del artículo 197 bis del Código del Trabajo y mientras hagan uso de esta jornada reducida.”.


El mencionado artículo 22, se refiere a las cotizaciones que deberán efectuar los trabajadores, dependientes e independientes, para financiar prestaciones de salud y de previsión. Su texto señala expresamente:


“Artículo 22°.- Durante los períodos de incapacidad laboral, a que se refiere la ley N° 18.469, los trabajadores dependientes e independientes, afiliados a regímenes de pensiones de instituciones de previsión fiscalizadas por la Superintendencia de Seguridad Social, deberán efectuar las cotizaciones que establezca la normativa vigente destinadas a financiar prestaciones de salud y de previsión, sobre sus remuneraciones o rentas imponibles según corresponda.


Las cotizaciones a que se refiere el inciso precedente deberán efectuarse sobre la base de la última remuneración o renta imponible correspondiente al mes anterior en que se haya iniciado la licencia o en su defecto la estipulada en el respectivo contrato de trabajo, en su caso. Para este efecto, la referida remuneración o renta imponible se reajustará en la misma oportunidad y porcentaje en que se reajuste el subsidio respectivo.


Las entidades pagadoras de subsidios deberán efectuar las retenciones correspondientes, declarar y enterar las cotizaciones en las instituciones que correspondan, en conformidad con las normas contenidas en la ley N° 17.322.”.


- Este numeral 4) del artículo 2° del proyecto de ley, resultó consecuencialmente rechazado con motivo del acuerdo adoptado respecto del artículo 197 bis, oraciones tercera, cuarta y quinta de su inciso primero.

Artículo 3°


Establece que la ley en proyecto entrará en vigencia desde su publicación en el Diario Oficial.


- Puesto en votación el artículo en referencia, fue rechazado por mayoría de votos, con 9 votos en contra y 1 voto a favor. Votaron por el rechazo los Honorables Senadores señora Rincón, y señores Bianchi, Chahuán, Girardi, Kuschel, Muñoz Aburto, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte, y a favor el Honorable Senador señor Longueira.


La Honorable Senadora señora Rincón aclaró que esta disposición resulta innecesaria, toda vez que sólo reproduce la regla general en materia de entrada en vigencia de la ley. En efecto, explicó, el artículo 7° del Código Civil dispone expresamente:


“Artículo 7°. La publicación de la ley se hará mediante su inserción en el Diario Oficial, y desde la fecha de éste se entenderá conocida de todos y será obligatoria. 


Para todos los efectos legales, la fecha de la ley será la de su publicación en el Diario Oficial. 


Sin embargo, en cualquiera ley podrán establecerse reglas diferentes sobre su publicación y sobre la fecha o fechas en que haya de entrar en vigencia.”.


De este modo, concluyó, las normas sobre la vigencia de la ley aparecen como imprescindibles sólo cuando se altera dicha regla general, estableciéndose sistemas diferidos de entrada en vigencia de la ley, cosa que no sucede en la especie. Por consiguiente, reiteró, al tenor del precepto citado, es innecesario incorporar en esta ley una norma referida a su vigencia, ya que ésta se contempla en el sentido general antedicho, esto es, desde su publicación en el Diario Oficial.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo Primero Transitorio

Se refiere a la situación de aquellas mujeres que, a la fecha de entrada en vigencia de la ley, estuvieren haciendo uso del descanso de maternidad, para los efectos de aplicar el permiso postnatal parental. Su texto es el siguiente:


“Artículo Primero Transitorio.- Aquellas mujeres que se encontraren haciendo uso de su periodo pre o postnatal a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, podrán hacer uso del permiso postnatal parental establecido en el artículo 197 bis del Código de Trabajo. La madre cuya remuneración o renta imponible sea superior a 30 unidades de fomento deberá comunicar a su  empleador si va a hacer uso este derecho en jornada parcial o completa, antes del término de su periodo postnatal.


Las mujeres que hayan terminado su descanso postnatal de conformidad a las reglas vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, sin que su hijo hubiese cumplido 6 meses de edad a la referida fecha, podrán utilizar el permiso parental establecido en el artículo 197 bis, hasta la fecha en que el menor cumpla 6 meses, dando aviso de ello a su empleador con un plazo mínimo de 15 días de anticipación.”.

Inciso primero


La Honorable Senadora señora Rincón señaló que, no obstante que el artículo en examen no fue objeto de indicaciones, el inciso primero debe ser enmendado para eliminar su segunda oración, en virtud del acuerdo adoptado respecto de las oraciones tercera, cuarta y quinta, del inciso primero, del artículo 197 bis. Requirió, entonces, votación separada respecto de la primera oración del inciso en comento.


Conforme a lo anterior, las Comisiones unidas procedieron del modo antedicho.


-
Por consiguiente, sometida a votación la primera oración del inciso primero del artículo primero transitorio, fue aprobada, sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Rincón, y señores Bianchi, Chahuán, Girardi, Kuschel, Longueira, Muñoz Aburto, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte.

-
Luego, la segunda oración del mencionado inciso, resultó rechazada consecuencialmente, con motivo del acuerdo adoptado respecto del artículo 197 bis, inciso primero, oraciones tercera, cuarta y quinta.

Inciso segundo


- Sometido a votación el inciso segundo del artículo primero transitorio, fue aprobado, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Rincón, y señores Bianchi, Chahuán, Girardi, Kuschel, Longueira, Muñoz Aburto, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte. 


Enseguida, el Honorable Senador señor Longueira dejó expresa constancia de que todas las modificaciones que durante esta discusión en particular se han efectuado para mantener la concordancia del texto con lo resuelto respecto de las oraciones tercera, cuarta y quinta del inciso primero del artículo 197 bis, adolecen de vicios de constitucionalidad, en atención a que tales enmiendas fueron el producto consecuencial de la modificación que, a su vez, se introdujo en dicho precepto, para eliminar determinadas oraciones de su inciso primero. Ello, subrayó, aconteció en razón de una votación separada que es inadmisible por cuanto dio lugar a un pronunciamiento parlamentario sobre materias cuya iniciativa legal exclusiva corresponde, por mandato constitucional, al Presidente de la República, toda vez que dicen relación con la administración financiera y presupuestaria del Estado, al generar un mayor gasto fiscal con la eliminación del tope inicialmente contemplado y al haber suprimido la fuente de financiamiento del proyecto.

Artículo Segundo Transitorio

Dispone la permanencia del fuero maternal conforme a la legislación vigente al momento en que éste se originó, para las trabajadoras que estuvieren gozando de dicho beneficio a la época de entrada en vigencia de la ley. Textualmente la norma señala lo siguiente:


“Artículo Segundo Transitorio.- Las mujeres que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se encontraren gozando de fuero maternal, se regirán por la legislación vigente al momento de originarse el fuero.”.

La señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer (SERNAM) señaló que esta norma guarda relación con las modificaciones que se plantearon para el artículo 201 del Código del Trabajo, referido al fuero maternal. Este artículo transitorio, añadió, tenía el propósito de no alterar la situación de aquellas trabajadoras que se encuentren gozando del beneficio al momento de entrar en vigencia la ley. Sin embargo, advirtió, ello ahora resulta innecesario ante el rechazo de las modificaciones propuestas, en lo pertinente, en materia de fuero.


La Honorable Senadora señora Rincón hizo presente que, efectivamente, esta disposición transitoria resulta carente de todo sentido por cuanto, al no haber ya una norma en el articulado permanente del proyecto que se refiera al fuero maternal, es innecesario contemplar un precepto transitorio relativo a la vigencia de una modificación que no ha prosperado, tras su rechazo entre las diversas enmiendas contempladas para el artículo 201 del Código del Trabajo.


- Por consiguiente, el artículo segundo transitorio resultó consecuencialmente rechazado, con motivo del acuerdo adoptado, en lo pertinente, respecto del artículo 201.
Artículo Tercero Transitorio

Se refiere al caso de quienes, a la fecha de entrada en vigencia de la ley, se encontraren haciendo uso de licencia médica por enfermedad grave del hijo menor de un año. Literalmente dispone lo siguiente:


“Artículo Tercero Transitorio.- Aquellas personas que a la fecha de entrada en vigencia de la ley, se encontraren haciendo uso de licencia por enfermedad grave del niño menor de un año, y este tenga menos de 6 meses, podrán seguir haciendo uso de ésta hasta su término o hasta que cumpla los 6 meses de edad, caso en el que pasará a regirse por esta ley.


Asimismo, quienes se encontraren haciendo uso de licencia por enfermedad grave del niño menor de un año, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, y el causante tenga más de 6 meses de edad, seguirán recibiendo el subsidio en los términos establecidos con anterioridad a esta ley hasta el término de la licencia.


La renovación de la licencia o el otorgamiento de una nueva con posterioridad a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se regirán por este cuerpo legal.”.

La Honorable Senadora señora Rincón indicó que, al igual que en el caso del artículo anterior, la disposición en estudio ha perdido su razón de ser, tras el rechazo de las enmiendas propuestas para el artículo 199 del Código del Trabajo y de la indicación recaída sobre el mismo.


- Atendido lo anterior, este precepto transitorio resultó rechazado consecuencialmente con motivo de los acuerdos adoptados en relación al artículo 199 y la indicación presentada a su respecto.
Artículo Cuarto Transitorio
(Pasa a ser Artículo Segundo Transitorio)


Establece la procedencia del permiso postnatal parental respecto de los padres adoptivos que, a la fecha de entrada en vigencia de la ley, hayan culminado su descanso postanal sin que el menor hubiese cumplido aún los seis meses de edad. El tenor literal de la norma es el que sigue:


“Artículo Cuarto Transitorio.- Los padres adoptivos que hayan terminado su descanso postnatal, sin que su hijo hubiese cumplido 6 meses de edad a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, podrán utilizar el permiso postnatal parental establecido en el artículo 197 bis, hasta la fecha en que el menor cumpla 6 meses, dando aviso de ello a su empleador con un plazo mínimo de 15 días de anticipación.”.


La Honorable Senadora señora Rincón expresó que sobre esta norma no existe discrepancia entre los miembros de las Comisiones unidas.


- Por consiguiente, sometido a votación el artículo cuarto transitorio, fue aprobado, sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Rincón, y señores Bianchi, Chahuán, Girardi, Kuschel, Longueira, Muñoz Aburto, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte.
Artículo Quinto Transitorio

(Pasa a ser Artículo Tercero Transitorio)


Dispone la aplicación del subsidio contemplado en el artículo 9° que la iniciativa incorpora al decreto con fuerza de ley N° 44, respecto de las mujeres cuya sexta semana anterior al parto se verifique ocho meses después de la entrada en vigencia de la ley. Al efecto, establece:


“Artículo Quinto Transitorio.- Para los efectos del artículo 9 nuevo del decreto con fuerza de ley N° 44, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, el subsidio establecido en dicho artículo, será aplicable respecto de aquellas mujeres cuya sexta semana anterior al parto se verifique con posterioridad a los ocho meses de entrada en vigencia de la presente ley.”.


Respecto de esta disposición transitoria, fue presentada la indicación número 9, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, para reemplazar el artículo quinto transitorio, por el siguiente:


“Artículo quinto transitorio.- Para los efectos del artículo 9°, nuevo, del Decreto con Fuerza de Ley número 44, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, el subsidio establecido en dicho artículo será aplicable respecto de aquellas mujeres que integren un hogar perteneciente al veinte por ciento más pobre de la población, a contar del primer día del octavo mes siguiente al de la publicación de la presente ley.


Para las mujeres que integren un hogar perteneciente al cuarenta por ciento más pobre de la población, a contar del primer día del décimo sexto mes siguiente al de la publicación de la presente ley y para las mujeres que integren un hogar perteneciente al sesenta por ciento más pobre de la población, a contar del primer día del vigésimo cuarto mes siguiente al de la publicación de la presente ley.”.


Al fundamentar la indicación, la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer (SERNAM) expresó que la nueva norma propuesta es fruto de los acuerdos alcanzados en el sentido de incorporar gradualmente al régimen de subsidio que contempla el artículo 9°, nuevo, a las mujeres que integran hogares perteneciente al veinte, cuarenta y sesenta por ciento de la población más pobre de nuestro país.


Por su parte, el Honorable Senador señor Chahuán recalcó que, efectivamente, la indicación en comento es producto del acuerdo logrado en esta materia y, como tal, es el resultado de un trabajo en equipo digno de ser destacado.


A continuación, hizo uso de la palabra la señora Directora de Presupuestos, quien señaló que, como consecuencia de la supresión del tope de 30 unidades de fomento originalmente contemplado en el artículo 197 bis, la aprobación de esta nueva disposición transitoria generaría un mayor costo fiscal, pues el beneficio que esta norma hace entrar en vigencia en forma gradual, ya no estaría afecto al límite que el Ejecutivo consideró inicialmente al establecer el monto máximo de los beneficios y la fuente de financiamiento de los mismos.


Agregó que el aumento de cobertura originalmente considerada por el proyecto de ley, consistía en otorgar pre y postnatal y permiso parental a las madres que nunca han tenido acceso a beneficios de esta índole, y que al eliminarse el tope propuesto para el permiso postnatal parental, al mismo tiempo, se incrementó el monto del subsidio para las madres beneficiarias.


La Honorable Senadora señora Rincón consultó si, dentro del 60% más pobre de la población a que se ha hecho referencia, es posible encontrar mujeres trabajadoras que perciban remuneraciones por sobre las indicadas 30 unidades de fomento.


La señora Directora de Presupuestos respondió que, efectivamente, podría darse el caso de madres trabajadoras que, no obstante tener ingresos superiores a 30 unidades de fomento, integren un hogar perteneciente al 60% más pobre de la población, porque ello depende del número de personas que integran dicho hogar, número que puede determinar que, de acuerdo al presupuesto familiar, ese grupo resulte incluido en el referido porcentaje de la población de nuestro país. Ahora bien, reiteró, todo esto se traduce finalmente en un incremento del costo del proyecto, materia que, constitucionalmente, se encuentra reservada en forma privativa a las atribuciones del Presidente de la República.


La Honorable Senadora señora Rincón anotó que, según ha manifestado ya con anterioridad, aún no es acompañado el nuevo informe financiero que dé cuenta de los gastos que, finalmente, se estiman asociados a la iniciativa, tras las modificaciones incorporadas a la misma.


- Finalmente, sometida a votación la indicación sustitutiva en referencia, fue aprobada, con una enmienda formal, por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Rincón, y señores Bianchi, Chahuán, Girardi, Kuschel, Longueira, Muñoz Aburto, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte.
Artículo Sexto Transitorio

(Pasa a ser Artículo Cuarto Transitorio)


Se refiere al financiamiento del mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de la ley en proyecto. Expresamente dispone:


“Artículo Sexto Transitorio.- El mayor gasto fiscal que represente esta ley, durante el año 2011, se financiará con cargo a los recursos de la partida presupuestaria del Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público vigente.”.


La Honorable Senadora señora Rincón indicó que esta norma hace de cargo de la partida presupuestaria correspondiente al Tesoro Público, el financiamiento del mayor gasto que esta ley implique para el año 2011.


Por su parte, el Honorable Senador señor Longueira manifestó y dejó constancia que el financiamiento del proyecto de ley no es de cargo del Tesoro Público, ya que en las disposiciones propuestas para el artículo 197 bis, en la parte que fue rechazado, se establecía que los nuevos beneficios serían financiados con los recursos del Fondo Único de Prestaciones Familiares contemplado en el decreto con fuerza de ley N° 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. En consecuencia, agregó, en los términos en que se ha aprobado, la iniciativa actualmente carece de financiamiento.


A su vez, la Honorable Senadora señora Rincón dejó constancia que el artículo sexto transitorio expresamente señala que, para el año 2011, el mayor gasto fiscal que representa esta ley, se financiará con cargo a los recursos de la partida presupuestaria del Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público vigente, lo que determina que en el año en curso la ley se encuentra financiada con los fondos provenientes de dicha partida presupuestaria. Solicitó, entonces, que el Ejecutivo precise su opinión sobre el particular y confirme lo señalado por la norma transitoria en examen. 


La señora Directora de Presupuestos expresó que en la Partida presupuestaria del Tesoro Público, se contempla una asignación, que corresponde al Fondo Único de Prestaciones Familiares, desde donde se retiran los recursos para el pago de los beneficios que dicho fondo cubre, entre ellos, el subsidio asociado al reposo maternal. Este es, apuntó, el mecanismo mediante el cual se financia el beneficio de que ahora tratamos. 


Agregó que, por otra parte, el financiamiento del proyecto de ley y del incremento de su costo, requiere suplementar dicho Fondo con cargo a lo dispuesto en este artículo transitorio, suplemento que, de acuerdo al informe financiero que se acompañó a la iniciativa original, tiene fondos insuficientes para solventar las normas que se acaban de aprobar.


La Honorable Senadora señora Rincón expresó que el Fondo Único de Prestaciones Familiares este año no tiene los recursos para financiar los beneficios de esta ley, porque, precisamente, éstos aún no se encontraban establecidos para cuando la Ley de Presupuestos del año 2011 fue aprobada. En consecuencia, lo que este artículo transitorio señala, es que durante el presente año, el beneficio se financiará con cargo al Tesoro Público, porque sin la aprobación del proyecto, no era posible considerar los recursos respectivos en el Fondo Único de Prestaciones Familiares. Para ello, agregó, justamente este mayor gasto se autoriza ahora mediante la aprobación de esta disposición.


Por último, el Honorable Senador señor Rossi manifestó su preocupación ante la posibilidad de que se confunda a la ciudadanía y a la opinión pública, señalando que el proyecto de ley no cuenta con financiamiento, toda vez que no es así ya que el Fondo de Prestaciones Familiares es parte del Tesoro Público y, en definitiva, son los recursos de dicha partida presupuestaria los que financiarán el mayor gasto que genera la aprobación de esta iniciativa legal. Destacó que se ha hecho una votación adecuada y acorde con los fines del proyecto. De esta forma, acotó, se ha ampliado la cobertura, se ha eliminado el tope al subsidio y se ha suprimido todo aquello que importaba disminuir derechos existentes, así como también se ha terminado con la discriminación. Es decir, concluyó, tanto el Gobierno como la oposición, deberían estar satisfechos con el resultado de esta discusión.


- Finalmente, puesto en votación el artículo sexto transitorio, fue aprobado, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Rincón, y señores Bianchi, Chahuán, Girardi, Kuschel, Longueira, Muñoz Aburto, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestras Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, tienen el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código del Trabajo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2002, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social:


1) Reemplázase el artículo 195, por el siguiente:


“Artículo 195.- Las trabajadoras tendrán derecho a un descanso de maternidad de seis semanas antes del parto y doce semanas después de él.


El padre tendrá derecho a un permiso pagado de cinco días en caso de nacimiento de un hijo, el que podrá utilizar a su elección desde el momento del parto, y en este caso será de forma continua, excluyendo el descanso semanal, o distribuirlo dentro del primer mes desde la fecha del nacimiento. Este permiso también se otorgará al padre que se encuentre en proceso de adopción, y se contará a partir de la notificación de la resolución que otorgue el cuidado personal o acoja la adopción del menor, en conformidad a los artículos 19 y 24 de la ley N° 19.620. Este derecho es irrenunciable.


Si la madre muriera en el parto o durante el periodo de permiso posterior a éste, dicho permiso o el resto de él que sea destinado al cuidado del hijo, corresponderá al padre o a quien le fuere otorgada la custodia del menor, quien gozará del fuero establecido en el artículo 201 de este Código y tendrá derecho al subsidio a que se refiere el artículo 198.


El padre que sea privado por sentencia judicial del cuidado personal del menor, perderá el derecho a fuero y subsidio establecidos en el inciso anterior.


Los derechos referidos en el inciso primero no podrán renunciarse y durante los períodos de descanso queda prohibido el trabajo de las mujeres embarazadas y puérperas.


Asimismo, no obstante cualquiera estipulación en contrario, deberán conservárseles sus empleos o puestos durante dichos períodos, incluido el periodo establecido en el artículo 197 bis.”.


2) Agrégase el siguiente artículo 197 bis, nuevo:


“Artículo 197 bis.- Durante las doce semanas siguientes inmediatas al término del periodo postnatal, existirá un permiso postnatal parental a favor de la madre; no obstante, a elección de aquélla, el padre trabajador podrá hacer uso de dicho permiso a partir de la séptima semana del mismo, por el número de semanas que acuerden, las que deberán ubicarse en el período final del permiso. La mujer o el padre trabajador que se encuentre haciendo uso de este permiso recibirá el subsidio mencionado en el artículo 198. 


Con todo, cuando la madre hubiere fallecido o el padre tuviere el cuidado personal del menor por sentencia judicial, le corresponderá el permiso establecido en el inciso anterior, a este último.


En caso que el derecho establecido en el inciso anterior, se ejerciere ante el empleador, la madre deberá comunicarle mediante carta certificada, enviada al domicilio del empleador 45 días antes del término del periodo postnatal, si decide hacer uso de este derecho.


En caso que el padre haga uso del permiso establecido en los incisos anteriores, deberá comunicarlo por escrito a su empleador, mediante carta certificada enviada al domicilio de este con a lo menos diez días de anticipación al comienzo del uso del permiso. Copia de dicha comunicación deberá ser remitida, dentro del mismo plazo, al empleador de la mujer y a la Inspección del Trabajo.


El empleador que obstaculice o impida el uso del permiso establecido en los incisos precedentes, será sancionado con multa a beneficio fiscal de 14 a 150 unidades tributarias mensuales. Cualquier infracción a lo dispuesto en este inciso, podrá ser denunciada a la Inspección del Trabajo, entidad que también podrá proceder de oficio a este respecto.”.


3) Sustitúyense los artículos 198 y 200, por los siguientes:


“Artículo 198.- La mujer que se encuentre en el periodo de descanso de maternidad a que se refiere el artículo 195, de descansos suplementarios y de plazo ampliado señalados en el artículo 196; como también los trabajadores que hagan uso del permiso postnatal parental, recibirán un subsidio calculado conforme a lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N° 44, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, y en el artículo 197 bis, del cual sólo se deducirán las imposiciones de previsión y descuentos legales que correspondan.


Artículo 200.- La trabajadora o el trabajador que tenga a su cuidado un menor de edad, por habérsele otorgado judicialmente la tuición o el cuidado personal como medida de protección, tendrá derecho al permiso postnatal parental establecido en el artículo 197 bis. Además, cuando el menor tuviere menos de seis meses, le será aplicable el permiso postnatal establecido en el artículo 195.


A la correspondiente solicitud de permiso, el trabajador o la trabajadora, según corresponda, deberá acompañar necesariamente una declaración jurada suya de tener bajo su tuición o cuidado personal al causante del beneficio y un certificado del tribunal que haya otorgado la tuición o cuidado personal del menor como medida de protección.”.


4) Reemplázase el artículo 201, por el que sigue:


“Artículo 201.- Durante el período de embarazo y hasta un año después de expirado el descanso de maternidad, excluido el permiso postnatal parental establecido en el artículo 197 bis, la trabajadora gozará de fuero laboral y estará sujeta a lo dispuesto en el artículo 174. En caso que el padre haga uso del permiso postnatal parental del artículo 197 bis, también gozará de fuero laboral por un período equivalente al doble de la duración de su permiso, a contar de los diez días anteriores al comienzo del uso del mismo. 


Tratándose de mujeres o de hombres solteros o viudos que manifiesten al tribunal su voluntad de adoptar un hijo en conformidad a las disposiciones de la Ley de Adopción, el plazo de un año establecido en el inciso primero se contará desde la fecha en que el juez, mediante  resolución dictada al efecto, confíe a estos trabajadores el cuidado personal del menor en conformidad al artículo 19 de la Ley de Adopción o bien le otorgue la tuición en los términos del inciso tercero del artículo 24 de la misma ley.


Sin perjuicio de lo antes indicado, cesará de pleno derecho el fuero establecido en el inciso precedente desde que se encuentre ejecutoriada la resolución del juez que decide poner término al cuidado personal del menor o bien aquella que deniegue la solicitud de adopción. Cesará también el fuero en el caso de que la sentencia que acoja la adopción sea dejada sin efecto en virtud de otra resolución judicial.


Si por ignorancia del estado de embarazo o del cuidado personal o tuición de un menor en el plazo y condiciones indicados en el inciso tercero precedente, se hubiere dispuesto el término del contrato en contravención a lo dispuesto en el artículo 174, la medida quedará sin efecto, y la trabajadora volverá a su trabajo, para lo cual bastará la sola presentación del correspondiente certificado médico o de matrona, o bien de una copia autorizada de la resolución del tribunal que haya otorgado la tuición o cuidado personal del menor, en los términos del inciso tercero, según sea el caso, sin perjuicio del derecho a remuneración por el tiempo en que haya permanecido indebidamente fuera del trabajo, si durante ese tiempo no tuviere derecho a subsidio. La afectada deberá hacer efectivo este derecho dentro del plazo de 60 días hábiles contados desde el despido.


No obstante lo dispuesto en el inciso primero, si el término del fuero se produjere mientras la mujer estuviere gozando del descanso maternal o permiso parental a que aluden los artículos 195, 196 y 197 bis, aquélla continuará percibiendo el subsidio mencionado en el artículo 198 hasta la conclusión del período de descanso o permiso. Para los efectos del subsidio de cesantía, si hubiere lugar a él, se entenderá que el contrato de trabajo expira en el momento en que dejó de percibir el subsidio maternal.”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 44, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que establece normas comunes para subsidios por incapacidad laboral de los trabajadores dependientes del sector privado:


1) Modifícase el artículo 8° del siguiente modo:


a) Reemplázase en su inciso segundo la oración “y del inciso segundo del artículo 196, ambos del Código del Trabajo” por la siguiente “del inciso segundo del artículo 196 y del artículo 197 bis, todos del Código del Trabajo.”.


b) Reemplázase en su inciso cuarto la oración “y el inciso segundo del artículo 196, ambos del Código del Trabajo” por la siguiente “el inciso segundo del artículo 196 y el artículo 197 bis, todos del Código del Trabajo”.


2) Introdúcese el siguiente artículo 9°, nuevo:


“Artículo 9°.- Las mujeres que integren un hogar perteneciente al sesenta por ciento más pobre de la población de Chile conforme al instrumento de focalización que se fije en el reglamento expedido por el Ministerio de Hacienda, que a la sexta semana anterior al parto, no tenga un contrato de trabajo vigente, tendrán derecho al subsidio establecido en este artículo siempre que cumplan con los siguientes requisitos copulativos:


a) registren doce o más meses de afiliación, con anterioridad al inicio del embarazo.


b) registren ocho o más cotizaciones, continuas o discontinuas, en calidad de trabajadora dependiente, dentro de los últimos veinticuatro meses calendario inmediatamente anteriores al inicio del embarazo.


c) que la última cotización más cercana al mes anterior al embarazo se haya registrado en virtud de cualquier tipo de contrato de trabajo a plazo fijo, o por obra, servicio o faena determinada.


El subsidio establecido en este artículo se financiará con cargo al Fondo Único de Prestaciones Familiares del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. En este caso, la base de cálculo para la determinación del monto del subsidio será una cantidad equivalente al promedio de la remuneración mensual neta, del subsidio, o de ambos, devengados por la mujer en los veinticuatro meses calendarios, inmediatamente anteriores al inicio del embarazo, dividido por veinticuatro. En todo caso, a contar de la decimonovena semana de subsidio, la base de cálculo no podrá exceder de 30 unidades de fomento, considerando el valor de esta al último día de cada mes anterior al pago. El monto diario del subsidio de este artículo será una cantidad equivalente a la trigésima parte de su base de cálculo.


Para efectos del cálculo de este promedio, cada remuneración mensual neta, subsidio, o ambos, se reajustarán conforme a la variación experimentada por el Índice de Precios al Consumidor entre el último día del mes anterior al del devengamiento de la remuneración, subsidio, o ambos, y el último día del mes anterior al del pago del subsidio establecido en este artículo.


El subsidio se otorgará hasta por un máximo de treinta semanas y comenzará a devengarse a partir de la sexta semana anterior al parto. Si el parto ocurriere en una fecha anterior a la sexta semana, la duración del subsidio se reducirá en el número de días y/o semanas en que se haya adelantado el parto.


Sobre el monto del subsidio, las beneficiarias deberán cotizar el 7% para salud. Además, sobre ese mismo monto, las beneficiarias afiliadas al sistema de pensiones del decreto ley N° 3.500, de 1980, deberán efectuar, además, las cotizaciones a que se refiere el artículo 17 del citado decreto ley.


Las normas que rigen para los trabajadores independientes referidas a licencias médicas serán aplicables a la tramitación, autorización y pago del subsidio de este artículo.


Corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social, la supervigilancia y fiscalización del subsidio establecido en este artículo. Para estos efectos, se aplicarán las disposiciones orgánicas de la Superintendencia y la presente ley. La Superintendencia dictará las normas necesarias, las que serán obligatorias para todas las instituciones o entidades que intervienen en el mencionado subsidio.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo Primero Transitorio.- Aquellas mujeres que se encontraren haciendo uso de su periodo pre o postnatal a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, podrán hacer uso del permiso postnatal parental establecido en el artículo 197 bis del Código de Trabajo. 


Las mujeres que hayan terminado su descanso postnatal de conformidad a las reglas vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, sin que su hijo hubiese cumplido 6 meses de edad a la referida fecha, podrán utilizar el permiso parental establecido en el artículo 197 bis, hasta la fecha en que el menor cumpla 6 meses, dando aviso de ello a su empleador con un plazo mínimo de 15 días de anticipación.


Artículo Segundo Transitorio.- Los padres adoptivos que hayan terminado su descanso postnatal, sin que su hijo hubiese cumplido 6 meses de edad a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, podrán utilizar el permiso postnatal parental establecido en el artículo 197 bis, hasta la fecha en que el menor cumpla 6 meses, dando aviso de ello a su empleador con un plazo mínimo de 15 días de anticipación.


Artículo Tercero Transitorio.- Para los efectos del artículo 9°, nuevo, del decreto con fuerza de ley N° 44, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, el subsidio establecido en dicho artículo será aplicable respecto de aquellas mujeres que integren un hogar perteneciente al veinte por ciento más pobre de la población, a contar del primer día del octavo mes siguiente al de la publicación de la presente ley. 


Para las mujeres que integren un hogar perteneciente al cuarenta por ciento más pobre de la población, a contar del primer día del décimo sexto mes siguiente al de la publicación de la presente ley y para las mujeres que integren un hogar perteneciente al sesenta por ciento más pobre de la población, a contar del primer día del vigésimo cuarto mes siguiente al de la publicación de la presente ley.


Artículo Cuarto Transitorio.- El mayor gasto fiscal que represente esta ley, durante el año 2011, se financiará con cargo a los recursos de la partida presupuestaria del Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público vigente.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 21 de marzo, 4 y 18 de abril, 4, 11 y 18 a 19 de mayo de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señora Ximena Rincón González (Presidenta), y señores Carlos Bianchi Chelech (Presidente Accidental), Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Pablo Longueira Montes, Pedro Muñoz Aburto (Presidente Accidental), Fulvio Rossi Ciocca (Presidente), Mariano Ruiz-Esquide Jara y Gonzalo Uriarte Herrera.


Sala de las Comisiones Unidas, a 30 de mayo de 2011.

(Fdo.): Mario Labbé Araneda,

Secretario de las Comisiones Unidas

9

INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY EN MATERIA DE DURACIÓN DEL DESCANSO DE MATERNIDAD

(7526-13)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informar acerca del proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.


A la sesión en que vuestra Comisión analizó la presente iniciativa asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Chadwick, Chahuán, Girardi, Espina, Muñoz, Rossi y Sabag; y los Honorables Diputados señora Hoffmann y señor Silva.

Concurrieron, asimismo, los siguientes representantes del Ejecutivo y de las instituciones que se señalan:



Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Ministro señor Cristián Larroulet; el Subsecretario, señor Claudio Alvarado; y la asesora, señorita Egle Zavala.



Del Ministerio de Salud, el Ministro, señor Jaime Mañalich.



Del Ministerio de Hacienda, el Subsecretario, señor Rodrigo Álvarez; y de la Dirección de Presupuestos de dicha cartera, la Directora, señora Rosanna Costa; el Jefe de Estudios, señor Mauricio Villena; y el analista de Estudios, señor Franco Zecchetto.



Del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, el asesor, señor Francisco del Río.



Del Servicio Nacional de la Mujer, la Ministra Directora, señora Carolina Schmidt; y la asesora, señora Andrea Barros.



Del Ministerio Secretaría General de Gobierno, la asesora, señora Constanza Hube.



Del Instituto Igualdad, El Coordinador Legislativo, señor Gabriel De la Fuente.



Del Centro de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN), la abogado, señorita Macarena Lobos.

- - -


Cabe hacer presente que el proyecto de ley en informe fue analizado previamente por las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, las que conocieron de él en general y en particular en virtud del acuerdo al efecto adoptado por la mayoría de los Comités del Senado.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

En lo fundamental, mejorar el régimen legal sobre protección a la maternidad, a fin de garantizar el mejor cuidado de los hijos, fomentar la corresponsabilidad del padre y la madre en dicha tarea, y facilitar una mayor conciliación entre familia y trabajo para los hombres y mujeres de nuestro país.

Las propuestas y contenidos esenciales del proyecto para el cumplimiento de sus objetivos son:

- Descanso de maternidad:

La iniciativa legal en análisis mantiene, sin modificaciones, el actual régimen de descanso de maternidad en cuanto a su duración y al subsidio a que éste da lugar. Conforme a ello, se conserva tanto el permiso de seis semanas antes del parto y doce semanas después de él, como el subsidio pagado por el Estado. Lo anterior, considerando que se trata de derechos laborales adquiridos que es preciso respetar y proteger.

- Adopciones:

Reconociendo que el período postnatal no sólo se otorga en beneficio de la madre que se recupera del parto, sino que también en beneficio de los niños y del vínculo que éstos generan con sus padres en los primeros meses, se dispone que los padres de hijos adoptados menores de 6 meses, gozarán tanto del período de postnatal como del nuevo período de postnatal parental, de acuerdo a las normas generales.

Respecto de los menores que no sean recién nacidos, se propone conceder al adoptante el período de permiso postnatal parental, con el correspondiente subsidio. 

Lo anterior, atendida la especial situación en la cual se encuentran estos niños, para quienes es necesario tener un tiempo de adaptación junto a sus nuevos padres, construyendo lazos de apego y cuidado. 

Sobre el particular, es importante considerar que en Chile, actualmente, el 77% de los niños adoptados tienen más de seis meses de edad al momento en que se produce la adopción, según fuentes del Servicio Nacional de Menores (SENAME), al año 2010. 

- Nuevo permiso postnatal parental:

El proyecto de ley contempla la ampliación del postnatal, mediante la creación del denominado permiso postnatal parental, consistente en un tiempo de descanso inmediato al período postnatal, del cual puede hacer uso la madre o el padre, a elección de la primera. 

Se trata de un derecho irrenunciable para todas las madres trabajadoras. 

Este permiso postnatal parental será de doce semanas, seis de las cuales la madre podrá traspasar al padre. En efecto, el permiso podrá ser ejercido completamente por la madre, o fraccionado en 6 semanas para la madre y 6 semanas para el padre, siempre a elección de la madre, con goce del subsidio que le corresponde a ella. En caso de que lo tome el padre, deberá corresponder a las últimas 6 semanas de este período.
De este modo, serían las propias familias las que elijan la forma de cuidar a sus hijos, según la manera que mejor se adapte a sus necesidades y realidad, incorporando el concepto de corresponsabilidad, ya que tanto padre o madre podrán usar este permiso.

Por otra parte, durante este período, la madre recibirá un subsidio equivalente a su remuneración, con un tope de 30 unidades de fomento. 

Asimismo, las madres trabajadoras con derecho a postnatal, también tendrán derecho de trabajar parcialmente desde el tercer mes, para completar la remuneración no cubierta por el subsidio, si así ellas lo quisieran, y sin perder el subsidio.

- Enfermedad grave del hijo menor de un año:

En esta materia, la iniciativa espera solucionar el mal uso que se ha dado al permiso por enfermedad grave del hijo menor de un año.

Para ello, dicho permiso se mantiene en los mismos términos que se contempla en la actualidad, con las siguientes innovaciones:

Atendido que existen diferentes tipos de enfermedades que afectan a los recién nacidos, se distingue entre enfermedades graves y gravísimas, las que serán determinadas mediante un decreto supremo, expedido por el Ministerio de Salud.

Respecto de las enfermedades que sean consideradas gravísimas, se mantiene el actual sistema de permiso y subsidio, y para las calificadas como graves, se establece un permiso y subsidio equivalente a la remuneración de la madre, con un tope de 30 unidades de fomento y con copago escalonado de acuerdo al tramo del ingreso de la madre.

En cuanto a las enfermedades graves, sólo podrá ejercerse este derecho una vez cumplido el descanso postnatal y el permiso postnatal parental.

Finalmente, se establece que el profesional, al emitir la respectiva licencia médica, deberá efectuar un informe detallado y fundado en el cual conste la necesidad de su otorgamiento. Este es un mecanismo que se introduce para evitar el fraude en este tipo de licencias.

- Fuero:

Atendida la importancia que tiene el fuero en la protección de la maternidad, y a fin de favorecer el ingreso de las mujeres al mercado laboral remunerado formal, la iniciativa propone mantener el actual régimen de fuero, pero modificando algunos aspectos del mismo.

Así, se mantiene su inicio junto al del embarazo, pero se extiende hasta un año después del nacimiento del niño. Con ello, el proyecto se hace cargo de no prolongar el fuero maternal con la extensión del post natal.

Por otra parte, en los contratos a plazo fijo o por obra, se hace coincidir la duración del fuero con el término de la obra o plazo que dio origen al contrato. Lo anterior, es una de las principales innovaciones en la materia, y busca poner fin a la discriminación laboral de la mujer.

- Aumento de cobertura:

A este respecto, la iniciativa aborda la situación de aquellas mujeres que, si bien tienen un trabajo formal, sus contratos son a plazo fijo o por obra o faena, como las trabajadoras agrícolas de temporada. En estos casos, la mujer que trabaja conforme a alguna de estas modalidades, no es contratada cuando está embarazada y, por tanto, no registra cotización el mes previo de comenzar su prenatal, por lo que no accede a los derechos o beneficios que contemplan las normas sobre protección a la maternidad. Esta situación afecta particularmente a las mujeres de menores ingresos.

Por lo anterior, el proyecto extiende la aplicación del permiso y subsidio de pre y postnatal, a las mujeres que cumplan los siguientes requisitos: integrar un hogar perteneciente al 20% más pobre de la población; tener doce meses de afiliación previsional antes del embarazo; tener ocho o más cotizaciones, continuas o discontinuas, en los veinticuatro meses anteriores al embarazo; que su última cotización haya sido en virtud de un contrato a plazo fijo, o por obra o faena, dentro de los cuales se entienden incorporadas las trabajadoras agrícolas de temporada.

Con estas modificaciones, el proyecto persigue que queden cubiertas por las normas sobre protección a la maternidad, todas las madres trabajadoras que tienen un contrato laboral, ya sea de carácter indefinido, o a plazo fijo o por obra o faena y, asimismo, las trabajadoras independientes, con lo cual se cumpliría el objetivo de ampliar la cobertura de dichas normas, abarcando la mayor cantidad de mujeres posible.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Vuestra Comisión de Hacienda se remite, al efecto, a lo expresado por las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, en su informe sobre el proyecto de ley de la referencia.

- - -


Previo al conocimiento de las disposiciones de competencia de la Comisión, la Directora de Presupuestos, señora Rosanna Costa explicó los alcances del proyecto despachado previamente por la Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, que aprobaron la extensión del permiso postnatal en doce semanas, pero rechazando el subsidio con tope de 30 unidades de fomento (UF), quedando, en consecuencia, dicho tope en las 66 UF vigentes al día de hoy. Del mismo modo, rechazaron el pago del subsidio con cargo al Fondo Único de Prestaciones Familiares, mecanismo que originalmente el Ejecutivo había establecido en el proyecto, en el marco de sus atribuciones exclusivas en la administración financiera y presupuestaria del Estado. De esta manera, subrayó, ya no cuenta la iniciativa con la vía a través de la cual se verificaría la distribución de los recursos para hacer efectivo el pago del beneficio.


De acuerdo con lo expuesto, el proyecto aprobado por las Comisiones unidas supone, en comparación con el Mensaje inicialmente presentado por Su Excelencia el Presidente de la República, un incremento de US$ 35 millones, respecto de los que no se ha expresado la fuente de los recursos necesarios para su atención, como ordena el inciso cuarto del artículo 67 de la Constitución Política de la República.


Por otra parte, hizo saber que las antedichas Comisiones unidas aprobaron, en virtud de una indicación presentada por el Ejecutivo, el aumento escalonado de cobertura del postnatal para mujeres que integren los hogares más pobres del país (para las del 20% más pobre, a los 8 meses de vigencia de la ley; para las del 40%, a los 16 meses; y para las del 60%, a los 24 meses), lo que implica un costo adicional de US$ 5,4 millones.


El Honorable Senador señor Lagos comentó que el Mensaje original contemplaba una cobertura sólo para las mujeres de hogares pertenecientes al 20% más pobre, por un costo aproximada de US$ 10,4 millones. La nueva propuesta del Ejecutivo, empero, que abarca progresivamente hasta el 60% de los hogares más pobres, irrogaría un gasto significativamente menor. 


La Honorable Senadora señora Rincón solicitó la desagregación, por madre y por quintil, del costo asociado al aumento de cobertura al 60% de los hogares más pobres.


La señora Directora de Presupuestos observó que el primer quintil corresponde al 38% de los hogares más vulnerables, que se explica por la diferencia que existe entre el corte de la Ficha de Protección Social y el 20% de los más pobres. De este modo, al hacer la extensión al 60%, la correspondencia tampoco es lineal. En el primer quintil, además, la presencia de contratos a plazo a fijo, por obra o faena es mucho mayor que la que se da en los quintiles más altos. Todo esto explica, en definitiva, que el costo sea más alto en el primer quintil al extenderlo sucesivamente en el 20% de los hogares más pobres.


La Ministra Directora del SERNAM, señora Carolina Schmidt, reiteró que en el 20% de los hogares más pobres se encuentran cerca de 100.000 mujeres que cumplen con los requisitos para optar a la cobertura. Cuando dicho porcentaje se extiende al 40% de los hogares más pobres, se suman 28.050 madres a la cobertura; y cuando se llega al 60% de los hogares más pobres, el total de madres cubiertas por el subsidio asciende a aproximadamente 160.000. Así, a medida que se sube en los quintiles, son cada vez menos las madres que cumplen los requisitos para acceder al beneficio.


El Honorable Senador señor Longueira expresó que en el trámite seguido ante las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, se verificó una votación que significó la exclusión del proyecto del tope de 30 UF para el período postnatal parental, así como del financiamiento del beneficio con cargo al Fondo Único de Prestaciones Familiares, lo que ha supuesto un aumento del gasto a financiar que no encuentra correlato en el señalamiento de las fuentes de los recursos con que se pretende solventar, tal como expresara la señora Directora de Presupuestos.


(En efecto, tal como consta en el informe de las antedichas Comisiones unidas, se solicitó votación separada de las dos primeras oraciones del inciso primero del artículo 197 bis incluido en el Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, cuestión que fue objetada por diversos señores Senadores, en atención a que implicaba votar separadamente las oraciones del mismo inciso que contemplaban la base de cálculo del subsidio asociado al permiso del postnatal parental, por una parte, y su financiamiento con cargo al Fondo Único de Prestaciones Familiares, por otra. No obstante lo anterior, la solicitud de votación separada fue declarada admisible por la Presidenta de las Comisiones unidas. Puesta, posteriormente, en votación su admisibilidad, resultó aprobada por mayoría de votos).


De acuerdo con lo reseñado, consultó Su Señoría por el criterio que ante situaciones como la descrita, que en su opinión generan mayor gasto para el Fisco, ha seguido la Comisión de Hacienda.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Escalona, afirmó, en dicha calidad, que sin perjuicio de que tanto el Ejecutivo como los parlamentarios se encuentran facultados para realizar todas las observaciones de inconstitucionalidad que estimen pertinentes, no corresponde a la Comisión de Hacienda revisar los criterios fijados en su oportunidad por las Comisiones especializadas, en la especie, las de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, por tratarse de asuntos por éstas resueltos.


El Honorable Senador señor Zaldívar dio a conocer la presentación de una indicación, de la cual se dará cuenta en su oportunidad en el presente informe, que en lo sustantivo repone la oración final del inciso primero del artículo 197 bis que fuera suprimida por las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, relativa al financiamiento del subsidio con cargo al Fondo Único de Prestaciones Familiares. Se trata, sostuvo, de una oración que resulta innecesaria, por cuanto el mismo proyecto asegura el financiamiento para el año 2011 con cargo al Tesoro Público, y porque esta clase de beneficios ya se encuentra financiado por la ley N° 18.418, que traspasa al fondo único de prestaciones familiares y subsidios de cesantía, el financiamiento de los subsidios de reposo maternal. No obstante, a mayor abundamiento y para mayor claridad, puede ser útil reestablecer dicha oración en el texto del proyecto.


En cuanto al problema de constitucionalidad planteado por la señora Directora de Presupuestos y el Honorable Senador señor Longueira, señaló que asiste, a quienes objetan la resolución que tuvo lugar en las Comisiones unidas, ejercer su derecho a realizar reserva de constitucionalidad sobre el particular. De todos modos, puso de manifiesto que al realizarse la votación separada a que se ha hecho referencia, dichas Comisiones unidas no se pronunciaron en relación con una indicación, sino sólo respecto del texto del proyecto propuesto por el Ejecutivo, aprobando o rechazando una concreta parte de él. 


El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet, manifestó que acerca de la problemática constitucional enunciada, tanto el Ejecutivo como diversos señores Senadores oportunamente efectuaron reserva de constitucionalidad en el seno de las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, fundados en que por las respectivas votaciones separadas allí realizadas, se ha alterado el financiamiento del proyecto de ley y, en consecuencia, se han invadido potestades que son exclusivas del Presidente de la República, en concreto las relativas a la administración financiera y presupuestaria del Estado. Esto último, resaltó, resulta de singular gravedad desde el punto de vista del cuidado de las finanzas públicas y del mantenimiento de una política fiscal sana y responsable.


En relación con la indicación referida por el Honorable Senador señor Zaldívar, y sin perjuicio de los perfeccionamientos que en la tramitación legislativa sea posible introducir a la iniciativa, advirtió sobre su inadmisibilidad, por corresponder a un asunto de iniciativa exclusiva del Ejecutivo. Si bien la estructura del proyecto precisa del contenido de la indicación, al igual que el tope de 30 UF para el período postnatal parental, no es la iniciativa parlamentaria la herramienta idónea para ello.


El Honorable Senador señor Kuschel efectuó expresa reserva de constitucionalidad acerca del proyecto de ley puesto en conocimiento de la Comisión de Hacienda, y en particular respecto del artículo 197 bis, que al haber sido objeto de las supresiones cuya constitucionalidad ha sido observada, ha sido desnaturalizado y ha quedado desarticulado.


Por otro lado, hizo ver que no queda claro que por la vía de transferencias desde el Tesoro Público puedan cumplirse todas las obligaciones que en el antes citado artículo se fijaban con cargo al Fondo Único de Prestaciones Familiares. 


El Honorable Senador señor Longueira consignó que en el proyecto despachado por las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, fueron aprobados gastos respecto de los que no se conoce la fuente con la que serán financiados, contraviniendo de hecho lo preceptuado por la Carta Fundamental. Fue así como, por efecto de la votación separada que en dicha instancia se realizó, se ha sobrepasado el límite fijado por el Ejecutivo y generado, en consecuencia, un mayor gasto que ha quedado, a su vez, desfinanciado, en circunstancias que es precisamente el Ejecutivo el único facultado para determinar con qué recursos va a financiar el descanso postnatal. Y si bien, precisó, el Fondo Único de Prestaciones Familiares del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, sigue existiendo, el postnatal parental ya no podrá ser financiado con cargo a él.


Por lo expuesto, efectuó también reserva de constitucionalidad, pues lo adecuado es que la diferencia sobre constitucionalidad suscitada sea zanjada por el órgano institucional competente, el Tribunal Constitucional. Y si en él, culminó, se estima ajustado a la Carta el efecto provocado por las votaciones separadas que eliminaron el tope de 30 UF y el financiamiento con cargo al Fondo Único de Prestaciones Familiares, se estaría en presencia de un cambio radical acerca de la forma en que se han entendido las facultades del Ejecutivo en materia de administración financiera del Estado.  


El Honorable Senador señor Escalona manifestó que en la discusión que se ha estado llevando a cabo, se está presentando como propio de la administración financiera del Estado un asunto que, en estricto rigor, es de carácter político y guarda relación con el contenido mismo del proyecto. En efecto, razonó, tanto el informe financiero que acompañó al Mensaje del Presidente de la República, de 11 de marzo del corriente, como el segundo informe financiero presentado, de 19 de mayo del mismo año, señalan que el mayor gasto fiscal que durante 2011 demande la ley que se propone, se financiará con cargo a los recursos de la partida presupuestaria del Tesoro Público de la ley de presupuestos vigente, y que en los años siguientes los recursos serán provistos en las respectivas leyes de presupuestos. De manera que, encontrándose financiado el proyecto para el presente año, será la ley de presupuestos del año 2012 la que deberá contemplar los fondos para el pago del beneficio dentro del mismo año, y así sucesivamente en los años venideros. 


En el mismo sentido, puso de relieve que la supresión de la oración final del inciso primero del artículo 197 bis incluido en el Mensaje del Ejecutivo, por parte de las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, que prescribía que el subsidio para el postnatal sería financiado con cargo al antes aludido Fondo Único de Prestaciones Familiares, no significa la eliminación de este último, que sigue existiendo; implica, tan solo, que ya no va a estar en la redacción del proyecto una oración que resultaba redundante, por cuanto, como se consigna en los dos aludidos informes financieros elaborados por la Dirección de Presupuestos, la fuente de financiamiento se encuentra asegurada, tal como corresponde a la administración financiera del Estado.


Se está en presencia, en consecuencia, de una diferencia de mérito del proyecto que se ha tratado de revestir como un problema de competencia de la administración financiera y presupuestaria del Estado que, como ha explicado, no es tal.


El Honorable Senador señor Zaldívar indicó que la reserva de constitucionalidad efectuada para dilucidar las dudas planteadas, da cuenta de un asunto que, como muchos otros, resulta discutible, más aún si se trata de cuestiones no perfectamente resueltas en la legislación vigente. El artículo 24 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, profundizó, sólo usa la voz “indicaciones” cuando se refiere a situaciones de inadmisbilidad, y en las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, no fue una indicación la que dio origen al problema, sino sólo la votación separada, aprobando o rechazando, una parte de un artículo del proyecto de ley. 


Por lo demás, añadió, cuenta en cualquier caso el Ejecutivo con la potestad de, si pretende reponer el tope de 30 UF, realizar al proyecto las observaciones que estime conveniente, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 73 de la Constitución Política de la República.


En cuanto a la indicación de su autoría antes enunciada, argumentó que se trata de un asunto al que el Presidente de la República ya le dio iniciativa al incluirlo en el Mensaje del proyecto, sin haberlo retirado, pues fueron los parlamentarios quienes lo suprimieron. De modo tal que, existiendo esa iniciativa original, asiste a cualquier parlamentario la facultad de reponerla.


Coincidió, finalmente, con lo expresado por el Honorable Senador señor Escalona en cuanto a que el financiamiento del proyecto de ley se encuentra cubierto con los recursos del Tesoro Público, añadiendo, por otra parte, que el Fondo Único de Prestaciones Familiares es por lo demás excedible. 


El Honorable Senador señor Chadwick sostuvo que las normas jurídicas constitucionales sólo tienen sentido en la medida que se verifican ciertos consensos básicos acerca de su alcance. Si dichos consensos no existen y las interpretaciones que de aquellas se realizan son en función de las conveniencias particulares de determinados sectores, pierde entonces el derecho su utilidad y se pone en riesgo el funcionamiento mismo de la democracia. Así, consignó, cuando se elimina el tope de gastos en un beneficio de carácter social, todos debieran estar de acuerdo en que el efecto causado es el aumento del gasto fiscal necesario para respaldar ese beneficio, lo que contraviene lo dispuesto en la Constitución Política de la República, en su artículo 65 inciso tercero (en lo concerniente a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República en los proyectos de ley que tengan relación con la administración financiera o presupuestaria del Estado), y en su inciso final (que sólo habilita al Congreso para aceptar, disminuir o rechazar los servicios, empleos, emolumentos, préstamos, beneficios, gastos y demás iniciativas que sobre diversas materias, entre ellas la seguridad social, proponga el Ejecutivo). Eliminar un límite y generar, consecuencialmente, un nuevo gasto, fue precisamente lo que aconteció en las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, al rechazar la pertinente oración del artículo 197 bis propuesto en el Mensaje del Ejecutivo; a menos, ciertamente, que alguien entienda que en realidad el efecto provocado por la supresión del límite es que el gasto se reduzca a cero.  


Más allá de las legítimas diferencias que sobre distintas materias puedan existir, concluyó, debe haber conciencia de que hay otros asuntos, como el reseñado, sobre los que no cabe interpretación.


La señora Directora de Presupuestos advirtió que el proyecto de ley despachado por las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, tiene un costo superior al de los fondos que el Ejecutivo había contemplado al efecto en el Tesoro Público. Cuando el segundo informe financiero acompañado al proyecto (el que, aclaró, refleja las indicaciones presentadas por el Ejecutivo ante las referidas Comisiones unidas), dispone que el mayor gasto de la ley se financiará con cargo a la partida Tesoro Público, da cuenta en realidad del lugar en que se registra el monto de los recursos disponibles para la presente iniciativa legal, y no significa que ese monto sea infinito o sin tope. 


En cuanto al mecanismo a través del cual se realiza la operación, el Fondo Único de Prestaciones Familiares, resaltó que también corresponde a una definición que cabe realizar a la administración financiera del Estado.


El Subsecretario de Hacienda, señor Rodrigo Álvarez, observó que el proyecto de ley ha creado un nuevo beneficio, el permiso postnatal parental, siendo atribución del Ejecutivo, conforme a la Carta Fundamental, determinar la manera en que se va a financiar, en la especie, con cargo al Fondo Único de Prestaciones Familiares del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1981 del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Como esta referencia, contenida en la oración final del inciso primero del artículo 197 bis incluido en el Mensaje del Presidente de la República, fue eliminada por las tantas veces citadas Comisiones unidas, ha quedado el Ejecutivo imposibilitado de realizar el pago del beneficio. 


Una cosa totalmente distinta, profundizó, es cómo se adicionan al aludido Fondo los recursos necesarios durante el presente año, que es a lo que se refiere uno de los artículos transitorios del proyecto al preceptuar que el mayor gasto fiscal se financiará con cargo al Tesoro Público. Recordó, al efecto, que cualquier financiamiento que adicione fondos, excepción hecha en materia de defensa y de bienes de clara identificación local, proviene justamente de esta partida. Así ha ocurrido, por ejemplo, en el caso de la ley AUGE o de las leyes en que se aprobó un aumento impositivo para solventar un determinado fin, en las que los nuevos recursos generados por impuestos pasaron primero al Tesoro Público para, posteriormente, ser traspasados al respectivo presupuesto. 


Son de tal magnitud las atribuciones con que en materia de administración financiera la Constitución ha dotado al Ejecutivo, prosiguió, que incluso la estimación del rendimiento de los recursos se encuentra reservada a dicho Poder del Estado, al que desde luego compete determinar, con sus organismos técnicos, si se ha producido un aumento de gastos.


Finalmente, expresó que no obstante la existencia de disposiciones legales que aluden específicamente al vocablo “indicaciones”, no le está permitido al Congreso Nacional adoptar una interpretación que conduzca a una respuesta inconstitucional, que es lo que acontece cuando la votación separada produce efectos sobre la administración financiera y presupuestaria del Estado y supone, además, un aumento del gasto fiscal.


El Honorable Senador señor Longueira afirmó que la forma de ejercer la atribución parlamentaria de rechazar el gasto propuesto por el Ejecutivo, es rechazando el artículo 197 bis en su integridad. Eliminar solamente la base de cálculo y la referencia al Fondo con cargo al cual se financiará el beneficio, es no aceptar que la administración financiera del Estado es responsabilidad exclusiva del Presidente de la República, lo que supone un, a la vez que inédito, grave riesgo para la estabilidad y el equilibrio fiscal del país, cualquiera sea el Gobierno de turno, pues implica  entender que es posible que una mayoría en el Congreso Nacional pueda alterar financieramente la administración del Estado. La coalición política que hoy apoya al Gobierno, subrayó, nunca actuó en este sentido mientras le correspondió ser oposición.


Se manifestó, enseguida, absolutamente partidario de que el subsidio a pagar durante la extensión del descanso postnatal tenga el límite de 30 UF, en atención a que el pre y postnatal no son derechos universales en el país.


La Honorable Senadora señora Rincón destacó que la concepción en torno a la cual se configure el descanso pre y postnatal no debe ser la de un subsidio social, sino la de un derecho laboral de la mujer trabajadora, que rige en Chile desde el año 1924 y que, por el presente proyecto de ley, se propone extender en lo que al descanso postnatal se refiere. 


Hizo ver, asimismo, que el Código del Trabajo no contiene en la actualidad el mecanismo de financiamiento del pre y postnatal, del que se hace cargo la ley N° 18.418, antes aludida.


Respecto del financiamiento propiamente tal, subrayó que el texto aprobado por las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, no implica mayor gasto que el contenido en el primer informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos. El año 2010, explicó, por concepto de postnatal de tres meses sin tope de 30 UF, se gastaron $89.000 millones; el aludido informe financiero, en tanto, señala que para solventar el permiso postnatal parental, con tope de 30 UF, se han presupuestado casi $83.000 millones. De esta forma, si se elimina el tope, no habrá mayor erogación fiscal, porque se va a gastar prácticamente lo mismo que se gastó el antedicho año 2010. 


El Honorable Senador señor Espina comentó que, a propósito de lo que se ha venido discutiendo, se está en presencia de una flagrante violación a la Constitución Política de la República, que descansa en la premisa básica de que los gastos que realiza el Estado son de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, sin que corresponda al Poder Legislativo atribuirse competencia alguna en dicha materia por la vía de resquicios legales. Desde el reestablecimiento en sus funciones del Congreso Nacional el año 1990, recordó, nunca se había presentado una situación como la que en esta ocasión se ha visto, que modifica el aludido entendimiento básico.


En consonancia con los fundamentos constitucionales hechos presentes por otros señores Senadores, puso en consideración el inciso segundo del artículo 24 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, que prescribe, en lo pertinente, la inadmisibilidad de las indicaciones que importen nuevos gastos con cargo a los fondos del Estado o de sus organismos, sin crear o indicar, al mismo tiempo, las fuentes de recursos necesarios para atender a tales gastos. En tal sentido, razonó, no resultan atendibles las argumentaciones que sostienen que la solicitud de votación separada no es propiamente una indicación, por cuanto, en rigor, por “indicación” debe entenderse cualquier solicitud de realizar un cambio en una determinada disposición o en un proyecto de ley, entre ellas, la de pedir que se efectúe votación separada.


A mayor abundamiento, la parte final del inciso tercero del precitado artículo hace admisibles las indicaciones destinadas a aceptar, disminuir o rechazar los servicios, empleos, emolumentos, préstamos, beneficios, gastos y demás iniciativas sobre materias que hayan sido propuestas por el Presidente de la República. De donde se entiende que no se habilita a los parlamentarios para aumentar cualquiera de dichas propuestas. Y cuando se elimina el tope del subsidio para el postnatal parental, no resulta plausible sostener que no se está haciendo incurrir en mayor gasto al Estado, que por cada persona que tenga derecho al subsidio deberá ahora pagar más de las 30 UF que el Ejecutivo había fijado originalmente en el proyecto de ley.   


Por todo lo señalado, efectuó reserva de constitucionalidad acerca del contenido del inciso primero del artículo 197 bis despachado por las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas.


El Honorable Senador señor Lagos  destacó que la ley N° 18.418, de 1985, establece la fuente de financiamiento para los permisos por reposo maternal y por enfermedad del hijo menor de un año. Existiendo dicha fuente, lo que debe determinarse es la cuantía de los recursos que a ella se van a adicionar.


Del mismo modo, puso de manifiesto que la iniciativa del Ejecutivo para extender el postnatal, que fuera en principio ampliamente valorada por todos los sectores, contenía sin embargo un elemento que podía resultar perjudicial para las trabajadoras, que de un subsidio máximo de 66 UF se verían ahora limitadas a acceder a un subsidio con tope de 30 UF, todo lo cual supone para el Fisco un ahorro de US$ 35 millones. El esfuerzo por evitar ese costo, empero, no se condice con la presentación de otros proyectos, como el denominado “bono marzo”, que costó aproximadamente US$ 400 millones y hubiese servido para financiar más de 10 años de extensión del postnatal; o el llamado “bono bodas de oro”, que significó otro importante desembolso de recursos. 


De cualquier manera, añadió, asiste al Ejecutivo la posibilidad de realizar un veto al proyecto en la etapa pertinente, oportunidad en la que podrá sincerar cuál es el real beneficio que quiere otorgar a las madres trabajadoras.


Finalmente, remarcó que en relación con la base de cálculo del beneficio, lo que han ejercido los parlamentarios es simplemente su atribución de rechazar los gastos.


El Honorable Senador señor Escalona destacó que las discrepancias de constitucionalidad manifestadas a lo largo de la discusión dan cuenta, precisamente, de que se trata de materias que dejan espacio a la interpretación y que se expresan justamente en el ejercicio del debate democrático, y respecto de las que, por lo demás, contempla nuestra institucionalidad mecanismos constitucionales para su resolución. 


Asimismo, hizo hincapié en que no existen precedentes en el sentido de que una Comisión del Senado pueda declarar inadmisible lo obrado previamente por otra Comisión. A cada una de dichas instancias corresponde solamente pronunciarse sobre la admisibilidad o inadmisibilidad de los asuntos que sean sometidos a su conocimiento, sin arrogarse, de acuerdo con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 7° de la Carta Fundamental, ninguna otra autoridad o derechos que los que expresamente se les hayan conferido por la misma Carta o las leyes.


A su turno, conforme al antes citado inciso final del artículo 65, también de la Constitución Política de la República, por más que la voluntad del constituyente haya sido efectivamente consolidar una posición preeminente del Ejecutivo en materia de gasto, no excluyó del todo al Legislativo, al que dotó de todos modos de la facultad de aceptar, disminuir o rechazar iniciativas que impliquen gasto. De manera tal que si dicha facultad se ejerce y, a juicio del Ejecutivo, se afecta con ella otra disposición constitucional, le asiste a éste el derecho de requerir el pronunciamiento del Tribunal Constitucional.


El Honorable Senador señor Rossi comentó que el gasto en licencias médicas es de aproximadamente US$ 180 millones por enfermedades graves en niños menores de 1 año, de las cuales el 70% se concentra entre el cuarto y el sexto mes de vida. Como el proyecto en análisis extiende el postnatal precisamente en ese período, va a suponer un ahorro considerable para el Fisco, más aún si se toma en cuenta que el tope inicialmente propuesto alcanzaba las 30 UF.


Por otra parte, puso de relieve que la promesa de campaña del actual Presidente de la República fue simplemente extender el descanso postnatal, sin dar a conocer, entonces, que iba a quedar sujeto a un tope inferior al actualmente en vigor. Y lo que finalmente se presentó como postnatal parental, agregó, tiene incierto pronóstico, porque difícilmente se va a traspasar a los padres el uso del permiso si la remuneración de éstos es superior a la de las madres. 


Reiteró, del mismo modo, lo razonado por otros Senadores de oposición en el sentido que, de cualquier manera, el proyecto despachado por las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, se encuentra financiado.


Culminó su intervención indicando que el ejercicio del derecho a vetar el proyecto de ley por parte del Presidente de la República, sería una buena manera de, a la vez que zanjar definitivamente el debate que se ha venido reseñando, dar a conocer abiertamente a la comunidad cuál es el financiamiento que está dispuesto a otorgar para los beneficios propuestos.


El Honorable Senador señor Zaldívar hizo hincapié en que el efecto de la votación separada recaída sobre el inciso primero del artículo 197 bis en las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, cuya constitucionalidad ha sido puesta en entredicho, no implica en caso alguno un quiebre institucional ni nada que se le parezca, sino que se trata de una discrepancia para cuya resolución, por cierto, ha previsto la propia Constitución mecanismos de resolución.


Igualmente, indicó que el Reglamento del Senado contempla, en su artículo 164, el derecho de los señores Senadores a solicitar votación separada, del mismo modo que permite, en el artículo 130, que se lleve a cabo una discusión por ideas. De manera tal que existiendo esas facultades, es lícito ejercerlas, más aún tomando en cuenta que su fundamento es, precisamente, posibilitar a los parlamentarios aumentar su campo de acción cuando se está en presencia de proyectos de ley preparados y redactados por el Ejecutivo.


El Honorable Senador señor Longueira previno que por más que el veto presidencial sea un herramienta a disposición del Ejecutivo, no es una buena noticia que sea ese el mecanismo al que deberán apelar los Gobiernos de Chile para la resolución de conflictos como los que en la iniciativa en análisis se han verificado. 


Asimismo, señaló que en la propuesta presentada por el Ejecutivo se buscaba poner fin al fraude a que ha dado lugar el mal uso de las licencias médicas, que comienza una vez terminado el período del descanso postnatal, es decir, a partir del séptimo mes si se aprobara el presente proyecto de ley, cuestión que podría significar, tan solo, un diferimiento del plazo desde el cual se solicitarán dichas licencias. El Estado, detalló, desembolsa aproximadamente US$ 1.100 millones anuales por concepto de licencias médicas, US$ 800 millones de los cuales corresponden al aparato estatal, de los que, a su vez, unos US$ 250 millones son utilizados fraudulentamente; de éstos, finalmente, US$ 180 millones se gastan en las enfermedades de hijos menores de un año. Poner coto a esta situación, destacó, ha sido un objetivo del Gobierno.


El señor Subsecretario de Hacienda hizo presente que sin perjuicio que los artículos 24 y 25 (que, en términos generales, faculta al Presidente de la Sala o Comisión de una Cámara para resolver las cuestiones de admisibilidad o inadmisibilidad que se formulen respecto de indicaciones) de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional aludan específicamente a la voz indicaciones, y que el artículo 164 del Reglamento del Senado permita las votaciones separadas, todas esas disposiciones se insertan en el marco más amplio de la Constitución Política de la República, que en su artículo 6° ordena a los órganos del Estado a someter su acción a los contenidos de la misma Carta Fundamental.


Finalmente, consignó que al tenor del precitado artículo 25, en relación con el artículo 7° de la Constitución, es posible entender que diferentes Comisiones sí pueden emitir distintos pronunciamientos sobre  admisibilidad constitucional. De hecho, hizo saber, ya ha ocurrido que la Cámara de Diputados se pronuncie respecto de la admisibilidad de proyectos de ley procedentes del Senado.

DISCUSIÓN

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda conoció los artículos 195, 197 bis, 198 y 200 contenidos en el artículo 1°; y el artículo 2° permanente; y los artículos transitorios primero, segundo, tercero y cuarto del proyecto, en los términos que fueron aprobados por las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, de acuerdo con lo dispuesto en el Reglamento de la Corporación. 

A continuación se describen o reproducen, según el caso, en el orden del articulado del proyecto, las normas de competencia de la Comisión de Hacienda y las indicaciones formuladas al texto despachado por las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y Salud, unidas, así como los acuerdos adoptados a su respecto.

Artículo 1°


Este artículo introduce una serie de enmiendas al Código del Trabajo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2002, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

Número 1)


Reemplaza el artículo 195 por el que se indica a continuación:


“Artículo 195.- Las trabajadoras tendrán derecho a un descanso de maternidad de seis semanas antes del parto y doce semanas después de él.


El padre tendrá derecho a un permiso pagado de cinco días en caso de nacimiento de un hijo, el que podrá utilizar a su elección desde el momento del parto, y en este caso será de forma continua, excluyendo el descanso semanal, o distribuirlo dentro del primer mes desde la fecha del nacimiento. Este permiso también se otorgará al padre que se encuentre en proceso de adopción, y se contará a partir de la notificación de la resolución que otorgue el cuidado personal o acoja la adopción del menor, en conformidad a los artículos 19 y 24 de la ley N° 19.620. Este derecho es irrenunciable.


Si la madre muriera en el parto o durante el periodo de permiso posterior a éste, dicho permiso o el resto de él que sea destinado al cuidado del hijo, corresponderá al padre o a quien le fuere otorgada la custodia del menor, quien gozará del fuero establecido en el artículo 201 de este Código y tendrá derecho al subsidio a que se refiere el artículo 198.


El padre que sea privado por sentencia judicial del cuidado personal del menor, perderá el derecho a fuero y subsidio establecidos en el inciso anterior.


Los derechos referidos en el inciso primero no podrán renunciarse y durante los períodos de descanso queda prohibido el trabajo de las mujeres embarazadas y puérperas.


Asimismo, no obstante cualquiera estipulación en contrario, deberán conservárseles sus empleos o puestos durante dichos períodos, incluido el periodo establecido en el artículo 197 bis.”.

Este artículo fue objeto de una indicación de los Honorables Senadores señores Escalona, Lagos y Zaldívar, para agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Toda mujer que a la fecha del parto no esté ejerciendo una actividad remunerada, tendrá derecho a un período de descanso postnatal equivalente a tres unidades de fomento mensuales por el período de 24 semanas. Este subsidio se financiará con cargo al Fondo Único de Prestaciones Familiares del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, por corresponder a un asunto de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.


Sin perjuicio de la precedente declaración de inadmisibilidad, el Honorable Senador señor Escalona expresó que el sentido de la indicación es dejar sentada la aspiración de que el beneficio universal en ella contenida, pueda ser en realidad en Chile en un plazo de 30 o más años.


Puesto en votación el artículo 195, fue aprobado en los mismos términos que lo hicieran las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Longueira y Zaldívar.

Número 2)


Agrega un artículo 197 bis, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 197 bis.- Durante las doce semanas siguientes inmediatas al término del periodo postnatal, existirá un permiso postnatal parental a favor de la madre; no obstante, a elección de aquélla, el padre trabajador podrá hacer uso de dicho permiso a partir de la séptima semana del mismo, por el número de semanas que acuerden, las que deberán ubicarse en el período final del permiso. La mujer o el padre trabajador que se encuentre haciendo uso de este permiso recibirá el subsidio mencionado en el artículo 198. 


Con todo, cuando la madre hubiere fallecido o el padre tuviere el cuidado personal del menor por sentencia judicial, le corresponderá el permiso establecido en el inciso anterior, a este último.


En caso que el derecho establecido en el inciso anterior, se ejerciere ante el empleador, la madre deberá comunicarle mediante carta certificada, enviada al domicilio del empleador 45 días antes del término del periodo postnatal, si decide hacer uso de este derecho.


En caso que el padre haga uso del permiso establecido en los incisos anteriores, deberá comunicarlo por escrito a su empleador, mediante carta certificada enviada al domicilio de este con a lo menos diez días de anticipación al comienzo del uso del permiso. Copia de dicha comunicación deberá ser remitida, dentro del mismo plazo, al empleador de la mujer y a la Inspección del Trabajo.


El empleador que obstaculice o impida el uso del permiso establecido en los incisos precedentes, será sancionado con multa a beneficio fiscal de 14 a 150 unidades tributarias mensuales. Cualquier infracción a lo dispuesto en este inciso, podrá ser denunciada a la Inspección del Trabajo, entidad que también podrá proceder de oficio a este respecto.”.

En el seno de la Comisión de Hacienda, este artículo fue objeto de una indicación de los Honorables Senadores señores Escalona, Lagos y Zaldívar, para incorporar, en el inciso primero del artículo 197 bis, la siguiente oración:

“Este subsidio se financiará con cargo al Fondo Único de Prestaciones Familiares del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.”.

La Comisión no se pronunció respecto de la indicación, pues fue retirada por sus autores.


Puesto en votación el artículo 197 bis, fue aprobado en los mismos términos que lo hicieran las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Longueira y Zaldívar.


Sin perjuicio de la precedente votación, el Honorable Senador señor Longueira dejó expresa constancia que, en su opinión, el texto despachado para el artículo 197 bis por las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, no debió haber sido conocido por la Comisión de Hacienda, por haberse rechazado en las antedichas Comisiones la base de cálculo del beneficio del postnatal parental y el financiamiento del mismo con cargo al Fondo Único de Prestaciones Familiares. 

Número 3)


Sustituye los artículos 198 y 200, por los siguientes:


“Artículo 198.- La mujer que se encuentre en el periodo de descanso de maternidad a que se refiere el artículo 195, de descansos suplementarios y de plazo ampliado señalados en el artículo 196; como también los trabajadores que hagan uso del permiso postnatal parental, recibirán un subsidio calculado conforme a lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N° 44, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, y en el artículo 197 bis, del cual sólo se deducirán las imposiciones de previsión y descuentos legales que correspondan.


Artículo 200.- La trabajadora o el trabajador que tenga a su cuidado un menor de edad, por habérsele otorgado judicialmente la tuición o el cuidado personal como medida de protección, tendrá derecho al permiso postnatal parental establecido en el artículo 197 bis. Además, cuando el menor tuviere menos de seis meses, le será aplicable el permiso postnatal establecido en el artículo 195.


A la correspondiente solicitud de permiso, el trabajador o la trabajadora, según corresponda, deberá acompañar necesariamente una declaración jurada suya de tener bajo su tuición o cuidado personal al causante del beneficio y un certificado del tribunal que haya otorgado la tuición o cuidado personal del menor como medida de protección.”.


Puestos en votación los artículos 198 y 200, fueron aprobados en los mismos términos que lo hicieran las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Longueira y Zaldívar.

Artículo 2°


El artículo 2° introduce una serie de modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 44, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que establece normas comunes para subsidios por incapacidad laboral de los trabajadores dependientes del sector privado.

Número 1)


Modifica el artículo 8° del siguiente modo:


a) Reemplaza en su inciso segundo la oración “y del inciso segundo del artículo 196, ambos del Código del Trabajo” por la siguiente: “del inciso segundo del artículo 196 y del artículo 197 bis, todos del Código del Trabajo.”.


b) Reemplaza en su inciso cuarto la oración “y el inciso segundo del artículo 196, ambos del Código del Trabajo” por la siguiente: “el inciso segundo del artículo 196 y el artículo 197 bis, todos del Código del Trabajo”.


2) Introduce el siguiente artículo 9°, nuevo:


“Artículo 9°.- Las mujeres que integren un hogar perteneciente al sesenta por ciento más pobre de la población de Chile conforme al instrumento de focalización que se fije en el reglamento expedido por el Ministerio de Hacienda, que a la sexta semana anterior al parto, no tenga un contrato de trabajo vigente, tendrán derecho al subsidio establecido en este artículo siempre que cumplan con los siguientes requisitos copulativos:


a) registren doce o más meses de afiliación, con anterioridad al inicio del embarazo.


b) registren ocho o más cotizaciones, continuas o discontinuas, en calidad de trabajadora dependiente, dentro de los últimos veinticuatro meses calendario inmediatamente anteriores al inicio del embarazo.


c) que la última cotización más cercana al mes anterior al embarazo se haya registrado en virtud de cualquier tipo de contrato de trabajo a plazo fijo, o por obra, servicio o faena determinada.


El subsidio establecido en este artículo se financiará con cargo al Fondo Único de Prestaciones Familiares del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. En este caso, la base de cálculo para la determinación del monto del subsidio será una cantidad equivalente al promedio de la remuneración mensual neta, del subsidio, o de ambos, devengados por la mujer en los veinticuatro meses calendarios, inmediatamente anteriores al inicio del embarazo, dividido por veinticuatro. En todo caso, a contar de la decimonovena semana de subsidio, la base de cálculo no podrá exceder de 30 unidades de fomento, considerando el valor de esta al último día de cada mes anterior al pago. El monto diario del subsidio de este artículo será una cantidad equivalente a la trigésima parte de su base de cálculo.


Para efectos del cálculo de este promedio, cada remuneración mensual neta, subsidio, o ambos, se reajustarán conforme a la variación experimentada por el Índice de Precios al Consumidor entre el último día del mes anterior al del devengamiento de la remuneración, subsidio, o ambos, y el último día del mes anterior al del pago del subsidio establecido en este artículo.


El subsidio se otorgará hasta por un máximo de treinta semanas y comenzará a devengarse a partir de la sexta semana anterior al parto. Si el parto ocurriere en una fecha anterior a la sexta semana, la duración del subsidio se reducirá en el número de días y/o semanas en que se haya adelantado el parto.


Sobre el monto del subsidio, las beneficiarias deberán cotizar el 7% para salud. Además, sobre ese mismo monto, las beneficiarias afiliadas al sistema de pensiones del decreto ley N° 3.500, de 1980, deberán efectuar, además, las cotizaciones a que se refiere el artículo 17 del citado decreto ley.


Las normas que rigen para los trabajadores independientes referidas a licencias médicas serán aplicables a la tramitación, autorización y pago del subsidio de este artículo.


Corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social, la supervigilancia y fiscalización del subsidio establecido en este artículo. Para estos efectos, se aplicarán las disposiciones orgánicas de la Superintendencia y la presente ley. La Superintendencia dictará las normas necesarias, las que serán obligatorias para todas las instituciones o entidades que intervienen en el mencionado subsidio.”.


Puesto en votación el artículo 2°, fue aprobado en los mismos términos que lo hicieran las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Longueira y Zaldívar.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo Primero Transitorio


Su tenor literal es el siguiente:


“Artículo Primero Transitorio.- Aquellas mujeres que se encontraren haciendo uso de su periodo pre o postnatal a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, podrán hacer uso del permiso postnatal parental establecido en el artículo 197 bis del Código de Trabajo. 


Las mujeres que hayan terminado su descanso postnatal de conformidad a las reglas vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, sin que su hijo hubiese cumplido 6 meses de edad a la referida fecha, podrán utilizar el permiso parental establecido en el artículo 197 bis, hasta la fecha en que el menor cumpla 6 meses, dando aviso de ello a su empleador con un plazo mínimo de 15 días de anticipación.”.


Puesto en votación el artículo primero transitorio, fue aprobado en los mismos términos que lo hicieran las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Longueira y Zaldívar.

Artículo Segundo Transitorio

Dispone que los padres adoptivos que hayan terminado su descanso postnatal, sin que su hijo hubiese cumplido 6 meses de edad a la fecha de entrada en vigencia de la ley que el presente proyecto propone, podrán utilizar el permiso postnatal parental establecido en el artículo 197 bis, hasta la fecha en que el menor cumpla 6 meses, dando aviso de ello a su empleador con un plazo mínimo de 15 días de anticipación.


Puesto en votación, fue aprobado en los mismos términos que lo hicieran las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Longueira y Zaldívar.

Artículo Tercero Transitorio


Preceptúa, de manera textual, lo que sigue:


“Artículo Tercero Transitorio.- Para los efectos del artículo 9°, nuevo, del decreto con fuerza de ley N° 44, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, el subsidio establecido en dicho artículo será aplicable respecto de aquellas mujeres que integren un hogar perteneciente al veinte por ciento más pobre de la población, a contar del primer día del octavo mes siguiente al de la publicación de la presente ley. 


Para las mujeres que integren un hogar perteneciente al cuarenta por ciento más pobre de la población, a contar del primer día del décimo sexto mes siguiente al de la publicación de la presente ley y para las mujeres que integren un hogar perteneciente al sesenta por ciento más pobre de la población, a contar del primer día del vigésimo cuarto mes siguiente al de la publicación de la presente ley.”.


Puesto en votación, fue aprobado en los mismos términos que lo hicieran las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Longueira y Zaldívar.

Artículo Cuarto Transitorio

Dispone que el mayor gasto fiscal que durante el año 2011 represente la aplicación de la ley que el proyecto propone, se financiará con cargo a los recursos de la partida presupuestaria del Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público vigente.


Puesto en votación, fue aprobado en los mismos términos que lo hicieran las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Longueira y Zaldívar.

- - -

INFORME FINANCIERO

El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 11 de marzo de 2011, señala, de manera textual, lo siguiente:

“1.- El presente proyecto de ley tiene por objeto crear el permiso postnatal parental y modificar el Código del Trabajo y otros cuerpos legales en materias que indica.

2.- El permiso postnatal parental consiste en un tiempo de descanso inmediato al período postnatal, del cual puede hacer uso la madre o el padre, a elección de la primera. Este permiso es de doce semanas, seis de las cuales la madre puede traspasar al padre, en cuyo caso, deberán ser las últimas 6 semanas del permiso. Durante este período la madre recibirá un subsidio equivalente a su remuneración, con un tope de 30 UF.

El período postnatal parental respecto de aquellas madres cuya remuneración es superior a 30 UF, les entrega la opción de trabajar en jornada reducida durante el período que dura el permiso, para enterar su remuneración no cubierta.

Del mismo modo, tendrán derecho al permiso parental la trabajadora o el trabajador que tenga a su cuidado un menor de edad, por habérsele otorgado judicialmente la tuición o el cuidado personal como medida de protección.

3.- En el caso del permiso por enfermedad del hijo menor de un año, se establece la diferenciación entre enfermedades gravísimas y graves. En el caso de las enfermedades gravísimas, el permiso y el subsidio se mantiene en las mismas condiciones actuales y para las enfermedades graves se limita el subsidio estatal, que regirá solo una vez  que hayan sido ejercidos los derechos a pre, postnatal y permiso postnatal parental, con un tope máximo de 30 UF y con copago por parte del usuario.

4.- Por su parte, las mujeres que integren un hogar perteneciente al veinte por ciento más pobre de la población, que a la sexta semana anterior al parto no tenga un contrato de trabajo vigente, tendrán derecho al subsidio del pre, postnatal y permiso postnatal parental siempre que cumplan con los siguientes requisitos copulativos: a) registren doce o más meses de afiliación, con anterioridad al inicio del embarazo; b) registren ocho o más cotizaciones continuas o discontinuas en calidad de trabajadora dependiente, dentro de los veinticuatro meses calendario inmediatamente anteriores al inicio del embarazo y c) que la última cotización más cercana al mes anterior al embarazo se haya registrado en virtud de un contrato de trabajo a plazo fijo, o por obra, servicio o faena determinada.

5.- Finalmente y considerando las nuevas funciones de control y fiscalización, que se establecen para la Dirección del Trabajo y la Superintendencia de Seguridad Social, estos organismos  deberán reforzar sus equipos técnicos, incurrir en mayores gastos de operación e implementar sistemas de información, a objeto de dar un fiel cumplimiento a las normas establecidas en el presente proyecto de ley.

6. El costo en régimen de este proyecto de ley será de $43.771 millones, con el siguiente detalle:

Montos en $ millones








Permiso postnatal parental





82.175

Menor gasto por enfermedad grave del hijo menor de 1 año

44.093

Aumento cobertura mujeres vulnerables



  4.959

Costos de control y fiscalización





     730

7.- El mayor gasto fiscal que represente esta ley, durante el año 2011, se financiará con cargo a los recursos de la partida presupuestaria del Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público vigente. En los años siguientes, los recursos serán provistos en las respectivas leyes de presupuestos.”.


En el curso de la sesión celebrada por la Comisión, la Dirección de Presupuestos hizo llegar un nuevo Informe Financiero, de 19 de mayo de 2011, del siguiente tenor:

“El presente proyecto de ley tiene por objeto crear el permiso postnatal parental y modificar el Código del Trabajo y otros cuerpos legales en materias que indica.

Las indicaciones que se comentan introducen los siguientes perfeccionamientos:

1.- Se mantiene el actual subsidio por enfermedad del hijo menor de un año. Las enfermedades que se considerarán como graves para acceder a esta licencia, serán determinadas por un Decreto Supremo expedido a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscrito también por los Ministros de Hacienda y de Salud, el que será actualizado, a lo menos, cada tres años. El impacto financiero de esta medida dependerá del listado de enfermedades consideradas como grave, casos en los cuales la madre o el padre accederán al pago de un subsidio equivalente a su remuneración con tope de 66 UF y sin copago.

2.- El presente proyecto incrementa la cobertura de la siguiente forma:

a. Aquellas mujeres trabajadoras que integren un hogar perteneciente al veinte por ciento más pobre, percibirán el subsidio a contar del primer día del octavo mes siguiente al de la publicación de la presente ley.

b. Para las mujeres que integren un hogar perteneciente al cuarenta por ciento más pobre de la población, percibirán este beneficio a contar del primer día del decimosexto mes siguiente al de la publicación de la presente ley.

c. Para las mujeres que integren un hogar perteneciente al sesenta por ciento más pobre de la población, lo harán a contar del primer día del vigesimocuarto mes siguiente al de la publicación de la presente ley.

En todos los casos las mujeres que a la sexta semana anterior al parto no tengan un contrato de trabajo vigente, tendrán derecho al subsidio del pre, postnatal y permiso postnatal parental siempre que cumplan con los siguientes requisitos copulativos: a) registren doce o más meses de afiliación, con anterioridad al inicio del embarazo; b) registren ocho o más cotizaciones continuas o discontinuas en calidad de trabajadora dependiente, dentro de los veinticuatro meses calendario inmediatamente anteriores al inicio del embarazo y c) que la última cotización más cercana al mes anterior al embarazo se haya registrado en virtud de un contrato de trabajo a plazo fijo, o por obra, servicio o faena determinada.

El impacto financiero de aumentar la cobertura desde mujeres que integren un hogar perteneciente al veinte por ciento más pobre de la población al cuarenta por ciento más pobre es: 1.310 millones de pesos. Esto cálculo considera un total de 1.683 nacimientos, y cubre a un universo cercano a las 28.050 mujeres.

El impacto financiero de aumentar la cobertura desde mujeres que integren un hogar perteneciente al cuarenta por ciento más pobre de la población al sesenta por ciento más pobre es: 1.217 millones de pesos. Esto cálculo considera un total de 1.511 nacimientos, y cubre a un universo cercano a las 25.183 mujeres.

El mayor gasto fiscal que represente esta ley, durante el año 2011, se financiará con cargo a los recursos de la partida presupuestaria del Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público vigente. En los años siguientes, los recursos serán provistos en las respectivas leyes de presupuestos.”.

En consecuencia, la Comisión de Hacienda tomó conocimiento de los informes financieros acompañados al Mensaje y a las indicaciones presentadas por el Ejecutivo ante las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, respectivamente, en las que se indican los gastos del proyecto y sus fuentes de financiamiento.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO



En mérito de los acuerdos precedentemente referidos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación de la iniciativa legal en análisis, en los mismos términos que lo hicieran las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código del Trabajo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2002, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social:


1) Reemplázase el artículo 195, por el siguiente:


“Artículo 195.- Las trabajadoras tendrán derecho a un descanso de maternidad de seis semanas antes del parto y doce semanas después de él.


El padre tendrá derecho a un permiso pagado de cinco días en caso de nacimiento de un hijo, el que podrá utilizar a su elección desde el momento del parto, y en este caso será de forma continua, excluyendo el descanso semanal, o distribuirlo dentro del primer mes desde la fecha del nacimiento. Este permiso también se otorgará al padre que se encuentre en proceso de adopción, y se contará a partir de la notificación de la resolución que otorgue el cuidado personal o acoja la adopción del menor, en conformidad a los artículos 19 y 24 de la ley N° 19.620. Este derecho es irrenunciable.


Si la madre muriera en el parto o durante el periodo de permiso posterior a éste, dicho permiso o el resto de él que sea destinado al cuidado del hijo, corresponderá al padre o a quien le fuere otorgada la custodia del menor, quien gozará del fuero establecido en el artículo 201 de este Código y tendrá derecho al subsidio a que se refiere el artículo 198.


El padre que sea privado por sentencia judicial del cuidado personal del menor, perderá el derecho a fuero y subsidio establecidos en el inciso anterior.


Los derechos referidos en el inciso primero no podrán renunciarse y durante los períodos de descanso queda prohibido el trabajo de las mujeres embarazadas y puérperas.


Asimismo, no obstante cualquiera estipulación en contrario, deberán conservárseles sus empleos o puestos durante dichos períodos, incluido el periodo establecido en el artículo 197 bis.”.


2) Agrégase el siguiente artículo 197 bis, nuevo:


“Artículo 197 bis.- Durante las doce semanas siguientes inmediatas al término del periodo postnatal, existirá un permiso postnatal parental a favor de la madre; no obstante, a elección de aquélla, el padre trabajador podrá hacer uso de dicho permiso a partir de la séptima semana del mismo, por el número de semanas que acuerden, las que deberán ubicarse en el período final del permiso. La mujer o el padre trabajador que se encuentre haciendo uso de este permiso recibirá el subsidio mencionado en el artículo 198. 


Con todo, cuando la madre hubiere fallecido o el padre tuviere el cuidado personal del menor por sentencia judicial, le corresponderá el permiso establecido en el inciso anterior, a este último.


En caso que el derecho establecido en el inciso anterior, se ejerciere ante el empleador, la madre deberá comunicarle mediante carta certificada, enviada al domicilio del empleador 45 días antes del término del periodo postnatal, si decide hacer uso de este derecho.


En caso que el padre haga uso del permiso establecido en los incisos anteriores, deberá comunicarlo por escrito a su empleador, mediante carta certificada enviada al domicilio de este con a lo menos diez días de anticipación al comienzo del uso del permiso. Copia de dicha comunicación deberá ser remitida, dentro del mismo plazo, al empleador de la mujer y a la Inspección del Trabajo.


El empleador que obstaculice o impida el uso del permiso establecido en los incisos precedentes, será sancionado con multa a beneficio fiscal de 14 a 150 unidades tributarias mensuales. Cualquier infracción a lo dispuesto en este inciso, podrá ser denunciada a la Inspección del Trabajo, entidad que también podrá proceder de oficio a este respecto.”.


3) Sustitúyense los artículos 198 y 200, por los siguientes:


“Artículo 198.- La mujer que se encuentre en el periodo de descanso de maternidad a que se refiere el artículo 195, de descansos suplementarios y de plazo ampliado señalados en el artículo 196; como también los trabajadores que hagan uso del permiso postnatal parental, recibirán un subsidio calculado conforme a lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N° 44, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, y en el artículo 197 bis, del cual sólo se deducirán las imposiciones de previsión y descuentos legales que correspondan.


Artículo 200.- La trabajadora o el trabajador que tenga a su cuidado un menor de edad, por habérsele otorgado judicialmente la tuición o el cuidado personal como medida de protección, tendrá derecho al permiso postnatal parental establecido en el artículo 197 bis. Además, cuando el menor tuviere menos de seis meses, le será aplicable el permiso postnatal establecido en el artículo 195.


A la correspondiente solicitud de permiso, el trabajador o la trabajadora, según corresponda, deberá acompañar necesariamente una declaración jurada suya de tener bajo su tuición o cuidado personal al causante del beneficio y un certificado del tribunal que haya otorgado la tuición o cuidado personal del menor como medida de protección.”.


4) Reemplázase el artículo 201, por el que sigue:


“Artículo 201.- Durante el período de embarazo y hasta un año después de expirado el descanso de maternidad, excluido el permiso postnatal parental establecido en el artículo 197 bis, la trabajadora gozará de fuero laboral y estará sujeta a lo dispuesto en el artículo 174. En caso que el padre haga uso del permiso postnatal parental del artículo 197 bis, también gozará de fuero laboral por un período equivalente al doble de la duración de su permiso, a contar de los diez días anteriores al comienzo del uso del mismo. 


Tratándose de mujeres o de hombres solteros o viudos que manifiesten al tribunal su voluntad de adoptar un hijo en conformidad a las disposiciones de la Ley de Adopción, el plazo de un año establecido en el inciso primero se contará desde la fecha en que el juez, mediante  resolución dictada al efecto, confíe a estos trabajadores el cuidado personal del menor en conformidad al artículo 19 de la Ley de Adopción o bien le otorgue la tuición en los términos del inciso tercero del artículo 24 de la misma ley.


Sin perjuicio de lo antes indicado, cesará de pleno derecho el fuero establecido en el inciso precedente desde que se encuentre ejecutoriada la resolución del juez que decide poner término al cuidado personal del menor o bien aquella que deniegue la solicitud de adopción. Cesará también el fuero en el caso de que la sentencia que acoja la adopción sea dejada sin efecto en virtud de otra resolución judicial.


Si por ignorancia del estado de embarazo o del cuidado personal o tuición de un menor en el plazo y condiciones indicados en el inciso tercero precedente, se hubiere dispuesto el término del contrato en contravención a lo dispuesto en el artículo 174, la medida quedará sin efecto, y la trabajadora volverá a su trabajo, para lo cual bastará la sola presentación del correspondiente certificado médico o de matrona, o bien de una copia autorizada de la resolución del tribunal que haya otorgado la tuición o cuidado personal del menor, en los términos del inciso tercero, según sea el caso, sin perjuicio del derecho a remuneración por el tiempo en que haya permanecido indebidamente fuera del trabajo, si durante ese tiempo no tuviere derecho a subsidio. La afectada deberá hacer efectivo este derecho dentro del plazo de 60 días hábiles contados desde el despido.


No obstante lo dispuesto en el inciso primero, si el término del fuero se produjere mientras la mujer estuviere gozando del descanso maternal o permiso parental a que aluden los artículos 195, 196 y 197 bis, aquélla continuará percibiendo el subsidio mencionado en el artículo 198 hasta la conclusión del período de descanso o permiso. Para los efectos del subsidio de cesantía, si hubiere lugar a él, se entenderá que el contrato de trabajo expira en el momento en que dejó de percibir el subsidio maternal.”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 44, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que establece normas comunes para subsidios por incapacidad laboral de los trabajadores dependientes del sector privado:


1) Modifícase el artículo 8° del siguiente modo:


a) Reemplázase en su inciso segundo la oración “y del inciso segundo del artículo 196, ambos del Código del Trabajo” por la siguiente “del inciso segundo del artículo 196 y del artículo 197 bis, todos del Código del Trabajo.”.


b) Reemplázase en su inciso cuarto la oración “y el inciso segundo del artículo 196, ambos del Código del Trabajo” por la siguiente “el inciso segundo del artículo 196 y el artículo 197 bis, todos del Código del Trabajo”.


2) Introdúcese el siguiente artículo 9°, nuevo:


“Artículo 9°.- Las mujeres que integren un hogar perteneciente al sesenta por ciento más pobre de la población de Chile conforme al instrumento de focalización que se fije en el reglamento expedido por el Ministerio de Hacienda, que a la sexta semana anterior al parto, no tenga un contrato de trabajo vigente, tendrán derecho al subsidio establecido en este artículo siempre que cumplan con los siguientes requisitos copulativos:


a) registren doce o más meses de afiliación, con anterioridad al inicio del embarazo.


b) registren ocho o más cotizaciones, continuas o discontinuas, en calidad de trabajadora dependiente, dentro de los últimos veinticuatro meses calendario inmediatamente anteriores al inicio del embarazo.


c) que la última cotización más cercana al mes anterior al embarazo se haya registrado en virtud de cualquier tipo de contrato de trabajo a plazo fijo, o por obra, servicio o faena determinada.


El subsidio establecido en este artículo se financiará con cargo al Fondo Único de Prestaciones Familiares del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. En este caso, la base de cálculo para la determinación del monto del subsidio será una cantidad equivalente al promedio de la remuneración mensual neta, del subsidio, o de ambos, devengados por la mujer en los veinticuatro meses calendarios, inmediatamente anteriores al inicio del embarazo, dividido por veinticuatro. En todo caso, a contar de la decimonovena semana de subsidio, la base de cálculo no podrá exceder de 30 unidades de fomento, considerando el valor de esta al último día de cada mes anterior al pago. El monto diario del subsidio de este artículo será una cantidad equivalente a la trigésima parte de su base de cálculo.


Para efectos del cálculo de este promedio, cada remuneración mensual neta, subsidio, o ambos, se reajustarán conforme a la variación experimentada por el Índice de Precios al Consumidor entre el último día del mes anterior al del devengamiento de la remuneración, subsidio, o ambos, y el último día del mes anterior al del pago del subsidio establecido en este artículo.


El subsidio se otorgará hasta por un máximo de treinta semanas y comenzará a devengarse a partir de la sexta semana anterior al parto. Si el parto ocurriere en una fecha anterior a la sexta semana, la duración del subsidio se reducirá en el número de días y/o semanas en que se haya adelantado el parto.


Sobre el monto del subsidio, las beneficiarias deberán cotizar el 7% para salud. Además, sobre ese mismo monto, las beneficiarias afiliadas al sistema de pensiones del decreto ley N° 3.500, de 1980, deberán efectuar, además, las cotizaciones a que se refiere el artículo 17 del citado decreto ley.


Las normas que rigen para los trabajadores independientes referidas a licencias médicas serán aplicables a la tramitación, autorización y pago del subsidio de este artículo.


Corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social, la supervigilancia y fiscalización del subsidio establecido en este artículo. Para estos efectos, se aplicarán las disposiciones orgánicas de la Superintendencia y la presente ley. La Superintendencia dictará las normas necesarias, las que serán obligatorias para todas las instituciones o entidades que intervienen en el mencionado subsidio.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo Primero Transitorio.- Aquellas mujeres que se encontraren haciendo uso de su periodo pre o postnatal a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, podrán hacer uso del permiso postnatal parental establecido en el artículo 197 bis del Código de Trabajo. 


Las mujeres que hayan terminado su descanso postnatal de conformidad a las reglas vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, sin que su hijo hubiese cumplido 6 meses de edad a la referida fecha, podrán utilizar el permiso parental establecido en el artículo 197 bis, hasta la fecha en que el menor cumpla 6 meses, dando aviso de ello a su empleador con un plazo mínimo de 15 días de anticipación.


Artículo Segundo Transitorio.- Los padres adoptivos que hayan terminado su descanso postnatal, sin que su hijo hubiese cumplido 6 meses de edad a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, podrán utilizar el permiso postnatal parental establecido en el artículo 197 bis, hasta la fecha en que el menor cumpla 6 meses, dando aviso de ello a su empleador con un plazo mínimo de 15 días de anticipación.


Artículo Tercero Transitorio.- Para los efectos del artículo 9°, nuevo, del decreto con fuerza de ley N° 44, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, el subsidio establecido en dicho artículo será aplicable respecto de aquellas mujeres que integren un hogar perteneciente al veinte por ciento más pobre de la población, a contar del primer día del octavo mes siguiente al de la publicación de la presente ley. 


Para las mujeres que integren un hogar perteneciente al cuarenta por ciento más pobre de la población, a contar del primer día del décimo sexto mes siguiente al de la publicación de la presente ley y para las mujeres que integren un hogar perteneciente al sesenta por ciento más pobre de la población, a contar del primer día del vigésimo cuarto mes siguiente al de la publicación de la presente ley.


Artículo Cuarto Transitorio.- El mayor gasto fiscal que represente esta ley, durante el año 2011, se financiará con cargo a los recursos de la partida presupuestaria del Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público vigente.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 19 de mayo de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Camilo Escalona Medina (Presidente), Carlos Ignacio Kuschel Silva, Pablo Longueira Montes, Ricardo Lagos Weber y Andrés Zaldívar Larraín. 


Sala de la Comisión, a 31 de mayo de 2011.

(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann

Secretaria Accidental de la Comisión
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES BIANCHI, HORVATH Y MUÑOZ ABURTO, CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE LEY EN MATERIA DE DESCANSOS DE TRABAJADORES QUE SE DESEMPEÑAN A BORDO DE NAVES PESQUERAS

(7679-13)

Honorable Senado:

Uno de los principales factores que dificultan el respeto de los derechos de los trabajadores y consecuentemente de su dignidad humana, es la vulneración que día a día experimentan miles de pescadores en su derecho al descanso.

Es ampliamente conocida la dificultad de regular las faenas de navegación pesquera de modo de compatibilizar los distintos intereses presentes, pero ello no obsta a la responsabilidad que como legisladores nos cabe en la protección de los trabajadores.

El descanso es un derecho vital que suele ser conculcado por las dificultades de los distintos tipos de pesca, la diferencia geográfica de nuestras costas, las grandes variantes en los tiempos de navegación hacia las zonas de extracción, las mareas, además de las distintas exigencias según las especies. Así mismo, es real que las condiciones de las naves en muchísimos casos no cumplen con los estándares mínimos necesarios para permitir el desarrollo del trabajo en condiciones apropiadas. Estos y otros factores, complican en extremo el adecuado acceso a los descansos legales necesarios a toda la dotación de la nave de pesca.

Es importante también mencionar que el trabajo de la gente de mar, por su propia naturaleza, conlleva un alto riesgo de accidentes; es imprescindible entonces disminuir al máximo los factores externos que puedan aumentarlos. Para ello resulta fundamental tener a un personal descansado que mantenga la alerta, la capacidad de reacción y las fuerzas requeridas en la pesca.

En relación a la naturaleza del descanso propiamente tal es indispensable que los lapsos de duración sean razonables, materia en las que se ha avanzado al punto de entregar cierta libertad de negociación a los actores involucrados; sin embargo, los descansos mínimos requieren ser garantizados, por ello se busca que el descanso efectivo sea siempre - de al menos - 6 horas para asegurar de este modo un período razonable de descanso y recuperación esto es indispensable, sobre todo si se consideran las condiciones a los que los trabajadores se ven expuestos en forma permanente como la humedad, frío, ruidos excesivos, y en general labores que demandan un gran esfuerzo físico.

La legislación tanto la general del Código del Trabajo, como la especial atinente a esta actividad en las zonas norte, centro y sur de nuestro país, tienen características diferentes y además los requerimientos contractuales de índole laboral son de muy diversa naturaleza. Luego la efectividad de la regulación laboral debe ir, necesariamente, acompañada de labores de fiscalización. Pero hay que considerar que el nivel de fiscalización, en términos generales, es bastante acotada en nuestro país. Por ello y debido a la inmensa importancia de esta materia es que se propone establecer, expresamente, que la infracción a las normas que protegen el descanso y con ello la vida de miles de chilenos, es presunción de concurrir los requisitos exigidos por el Código del Trabajo para entender configurada la lesión de los derechos fundamentales, establecidos en el artículo 485 del mismo código.

Por las razones anteriores es que venimos en presentar el siguiente:

Proyecto de Ley

Modifíquese el Artículo 23 del Código del Trabajo de la manera que sigue:

1) Sustitúyase en el inciso primero el vocablo “varios” por la palabra “dos”.

2) Incorpórese un nuevo inciso sexto y final del siguiente tenor:

La infracción a lo dispuesto por este artículo se entenderá en el sentido del inciso tercero del artículo 485.

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES BIANCHI, HORVATH Y PROKURICA, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY SOBRE DESCUENTOS A AFILIADOS A CAJAS DE COMPENSACIÓN DE ASIGNACIÓN FAMILIAR

(7680-13)

Honorable Senado:

El régimen jurídico vigente aplicable a las Cajas de Compensación de Asignación Familiar - en lo sucesivo “Cajas de Compensación”- está compuesto, principalmente, por la Ley Nº 18.833 que establece el estatuto legal para este tipo de entidades de previsión social. Además, rigen en las actividades de las Cajas de Compensación diversos reglamentos del Ministerio del Trabajo y Previsión Social destinados a normar algunas de las prestaciones que ofrecen estas entidades.

Sin perjuicio de lo anterior, las cajas de compensación son fiscalizadas por la Superintendencia de Seguridad Social, por lo que se encuentran sometida a la potestad normativa de este ente fiscalizador.

Por último, cada caja de compensación tiene su propio estatuto y un reglamento particular de los beneficios que otorga, los cuales deben ser aprobados por decreto supremo del citado ministerio.

El régimen sobre prestaciones de crédito social -como se denomina al sistema de préstamos que otorgan las Cajas de Compensación- está regulado por la Ley Nº 18.833 y por decreto Nº 91 de 1979 del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que fija el reglamento del régimen de prestaciones de crédito social.

Al efecto, el artículo 19 de la Ley Nº 18.833, dispone que corresponderá a las Cajas de Compensación la administración de prestaciones de seguridad social, y la ley los faculta para administrar -entre otros beneficios- el régimen de prestaciones de crédito social.

El establecimiento, por parte de las Cajas de Compensación, de un régimen de créditos sociales es una facultad de cada una de ellas. Sin embargo, de establecerse, éste se regirá por las normas de la citada ley, por el reglamento del régimen de prestaciones de crédito social y por el régimen fijado por la caja, este último previamente autorizado por la Superintendencia de Seguridad Social.

De conformidad con estos cuerpos normativos, el régimen de crédito consistirá en otorgar a sus afiliados, sean trabajadores o pensionados, préstamos en dinero destinados a:

El financiamiento de bienes de consumo durables, trabajo, educación, salud,
recreación, ahorro previo para la adquisición de viviendas, contingencias familiares, y otras necesidades de análoga naturaleza; ó

La adquisición, construcción, ampliación y reparación de viviendas, y al refinanciamiento de mutuos hipotecarios. Para estos efectos las Cajas están facultadas para otorgar -desde del mes de julio de este año- mutuos hipotecarios endosables.

Los plazos máximos por los cuales se pueden otorgar los citados créditos son de siete años para los primeros (ampliable sólo para el ítem educación hasta 15 años), y de cuarenta años para los segundos.

El régimen jurídico informador de los créditos sociales, ya analizado, no regula con mayor detalle las condiciones financieras aplicables a los créditos que otorgan. Sin embargo, hay dos disposiciones del Decreto Nº 91 de 1979 del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que nos permiten obtener conclusiones a este respecto:

El artículo 6° número 5 que, al señalar las materias que deben contener las disposiciones del reglamento interno del régimen de créditos, dispone: “criterios para la fijación de las tasas de interés de acuerdo a los tipos de créditos”; y

El artículo 8° que dispone: “Los préstamos que se otorguen en virtud de este reglamento estarán afectos a reajustes e intereses, según proceda, conforme a las normas contenidas en la ley Nº 18.010”; y

Si bien la primera disposición tiene rasgos de constituir una norma regulatoria de las tasa de interés aplicables a los créditos sociales, no se trata más que de una norma de publicidad de los tipos de interés aplicables a las operaciones de crédito social. En efecto, de la lectura de la segunda disposición citada, se desprende que el marco regulatorio de las tasas de interés para los créditos en análisis se rigen por las normas de la Ley Nº 18.010, sobre operaciones de crédito de dineros.

De lo anterior, puede concluirse que el marco jurídico del tipo de interés que cobran las Cajas de Compensación es el mismo que rige de manera general a las entidades financieras que operan en el mercado nacional del crédito, no existiendo restricciones o limitaciones especiales a su respecto.

Las diferencias entre el tipo de interés que cobran las Cajas de Compensación y otras instituciones financieras, como bancos y casas comerciales, varía en cuanto a los factores determinantes del tipo de tasa que aplican. En efecto, ahí donde los bancos además del plazo y el monto del crédito aplican factores referentes a nivel de endeudamiento y riesgo de pago del solicitante, las cajas de compensación -en virtud de los principios de universalidad y uniformidad que inspiran la seguridad social- sólo pueden cobrar una tasa de interés única, que varía sólo según el monto y plazo de cada operación de crédito.

Sin embargo, estas últimas entidades poseen, a nuestro entender, una mayor seguridad de pago de las obligaciones del afiliado pues, por expresa disposición legal, las cuotas de los créditos son descontados de las remuneraciones o pensiones de sus deudores, asegurando -en mayor medida- un oportuno pago, reduciendo, con ello, la tasa de morosidad derivada de estos crédito.

Sobre este último punto en cuanto a que lo adeudado por los trabajadores o pensionados a una caja de compensación por concepto de crédito social deberá deducirse -por expreso mandato legal- de la remuneración o pensión, según el caso es que tenemos una gran preocupación, sobre todo por la situación que afecta a los adultos mayores de nuestro país.

Es por esto que creemos necesario modificar la ley número 19.539 que en su artículo 16, que establece que las entidades pagadoras de pensiones deberán descontar de pensiones de los afiliados a una caja de Compensación, lo adeudado por éstos, por concepto de aporte de crédito social, prestaciones adicionales o complementarias, y enterarlo en aquella dentro de los diez primeros días del mes siguiente al de su descuento, rigiéndose esto por las mismas normas de pago de las cotizaciones previsionales.

Sobre esta norma creemos que no es justo, ni bueno, que una persona pueda comprometer el 100 % de su pensión al pago de un crédito social, puesto que en la mayoría de los casos estas son el único medio que posee la persona para subsistir.

En este proyecto de ley proponemos limitar el monto que puede ser descontado de la pensión por parte de las entidades pagadoras de éstas, para el pago de aporte, de crédito social y prestaciones adicionales o complementarias de un crédito social, hasta un máximo de un 30% de la pensión del mes respectivo.

Con esta norma queremos replicar aquella que está en el Capítulo VI del Libro I del Código del Trabajo que limita el monto que un empleador puede deducir de las remuneraciones por concepto de cuotas correspondientes a dividendos hipotecarios por adquisición de viviendas y cantidades que el trabajador indique para que sean depositadas en una cuenta de ahorro para la vivienda abierta a su nombre en una institución financiera, o en una cooperativa de vivienda que no pueden ser superiores a un 30 por ciento de la remuneración.

En la misma línea que lo anterior la ley 18.833 en su artículo 22 permite que lo adeudado por prestaciones de crédito social a una Caja de Compensación por un trabajador afiliado, pueda ser deducido de la remuneración por la entidad empleadora afiliada, y esto a su vez retenido y remesado a la Caja acreedora.

Siguiendo con el mismo principio que se pretende establecer respecto a las pensiones es que creemos que dicha “deducción” no pueda ser superior a un 30% de la remuneración respectiva.

Además de lo anterior estimamos que para el caso de las indemnizaciones que le puedan corresponder a un trabajador afiliado a dicha deducción, no puede llegar a más de un 50 % del total de la indemnización respectiva.

Por las razones anteriores es que venimos en presentar el siguiente:

Proyecto de Ley

Artículo Primero: Reemplácese el inciso tercero del artículo 16 de la ley número 19.539, por el siguiente:

Las entidades pagadoras de pensiones deberán descontar de las pensiones de los pensionados afiliados a una Caja de Compensación, lo adeudado por éstos, por conceptos de aporte, de crédito social, prestaciones adicionales o complementarias y enterarlo en aquella dentro de los diez primeros días del mes siguiente al de su descuento. Al respecto, regirán las mismas normas de pago y de cobro de las cotizaciones previsionales contempladas en la ley N 17.322. En ningún caso los descuentos en las pensiones de los pensionados por los conceptos señalados podrán ser superiores a un 30 por ciento del total de la pensión del mes respectivo.

Artículo Segundo: Sustitúyase el artículo 22 de la ley número 18.833 por el siguiente artículo 22 nuevo:

Artículo 22.- Lo adeudado por prestaciones de crédito social a una Caja de Compensación por un trabajador afiliado, deberá ser deducido de la remuneración por la entidad empleadora afiliada, retenido y remesado a la Caja acreedora, y se regirá por las mismas normas de pago y de cobro que las cotizaciones previsionales.

Practicada la deducción al trabajador, se entenderá extinguida a su respecto y de sus codeudores la parte correspondiente de la deuda, desde la fecha en que ella hubiera tenido lugar, aunque no haya sido remesada por el empleador a la Caja, debiendo dirigirse exclusivamente contra éste las acciones destinadas al cobro de las sumas no enteradas.

En ningún caso la deducción que efectúe podrá ser superior a un 30% de la remuneración respectiva, ni superior al 50 % de las indemnizaciones que le correspondan al trabajador afiliado.

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LA SENADORA SEÑORA RINCÓN, RESPECTO DE DECLARACIÓN DEL RÍO ACHIBUENO COMO SANTUARIO DE LA NATURALEZA

(S 1363-12)

Considerando

1.- Que el río Achibueno nace en la zona cordillerana de la comuna de Linares, Región del Maule Sur, río poco caudaloso que nace de la Laguna del Achibueno y que hace su descenso por un hermoso valle situado en las faldas de cordilleras tan imponentes como el Nevado de Longaví. El lugar fue considerado y declarado por la COREMA de la región del Maule como Sitio Prioritario para la Conservación de la Biodiversidad de la Región, según la Estrategia Regional para la Biodiversidad aprobado por la COREMA de la Región del Maule el año 2002.

2.- Que dicha área geográfica es depositaría de valiosos ecosistemas que contienen y son hábitat de diversas especies amenazadas, otorgándole dichos elementos un significativo valor desde el punto de vista de la conservación de la biodiversidad, sumándole a lo anterior, un valioso patrimonio arqueológico y un paisaje de elevado valor ecoturístico.

3.- Que en dicha zona, la empresa Hidroeléctrica Centinela Ltda. presentó al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental el proyecto hidroeléctrico Archibueno, el cual consiste en la construcción y operación de dos centrales hidroeléctricas de pasada en serie, denominadas El Castillo y Centinela ubicadas en altos de la montaña local, con una potencia total instalada de 135 MW, contemplando además de las centrales de generación, un sistema de interconexión eléctrica entre las subestaciones de cada central, además de instalaciones de apoyo necesarias para la construcción y operación de la misma.

4.- Que la construcción de dichas centrales hidroeléctricas, en nuestra opinión, generará variadas consecuencias a los habitantes de la zona cordillerana de la Región del Maule Sur, siendo varios los afectados por esta construcción, como por ejemplo los arrieros de la zona, que abastecen de agua a su ganado directamente desde cuenca del río, también se verán perjudicados los habitantes del cajón del Achibueno, los cuales temen que la construcción de dichas centrales termine afectando sus fuentes de trabajo vinculadas al ecoturismo y la agricultura. Que a lo anterior, se suma el hecho que se inundarán o inutilizarán amplios sectores que presentan suelos aptos para producción agrícola. Se trata de algunas de las terrazas fluviales, en las cuales históricamente hubo cultivos en forma artesanal, por ejemplo, en el sector de La Gloria se cultivaba trigo hasta hace pocos años en terrazas fluviales, utilizándose un canal para el riego de estas. Las centrales desviarían la mayor parte del caudal del río en un tramo de 44 kilómetros, transformando el cauce natural del río en un verdadero pedregal, ya que a lo largo de estos 44 kilómetros la empresa pretende dejar en el cauce natural tan sólo un 10% del caudal promedio anual que trae el río. Lo anterior, significa en los hechos prácticamente secar el río durante 44 kilómetros, destruyendo así el hábitat natural de un gran número de especies nativas animales y vegetales en estado de conservación, como así también, el lugar de recreo de los linarenses y de los miles de turistas que año a año suben a disfrutar de las aguas del río Achibueno. A lo anterior, hay que sumar el corte de decenas de hectáreas de milenarios bosques nativos para realizar las obras. Estos bosques (de gran tamaño y diversidad) albergan múltiples especies en estado de conservación, como el Hualo y el Ciprés de Cordillera.

5.- Que estamos convencidos que este proyecto no reportará verdaderos beneficios para la Provincia de Linares, y terminará destruyendo su principal patrimonio, el potencial turístico, el cual es una alternativa sustentable y de proyección de crecimiento exponencial para la zona (que reportó US$40 millones para el 2008, reflejando un aumento el año 2009 del 16,96% en relación a Enero del mismo año, según información de Sernatur Maule).

6.- Que el conflicto por la polémica instalación de las centrales de paso El Castillo y Centinela en el cajón del río Achibueno en la provincia de Linares, está lejos de terminar. Ello, porque a los recursos de protección presentados por las organizaciones sociales y el Municipio de Linares y la constante negativa a su construcción por parte de los habitantes de la zona, principales detractores de las hidroeléctricas en la región, se sumó la renuncia hace unos meses del director regional del Servicio de Evaluación Ambiental (SEA), Tomás Irarrázabal, quien reconoció que el proyecto energético era de alto impacto ambiental para la zona generando una polémica que sembró un manto de dudas respecto de la legitimidad del proceso de Evaluación Ambiental llevado a cabo por la empresa.

7.- Que la ley N ° 17.288 sobre Monumentos Nacionales en su articulo 31 señala que “Son santuarios de la naturaleza todos aquellos sitios terrestres o marinos que ofrezcan posibilidades especiales para estudios e investigaciones geológicas, paleontológicas, zoológicas, botánicas o de ecología, o que posean formaciones naturales, cuyas conservaciones sea de interés para la ciencia o para el Estado. Los sitios mencionados que fueren declarados santuarios de la naturaleza quedarán bajo la custodia del Ministerio del Medio Ambiente, el cual se hará asesorar para los efectos por especialistas en ciencias naturales”. Que dicho artículo 31 de la ley Nº 17.288 en su inciso 6 señala que “La declaración de santuario de la naturaleza deberá contar siempre con informe previo del Consejo de Monumentos Nacionales”.

8.- Que teniendo en consideración lo anterior, creemos que es necesario salvaguardar el ecosistema existente en el sector, declarando al río Achibueno y en especial la zona conocida como Cajón del Achibueno como Santuario de la Naturaleza, en virtud de lo establecido en la ley Nº 17.288 sobre Monumentos Nacionales.

Por tanto, los Senadores abajo firmantes, vienen en presentar el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO
El Senado de la República acuerda lo siguiente:

“Solicitar al Presidente de la República, que en virtud de lo establecido en la ley Nº 17.288 sobre Monumentos Nacionales, declare Santuario de la Naturaleza al río Achibueno ubicado en la zona cordillerana de la comuna de Linares, región del Maule Sur”.

(Fdo.): Ximena Rincón González,

Senadora.
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